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Como Decano de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de 
Buenos Aires, prologar la presente obra es una satisfacción porque mi conocimiento 
de los coordinadores, así como también de los distinguidos coautores, me habla de 
la creatividad de la vida universitaria. 

Esta obra, si bien es de utilidad para el profesional que actúa en el ámbito ju¬ 
dicial. ha procurado satisfacer los requerimientos de una de las asignaturas del nue¬ 
vo enfoque curricular. 

Considero una de las virtudes del libro haber reunido a los profesores titulares 
de lo asignatura Actuación Profesional Judicial, quienes, juntamente con un desln- 
cado grupo de profesores de la materia y de materias relacionadas, transmiten en la 
obra sus vastos conocimientos docentes y experiencia profesional. 

Estimo que la publicación de este libro es un aporte a la profesión y ai estudio 
de la disciplina; mis felicitaciones a lodos los profesores que lo han redactado, a 
quienes les deseo todo el éxito que merece este tipo de cmprendimicnto. 

Buenos Aires, abril de 1998 
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La presente obra trata sobre el rol destacado del contador público, en el ámbi¬ 
to judicial. 

Los autores que intervienen tienen larga experiencia en la materia de su com¬ 
petencia; por ello se los ha convocado para encarar esta tarea. Todos son estudiosos 
c investigadores; además, se ha reunido a los profesores a cargo de las cátedras I. ÍI 
y III de la asignatura Actuación Profesional Judicial. Dr. Q. Dell'Elcc, Dr. A. Rtzzo 
y Dr. J. Ulnik. 

lista disciplina. Actuación Profesional Judicial, ha adquirido dentro de la últi¬ 
ma reforma curricular un aspecto destacado, pues no solamente ubicará al alumno en 
el ámbito de la Justicia, sino que además lo acercará a los organismos profesionales 
y a las leyes que regulan la profesión. 

Un esta obra los alumnos próximos u graduarse encontrarán en forma didácti¬ 
ca y ordenada todos los lentas que atañen a la problemática judicial relacionada con 
el contador público. 

Desde nuestra perspectiva profesional y como coordinadores de la obra, pode¬ 
mos señalar que este libro, principalmente por la calidad de los autores y por los te¬ 
mas tratados, será texto de consulta para graduados en ciencias económicas, asi como 
turnhién para abogados, y otros profesionales o funcionarios judiciales. 

A continuación, reseñaremos cada uno de los capítulos que comprende la obra: 
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Capitulo I 

EVOLUCION V CARACTERISTICAS DE LAS PAOFESIONES EN 
CIENCIAS ECONOMICAS 

A. Deberes y obligaciones profesionales 

D*. Cantos L Ganan Cnstun 


El autor trata con profundidad los fundamentos filosóficos de la ótica profesio¬ 
nal. analiza las distintas alternativas, pero obtiene su mejor logro al desarrollar la 
posibilidad de convivencia de opciones óticas personales diversas 


B. los profesiones de ciencias económicos en nuestro país 


Da. Castos S- Zpgut, 

La evolución de la profesión, las leyes que regulan su funcionamiento y algu¬ 
nos rasgos singulares de los contenidos curriculares para alcanzar una sólida forma¬ 
ción del contador público, son los aspectos más novedosos presentados por el autor 


Capítulo II 

ORGANIZACION JUDICIAL 

Da. gpuaaoo M. Favita-Dusois 


El desarrollo del tema con absoluta solvencia profesional, demuestra una gran 
consustanciación con los aspectos que interesan, fundamentalmente, a la profesión 
contable La organización o estructura de las instituciones que tienen a su cargo la 
administración de justicia, la competencia —o sea. las atribuciones de dichos orga¬ 
nismos—. el procedimiento que los litigantes deben cumplir para obtener justicia y 
los tribunales para administrarla son los ejes centrales del capítulo. 
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Capituio III 

NOCION€S DE DERECHO PROCESAL 

La actuación profesional del contador público como perno en el ámbito foren¬ 
se. la prueba de peritos, las pericias y compulsas en general, y el informe o dictamen 
pericial contable son las cuestiones que profundiza el Dr Eduardo M Favur-Duboh 
Se incorpora, asimismo, un importante material de aplicación —escritos judi¬ 
ciales—, que estamos seguros será de gran utilidad para el profesional, cuando deba 
responder a los requerimientos del procedimiento judicial o cuando deba actuar como 
perito ante los fueros civil y comercial, aspecto analizado exhaustivamente por el Dr 
Aumsrto E. MfcTHEm 


Capituio IV 

LA ACTUACION COMO PERITO CONTADOR EN LAS 
CONTROVERSIAS LABORALES EN EL AMBITO NACIONAL V DE LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 


Dan. €uw fl. Suwiwr Kimum 


En este capítulo se trata el dictamen pericial en el fuero laboral y complemen¬ 
tando este tema se aborda la planificación y administración de la tarea en el referi¬ 
do fuero. Los dos tópicos están encarados didácticamente. Se tratan todos los aspec¬ 
tos que hacen a la cuestión, aun los más sencillos y prácticos. 

El capítulo se complementa con motlelos útiles y actualizados para el quehacer 
profesional. 


Capituio V 

PERICIAS EN EL FUERO PENAL 

Dn. Cdkundo J. C. Lorrr Couctmo 
Dw. Hugo fl. Bino a 


La trayectoria profesional de los autores y el conocimiento que tienen del me¬ 
dio. ya que integraron como Decanos el cuerpo de pernos contadores oficiales, han 
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permitido reunir, en este capítulo, los elementos clave para guiar la labor del profe 
sional dentro del fuero Penal. 

Un apone de mucha utilidad para el profesional es el diccionario del perito 
penal, que facilitará, a quien lo consulte, interpretar con mayor prc. ivión el alcance 
de algunos términos y expresiones de naturnlc/a jurídica, que s i cm . idos en el 

fuero penal 


Capitulo VI 

JUICIO Oflfil: PCRITOS 

Da. Cdmundo J. €. Lop<¿ Coucrmo 


Este capítulo nos obliga a un agradecí míenlo muy especial al autor. dado que 
lo realizó con presteza y se ajustó a las páginas que le fueron asignadas, podemos 
señalar, como dice el antiguo adagio, lo bueno, si breve. Jos irces bueno 
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Capitulo Vil 

€1 CONTADOR PUBUCO COMO SINDICO CONCURSO!. 


Dn. Juan Utwm 

En este capítulo se destaca el importante papel que se le reserva al contador 
público en los procesos de falencia; el sindico concursal debe producir informes de 
auditoría y de factibilidad, y debe investigar el pasado. 

Si bien lodos los puntos tratados nos parecen relevantes, querernos detenernos 
en aquel que se refiere al informe general previsto por el art. 39 de la ley 24 522; los 
incisos que componen este artículo han merecido una atención profunda y. al mismo 
tiempo, didáctica 

Finalmente se comparan las actuales disposiciones con la ley anterior y efec¬ 
túa un análisis crítico de algunos aspectos de la nueva norma. 
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Capítulo VIII 

ASPECTOS CONTABLES FUNDAMENTALES RELACIONADOS CON LA 
ACTUACION DEL CONTADOR PUBLICO EN €1 AMBITO JUDICIAL 


D«s. Un F*own tx Gaacm 
D*. Jtnwt C. Vacas 

Los coordinadores de la obra han querido ubicarse como una “curta ' entre au¬ 
tores que tratan aspectos del ámbito judicial; traen .1 colación la importancia de los 
temas contables controvertidos o muy nuevos, pero que en un mundo globoJi/ado 
serán muy pronto perentoriamente necesarios. No olvidemos que el contador elabo¬ 
ra pericias contables, y se supone que es quien tiene los conocimiento* contables de 
todo* los problemas derivados de un mundo económico sumamente complejo. 

Hn este capitulo prestaron valiosa colaboración los profesores de la Facultad de 
Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires Imiis M. Gatas Fkonii y 
Fawan Gajst; a ellos, nuestro especial agradecimiento. 
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Capitulo IX 

OTROS DESEMPEÑOS PROF€SIONAL€S D€l CONTADOR PUBUCO 
V D€l LICENCIADO EN ADMINISTRACION EN EL AMBITO JUDICIAL, 
EN MEDIDAS DE CARACTER CAUTELAR (ADMINISTRADOR, 
INTERVENTOR, LIQUIDADOR V VEEDOR) 


D*. €nmow H. Kiasamaa 

El autor nos acerca a los temas de manera práctica y accesible, pero con una 
excelente base doctrinaría que se refleja en sus citas, estimamos que ellas permitirán 
a otros estudioso* de esos temas tomar este trabajo como punto de partida. 

En primer lugar, se trata los diferentes tipos de desempeftos del contador pú¬ 
blico y del licenciado en administración; a continuación, la forma de encararlos y. por 
último, ncompaAa modelos de escritos c informes de gran utilidad práctica. 
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Capitulo X 

OTROS D€S€MP€ÑOS TRflDICIONfll€S D€l CONTADOR PUBLICO 

A. Lo liquidación de overfos y siniestros 
8. Los sucesiones y lo cuento portidonorlo 
C. Lo rendición de cuentos 
D. Lo transmisión de fondos de comercio 


t>. €lWO B- OftttLBNfi 

En el primer lerna tratado, la liquidación de averías v siniestros, en su desarrollo 
pone de manifiesto los profundos conocimientos sobre aspectos poco tratados por la 
doctrina vinculada con la práctica del contador 

En lo que respecta a ¡as sucesiones y la cuenta partícionaria. se ha puesto el 
énfasis en la participación de los contadores públicos como "peritos'' dentro de esta 
clase de procesos universales. Con el mismo enfoque, se encara la rendición de cuen¬ 
tas. 

Por último, en la transmisión de fondos de comercio —que denomina el autor, 
con gran acierto, incumbencia olvidada — se trata principalmente la intervención y 
dirección del contador público en el relevamiento de inventarios para la transferen¬ 
cia de negocios. 


Capitulo XI 

€L CONTADOR PUBUCO €N SU ROL COMO CONSULTOR TCCNICO 
€N €L AMBITO fOR€NS€ 


Da. Quintino P. Pnt'Cicf 

Las características de la función, y las principales diferencias y analogías con 
los peritos propuestos de parte; demuestra la experiencia recogida por el autor en su 
actuación dentro del ámbito forense metropolitano. 
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XV 


Camino XII 

€1 PCRITO ARBITRO DCNTRO D€L JUICIO D€ ARBITROS V 
RMIGRBL6S COMPONCDORCS 

Día. Nu«v €. Vmfliafl 


Este lema novedoso, aun en su título, es miado en forma didáctica y con gran 
conocimicnio de causn. Entre los tópicos desarrollados podemos destacar las normas 
que regulan el funcionamiento de los tribunales arbitrales en nuestro país. 


Crpituio XIII 

LA LABOR PROFCSIONAL D€l CONTADOR PUBUCO €N LAS 
NUCVAS ALT6RNATIVAS D€ RCSOLUCION D€ CONFLICTOS: 
MCDIACION, CONCILIACION V ARBITRAJC 


Dn. Rmo«mo L F. R. Rizzo 
Dm. Raousi €. Rooaioucz 
D an. €is« R. Suaasz Himuna 

Especial atención han brindado los autores al concepto de mediación. Han des¬ 
tacado los antecedentes nacionales y extranjeros, y ubican con claridad la labor que 
puede desarrollar el contador público para contribuir al éxito de la mediación, la con¬ 
ciliación y el arbitraje. 


Dni. Luisa Fronti de García 
D r. Juan Carlos Viecas 
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I. DEBERES Y OBLIGACIONES PROFESIONALES 


1,1. INTRODUCCION 

Nos parece importante comenzar tratando los deberes y obligaciones profesio¬ 
nales de los contadores públicos en la Argentina, porque sostenemos que dichos gra¬ 
duados universitarios tienen el carácter de dirigentes sociales. 

La actividad contable tiene repercusión social y es importante destacar la fun¬ 
ción social de los conocimientos propios de la disciplina "contabilidad” Se acostum¬ 
bra mencionar el "apostolado" de ciertas profesiones o disciplinas como la medici¬ 
na Sin restarles valor a las otras profesiones, la de contador público tiene su propia 
función que la hace imprescindible para la sociedad. 

Trataremos la vinculación entre la responsabilidad moral y la legal, y. por ese 
camino, desembocaremos en la fundamentación filosófica de la ética profesional del 
contador público. 

Al pasar revista al tema a través de la histona de la profesión en la Argentina, 
recorremos lo dicho al respecto en 1945. Luego se hace énfasis en varias convencio¬ 
nes nacionales de profesionales en ciencias económicas que. desde 1953 hasta 1961. 
desembocaron en la propuesta de un código de ética para todo el país. 

En 1969 el Consejo Profesional de Ciencias Económicas dicta un código de 
ética que comentaremos detenidamente. 

La X Convención Nacional de Profesionales de Ciencias Económicas de 1970 
propone un código único de ética que servirá de base al de la Capital Federal de 1980 
que trata el colega Zaolul más adelante. 
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1,2. RESPONSABILIDAD LEGAL Y DISCIPLINARIA 
VERSUS RESPONSABILIDAD MORAL Y ETICA 
DEL CONTADOR PUBLICO EN LA ARGENTINA 

1,2,1. LA ULTIMA PALABRA NO ES DE LOS JURISTAS 

La cuestión de la responsabilidad legal y profesional del contador público no 
puede ser un elemento supeditado a la “última palabra" de los juristas ( i pues creo 
que el tema no es solamente legal sino principalmente moral 

Los ciudadanos argentinos contadores públicos tenemos una responsabilidad 
moral o ética como tales, independientemente de las normas legales o de la jurispru¬ 
dencia. Creo que el énfasis debe estar en la actitud que tomemos como hombres res¬ 
ponsables. por nuestra naturaleza humana, y como miembros de una comunidad de¬ 
terminada. 

Por esos motivos pienso que la última palabra sobre este tema la tenemos no¬ 
sotros. los contadores públicos, más allá de lo que puedan argüir los juristas. Nues¬ 
tra responsabilidad personal y social debe surgir de un análisis profundo y propio 
acerca de las características de nuestras tareas y su vinculación con el bien común del 

país. 

Discrepo con el Dr Chapman cuando dice que 

' los miembros mismo» de nuestra profesión suelen tener una idea muy vaga acerca del 
alcance de la responsabdidad que lea loca en las desunios funciones que ejercen con moti¬ 
vo de su actividad especifica'' ('). 

Tal vez esa afirmación se debe al hecho de considerar que la responsabilidad 
profesional del contador público es principalmente legal El libro citado dedica su 
segunda parte a este tema (págs. 15 a 202) y la tercera, mucho más breve (págs. 203 
a 300), a lo que se denomina responsabilidad disciplinaria. Aclaramos que esta res¬ 
ponsabilidad disciplinaria también deriva del derecho positivo vigente. 


1,2,2. LIMITES A LA RESPONSABILIDAD 

El Dr Chapman limita la responsabilidad de los contadores públicos y demás 
profesionales en ciencias económicas a la legislación actual y a la jurisprudencia 


1 1 ) IftMUlM, Wiujam Uvin prólogo del libro Rrtponuthtttdad dtl pqfafoal tn i irn, m| r, ,r 
Hdmleai. Edición*. Match.. Bueno* Ama. 1979. enano párrafo, nn numero de página 
(2) CMatman. »p nr en nota < I). icgundo párrafo, un námero dr página 
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existente í')^N<> compartimos este criterio: la responsabilidad que deseamos profun¬ 
dizar debe ser la total del ser humano graduado en ciencias económicas. E ste nene 
obligacio nes v derechos superiores a los previstos en un derecho positivo determinado 
y en un lapso de jurisprudencia ( lado^ y 

Debemos profundizar nuestra conciencia individual y colectiva para que nues¬ 
tra búsqueda de distinciones entre actos buenos y malos en la actividad cotidiana sea 
el motor que genere nuevas actitudes en la mayor parte de las colegas, y luego lle¬ 
gará el momento de plasmarlas, total o parcialmente, en normas de derecho positivo 
que generarán su subsecuente jurisprudencia. 


1.2.3. LAS DOS ACEPCIONES DE LA PALABRA “RESPONSABILIDAD" 

Del diccionario de la Real Academia Española obtenemos, junto con el Dr 
Chapman, dos acepciones para la palabra "responsabilidad" (*)jUpa es legal y la otra. 

moral. 

El Dr. Chapman opina que la obligación moral está implícita en la legal, pero 
para que ello ocurra el derecho positivo debería tener un sustento moral que no siem¬ 
pre tiene pues existen, han existido y existirán leyes injustas o inmorales. Creo que 
no conviene reducir la responsabilidad total a una responsabilidad legal pues dejamos 
fuera elementos fundamentales de la acción humana completa. 

La obligación moral seria enfatizada en la responsabilidad disciplinaria que 
daría lugar a una sanción con respaldo legal Opino que es difícil ubicar en un códi¬ 
go de ótica todas tas obligaciones morales de los contadores públicos Sería desea¬ 
ble que dicho código contenga la mayor cobertura posible, pero quedaría fuera un 
amplio espectro de actos supeditados a la conciencia individual y sin sanción legal. 

Me inclino a optar por u na responsabil idad amplia de los contadores públicos 
que como seres humanos responden legaLy morulmcntc Una recia personalidad 
moral, o sea. una clara, consciente y laboriosa búsqueda del bien, y una positiva, 
cotidiana y trabajosa acción de destierro del mal serían componentes necesarios de 
la acción de los profesionales. 

La filosofía debe venir en auxilio de nuestra ciencia profesional para que po¬ 
damos actuar con responsabilidad. Sin una “ontología o teoría de los objetos cono 




(3) Chaman, op. ril c» anta ti» 

(4) Chaman, op ni en aula (I). Diccionario manmil t .turrado de la tengan etfaAoU. Kfmada 
edición. Madrid. 1950. pdg 1327 
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cid os. y una gnoscología o estudio del conocimiento de los objetos" (') nuestra re¬ 
flexión será incompleta. 

Si aceptamos la existencia de una “conciencia moral" que "contiene dentro 
sí un cierto número de principios, en virtud de los cuales los hombres rigen su vida" 
vemos que el aporte de la ética como parte del saber filosófico es imprescindible para 
detectar responsabilidades profesionales. 

Masuel García Múrente, al analizar los fundamentos morales de la mctafísi 
ca y comentando a Kant. plantea la distinción entre legal y moral cuando dice 

"Evidentemente. U moralidad no es lo imuno que la legalidad La legalidad de un ocio 
voluntario consiste en que la acción efectuada en él sea conforme y esté ajustada a la ley 
Pero no basta que una acción sea conforme y esté ajustada a la ley. para que sea moral; no 
basta que una acción tea legal para que sea moral Pañi que una acción sea moral es me¬ 
nester que algo acontezca no en la acción misma y su concordancia con la ley. sino en el 
ínstame que antecede a la acción, en el animo o voluntad del que la ejecuta. Si una persona 
ajusta perfectamente sus actos a la ley. pero loi ajuma a la ley porque teme el castigo con¬ 
siguiente o apetece la recompensa consiguiente, entonces decimos que la conduela intima, 
la voluntad intima de esa persona no es moral." (’). 

A través de los siglos, desde los filósofos presocráticos hasta los aulores de 
nuestro tiempo, ha habido y hay opiniones diversas que desarrollan los temas éticos 
Los contadores públicos tenemos derecho a optar por alguna de las escuelas vigen¬ 
tes. pero lo que no podemos hacer es ignorarlas o prescindir de ellas. 

Optando por José Ortega y Gassi t y su filosofía de la ra/.ón vital, podemos 

decir: 


"Hacer es la actividad que ejecuto y», por algo y pora algo, y de la cual soy. por tanto, rts- 
pomabte (el destocado es nuestro) 

Ahora bien, mi vida es un quehacer, es decir, la tengo que hacer yo. Icngo que decidir en 
coda ínstame lo que voy a hacer —y por tamo ser — en el instante siguiente: tengo que ele¬ 
gir entre las posibilidades con que me encuentro, y nadie puede relevarme de esa elección 
y decisión. Esto hoce que el problema de la libertad se plantee en la filosofía orlcguianu de 
un modo completamente nuevo La libertad consiste en esa forzosa elección entre posibili¬ 
dades Ser libre quiere decir carecer de identidad constitutiva, no estar ¡ideeripio a un ser 
determinado, poder ser otro del que era y no poder instalarse de una vez y para siempre en 
ningún ser determinado. 


(5) Ga*cia Mi»™, Manviil. Lecciones preliminares de filosofía. cuarta edición. Editorial Losa¬ 
da. Buenos Aires. 1948. pág. 13. 

(6) García Mt >ii sr>. np cu. en nota (5). pig 309 

(7) Gaucia Motern. np ttí. en nota (3). píg 312. 


28 - 
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Como yo Moyo <|ur decidir In qae voy a tace» «a 
qni* hayo una cou, y no «ra. la vida 
| | Cuando la vida se hace denle el propvo yo. 
llama a « 

tfntica. ci 

y original vocacidn. faitea <« 'ida y la coa viene el 
I» auimlicidad. en llevar a »u máximo de realidad la vida: vivir ev vlttr m 
*i«e en que el hombre realice <u pervmal 
dedicado en haitardtlla ev noertro ) <*) 


1.2,4. LA RESPONSABILIDAD Y LA FORMA DE EJERCER 
LA PROFESION 

En la colección de la Revista de Ciencias Económicas que publicaban la Facul¬ 
tad de Ciencias Económicas, el Colegio de Graduados en Ciencias Económicas y el 
Centro de Estudiamos en Ciencias Económicas de Buenos Aires constan una expo¬ 
sición del Dr. Chapman de 1958 y una respuesta del suscripto publicada en 1961 (*) 
acerca de quó es una profesión y cómo se ejerce. En 1979/1981 volvimos al lema que 
creo mantiene su interés. 

Basándonos en el diccionario de la Real Academia Española (’"> mantenemos 
con el Dr. Chapman en 1958 ("I que profesión es "acción y efecto de profesar” o sea 
"ejercer una ciencia, arte, oficio, etc ” En su texto de 1979 el colega citado utiliza 
directamente la segunda, “empleo, facultad u oficio que cada uno tiene y ejerce pú¬ 
blicamente" ('*). 

Opino que es mejor la primera acepción que prescinde del aspecto "publico" de 
la actuación del profesional; por su parte el Dr Chapman deduce de este adjetivo 
"público" que es "en beneficio de lodos" ("). He aquí un punto clave de nuestras 


(*) Masías, Mu». Historia Je lafilotofia. JccimoM'pOma edición. Revista de Decídeme Madnd. 
I9W. pd( 451 

(9) Revivía de Ciencias Económicas, uto XLVI. vene fV. N" .1. pígv 509 a 311. y ato XLIX. se¬ 
rie IV. N* 15, píyv. 305 a 309 

(10) Op. at. en non (4), pdg 1244. 

<lll/f»drm en nota (9l.pdf J09 

(12) Chaman. <y> <« en ñola 1 1 1 . pí* 2 

(13) Chama», op ell en nota (I), gdf. 2. 
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reflexiones, creo que la ayuda del léxico oficial ni definir público " nos va a auxi 
liar “notorio, patente, manifiesto, visto o sabido por todos" (") 

Deduzco que ha habido una confusión en el autor al suponer que público es en 
beneficio de todos. Opino que tendría que serlo, pero solamente indica que es cono¬ 
cido por todos. 

Volviendo a la definición de profesión y profesional el Dr. Chapman en 1979 
aclara que se refiere a personas con un nivel cultural determinado con: 

'...candios de nivel terciario que las ha capacitado no sólo técnicamente, uno lumhrCn para 
entender la norma jurídica y tos alcances, para discernir entre el bien común y la convenien¬ 
cia individual y. en fin. sin pmcauoocs íil.iMSfuav pora acusar con plena conciencia del 
corréelo proceder hacia el prójimo” (**). 

Al respecto, acoto que continúa la distinción entre profesionales con más y 
menos preparación, y señala el autor que habría: 

a) una responsabilidad común a ambos, como seres humanos ('•>; y 

b) una responsabilidad penal, civil y disciplinan:! propia del profesional univer¬ 
sitario independiente. 

En lo expuesto aparecen dos temas: 

a) nivel de preparación y 

b) independencia. 

Podemos señalar que en la exposición está faltando la “pretcnsión filosófica'' 
que explique las distintas responsabilidades —para mí—. sobre lodo morales, de los 
profesionales con distinto nivel de preparación. Pero reitero que ambos responden 
como seres humanos y miembros de una comunidad y creo que esto es lo que debe 
prevalecer. 

Respecto de la independencia, opino que el contador público es tan responsa¬ 
ble si ejerce en forma pública o privada su profesión. la situación de dependencia no 
lo obliga a hacer cualquier cosa que le ordene su empleador y éste lo contrata poi¬ 
que posee una técnica que el empleador generalmente no domina. Un buen emplea¬ 
dor no dictaría normas para que ejerzan sus profesiones abogados, médicos o inge¬ 
nieros; les pediría una actuación acorde a las metas de la organización pero sin su¬ 
plir sus cualidades técnicas. 


(M) Opai en bou (4). píg 1254 

(15) Chai-van. op. di. en nou (1). pág 2. 

(16) Cmapvan, op til. en nou (I), píg 3. 
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La ley vigcnlc 20.488 ha eliminado el argumento que esgrimía el Dr. Chaman 
en 1958 r r ) al no repetir lo que indicaba el artículo segundo del dto.-ley 5.108 de 

1945: 


"Se entiende por ejercicio de I» pmfrnone* mencanrudas aqnel que se reali/u en forma 
individual, «in relación de dependencia ' 

El artículo tercero de esta ley. que ha reconocido el ejercicio profesional en 
relación de dependencia, considera que los profesionales licenciado en economía, 
contador publico, licenciado en administración y actuario 


■-(ercen las profesiones mencionadas en el articulo primero mando rali na aero* que 
supongan, requieran o comprometan la «pilcando de canocumemai propro» de ules paso 
nos. especialmente si consisten en: 


d ofrecimiento o realización de servicios pr 
el ilesempeilo de funciones derivadas de no 
puesta de parte; 


n de oficio o a peo- 


La lectura de este artículo de la ley demuestra que se puede ejercer la profesión 
de contador público aplicando los conocimientos propios de la profesión en relación 
de dependencia como lo hace un gran número de colegas en empresas privadas y 

públicas. 


Los argumentos que utiliza el Dr. Cu arman en 1979 creo que se deben a su 
énfasis en la actuación de los profesionales auditores externos y dictaminantes; prueba 
de ello es su separación del ejercicio como 


a) dictaminantes y 


b) consultores ("). 


Creo que ambos son ejercicios profesionales responsables. 

En 1961 señalé que un error del Dr Chaman, en 1958. era indicar que “la 
verdadera significación de la palabra «profesión» la da la responsabilidad civil del 
profesional’* (”); en él creo que reincide en 1979. Esto tiene importancia porque sus 
propuestas en malcría de responsabilidad están así encaminadas al contador público 
actuante como dictaminante casi exclusivamente. 


(17) tb,<Um en noU (9). p*» 311. 

(18) Ciiamak. op. cu en nota (I). pigs 5 a 14. 

(19) «mimen non(9). jMg. 506. 
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1,3. FUNDAMENTOS FILOSOFICOS 
DE LA ETICA PROFESIONAL 

1,3.1. INTRODUCCION 

Los graduados en ciencias económicas nos encontramos actuando y asesoran¬ 
do en la administración de entidades de todo tipo, junto con profesionales universi¬ 
tarios de otras disciplinas, y directivos o ejecutivos con y sin formación universita¬ 
ria 

En relación con los problemas de las organizaciones en que nos desempeñamos, 
para algunos son problemas exclusivamente financieros; para otros, económico-finan¬ 
cieros; un tercer grupo presume que se trata de problemas sociales, y —en fin— lo¬ 
dos coinciden en que son cuestiones de los seres humanos en sociedad y en relación 
con las cosas o recursos disponibles. 

Aparte de esas características, resulta que los graduados en ciencias cconómi 
cas debemos reflexionar y optar por algún planteo ¿tico con fundamentos filosóficos 
porque en la vida los entes debemos optar permanentemente entre lo bueno y lo mtilo 

Existen códigos de ética profesional en cada una de las jurisdicciones del país, 
pora los graduados en ciencias económicas en general, que abarcan al contador pú¬ 
blico, al licenciado en administración, al licenciado en economía y al actuario. En la 
Capital Federal rige desde el I* de abril de 1981 el mencionado por los colegas 
Fowler Newton y Petrungaro en un comentario publicado ( Y 

Pero esos códigos habitualmente mezclan principios éticos con normas de ac¬ 
tuación profesional, y entonces —como señalan los mencionados autores— vale la 
pena analizar la posibilidad de obtener principios éticos que sirvan de base a las re¬ 
glas prácticas de actuación. 


1,3,2. LAS ALTERNATIVAS POSIBLES EN MATERIA ETICA 

En su tesis doctoral. Petrungaro (*') discute la temática del planteo ético a ele¬ 
gir. para lo cual se exponen las más decisivas concepciones filosóficas que preten¬ 
den fundamentar la esencia de la vida moral. 


(20) Ver Administración de Empresas, alto XII. pógs. 315 a 338. "Nuevo código de ótica para pro¬ 
fesionales en cieña» económica*" 

<211 "Código de élica Relevancia de los principios de ótica profesional sohre las 

normn* de acento contenidas en el código 1974 1977". tesis doctoral. Biblioteca de la Facultad de Cien- 
Ctoa Económica, de la Umver»Klad de Buenos Aires. II 512 P 2 («n especial, la introducción) 
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Así enumera: 

1. El planteo de la felicidad o el placer 

2. El planteo de la perfección. 

3. El planteo de San Agustín. 

4. El planteo de la» morales del sentimiento. 

3 El planteo de los valores 

6. El planteo de Kant 

7. El planteo existencia!. 

Por nuestra parte, creemos que se trata de una reducción excesiva, pues en 1981 
presentamos en la XIV Conferencia Intcramencana de Contabilidad ( n ) una lista de 
22 posiciones diferentes a través de la historia, que incluía: 

1. Soca ATES. 

2. Platón. 

3. Aristóteles 

4. Los cínicos. 

5. Los estoicos. 

6. Los epicúreos. 

7. El escepticismo. 

8. El eclecticismo. 

9. San Agustín. 

10. Santo Tomas de Aguino. 

11 . Rene Descartes. 

12. Baruch Spinoza. 

13. John Locke. 

14. Immanuel Kant. 

15. Georc. W. F. Hegex. 

16. Arthur Soioppnhauer. 

17 Augusto Comt#. 

18. Friedrioi Nietzsoie- 
19 Franz Bkiwano. 

20. Charles S. Perece. 


(22) "La filotolia como aspecto no técnico fundamental en la («mutación UMCfral det contador 
tu imptcmrMoción cnmnUoi" publicación lene O 106. Facultad de Ciencia» Económica» de la Uaiver- 
tullid de Dueños Aires, primera reimpresión, octubre de IlíS 
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21 . Edmund Hussati- 

22. José Ortega y Gasstt 

Por su parte, la cátedra de Etica de la Facultad de Filosofía y Letras de la Uni¬ 
versidad de Buenos Aires planteaha en 1981. a través de su programa 

1. La ética de Aristóteles. 

2. La ética de Kant 

3. El sistema filosófico de Hht.r y el problema ético 

4. El utilitarismo. 

5. La ética en la filosofía de la vida 

6. La ley individual de Simmu 

7. B erg son. 

8. La ética analítica. 

9. La ética material de los valores 

10. El emotivismo de Stfvfnson 

11. El intuicionismo de Ross. 

Coincidimos con Petrungaro en que cada uno de los profesionales en ciencias 
económicas debe plantearse la cuestión de qué ha de hacer con su vida y entonces 
debe buscar un fundamento filosófico que —entre las opciones posibles le indique 
un planteo ético a seguir. 

Como decíamos en 1981 (**): 

". el objetivo es que lodo* actuemos sabiendo que posiciones existen en malcría de etica. 

eligiendo una o la combinación de mis de una. y cotejar los hechos de la vida profesional 

con este sistema de ideas y valores" 

De csc modo, frente a la necesidad de optar cnlrc las alternativas posibles que 
proveen los planteos éticos, cada profesional en ciencias económicas debería adop¬ 
tar su opción personal libre en función de su propia conciencia. 


1,3,3. FUNDAMENTOS DE LA OPCION DE PETRUNGARO 

Pe trun garó opta por el planteo de Kaht por las siguientes razones ( J ’): 

I. La ética profesional debe relacionarse con una ética posible y necesaria en 
el mundo de los negocios, donde resulta utópico aplicar el planteo de la fe¬ 
licidad o el placer por el cual “las acciones son buenas en la medida de la 

(23) Mauandi. Ricardo. Programa 191. 

(24) Ibtdem en nota (22), pig 9. 

(25) Petrunoaro, op, cit. en nota (21). introducción, sin numerar 
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felicidad", pues, en dicho mundo, malas acciones podrían producir "felici¬ 
dad" Y esto sin considerar el sofisma que pretende justificar el planteo, como 

ya se ha referido. 

2 Tampoco el planteo ético de la perfección resulta aplicable, pues va de la 
mano de un claro optimismo mctaffsico como es que el mundo y el hombre 
tienen una esencia transparente a la razón, que hay un rango entre las esen¬ 
cias. plenamente accesible al conocimiento. 

3. F-l monumental planteo ético de San Actmw no parece aplicable al mundo de los 
negocios, por no ser el sumo bien apreciado como tal por lodos sus habitantes. 

4 El planteo de las morales del sentimiento no puede ser considerado como 
determinante de la acción humana, pues, si algo no nos lo puede decir el co¬ 
nocimiento intelectual, es dudoso que pueda ser aplicado en el mundo en el 
que se deberá aplicar la ética profesional. 

5. Tampoco resulta encomiablc la idea de aplicar al mundo de los negocios la 
ética de los valores, porque, al haber una multiplicidad de valores, se dan. 
junto a los de validez general (aprehensibles por todos), valores que pueden 
hablar de algo bueno en sí para un individuo. 

6. En contraposición, no encuentro ningún argumento que desestime el plan¬ 
teo de Kant. o sea. "debo, luego puedo" La ley moral que él propone infli¬ 
ge daño a las inclinaciones, puesto que las constriñe a satisfacerse sólo en 
la medida en que puedan concordar con ella. "A través del respeto, la ley 
moral, que se extraña al mecanismo de las inclinaciones, se abre camino en 
la voluntad humana y la obliga, sin asustarla y sin despertar aversión en ella. 
Lo anterior explica el motivo de mi rechazo al planteo existencialista." 

Trataremos de analizar a continuación cada una de estas argumentaciones para 
explicar cómo llegamos a una opción diferente. 


1,3,4. COINCIDENCIA EN DESCARTAR EL PLANTEO HEDONISTA, 
EUDEMONISTA Y UTILITARISTA 

Aquí coincidimos en descartar el planteo de la felicidad sobre todo por la refe¬ 
rencia al sofisma de Ignorancia del asunto-, no saber de qué se trata en el problema 
moral f 2 *). 

Descartar el planteo utilitarista tiene tanta importancia para los graduados en 
ciencias económicas, que podríamos identificar lo bueno económicamente con lo útil 
y elevar la utilidad como fin último de la acción humana. 


126) PHlWMia "P cu en nota (21), introducción, sin numerar 
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Históricamente, Sócrates —el fundador de la filosofía moral en Occidente 
estaría en este planteo eudemónico utilitarista 

". para el. como todos los griegos, una cuestión suprema domina todo el campo de la eti¬ 
ca. la del bien supremo de la vida humana, que es la eudemonla. la Felicidad | 1 pero pa¬ 
rece que. para Soca «tu. la noción de bien mesafisico y la de bien moral estaban confundí 

das. asi como la de vutud y la de felicidad” ('') 

La insistencia socrática sobre la ciencia, la inteligencia, la verdad especulativa 
en materia de moral, la teoría misma del conocimiento —virtud- acaba en criterios 
utilitaristas ( !l ). 

También la moral platónica es una moral de la felicidad y queda Platón como 
un cudemonista que descartamos. 

Platón acepta, sin ponerla en cuestión, la concepción de la ciudad (mirada como 
una moneda sagrada y suprema, digamos, la concepción hierro-política de la ciudad), 
que era la de la Antigüedad. Pero somete esta concepción a la lógica inflexible de una 
razón tan apasionada de perfección y de absoluto que la transforma en una utopía (®). 

También quedan aquí descartados los estoicos y los epicúreos 

"...que querían la organización racional de la vida bajo la regla de una tola cualidad de 

dominio: virtud o placer" (■) 


1,3,5. COINCIDENCIA EN DESCARTAR EL PLANTEO 
DE LA PERFECCION EN ARISTOTELES 

Aquí coincidimos en descartar el planteo de la perfección de Aristóteles, pero 
no por los motivos de Petrungaro. 

La filosofía moral de Aristóteles, que es la más verdadera, la más auténtica y 
la más noble de las teorías éticas puramente filosóficas, carece de eficacia porque es 
un sistema de medios dependientes de un fin que no posee el valor de un fin prácti¬ 
co absoluto, ni el valor de un fin práctico accesible, ni el valor de un fin con practi- 
cabilidad obligatoria í”). Aristóteles ha descubierto el buen camino, pero su solu¬ 
ción ha quedado imperfecta, envuelta en dificultades insuperables (’*). 


(27) Mahitain, Jacques. Filosofía moral txumtn hisiiinco-erlilco de loi grandes lí.t temas (versión 
«púdola de Gonzalvo Maimar. Gowzaio, Ediciones Moría. Madrid. 1962. pílgi 32 y 33). 

(2H) Mahitain. op. clr. en nota (27). pág. 36. 

(29) MaUTaih, op cir en nota (27), pftg 51. 

(30) MARríAm. op cu. en nota (27). pág SI 

(31) Mariiain. op en. ea nota (27). pág. 78. 

(32) Maritain. op cil en ñola (27). pág 76. 
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1.3,6. DISCREPANCIA EN DESCARTAR EL PLANTEO 
DE SAN AGUSTIN Y SANTO TOMAS 

PíTMINOaRO llama monumental al planteo ¿tico de San Agustín y Santo Tomas; 
opina que no es aplicable al mundo de los negocios por no ser el sumo bien aprecia¬ 
do como tal por Indos sus habitantes. Estamos en un mundo —no sólo de los nego¬ 
cios— integrado por seres humanos que no opinamos igual en todo, pero ello no nos 
impide buscar caminos adecuados para elegir el mejor planteo ético y. una vea con¬ 
vencidos de que lo encontramos, actuar en consecuencia en forma personal y social. 

Junto con Maritain, deseamos subrayar los efectos que la irrupción de la re¬ 
velación crisliuna en el mundo y el impacto del cristianismo sobre la tradición de la 
filosofía antigua han producido respecto de la filosofía moral. 

Tanto si se cree en esta revelación como si se considera solamente desde fuera 
n desde el punto de vista del historiador, es necesario admitir de un modo real que 
su impacto ha producido como una transmutación de los valores éticos —y esto, ver¬ 
daderamente. constituye un fenómeno único en la historia de la humanidad— y, en 
consecuencia, ha trasformado profundamente las perspectivas de la filosofía moral. 

Esta transfiguración se debe a la influencia de un factor religioso, exterior a la 
filosofía estricta, es decir, considerándolo en su formulación racional, de un factor 
teológico sobre una disciplina filosófica. 

En nuestra opinión, esta influencia se manifiesta principalmente de la manera 
que vamos a intentar precisar, adviniendo claramente que estas incursiones en el 
dominio teológico y religioso son exigidas por interés filosófico y tienen por objeto 
indicar ciertas repercusiones en el campo de la filosofía moral misma ("). 

Y así Maritain desarrolla: 

1. La bienaventuranza. 

2. El fin último absoluto y el fin último subjetivo en el orden natural y en el 
orden sobrenatural. 

3. La felicidad absoluta que es deseada por el amor del bien subsistente por sí. 

4. Las virtudes teologales y las virtudes morales. 

5. El amor de amistad entre Dios y el hombre. 

Esto desemboca en lu inversión de los valores que genera el amor de candad 
que hace que, sin él. sabiduría y virtud sean vacíos, 

Así. el ideal moral del cristianismo y el fin último que propone poseen por fin 
eficacia en cuanto al llamamiento ejercido sobre el ser humano y su sed de felicidad 


(31) MamtaIK. op al en nota (27), pip 109 y 110 
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(ahora transfigurada i que faltaba en la ética razonable de AtUSTorans. a la cual la ética 
estoica y la ética epicúrea habían sacrificado todo, mas para una decepción final. 

Este ideal de moral del cristianismo no es fácil; por tamo, considerando sola¬ 
mente las fuerzas de la naturaleza humana, sus imperfecciones y su propensión al mal. 
aparecería como más imposible de realizar que el ideal estoico o el ideal epicúreo. 
En realidad, el cristianismo ha sobreelevado las civilizaciones humanas, pero llevando 
a ellas al mismo tiempo, por el sí o el no que exigía de los corazones, la inquietud y 
la división No ha puesto fin a las guerras, ha activado la historia, no la ha subyuga¬ 
do (Dios mismo no lo hace). Ha evangelizado la tierra, no la ha sometido. No sola¬ 
mente el esfuerzo adverso y las rebeliones de la naturaleza, sino también el retomo 
a nuestras miserias sobre la levadura divina mismo, cuando las fuerzas del hombre 
lum intentado servir a Cristo con sus medios propios, han hecho que el mensaje cris¬ 
tiano haya aumentado el sufrimiento en nuestra especie, al mismo tiempo que lleva¬ 
ba a ella todo progreso moral efectivo y todo real incremento de bondad. 

Pero la esperanza evangélica ha marcado para siempre las profundidades de la 
humanidad. La santidad ha transfigurado el corazón del hombre; no sólo entre los san¬ 
tos. sino entre todos los pecadores, ha brillado su luz. Y revelándonos que Dios es amor 
y nos hace hijos suyos con su gracia, y que el cumplimiento final hacia el que va nuestra 
pobre vida es poseerle por la visión, el cristianismo, sin ceder por ello a ilusión alguna 
sobre las posibilidades de la naturaleza, y sin desconocer tampoco su dignidad, ha lo¬ 
grarlo asegurar —esto es la gran cuestión para la ética— la eficacia decisiva de la lla¬ 
marla hecha al alma humana para el fin último que se la propone ( M ). 

De este orden de ideas, nos proponemos optar por la línea ética que surge del 
planteo de Santo Tomas dk Aguiso. en particular, en los tres primeros libros de su 
Suma contra los gentiles (”) 

" dedicado* i exponer por vis racional aquella* cota* que la rozón humana puede investi¬ 
gar de Dio*: 

I Se presenta lo consideración de aquella* cota* que convienen a Dio* según El momo 

2. Cómo los criatura* proceden de Dio*. 

J. La ordenación de las criaturas hacia EL como hacia su fin" (“) 

1,3.7. DISCREPANCIA EN ACEPTAR EL PLANTEO DE KANT 

Coincidimos con Maritain en que es el dominio de la filosofía, con Kant y la 
ética kantiana, donde se encuentra el ejemplo más significativo de la manera en que 

tV») Nautmn. op. ni en nota (27). pi*. 119 a 121. 

(W) w Amo.Sano Timas, versión directa del trato latino por Bugaha. Mama Mi ciuh 
de Lectores. Buenos Aun. 1951 

1361 o* Aovo», ap ni en nata ( V5|. Introducción de Qvus. ltMAU. pSg 4). 
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la influencia del cristianismo y la de la ¿Oca revelada pueden entorpecer una razón que 
repudia además todo lo que en el cristianismo hace la vida y la verdad propias de aqué¬ 
lla lis siempre peligroso el ser medio cnstiano íil impacto del cristianismo vivifica la 
razón (sin hacerla infalible), cuando ésta se nutre de la sustancia del cristianismo; cuando 
se engrasa de los residuos del cristianismo, el impacto del cristianismo hace desviar la 
razón. I-a sacralización de la vida moral llega a ser un beneficio peligroso cuando ce¬ 
samos de comprender lo que csio significa realmente Lo que era un re forzamiento 
sobrenatural y una promulgación sagrada de la ley moral llegará a ser un endurecimiento 
y una arrogancia contra la naturaleza en una ética que no guarda la unpronta de las tablas 
de la ley sino para hacer de ellas las tablas de la pura razón (”)• 

Asi analiza Maritain esa revolución kantiana que logra; 

I La eliminación del fin último subjetivo. 

2. El desinterés kantiano 

3. La eliminación del fin último absoluto 

4. La autonomía kantiana. 

3. La primacía del lú debes, exento de todo contenido. 

Asimismo, esquematiza ("I; la primera columna corresponde a mi opción siguiendo 
a Santo Tomas df. Aquino, y la segunda, a la de PmtUMMRo siguiendo a Kavt 



07) Mamitux. of ol a aou (27). ptg» 125 a 128 
081 Muiuk. ,-p cu tu aou (27). p*(s 157 a 160 
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1,3.8. POSIBILIDAD DE CONVIVENCIA DE OPCIONES ETICAS 
PERSONALES DIVERSAS 

Sin detenemos a puntualizar las coincidencias con Prut uncí aro en descartar el 
planteo de las morales del sentimiento, el de los valores y el extstencialista. la cues¬ 
tión siguiente es cómo hacemos los miles de graduados para expresar principios éti¬ 
cos comunes, si los mismos dependen "de la comente filosófica a la que pertenezca 
el autor que la formula", según se halan Pftkijnoa*o y Fov.u.* Niwin 

Hemos ganado ya la convicción de que cada graduado debe reflexionar seria¬ 
mente y optar con conciencia, pero el conjunto.¿qué haré 1 

Quisiera ahora esbozar una propuesta sobre la base de algo común a todos esos 
graduados, que se corresponde en cierta medida a las cuatro fórmulas de juramento 
de los legisladores nacionales y a las fórmulas de juramento de graduados de la Fa¬ 
cultad de Ciencias Económicas de la U.B.A. 

1. Por la Constitución. 

2. Por la Constitución y la Patria. 

3. Por la Constitución, la Patria y Dios 

4. Por la Constitución, la Patna. Dios y los Santos Evangelios. 

Esto correspondería, en orden inverso, a: 

4. Criterios cristianos. 

3. Criterios teístas diversos. 

2 y I. Criterios agnósticos o ateos. 

Estos grupos, creo yo. deberían profundizar sus posiciones filosóficas, con el 
consiguiente aporte ético, y lograr un diálogo amplio sobre la base de los principios 
de la Constitución Nacional que serían los que hacen posible la existencia de la Pn 
tria o Nación Argentina. 

Creo que esto es pluralismo bien entendido, no hace falta que el cristiano re¬ 
niegue de su posición, ni que el teísta pierda su libertad religiosa; no hace falta que 
el aleo o agnóstico abjure de su posición en conciencia; lo que se debe buscar es lo 
común en la común vivencia en una comunidad organizada. 

A esa posibilidad de convivencia consciente y fuerte en la posición personal, 
pero abierta al diálogo y respetuosa, le atribuyo la generación de los principios con¬ 
cretos aceptados voluntariamente por quienes nos sometemos a la Constitución Na¬ 
cional como ley superior de convivencia pacífica y democrática. 

Y. entonces, discrepo con Petounoaro y Fowlfj» Newton. que quisieron apli 
car el método de Poprat de validación, ya empleado por Petrungaro en su tesis doc- 
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toral citada, donde se presenta también un ejercicio de validación consistente en con¬ 
trastar las conclusiones emanadas del antilisx de la jurisprudencia del C.P.C.E.C.F.. 
entre 1945 y 1970. con las resultantes de considerar los referidos principios. 

Esta discrepancia se funda en que los principios éticos de cada corriente filo¬ 
sófica no se pueden someter a esc ejercicio de validación científica. 

Lo que debería hacerse es negociar entre los diversos grupos que conviven en 
el marco de la patria, la Nación o la Constitución Nacional, y obtener una lista de 
principios aceptados por todos y considerados suficientemente importantes. 


1,4. LA ETICA EN EL ESTATUTO DE CIENCIAS 
ECONOMICAS DE 1945 DE LA NACION ARGENTINA 


F.l 2 de marzo de 1945 se dictó el dlo.-lcy 5.103, publicado en el Boletín Ofi-i 
ciol del 24 de marzo del mismo afio y ratificado por la ley 12.921 del 31 de diciem¬ 
bre de 1946. F.n ese decreto se trataban las profesiones de doctor en ciencias econóJ 
micas, contador público y actuario. 


Si revisamos los considerandos, encontramos referencias a este tema de kH 
deberes y obligaciones profesionales. Así. el considerando 3 dice (*): 

n ctpcciali/ación y I 


"Que la» actividades de la vida coniempotitnea exigen cada dfa m 
preparación técnica en las funcione» de contralor y organt/acióa rr 
ra. económico y comercial. rrquiníndosc pan ello elementos capaces ¿pie no sól 
con eficiencia sos tarcas, sino que i lupim tan furnia pubUta «El destacado e» 


ciuíad 


Con ello vemos que desde hace más de 50 artos, cuando se consideró nccesaj 
no establecer un estatuto para las profesiones de ciencias económicas, que incluí 
la profesión de contador público, se consideró que los profesionales debían inspirad 
confianza pública, o sea. icnían una actividad con trascendencia social o pública. 

Lo reitera el considerando 4 (*): 

"Que asimismo, es convenio 
dar a los balances, estado» pe 
fuma de profesionales reipontablei. t< 
estar rodeados para que metí 


t J9l Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal. Irfltlacló* (WJ-rtM. 
Talleres Gráficos PlatH*. Bueooi Aire*. 1971. pág 7. 

(40) Op di en nota (39) 

-- .. niruruQ rftflNMIOS 
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La garantía de exactitud y verdad rechaza la mentira y el intento de efectuar 
aproximaciones engañosas, y el lema de la fe exige una tarca altamente responsable. 

En el considerando 5 (*') se indica: 

"One lal reglamentación permitir* exigir de lo» profeilonale» cmuli.-umex etprrtalet de 

capacidad y édea en el dc»empe«o de »u* funcione», debiendo ctearae. corno lomecueneia. 

lo» organismo» que controlen el correcto dc«.-mpefto de iu intervención " (El delineado en 

hanardilla es nuestro.) 

Al decir "exigir", consideramos que debe haber deberes y obligaciones de los 
profesionales. La capacidad es una de esas obligaciones: ésta debe ser especial, no 
general, no cualquier capacidad. Y luego aparece la palabra tan usada que trataremos 
más adelante: "ética ' Debemos tener condiciones especiales de éla.i, aquí aparece 
la necesidad de cumplir con las condiciones generales de todos los ciudadanos y 
—además— con las condiciones especiales de ética de un profesional universitario 
con una clase especial de incumbencias, de trascendencia social 

Dentro de la parte normativa tle esc decreto, famoso por ser el primero, aparece 
entre las finalidades de los consejos profesionales de ciencias económicas (ait. 1K) (°): 

1-1 

Inc. 5* — Formular los código» de ¿Oca profesional 

l~] 

tac. 7* — Aplicar I» correcciones disciplinan»» por violación a lo» códigos de ótica y a lo» 

aranceles 

i~r. 

Vemos que la ética, disciplina parte de la filosofía, aparece como integrando un 
código disciplinario con sanciones a quienes no lo cumplan. Veremos que esto no es 
estrictamente ética sino responsabilidad profesional extra por las atribuciones que 
otorga el decreto a los profesionales de las profesiones reglamentadas. 


1,5. DE LA II A LA IX CONVENCION DE C.P.C.E. 

En la II Convención de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas de la 
República Argentina, realizada del 6 al 8 de agosto de 1953. participaron 12 conse¬ 
jos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Corrientes. Entre Ríos. Jujuy. Mondo 
za. Salta. San Juan. San Luis. Santa Fe. Tucuntán. 


<4!) Op ril cu nota (»). pdg» 7 y 8 
(42) Op nt en nou <»). 
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Resolución 13 I mfrrmKtod de los códigos dr «lea declaro U necesidad de umfcnwe pn 

todo el pal. I» disponcionci de los códigos de «tea (**) 

Resolución 17 Publicidad profesional 

I Declaro que la. normas generales, en «aran a publicidad profesional, deben aer me¬ 
lena de reglamenuiión por los consejo, profenonolc» de manera uniforme 
2. La publicidad encierra un concepto de inca que determina la moderando en la misma 
Para ello debe admitirse uMn la indicación del nombre, domicilio. telefono, tirulo, es 
pecialiracidn y «modo, limitándose a rodas la. reatncciona qne el codifo de erica 
imponga al profesional en el desempeño da saa funciones O- 
Resolución 2b Responsabilidad del profesional por perjuicios materiales declaro qae la 
responsabilidad por pénateos materiales ucassoiud.» par mal cumplimiento de saa urea, 
por lo» profeuooale. matriculados, no c» malcría de loa consejos profesionales en cuanto 
se traía de resarcimiento de los dados, pero .1 lo es desda el punto de «uta de la conducía 
profesional l"). 

En la IV Convención de Consejo. Profesionales de Ciencias Económicas de la 
República Argentina, llevada a cabo del 29 de noviembre al I” de diciembre de 1956, 
participaron K consejos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Chaco. Entre Ríos. 
Mendoza. San Luis. Sama Fe, 


1. Ratificar lo resuello en la II y III cnavencmnr» de Sania Re y Tacú 



2. Crfuse a ni fin una comisión especial integrada por un representaase de cada uno de 
los consejos profesionales, que bajo la coordinación del c ornen 1 de h Capital I cderal. 
sede de la próxima convención, redacte las normas uniformes que han de constituir el 
Código de Encu Profesional Esta comisión fuñe umaró con un quórum mínimo de cuatro 

3. Los connejos profesionales deberán designar, anees del 2H de febrero de 1937, su re- 
preveníanle para integro la comisión especial, la que deberá espedirse antea del 30 de 
setiembre de 1957. 

* La V Convención Nacional de Consejos Profesionales, a real liarse en la Capital Pede 
ral. se abocari al estudio dei proyecto elevado por la cornalón especial y revolverá en 

1. El proyecto de CóiOgo de Enea deber* contener 1ro normas *rarrales a las qne ajast» 
rán su conduela los profesionales en ciencias económicas. lomando pora ello como 
antecedente lo resuello sobre este tópico por loa convenciones de Santa Fe y TucunOn 


1*3) Op <i, en nota (39). póg 112 

(*•) Op ai. en ñora (39). pég. II). 
1*5) Op. <il e»nota(39>.p4* 117 






21 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


6. Referente a la» Botnia» que reglamenten la puMieidad profesional la» misma» secan 
maten» del contenido del proyecto de C'ddtgo de Etica t“l 

De la V Convención de Consejos Profesionales de Ciencias Económica* de la 
República Argentina, realizada del 23 al 28 de mayo de l‘>59. participaron consc 
jos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Corrientes. Chaco. Entre Ríos. Mendoza. 
Sania Fe. TucumfSn, y 4 delegaciones: Chubut. l.n Pampa, Neuquén, Río Negro. 

*1 Ratificar loa resoluciones de la» convenciones IU III y IV. «obre la necesidad de uni¬ 
formar para todo el país las disposiciones del Código de Unen 

2 Aprobar el informe de la comisión especial oportunamente constituid* para ene esto 
dio y que por ratone* de tiempo no ha podido producir despacho 

J Ratificar la resolución de la IV Convención, por la que te creó unn comisión especial 
integrada por un representante de cada uno de los cornejos y se encomendó al de la Ca¬ 
pital Federal actuar como consejo coordinador La comisión especial deberá producir 
despacho y contornearlo a tos consejos dentro de loa 240 dias de la (echa ” l‘ 1 

En la VI Convención de Consejos Profesionales de Ciencias Fxonómicas tic la 
República Argentina, llevada a cabo del 2 al 8 de diciembre de 1961. participaron 1 
consejos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Corrientes. F.ntrc Ríos. Mendoza. 
Santa Fe. 


1,5,1. CODIGO DE ETICA 


RESOLUCION 

Aprobar el despacho de la comisión I sobre el Código de Etica 

PREAMBULO 

La* normas de ética que se establecen no significan la negación de otra* que puedan resul¬ 
tar del ejercicio profesional responsable y digno 

No debe entenderse entonces que permiten todo cuanto no se prohíbe expresamenlc. dado 
que son directivas generales tendiente* a evitar faltas contra la moral profesional 
El profesional procederá con un criterio justo y ecuánime, evitando interpretaciones capcio¬ 
sas o forzadas, que favorezcan o perjudiquen los inicíeles de dientes, colegas o tercetos 
Cuando determinada situación no estuviese contemplada expresamente dentro de las nor¬ 
mas establecidas en este código, corresponderá resolverlas al respectivo consejo profesio¬ 
nal 


(46> Op cil. en nota (39). págs 133 y 134. 
(47) Op. cil. en nota (39). págs 145 y 146. 
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Lo» concepto» ei presado» tienen por objeto filar pnactpw» desuñados a formar un cuerpo 
rfe norma» monte» que deben reptar el ejercicio profe»«mal 


SUJETOS 


\ metilo 1* — Lee normas de rae código deben ter observada» por lo» decionu en cien¬ 
cias económicas, contadores públicos y actuario», oncnptos en la marrtcula de acuerdo ooa 
la dispuesio en el dio -ley 5 103/45. ratificado por la ley 12.921 
Art. 2* — Lo» profesionales tnencionadot en el articulo antenor no podrán asociarse para 
el ejercicio de la profesión con quienes carnean del malo habilitante que establece la cita 
da ley ai permitir tpte, en su nombre, la cjerra otra persona 

Arl. 3* — Las personas carentes del iflulo. que en virtud de lo establecido en el art 7* del 
lito -ley 5.103/45, estío inscriptas en el Registro Especial de No Graduados habituado por 
cada uno de lo» consejos profesionales de ciencias económicas, están igualmente obligadas 
a observar las presentes normas de ótica 


CONDUCTA 


Art. 4" — El profesional en ciencias económicas esli obligado al estríelo cumplimiento de 
las leyes, decretos y reglamentaciones vigente», y de las que se dicten en el futuro pora (I 
ejercicio profesional 

Arl. 5* — Observara en todas las circunstancias de tu actuación las normas de buena con¬ 
duela y moralidad en forma tal de no afectar el derecho, los intereses ni la dignidad de ter¬ 
ceros. y no pcrmmnl. a la vez. el quebrantamiento de los propios salvo que existan rajones 
que las justifiquen 


Art. 6* — Como auxiliar de la justicia y de 
Irados y funcionarios dentro de las normas 
sus presentaciones eternas como en su» esp 



verbales 


a que de cualquier forma puedan significar 


Art. S* — Mantendrá las mis cordiales relacione» con sus colegas con plena conciencia del 
sentimiento de solirJanclud profesional 


Art. 9* — El profesional que intervenga ea un determinado asunto no podrí Mtes de tu 
terminación, atesorar directa o todiretiamcsuc a la otra pme. y después de toiucionado el 

un tercero en forma contradictoria a su anterior posesión 

Arl. 10 — No lomara ni apoyará uiiciarivm rendientes a obtener b sanción, derogmtóa o 
modificación de leyes, decretos o reglamentos que se refieran al ejercicio profesional, un 
previo conocimiento del consejo 

Art. 11 — No deberá atruene jara sf a los empleados o colaboradores de olio colega sin 
el conocimiento y conformidad del mismo, «alvo que aquellos te presenten nponiáneamcnic 
o le ofrezcan su» servicio» con motivo de la publicación de avisos. 

Art. 12 — Los profesionales en ciencia» económica» deben actual con un enseno de abro 
luía responsabilidad moral y profesional debiendo observar las sígneme» non» fmatnrr- 
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tí no comprometer su intervención en Uvor de operaciones inconectas o simulada* ni 
aconsejar la realización de Ib mismos. 

b) no firmar informes, pericias, dirlámcnrs ni certificaciones sin la previa verificación de 
sus antecedentes, debiendo mantener en todos los casos su independencia de criterio; 

c) evitari la aceptación de india jos profesionales que excedan el limite de sus poxibilida 

des de cumpütnienlo. 

d) en la actuación (udicial. settta diligentes en el cumplimiento de sus obligaciones den- 
tío de los términos y plazos lijados; 

e) excusarse de intervenir cuando consideren que existe causal de incompatibilidad 


CLIENTELA 

Art. 13 — a pwfc » ion>l cvtiartescrupulosamente la ¡can/a. i-m i a 

la obtención de clientela, ya sea para si o para otro, en forma directa o indirecta. j no recu¬ 
rriré a la inlervenctóin de corred ores pan tal fin 
Art. 14 — So intervendré en asuntos en que acTUc MU 
salvo que exista causa que lo justifique 

Art. 15 — No deberé atraerse los clientes de un colega, pero lendré e . -le prestar 
sus servicios cuando le sean requeridos 


PUBLICIDAD 


Art. 16 — La publicidad debe «er seria y mesurada. Iimii 
tufo, domicilio, teléfono y. dado el caso, su especialidad 


Art. 17 — Respetaré celosamente la* disposiciones legales que establezcan los cana de 
incompatibilidad en el ejercicio profesional 

Art. 18 — Cuando un profesional sea llamado para dirimir una control rista. se ex. nuiá 
de aceptar su designación si estuviera vinculado a una de Ib partes por parentesco, amis¬ 
tad Intima, intereses comunes, o cualquier otra circunstancia que pudiera restar imparciali¬ 
dad a su opinión 

Art. 1» — Evitaré acumular cargo», tareas o mtervvnu en asumen que «can susceptibles de 
comprometer su independencia o hagan materialmente imposible su atención personal 


HONORARIOS 

Art. 20 — Los profesionales en ciencias económicas estén obligados a cobrar como mftu¬ 
mo lo* honorarios que fija el arancel 

Art. 21 — Ningún profesional podré aceptar participaciones ni cobrar comisiones o tone¬ 
laje* por asuntos que. en el ejercicio de su profesión, proporcione a olro colega, salvo que 
actúe conjuntamente en la ejecución de la labor o participaciones en sociedad 
Art- 22 — Cuando el profesional actúe por delegación de un colega, debe abstenerse de 
percibir honorarios o retribución de cualquier naturaleza, sin expresa autorización de quien 
le haya solicitado tu intervención 

Art. 23 — Los profesionales que actúen en relación de dcpendenciu dehetén abstenerse de 
tomar trabajos, aceptar designaciones o desempeftar cualquier otra tarea cuya retribución esté 
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condicionado a I» utilidades que obtenga el diente. o a loa muludoa del asumo, salvo los 
síndicos de sociedades anónimas, cuando los estatuios fijen asa forma de re numeración 


SECRETO PROFESIONAL 

Arl. 24 — Los prole clónales en ciencias económica» deberte guardar absoluta reserva de 
los asuntos que cono/can con motivo de su sel noción. La obligación de guardar el secreto 
profesional cede anlc la necesidad de defensa persorul 


DISPOSICION TRANSITORIA 


Durante la VII Convención de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas 
de la República Argentina, realizada del IK al 20 de junio de 1964. participaron 10 
consejos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Comentes. Entre Ríos. Mendoza. 
San Juan. San Luis, Santa Fe. Tucumán. 

Recomendar a todos los consejos del país que procedan a publicar, dentro de los 90 días 
de la celebración de la Vil Convención, el Código de Enea, aprobado en la VI Convención, 
y gestionar ame las autoridades públicos respectivas las modificaciones y in actuales có¬ 
digos de ótica para amoldarlos al de carácter uniforme aprobado, y dicten les respectivas 
reglamentaciones." ("). 

En la IX Convención de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas de la 
República Argentina, celebrada del 25 al 27 de setiembre de I9M, participaron 13 
consejos: Buenos Aires. Capital Federal. Córdoba. Corrientes. Chaco, Jujuy. Mendo¬ 
za. Misiones. Salta, San Juan. San Luis. Sania Fe. Tucumán. 

"Recomendar a los consejos profesionales. 

a) recopilen los semencias, divulgando información sobre las mismos dando adecuada 
publicidad a nivel de dichos organismos. 

b) poner especial ónfasis en los aspectos preventivos de la conducta profesional: ello sin 


1,6. EL CODIGO DE ETICA EN LA CAPITAL FEDERAL 
DE 1968/1969 

Para cumplir con el un. 18. inc. 5. de la ley 12.921. el 24 de junio de 1969. el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal dicta un código 
de ética. 


(48) Op di en 

(49) Op cu en : 


(39). pdgs 151 a 153. 
(39). ptg 165. 
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El mismo comienza con un preámbulo genérico que dice 

"Son propósito» de este código enunciar lo» principio* que deben guiar la actividad y la 
conducía del profesional. para el logro de elevado* fine* momio*, cirnllficoa y líemeos, 
dando al cuerpo profesional un conjunto de norma* etica* para evitar que te puedan com¬ 
prometer el honor y la probidad del profesional, asi como la imagen de la profesión 
Estas normas éticas no excluyen oirá* no enunciada* opimamente, pero que «urgen del 
digno y corréelo ejercicio profesional No debe imerpreiarse que este código admire lo que 
no prohíbe expresamente " 

Vemos que se prcicnde enunciar principios aunque los artículo* siguientes tra¬ 
tarán exclusivamente de aspectos parciales de la actividad profesional 

El tema de los "elevados fines morales, científicos y técnicos" aparenta gran 
dilocuencia pero hay una mención a lo moral: parecería que cada profesional debe¬ 
ría tener elevados, altos o importantes fines morales además de científicos y técni¬ 
cos. 

El honor y la probidad de los profesionales serían algo a salvaguardar, igual que 
la imagen de la profesión que puede ser acechada. 

Es importante destacar que no se debe considerar admitido lo no prohibido 
expresamente Pero el marco genético parece que indica pocos o ningún principio 
general concreto de ética. 

Sobre el art. I* que trata del sujeto no hay observación, salvo indicar que los 
profesionales no matriculados quedan fuera de esta órbita. 

Los arts. 2* al 14 se dedican a normas generales Así. el art. 2* (”) establece 

-El ejercicio profesional óebe ser con «cíeme y digno, y la «presión de la verdad, norma 
permanente de conduela y finalidad de la actuación No debe utilizarse la técnica para dis¬ 
torsionar la realidad.“ 

A pesar de sostener que no hay estados contables exactos sino razonables se¬ 
gún ciertos criterios o normas, no se puede aceptar que se tergiverse voluntariamen¬ 
te la realidad de lo que ocurre. Utilizar la técnica o el conocimiento para mentir es 
evidentemente punible. 

El art. 3* (”) indica: 

“Lox compromiso* vertíala o escrito» deben considerarse, por igual, de estricto cumplimien¬ 
to" 


(50) Op cil. en nota (39). pig 67 

(51) Op. di en nou (39). 

<SJ) Op cil. en nou (39). 
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Se procura que la palabra que compromete al profesional tenga el mismo va- 
•w que lo que firma. Claro que habría dificultad para probar un compromiso verbal. 
El art. 4* (”) señala 

"No det>e intervenir en asuntos respecto de lo» coates carena de absoluta independencia “ 

Esto es un problema delicado en la actuación de los contadores públicos, la 
absoluta independencia es difícil de lograr si se depende de una retribución de algu¬ 
na de las partes intervinicntcs en un dtfcrcndo. En materia de auditoría habrá normas 

específicas 

El art. 5* ( M ) indica: 

“No debe aconsejar ni inlervemr cuando mi actuación profesional permita. ampare o facili¬ 
te acto» incorrectos o punible», pueda utilizarse para confundir o sorprender la buena fe de 
l cree ros. uncir en forma contraria al ínter*» publico, a lo» intereses de la profesión o pan 
burlar la ley “ 

Se detalla que la acción profesional no debe ir contra el orden constituido so¬ 
cial (la ley), contra el interés público ni contra el interés de la profesión Será difícil 
verificar, pero queda claro que c! profesional de la contabilidad deberá evitar que su 
acción confunda a los usuarios de los documentos que prepare o avale. 

En el art. 6" (”) se indica que: 

"No debe interrumpir la prestación de »u» «ervicio» profesionales »in comunicarlo con an¬ 
telación razonable, salvo que circunstancias especiales lo impidan “ 

Al ser una profesión universitaria con jerarquía de dirigente social y con res¬ 
ponsabilidad social no se pueden cometer niñerías ules como dejar de golpe sin el 
servicio contable al usuario. 

En el art. 7 o (**) se trata que: 

"En la actuación profesional ame las autoridades públicas, y en particular, como multar de 
la justicia, debe respetar y aplicar los normas y el espfnlu de este código." 

Aquí se puede destacar que siempre se debería respetar y aplicar las normas y 
el espíritu del código, pero en el caso de atender necesidades de autoridades públi¬ 
cas se hace más necesaria esta actitud por su repercusión sobre los otros seres huma¬ 
nos y sus derechos que son regulados por las autoridades públicas. La mención es¬ 
pecial a la tarea de auxiliar de la justicia, que se remonta a la disposición de 1836 de 


(53) Op. di. en nota (39). 

(54) Op. di. en nota (39). 

(55) Op ni en nota (39). 

(56) Op. cil. en nota (39). 
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Juan Manuel de Rosas, cs una demostración de la gran trascendencia, a traviís del 
tiempo, de un servicio contable que aclara las posiciones de los actores de conflic¬ 
tos y temas controvertidos que llegan a la decisión y juicio del Poder Judicial en sus 
diversas ramas. 

El art. 8* (”) dice: 

"Debe respetar las disposiciones lépalo, cumpliéndolas Icaltncntc " 

Es común a todos los habitantes de un país la obligación de respelar las leyes, 
decretos, resoluciones y demás disposiciones legales. Aquí se especifica que las de¬ 
ben cumplir con lealtad, lo que evitarla el "doble discurso" y otras faltas de lealtad 
en el cumplimiento del derecho positivo vigente 
El art. 9 o (») establece 

"Debe acalar, en su fondo y en su forma, las resoluciones del Consejo Profesional " 

Esto es netamente disciplinario, la autoridad que emite las normas del llamado 
"Código de Etica" exige que los comprendidos sean fieles —autoritariamente— en 
el fondo y en la forma. Lo de la forma parece poco defendible. 

El art. 10 O dice: 

"Toda opinión, certificación o dictamen, escrito o verbal, que emita, debe responder a la 
realidad y ser expresado en forma clara, preciso, objetiva y completa, de modo que no pue¬ 
da interpretarse erróneamente ” 

Vemos que la norma procura regular opiniones, no solamente certificaciones o 
dictámenes, ya sean escalas o verbales. Una opinión verbal es difícil de probar, de 
juzgar y de sancionar. Coincide con los "compromisos verbales" del art. 3 o . Es difí¬ 
cil evitar que algo pueda interpretarse erróneamente. Para responder a la realidad haría 
falta una objetividad total: puede ser una versión según criterio personal sin sesgos 
de falta de objetividad. 

El art. II (“) expresa: 

“No debe firmar documentos relacionados con la actuación profesional que no hayan sido 
preparados o revisados, personalmente o bajo su directa supervisión " 

Este es un problema, ya que, según parece, algunos colegas firman documen¬ 
tos sin la debida revisión personal. Tal vez habría que limitar el número de documen¬ 
tos a firmar por los colegas, por ejemplo como síndicos societarios. Las sociedades 
de contadores enfrentan esta cuestión. 


(57) Op cu en nota (39), pág 68 
tSS)Op cu en nou 139). 

(59) Op cu en nota (39). 

(60) Op al. en aou (39). 
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BI art 12 (•') indica: 


El hecho de permitir que oirá persona ejerza la profesión en su nombre puede 
verse en actividades con baja remuneración en las cuales se coloca a un tercero no 
graduado como representante Esto es contrario al nivel encumbrado de la profesión 
que persigue este código. 

El art. 13 (“) establece: 

"No ikbr aduar en iaMMutOS de emeóanra no ofictalirado» qw dr «arrollen sos actividades 
medíame propaganda o procedlmientoi incorrectos, o que emitan titulo» o certificado» que 
Induren» a confusión con lo* Ululo» profesionales habilitante» de que trata eme código de 

(Sica" 


Tunto sea oficializado como no oficializado no se puede ucluar en institutos de 
enseñanza que confundan las profesiones de incumbencia legal. 

Finalmente, el art. 14 (•') dice: 

"No debe utilizar en tu actuación profesional lo* titulo» o designaciones drl conrjo profe 
‘tonal o de entidades representativa» de la profesión, salvo oí acto* rcalMJdaa en mimbre 

de ellas " 

Hubo casos de colegas que quisieron hacer valer sus cargos en el consejo para 
actuar en otras ¡(reas ajenas a la actividad de esa institución. 

l.os artículos comprendidos entre el 15 y el 18 se encuentran dentro del título 
general "Conducta intcrprofcMonal" El art 15 f* 4 ) establece. 

"No debe buscar o trotar de atraer lo* dientes de un colega, pero podrí prestar tus servi¬ 
dos cuando k sean solicitados " 

Aquí se procura que no compila como mercader con otros colegas para quitar¬ 
les clientes ofreciéndoles mejores condiciones de servicio y de pago Si fuere solici¬ 
tado por alguien atendido por otro colega no habría inconveniente en que prestara sus 

servicios. 


El art 16 (**) establece: 


se de promover la atracción para st de dichos d 


(61) Op. rtf. en nota (39). 

(62) Op ci». en oou( W) 
(6J) Op eti en noca (59). 
(64) Op cli ea nota (59» 
(6Jl Op. cu en nota (49) 








32 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


La propuesta es evitar la competencia desleal entre profesionales, con la idea 
de que el servicio profesional no equivale a una actividad comercial simple 

El art. 17 (**) expresa: 

"Debe actuar con plena conciencia del sentimiento y solidaridad profesionales No debe 
formular manifestaciones que puedan significar menoscabo a oíros profesionales en su ido¬ 
neidad. prestigio o moralidad." 

Es difícil ver desde afuera de una persona cómo actúan su conciencia y sus 
sentimientos; lo concreto sería que no exponga agravios hacia otros colegas. 

El arL 18 (”) manifiesta: 

"Debe e vi lar la intervención de gestores para la obtención o promoción de In clientela " 
Nuevamente la cuestión es considerar que la prestación del servicio profesio¬ 
nal no es una actividad meramente crematística o comercial. 

Bajo el título "Asociaciones entre profesionales" aparece el art. 19 ( a ): 

“Las asociaciones entre profesionales, inscriptas o constituidas para desarrollar sus activi¬ 
dades profesionales, deben dedicarse como ules exclusivamente a dichas actividades” 

La actividad ajena a lo profesional causaría una mezcla en las asociaciones que 
desvirtuaría el carácter especial que se le quiere dar a la estrictamente profesional. 

En materia de “Publicidad", el art. 20 (**) dice: 

Toda publicidad en la que se ofrezcan servicios profesionales debe hacerse en forma me¬ 
surada. limitándose a enunciar el nombre y apellido, titulo, especialidad, domicilio y telé- 

Esta restricción intenta que la publicidad no sea la de un mercado comercial. 
Al título "Secreto profesional" se le dedican dos artículos. El 21 f 70 ) dice: 

“La relación entre profesional y cliente debe desarrollarse dentro de la más absoluta reser¬ 
va y confianza. El profesional no debe divulgar asumo alguno sin la autorización expresa 
de su cliente, m utilizar, en su favor o en el de tercero», el conocimiento interno de los ne¬ 
gocios de su cliente, adquirido como resultado de su labor profesional." 

Reiterando que la relación profesional-cliente no es mercantil, el secreto pro¬ 
fesional es similar al demandado a médicos o abogados. 


(66) Op cit en nota (39). 

(67) Op cit en nota (39). 

<6*i Op cit en nota (39), 

(69) Op cit. en nota (39). 

(70) Op cit. en nota (39). ptgs 6S y 69 
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El art. 22 (”) indica. 

"Estí relevado de ni obligación de guardar secreto profesional cuando impreicindtblcinm- 
le dehn revelar sus conocí l«i«tl tos para «u defensa perum.il. en la medida en que la infor¬ 
mación que proporcione tea insustituible 

Al sor acusado de algún acto ilegal cometida en la relación con el diente se 
pueden utilizar los datos para defenderse. 

Respecto de "Honorarios" hay tres artículos f 7 *): 

"Art. 23 — Tiene la obligación de convenir como minino tos honorario» que fije el aran¬ 
cel 

Art- 24 — No debe acepear participaciones ni comiitone» por asuntos que. en el ejercicio 
de la actividad profesional, i< encomienden a otro colega, salvo las que correspondía a la 
ejeciKlón conjunta de una labor o surjan de la participación cr 
le» Tampoco debe aceptar cormiione» o pnrricipacione 
nes que, con motivo de su actividad profesional, proporcione a graduado» en 
o a terceros. 

Ari. 2» — Cuando acide por delegaran de otro profesional debe abstenerse de recibir ho¬ 
norarios o cualquier otra retribución, sin autorización de qmen le encomendó la taren “ 

La obligación de cumplir con el arancel de honorarios es reiterativa respecto de 
los arts. 8” y 9 o . Los arts. 24 y 25 avanzan hasta juzgar que no es tarca comercial 
simple la actividad profesional. 

Respecto de “Incompatibilidades" hay otros tres artículos (”): 


a dicha ilutación previa- 

Art. 2K — Cuando en el ejercicio de actividades pdMiens o privadas hubiese intervenido 
en un dclcmunado asunto, no debe luego asesorar, directa o indirectamente, a la contrapar¬ 
te. en el mismo asomo." 

Los arts. 29 y 30 se refieren a la prescripción, y los arts. 31. 32 y 33. a dispo¬ 
siciones generales y transitorias. 


(71) Op di en nota (39). pdg 69 

(72) Op. cu. en nou 139). 

(73) Op di en nota (39) 
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1,7. LA PROPUESTA DE TEXTO UNICO DE LA 
X CONVENCION NACIONAL DE 1970 ( T4 ) 

Necesidad 4c adopción 4c un código 4c Mica cr todo ct tcrrttocio del pal» Comisión 4c 
Organismos Profesionales y Gremiales' 

Voto y ixjsíiDtaxMK) 

I Que en h VI Convención Nacional de Cornejos Profesionales de Ciencia» Económi- 
c» 4c ta República Argentina. celebrada en la andad de Mar del Piala en diciembre 
de 1961 .k aprobó d provéelo de código A* Ética elaborado por la nieva directiva de 
U» representantes de ks consejos de la Capital Federal. Entre Rfot y Bueno» Aire», con 
una pequeAa modificación 


2, Que la ponencia fue presentad» ¡mi el cornejo de la Capital Federal ion el propósito 
de que el testo que te aprobara fuese aplicado en todo el ámbito de la República. 



'tí la II Convención, temida cu la ciudad de Santa Fe. revolvió declarar la necesidad 
de uniformar pata lodo el país las disposiciones de los códigos de ótica: 


b) la 111 Convención, reunida es la ciudad de San Migue! de Tucumán. resolvió apro¬ 
bar el despacho de la comisión de Ética profesional y actuación profesional de los 
actúanos que formóla los pantos Macos a me luirse en el Código de Etica que. en 
definitiva prepare el ocgamsino a quien se encomiende esa tarea por la convención: 
e) la IV Convención, reunida en la ciudad de Córdoba, resolvió ratificar en la II y 
la III Convención de Santa Fe y Tucumán. respectivamente, en el sentido de son 
clonar, por intermcdici de cada consejo. códigos uniformes de Ética y crear a tal fin 
una comisión especial integrada por un reprcscniame de cada uno de los cornejos 
profesionales, que bayo la coordinación óel cornejo de la Capital Federal, sede de 
la próitma convención, redacte las normas uniformes que han de constituir el 
Código de Etica profesional. 

d) finalmente, la V Convención, reunida en la ciudad de Buenos Aires, resolvió' ra¬ 
tifica! las resoluciones de las convenaotsct II. III y |V, sobre la necesidad de uni¬ 
formar pan todo el país las disposiciones del Código de Etica, y ratificar la reso¬ 
lución de la IV Convención para U que se creó una comisión especial” 

4 Que. independiememenie de las tarone* que sotveabron la aprobación de un testo único 
del Código de Etica para ser aplicado en toda la República, no puede sustraerse de ellas 
para corroborar lodo principio la circunstancia de que se procura con la vigilancia de 
la conducta de los profesionales, es defender la dignidad de la profesión. 

S. Que misten principios básicos de Ética, principios morales susceptibles de ser aplica¬ 
dos en general a las profesiones Constituyen en alguna medida mandatos éticos 
6 Que se ha sostenido que pane de las normas fundamentales de la Ética profesional e» 
tán consumidas por la fidelidad a las leyes drl honor y de la probidad en el ejercicio 


(74> Consejo Profcisunal de Ciencias Económicas de la Capital Federal. Ugítloculn v ¡HtUpndm 
cía 19691970. Buenos Aires. 1911, pigs. 67 a 72 
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profesional. fidelidad a In leyes de la N acita: roen 
y dignidad de conducta pavada ai l*> rvlacioact a 
7. Que esta referencia no* adviene «pie la 


Qw , .in otro enfoque podeimn colegir que. también. en el orden jnradicctonal hay 
comunidad de pnacipn» susieaiahlr» en toda la RcpdMicj Si no todo» mu gran mi 
yoita de lo» que constituyen el Código de tinca lo 
reoetía de iirme/a. por falla en el cuadro <%• la de 
pn »n incuestionable procedencia, es maocra aJgiau tcsionanaa a desvirtuarían el 
principio ótico que tugarla en alguna jumdrccióa. en especial por techo» o circonuaa- 
m* de característica» ri 



con efecto» ame la fu sucia, te 
(•anula el rumplimirnlo de debele» y formalidades frente a 
• Qoe repetimos. pue». la falla de un profesional lo 


11 Que cualesquiera lean la» cotnimhrn Itigarrila* del ejercicio de la profewín imputa- 
tos por ciictitHianCuas no comunes a Inda» las gumdii cuines de lo» consejo*, en endenae 
que el compoiMimemo ótico de lo» profesional» debe ropooder a laa exigencias de la 
dignidad de la profesión. Esa dignidad debe estar protegida, fiimfamemalmeaar. pee 
iguale» principio» ótico» vigentes en toda la República, ua perjuicio de lo que en cada 
jurisdicción se estime necesario adicionar a los principio» mi almos y toraunes del 
Código de Enea que se aprueba coa vigencia I crol onal total 

12 Que no se nene conocimiento de que su testo haya udo adoptado por sigan de las 
consejos profesionales existentes 

IS Que el consejo de la Capital K 
tal del testo aprobado, 
lo que asf surge como consecuencia de la ctpcncnda recogida ea la actividad que ha 
tenido que desarrollar en su aplicación 

U Que rulificando su opinión en el temido de que es ce 
lo <lc lo» códigos de ótica pata todo el país, v 
nguieme ponencia 

la X Convención Nacional de Constjel Proftsiomtlts dt Cttnciat Econhmcai 


Artículo I' — Utgit la implantación de un le*lo diuco de los códigos de et 
consejo profesional, para ser aplicado en las juntdkaones respectivas 
Art. 2* — Adoptar como lc*(o talco el siguiente 

PREAMBULO 


le código enunciar ku pnncipw» qur de 
del profesional, pata el logro de elevados fines morale 
cuerpo profesional un conjunto de norma* ética» pura i 
el honor y la probidad del profesional, asI como la mu 
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Erna normas Micas no excluyen alna no enunciadas expresamente, pero que surgen del 
digno y correcto ejercicio profesional. No dehe imerprctanc que eslc . >*li|-" nimiir 1 pv 


SUJETO 

Articulo 1* — Estas normas son aplicable*. en el ejercicio de la profe "im . 1 graduados 
en ciencias económicos y a los inscriptos en el Registro Especial de No Gradiiailm de I'" 
Consejos Profesionales de Ciencias Economices de In República Argentina 

NORMAS GENERALES 

Art. 2* — El ejercicio profesional debe ser consciente y digno, y la explosión de U verdad, 
norma permanente de conducta y finalidad de la actuación No debe utiüzaivc la técnica para 

distorsionar la realidad 

Art.3* — Lo» compromisos verbales o exentos deben considerarse, por igual de estnclo 

cumplimiento 

Art- 4* — No debe interven» en osunos respecto de los cuales carezco de absoluta inde¬ 
pendencia 

Art. 5* — No debe aconsejar ni mtervrmr cuando su actuación profesional petunia, ampa¬ 
re o facilite actos incorrectos o punibles, pueda utilizóme para confundir o sorprender la 
buena fe de terceros, usarse en forma contraria al imcnS publico, a k>» intereses de la pro¬ 
fesión o para burlar la ley 

Art. «* — No debe interrumpir la prestación de sus servicios profesionales mu (MBiCB 
lo con antelación razonable, salvo que circunstancias especiales lo impidan 
Art. 7* — En la actuación profesional ame las autoridades públicas, y. en particular, como 
auxiliar de la |usticia, debe respetar y aplicar las normas y el espíritu de este código 
Art. 8* — Debe respetar las disposiciones legales cumpliéndola* Icalincntc 
Art. 9* — Debe acatar, en su fondo y en su forma, las resoluciones del Consejo Profesio¬ 
nal 

Art. 10 — Toda opinión, certificación o dictamen, exento o serbal, que emiu. debe respon 
der n la realidad y ser expresado en forma clara, precisa, objetiva y completa, de modo que 
no pueda interpretarse erróneamente 

Art. 11 — No debe firmar documentos relacionados con la actuación profesional que no 
hayan sido preparados o revisados, personalmente o bajo su directa supervisión. 

Art. 12 — No debe permitir que otra persona ejerza la profesión en su nombre, ni facilitar 
que persona alguna pueda aparecer como profesional sin serlo 

Art. 11 — No debe actuar en institutos de cnselianza no oficializados que desarrollen sus 
actividades mediante propaganda o procedimientos incorrectos, o que emitan «lulos o cer¬ 
tificado» que induzcan a confusión con los títulos profesionales habilitantes de que trata este 
código de Mica 

Art. 14 — No debe utilizar en su actuación profesional los títulos o designaciones de car¬ 
go» del Consejo Profesional o de entidades representativos de la profesión, salvo en actos 
realizados en nombre de ellas 
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CONDUCTA INTKRPROPESIONAL 


Ari. 17 _ IScbr actuar ua | 

No debe formular mnnifcslacinflc» c 
•o Idoneidad, prestigio o moralidad 
Arr. IX — Hr(« evitar la intervención de 



ASOCIACIONES ENTRE PROFESIONALES 

Am. 19 — Lftt wocuKionu entre profeawMlM, taacriptna o toauimda para Jetan ollar 
*“* actividades profesionales. deben dedicarle con» Ule» rcclun«ámenle » docta adun¬ 
dado 


PUBLICIDAD 


An. 20 — Toda publicidad en la que «e ofrezcan «ervicioi pnlnn 
forma mesurada. limitándose a enunciar el nombre y apellido, tlluto. 
•lo y telefono 


SECRETO PROFESIONAL 

* rt - 21 — La relación mire profesional y cliente debe desarrollarse dentro de la mda ab- 
“'luta reoerva y confiante EJ profesional no debe divulgu aunto alguno un la auton/a- 
clón e «proa de mi diente. ni utilirar. en tu favor o en el de tercero», el conocí truéalo tan 
nio de lo» negocio» de tu cliente, adquirido coa» retaliado de tu labor profesional 
An. 22 — Esta relevado de su obligación de guardar ícetelo ptofcaional cuando ímprev 
cmdiblcmcntc deba revelar tus conocimiento» pare su defensa personal, en la medida en que 
•a información que proporcione tea insustituible 


HONORARIOS 

An. 23 — Tiene la obitgaaóo de convenir como mínimo lot honorario» qne fije d arancel 
Ari. 24 — No debe aceptar participaciones m comisione» por asuntos qne. en el cyeecicio 
de la actividad profesional, se encomienden n caro colega, salvo los que corre s pondan a la 
ejecución conjunta de una labor o curtan de la participación en asociaciones profesionales 
Tampoco debe aceptar comniones o participaciones por negocios asuntos u operecicmct que. 
con motivo de su actividad profesional, proporc i one a graduados en otras ca neas o a terceros 
Ari. 25 — Cuando actúe por delegación de otro profesional debe abstenerse de reatar ho¬ 
norarios o cualquier otra retribución, sin automación de quien le encomendó la una 
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INCOMPATIBILIDADES 


Art. 26 — No debe aceptar ni acumular cal 
raulcnal mente imposible atenderlos pet«malmente 
Art. 27 — No debe intervenir profesional m 


a conocer dicha situación prrvtamen- 


Art. 2* — Cuando en el cjercioo >1e actividades póNient ..'odas ha tu «• nnivenldo 

le. en el mismo asunto 


PRESCRIPCION 


Art. 29 — La presen peí (va de las acciono derivadas de violaciones al Código de Futa se 
operara a los tres altos de producido el hecho que le» da ongrn 


el hecho vwlatono. o por la comisión de oirá violación al présenle 


DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 31 — Toda transgresión al presente código serl pasible de !■ 


1,8. CONCLUSIONES 

a) el problema de la responsabilidad, los deberes y las obligaciones de los con¬ 
tadores públicos argentinos es principalmente moral o ético, 

b) esa responsabilidad existe en forma independíenle de los códigos de ética que 
son derecho positivo: 

c) los contadores públicos podemos optar por alguna escuela filosófica como 
base de la propia posición ética: 

d) la responsabilidad moral existe para cualquier forma de ejercicio profesio¬ 
nal. sea en forma independiente o en relación de dependencia, 

e) no es posible obligar a todos los contadores públicos a que adopicn una po¬ 
sición filosófica que parezca mejor. 

0 I» obligatorio sería que cada persona contador público reflexione y elija una 
base filosófica para su actuación ética; 

g) sobre la base del diálogo de las posiciones éticas plurales se pueden obte¬ 
ner principios concretos acordes a la estructura organizativa de la Nación. 
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h) desde 1945. o sea. durante 53 año». lo* contadores han enfrentado la elabo¬ 
ración de principios y normas que guien su accionar. 

i) es oportuno repasar permanentemente los diversos intentos de normativa 
ótica y alumbrar así conclusiones personales. 


II. EVOLUCION DE LAS PROFESIONES DE 
CIENCIAS ECONOMICAS EN NUESTRO PAIS 

2,1. INTRODUCCION 

A través de este punto, se realizará una breve reseña de la evolución de las 
profesiones de ciencias económicas en nuestro país, señalando sus antecedentes más 
relevantes, como fueron las creaciones de la Escuela Superior de Comercio "Carlos 
Pellcgrini". la Facultad de Ciencias Económicas de la U.B.A.. el Colegio de Gradua¬ 
dos y el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capiial Federal 

Por úllimo se realizará un análisis de la situación actual y futura de dichas pro¬ 
fesiones. en especial la referida a la de contador público, dentro de un marco de glo- 
balización regional y mundial de la economía, el permanente cambio tecnológico y 
la creciente preocupación del individuo por lo social (ecológico, ético y derechos 
humanos), y. por lo tanto, del nuevo rol que deben desempeñar. 

A modo de ejemplo, y teniendo en cuenta (”) la existencia, en la actualidad, de 
un reclamo social de una buena administración de justicia que se encuentra adminis¬ 
trada por el Estado y en un contexto de saturación tal que no le permite dar respues¬ 
ta adecuada a las necesidades de su comunidad, surge la necesidad de hacernos car¬ 
go de nuevos roles, como puede ser el de asistir a los empresarios en una negocia¬ 
ción. mediación o en un arbitraje. 

Asimismo, se brindarán los aspectos más relevantes de las federaciones de los 
colegios de graduados de ciencias económicas, de los consejos profesionales de cien¬ 
cias económicas y de las asociaciones internacionales más importantes. 


(75) Zaoi ul. Carlos S . "El arbitraje en el mumlo de tos negocias ", Rcvtsu Infommeidn Em¬ 
pinaría de la ('diñara Argentina de Sociedades Anónimas, N* 270. 
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2.2. LA ESCUELA SUPERIOR DE COMERCIO 
"CARLOS PELLEGRINI" ( ,B ) 

El primer antecededle relativo a la creación de una escuela mercantil se basa 
en el proyecto presentado por el Dr. Manuel Bllguano en 1796. en su carácter de 
Secretario del Real Consulado de Buenos Aires, en el que establece que esa escuela 

será el lugar 

' . donde los Jóvenes vayan a instruirse en la aritmética, en el modo de llevar cuenta y ra¬ 
tón, y tener los libros; ea el cólculo y regla de cambio; en tas reglas de la navegación mer¬ 
cantil. de los seguros, etc . en el modo de establecer la correspondencia mercantil y mante 
neria. en las leyes y costumbre* usadas entre negociantes ele.. donde al menos se les ense¬ 
nen los principios generales de la geografía y las producciones de que abundan o escasean 
los países, a fin de que con estos principios puedan hacer sus especulaciones con el mayor 
acierto posible y quienes se dedican al comercio les proporcionen sentapo y adelantamientos 
que loa empellen al trabajo' 

Tanto el proyecto descripto como su postenor propuesta formulada en 1810. en 
el Correo del Comercio, fueron rechazados 

En 1821. por iniciativa de Riv aramia. *c crea la Universidad de Buenos Aires, 
y en 182S se dicta un decreto reconociendo la utilidad de una Escuela de Comercio 
fundada durante el gobierno del Gral. Las Heras. 

la carrera de contador público fue reconocida durante la época de Rosas (1836). 
en la cual eran requisitos para la obtención del título: un examen de derecho rendido 
ante la Corte de Apelaciones: uno de contabilidad y aritmética rendido ante un tri¬ 
bunal elegido por el gobierno, edad de 25 aflos; ciudadanía argentina y certificado de 
buena conducta ("buen federar). 

Recién el 19 de febrero de 1890. el Dr. Carlos Pelleorini, vicepresidente de 
la Nación, en ejercicio de la presidencia, firma el decreto de creación de la Escuela 
Nacional de Comercio, hoy Escuela Superior de Comercio “Carlos Pellegrini” 


CXSCECP. 1991 


” de! Cnlttlo de Gradeado, en C,t*r,a¡ Kcmdmica,, publicaslóa * 
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2.3. LA FACULTAD DE CIENCIAS ECONOMICAS (U.B.A.) H 

2.3.1. SU FUNDACION 

Si bien la Universidad de Buenos Aires fue creada en 1821 por decreto del 
gobernador tic la provincia. Oral Martin Roormucz. y su ministro de Gobierno, don 
Bruna ruino Rivadavia. la Facultad de Ciencias Económicas fue creada el 9 de octu¬ 
bre de 1913 

Hasta esc momento componían la universidad sólo cuatro facultades: Derecho. 
Medicina. Ciencias, y Agronomía y Veterinaria 

La historia de la facultad está íntimamente vinculada a la fundación, como he- 
mas visto, de la Escuela Nacional de Comercio 

F.n 1892. bajo el ministerio de Bai estra. se determina que a quienes aproba¬ 
ran con altas notas determinados grupos de asignaturas, se les ofrecía el título de penlo 
mercantil. 

En 1897. el ministro Bermfjo reglamentó con éxito la expedición del título de 
contador público, lo que significaba dos años de estudios y comprendía dos cursos 
de contabilidad, dos de castellano y literatura, y tres de legislación civil, comercial 
y aduanera. 

Ya en 1905. el Dr. Joaquín V González elevó a tres los aftox de estudio y au¬ 
mentó el número de asignaturas, con la aspiración de que dicha reforma lograra su 
intención, que era la creación de una facultad que tomara a su cargo los cursos de 
contadores. 

Como paso previo a la creación de la Facultad de Ciencias Económicas, se pro¬ 
duce en 1910. bajo la presidencia del Dr. José Figleroa Alcorta. la fundación del 
Instituto Superior de Ciencias Económicas y Comerciales, a instancias del Dr. Car¬ 
los Rodkiollz Etchart (quien fuera posteriormente el primer decano). 

Por último, ya bajo la ley 9.254 del 9 de octubre de 1913, se autoriza a la Uni¬ 
versidad de Buenos Aires para organizar, sobre La base del Instituto Superior de Es¬ 
tudios Comerciales, la hoy Facultad de Ciencias Económicas 


2,3,2. LA FACULTAD DE HOY CON MIRAS AL FUTURO 

Teniendo en cuenta los requerimientos de la sociedad, planteados en el Acuer¬ 
do de Colón llevado a cabo por la Universidad de Buenos Aires en su conjunto, el 


<7T) 70" Mu enatHi de U P C E de b (J B A . publicado» de i 
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nuevo plan de estudios, aprobado a partir de IÓ9’ por la I .< i.i'-ul de Ciencia* Eco- 
nómicas. reconoce en sus "Bases para la reforma cuuicular" que los cambios que se 
están produciendo en el mundo y en nuestra sociedad impusieron un replanteo y re- 
formulación de los contenidos, metodologías, esquemas organizativos, criterios de 
decisión y modalidades de funcionamiento institucional, con el fin de elevar la cali¬ 
dad y la pertinencia de la docencia, de la investigación y de las acciones de exten¬ 
sión a la sociedad. 

En líneas generales, se define el perfil del egresado de la Facultad de Ciencias 
Económicas de la Universidad de Buenos Aires como el de aquci yraduada que: 

— Garantice simultáneamente una sólida preparación general para la generación 
de conocimientos para el mundo de la producción. 

— Favorezca la apropiación crítica de los componentes básicos de la cultura y 
la posibilidad, por lo tanto, de la participación activa, responsable y solida¬ 
ria en la comunidad en general y en la vida política, académica y laboral en 
particular. 

— Facilite la circulación en amplios campos profesionales > la movilidad en los 
cambiantes mercados de trabajo, indispensables en contextos de innovación 
c incertidumbre. 

— Intervenga en la definición de las misiones y propósitos de las organizacio¬ 
nes para incorporar valores éticos y morales, y cumplir con las responsabi¬ 
lidades sociales frente a la comunidad. 

La nueva estructura curricular planteada propone la integración de ciertos ejes 
transversales referidos a una serie de problemas, relacionados con las demandas pro¬ 
venientes del contexto acerca de la formación profesional c integral de los egresados. 

El profesional de hoy para el futuro supone el desarrollo de nuevas formas de 
pensamiento, articuladas con su disciplina y la integración de saberes, procedimien¬ 
tos y actitudes propios que irán adquiriendo en el transcurso de la carrera. 

Los autores Víctor M. Gómez. Campo y Emiuo Trnti Fanfani. en xu libro Uni¬ 
versidad y profesiones, nos introducen hacia una serie de estudios y definiciones de 
lo que se entiende por profesional universitario, los cuales nos ayudarán a entender 
en forma acabada el rol del profesional. 

Así. Carr-Saundsrs y Wilson (’*) proponen algunos criterios para identificar 
una profesión. Entre ellos subrayan la importancia de la competencia intclectuul, en¬ 
tendida como una habilidad para cumplir todos aquellos servicios especializados de 


(78) Cari Smikdcis, A M y Wilüw. P A . The pro/niumi. Oxford al thc (Tarendon Presa 
Oxford. 1939 
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los que depende el constante funcionamiento de la sociedad moderna. De allí su de¬ 
finición de profesión como ' conjunto de persona* que logran practicar una técnica de¬ 
finida hasada en una instrucción especializada" 

Para A l u x ni .H existen seis criterios para definir una profesión 

I Implica necesariamente operaciones intelectuales. 

2. Deriva su material de la ciencia y la instrucción. 

3. Maneja este material con un fin definido y práctico. 

4. Posee una técnica educativamente comunicable 

5. Tiende a la auloorganización. 

6. Se está haciendo de naturaleza cada vez más altruista. 

A esta lisia, el autor Myron LibermaN agrega los siguientes elementos: 

1. Un alto grado de autonomía, tanto para el individuo que la ejerce como para 
el grupo considerado como un todo. 

2. Aceptación, por parte de los profesionales, de una gran responsabilidad pro¬ 
fesional respecto de los juicios hechos y de los actos cumplidos dentro del 
ámbito de la autonomía profesional. 

De acuerdo con lo leído hasta el momento en este capftulo. se puede observar 
la evolución que ha tenido la profesión específicamente de contador público desde sus 
orígenes: el porqué de la necesidad de que esta profesión sea considerada como una 
profesión universitaria se ve sustentado no sólo desde la práctica, sino también de* 
de un marco teórico, donde Eixiak Soiein (”). entre otros autores, considera que las 
profesiones '‘constituyen un conjunto de ocupaciones que han desarrollado un 
verdadero sistema de normas que se derivan de su rol especial en la sociedad" 
Entre estos roles y normas enumera los siguientes: 

1. El profesional es distinto del amateur, está implicado tiempo completo en 
una ocupación que constituye su principal fuente de ingresos 

2. Se presupone que tiene una fuerte motivación y desempeña su ocupación en 
forma continuada. 

3. Pasee un cuerpo especializado de conocimientos y habilidades que se adquie¬ 
ren durante un período prolongado de educación y entrenamiento. 

4. Toma sus decisiones en favor de un cliente conforme a principios generales, 
teorías o proposiciones que se aplican al caso en estudio. 


(79t Shekv, Eocu H . f'rnfrmmtai niuanum Same new ihrrtnata. McCraw-HtlI Hat OnifH). 
Nueva York. 1972 
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5. Posee espíritu de servicio, pues usa sus saberes en beneficio del cliente. Este 
servicio implica habilidades de diagnóstico, uplicación competente de cono¬ 
cimiento general a las necesidades específicas del cliente. En otros términos, 
se caracteriza por una ausencia de interés propio 

6. El servicio profesional se basa en las necesidades objetivas del cliente y es 
independiente de los sentimientos particulares del profesional Inicia el cliente 
El profesional promete un diagnóstico "imparcial". 

El cliente, a su vez. debe ser franco al declarar una información potencial- 
mente indeseable para él. 

7. Se presume que el profesional sabe mejor que el cliente lo que es bueno para 
éste. Por ello el profesional reivindica una autonomía de juicio acerca de su 
propia actuación. Sólo sus colegas pueden juzgarlo. Esta demanda de auto¬ 
nomía pone al cliente en una situación de dependencia potencialmcntc vul¬ 
nerable. Por ello se desarrollan fuertes estándares éticos y profesionales en¬ 
tre los miembros de una profesión, que se expresan en códigos de conducta 
y en colegios o asociaciones que ejercen un control de ingreso y ejercicio de 
las profesiones, según veremos en los próximos puntos a desarrollar en este 
mismo capítulo. 

8. Los profesionales constituyen asociaciones profesionales que definen crite¬ 
rios de admisión, niveles educativos, títulos o exámenes de ingreso, carre¬ 
ras y áreas de jurisdicción para las profesiones. Al mismo tiempo, las aso¬ 
ciaciones protegen la autonomía de las profesiones. 

9. Las profesiones tienen status en su área de conocimiento, pero se considera 
que su conocimiento es especializado. El profesional no es “sabio" fuera del 
área delimitada por su formación. 

10. Los profesionales ofrecen sus servicios pero no deben publicitarios. Es el 
cliente quien debe iniciar la relación. 

Es decir, el título académico que se obtiene en una universidad garantiza la 
posesión de la habilidad requerida y competencia suficiente, para una práctica espe¬ 
cífica. 

Si dentro del marco teórico desarrollado, hacemos un análisis de la situación 
actual y futura de las profesiones de ciencias económicas, en especial la referida a la 
de contador público, dentro de un marco de globalización regional y mundial de la 
economía, el permanente cambio tecnológico y la creciente preocupación del indivi¬ 
duo por lo social (ecológico, ético y derechos humanos), podemos observar un nue¬ 
vo rol al que se debe enfrentar el profesional en ciencias económicas. 

Es así que algunos de los problemas planteados en la situación actual requie¬ 
ren que el profesional del futuro posea una serie de conocimientos y habilidades, de 
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actitudes y autmmagcn. que le posibiliten, a través del aprendizaje adquirido, estar 
preparado para la "inccrlidumbre" 

Los ejes transversales (curriculares) antes mencionados, que se han tenido en 
cuenta en la nueva reforma y que tienden a dar el marco teórico y práctico del reque¬ 
rimiento del profesional de hoy para el futuro, se podrían resumir en cinco: 

1. Cientinco y tecnológico: en función del desarrollo complejo y cambiante que 
se produce en estas áreas, el alumno, futuro profesional, debe tener: 

— capacidad de detectar e incorporar los nuevos métodos científicos y tec¬ 
nológicos; 

— capacidad de crear nuevos marcos teóricos y tecnologías a partir de las 
disponibles; 

— capacidad de aplicar los avances científicos y tecnológicos a situaciones 
y contextos complejos. 

2. De comprensión y resolución de situaciones complejas los cambios ince¬ 
santes. acelerados y complejos de las organizaciones obligan a aprender a 
"gcrcnciar la complejidad", por lo cual el alumno como futuro profesional 
debe tener: 

— capacidad para formular estrategias. 

— capacidad para integrar y formar grupos de trabajo; 

— capacidad para negociar y resolver conflictos; 

— capacidad para reflexionar sobre y en la práctica. 

3. Ecológico y de desarrollo humano reconociendo que el uso irracional de 
los recursos naturales ha generado graves problemas ambientales a escala pla¬ 
netaria. que han adquirido dimensión internacional e influyen en la calidad 
de vida, en la producción y en el comercio, el alumno, como futuro profe¬ 
sional. deberá tener: 

— capacidad para reconocer las problemáticas generales relativas al desarro¬ 
llo humano; 

— capacidad para tomar iniciativas en la preservación del medio y del equi¬ 
librio ecológico; 

— capacidad para anticipar las consecuencias de la actividad humana en el 
uso de los recursos naturales y para minimizar el perjuicio ambiental. 

— capacidad para establecer relaciones entre los factores y actividades eco¬ 
nómicas. el desarrollo sustentablc y la problemática ecológica. 
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4. Etico y de derechos humanos la formación énea no *.»• . ubre por la sim 
pie formulación o conocimiento de un sistema normativo que regula la con¬ 
ducta humana. Por el contrarío, supone la toma de conciencia y la defensa 
de los valores democráticos, la cooperación social, perfeccionando y actua¬ 
lizando las normas morales, la participación y el compromiso social real con 
el bien común, y príori/ando la honestidad de las acciones. Con el fin de lo¬ 
grar este objetivo, se deben recrear las competencias y aptitudes de los alum 
nos para: 

— respetar la libertad y el ejercicio de la tolerancia. 

— armonizar trabajo y capital: 

— promover la creatividad, la iniciativa, la solidaridad y la cooperación. 

5. Papel del Estado la necesaria modernización del Estado supone su forta¬ 
lecimiento. ya que es el instrumento responsable, indispensable para asegu¬ 
rar la gobernabilidad de la sociedad en un sistema democrático, fijando re¬ 
glas de juego que conlleven a una mayor justicia social y los distintos pro¬ 
cesos de integración de las naciones. 

El rol de los profesionales universitarios como parte integrante de la socie¬ 
dad debe tener una mayor participación que garantice el papel del Estado. 

Es asf que el Dr. Juan Carlos Vegas (*°) considera que la formación de pro¬ 
fesionales de alto nivel de excelencia, la investigación y los planes de extensión y 
transferencias científica y tecnológica constituyen los objetivos esenciales en la ac¬ 
tividad que realiza la universidad. 

Asimismo, considera sin duda que la tarca de investigación, debe ocupar un 
amplio espacio para poder convocar c integrar a los docentes y alumnos, en la per¬ 
manente búsqueda del conocimiento, el cual debe convertirse en un acto irrcnuncia- 
ble para cualquier centro de formación universitaria. 

La vinculación de la universidad con la sociedad, respondiendo a sus deman¬ 
das y adelantando el futuro, es otra misión que debe cumplir, para garantizar los ni¬ 
veles académicos de alta calidad. 

El plan de estudios estructurado en ciclos tiende a garantizar el nuevo discüo 
curricular. ya que permite a los alumnos ir orientando su formación a medida que 
avanzan en sus estudios, e ir tomando las decisiones que consideren pertinentes cuan¬ 
do. con el transcurso de la carrera, visualicen con mayor claridad su vocación profe¬ 
sional. 


(SO) Vboaj. Iva* Cahio* "Eaperiencin en la aplicación de programas de formación profesional 
para el siglo XXI". trabajo presentado ame la XVIII Asamblea Nacional de Graduados en ficticias Eco- 
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Es asf que el plan de estudios vigenle abarca un ciclo general, con una dura¬ 
ción de dos alio» académicos, cuyo objetivo c* brindar formación básica y general 
muy sólida, tanto teórica como empírica, y un ciclo profesional, cuya duración de¬ 
pende de la carrera profesional elegida. 

Como cierre del ciclo profesional, y requisito final y previo a la graduación, se 
prevé un seminario de integración y aplicación, el cual podrá acreditarse mediante una 
serie ilc posibles actividades. Su objetivo es lograr la integración de los conocimien¬ 
tos adquiridos en el desarrollo de la carrera, para lo cual se deberán demostrar ios 
niveles de conocimientos adquiridos durante su formación El seminario estará a cargo 
de los directores de carreras y los directotes de departamento. 

La coordinación y el control de las actividades que realicen los alumno» se 
desarrollarán bajo la modalidad de tutorías, tarea a cargo de profesores titulares, aso¬ 
ciados. directores de institutos de investigación y directores de proyectos de investi¬ 
gación. de acuerdo con la especialidad elegida por el alumno 

El sistema también prevé la posibilidad de que el estudiante realice tareas por 
convenios de pasantías o acredite mediante actividades laborales realizadas, o que esté 
realizando actualmente, vinculadas con sus estudios. 

Teniendo en cuenta los ejes transversales planteados, se acreditarán, a los fines 
del seminario, los tarcas que se asignen a los alumnos en aquellos planes que haya 
diseAado la universidad para cumplir con la prestación de un servicio social 

Como conclusión, podemos decir que la implcmentación del plan de estudios 
puesto en marcha a partir de 1997 busca que la universidad garantice la formación 
de los graduados con las siguientes características 

a) capacidad para aprender, con todo lo que ello implica: saber hacer, saber 
aprender y. por sobre todo, sobcr ser; 

b) capacidad para resolver problemas frente a la incertidumbre; 

c) capacidad crítica, creativa y de conducción; 

d) formación ética con valores sociales por sobre los personales 

Debemos tener presente que la universidad no sólo brinda una formación aca¬ 
démica a los graduados, sino, en nuestro país, en virtud de la legislación vigente, los 
habilita para el ejercicio profesional. 

En los puntos siguientes, se podrán observar la creación y las (unciones que 
tienen el Colegio de Graduados de Ciencias Económicas y el Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas que, de acuerdo con las teorías formuladas por autores como 
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Carh-Saunmj» y Wii&on (">, y* en 1939 indicaban que las moti visiones de las «m. 
elaciones profesionales son las siguientes 

a) la definición de una línea de demarcación entre personas calificadas y nn 
calificadas; 

b) el mantenimiento de altos niveles de carácter profesional o práctica honor» 

ble. 

c) la elevación del suuuf del grupo profesional; y 

d) el deseo de la profesión de ser reconocida por la sociedad como la única 
plcnamcnie competente para realizar su tarea partu ulni 

En síntesis, las asociaciones profesionales constituyen un elemento táctico den 
tro de la lucha que sostienen las profesiones para obtener una mayor autonomía y 
reconocimiento social. 


2,4. EL COLEGIO DE GRADUADOS DE CIENCIAS 
ECONOMICAS (“) 

En 1891. un grupo de contadores, comprendiendo la transcendencia de su la 
rea. de la necesidad de modernizar los estudios, tic adaptarse a las exigencias del país 
en el futuro, y que su función no era la de un tenedor de libros, sino mucho más 
amplia, consideraron imprescindible ampliar sus conocimientos culturales y sobre 
economía 

Es así que, el 26 de noviembre de 1891. se funda el Colegio de Contadores, hoy. 
Colegio de Graduados de Ciencias Económicas 

Tanto la Escuela Nacional de Comercio como el Colegio de Contadores de la 
Capital Federal fueron las instituciones ejemplares que iniciaron la fecunda tarca que 
pocos años después dio origen a la creación de las escuelas de comercio y de colé 
gios de contadores en lodo el país. Tuvieron la ardua tarea de elevar a niveles supe 
riores los estudios y prácticas contables, administrativos y económicos, nueleando a 
sus profesionales en centros de importante desarrollo técnico y académico. 

Teniendo en cuenta el carácter de este Upo de asociaciones, los colegios de 
graduados son entidades sin fines de lucro, organizadas como asociaciones civiles, 
de asociación voluntaria, regidas por la Inspección General de Justicia como órgano 
de contralor en la Capital Federal. 


(«I i C»»» S«um»93 y WascM. np eii en non (7X) 
1*2» nota «75» 
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Por último podemos mencionar que entre las funciones que dicha entidad eum- 
Pk *C destacan 

a) fomentar y sostener el espíritu de unido y confraternidad entre los profesio¬ 
nales; 

b) velar por la honorabilidad en el ejercicio de las misiones encomendadas, y 
la defensa del prestigio y los intereses de sus miembros. 

c) asesorar a poderes públicos e instituciones privadas que lo soliciten; 

d) organizar conferencias, concursos científicos, reuniones, congresos, jornadas, 
asambleas, etc., sobre puntos relacionadas con las carreras mencionadas: 

c) gestionar y asumir la representación profesional ante los cuerpos universi¬ 
tarios y demás entes o institutos públicos del país 


2,5. LOS CONSEJOS PROFESIONALES (») 

Los consejos profesionales son entidades de derecho público no estatal, crea¬ 
das por la ley 20.4X8. la cual estableció el marco legal para su funcionamiento 

Dicha ley establece, además, las normas referentes a las incumbencias y al ejer¬ 
cicio de las profesiones relacionadas con las ciencias económicas, según lo veremos 
en ol cap. III. 

En cada jurisdicción del pa/s. existe un consejo profesional de ciencias econó¬ 
micas, hecho que no sólo surge de la ley mencionada, sino, fundamentalmente, de Un 
preceptos de la Constitución Nacional, en la cual se delega en las provincias el po¬ 
der de policía. 

El art. 21 determina las funciones que deben tener los consejos profesionales, 
a saber: 

a) dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley y otras relacionadas 
con el ejercicio profesional y sus respectivas reglamentaciones: 

b) crear, cuando corresponda, y llevar las matrículas atinentes a las profesio¬ 
nes a las que se refiere la presente ley: 

c) honrar, en todos sus aspectos, el ejercicio de las profesiones en ciencias eco¬ 
nómicas, afirmando las normas de especialidad y decoro propios de la ca¬ 
rrera universitaria, y estipulando la solidaridad entre sus integrantes. 


183) Ley 20 488: Euti a ti Conttjo. publicación del C PCEC F. I<W3 
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d) velar para que sus miembros actúen con un cabal concepto de lealtad hacia 
la patria, cumpliendo con la Constitución y las leyes; 

e) cuidar que se cumplan los principios de ética que ngen el ejercicio profesio¬ 
nal de ciencias económicas; 

í) ordenar, dentro de sus facultades, el ejercicio profesional de ciencias econó¬ 
micas. y regular y delimitar dicho ejercicio en sus relaciones con otras pro¬ 
fesiones; 

g) perseguir y combatir por los medios legales a su alcance el ejercicio ilegal 
de la profesión; 

h) secundar a la administración pública en el cumplimiento de las disposicio¬ 
nes que se relacionen con la profesión, evacuar consultas y suministrar in¬ 
formes solicitados por entidades públicas, mixtas y privadas; 

i) certificar las firmas y legalizar los dictámenes expendidos por los profesio¬ 
nales matriculados cuando tal requisito sea exigido. 

j) aplicar las correcciones disciplinarias por violación de los códigos de ética 
y los aranceles. 

2,6. LAS FEDERACIONES Y SUS ORGANISMOS TECNICOS 

Como hemos visto, existen dos instituciones de primer grado relacionadas con 
la profesión de ciencias económicas, que son: los colegios de graduados y los con¬ 
sejos profesionales. 

A su vez. todas las instituciones a nivel nacional conforman las entidades de 
segundo grado conocidas como federaciones, y en este caso 

1. Federación Argentina de Graduados en Ciencias Económicas (F.A.G.C.E.). 

2. Federación Argentina de Consejos Profesionales en Ciencias Económicas 
(F.A.C.P.C.E.). 

La F.A.G.C.E.. fundada en 1926, agrupa alrededor de 20 colegios. Su estatuto 
la define como un "organismo de carácter gremial", ya que habla de los intereses de 
los profesionales y de los colegios federados, y de contribuir, entre otros, al mejora¬ 
miento de la profesión 

Dentro de dicha federación, funciona como órgano técnico el Instituto Técni¬ 
co de Contadores Públicos (I.T.C.P.). fundado en 1969. que tiene la función de ser¬ 
vir u la profesión en todas las cuestiones técnico-científicas vinculadas con su ejer¬ 
cicio y que contribuyan a su jcrarquización. 
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El trabajo desplegado por dicho instituto se refleja a través de sus pronuncia¬ 
mientos que han tenido una importante influencia en el dictado de diversas normas 
contables legales y profesionales. 

Decimos influencia, ya que estos pronunciamientos no son de carácter obliga¬ 
torio para su aplicación por parte de los profesionales en ciencias económicas, sino 
sólo a través de las leyes, decretos y resoluciones que dicten el Poder Legislativo o 
el Poder Ejecutivo, o en el campo profesional, cuando los consejos profesionales dic¬ 
ten una resolución técnica al respecto. 

Los trabajos elaborados por el I.T.C.P. se ven reflejados a través de lo que se 
denominan recomendaciones, dictámenes e informes. 

Su propio reglamento los define de la siguiente manera: 

— Recomendaciones son propuestas de creación o modificación de los prin¬ 
cipios y normas referidos a la forma y contenido de los estados contables y 
de las disposiciones y normas relativas a la actividad profesional de los con¬ 
tadores públicos. Representan la posición del instituto. Una vez aprobadas, 
constituyen la base pura los futuros dictámenes. 

— Dictámenes: una ve/, aprobados, sirven de pauta para los contadores públi¬ 
cos en su ejercicio profesional. Los principios o normas, contenidos en di¬ 
chos dictámenes aprobados por la junta directiva de la F.A.G.CE.. eran con¬ 
siderados como de aceptación generalizada, no obligatoria 

— Informes: son opiniones del instituto sobre aspectos formales referidos a la 
aplicación de las recomendaciones, dictámenes o normas legales. 

La F.A.C.P.C.E.. fundada en 1973, es. al igual que el anterior, un organismo 
de segundo grado, que agrupa a los consejos profesionales de ciencias económicas 
de todo el pa/s. 

Su objetivo es formular normas técnico-profesionales de aplicación obligatoria 
para aquellos graduados que deban utilizarlas en su ejercicio profesional. 

Como organismo técnico de dicha federación, se creó el Centro de Estudios 
Científicos y Técnicos (C.E.C.y.T.). que emite informes de diferentes tipos, algunos 
de los cuales sirvieron de antecedente de las resoluciones técnicas de dicha federa¬ 
ción. 

En el reglamento de la mencionada federación, se establece que antes de la con¬ 
versión de los informes en resoluciones técnicas, los mismos deben ser sometidos a 
consulta pública durante un determinado lapso, en el cual se recogen las opiniones 
no sólo de los consejos que integran dicha federación, sino que también pueden ex¬ 
presar sus opiniones cualquier profesional o interesado en el tema. 
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2,7. LAS ASOCIACIONES INTERNACIONALES ( M ) 

Dichos organismos pueden ser clasificados en dos grandes grupos: los de ca¬ 
rácter mundial y los de carácter regional. 

Dentro de los organismos internacionales de contabilidad mundiales, pode¬ 
mos mencionar los siguientes 

De carácter profesional 

— LF.A.C (Federación Internacional de Contadores) 

— I.A.S.C (Comité Internacional de Normas Contables). 

De carácter gubernamental 

— Grupo de Trabajo de Naciones Unidas. 

— Grupo de Trabajo sobre Normas Contables de la O.C D.E. 

Dentro de los organismos internacionales de contabilidad regionales, pode¬ 
mos mencionar los siguientes 

De carácter profesional 

— U.E.C. (Unión de Expertos Contables). 

— A.I.C. (Asociación Interamericana de Contabilidad). 

De carácter gubernamental 

— Programas de armonización de las normas de contabilidad y presentación de 
informes contables que puedan surgir dentro del marco de 

• La C.E.E. (Comunidad Económica Europea). 

• El MERCOSUR. 

• El NAFTA. 


(S4) Fhowtt h Gartia. Luja; VnaAS, Juan Carlos y 


i. Práctica pro/eMnnal drl contador i 
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III. INCUMBENCIAS PROFESIONALES 

3,1. INTRODUCCION 

A la luz de la ley 20 488. se detallarán las incumbencias profesionales de los 
graduados en ciencias económicas, en la actividad privada y en el ámbito judicial. 

Dicha ley. sancionada el 23 de mayo de 1973. regula desde entonces el ejerci¬ 
cio profesional de las profesiones de ciencias económicas Hasta su sanción, y como 
veremos en el pto 4.2 de este capitulo, el régimen legal vigente era el previsto por 
el dto.-ley 5 103/45. 

Los arts I* a 3” de la ley 20.488 establecen que bajo dicha norma se reglamen¬ 
tarán las profesiones de: 

— Licenciado en economía. 

— Contador público. 

— Licenciado en administración. 

— Actuario. 

Se establece quiénes podrán ejercer dichas profesiones, determinando las res¬ 
pectivas condiciones que deben cumplirse en cuanto a que los diplomas fuesen ex¬ 
pedidos por universidades nacionales, privadas y extranjeras, con especial atención 
a los títulos expedidos con anterioridad al dto.-ley 5.103/45 y a la ley 20.488. 


3,2. FUNCIONES CORRESPONDIENTES 
AL CONTADOR PUBLICO 

F.l urt. 13 detcimina que la tarea profesional del contador público puede divi¬ 
dirse en dos grundes áreas: 

— En materia económica y contable, 

— En materia judicial. 

Es asf que enumera como incumbencia profesional del contador público den¬ 
tro de cada ámbito: 

a) En materia económica y contable, cuando lux dictámenes sirv an a fines ju¬ 
diciales. administrativos, o estén destinados a hacer fe pública en relación con 
las cuestiones siguientes: 
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1. Preparación, análisis y proyección de estados coniablec. presupuestarios, 
de costos y de impuestos en empresas y otros entes. 

2. Revisión de contabilidades y su documentación 

3. Disposiciones del cap. III. lít. II. I. I del Código de Comercio (*’). 

4. Organización contable de todo tipo de entes. 

5. Elaboración c implantación de políticas, sistemas, métodos y procedimien¬ 
tos de trabajo administrativo-contable. 

6. Aplicación e implantación de sistemas de procesamiento de dalos y otros 
métodos en los aspectos contables y financieros del proceso de informa¬ 
ción gerencia!. 

7. Liquidación de averías. 

8. Dirección del rclcvamicnto de inventarías que sirvan de base para la trans¬ 
ferencia de negocios, para la constitución, fusión, escisión, disolución y 
liquidación de cualquier clase de ente y cesiones de cuotas sociales. 

9. Intervención en las operaciones de transferencia de fondos de comercio, 
de acuerdo con las disposiciones de la ley 11.867. a cuyo fin se deberán 
realizar todas las gestiones que fueren menester para su objeto, inclusi¬ 
ve, hacer publicar los edictos pertinentes en el Boletín Oficial, sin pequi- 
cio de las funciones y facultades reservadas a otros profesionales en la 
mencionada norma legal. 

10. Intervención, juntamente con letrados, en los contratos y estatutos de toda 
clase de sociedades civiles y comerciales cuando se planteen cuestiones 
de carácter financiero, económico, impositivo y contable. 

11. Presentación con su firma de estados contables de bancos nacionales, pro¬ 
vinciales, municipales, mixtos y particulares, de toda empresa, sociedad 
o institución pública, mixta o privada, y de todo tipo de ente con patri¬ 
monio diferenciado. 

En especial para las entidades financieras comprendidas en la ley 
18.061 ( M ), cada contador público no podrá suscribir el balance de más 
de una entidad, cumplimentándose asimismo el requisito expresado en 
el art. 17 (”) de esta ley. 


(85) Código de Comercio. "De lo» libro» de comercio" («ti. 43 a 67) 

(86) Reemplazada por la ley 21.526 de cnlidadr» financiera! 

(87) 'Alt. 17: |. |, queda túfelo al reqoiniio de que el profesional <ea independíenle respecto de 
la» poner involucrada» ".ley 20 488 
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12. Todo otra cuestión en materia económica, financiera y contable, referida 
a las funciones que le son propias de acuerdo con el presente articulo, 
b) F.n materia judicial, para la producción y firma de dictámenes relaciona¬ 
dos con las siguientes cuestiones: 

1. En los concursos de la ley 19.551 (“) para las funciones de sindico. 

2. En las liquidaciones de averías y siniestros, y en las cuestiones relacio¬ 
nadas con los transportes en general para realizar los cálculos y distribu¬ 
ción correspondientes. 

3. Para los estados de cuenta en las disoluciones, liquidaciones y todas las 
cuestiones patrimoniales de sociedades civiles y comerciales, y las ren¬ 
diciones de cuenta de administración de bienes. 

4. En las compulsas o peritajes sobre libros, documentos y demás elemen¬ 
tos concurrentes a la dilucidación de cuestiones de contabilidad y relacio¬ 
nadas con el comercio en general, sas prácticas, usos y costumbres. 

5. Para dictámenes c informes contables en las administraciones e interven¬ 
ciones judiciales. 

6. En los juicios sucesorios, para realizar y suscribir las cuentas particiona- 
rias juntamente con el letrado que intervenga 

7. Como perito en su materia en todos los fueros. 

En lu emisión de dictámenes, se deberán aplicar las normas de auditoría apro¬ 
badas por los organismos profesionales cuando ello sea pertinente. 


3.3. FUNCIONES CORRESPONDIENTES A LOS OTROS 
GRADUADOS EN CIENCIAS ECONOMICAS 

En cuanto a las funciones inherentes al título de licenciado en economía, el art. 
11 establece, entre otras, las siguientes: 

a) Para todo dictamen destinado a ser presentado ante autoridades judiciales, 
administrativas, o a hacer fe pública, relacionado con el asesoramienlo eco¬ 
nómico y financiero para: 

I. Estudios de mercado y proyecciones de oferta y demanda sin perjuicio de 
la actuación de graduados de otras disciplinas en las áreas de su compe¬ 
tencia. 


(88) Reemplazada por la ley 2Z.522 de 
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2. Evaluación económica de proyectos de inversiones sin perjuicio de la 
actuación de graduados de otras disciplinas en las Areas de su competen¬ 
cia. 

3. Análisis de las coyunturas global, sectorial y regional 

4. Análisis del mercado externo y del comercio internacional. 

5. Análisis macroeconómico de los mercados cambiarlos de valores y de 
capitales. 

6. Estudios de programas de desarrollos económicos global, sectorial y re¬ 
gional. 

7. Realización c interpretación de estudios económicos 

8. Análisis de las situaciones, actividades y políticas monetaria, crediticia, 
cambiaría, fiscal y salarial. 

b) Como perito en su materia en todos los fueros, en el orden judicial 

Respecto de las funciones inherentes al título de licenciado en administración, 
el art. 14 establece las siguientes: 

al Para todo dictamen destinado a ser presentado ante autoridades judiciales, 
administrativas, o a hacer fe pública, en materia de dirección y administra¬ 
ción para el asesoramiemo en: 

1. Las funciones directivas de análisis, planeamiento, organización, coordi¬ 
nación y control. 

2. La elaboración, implantación de políticas, sistemas, métodos y procedi¬ 
mientos de administración, finanzas, comercialización, presupuestos, cos¬ 
tos y administración de personal. 

3. La definición y descripción de la estructura y funciones de la organiza¬ 
ción. 

4 La aplicación c implantación de sistemas de procesamiento de datos y 
otros métodos en el proceso de información gerencial 

5. Lo referente a relaciones industriales, sistemas de remuneración y demás 
aspectos vinculados al factor humano de la empresa. 

6. Toda otra cuestión de dirección o administración en malcría económica 
y financiera en referencia a las funciones que le son propias de acuerdo 
con el presente artículo. 

b) En materia judicial 

I Para la función de liquidador de sociedades comerciales o civiles. 
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2. Como perito en su materia en lodos los fueros. 

En lux designaciones de oficio para lax tareas de administrador a nivel direc¬ 
tivo o gerencia! en las intervenciones judiciales, se dará preferencia a los li¬ 
cenciados en administración xin perjuicio de que sean tomados en conside¬ 
ración otros antecedentes en relación con tales designaciones. 

Por último, con respecto a las tarcas inherentes al actuario, el art. 16 señala 
CB lrc otra» las siguientes funciones 

I Para todo informe que las compañiax de seguros, de capitalización, de aho¬ 
rro y préstamo, etc., presenten a sus accionistas, a terceros, a la Superinten¬ 
dencia de Seguros u otra repartición pública, etc., y que se relacione con el 
cálculo de primas, tarifas y reservas técnicas, entre otras. 

2. Para lodo informe sobre cuestiones técnicas relacionadas con la estadística, 
el cálculo de probabilidades, etcétera. 

3. En asunios judiciales, cuando a requerimiento de autoridades judiciales de¬ 
ban determinarse el valor económico del hombre y el de rentas vitalicias. 


IV. REGLAMENTACION DEL EJERCICIO 
PROFESIONAL EN LA CAPITAL FEDERAL 

4,1. INTRODUCCION 

En este último punto, se desarrollarán los aspectos relacionados con el ejerci¬ 
cio profesional, en los tenias relativos a la legalización, reglamentación, aranceles y 
normalización para el ejercicio profesional en la Capital Federal, en virtud de las leyes 
20.476 y 20.488 

Se explicará lanío el funcionamiento de! Consejo Prolesional de Ciencias Eco¬ 
nómicas de la Capital Federal como el de su tribunal de disciplina, indicándose, para 
finalizar, las sanciones legales y disciplinarias de la» que puede ser pasible un pro- 
fesional 


4,2. EL DECRETO-LEY 5.103/45 Y LA LEY 20.488 

El dto.-lcy 5.103/45. sancionado el 2 de marzo de 194$, reglamentó el ejerci¬ 
cio de las siguientes profesiones de ciencias económicas: 


I. Doctor en ciencias económicas. 
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2. Contador público 

3. Actuario. 

Asimismo, esta norma considera romo actividad profesional a la desarrolla¬ 
da en forma individual, exclusivamente en forma independiente y conforme a los ho¬ 
norarios regulados por los respectivos aranceles, tanto en el ámbito privado como en 

el judicial. 

Por lo tanto, tiende a regular el ejercicio de cada una de las profesiones antes 
mencionadas, las condiciones para ejercerlas, lodo lo referido a sus incumbencias y 
las condiciones que deben observarse en cuanto al uso del título y ejercicio ilegal 

Como hemos visto en el pto. 3.1. el mencionado dio.-ley 5.103/45 fue deroga¬ 
do por la ley 20.488/73 del 23 de mayo de 1973. las profesiones reguladas desde en¬ 
tonces según lo mencionamos son- 

1. Licenciado en economía. 

2. Contador público 

3. Licenciado en administración. 

4. Actuario. 

A diferencia de su norma antecesora, la ley es de aplicación a lodo profesional 
matriculado con independencia de si su ejercicio lo efectúa en forma dependiente o 
independiente. 

Manifiesta su art, 3 a que se considerará como ejercicio profesional la reali¬ 
zación de actos que supongan, requieran o comprometan la aplicación de conocimien¬ 
tos propios de tales personas, especialmente si consisten en 

a) el ofrecimiento o realización de servicios profesionales: 

b) el desempeño de funciones derivadas de nombramientos judiciales de oficio 
o a propuesta de parte; 

c) la evacuación, emisión, presentación o publicación de informes, dictámenes, 
laudos, consultas, estudios, consejos, pericias, compulsas, valorizaciones, 
presupuestos, escritos, cuentas, análisis, proyectos, o de trabajos similares 
destinados a ser presentados ante los poderes públicos particulares o entida¬ 
des públicas, mixtas o privadas 

El art. 8* establece que quien hiciera ejercicio ilegal de la profesión, por no 
poseer título habilitante, o quien teniéndolo, se le hubiera cancelado la matrícula, 
sufrirán penas de prisión y multa según las circunstancias. 

Indica, como hemos visto, las incumbencias de cada una de las profesiones, 
tanto en la actividad privada como en el ámbito judicial, la creación de los consejos 
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profesionales He ciencias económicas en cada una de las provincias, con indicación 
de sus atribuciones y lo referido a las sanciones disciplinarias que podrán aplicar 


4,3. LA LEY 20.476 

Funcionamiento del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de 
la Capital Federal 

La ley 20 476/73, sancionada el 23 de mayo de 1973 al igual que la ley 20.4&8. 
tiene como objetivo dar el marco rcgulalorio para el funcionamiento del Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal- 

Establece que dicho consejo estará constituido por un consejo directivo inte¬ 
grado por 15 consejeros titulares y 15 suplentes, inscriptos en alguna de las respec¬ 
tivas matriculas, con una antigüedad no menor de 5 aflos. 

La duración del mandato será de 4 aflos para los titulares y de 2 artos para los 
suplentes, no pudiendo sus miembros ser reelectos sino con un intervalo de 2 años. 
El desempeño del cargo será ad honorem. 

Simultáneamente se elegirán una comisión ñscalizadora de cuentas y un tri¬ 
bunal de disciplina 

La Comisión Fiscalizado™ de Cuentas estará integrada por 3 miembros titu¬ 
lares y 3 suplentes, quienes durarán 2 años en sus cargos, pudiendo ser reelectos. De¬ 
berán haber sido con anterioridad consejeros mulares y figurar inscriptos en la ma 
trfeula de contador público 

El Tribunal de Disciplina estará integrado por 9 miembros. Se requieren las 
mismas condiciones que para ser consejero. Durarán 2 años en sus funciones, pudien- 
do ser reelectos 

Dicho tribunal actuará dividido en 2 o más salas; como hemos visto en el pto. 
2,3.2. dicha norma establece las atribuciones de sanción de cada una de las salas del 
tribunal en plcnarío y el régimen de apelación vigente. 

Específicamente, el art 8 o establece como obligaciones del consejo las siguien¬ 
tes: 

a) dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley y otras relacionadas 
con el ejercicio profesional; 

b) proceder a la aplicación de las normas del decreto reglamentario que se dicte. 

c) honrar en todos sus aspectos el ejercicio de las profesiones en ciencias eco¬ 
nómicas, afirmando las normas de decoro propias de una carrera universita¬ 
ria. y estimulando la solidaridad entre sus miembros; 
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d) cuidar que se cumplan los principios de circa que rigen el ejercicio profesio¬ 
nal de ciencias económicas; 

c) velar por que sus miembros actúen con un cabal concepto de lealtad hacia 
la patria, cumpliendo con la Constitución y las leves. 

f) ordenar, dentro de sus facultades, el ejercicio profesional de ciencias econó¬ 
micas, y regular y delimitar dicho ejercicio en sus relaciones con otras pro¬ 
fesiones; 

g) perseguir y combatir, por los medios legales a >u alcance, el ejercicio ilegal 
de la profesión; 

h) secundar a la administración publica en el cumplimiento de las disposicio¬ 
nes que se relacionen con la profesión, evacuar y suministrar los informes 
solicitados por entidades privadas o funcionarios oficiales: 

i) llevar un registro actualizado con los antecedentes respectivos de los profe¬ 
sionales matriculados; 

j) contribuir a desarrollar bibliotecas especializadas: 

k) promover actos culturales, académicos, de estudios, de capacitación profe¬ 
sional y similares. 

A su vez. el art. 9* establece cuáles son sus derechos, atribuciones y respon¬ 
sabilidades para el cumplimiento de las obligaciones antes desenplas. y que entre 
otras son: 

a) llevar las matrículas correspondientes a las profesiones reglamentadas por la 
ley 20.488: 

b) conceder, denegar y cancelar la inscripción en las matrículas; 

c) velar por el cumplimiento de la presente ley y demás atinentes al ejercicio 
profesional: 

d) dictar las medidas y disposiciones que estime necesarias o convenientes para 
el mejor ejercicio de la profesión; 

c) dictar el Código de Etica Profesional y sus normas de procedimiento; 

Ij proponer al Poder Ejecutivo los aranceles de cada profesión; 

g) resolver las apelaciones a las sanciones dispuestas por el Tribunal de Disci¬ 
plina; 

h) acusar y querellar a los que ejercieran ilegalmcntc la profesión. 

ii autenticar las firmas de los profesionales matriculados que suscriban dictá¬ 
menes y trabajos profesionales en general; 
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j) fijar los derechos de matrículas y por certificación de lirmas: 

k) todo acto de administración incluido en la ley 


4,4. EL TRIBUNAL DE DISCIPLINA Y EL CODIGO 
DE ETICA DEL C.P.C.E.C.F. (") 

Cualquier acto que diariamente realizamos desde el punto de vista personal debe 
ser realizado con acatada y total responsabilidad. 

Por lo tanto, el ejercicio de una profesión puede ser susceptible de reparación 
» un tercero como consecuencia de un mal desempeño de la misma, en forma culpo¬ 
sa o negligente 

En el ámbito de nuestra profesión, específicamente relativo al ejercicio profe¬ 
sional de contador público, como consecuencia del desarrollo de dicha actividad, ya 
sea en forma dependiente o independiente, el mismo será pasible de sanciones lega¬ 
les (aviles y penales) y sanciones disciplinarias (eticas) por el mal desempeño de 
su tarca, además de la que le cabe desde el punto de vista laboral (sanción legal) en 
el caso de desarrollarla en relación de dependencia. 

Cuando hablamos de fijar responsabilidades, debemos decir que su graduación 
en la participación en principio de un delito deberá ser determinada, en el primer caso, 
en los estrados judiciales, y en el segundo supuesto, será en el ámbito de los conse¬ 
jos profesionales, a través de sus tribunales de disciplina, quienes mcrituarán cada 
circunstancia. 

El propio preámbulo del Código de Etica establece que su propósito es enun¬ 
ciar las normas y principios éticos que deben inspirar la conducta y actividad de los 
matriculados. Constituyen la guía necesaria para el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas con la que se graduaron, con la profesión, con sus colegas y. por último, 
hacia la sociedad toda. 

En virtud de las responsabilidades de los profesionales y de sus obligaciones, 
deben realizar los mayores esfuerzos para mejorar continuamente su idoneidad y 
calidad, contribuyendo al progreso y prestigio de la profesión. 

Expresamente determina que la ausencia de disposición expresa no debe in¬ 
terpretarse como admisión de actos o prácticas incompatibles con la vigencia de lo* 
principios enunciados, ni considerarse que proporcione impunidad, sino conducirse 
de una manera que resulte coherente con el espíritu del código. 


(89) Consejo Proícnnnal de Ciencia* Económicas de la Capital Federal, re». JS5 tM wl 2/80 
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Su art. I o establece que dichas normas son de aplicación para iodos los profe 
sionalcs matriculados en el C.P.C.E.C.F.. ya sea que la ejerzan en relación de depen¬ 
dencia o en forma independiente. 

Como norma general, antes de enumerar determinadas situaciones particula¬ 
res que deben observarse en el ejercicio profesional, indica en su art. 4“ qud consti¬ 
tuye falta de ética: 

— La aceptación o acumulación de cargos, funciones, tareas o asuntos que re¬ 
sulten materialmente imposible atender 

— Como auxiliar de la justicia, causar demoras en la administración de la jus¬ 
ticia, salvo circunstancias debidamente justificadas ante el respectivo tribu¬ 
nal. 

Los arts. 5 o a 22 establecen determinadas pautas de conducta o de interrclación 
profesional que deben tenerse en cuenta, a saber 


Documentación emanada del 
profesional 
(art. 5») 

Toda opnuJn. certificación. informe, dictamen, etc.. deben expre¬ 
sarse en forma ciara, precisa, objetiva, completa y de acuerdo 
con las normas establecidas por el consejo. 

La responsabilidad por la documentación que firmen los profesio¬ 
nales es personal e indelegable, aunque requieran la actuación 
de colaboradores 

Solidaridad y cooperación 
profesional 
(art. 6») 

Los profesionales deben conducirse siempre con plena concien¬ 
cia del sentimiento y la solidandad profesionales, de una mane¬ 
ra que promueva la cooperación y Las buenas relaciones entre los 
integrantes de la profesión. 

Cargos contra otros profesio¬ 
nales 
(art. 7*) 

La formulación de cargos contra otros profesionales debe hacer¬ 
se de buena fe y sólo puede Inspirarse en el celo por el mante¬ 
nimiento de la probidad y el honor profesionales. 

Actos contra la buena fe de 
terceros 
(•rt. V) 

Los profesionales deben abstenerse de aconsejar o intervenir 
cuando su actuación profesional permita, ampare o facilite los 
actos incorrectos, pueda usarse para confundir o sorprender la 
buena fe de terceros, emplearse en forma contrana al interés 
general o violar la ley. 

Interrupción de servicios 
profesionales 
(art. 9*) 

No deben interrumpirse los servicios profesionales sin comunicar¬ 
lo a quienes corresponda con antelación razonable, salvo fuer¬ 
za mayor. 

Documentación del cliente 
(art-10) 

No deben retenerse documentos o libros pertenecientes a sus 
clientes. 
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Actuación an Institutos de 

enseñanza 

(art. 11) 

Deber' abstenerse de actuar en institutos de enseñanza que 
desarropen actividades mediante propaganda engañosa o proce¬ 
dimientos incorrectos, o que emitan títulos o certificados que 
puedan confundirse con los diplomas profesionales habitantes 

Ejercicio de la profesión por 

<*rt-12) 

Debe permitirse que otra persona e)erza la profesión en su nom¬ 
bre o facilitar que alguien pueda actuar como profesional sin 

serlo. 

Enunciación de títulos y 
designaciones 
(«1.13) 

Los t(lulos y designaciones de cargos dtl consejo o de otras 
entidades de la profesión pueden ser enunoados solamente 
como relación de antecedentes o al actuar en nombre de ellos 

Gestores 
(art. 14) 

No debe utilizarse ni aceptarse la intervención de gestores para 
la obtención de trabajos profesionales 

Clientes de otros colegas 
(art 15) 

No so debe tratar de atraer los dientes de un colega, emplean-' 
do para ello recursos, actos o prácticas reñidos con el espíritu de' 

este código. 

Asociaciones de 
profesionales 
(art. 16) 

Las asociaciones entre profesionales, constituidas para desarro¬ 
llar actividades profesionales, deóen dedicarse, como tafea, ex¬ 
clusivamente a dichas actividades 

Delitos económicos 
(art 17) 

Constituye violación a los deberes inherentes al estado profesio¬ 
nal, y en consecuencia, se considera infracción al presente có¬ 
digo. el hecho de haber sido condenado judicialmente por uft 

delito económico. 

Publicidad 
(art. 18) 

El ofrecimiento de servicios profesionales debe hacerse cdn 
mesura y respeto por el decoro de la profesión Sólo deben enun¬ 
ciarse el nombre del profesional, título, universidad, especiaiiza- 
ción, domicilio y teléfono 

Secreto profesional 
(arta. 19 y 20) 

La relación de los profesionales con sus dientes debe desarro¬ 
llarse dentro de la mas absoluta reserva. Los primeros no deben 
revelar conocimientos adqumdos como resultado de su labor pon 
ella Están relevados de esta obligación sólo en su defensa 

Honorarios 
(arta. 21 y 22) 

Para la fijación de los honorarios deben temarse en consideración 
la naturaleza e importancia del trabajo, el tiempo insumido, la res¬ 
ponsabilidad involucrada y las disposiciones legales vigentes 

No deben darse m aceptarse comisiones o participaciones de 
ninguna especie salvo las que correspondan a irabajos realiza¬ 
dos en conjunto 
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Asimismo, los aits. 23 a 25 enumeran como es lógico una sene de incompati¬ 
bilidades y abstenciones, como, por ejemplo 

1. Cuando los profesionales en el ejercicio de actividades públicas o privada» 
hubiesen intervenido decidiendo o informando sobre un determinado asun¬ 
to. no deben luego prestar sus servicios a la otra parle hasta que hayan trans¬ 
currido 2 años de finalizada su actuación, salvo que no mediare oposición. 

2. No deben intervenir profcsmnalmcntc en empresas que actúen en competen¬ 
cia con aquellas en las que tengan un interés propio como empresarios. 

3. No deben emitirse dictámenes: cuando sean propietarios, socios, directores 
o administradores de la sociedad, del ente o tic entidades vinculadas, cuan¬ 
do tengan relación de dependencia, cuando sea cónyuge, los parientes por 
consanguinidad en linca recta, los colaterales hasta el cuarto grado inclusi¬ 
ve y los afines dentro dei segundo grado; cuando tengan intereses económi¬ 
cos, etcétera. 


4,4,1. SANCIONES DISCIPLINARIAS 

La responsabilidad disciplinaria del contador público, que surge como conse¬ 
cuencia de su ejercicio profesional reglamentado por la ley 20.488. está sujeta a las 
normas dispuestas por el Código de Etica dictado por los consejos profesionales de 
cada jurisdicción. 

Específicamente en lo que respecta al ámbito de la Capital Federal, la ley 20.476 
que regula el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal 
(C.P.C.E.C.F.) determina en su til. II. "Del régimen disciplinario y tribunal de disci¬ 
plina" (arts. 15 a 25). las normas respectivas. 

Es así que determina que los actos u omisiones en que incurran los matricula¬ 
dos serán objeto de sanciones disciplinarias cuando hayan violado los deberes inhe¬ 
rentes al ejercicio profesional de acuerdo con lo dispuesto por el Código de Etica. 

Son cinco los tipos de sanciones previstas 

I Advertencia. 

2. Amonestación privada. 

3. Apercibimiento público. 

4. Suspensión en el ejercicio de la profesión de I mes 

5. Cancelación de la matrículu. 


n I año. 
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Se determina que rl ju/gamicnl» de la conduela profrMonal otara a cargo 
de un tribunal de disciplina integrado por 9 miembros, dividido en 2 o más mIm 
como mínimo 

Para la aplicación de las sanciones de suspensión y cancelación, el tribunal 
deberá sesionar en pleno 

1.a* decisiones de las salas o del tribunal son apelables ante el consejo La» 
resoluciones ratificatorias de la» sancione* de suspensión y cancelación son apelables 
ante la Cámara Nocional «le Apelaciones en lo Federal y Contencioso-Administrativo 

Según surge del art I* del Código del Etica, sus normas son de aplicación para 
todos los profesionales inscriptos en el consejo, en razón de su estado profesional y 
en el ejercicio de su profesión, ya sea en forma independiente o en relación de de¬ 
pendencia 

Taxativamente el art 4' considera que los profesionales deben atender los asun¬ 
tos que les sean encomendados con diligencia, competencia y genuina preocupación 
por los legítimos intereses, ya sea de las entidades o persona* que *e loa confían, como 
de terceros en general Constituyen falta de ótica la aceptación o acumulación de 
cargos, funciones, tarcas o asuntos que les resulten materialmente imposible atender 

Por último, establece como falla de ¿tica en la actuación como auxiliar de la 
justicia causar demoras en la administración de la justicia, salvo circunstancias de¬ 
bidamente justificadas ante el respectivo tribunal. 

Las violaciones de «criptas por el Código de Euca prescriben a los $ arios de 
producido el hecho 


4.4.2. SANCIONES LEGALES 

En principio, las normas legales que tienen como objetivo establecer el grado 
de participación de un profesional tienen en cuenta su calidad de contador dictami¬ 
nante. asesor, síndico societario o síndico concursal/quicbra. 

Desde el punto de vista de la responsabilidad civil, podemos decir que las nor¬ 
mas del Código Civil establecen, en general, que el profesional deberá responder por 
los daños y perjuicios que. por su labor, pudiera causar a un cliente, cuando actúe con 
negligencia, mala fe o deshonestidad. Esta responsabilidad está dada por el no cum¬ 
plimiento de su obligación, que puede ser de dar. hacer o no hacer. 

A diferencia de las acciones penales, el reclamo de daños y perjuicios en el fuero 
civil deberá ser formulado por el propio perjudicado, ya que dichos tribunales no 
actúan de oficio. 
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Los ans. 296 y 297 de la ley 19.550 de sociedades comerciales establecen es¬ 
pecíficamente que: "Los síndicos son ilimitada y solidariamente responsables por el 
incumplimiento de las obligaciones que les imponen la ley. el estatuto y el reglamento. 
Su responsabilidad se hará efectiva por decisión de la asamblea. La decisión de la 
asamblea que declare la responsabilidad importa la remoción del síndico. [...] Tam¬ 
bién son responsables solidariamente con los directores por los hechos u omisiones 
de éstos cuando el daño no se hubiera producido si hubieran actuado de conformi¬ 
dad con lo establecido en la ley. estatuto, reglamento o decisiones asatnblcarias". 

En cuanto a la responsabilidad penal, la misma funciona independientemen¬ 
te del reclamo que por daños y perjuicios se le realice en el ámbito civil. 

Es el propio Estado, a través de los fiscales, el que actúa de oficio c impulsa la 
causa, ya que la sociedad en su conjunto es la que se ve perjudicada por la comisión 
del posible delito. 

El profesional debió actuar con dolo o culpa. En el primer caso, el profesional 
debió actuar a sabiendas: sabía del resultado que su actuación producía. En cambio, 
es actuación culposa la efectuada en forma negligente o imprudente. 

Para que una conducta sea punible penalmente debe existir una acción, debe 
estar taxativamente señalada como delito en el Código Penal y se debe actuar con cul¬ 
pabilidad. 

Entre los principales artículos del Código Penal, podemos señalar 

— Art. 156: violación del secreto profesional. E» imputable con una multa c inhabilita¬ 
ción de 6 meses a 3 años 

— Art. 172: defraudación por estafa y por abuso de confianza. Ex imputable el cunta 
dor público en su calidad de síndico, auditor externo y como asesor Pena 6 meses a S 
años de prisión. 

— Arts. 277 y 278: encubrimiento. 

— Art. 300. inc. 3: balance o informe falso. Es imputable el contador público en su ca¬ 
lidad de sindico, no ast como auditor externo ni como asesor Pena: 6 meses a 2 año» 
de prisión. 

_ Art. 301: actas ¡lícitas o anticslstutarios en sociedad u otras personas jurídicas. 

Pena: 6 meses a 2 años de prisión 

Asimismo, la ley penal tributaría (24.769) en su art. 15 establece que: 

“El que a sabiendas dictaminare, informare, diere fe. aulon/arc o certificare actos jurídicos, 
balances, estados contables o documentación para facilitar la comisión de los delitos pre¬ 
vistos en esta ley será pasible, además de los penas correspondientes por su participación 
criminal en el hecho, de la pena de inhabilitación especial por el doble del tiempo de la 
condena" 

En cuanto a la responsabilidad laboral emergente de su relación en forma de¬ 
pendiente. la misma surge de lo determinado por la ley de contrato de trabajo y ex¬ 
clusivamente en este ámbito en su relación con su empleador. 
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Los arts 83 a 89 de la ley 20.744 seftaiun los deberes de diligencia, colabora¬ 
ción y fidelidad que el profesional como trabajador deberá observar en su tarca Se 
establece que "el trabajador es responsable ante el empleador de los daños que cau¬ 
se a los intereses de éste, por dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones". 


4,5. ARANCELES PROFESIONALES 

Los aranceles profesionales de los graduados en ciencias económicas fueron 
sancionados por el dio.-ley 16 638/57. 

Al hablar de aranceles como sinónimo de honorarios, nos hace referencia al 
ejercicio de la profesión en forma independiente, ya que de ejercerla en forma depen¬ 
diente. el salario o retribución que reciba el profesional será como mfnimo el esta¬ 
blecido por el respectivo convenio colectivo de trabajo de la actividad de que se trate. 

El mencionado decreto-ley ha quedado totalmente dcsactuatizado por el efecto 
inflacionario, por lo cual han de aplicarse los índices correctores correspondientes 

De acuerdo con lo que hemos visto en el pto. 3.2. referido a la evolución de la 
profesión, la norma no regula los honorarios correspondientes a los licenciados en 
administración y en economía, ya que estas profesiones se incorporan y regulan a 
partir de 1973. 

En las regulaciones judiciales han perdido total vigencia y quedan supeditados 
a la tarea efectuada regulada por el respectivo tribunal. 

Su espíritu es establecer un honorario mínimo, ya que el mismo art. 2* indica 
que el arancel rige para las relaciones profesionales independientes únicamente y que 
los profesionales pueden pactar libremente honorarios superiores a los establecidos 
de acuerdo con la naturaleza e importancia de las tarcas realizadas. 

Señala pautas en materia: 

— Comercial y administrativa. 

— Impositiva. 

— Actuaría!. 

— Judicial. 

En materia comercial y administrativa, establece como un honorario mínimo 
una determinada escala que ha de tenerse en cuenta, como es la sumatoria del activo 
total más el pasivo hacia terceros, por la certificación de balances de empresas civi¬ 
les, comerciales o industriales, cualquiera sean su objetivo o finalidad (art. 13). 
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De tratarse de una auditoria con calificación anual de balance general y su 
correspondiente cuenta de resultados, por ejemplo, el honorario mínimo se triplicar* 
al determinado según el párrafo anterior 

Así también, establece honorarios mínimos de otras tarcas profesionales, como 
constitución o transformación de sociedades, por la liquidación, disolución o fusión 
de sociedades, para los estudios económicos financiaos y p.ir.i las auditorias de costo. 

I:n materia impositiva, el honorario mínimo I '■ i: na en lunción de la in¬ 
tervención del profesional en las liquidaciones de los distintos tributos, los cuales se 
reducirán en un 50 % cuando se cfcctüc juntamente con la auditoría. 

Por último, en materia judicial, establece una distinción en cuanto los infor¬ 
mes periciales se realicen en juicios ordinarios, especiales, sumarios y universales, 
se trate de compulsas y certificaciones de medidas precautorias, o en juicios de quie¬ 
bras y convocatorias de acreedores 

En la actualidad. .1 pariu del sil.- 2.2X4/91 sancionado por el Poder Ejecutivo 
Nacional, de dcsrcgulnción económica, establecen los ares X" >11: 

"Dejar sin efeoo declaraciones de orden publico, establecida» en malcría de arancele», es 
calas o lanías que fijen honorarios, comisiones o cualquier forma de retribución de serví 
cías profesionales, no comprendidos en la legislación laboral o en convenios colectivos de 
trabajo, en cualquier clase de aclividad. incluyendo los mercados de activo» financíelos u 
otro» títulos, establecidos, aprobado» u homologados por leyes, decirlos <> resoluciones | .1 
Ninguna entidad pública o privada podtA impedir, nabar ni obstaculizar directa o induce 
lamente, la libre contratación de honorarias, comisiones o cualquier forma de retribución de 
servicios profesionales, no comprendidos en la legislación laboral o en convenios colecti¬ 
vo» de trabajo, por la prestación de servicio» de cualquier actividad, cuando las paites de¬ 
seen apartarse de las escalas vigentes " 


4,6. LEGALIZACION DE FIRMAS 

El C.P.C.E.C.F.. a través de la res. 236/88 y modificatorias, establece un regla¬ 
mento sobre el uso y certificación o autenticación de firmas y control formal de ac¬ 
tuaciones profesionales, con la finalidad de proteger el interés publico de los efectos 
del ejercicio ilegal de la profesión y de la emisión de informes profesionales incom¬ 
pletos o defectuosos. 

En su are I* establece textualmente, en cuanto al uso de ln firma por parte del 
matriculado, que ésta debe: 

a) ser ológrafa, indeleble y corresponderse con la registrada en la pertinente 
matrícula. 

b) ser seguida de su aclaración, que ha de indicar: 
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— nombre y apellido del profesional; 

— título profesional y universidad que lo expidió. 

— tomo y folio de inscripción en la matrícula correspondiente (o en su caso, 
número de inscripción en el Registro Especial de No Graduados); 

— si la firma se efectúa en nombre de sociedad profesional, el carácter de 
socio del firmante, y el tomo y folio de dicha sociedad en el Registro de 
Asociaciones de Profesionales Universitarios 

Hntre otras paulas reguladas a tener en cuenta, determina requisitos referidos a: 
la jurisdicción; el profesional i matriculado, libre de sanciones disciplinarias y al día 
en el pago de su derecho de ejercicio profesional), que la Urca realizada sea de in¬ 
cumbencia profesional, que el informe esté escrito en forma indeleble sin raspadu¬ 
ras. enmiendas o interlineados, expresado en español y guardando estilo adecuado. 

Asimismo, deberá contener título que denote que se trata de un informe profe¬ 
sional. identificar los documentos sobre los que se informa, el alcance de la tarca 
realizada y manifestación expresa de su opinión, abstención o certificación Cuando 
correspondiere, expresar los montos, adeudadas o no. a la Dirección Nacional de 
Recaudación Provisional, y hacer referencia a la forma en que están llevados las re¬ 
gulo» contables. 

Por último, no deben faltar el destinatario, el lugar ni la fecha de emisión del 
informe respectivo. 
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I. LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 


1,1 LA FUNCION JURISDICCIONAL 

Corresponde al estado de derecho asegurar la justicia, mantener la vigencia del 
orden jurídico y restablecer este último cuando fuere alterado, en salvaguarda del 
otdcn, de la paz. y de las seguridades individual y colectiva. 

Dicha potcvt.id v imple-menta mediante el ejercicio de la función jurisdiccio¬ 
nal. que. en nuestro país, pertenece a una de las ramas del gobierno creado por la 
Constitución —el Poder Judicial . sin perjuicio de algunas atribuciones jurisdic¬ 
cionales ejercidas en materias especiales por los restantes órganos de gobierno, pero 
sujetas al control de ese poder. 


1,2. CONTENIDO 

El régimen de lu administración de Justicia constituye el sistema establecido 
por las leyes pura cumplir con dicha finalidad; está integrado por los siguientes ele¬ 
mentos: 

a) la organización o estructura de las instituciones que tienen a su cargo admi¬ 
nistrar justicia; 

b) la competencia, o sea. las atribuciones de los organismos mencionados en el 
flom a); 

c) el procedimiento que deben seguir los litigantes para obtener justicia, y los 
tribunales, para administrarla. 
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1,3. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 

La administración de justicia, tanto en su aspecto orgánico como en el proce¬ 
sal. debe respetar los principios fundamentales adoptados por la Constitución Nacio¬ 
nal. entre los cuales se cuentan los siguientes: 

L La igualdad ante la ley. que impide discriminaciones odiosas entre los ha¬ 
bitantes del país cuando éstos comparecen o litigan ante los tribunales (art 
16. C.N.). 

2. La inviolabilidad de la defensa en juicio (an. 18, C N ). de la que resulta una 
serie de garantías, relativas a la segundad de las personas y de los derechos 
ante la potestad de los jueces. 

3. La separación de poderes, en virtud de la cual se prohíbe al presidente de la 
Nación ejercer funciones judiciales (art. 109. C.N.) o facultades extraordi¬ 
narias (art. 29. C.N.). como serían la administración de justicia o la suma del 
poder público en manos del presidente y los gobernadores. 

4. El régimen federal, de gran relevancia en la organización judicial de nues¬ 
tro país, ya que —según veremos en el pto III (pág 77)— existen tribuna¬ 
les nacionales, mientras que las provincias, conforme a lo preceptuado por 
la Constitución, lian establecido la justicia local, en la que aplican sus pro¬ 
pios códigos procesales. 


II. JURISDICCION Y COMPETENCIA 

2,1. LA JURISDICCION 

La facultad del Estado para imponer coactivamente el derecho, ejercida por los 
tribunales de justicia, constituye una potestad denominada "jurisdicción : etimoló¬ 
gicamente. esta expresión significa "declarar el derecho", pero en sentido procesal 
comprende las siguientes atribuciones. 

a) intervenir en los casos que le son sometidos, a fin de resolver los conflictos 
entre individuos o aplicar sanciones cuando son violados los intereses colec¬ 
tivos (ésta es la facultad de "conocer", o "no tío "): 

b) convocar a las partes para que se sometan a la jurisdicción del tribunal ('Vo- 
cario"); 

c) ejercer la coerción sobre las partes, los testigos y otros sujetos del proceso, 
con el objetivo de que presten a la administración de justicia la colaboración 
necesaria durante el desarrollo de la causa Ccoertio"): 
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d) decidir, fallar o diciar semencia, lo que implica la esencia misma de la ju¬ 
risdicción (esla atribución se conoce, precisamente, como " judilio "): 

e) ejecutar, es decir, hacer cumplir sus decisiones por medio de la fuerza pú¬ 
blica ("execurio"). 

La jurisdicción, como función del Estado. constituye un servicio público —la 
administración de justicia—. que desempeñan, como hemos dicho, los órganos crea¬ 
dos por la Constitución y por la ley 


2,1,1. Clases 

Además de la jurisdicción judicial propiamente dicha (federal y ordinaria), 
existen organismos dependientes del Poder Ejecutivo y dolados de jurisdicción ad¬ 
ministrativa. como la Administración Nacional de Aduanas y la Dirección General 
Impositiva, en materia de infracciones, y la Policía y el Tribunal de Faltas de la Ciu¬ 
dad de Buenos Aires, en cuanto a la sanción de contravenciones. 

En determinados casos, también los particulares pueden acudir a la jurisdicción 
arbitral para resolver sus controversias Sin embargo, las decisiones de los árbitros, 
llamadas "laudos", deben ser ejecutadas ante los tribunales de justicia, ya que aqué¬ 
llos carecen de poderes coactivos. 

Desde otro punto de vista, la jurisdicción puede clasificarse en civil o militar, 
eclesiástica o secular, etcétera. 


2.2. LA COMPETENCIA 

Si bien todos los jueces y tribunales se encuentran investidos de jurisdicción, 
no tienen igual competencia, ya que la ley dispone el lugar, los casos y el modo en 
que pueden ejercerla. 

Por ese motivo, se lia dicho que la competencia es como la medida de la juris¬ 
dicción; en ese sentido, el juez rómpeteme será únicamente aquel que esté facultado 
por la ley para intervenir, o sea. conocer en un caso determinado. 


2,2,1. Clasificación 

La competencia de los jueces y de los tribunales resulta de la combinación de 
diversos principios, que eslablecen entre ellos una división de tarcas especializadas 
según distintas razones, como, por ejemplo: 
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a) Por razón de la materia (o naturaleza del ca-' >. pueden haber jueces o tn- 
bunalcs facultados para intervenir exclusivamente en asuntos de carácter 
civil, comercial, penal, laboral, de minería, etc. Esta competencia especiali¬ 
zada también se denomina "fuero" (fuero civil, fuero comercial, ele.) Algu 
ñas veces, un mismo tribunal tiene competencia en más de una malcría (juz¬ 
gado en lo civil y comercial, por ejemplo! 

b competencia por razón de la matena es de orden público, de modo que 
no puede extenderse ni modificarse por ningún convcniq. 

b) Por razón del territorio, los jueces son competentes en aquel distrito (capi¬ 
tal. provincia, departamento, partido, etc ) dentro de cuyos límites se extiende 
su jurisdicción. Sin embargo, ésta es prorrogahlc. de manera que los inte¬ 
resados pueden convenir o aceptar, en un caso dado, que intervenga un juez, 
de otra jurisdicción territorial. 

c) Por razón del grado, los tnbunalcs están organizados de acuerdo con un 
orden jerárquico, vale decir, son inferiores —o de primera instancia—. su¬ 
periores —o de segunda o tercera instancia—. supremos, etc. l-os superio¬ 
res, llamados asimismo 'de alzada", tienen la facultad de revisar los fallos 
de los tnbunalcs inferiores, en los casos que les son sometidos por medio de 
algunos de los recursos legales. 

d) Por razón del turno asignado, se establece el orden en que los tribunales 
deben intervenir en los distintos casos que se van presentando En algunos 
juzgados, el turno se distribuye por sorteo. 

e) Por razón de las personas, puede ocurrir que un tribunal tenga competen¬ 
cia exclusiva para entender en los casos en que sean parte ciertos funciona¬ 
rios o ciudadanos extranjeros, o vecinos de distintas provincias, como sucede 
con la justicia federal. 

0 Por raz.ón de su ámbito constitucional, la justicia puede ser ordinaria o fe¬ 
deral. 

g) Por razón del valor (o "cuantía") de los asuntos sometidos a su competen¬ 
cia, hay juzgados de "mayor cuantía" o de “menor cuantía", según su com¬ 
petencia se encuentre por encima o por debajo de un límite determinado. 


2,2.2. Reglas de competencia 

De acuerdo con la índole del litigio, será juez competente 

a) en las acciones reales sobre cosas inmuebles, el juez del lugar donde está 
situado el objeto litigioso: 
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b) en las acciones reales sobre cosas muebles, el juez del lugar donde se cncuen 
tra el objeto litigioso, o el del domicilio del demandado, a elección del ac¬ 
tor; 

c) en las acciones personales, el juez del lugar en el que debe cumplirse la 
obligación, o. en su derecto, a elección del actor, el del domicilio del deman¬ 
dado o el del lugar del contrato (siempre que el demandado se encuentre en 
él. aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación); 

d) en las acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, el juez del 
lugar del hecho, o el del domicilio del demandado, a elección del actor; 

e) en las acciones mixtas, como la hipotecaria, el juez del lugar donde se en¬ 
cuentra el bien gravado, o el del domicilio del demandado, a elección del 
acreedor. 


III. ORGANIZACION DE LA JUSTICIA ARGENTINA 

3,1. PRINCIPIOS BASICOS 

I-i organización de la justicia se define como la estructura y la distribución 
de los órganos que la ejercen. Con respecto a estos últimos, ambas dependen de su 
número, su distribución geográfica, su composición (unipersonales o colegiados), sus 
grados (de única o de doble instancia), sus requisitos y formas para el nombramien¬ 
to o la remoción de magistrados, su estabilidad y remuneración, etcétera. 

De acuerdo con el régimen federal que la Nación argentina adopta para su go¬ 
bierno (art. I*. C.N.). la Constitución establece las bases para la organización de la 
justicia nacional (arts. 108 a 118. C.N.). 

En cuanto a las provincias, un requisito constitucional (arts. 5* y 123, C.N.) es 
que aseguren su propia administración de justicia local. 

De tal modo, en nuestro pafs existen dos órdenes de tribunales: los de carácter 
nacional, denominados "de la justicia federal", y los propios de las provincias, llama¬ 
dos “de la justicia ordinaria". Si bien ambos regímenes se desempeñan paralela y si¬ 
multáneamente. no se superponen, ya que tienen diferente ámbito de acción, de esa 
manera, corresponde intervenir a tinos u otros, según las respectivas jurisdicciones 
donde caigan las personas o las cosas (art. 75. inc. 12. C.N ), 

Cfen la ciudad de Buenos Aires, capital de la Nación, hay. además de La justicia 
federal, una administración de justicia local, que también tiene carácter nacional, en 
razón de que su territorio está sometido a la legislación exclusiva del Congreso de la 
Nación (art. 75. inc. 30. C N ). 
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En cada uno de los ámbitos —nacional, provincial, o local de la Capital Fede 
ral—. existe la división en ramas o fueros, según la competencia, y se aplican las 
correspondientes códigos de procedimientos 

El Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación fue sancio¬ 
nado por ley 17.454 y rige desde el 1° de febrero de 1968. aunque ha sufrido diver 
sas modificaciones, algunas de las cuales son posteriores al texto ordenado en 1981 
por dto. 1.042. Este código se utiliza en los procesos que se sustancian ante los tri¬ 
bunales de la justicia federal y local de la ciudad de Buenos Aires 


3,2. LA JUSTICIA FEDERAL 


3,2,1. Características 

La justicia federal tiene jurisdicción sobre todo el temtorio de la Nación. Es de 
carácter supremo (es decir, su jerarquía es superior a la de la justicia local y ordina¬ 
ria de las provincias) y de excepción (esto es. sólo puede entender en aquellas ma¬ 
terias que son de su competencia por atribución expresa de la Constitución o de la 
ley). 


3,2,2. Competencia 

De acuerdo con lo previsto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la jus¬ 
ticia federal es competente para intervenir en las causas concernientes a: 

a) los puntos regidos por la Constitución Nacional: 

b) los puntos regidos por las leyes de la Nación, o sea. las leyes federales 
—como las de marcas y patentes, de correos, electorales, militares y de emi¬ 
sión de moneda— y los delitos previstos en éstas o cometidos en lugares 
sujetos a jurisdicción nacional: 

c) los puntos regidos por tratados con naciones extranjeras; 

d) las causas relacionadas con embajadores, ministros públicos y cónsules ex¬ 
tranjeros: 

c) las causas relativas a las jurisdicciones marítima (todo hecho o contrato 
vinculado a la navegación y al comercio marítimos) y aérea, y al transporte 
terrestre; 

Ij las causas en las que la Nación sea parte; se excluyen, sin embargo, los jui¬ 
cios por indemnización de daños resultantes de cuasidelitos (por ejemplo, las 
demandas derivadas de accidentes de tránsito); 
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g) las causas sustanciadas entre dos o más provincias, entre una provincia y los 
vecinos de otra, entre los vecinos de distintas provincias, o entre una provin¬ 
cia o sus vecinos contra un Balado o un ciudadano extranjeros. 


3,2,3. Organos 

La Constitución Nacional, en su art. 108. ha previsto la existencia de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación y de los tribunales inferiores que el Congreso es¬ 
tablecerá en el territorio del país. La ley ha organizado a estos últimos en dos cate¬ 
gorías —los juzgados de primera instancia y las cámaras de apelaciones de Injusti¬ 
cia federal—. ha distribuido entre ellos las materias de su competencia y ha fijado los 
límites de la jurisdicción territorial de cada uno. 


3,3. LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION 

Es el tribunal de mayor jerarquía de toda la Nación; según su organización y 
su competencia, ostenta ciertas características fundamentales que se desarrollarán a 
continuación. 


3,3,1. Organización 

La Corte está integrada por nueve jueces (ley 23.774), y actúan ante ella el 
procurador general de la Nación y los procuradores fiscales. Tiene su asiento en la 
Capital Federal, designa a su presidente, y dieta su reglamento interno y económico; 
también regula su funcionamiento y ejerce supenntendencia sobre la justicia nacio¬ 
nal. 

Para ser juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se requiere poseer 
el título de abogado —con ocho años de ejercicio de la profesión— y cumplir con las 
demás condiciones que se exigen a los senadores. 

La Corte se desempeña con siete secretarios judiciales, uno de juicios origina¬ 
rios y otro de jurisprudencia. 


3,3,2. Competencia 

En los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, 
y en los que alguna provincia sea parte, la Corte tiene competencia originaria y ex¬ 
clusiva, es decir, actúa como tribunal de primera y única instancia. 
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En ios demás casas, sólo interviene como tribunal de alzada, esto es. en grado 
de apelación, lo que puede ocurrir con motivo de recursos ordinarios o extraordina¬ 
rios. de revisión y de queja. Asimismo, conoce en los conflictos planteados en ta 
causas entre jueces y tribunales del país que no tengan un órgano superior jerárqui¬ 
co común. 


3.4. LAS CAMARAS FEDERALES DE APELACION 

Son tribunales que conocen en grado de apela, ion <lc las sentencias dictadas por 
los juzgados federales de primera instancia. 

Hay cámaras federales en todo el país: tres de ellas se encuentran en la Capital 
Federal (en lo civil y comercial, en lo contencioso administrativo, y en lo criminal y 
correccional). Ejercen superintendencia sobre los juzgados federales existentes en su 
jurisdicción. 


3.5. LOS JUZGADOS FEDERALES DE PRIMERA INSTANCIA 

También denominados “juzgados de sección', tienen competencia en materia 
federal, y su organización difiere en la capital del país y en las provinciales. 

En la ciudad de Buenos Aires hay once juzgados federales en lo civil y comer¬ 
cial. doce en lo criminal y correccional, y doce en lo contencioso administrativo. 

En las provincias, un mismo juzgado federal tiene competencia para más de una 
materia. 


3.6. LA SEGURIDAD SOCIAL 

Dentro de este fuero especial, en la Capital Federal existen diez juzgados fe¬ 
derales de primera instancia y una cámara nacional de apelaciones, integrada por tres 
salas. 


IV. LA JUSTICIA LOCAL DE LA CAPITAL FEDERAL 

4,1. CARACTERISTICAS 


En la capital de la República, además de la justicin federal, funciona una justi¬ 
cia local u ordinaria Aunque recibe también el calificativo de “justicia nacional". 
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interviene en los iHOWtns no federales. o sea. «n lodos los cosos que no cnnsliluvM 
malcría de ese Upo. 

Es cuestión debatido, aún no resuella, si estos juzgado* deben posar a depen 
der del Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires, con facultades propias de 
legislación y jurisdicción, de acuerdo con lo que puede inferirse del arl. 129 de la 
Constitución Nacional reformada en 1994 No obstante, cabe recordar que se contra¬ 
pone el principio consagrado por el actual art. 75, inc 10. de la misma Constitución, 
según el cual el territorio de la Capital Federal está sometido a la jurisdicción delu¬ 
siva del gobierno de la Nación. 


4.2. COMPOSICION 

F.S útil analizar los diversos organismos integrantes de la justicia local de la 
ciudad de Buenos Aires, yn que los tribunales de provincia adoptan, en líneas gene¬ 
rales. un ordenamiento semejante. 


4.2,1. Justicia Nacional en lo Civil (local de la Capital Federal) 
a) Organización 

Está consumida por una cámara, dividida en trece salas, con Fiscales y aseso¬ 
res de menores de cámara. 

En primera instancia, actúan ciento diez, juzgados en lo civil, con una secreta¬ 
ría cada uno. agentes Escales, asesores de menores, y defensores de pobres, incapa¬ 
ces y ausentes. 


b) Competencia 

Interviene en lodos los asuntos regidos por las leyes civiles, en lo» juicios su¬ 
cesorios y por cobro de eruditos garantizados con hipoteca, en la indemnización de 
daños y perjuicios derivado» de hechos ilícitos, en las acciones fundad» en el con¬ 
trato de locación de obra y en los desalojos de inmuebles 

La cámara, además de desempeñarse como tribunal de apelación en lo» juickm 
civiles. lo hace en los recursos contra decisiones de la Municipalidad (hoy. Gobier¬ 
no Autónomo) de la Ciudad de Buenos Aires, del Registro del Estado Civil y la Capa 
ci dad de Ins Personas, y del Registro de la Propiedad. 
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4,2,2. Justicia Nacional en lo Comercial (local de la Capital Federal) 
a) Organización 

Está integrada por una cámara de apelaciones, dividida en cinco salas, con un 
fiscal de cámara. 

En primera instancia, actúan veintiséis juzgados, con dos secretarías cada uno. 
y los mismos agentes fiscales, asesores de menores, y defensores de pobres, incapa¬ 
ces y ausentes que lo hacen ante la justicia civil. 


b) Competencia 

Tiene injerencia en todos los asuntos regidos por el Código de Comercio y sus 
leyes complementarias, los concursos y quiebras, y en las cuestiones derivadas de la 
ley de navegación que no sean de competencia federal. 

La cámara interviene como tribunal de alzada en las sentencias de los jueces del 
fuero, asf como en los recursos contra resoluciones de la Inspección General de Jus¬ 
ticia y de la Comisión Nacional de Valores. 


4,2,3. Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional (local de la 
Capital Federal) 

a) Organización 

Está compuesta por una cámara de apelaciones en lo criminal y correccional, 
dividida en siete salas, con un secretario y un prosecretario de cámara, y un secreta¬ 
rio por cada sala. Cuenta, además, con tres fiscales de cámara. 

En primera instancia, actúan treinta y nueve juzgados de instrucción, diez de 
sentencia, siete para menores, uno de rogatorias y catorce juzgados en lo correccio¬ 
nal. así como agentes fiscales, y defensores de pobres, incapaces y ausentes 

Pertenecen a este fuero treinta tribunales orales en lo criminal y correccional, 
cada uno con tres jueces y un secretario, y tres juzgados de menores. 
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b) Competencia 

Interviene en todos los delitos del fuero común no atribuidos a otros jueces. Eso 
significa que se excluyen los delitos federales y los que son de competencia de los 
jueces en lo correccional o en lo penal económico. 


4,2,4. Cómara Nacional de Casación Penal 

Está integrada por cuatro salas, igual número de fiscalías de cámara y una sola 
defensoría. 


4,2,5. Juzgados Nacionales de Ejecución Penal 

Funcionan tres juzgados, con una fiscalía y una defensoría ante el mismo fuero. 


4.2,6. Justicia Nacional del Traba|o (local de la Capital Federal) 
a) Organización 

Está conformada por una cámara nacional de apelaciones del trabajo, dividida 
en ocho salas, cada una con un secretario; ochenta juzgados de primera instancia, cada 
uno con una secretaría; un procurador general, un subprocurador y seis fiscales de 
primera instancia, que cumplen también los funciones de asesores de menores, y de¬ 
fensores de pobres, incapaces y ausentes. 


b) Competencia 

Contempla las causas que se suscitan entre empleadores y trabajadores, por 
conflictos individuales de derecho, fundados en disposiciones del contrato de traba¬ 
jo, de empleo o de ajuste de servicios, y demás acciones derivadas de disposiciones 
legales o reglamentarias de las relaciones del trabajo. 
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4,2,7. Justicia an lo Penal Económico 

a) Organización 

E*U compuesta por una cámara de apelaciones, dividida en dos salas, cada una 
con un secretario, y una fiscalfa de cámara, tres tribunales orales en lo penal econó¬ 
mico. más dos fiscalías y dos defensorios ante los mismos tribunales; ocho juzgados 
de primera instancia, con dos secretarías cada uno. ocho fiscalías, y do» defensorto 
de pobres, incapaces y ausentes, un cuerpo de peritos contadores. 


b) Competencia 

Entiende en los delitos económicos, como el contrabando: los del ait. 302 del 
Código Penal (libramiento de cheque» sin provisión de fondos, y otros delitos rela¬ 
cionados con la emisión de cheques), los que atañen a la identificación de mercade¬ 
rías; aquéllos vinculados con la ley de defensa de la competencia; otras infracciones 
a las leyes fiscales. 


4.2.8. Tribunal Fiscal de la Nación 

Este organismo no pertenece a la órbita del Poder Judicial de la Nación, sino a 
la del Poder Ejecutivo Nacional. 


a) Organización 

Es un cuerpo colegiado de instancia única, constituido por cuatro salas compe 
lentes en materia impositiva, cada una integrada por dos ahogados y un contador, y 
tres salas con competencia en materia aduanera, cada una compuesta por tres aboga¬ 
dos. 


b) Competencia 

Interviene en materia tributaria originaria, en demandas por repetición de im¬ 
puestos. como tribunal de alzada, actúa por apelación de las resoluciones de la Di¬ 
rección General Impositiva y de la Administración Nacional de Aduanas (salvo en 
materia de contrabando), así como por retardo en la resolución de causas radicadas 
ante la Administración de Pondos para Jubilaciones y Pensiones y la Dirección Ge¬ 
neral Impositiva, y en el caso de los recursos de amparo 
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4,2,9. Tribunal de Faltas de la Ciudad de Buenos Aires 

Ble cuerpo depende del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Airea. 


i) Organización 

Está compuesto por una cámara de apelaciones, integrada por un presidente y 
dos vocales; cuenta con un director general administrativo, un prosecretario y los 
juagados de (altas. 


b) Competencia 

Ejerce la jurisdicción administrativa que corresponde al gobierno local de la 
ciudad, en materia de represión de fallas y contravenciones. 


V. LA JUSTICIA ORDINARIA DE LAS PROVINCIAS 

5.1. CARACTERISTICAS 

En cumplimiento de la exigencia constitucional mencionada anteriormente, las 
provincias han organizado su propia administración de justicia, que interviene en 
todos los actos no reservados a la justicia federal. 

Si bien su organización es. en términos generales, semejante a la de la Capital 
Federal, ya examinada, ofrece algunas particularidades determinadas por necesidades, 
tradiciones y costumbres locales. 


5.2. ORGANIZACION 

Algunas provincias, como la de Buenos Aires, tienen una corte suprema, cáma¬ 
ra» de apelaciones y tribunales inferiores 

Otras, por el contrario, poseen un tribunal superior y juzgados de primera ins¬ 
tancia; éstos, en algunos casos, son colegiados. 

Además, en cada partido o departamento existen juzgados de paz. que. por lo 
general, son legos —como acune en la provincia de Buenos Aires—. y que intervie¬ 
nen únicamente en asuntos de menor cuantía. En los pueblos que no son cabecera de 
partidos hay alcaldes y subalcaldes, con competencia muy limitada 
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5.3. COMPETENCIA 

Los tribunales de provincia tienen competencia no sólo para aplicar la Consli 
tución y las leyes provinciales, sino tambión los códigos de fondo sancionados por 
el Congreso de la Nación. o sea. el Civil, el Comercial, el Penal y el de Minería. 


5.4. PROCEDIMIENTO 

En las provincias se aplican los códigos de procedimientos locales, cuya san¬ 
ción les compete constitucionalmcnte. 
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A. ACTUACION PROFESIONAL DEL CONTADOR 
PUBLICO COMO PERITO EN EL AMBITO 
FORENSE 


I. EL DERECHO PROCESAL 
1,1. CONCEPTO 

^Como hemos visto, el régimen de la administración de justicia comprende la 
organización y la estructura de los tribunales, la determinación de su competencia y 
el procedimiento que debe seguirse para actuar en ellos. 

Las reglas y los principios que regulan la actuación ante los tribunales son 
materia propia del derecho procesal, que, en sentido objetivo, constituye un sector 
diferenciado y autónomo dentro de las ramas del derecho público interno. 


1,2. CARACTERISTICAS 

Se reconocen al derecho procesal, entre otros rasgos, los siguientes: 

a) formalismo: los códigos de procedimientos y sus leyes complementarias 
determinan con precisión las formas que deben adoptar los diversos actos 
procesales, sometidos a un cierto ritual del que no es posible apartarse sin 
riesgo de incurrir en alguna nulidad; 

b) instrumentalidad: el derecho procesal constituye un medio necesario para 
laaplicación del derecho material o de fondo, como, por ejemplo, los dere¬ 
chos civil, comercial, penal, laboral, etc. Por eso se lo llama también "dere¬ 
cho de forma" o "adjetivo", en oposición al derecho de fondo o sustantivo. 
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II. EL PROCESO 

2,1. CONCEPTO 

En materia civil y comercial, se denomina "proceso" a la serie de actos que se 
desarrollan ante los tribunales, con el fin de arribar a una decisión judicial. 

El proceso comprende una sucesión de etapas dispuestas en un cierto orden entre 
la demanda y la sentencia, y regidas por un determinado procedimiento, que fij# el 
código r espcctivo. 

De tal modo, el proceso no se confunde con el procedimiento. El primero está 
integrado por actos sucesivos que deben cumplirse en la fornja establecida por el 
segundo. 


2,2. PRINCIPIOS PROCESALES 

Se denominan así las orientaciones o los fundamentos teóricos a los que respon¬ 
de la organización de cada régimen procesal. Los más importantes son los siguien¬ 
tes: 


a) principio de proceso oral o escrito: implica la manera en que los actos son 
realizados o instrumentados; 

b) principio de proceso público o secreto: supone que aun los extraños al 
proceso se interiorizan o no de su contenido; 

c) principio de proceso impulsado de oficio o dispositivo: en el primer caso, 
se verifica cuando el tribunal realiza por su iniciativa los actos necesarios 
para que el proceso pase de una etapa a otra: en el segundo, cuando las par¬ 
tes interesadas impulsan el proceso; 

d) principio de preclusión procesal: tiene lugar cuando, cumplida válidamente 
una etapa, ésta queda cerrada y no se puede reabrir ni volver atrás; 

e) principio de contradicción procesal: sostiene que las partes tienen derecho 
a ser oídas por el juez, y cada una de ellas debe tener la oportunidad de con¬ 
tradecir. rebatir y controlar lo afirmado por la otra; 

f) principio de inmediación procesal: significa que el juez debe mantener un 
contacto estrecho con las partes y con el proceso durante todo su desarrollo; 

g) principio de adquisición procesal: radica en que las partes participan y 
pueden hacer valer los elementos probatorios incorporados por la parte con¬ 
traria; 
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h) principio de eventualidad procesal: permite acumular diversas defensas o 
recursos, de modo que para el caso eventual de que uno de ellos sea deses¬ 
timado. serán considerados los subsiguientes. En algunas situaciones, esta 
acumulación es obligatoria. 


2,3. EL PROCESO CIVIL 

El juicio civil (y el comercial) puede ser oral o escrito, pero siempre respeta el 
principio de publicidad; muy pocas veces es impulsado de oficio, sino por las par¬ 
tes, de acuerdo con el principio dispositivo. Esto supone también una carga proce¬ 
sal. pues si la parte interesada no impulsa el proceso o no realiza un acto dentro del 
plazo previsto, su inercia puede ocasionarle la caducidad del acto, la pérdida de al¬ 
guna prueba y. aun, la caducidad de la instancia (ver pto. 11.7. pág, 124), 

El proceso civil se desenvuelve como un diálogo en el que cada parte puede 
controlar los actos de la otra y rebatir sus afirmaciones. 


2.4. CLASES 

El proceso o juicio es denominado "litigio 1 ' o "pleito" cuando es contradicto¬ 
rio. o sea. cuando existen distintas partes que tienen intereses contrapuestos. Hay 
también, como veremos, algunos procesos voluntarios, donde no hay partes contra¬ 
puestas, y procesos especiales, de los cuales nos ocuparemos más adelante (ver pto 
X, pág. 112). 


2,5. LA RELACION PROCESAL 

Se denomina así el vínculo que se establece entre el juez y las partes que ac 
Ulan en el proceso; crea deberes y derechos especiales para todos ellos (ver pto. III, 
pág. 96). 


2,6. LA ACCION 

En sentido procesal, se designa así la facultad o poder que posee un sujeto para 
obtener la tutela de sus derechos por parte de los órganos judiciales, o sea. un poder 
contra el Estado, con el fin de que éste haga reconocer coactivamente sus derechos. 
Accionar es. pues, ejercer una pretensión ante los tribunales de justicia 




96 


ACTUACION PROFESIONAL JUDION. 


La acción no se confunde con el derecho. Así sabemos que la prescripción li¬ 
beratoria extingue la acción, pero no el derecho, ya que la obligación proscripta queda 
subsistente como obligación natural, aunque no puede ser demandada ante la justi¬ 
cia. 


2,7. LA EXCEPCION 

Es la contrapartida de la acción, o sea. la facultad de rechazar una acción judi¬ 
cial. es decir, una defensa que se hace valer durante el proceso. 


III. SUJETOS DEL PROCESO 

3,1. CONCEPTO 

Como hemos dicho, el proceso crea un vínculo entre diversos sujetos, denomi¬ 
nado "relación procesal" 

Los sujetos que participan de ese nexo, vinculados al proceso, son. en primer 
lugar, el juez y las partes. No obstante, también se integran —o pueden hacerlo even- 
tualmcntc— otros sujetos, como los funcionarios y auxiliares de la justicia que pres¬ 
tan su colaboración; incluso, cuando el proceso afecta a terceros, éstos pueden lomar 
intervención por medio de tercerías (ver pto. 3,7. pág 98). 


3,2. LOS JUECES 

Son los funcionarios permanentes investidos de la potestad (o poder jurisdic¬ 
cional). en virtud de la cual administran justicia en nombre del Estado. 

De la jerarquía y de la dignidad de su investidura resultan la consideración, el 
respeto y el decoro que deben acompañar a su ejercicio, cualquiera sean su grado y 
su competencia. 

Reciben, genéricamente, la denominación de 'magistrados", y personalmente, 
el trato de "Vuestra Señoría" (V.S.) y "Su Señoría" (S.S). 

Los miembros de las cámaras de apelaciones y de otros tribunales colegiados 
reciben, individualmente y en su conjunto, el trato de "Vuestra Excelencia" (V.E.); 
también se los llama "camaristas". 

En general, la ley exige que los jueces sean letrados —esto es. profesionales 
diplomados con el título universitario de abogado (como ocurre en el art, III de la 
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Constitución Nacional)—, salvo en el caso de la justicia de pa/. "lega", que aún sub¬ 
siste en algunas provincias, cuyo cumplimiento no requiere título alguno. 

Los jueces deben go/ar de independencia, necesaria para garantizar su impar¬ 
cialidad. Para ello son remunerados por el Estado y no pueden ser removidos mien¬ 
tras dure su buen desempeño, es decir, son inamovibles, sus haberes no serán dismi 
nuidos en el lapso en que permanezcan en sus funciones 

Los jueces pueden ser recusados, ya sea sin expresarse la causa o si hubiera 
algún motivo que comprometiere su imparcialidad, como el parentesco, la amistad, 
la enemistad, etc., con alguna de las partes (ver pto. 3.1 de la pane C. pág. 140). 

Asimismo, pueden excusarse voluntariamente, cuando se hallen comprendidos 
en alguna de dichas causales, o por razones graves de decoro o delicadeza. 

Los magistrados poseen facultades disciplinarias para mantener el buen orden 
y el decoro en los juicios, y están sujetos a deberes y responsabilidades 


3.3. LAS PARTES 

En los procesos contradictorios, se denominan "partes" tanto al actor, vale decir, 
quien inicia el juicio, como al demandado, o sea. aquel que se defiende y que debe 
hacer frente a la acción. Toda persona capaz, puede actuar por sí misma en juicio. 
Además, son parte los funcionarios que mencionaremos más adelante (ver pto. 3.8. 
pág. 98). 


3,4. LA REPRESENTACION 

Las partes actúan en juicio por su propio derecho —o sea. por sí mismas—. o 
bien, por medio de un representante; éste puede ser convencional (a través de un 
mandato o un poder conferidos a un abogado o un procurador) o legal, como la re¬ 
presentación en juicio de los menores y otros incapaces, que llevan a cabo sus padres, 
tutores y curadores. 


3.5. EL PATROCINIO 

Aunque una persona actúa por su propio derecho en juicio, puede asesorarse con 
un abogado (procesalmente, denominado “letrado"), quien redacta los escritos y los 
firma en conjunto con su patrocinado, o sea. su cliente. La ley exige el patrocinio 
letrado obligatorio en los escritos más importantes y, en general, en todos aquellos 
en que se sustenten o se controviertan derechos. 
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3.6. LA PLURALIDAD DE PARTES 

Fin algunos procesos, hay más de un actor o más de un demandado; se dice 
entonces que existe un litis-consorcio, que resultará activo o pasivo, según quiénes 
sean los sujetos múltiples. 


3,7. LAS TERCERIAS 

Hay casos en los que el proceso afecta los intereses de un tercero ajeno a la 
relación procesal. Por ejemplo, se embargan cosas que no son de propiedad del de¬ 
mandado; en tal caso, el verdadero dueño podrá presentarse en el juicio promovien¬ 
do una tercería, para que se levante el embargo; también puede deducirla un terce¬ 
ro, alegando mejor derecho que el actor. 

Asimismo, está prevista la citación de terceros al proceso cuando la sentencia 
a dictarse pudiera tener efectos contra ellos. 


3,8. LOS FUNCIONARIOS 

Integran además la administración de justicia los siguientes funcionarios: 

a) los secretarios: su rol fue, originariamente, el de escribano o actuario (como 
se denomina todavía), es decir, el de autenticar los actos y la firma de los jue¬ 
ces; en la actualidad, sin embargo, desempeñan tarcas mucho más comple¬ 
jas. ya que pueden firmar ciertas resoluciones y colaborar de cerca con las 
delicadas funciones de los magistrados; 

b) los oficiales primeros y demás empleados de secretaría: constituyen el 
personal que secunda a los anteriores; 

c) el Ministerio Público Fiscal: está integrado por los agentes fiscales o pro¬ 
curadores fiscales (llamados, simplemente, “fiscales"), quienes representan 
a la sociedad en los pleitos o causas en los que está comprometido el inte¬ 
rés público, como, por ejemplo, aquellos que afectan al estado civil, al de¬ 
recho de familia o a los asuntos criminales, y los concursos y quiebras (ver 
cap. VII). 

d) el Ministerio Público de Menores (o Ministerio Pupilur): está compucs 
lo por los asesores de menores e incapaces, que deben intervenir necesaria¬ 
mente en los juicios en que sean partes interesadas un menor o un incapaz; 
su actuación es promiscua, o sea. conjunta con la de los representantes le¬ 
gales que aquéllos pudieran tener; los defensores de menores cuidan los in¬ 
tereses de estos últimos fuera del juicio; 
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c) los defensores de pobres y ausentes ncnen la función de representar en 
juicio a las personas carentes de recursos y a aquellas cuyo domicilio se des¬ 
conoce; 

0 los ujieres y notificadores. y los oficiales de justicia a los primeros les 
compete practicar esta clase de diligencia (notificar), mientras que a los se¬ 
gundos. los jueces les encomiendan diligencias tales como emburgos, secues¬ 
tros, constataciones, inventarios, posesiones, clausuras, etc ; se encuentran 
facultados para requerir el auxilio de la fuer/a pública y para hacer efecti¬ 
vas las órdenes de allanamiento autorizadas por el juzgado. 


3.9. OTROS AUXILIARES 

Colaboran con la justicia, sin depender de la administración pública, puesto que. 
generalmente, lo hacen por cuenta y cargo de las partes interesadas: 

a) los abogados o letrados: su función requiere contar con título universitario 
y la inscripción en la matrícula o registro de cada jurisdicción judicial; su la¬ 
bor consiste en asesorar y patrocinar a las purtes en los juicios, y en el des¬ 
empeño de este rol. son asimilados a los magistrados en cuanto al respeto y 
a la consideración que se les deben guardar; 

b) los procuradores son profesionales habilitados para la representación en el 
juicio; 

c) los escribanos, peritos, intérpretes y martilieros: designados en algunos 
casos, cumplen funciones especiales que se demandan para el mejor desarro¬ 
llo de un proceso. Pueden ser oficiales, como el cuerpo médico forense. 


3,10. LA MEDIACION OBLIGATORIA 

En 1995. la ley 24.573 instituyó con carácter de obligatoria la mediación pre¬ 
via a todo juicio, con la salvedad de las causas penales, las fundadas en relaciones 
de familia (excepto los conflictos patrimoniales, para los que hay mediación familiar 
obligatoria), incapacidad y rehabilitación, aquellos casos en los que el Estado nacio¬ 
nal o sus entidades descentralizadas sean parte; amparo, habeos cor púa, medidas 
cautelares; diligencias preliminares; juicios sucesorios y voluntarios; concursos pre¬ 
ventivos y quiebras, y aquellos que tramiten ante Injusticia del trabajo. En este fue¬ 
ro se instauró la conciliación obligatoria. 

La mediación será optativa en los procesos de ejecución y juicios de desalojo. 
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Para ser mediador, es necesario poseer título de ahogado, adquirir la capaciu 
ción requerida y satisfacer las demás exigencias establecidas rcglamcnlariamenic (dto 
1.021/95). 


IV. ACTOS PROCESALES 

4,1. CONCEPTO 

Como hemos scftalado. el proceso está integrado por una sucesión de actos que 
se desarrollan en un orden determinado, desde el acto inicial —usualmcntc. la deman 
da— hasta el acto final por el cual se obtiene el cumplimiento de la sentencia defi¬ 
nitiva. 

Los actos procesales son actos jurídicos, que participan de los caracteres gene¬ 
rales de éstos, pero cuyos elementos constitutivos ofrecen algunos matices diferen¬ 
ciales. derivados de su naturaleza y de su finalidad 

a) los sujetos legitimados para realizarlos son los jueces (actos de dirección del 
proceso, resoluciones, etc ), las panes (peticiones, declaraciones, etc.), y lo* 
demás auxiliares y funcionarios que hemos indicado al referimos a los su¬ 
jetos del proceso (ver pto. III. püg. 96), en cuanto actúan dentro del mismo; 

b) la voluntad debe manifestarse válidamente, pero tiene prcvalcncia aquélla 
declarada de modo formal por sobre la real intención que anima a su autor. 

c) su objeto es siempre una modificación en el estado jurídico del proceso, ya 
sea en su nacimiento, en su desarrollo o en su extinción; 

d) están revestidos de ciertas formalidades que configuran un ritual dispuesto 
y ordenado por los códigos de procedimientos; en caso de que dicho ritual 
no sea observado, los actos serán nulos, y. por lo tanto, ineficaces; 

c) entre las formalidades, cobran una importancia significativa las circunstan¬ 
cias de tiempo y de lugar, y, sobre lodo, las primeras, porque condicionan 
no sólo la eficacia del acto. sino, frecuentemente, la suerte del proceso 
mismo. 


4,2. CLASES 

Las etapas fundamentales del proceso —nacimiento, desarrollo y extinción- 
permiten clasificar los actos según en cuál de ellas se realicen, o si tienen por finali 
dad el paso de una etapa a otra. 
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Además, dentro de cada etapa, lo* acto* pueden tener por finalidad inmediata 
el ordenamiento, la reglamentación del proceso, o la comunicación entre las parte*, 
entre sí o con el juez, y de estos sujeto* con terceros. 

El Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Capital Federal, en 
el tft III del libro I (Parle general), reglamenta los siguientes actos procesales: las 
actuaciones en general, los escritos, las audiencias, los expedientes, los oficios y los 
exhortos. las notificaciones, las vistas y los traslados, el tiempo en los actos proce¬ 
sales. las resoluciones judiciales y la nulidad de los actos procesales. 


V. ACTOS DE REGLAMENTACION DEL PROCESO 

5.1. TRASLADOS 

Se denominan asi los actos por los cuales se hace saber a una de las partes lo 
manifestado o peticionado por la otra. 

Dichos actos constituyen un medio de comunicación entre las partes, que per¬ 
mite hacer efectivo el principio de contradicción procesal (ver pío. 2.2.e|. pág 94). 
Por ejemplo, si una parte inicia una demanda, debe darse traslado de ella a la con¬ 
traparte. o sea. hacérsela conocer, con entrega de copias, para que ella pueda defen¬ 
derse. 


5.2. VISTAS 

Implican un medio de comunicación entre las partes, análogo a los traslados, 
que se utiliza, por lo general, cuando la ejecución de un acto requerido por una de 
las parles precisa la conformidad de la otra, o cuando se formula un pedido con res¬ 
pecto al cual puede haber oposición. 

El plazo para contestar vistas y traslado», salvo disposición en contrario de la 
ley. es de cinco dfas. 


5.3. OFICIOS 

Son comunicaciones libradas por el juzgado, que pueden ser dirigidas a otro 
juez, a un funcionario o a los particulares. Los oficios son fechados y encabezado» 
en fonna de cana o epístola, y llevan la firma del juez, la del secretario o. en algu¬ 
nos casos, la del letrado que interviene en el juicio, o la del síndico, en lo* concur¬ 
sos (ver cap. VII). 
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5,4. COMUNICACION ENTRE JUECES 

Tradicionalmcntc. la comunicación entre jueces de distinta jurisdicción territo¬ 
rial se efectuaba por medio de exhorto* o cartas rogatorias, en los que. a título de 
cortesía y con oferta de reciprocidad, se solicitaba determinada medida, por respeto 
a la jurisdicción territorial del juez, exhortado. 

A partir de la sanción de la llamada "ley convenio" 22.172, de 1980, las comu¬ 
nicaciones entre tales jueces se realizan dentro del país, directamente, por oficio, y 
sin distinción de grado o clase, siempre que. en principio, ejerzan la misma compe¬ 
tencia en razón de la materia. 

No es necesaria la comunicación por oficio al tribunal local para practicar no¬ 
tificaciones. citaciones o intimaciones, o para efectuar pedidos de informes: tampo¬ 
co es indispensable la comunicación por oficio al tribunal local, cuando se trate de 
cumplir resoluciones o sentencias que deban inscribirse en los registros o en las re¬ 
particiones públicas de otra jurisdicción territorial 

La totalidad de las provincias argentinas adhirió al régimen de la ley 22.172. 


5.5. MANDAMIENTOS 

Consisten en una orden escrita firmada por el juez, mediante la cual se dispo¬ 
ne que un funcionario —generalmente, el oficial de justicia— ejecute determinada 
dirigencia fuera del recinto del juzgado. 

Los mandamientos pueden tener diversas finalidades, como, por ejemplo: 

a) trabar embargo preventivo sobre bienes del demandado: 

b) intimar al pago, al embargo y a la citación de remate en el juicio ejecutivo: 

c) practicar el secuestro de algún bien: 

d) efectuar la constatación del estado de alguna cosa o lugar; 

e) poner al martiliero designado en posesión de los bienes a rematar; 

f) poner en funciones al interventor judicial en alguna empresa: 

g) proceder al desalojo o al deshaucio de los ocupantes de una finca, en cuyo 
caso especial esta acción recibe el nombre de "lanzamiento” 

Se incluye en los mandamientos la autorización al funcionario encargado de 
ejecutarlos, para allanar domicilios en caso de resistencia y para requerir el auxilio 
de la Tuerza pública, así como también permiten al funcionario habilitar días, horas 
y lugares inhábiles, de ser necesario. 
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5,6. NOTIFICACIONES 

Son los medios por los cuales una persona queda legalmente impuesta de un acto 
procesal, sin que le sea dado alegar luego de ello su desconocimiento. Existen diversas 
clases, que se explicarán a continuación. 


5,6,1. Personales 

El propio interesado se notifica, haciéndolo constar mediante una nota firma¬ 
da en el expediente, al pie de una diligencia extendida por el oficial primero. 


5,6,2. Por nota (o automáticas) 

Para evitar demoras en el trámite de los juicios, las resoluciones judiciales que¬ 
dan notificadas de manera automática (salvo los casos en que expresamente se exige 
otra forma de notificación), en días determinados. El Código de Procedimientos en 
lo Civil y Comercial de la Nación establece la notificación por nota los manes y los 
viernes, o el siguiente día hábil, si alguno de ellos fuese feriado. 

Con un ejemplo, podemos aclarar este último concepto: si el juez dicta una 
resolución el miércoles 19. el viernes siguiente, o sea. el 21. las panes quedan noti¬ 
ficadas automáticamente de la resolución, aunque no hayan visto el expediente ni 
hayan concurrido al juzgado, salvo que el compareciente deje constancia de su pre¬ 
sencia —en el libro habilitado al efecto— y de que no pudo consultar el expediente. 

Claro está que cieñas resoluciones imponantcs —como la que dispone el tras¬ 
lado de la demanda, la apertura a prueba, la sentencia, etc.— deben notificarse por 
medios más certeros, ya sea personalmente o por cédula. 


5,6,3. Tácitas 

Tienen lugar cuando una de las panes retira el expediente bajo recibo, en cuyo 
caso el hecho importará la notificación tácita de todas las resoluciones que contiene 
(art. 134, Código de Procedimientos). 

También se verifican cuando alguna de las panes realiza un acto que supone 
necesariamente el conocimiento de una resolución anterior. 
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5,6,4. Por cédula 

Consisten en un documento por duplicado que contiene los siguientes ciernen 
tos: 

a) los nombres de la persona a notificar, su domicilio y el carácter de éste (si 
es domicilio real o constituido); 

b) la mención del juicio en el que se practica la notificación; 

c) la transcripción de la resolución o de su parte pertinente; 

d) el objeto de la notificación, si no deviniere de la propia resolución; 

c) un detalle de las copias de escritos o documentos que se acompañan, en su 
caso. 

Salvo situaciones excepcionales, las cédulas son firmadas por el letrado patro¬ 
cinante y presentadas en secretaría, desde donde son enviadas a la oficina de notifi¬ 
caciones. En el concurso, el síndico también está facultado para firmarlas (ver cap. 

vn>. 

El notificador debe concurrir al domicilio indicado en la cédula y entregar el 
duplicado al interesado o a otra persona de ese lugar (en algunos casos, dejarlo a un 
vecino, o fijarlo en la puerta de acceso); el original, con la constancia de la notifica¬ 
ción suscripta por el funcionario, es devuelto al juzgado y agregado al expediente, para 
comprobación. 


5,6,5. Por oficio 

Ciertos funcionarios pueden ser notificados mediante oficio. 


5,6,6. Por telegrama 

A solicitud de parte interesada, puede notificarse, por telegrama colacionado o 
recomendado, la citación para testigos, peritos, audiencias de conciliación, etc., o la 
constitución, modificación o levantamiento de medidas precautorias. 


5,6,7. Por edictos 

Estas notificaciones tienen lugar cuando se trata de personas inciertas (por ejem¬ 
plo. los herederos de fulano de tal) o cuyo domicilio se ignore. Se publican a mane¬ 
ra de avisos en el Boletín Oficial y en otro diario designado por el juez. 
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5,6.8. Por radiodifusión 

En los casos en que corresponda citación por edictos, el juez podrá ordenar que 
éstos se anuncien por radiodifusión, a través de una emisora oficial y de las que de¬ 
termine la reglamentación. El cumplimiento de la diligencia se acreditará agregando 
al expediente la certificación emanada de la empresa radiodifusora. 


5,7. RESOLUCIONES JUDICIALES 

Se trata de actos procesales que. por su importancia, merecen ser estudiados en 
párrafos aparte: 

— Las providencias simples se denominan también "de mero trámite”, y. si 
bien tienden al desarrollo del proceso, no requieren formalidad ni sustancia- 
ción algunas; un ejemplo de ello es cuando se acompaña un documento, y 
el juzgado provee "agrégucsc" o "hágase saber". Deben llevar indicación de 
lugar, fecha, y firma del juez o del secretario. 

— Las sentencias interlocutorias son las que resuelven cuestiones planteadas 
durante el desarrollo del proceso; deben ser fundadas y contener decisión ex¬ 
presa. positiva y precisa sobre el panicular. 

— Las sentencias homologa lorias son las que aprueban o dan fuerza legal a 
ciertos acuerdos o convenios celebrados entre las partes. 

— La sentencia definitiva es la que pone fin al proceso en la primera instan¬ 
cia (si es apelable, el Tribunal Superior habrá de dictar nueva sentencia, de 
segunda o ulterior instancia). 


VI. EXPEDIENTES 

6,1. CONCEPTO 

En sentido forense, se denomina "expediente" el conjunto de actuaciones escri¬ 
tas. producidas en un mismo asunto, reunidas en un cuerpo o legajo. Dicho conjunto 
suele ser. también, genéricamente llamado "los autos”, y. en el proceso penal, "la 
causa”. 

Un expediente se integra con los escritos, actas, informes y demás documen¬ 
tos agregados o glosados ordenadamente; la acción de extraerlos se denomina "des 
glose” 
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Cada una de las hojas de un expediente se conoce como "foja", la que se indi¬ 
vidualiza de las demás mediante un número correlativo, llamado "foliatura”; la últi¬ 
ma foja debe corresponder siempre a la actuación más reciente. 

Nos parece interesante transcribir, por su notable fuerza descriptiva, la prime 
ra estrofa de un popular soneto anónimo, que define así al expediente judicial: “Car¬ 
ne de ley/en cuerpo de mil fojas./que en el papel sellado de tu cntraña./das vida pro¬ 
cesal, entre otras cosas7a sucesiones, pleitos y demandas". 


6,2. COMPAGINACION 

Se encuentra prevista en el reglamento para la justicia nacional, aprobado por 
acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Dicho reglamento dispone que los expedientes serán compaginados en cuerpos 
que no excedan las doscientas fojas, salvo en los casos en que tal límite obligara a 
dividir escritos o documentos que constituyan una sola pieza. 

Los expedientes se llevarán bien cosidos y foliados, con exclusión de broches 
metálicos, y actuarán provistos de carátula (o sea, una tapa de cartulina), en laque 
se indicarán el nombre de las partes, la naturaleza del juicio, el tomo y el folio de su 
registro, y el año de su iniciación. 

Cuando los litigantes fuesen más de uno por parte, la carátula podrá limitarse 
al nombre del primero de ellos, con el agregado "y otros" (art. 54 del reglamento 
citado). 

Los documentos deben ser glosados a los autos, de modo que sean legibles en 
su totalidad. 

A fin de facilitar la actividad procesal de las partes, los escritos y actuaciones 
relacionados con las pruebas suelen dispensarse en cuadernos separados; una vez 
vencido el término respectivo, estos últimos son agregados al expediente principal. 


6,3. ACTAS 

Las actas judiciales son la relación escrita y. por lo general, extractada de los 
hechos que se desarrollan en una audiencia, un juicio verbal o una junta, a fin de que 
consten en lo sucesivo. 

Asimismo, se considera un acta el documento donde se ha extendido dicha di¬ 
ligencia. 
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El Código de Procedimientos trata acerca del contenida de las actas, al referir¬ 
se a las audiencias, de las que el secretario levantará acta haciendo una relación abre¬ 
viada de lo ocurrido y de lo expresado por las partes. 


6,4. AUDIENCIAS 

Son el acto por el cual se reciben las exposiciones verbales de las partes, los 
testigos, los peritos, los intérpretes, etc., las que. como se ha dicho, se harán constar 
en las actas respectivas. 

Serán públicas, a menos que los jueces o tribunales, atendiendo a las circuns¬ 
tancias del caso, dispusieren lo contrario mediante resolución fundada 

Según el reglamento para la justicia en lo civil de la Capital Federal, en las actas 
que se extienden —sea para la declaración de testigos, la absolución de posiciones o 
los juicios verbales en general— se asentarán el nombre y el apellido de las perso¬ 
nas que concurren a las audiencias, y. en letras mayúsculas, los del testigo o absol - 
ventes, así como también, el número de las preguntas que contestan. 

Asimismo, se indicará expresamente la foja en que se encuentran agregados el 
interrogatorio o el pliego de posiciones. 


6,5. VERSION TAQUIGRAFICA O IMPRESION FONOGRAFICA 

Conforme al art. 126 del Código de Procedimientos, a pedido de parte, a costa 
de ella y sin recurso alguno, podrá ordenarse que se tome versión taquigráfica de lo 
ocurrido o que se registre por cualquier otro medio técnico, siempre que se solicita¬ 
re con anticipación suficiente. Las partes podrán pedir copia carbónica del acta que 
firmarán todos los concurrentes y el secretario. 


6,6. PRESTAMO 

Los expedientes únicamente podrán ser retirados de la secretaría bajo la respon¬ 
sabilidad de los abogados, apoderados, peritos o escribanos, en los siguientes casos 
(art. 127, Código de Procedimientos): 

1. Para alegar de bien probado. 

2. Para practicar liquidaciones y pericias; partición de bienes sucesorios; ope¬ 
raciones de contabilidad; verificación y graduación de créditos; mensura y 
deslinde; división de bienes comunes; cotejo de documentos y redacción de 
escrituras públicas. 
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3 Cuando el juez lo dispusiere por resolución fundada. 

Los expedientes dehen ser devueltos en el placo previsto, En caso de ser rete¬ 
nidos. se podrá ordenar su secuestro con la fuerza pública, sin perjuicio de remitir los 
antecedentes a la justicia penal por si se hubiere configurado delito. 

Comprobada la pérdida de un expediento, se procede a su reconstrucción, a 
cuyo efecto el art 129 del Código de Procedimientos fija las pautas necesarias 

Si la pérdida es imputable a algún prole.sion.il, este último sera pasible de mulla, 
sin perjuicio de sus responsabilidades civil o penal 


Vil. ESCRITOS 

7,1. FORMAS 

De acuerdo con el sistema procesal que predomina en nuestro país (salvo el caso 
de las audiencias juntas o juicios verbales"), la* partes deben formular sus peticio¬ 
nes por medio de escritos, que se redactan en papel "fuerte" de tamaño oficio y con 
veinticinco renglones de rayado 

Los escritos deben ser redactados en idioma nacional, estar extendidos en tin¬ 
ta negra y guardar estilo, ya que los que no guarden las formas pertinentes pueden 
ser devueltos por el juzgado. 

La fecha, la hora y las demás circunstancias en que es presentado un escrito (por 
ejemplo, sí lleva copias y firmas de lelradn) se hacen constar en una atestación puesta 
al pie del mismo, denominada "cargo", que debe estar firmada por el secretario. 


7,2. CONTENIDO 

En todo escrito se distinguen las siguientes partes: 

1. La suma, o sea, un resumen del contenido del escrito, que figura en su par¬ 
te superior. 

2. El encabezamiento, esto es, el nombre, el domicilio del peticionante, la acla¬ 
ración de si el escrito se efectúa por derecho público o por representación, 
y el nombre o la carátula del expediente (suele decirse "de los autos") en que 
es presentado 

3. El cuerpo del escrito, donde se desarrollan los hechos o los derechos de su 
contenido. 
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4 El petitorio, ex decir, el resumen de lo que te solíala El estrilo termina coo 
la fórmula "Será justicia', que es tradicional y característica del «tilo foren¬ 
se. Luego siguen las firmits de las panes y de los profesionales, si los hu¬ 
biera: estos últimos deben aclarar su firma con un sello o en fuma similar 


7.3. COPIAS 

De todo escrito de que deba darse conocimiento a la otra parte —como en las 
vistas o traslados— se acompasarán tantas copias firmadas cuma partes interesadas 
intervengan En cuso de omisión no subsanada dentro del dfa siguiente, según el 
Código de Procedimientos de la Nación, se tendrá por no presentado el escrito, que 
se devolverá al interesado 

No será obligatorio acompañar copias de documentos cuya reproducción fuese 
dificultada por su número, su extensión o cualquier otra razón atendible. 

Cuando con una cuenta se acompañaren libros, recibos o comprobantes, bas¬ 
tará que éstos se presenten numerados y se depositen en la secretarla para que las 
partes interesadas puedan consultarlos. 

Los expedientes administrativos se agregarán sin exigirse copias 

Cuando se presenten documentos en idioma extranjero, deberá acompañarse 
su traducción, realizada por traductor público matriculado. 


VIII. LUGAR DE LOS ACTOS PROCESALES 

8.1. REGLA GENERAL 

Usualmcnte, los actos procesales se efectúan en la sede del juzgado ante el cual 
tramitan las actuaciones. 

Este principio reconoce algunas excepciones, entre las que se pueden señalar 
las siguientes: 

a) las diligencias que deben realizarse fuera de la jurisdicción territorial del 
juzgado y que deben sor delegadas a otros jueces. 

b) lo» actos que. aun dentro de su ámbito territorial, llevan a cabo los oficiales 
de justicia fuera del recinto del juzgado, como el diligcnciamicnto Je man¬ 
damientos de embargo en el domicilio del deudor o el secuestro de un vehí 
culo en In vfa pública: 
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c) las notificaciones que se practican en el domicilio de los litigantes, o de los 
testigos, peritos, y otros funcionarios y auxiliares, generalmente, por cédu¬ 
la. y. de modo excepcional, por otros medios Tales notificaciones se veri 
fícan en el domicilio real, o bien, en su caso, en el domicilio constituido. 


8,2. CONSTITUCION DE DOMICILIO 

Toda persona que litigue por su propio derecho o en representación de un ter¬ 
cero deberá constituir domicilio legal, dentro del perímetro de la ciudad que sea asien¬ 
to del respectivo juzgado o tribunal. Esta obligación debe cumplirse en el primer 
escrito o actuación, y en su defecto, se podrá tener por constituido el domicilio en los 
estrados del mismo juzgado (caso previsto por el art. 88. inc. 7. de la ley 24.522 de 
concursos y quiebras). 

En dicho domicilio constituido, también llamado "ad liicnt". deben practicarse 
las notificaciones por cédula que correspondan en lo sucesivo. 


IX. EL TIEMPO EN LOS ACTOS PROCESALES 

9,1. PLAZOS 

Se denominan "plazos" o "términos judiciales" el tiempo hábil para el cumpli¬ 
miento de los actos procesales. Salvo caso especial, su régimen se ajusta a las siguien¬ 
tes reglas: 

a) sólo se cuentan los días hábiles: la reglamentación establece qué días no lo 
son; ejemplos de esto son los feriados nacionales, los días no laborables para 
la administración pública y los denominados "de feria judicial", como ocu¬ 
rre en enero; 

b) se cuentan los días completos: de esa manera, no se computa entre ellos el 
día de la notificación (sino que comienzan a correr desde el día siguiente a 
ésta), y el plazo puede cumplirse hasta las veinticuatro horas de la fecha del 
vencimiento. 

En el caso de presentación de escritos, como el horario de los tribunales es muy 
limitado, y como dichos escritos no pueden ser recibidos a deshora, los litigantes 
pueden llevarla a cabo hasta las dos primeras horas del despacho del siguiente día 
hábil. 
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9,2. CLASIFICACION 

A continuación, se enumerarán las distintas clases de términos: 

a) prorrogablcs: son los plazos que pueden ser extendidos por las partes; 

h) improrrogables son los que no pueden ser extendidos; 

c) perentorios: son aquellos que, sólo por el transcurso del tiempo, y sin ne¬ 
cesidad de petición ni resolución algunas, quedan definitivamente conclui¬ 
dos. de modo que el acto no puede realizarse en el futuro; 

d) individuales son los plazos que corren por separado para cada parte; 

c) comunes: son los que se computan conjuntamente para todos los litigantes 
y se cuentan a partir de la última notificación, como en el caso del término 
de prueba, que es común. 


9,3. INTERRUPCION 

Los jueces y los tribunales deberán declarar la interrupción o la suspensión de 
los plazos, cuando circunstancias de fuerza mayor o causas graves hicieren imposi¬ 
ble la realización del acto pendiente. 

La diferencia entre interrupción y suspensión consiste en que, si sobreviene 
un hecho interruptivo, comienza a contarse un nuevo plazo; en cambio, cuando se 
verifica una situación suspensiva, al reanudarse los términos, se cuenta el tiempo 
transcurrido antes de la suspensión. 


9,4. SUSPENSION 

Este hecho puede tener lugar por decisión judicial de carácter general, como en 
los casos de huelgas, paros de transportes u otros conflictos, en cuya circunstancia, 
un tribunal superior declara suspendidos los términos judiciales. 

En una situación particular, también se suspenderá el plazo a pedido de una de 
las partes; por ejemplo, si se corre un traslado sin acompañarse las copias, el intere¬ 
sado puede pedir la suspensión del término hasta que se cumpla con esc requisito. 

Asimismo, es posible para las partes pedir la suspensión de los términos de 
común acuerdo. Los apoderados no pueden hacerlo por más de veinte días sin acre¬ 
ditar la conformidad de sus mandantes. 
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9,5. HABILITACION 

En casos urgentes, los jueces pueden habilitar días y horas inhábiles para rea¬ 
lizar actos cuya demora podría tornarlos ineficaces y/u originar perjuicios evidentes 
a las partes. 

La habilitación puede ser expresa (a pedido de parle o de oficio), o bien, táci¬ 
ta. pues la diligencia comenzada en día y en hora hábiles puede llevarse hasta su fin 
en tiempo inhábil, sin necesidad de que se decrete la habilitación. 


X. DIVERSAS CLASES DE PROCESOS 

10,1. CLASIFICACION 

Como lo adelantáramos en el pto II (pág 94), existen diferentes clases de pro¬ 
cesos; en primer lugar, debe distinguirse el proceso penal del proceso civil (en sen¬ 
tido amplio, comprensivo de lo civil, comercial, laboral, etc.). 

A su vez. los procesos civiles pueden ser: 

a) contenciosos (o contradictorios); 

b) universales; 

c) arbitrales; 

d) voluntarios. 

Los procesos contenciosos pueden ser de conocimiento, de ejecución y espe¬ 
ciales; por su parte, los de conocimiento se dividen en ordinario, sumario y sumarí- 

La clasificación de los procesos civiles, para facilitar las nociones que daremos 
de los más usuales, puede resumirse en el siguiente cuadro 
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De conocimiento 

OnJeiano 

Sumario 

Suma/isimo 


Contenciosos o 

Deetecuoón 

Eiecuoón de semencia 

Juco ejecutivo 

Ejecuocnes especiales 



Procesos 

civiles 

y 


Especiales 

Internaos y acoones posesonas 
Dedaraoón de incapacidad y de 
nbaNUaoón 

Atmentos y Mis-expensas 

Rendición de cuentas 

Mensun y deslinde 

Dwwon de cosas comunes 

Desalo 


Universales 

Concursos 

Procesos sucesorios 


Arbitrales 

AMoaitaml 

juno de amigables componedores 

Perca artera 


Voluntarios 

Autorización para contraer matnmono 

Tutela y cúratela 

Copia y renovaoón da títulos 

Autorización para comparecer en |uao y «tercer ados |urtdw» 
Examen da los «Oros por et scoo 

Reconocimiento, adquisición y venta de mercaderías 


10.2. PROCESO ORDINARIO 


10,2,1. Concepto 

Es el más impórtame de los procesos de conocimiento. Se denomina de este 
modo ("ordinario*) porque sus normas se aplican a todos los procesos que no tengan 
provisto otro procedimiento. 

También se lo llama "juicio ordinario". 


10,2,2. Etapas que comprende 

El juicio ordinario está integrado por la demanda, que le da origen, la citación 
y el emplazamiento del demandado, la contestación de la demanda (> la reconven¬ 
ción o "conlradcmanda". si la hubiere), la prueba, los alegatos y la sentencia 














114 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Pueden haber, además, excepciones previas, incidentes, medidas precautorias, 
etcétera. 


10,2,3. Demanda 

Es el escrito en el cual el actor expone sus pretensiones, debe contener 

1. El nombre y el domicilio del demandante 

2. El nombre y el domicilio del demandado. 

3. La cosa demandada, designándola con toda exactitud. 

4. Los hechos en que se funda, explicados con claridad. 

5. El derecho expuesto sucintamente (evitando repeticiones innecesarias). 

6. La petición en términos claros y positivos. 

Debe acompañarse con la demanda toda la prueba documental, pues luego 
sólo podrán agregarse documentos de fecha posterior (o bajo juramento o afirmación 
de no haberse tenido antes conocimiento de ellos). 


10,2,4. Citación del demandado 

Debe correrse traslado de la demanda al demandado, con las copias respecti¬ 
vas. y notificársele, por medio de cédula, que se diligenciará en su domicilio. Si vi¬ 
viera fuera de la jurisdicción del juzgado, la notificación se hará por exhorto. 

El término para contestar es de quince días, pero el plazo podrá ampliarse en 
relación con la distancia, a razón de un día por cada doscientos kilómetros o fracción 
mayor de cien. 


10.2.5. Excepciones previas 

Se denominan así cieñas defensas que. por su naturaleza, ha gen inneces ario 
proseguir el juicio o impiden seguirlo ante el juzgado donde está iniciado. Por lo tanto, 
debe n s e i rip ua s t a s antes de-co "'— ( ¡ir |- y resueltas con prioridad a toda otra 

cuestión, de donde reciben el nombre de 'previas" También se las llama "previo y 
especial pronunciamiento". 

Así ocurre, por ejemplo, si se alega que el juez es incompetente (por razón de 
la materia o de la jurisdicción icrntoriaTJ! -- 
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10,2,6. Contestación de demanda 

Hl demandado dehe contestar la demanda en el playo establecido icón la am 
plioción que corresponda por ra/ón de la distancia» y debe oponer toda* las excep¬ 
ciones o defensas previa» 

(. Además, tendrá que reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos 
expuestos en la demanda, asf como la autenticidad de los documentos acompañados:) 
su silencio, o su respuesta evasiva o negativa, meramente general, podrán ser con¬ 
siderados como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes También de¬ 
berá especificar con clamlad los hechos que alegue como fundamento de su defensa 
y observar los demás recaudos exigidos en la demanda. 


10,2,7. Reconvención 

El demandado, en el mismo escrito de contestación, puede deducir reconven¬ 
ción. o sea. una demanda contra cJ actor, ésta debe contener lodos los requisitos de 
la demanda, y de ella se dará traslado al actor, que pasa. asf. a ser reconvenido y debe 
contestarla como cualquier demandado. 


10,2,8. Prueba 

Nos ocupamos especialmente de este lema en la parte B (pig. 111). 


10,3. CONCLUSION DEL PROCESO ORDINARIO 
10,3,1. Agregación de la prueba 

Producida toda la prueba, ci juzgado mandará agregar los respectivos cuader¬ 
nas y ordenará certificar por el secretario sobre las que se hubieren producido. 


10,3,2. Alegatos 

Cumplidos los trámites mencionados en el punto anterior, el secretario entre¬ 
gará el expediente a los letrados de acuerdo con su orden (primero, al del actúe, y 
luego, al del demandado), por el pla/o de seis días a coda uno. para que presenten, 
si lo creyeren conveniente, un escrito conocido como 'alegato", cuya finalidad es 
destacar el mérito de las pruebas producidas 
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10,3,3. Llamamiento de autos 

Se denomina así a una resolución del juez, por la cual queda cerrada lodu dis¬ 
cusión entre las partes, además de que no pueden presentarse más escritos ni produ¬ 
cirse más pruebas, sino las que el juez dispusiere de oficio ' pura mejor proveer". 

Una vea firme esta providencia, el expediente queda en condiciones para que 
sea dictada sentencia. 


10,3,4. Sentencia 

Es el medio normal de terminación de todo proceso contradictorio. 

La sentencia debe contener el lugar y la fecha, los nombres y apellidos de las 
partes, la relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto del juicio (todo 
lo cual se denomina "resultandos"): asimismo, la consideración por separado de las 
referidas cuestiones, los fundamentos y la aplicación de la ley lio que es llamado 
"considerandos” de la sentencia), y. finalmente, la parte dispositiva, o sea, la decisión 
expresa, positiva y precisa del derecho de los litigantes, condenando o resolviendo, 
en todo o en parte, y pronunciándose sobre las costas, esto es. quién debe hacerse 
cargo de los gastos de sellados y los honorarios de abogados, procuradores, peritos, 
etcétera. 


10,3,5. Ejecución de sentencia 

Los procedimientos de ejecución de sentencia son análogos a los del juicio 
ejecutivo, motivo por el cual nos remitimos a lo que explicaremos en el pío. 10,6 
(pág- 118). 


10,4. PROCESO SUMARIO 


10,4,1. Fundamentos 

Se trata de un proceso estructurado con el fin de obtener la celeridad de los trá¬ 
mites. mediante la abreviación de los términos, y la limitación o la supresión de los 
debates, sin menoscabo del derecho de defensa. 




CAP III - NOCIONES DE DERECHO PROCESAL 


m 


10,4,2. Modalidades 

En el proceso sumario, no es procedente la recusación sin causa; la prueba debe 
ofrecerse con los escritos de demanda y contestación, y el término para contestar la 
demanda es de sólo diez días, asimismo, el número de testigos no podrí exceder los 
cinco por cada porte. In prueba pericial se llevará a cabo mediante un perito único 
designado de oficio, y se encuentran limitadas las resoluciones apelables 


10,4.3. Casos en que se aplica 

El procedimiento sumario se aplica a los procesos de conocimiento en los que 
ol valor cuestionado exceda los $ 237,18 y no supere los S 4.179.22. 

Además, cualquiera sea su monto, se rigen por juicio sumario, entre otras, la* 
siguientes controversias: 

a) pago por consignación; 

b) división de condominio: 

c) cuestiones relativas a la propiedad hon/ontal, 

d) cobro de medianería; 

e) escrituración; 

0 de dar cantidades de cosas, o valores mobiliarios o de dar cosas muebles cier¬ 
tas y determinadas; 

g) suspensión del ejercicio de In patna potestad, y suspensión y remoción de 
tutores y curadores: 

h) cancelación de hipoteca y de prenda. 

i) juicio de desalojo. 


10,5. PROCESO SUMARISIMO 

Se trata de un juicio de trámite aun más simple y abreviado, cuya aplicación ha 
sido prevista especialmente para reclamar contra un acto u omisión de un particular 
que lesione algún derecho o alguna garantía constitucionales taris. 321 y 498. Códi¬ 
go de Procedimientos de la Nación), y para los interdictos, o sea. procedimientos 
destinados a obtener la protección de la tenencia de la propiedad; entre ellos se in¬ 
cluyen los de adquirir, retener y recuperar la posesión, o impedir una obra nueva. El 
proceso sumarísimo se prevé también para los trámites relacionados con la modiíi 
cación. el cambio o la adición de nombre. 
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10,6. JUICIO EJECUTIVO 


10,6,1. Concepto 

Hemos visto que una sentencia de condena dictada en un juicio de conocimiento, 
que se encuentre firme, puede ser ejecutada, en forma coactiva sobre los bienes del 
deudor, mediante el procedimiento de ejecución de sentencia 

Del mismo modo, el juicio ejecutivo nene por finalidad obtener de manera 
compulsiva el pago de cantidades de dinero que constan, no ya en una sentencia ju¬ 
dicial, sino en determinados documentos, que revisten la calidad de título ejecuti¬ 
vo' 

Por lo tanto, existen una analogía y un cierto paralelismo entre los trámites de 
la ejecución de sentencia y los del título ejecutivo. En la primera, se parte de un tí¬ 
tulo ejecutable, la sentencia constituida a través de lodo un proteso de conocimien¬ 
to. En el juicio ejecutivo, ya el título mismo contiene la obligación de pagar suma 
líquida y cxigiblc. de modo que no hace falta realizar todos los trámites del juicio de 
conocimiento, sino, más bien, los que son necesarios para hacer efectivo el pago de 
dicha suma. Por esta razón, el proceso es expeditivo y rápido, los términos son bre¬ 
ves. y los recursos y las defensas, limitados 


10,6,2. Clases 

Entre los títulos que. según el Código de Procedimientos, traen aparejada eje¬ 
cución, es decir, son ejecutables, se cuentan los siguientes 

1. El instrumento público presentado en forma. 

2. El instrumento privado reconocido por el obligado, o cuya firma está certi¬ 
ficada por escribano y registrada en el protocolo. 

3. La confesión de deuda líquida y cxigiblc 

4. La cuenta aprobada o reconocida mediante el procedimiento de la prepara¬ 
ción de la vía ejecutiva. Esta se obtiene citando al deudor para que compa¬ 
rezca a reconocer la firma, bajo apercibimiento de tenerlo por confeso si no 
se presenta; si comparece y la desconoce, se la puede hacer reconocer por 
perito, y si resulta auténtica, no sólo queda habilitada la vía ejecutiva, sino 
que el deudor se hace pasible de una multa igual al 30 % del monto de la 
deuda. 

5. Las letras de cambio, la factura de crédito, los vales o los pagarés, el che¬ 
que y la constancia del saldo deudor en cuenta corriente bancaria. cuando tu- 
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vieren fuer/a ejecutiva, de conformidad con las disposiciones del Código de 

Comercio o ley especial 

6. Hl crédito por alquileres o arrendamiento de inmueble* En esta circunstan¬ 
cia. también puede prepararse la vfa ejecutiva, intimando al demandado para 
que manifieste si es locatario o arrendatario, y. en caso afirmativo, para que 
exhiba el último recibo, en caso de silencio, se le tendrá por reconocido di¬ 
cho carácter, y si la negativa es maliciosa y se la probare sumariamente, se 
habilitará la vfa ejecutiva y se le impondrá al demandado una multa de has¬ 
ta el 30 % de la deuda. 

7. Los créditos por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de pro¬ 
piedad horizontal y los demás documentos cuya fuerza ejecutiva sea reco¬ 
nocida por la ley y que no tuvieren un procedimiento especial. 


10,6,3. Procedimiento 

Presentada la demanda, si el juez considera que el título es apto, libra un man 
damiemo. a fin de que se intime al demandado al pago del capital reclamado, con más 
una suma estimada, suficiente para responder a intereses y costas. 

En caso de no hacerse efectivo el pago, se trabará embargo sobre los bienes del 
deudor, en forma análoga a la que se sigue en el embargo preventivo. 

La intimación de pago supone para el deudor la citación de remate, o sea. su 
emplazamiento para que dentro del plazo de cinco días oponga, si la tuviere, alguna 
de las defensas o excepciones que el Código Procesal le autoriza a oponer. A tal efec¬ 
to. se le deberá entregar copia de la diligencia, del escrito de iniciación y de los do¬ 
cumentos acompañados 

Las excepciones admisibles no se refieren a la causa u origen de la deuda do¬ 
cumentada en el título ejecutivo, sino a la incompetencia del juzgado, a la falsedad 
del título mismo (si fuere falso), a su inhabilidad (si se pretende accionar con un 
documento que no es título ejecutivo), a la prescripción, al pago documentado —to¬ 
tal o parcial—. a la compensación o a otro hecho extintivo del crédito 

De las excepciones, en caso de ser admisibles, se dará traslado por cinco días 
al ejecutante, y si se hubieren ofrecido pruebas, el juez acordará un breve plazo para 
producirlas. 

La sentencia, denominada "de trance y remate", sólo podrá determinar que se 
lleve adelante la ejecución, en todo o en pane, o su rechazo. 

Cualquiera sea la sentencia que recaiga en el juicio ejecutivo, el ejecutante o 
el ejecutado podrán promover juicio ordinario postenor, en el que »c debatirán los 
defensas que no fueren admisibles en el juicio ejecutivo. 
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10.6,4. Cumplimiento de la sentencia de remate 

Si lo embargado fuere dinero, se practicará liquidación del capital, los mterc 
ses y las cosías: aprobada la misma, se hará pago inmediato al actor del impone que 

de ella resulte. 

Si se irainra de bienes muebles o inmuebles, se procederá a su remate, y de su 
producido líquido se pagará al acreedor 


10,6,5. Ejecuciones especiales 

Medíanle un proceso similar al del juicio ejecutivo, tramitan otras ejecuciones 
previstas expresamente en el Código de Procedimientos o en leyes especiales: entre 
dichas ejecuciones, pueden citarse 

a) la ejecución hipotecaria; 

b) la ejecución prendaria, ya sea prenda común o con registro; 

c) diversas ejecuciones comerciales, relativas al contrato de transpone terres¬ 
tre y marítimo: 

d) las ejecuciones fiscales. 


10,7. JUICIO DE DESALOJO 

De acuerdo con lo establecido en el Código de Procedimientos en lo Civil y 
Comercial de la Nación, la acción de desalojo de inmuebles urbanos o rurales se sus¬ 
tanciará por el procedimiento del juicio sumario, del que nos hemos ocupado en el 
pto. 10.4 (pig. 116). 

Dicha acción puede dirigirse contra el locatario, sublocatario, tenedor precario, 
intruso o cualquier otro ocupante cuya obligación de restituir o entregar un inmue¬ 
ble sea cxigiblc. 

Se admite la condena de futuro, de modo que la demanda de desalojo puede 
interponerse antes del vencimiento del plazo para la restitución del bien, pero la sen¬ 
tencia que ordena la desocupación podrá cumplirse recién una vez vencido dicho 
plazo. 
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10.8 PROCESOS ESPECIALES 

En el Código de Procedimiento* en lo Civil y Comercial de la Nación, se en¬ 
cuentran legislado* algunos otro* juicio* cuya inmutación e»ti sometida a reglas par¬ 
ticulares. como los de declaración de incapacidad i demencia, sordomudez), de alimen¬ 
tos y litis-expensa*, de rendición de cuentas, de mensura y deslinde, y de división de 
cosas comunes (ver cuadro en el pto 10,1. pág 112), 

En el Código de Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires. *e incluyen 
también regla* dc*hnada« a lo* juicios pora la adquisición del dominio por usurpa¬ 
ción. declaración de inconstitucional idad y conflicto de poderes. 

Están legislados, además, ct proceso arbitral, el juicio pericial, los procesos 
volúntanos —como la autorización para contraer matrimonio etcétera. 


10.9. PROCESOS UNIVERSALES 


10,9,1. Concepto 

Reciben esc nombre aquello* juicios que afectan a la totalidad del patrimonio 
de una persona y que. por lo tanto, no pueden repetirse ni desdoblarse, de modo que 
ejercen lo que se denomina "fuero de atracción*, esto es. hacen que todos los juicios 
seguidos contra el interesado deban concentrarse ante el juzgado donde se Iramila el 
juicio universal. 


10,9,2. Clases 

Pertenecen a esta categoría los juicios sucesorios (intestado o testamentario) y 
los concursos previstos en el dto.-lcy 19.551/72. 


10,10. PROCESOS SUCESORIOS 


10,10,1. Concepto 

Aunque en la práctica se los denomina asi. se trata de un proceso voluntario y 
no contradiclono. cuya finalidad es la siguiente: 

a) determinar la calidad de los herederos: 

b) establecer lo* bienes y deudas que forman el activo y el pasivo de la suce¬ 
sión. 
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c) distribuir entre los herederos el rcmanenle que resultare una vez pagadas las 
deudas. 


10,10,2. Clases 

Como es sabido, las sucesiones pueden ser legítimas, testamentarias o vacan- 

A cada una de ellas le corresponden trámites especiales, pero también existen 
etapas comunes a todos los juicios sucesorios, como lu iniciación, la individualiza¬ 
ción de los herederos, la determinación del haber sucesorio, el pago del impuesto a 
la herencia, etcétera. 

La sucesión forma, entre los herederos, una comunidad de bienes semejante al 
condominio, a la que se pone fin mediante la partición de los bienes. Esta última podrá 
hacerse privadamente, si todos los herederos son capaces; si algún heredero es inca¬ 
paz. resulta obligatoria la partición judicial 

Previo pago del impuesto sucesorio, se entregarán a los herederos los instrumen¬ 
tos judiciales conocidos como "hijuelas", donde figuran los bienes que se les adjudi¬ 
can. Si se trata de bienes inmuebles, la transmisión hereditaria debe inscribirse en el 

Registro de la Propiedad. 


10,11. MEDIDAS CAUTELARES 


10,11,1. Concepto 

También denominadas "medidas precautorias", las medidas cautelares tienen por 
finalidad evitar que durante el transcurso del juicio, o aun antes de que éste se ini¬ 
cie. una de las partes modifique la situación de hecho en que se encuentra una cosa, 
disponga de ella, la dañe o enajene sus bienes para burlar la acción del acreedor. 

Las más importantes son el embargo preventivo, la inhibición, la anotación de 
litis y la prohibición de innovar. 


10,11,2. Embargo preventivo 

Puede obtenerse cuando el crédito reclamado está justificado con instrumento 
público o privado, pero al estar reconocida o "abonada" la firma por dos testigos, en 
contrato bilateral, en los libros de comercio o en títulos de crédito debidamente pro¬ 
testados. o cuando, al encontrarse la deuda sujeta a condición o plazo, el acreedor 
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justifique de manera sumaria que el acreedor trata de enajenar nu bienes, ocultarlos, 
etcétera. 

En tales casos, y previa caución (o garantía) que el peticionante debe prestar n 
satisfacción del juzgado, éste ordenará hacer efectivo el embargo sobre bienes del 
deudor, a cuyo efecto libra una orden denominada 'mandamiento”, que es diligenciada 
por un funcionario llamado "oficial de justicia", este último se encuentra autorizado 
para hacer uso de la fuerza pública y allanar el domicilio del deudor si hubiera re¬ 
sistencia. 

Los bienes embargados pueden quedar depositados en poder del mismo deudor, 
pero él será responsable por su conservación y seré pasible, en caso contrario, de las 
sanciones penales correspondientes. Como es sabido, algunos bienes son inembar¬ 
gables 


10,11,3. Inhibición general de bienes 

En todos los casos en que. si el embargo tuviera lugar, no se conocieran bie¬ 
nes del deudor, podrá solicitarse contra éste la inhibición general de vender o gravar 
sus bienes, medida ésta que se hace efectiva anotándola en el Registro de la Propie¬ 
dad de la Capital Federal o de la provincia donde interese 


10,11,4. Otras medidas 

Puede solicitarse, en algunos casos, la anotación de litis, mediante la cual se 
anota la existencia del juicio en el Registro de la Propiedad con respecto a determi¬ 
nado bien: asimismo, la prohibición de innovar o la de contratar, el secuestro de bie¬ 
nes. la intervención judicial de sociedades, etcétera. 


XI. FORMAS DE TERMINACION DEL PROCESO 

Normalmente, el juicio termina con la sentencia Sin embargo, existen otros 
modos anormales que le ponen fin. lema que desarrollaremos a continuación 


11,1. DESISTIMIENTO 

Tiene lugar cuando el actor desiste de su acción, puede o no desistir de su de¬ 
recho. En este último caso, no podrá iniciar nuevamente el juicio. 
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11.2. ALLANAMIENTO 

Es el acto mediante el cual una parle, por lo gcncraL el demandado, reconoce 
y acepta las pretcnsiones de la otra, de modo que se hace innecesario cumplir otras 
etapas del juicio y se dicta sentencia de inmediato. 


11,3. TRANSACCION 

Es un acuerdo por el cual las panes ponen fin ni litigio, formulándose conce¬ 
siones recíprocas; la transacción debe ser homologada por el juez 


11,4. CONCILIACION 

Es el convenio que. sin ostentar el carácter de transacción, tiene por efecto ter¬ 
minar las cuestiones pendientes, a través de quitas en los importes reclamados, pla¬ 
zos para los pagos, etc.; la conciliación también debe ser homologada. 


11,5. AVENIMIENTO 

Es un recurso previsto por ia ley de concursos para poner fin a la quiebra, me¬ 
diante el consentimiento de lodos tos acreedores verificados 


11.6. ACUERDO O CONCORDATO 

Es el acto que. aprobado por ia mayoría de los acreedores prevista por la ley 
de concursos y homologado por el juez, evita la quiebra (acuerdo preventivo). 


11,7. CADUCIDAD DE LA INSTANCIA 

Cuando las partes no impulsan el procedimiento durante ciertos plazos que la 
ley establece. se produce la caducidad o perrnrión de la instancia, vale decir, el pro¬ 
ceso queda terminado y no se puede continuar luego de decretada su caducidad. En 
la justicia nacional, la caducidad de la instancia se verifica a los seis meses en los 
juicios ordinarios, y a los tres meses en los sumarios y sumarfsimos. 
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11.8. COSA JUZGADA 

Las resoluciones judiciales quedan firmes cuando son consentida* por las par 
tes o cuando se agotan los recurso* permitido* por la ley La semencia firme tiene 
autoridad de comí juzgada. ex decir, impide discutir, ni siquiera en un nuevo juicio. 

las cuestiones resucitas en la sentencia 


XII. RECURSOS 

12.1. CONCEPTO 

Son los metilos o "remedios" procesales por los cuales la pane que no está con¬ 
forme con una decisión del juez. por considerarla errónea o injusta, puede renunciar 
ante el mismo magistrado o ante un tribunal superior, para que la revoque o la anu¬ 
le. Los recursos más usuales se tratarán a continuación. 


12.2. REPOSICION O REVOCATORIA 

Procede únicamente contra las providencias simples; se interpone ante el mis¬ 
mo juez o el tribunal que la hayan dictado, para que la revoquen por contrario im¬ 
perio. es decir, por su propia autoridad. Este recurso debe ser Lindado . esto es. hay 
que exponer las razones que lo sustentan). 

Puede interponerse con apelación en subsidio, o sea. acumulando ambos re¬ 
cursos para que. en caso de no ser admitida la revocatoria por el juez, éste conceda 
la apelación para ante el superior E* un caso de aplicación del principio de eventua¬ 
lidad procesal (ver pto. 2.2.h|. pág. 95) 


12.3. APELACION 

Procede contra las sentencias definitivas, contra las interlocutorias y contra las 
providencias simples que causan un gravamen (perjuicio en el proceso) que no pue¬ 
de ser repararlo por otros medios. Su régimen es el siguiente 

a) tramita ante el tribunal de segunda instancia o de alzada, es decir, superior 
al que dictó la resolución apelada; 

b) debe ser fundada, en las oportunidades que veremos en el pto. XIII (pág 127); 

c) puede ser concedida libremente, o en relación, con los distintos alcance* 
que también veremos en el punto mencionado; 




126 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


d) puede rener efecto suspensivo, en cuyo caso, queda en suspenso la decisión 
recurrida mientras tramita el recurso, o sólo efecto devolutivo, en cuyo caso, 
la decisión se mantiene en vigencia hasta que se pronuncie definitivamente 
el tribunal superior; 

e) puede poseer efecto diferido, en cuyo caso, el juez toma nota del recurso 
para que sea considerado cuando el expediente es elevado al tribunal de al¬ 
zada con motivo de otros recursos. 

0 serán inapelables las sentencias definitivas y las demás resoluciones, cual¬ 
quiera fuere su naturaleza, que se dicten en procesos en lo» que el valor cues¬ 
tionado no exceda de una suma que se actualizará conforme al art. 242 del 
Código Procesal (en marzo de 1998 es de S 5.179). Esta disposición no se 
aplica a los juicios de desalojo de inmuebles. 


12,4. NULIDAD 

Es un recurso que procede contra la sentencia o resolución que adolece de al¬ 
gún defecto o vicio de forma —por ejemplo, la falta de alguna de sus partes o requi¬ 
sitos esenciales—. u omite considerar un punto fundamental. 

El recurso de apelación comprende el de nulidad por defecto de la sentencia (an 

253). 


12,5. ACLARATORIA 

Tiene por objeto que el propio juez o el tribunal que dictaron la sentencia sulx 
sanen cualquier error material, aclaren algún concepto oscuro sin alterar lo sustancial 
de la decisión, o cumplan con cualquier omisión en que hubieren incurrido. 

12,6. QUEJA POR RECURSO DENEGADO 

Este recurso puede ejercerse cuando el juez deniega la apelación. La parte que 
se considere agraviada podrá recurrir directamente en queja ante la Cámara, pidien¬ 
do que se le otorgue el recurso denegado y se ordene la remisión del expediente 

Los requisitos a cumplir están regulados entre los arts 282 a 287 del Código 
Procesal, que incluyen la queja por denegación de recursos ante la Corte Suprema. 

En este último caso el quejoso deberá hacer un depósito de monto ajustabie. que 
a marzo de 1998 es de $ I 000. Si la queja fuere declarada admisible, el depósito se 
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devolverá al interesado En caso contrario lo perderá y será destinado a la dotación 
de bibliotecas de los tribunales nacionales de lodo el pal* (art. 287). 


12.7 RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LA LEY 

Tiene por finalidad obtener un fallo plcnario para unificar la jurisprudencia y 

evitar sentencias contradictorias. 

Sólo será admisible contra la sentencia definitiva que contradiga la doctrina 
establecida por alguna de las salas de la cámara en los diez años anteriores a la fe¬ 
cha del fallo recurrido, y siempre que el precedente se hubiere invocado con anterio¬ 
ridad a su pronunciamiento (art. 288). 

En caso de que el recurso sea declarado formalmente admisible, el presidente 
del tribunal de alzada convocará a lodos los miembros de la cámara respectiva para 
que decidan, por mayoría de voto», la cuestión de derecho debatida 

La sentencia establecerá la doctrina legal aplicable, que será obligatoria para 
todos los jueces del fuero, quienes podrán, sin embargo, dejar a salvo su opinión per¬ 
sonal. 

Tambión se podrá convocar a plenario por iniciativa de cualquiera de las salas 


XIII. EL PROCESO EN SEGUNDA INSTANCIA 

13,1. TRAMITACION DE LOS RECURSOS 

Una vez. concedidos los recursos que habilitan la segunda instancia (como ocurre 
con los de apelación y nulidad), los autos deben ser elevado» a la cámara de apela¬ 
ciones. o sea. el tribunal superior o de alzada, para su sustanctación: allí quedan ra 

dicados en una de sus salas 

El procedimiento a seguirse en segunda instancia varía según la Indole del pro 
ceso y según los alcances con que hubieren sido concedidos los recursos. 

El procedimiento ordinario en segunda instancia es el que se desarrolla a con¬ 
tinuación. 


a) Recurso concedido libremente 

Cuando se apelan las sentencias definitivas, el recurso debe concederse libre¬ 
mente. 
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En tal supuesto, dentro de los cinco dfns (si el juicio es sumario) o dentro de 
los diez días (si es ordinario), a partir de la notificación de la cámara, el apclanic debe 
expresar agravios (ver pto. 13,2 de esta página) 

Además podrá, dentro de los cinco días de notificado, fundar los recursos con¬ 
cedidos con efecto diferido (ver el inc. d] de este punto), ofrecer pruebas denegadas 
en primera instancia, invocar hechos nuevos y. en el proceso ordinario, exigir con¬ 
fesión judicial de la contraparte (art. 260. Código de Procedimientos). 


b) Recurso concedido en relación 

El apelante debe fundar el recurso dentro de los cinco días de notificado de la 
providencia que lo acuerda. A tal efecto, debe presentar en esc plazo, en primera 
instancia, un escrito denominado memorial' 

Elevado al superior el expediente con el o los memoriales (ya que la parte ape¬ 
lada puede presentar el suyo, apoyando a la sentencia), el tribunal lo resolverá sin 
admitir nuevas pruebas m alegación sobre hechos nuevos. 


c) Revocatoria con apelación en subsidio 

En esta circunstancia, como el pedido de revocatoria debe fundarse, en caso en 
que fuere denegado y fuera concedida la apelación, no es necesario presentar el me¬ 
morial. ya que basta el fundamento de la revocatoria. 


d) Recurso con efecto diferido 

Como hemos visto, en este caso el recurso debe fundarse cuando el expediente 
pasa al tribunal de alzada (ver el inc. a| precedente). 

13,2. EXPRESION DE AGRAVIOS 

Este escrito debe contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo 
que el apelante considere equivocadas; no basta remitirse a presentaciones anterio¬ 
res. 

La expresión de agravios debe exhibirse con copias, pues de dicho escrito se 

dará traslado al apelado. 
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Cerrada toda discusión medíanle una providencia denominada 'llamamiento de 
autos" (análoga a la de primera instancia, según lo explicado en el pto, 10.3.3. pág 
116). se sortea entre los miembros de la sala el orden para el estudio y la votación 
de la causa luí votación se practica en una reunión conocida como "acuerdo", en la 
que cada camarista fundará su voto o adherirá al de otro. I-a sentencia se dictará por 
mayoría 


13,3. DESERCION DEL RECURSO 

Si el apelante no expresare agravios dentro del plazo o no lo hiciere en la for¬ 
ma proscripta, se declarará desierto el recurso, y la sentencia quedará firme para él 
Lo mismo ocurre cuando no se presenta el memorial en los recursos concedi¬ 
dos en relación. 


13.4. PODERES DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES 

l-os trihunalcs de segunda instancia, además de la potestad de revisar los tallos 
de los jueces de primera instancia, y confirmarlos, modificarlos o revocarlos, tienen 

los siguientes facultades: 

1. Examinar y. en su caso, rectificar, la forma en que se concedió el recurvo (por 
ejemplo, si debió concederse libremente y el juez lo concedió en relación) 
(art. 276. Código de Procedimientos). 

2. Resolver sobre hechos posteriores a la sentencia de primera instancia (an. 
277. Código de Procedimientos). 

3. Subsanar omisiones de la sentencia de dicha instancia (art. 278. Código de 
Procedimientos). 

4 Resolver sobre las costas y sobre los honorarios del juicio, adecuándolos al 
pronunciamiento de segunda instancia (art 279. Código de Procedimientos). 


13.5. OTRAS ATRIBUCIONES 

Además de las apuntadas facultades de Índole estrictamente jurisdiccional, los 
tribunales superiores tienen otras, destinadas al ordenamiento jurídico, a la reglamen¬ 
tación y a la buena administración de justicia, como, por ejemplo: 

I La facultad de dictar fallos plena ríos i llamados así porque intervienen to¬ 
dos los miembros del tribunal), para unificar la jurisprudencia o fijar la m- 
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tcrpretación de la ley. Dichos fallos son obligatorios pura todos los jueces del 
fuero respectivo. 

2. La facultad de dictar acordadas, por las cuales se reglamentan aspectos in¬ 
ternos. relativos a la administración de justicia. 

3. La facultad de superintendencia, o sea, el ejercicio de contralor jerárquico 
y disciplinario sobre jueces inferiores, funcionarios, empleados y auxiliares 
de la justicia. 


13,6. RECURSOS ANTE LA CORTE SUPREMA 

Tiene lugar en forma análoga al que hemos examinarlo, pero con ciertas vanan¬ 
tes adecuadas a su finalidad, en los siguientes recursos: 

a) apelación ordinaria ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 254/ 
255); 

b) apelación extraordinaria ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts 
256/258); 

c) queja por recurso denegado (arts. 285/287). Ver pto. 12.6. 


13,7. RECURSOS LOCALES 

En algunas provincias, existen procedimientos especiales para sustanciar los 
recursos previstos por sus leyes orgánicas y por los códigos procesales locales. 




B. PRUEBA DE PERITOS 


I. NOCIONES GENERALES EN MATERIA PROBATORIA 

1,1. PRINCIPIO FUNDAMENTAL 

Todas las alirmucioncs que las parles formulan en la demanda, la reconvencido 
y sus contestaciones deben ser probadas, es decir, justificadas, a fin de demostrar los 
fundamentos de las respectivas pretensiones y llevar al ánimo del juez la convicción 
necesaria para que decida en consecuencia. 

Esa prueba se refiere a los hechos y actos jurídicos, a la existencia de un con¬ 
trato. o a hechos extintivos o que modifiquen sus efectos, pero, en principio, no debe 
probarse el derecho que se invoca. Este se presume conocido por el tribunal, que lo 
aplica de oficio. 

Sólo hay que probar los preceptos jurídicos que el juez no tenga el deber de 
conocer, como el derecho extranjero (ans. 377. Código de Procedimientos, y 13. 
Código Civil). 

En lo que respecta a los hechos evidentes o notorios para lodos, tampoco ne¬ 
cesitan ser probados (por ejemplo, que tal país se encuentra en guerra, que existe un 
estado de conmoción pública, que se verifica un fenómeno atmosférico o sísmico de 
gran magnitud y repercusión, etc.). 


1.2. MEDIOS UTILIZABLES 

I-os códigos de fondo (Civil. Comercial, etc ) establecen los medios Je prueba 
admisibles, mientras que los de procedimientos regulan los modos en que pueden 
hacerse valer en juicio, a quién incumbe ofrecerlos, cómo han de diligenciarse y cómo 
han de ser valorados. Además, los códigos de procedimientos suelen reglamentar 
algunos otros medios de carácter exclusivamente procesal, como los informe*, lo* 
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pernos y el reconocimiento judicial, que complementan la sene de medios utilizabla. 
previstos de manera expresa por la ley 

El juez puede disponer otros medios de prueba, a pedido de pane o de oficio, 
siempre que no afecten la moral, o la libertad personal de los litigantes o de terce¬ 
ros. o no estén expresamente prohibidos para el caso. 

Los medios de prueba no previstos se diligenciarán aplicando por analogía las 
disposiciones de los que sean semejantes o. en su delecto, en la forma que estable/ 
ca el juez (art. 378. Código de Procedimientos). 


1.3. CARGA 

Es principio general que la carga de la prueba corresponde a quien invoca un 
hecho o pretensión, lo que ocurre generalmente con el actor del juicio, pero el deman¬ 
dado. que opone una excepción o defensa, debe, a su vez. probar los hechos en que 
funda su posición. 


1.4. VALORACION 

En materia de valoración de la prueha. la doctrina distingue tres sistemus prin¬ 
cipales: 

a) El de las pruebas legales, en el cual la ley séllala de antemano el valor que 
debe atribuirse a determinadas probanzas, por lo que el juez queda obliga¬ 
do a aceptar esas pautas rígidas o muy poco flexibles. Se comprende que este 
sistema coarta la facultad de apreciación del juez, imponiéndole el criterio 
a seguir, como ocurría en sistemas procesales y legislativos yn superados. 

b) El de la libre convicción, según el cual el juez puede apreciar y valorar las 
pruebas siguiendo los dictado* de su conciencia, sin dar razones lógicas ni 
fundar el razonamiento que lo lleva a formular su criterio. Constituye una 
reacción contra el sistema anterior, pero da lugar a la discrecional idad judi¬ 
cial. prácticamente incontrolable para las partes y para los tribunales supe¬ 
riores. 

c) El de las reglas de la sana crítica, que es el seguido por la mayoría de las 
legislaciones modernas, incluso, por la nuestra (art. 386. Código de Proce¬ 
dimientos). El juez, no está coartado como en el primer sistema ni puede obrar 
con la discrecional idad del segundo; se encuentra en la situación de apreciar 
las pruebas según su criterio personal, pero debe hacerlo de acuerdo con 
reglas y preceptos lógicos, es decir, razonadamente. Dichas reglas y princi¬ 
pios sirven de guía a su análisis crítico de las pruebas, y deben ser reseda- 
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dos de modo lal que se adviertan los fundamentos de su convicción. Con 
rcs|M ti .1 la apreciación de la prueba pericial, ver pro. 6.12 de la parte C, 
pág 147). 


1.5 PROCEDIMIENTO PROBATORIO 

La ley 24.573 ha modificado el Código de Procedimientos Civil y Comercia 
de la Nación; dispone que. al recibir la causa a prueba, el juez debe convocar a un 
audiencia, bajo pena de nulidad (art. 360). en la que se fijarán los hechos articulado 
que sean condúceme* a la decisión del juicio, declarando cuáles son las pruebas ad 

mislblcs. 

F.l juez también convocará a las partes a una conciliación, con cuyo resultad? 
se levantará acta, haya o no acuerdo. 

Según el nuevo art. 367, el término de prueba que es común (corre simultáne^ 
mente pnrn ambas partes) no excederá los cuarenta días y comentará a correr a pan- 
tir de la celebración de la audiencia prevista en el art. 360. 

En cuanto al plazo para ofrecer las pruebas, el nuevo texto no lo especifica, per > 
como las mismas deben ser conocidas en el momento de la audiencia del art 360. s: 
entiende que las partes tendrán que hacerlo con los recaudos previstos, a más tarda . 
en el día y la hora fijados para la audiencia. 

Cuando la prueba deba producirse fuera de la República, el juez señalará un 
plazo extraordinario. 

Las medidas de prueba deben ser pedidas, practicadas y ordenadas dentro d«l 
plazo, e incumbe al interesado urgirías para que sean diligenciadas oportunamente 

Si se incurre en negligencia, la parte contraria puede pedir que se dé por pe 
dido el derecho de valerse de la prueba respectiva. 

Con los escritos de ofrecimiento se formarán los cuadernos a que aludimos ín 
el pto. 6.2 de hi parte A. pág. 106. 


1,6. PRUEBA DOCUMENTAL 

Al tratar de los actos jurídicos y de la prueba de los contratos, el Código Civil 
determina los requisitos que deben reunir los documentos para su validez. 

A su vez, el Código de Procedimientos reglamenta estos puntos: 

1. En cuanto a los documento* privados 
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a) la oportunidad de la agregación; 

h) la obligación de exhibir el documento, por la parte o por el tercero que 
lo tuviere en su poder; 

c) el cotejo del documento, mediante pericia caligráfica, cuando la firma 
fuere negada. 

2. En cuanto a los instrumento* públicos, en caso de redargución de falsedad, 
se sustanciarán por incidente, que será resuelto juntamente con la sentencia. 


1.7. INFORMES 

Son solicitados por las oficinas públicas, los escribanos con registro y las enti¬ 
dades privadas, y deberán versar sobre hechos concretos, claramente individualiza¬ 
dos. controvertidos en el proceso. 

Los informes se requieren por oficio, en principio, son firmados por el juez, o 
el secretario. Sin embargo, cuando interviene en el juicio el letrado patrocinante, los 
oficios son firmados, sellados y diligenciados por este último, con transcripción de 
la resolución que lo ordena y que fija el plazo en el que deberán expedirse 

En los concursos, puede firmarlos el síndico. 


1.8. CONFESION 

Cada parte puede exigir que la contraria "absuelva posiciones", con juramento 
de decir verdad, sobre la cuestión que se vénula. 

Este procedimiento consiste en un medio para provocar la confesión de la par¬ 
te contraria, a cuyo efecto, las posiciones son formuladas de modo claro y concreto, 
de manera afirmativa, sobre puntos controvertidos y relacionados con la actuación 
personal del absolvente. 

Si el citado no compareciera a declarar, rehusara a responder o respondiera de 
modo evasivo, a pesar del apercibimiento que se le haga, el juez, al sentenciar, lo 
tendrá por confeso sobre los hechos respectivos. 

La confesión hecha fuera del juicio tendrá valor legal si fuere debidamente pro¬ 
bada; no puede tenerlo exclusivamente por medio de testigos, salvo que hubiere prin¬ 
cipio de prueba por escrito. 
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1,9. TESTIGOS 

Toda persona mayor de catorce artos podrá ser propuesta como testigo y ten¬ 
drá el deber de comparecer a declarar, salvo las excepciones establecidas por la ley: 
también quedan exceptuados de comparecer los funcionarios que determine la regla¬ 
mentación. quienes prestarán declaración por escrito. 

El ofrecimiento de la prueba de testigos debe hacerse expresando los nombres 
de éstos, su profesión y su domicilio, o. en su defecto, los datos necesarios para su 
individualización y citación. 

Antes de declarar, los testigos presentarán juramento o formularán la promesa 
de decir la verdad, a su elección 

Aunque las partes no lo pidan, se preguntará siempre al testigo por su nombre, 
edad, estado, profesión y domicilio, y por lo que se denomina 'generales de la ley*, 
o sea. si es pariente por consanguinidad o afinidad de alguna de los partes, y en qué 
grado; asimismo, si tiene interés directo o indirecto en el pleito, si es amigo íntimo 
o enemigo, si es dependiente, acreedor o deudor de alguno de los litigantes, y si tie¬ 
ne algún otro género de relación con ellos. 

La parle contraria podrá solicitar que se formulen repreguntas 

El testigo que falta a la verdad en su declaración judicial formulada bajo jura¬ 
mento comete el delito de falso testimonio (att. 27S. Código Penal). 


1,10. RECONOCIMIENTO JUDICIAL 

De oficio o a pedido de parte, el juez podrá ordenar el reconocimiento de lu¬ 
gares o cosas; este acto se denomina “inspección ocular" 

El magistrado está habilitado, también, para delegar dicha constatación en el 
oficial de justicia, en cuyo caso, librará un mandamiento (ver pto. 5.5 de la parte A, 

pág. 102). 




C. PERICIAS Y COMPULSAS EN GENERAL 


I. PRUEBA PERICIAL 

1,1. PROCEDENCIA 

Conforme al an. 497 del Código de Procedimientos, la prueba pericial será 
admisible cuando la apreciación de los hechos controvertidos requiera conocimien¬ 
tos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada. 

La importancia de esta prueba resulta acentuado porque el avance de las cien¬ 
cias y de la tecnología hace necesario ilustrar el criterio del juez con expertos en los 
distintos campos del saber, ajenos al proceso, para que el magistrado pueda tomar sus 
decisiones con mejor conocimiento de los hechos. 

El perito es siempre una persona física (o “de existencia visible"). Si bien los 
jueces pueden solicitar informes de academias o corporaciones de carácter científi¬ 
co. éstas no asumen el rol procesal de peritos, para informar, estas entidades no de¬ 
ben aceptar el cargo, prestar luramento. etcétera. 


1,2. OBJETO 

La prueba pericial recae sobre hechos y no sobre el derecho, que el juez debe 
conocer; tales hechos deben ser controvertidos, es decir, discutidos en el proceso, y 
deben tener vinculación con el litigio. 


1,3. FINES 

Dentro de la función pericial pueden distinguirse las siguientes finalidades; 
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a) la simple determinación de la existencia de un hecho ipor ejemplo, la* me¬ 
didas de un campo, la composición química de una muestra, ele.); 

b) el eslnhlccimicnto de las causas o de los efectos de un hecho concreto (por 
ejemplo, el examen de los frenos o de la dirección de un automóvil, y la de¬ 
terminación de las causas de un accidente). 

Por lo general, la prueba pericial incluye las dos finalidades mencionadas, o sea, 
la de comprobar la existencia de los hechos, y la de apreciar sus causas y sus efec¬ 
tos. 

Con respecto a la pnicha pericial contable, ver el pto 1.1 de la parte D. pág 151. 


1.4. NATURALEZA 

El perito es un auxiliar de la justicia, de donde resulta que siempre debe actuar 
con la objetividad necesaria; se diferencia notoriamente del testigo, puc*. mientras éste 
relata los hechos que ha percibido por medio de sus sentidos y que retiene en su 
memoria, el perito examina los hecho» y los relata sobre la base de su* conocimien¬ 
tos especializados. 

En cuanto al intérprete, sólo traduce lo expresado en otro idioma, sin dar. como 
el perito, su opinión personal (art. 115. Código de Procedimientos) 

1.5. REQUISITOS 

Para la producción de la prueba pericial, se requieren. 

a) la idoneidad de los peritos; 

b) su ofrecimiento y su admisión, 

c) la designación y la aceptación del cargo; 

d) el desempeño de su cometido conforme a derecho; 

e) la presentación y la agregación de la pericia, del informe o del dictamen. 

II. OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA PERICIAL 

2,1. OPORTUNIDAD 

En el juicio ordinario, la prueba pericial debe ser ofrecida con las demis prue¬ 
bas en la oportunidad prevista por el art. 360 del Código de Procedimientos (ver pto 
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1.5 de la pane B. pág 133) En el juicio sumario, la pane actnra ofrece dicha pme 
ha con la demanda, y la demandada lo hace con la contestación (nn 486. Código de 
Procedimientos). 


2,2. PERITOS 

I-a prueba pericial estará o cargo de un perito único, designado por el juez, salvo 
cuando una ley especial establezca un régimen distinto (art, 458. Código de Proce¬ 
dimientos). Eso es lo que ocurre, por excepción, en los procesos de declaración de 
incapacidad c inhabilitación, en los cuales se designan tres peritos. Lo mismo puede 
darse en los juicios por nulidad de (estamento: el juez les impanirá. a los tres peri¬ 
tos. las directivas sobre el modo de proceder. 


2,3. CONSULTORES TECNICOS 

En los procesos comunes, no existen los peritos de parte, sino que cada una de 
las partes puede designar un consultor técnico, que será propuesto al ofrecer la prueba 
pericial 

Cuando hubiere litis-consorcio (varios coactorcs o codemandados) y no hubie¬ 
re acuerdo para la designación del consultor técnico, el juez sorteará a uno de los 
propuestos 

El consultor técnico podrá ser reemplazado por la parte que lo designó, pero el 
reemplazante no podrá retrogradar la práctica de la pericia. 


2.4. IDONEIDAD 

Al proponer la prueba pericial, se indicará la cspccialización que han de tener 
los peritos; por ejemplo, contadores, médicos, ingenieros, etc, (art. 459. Código de 
Procedimientos). 

Si la profesión estuviese reglamentada, el perito deberá tener título habilitan¬ 
te. En caso contrario, o cuando no hubiere en el lugar del proceso un perito con títu¬ 
lo habilitante, será nombrada cualquier persona con conocimientos en la materia (art. 
464. Código de Procedimientos); por ejemplo, puede ser perito un práctico o idóneo 
en alguna especialidad, como un experto joyero, un relojero o un fotógrafo, sin po- 
seer título alguno. 
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2,5. PUNTOS DE PERICIA 

En la misma oportunidad, deben proponerse los punios de pericia; éstos con¬ 
sisten en el detalle de los tópicos o temas sobre los cuales ha de recaer el dictamen 

La propuesta de los puntos está sujeta al contralor de las partes, puesto que la 
contraria, al contestar el traslado que se le conferirá (en el juicio ordinario), o al con¬ 
testar la demanda (en los demás juicios), podrá: 

a) formular la manifestación a que se refiere el art 478 del Código de Proce¬ 
dimientos (impugnar la procedencia de la prueba o hacer conocer su desin¬ 
terés; se abstendrá, por tal razón, de participar en ella); 

b) proponer otros puntos que habrán de constituirse, también, en objeto de la 
prueba; 

c) observar la procedencia de los puntos propuestos por la otra parte. 


2,6. DETERMINACION DE LOS PUNTOS DE PERICIA 

Contestado el traslado a que se refiere el punto anterior, o vencido el plazo para 
hacerlo, el juez designará al perito y fijará los puntos de pericia; puede agregar otros, 
o eliminar los que considere improcedentes o supcrfluos. 


2,7. PLAZO PARA EXPEDIRSE 

En la misma resolución, el juez señalará el plazo dentro del cual el perito de¬ 
berá cumplir su cometido. Si la resolución no fijare plazo, se entiende que este últi¬ 
mo es de quince días (art. 460, Código de Procedimientos); como en todos los pla¬ 
zos procesales, se trata de días hábiles. 


2.8. ACUERDO PREVIO DE PARTES 

Antes de que el juez haga la designación, las partes, de común acuerdo, podrán 
presentar un escrito, proponiendo perito y puntos de pericia; podrán, asimismo, de¬ 
signar consultores técnicos (art. 462, Código de Procedimientos). 
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III. RECUSACION Y EXCUSACION DE PERITOS 

3,1. LA RECUSACION 

Consiste en un medio por el cual los litiguntes pueden impedir o excluir la in¬ 
tervención de un perito en la causa Ocurre, en ciertas situaciones, que los jueces son 
recusados sin causa, de modo que las partes pueden reservarse las razones que las 
impulsan a rechazar su intervención; Iris peritos sólo pueden ser recusados con jus¬ 
ta causa. 

La recusación podrá deducirse, únicamente, hasta cinco días después de la no¬ 
tificación. por parte de la ley (por nota! acerca del nombramiento del perito (salvo 
que la causa de la recusación sea sobrev miente ). 


3,1,1. Causales 

Son determinadas de la siguiente forma (art. 466, Código de Procedimientos): 

a) causales previstas respecto de los jueces cvtán contenidas en el art. 17 del 
mismo código: lógicamente, se aplicarán por analogía, y algunas de ellas re¬ 
sultarán del todo inaplicables; 

b) causales por falta de título o incompetencia en la materia de que se tra¬ 
te: este caso se encuentra contemplado en el supuesto del art. 464. segundo 
párrafo, del Código de Procedimientos, o sea. cuando se tratare de una per¬ 
sona entendida, careciente de tftulo. que fuere recusada por incompetente en 
la materia. 


3,1.2. Resolución 

Si la recusación del perno fuese contradicha, es decir, si se negare la existen¬ 
cia de la causal invocada, el juez resolverá procediendo sumariamente, y no habrá 
recurso de su resolución. Sin embargo, esta circunstancia podrá ser considerada en 
la alzada (esto es. en el tribunal de apelaciones) al resolver sobre lo principal (o sea. 
si el proceso llega al conocimiento del superior por alguna apelación relativa al fon¬ 
do del litigio). 
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3,1,3. Reemplazo 

Reconocido el hecho, guardado silencia o admitida la recusación por el juez. 
¿Me reemplazará al perito de oficio y srn otra sustanciactón (art. 46S, Código de Pro¬ 
cedimientos). 


3.2. LA EXCUSACION 

Aunque nada dice el Código de Procedimientos al respecto, entendemos que. 
por analogía a lo dispuesto para los jueces (art. 30. Código de Procedimientos), lodo 
perito que se hallare comprendido en alguna de las causales de recusación deberá 
excusarse de intervenir, absteniéndose de hacerlo en el juicio. 

Consideramos que las parles no pueden oponerse a la excusación, sino que 
corresponde al juez decidir si la causal invocada es suficiente para aceptar la sepa¬ 
ración del perito. 


IV. DEBERES. FACULTADES Y RESPONSABILIDADES 

4,1. LOS DEBERES 

Consisten, fundamentalmente, en los siguientes: 

a) aceptar el cargo; 

b) obrar con diligencia: 

c) expedirse en el tiempo y en la forma determinados por la ley: 

d) suministrar las explicaciones que les sean requeridas por intermedio del juz¬ 
gado; 

e) guardar secreto sobre las informaciones obtenidas en el desempeño de su 
cometido, cuando su divulgación pudiera ocasionar perjuicios; 

D observar las normas éticas de la profesión respectiva; algunas de estas últi¬ 
mas tienen su propio código de ¿tica profesional. 
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4,2. LAS FACULTADES 


Entre otras, son éstas: 

1. Requerir de las partes los elementos de consulta indispensables para el des¬ 
empeño de su cometido 

2. Obtener del juzgado las medidas de apoyo necesarias para el misino fin. 

3. Solicitar informes de personas particulares y de las oficinas públicas peni 
nentcs. 

4. Recibir un anticipo para gastos (ver pío 5.3. pág, !4?i 

5- Retirar el expediente del juzgado, bajo su firma y recibo (art 127. Código 
de Procedimientos), siempre que no interfieran los procedimientos, 

6. Organizar la realización de la pericia por los medios y métodos dr su elec¬ 
ción. 

7. Gozar de una remuneración por su trabajo (ver pto. VII. pág. 148). 


4,3. LAS RESPONSABILIDADES 

Además de las responsabilidades pecuniarias, que pueden ser consecuencia de 
su remoción (ver pto. 5.2. pág. 143). les caben a los peritos responsabilidades pro¬ 
fesionales. tales como la suspensión o la cancelación de su matrícula por los cuer¬ 
pos respectivos (consejos profesionales), y aun. responsabilidades penales taris. 243. 
256. 265. 275 y 277 del Código Penal) 


V. DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

5,1. ACEPTACION DEL CARGO 

El perito aceptará el cargo ante el oficial primero, dentro del tercer día notifi¬ 
cado de su designación: en el caso de no tener título habilitante, bajo juramento o 
promesa de desempeñar fielmente el cargo Se lo citará por cédula o por otro medio 
autorizado por el Código Procesal. Si el perito no aceptare o no concurriere dentro 
del plazo fijado, el juez nombrará otro en su reemplazo, de oficio y sin otro trámite 
La cámara determinará el plazo durante el cual quedarán excluidos los peritos 
que. reiterada e injustificadamente, se hubieren negado a aceptar el cargo, o incurrie¬ 
ren en causal de remoción (art. 469. Código de Procedimientos). 
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Por lo general, el acia de aceptación del cargo *c extiende mediante la aplica¬ 
ción de una "plancha" (o sello) sobre la foja respectiva, los claros son llenados con 
los datos personales y el domicilio legal que debe constituir el perito. Seguidamen¬ 
te. va su firma, junto con la del oficial primero. 


5.2. REMOCION 

Será removido el perito que. después de haber aceptado el cargo, renunciare sin 
motivo atendible, rehusare dar su dictamen o no lo presentare oportunamente. 

El juez, de oficio, nombrará otro en su lugar y lo condenará a pagar los gastos 
de las diligencias frustradas, y los dallos y perjuicios ocasionados a las partes, si és¬ 
tas lo reclamasen. 

El reemplazado perderá su derecho a cobrar honorarios (art 470, Código de 
Procedimientos) 


5.3. ANTICIPO DE GASTOS 

Si el perito lo solicitare dentro del tercer dfa de haber aceptado el cargo, y si 
correspondiere por la índole de la pericia, la/s parte/s que hubiere/n ofrecido la prueba 
deberá/n depositar la suma que el juzgado fije para gastos y diligencias; dicho importe 
deberá ser depositado dentro del quinto día, plazo que comenzará a correr a partir de 
la notificación personal o por cédula de la providencia que lo ordena. Se entregará 
al perito, sin perjuicio de lo que. en dctinitivu, se resuelva respecto de las costas y 
del pago de honorarios. 

1.a resolución sólo será susceptible de recurso de reposición. La falta de depó¬ 
sito dentro del plazo importará el desistimiento de la prueba (art. 463. Código de 
Procedimientos). 


VI. PRACTICA DE LA PERICIA 

6,1. CONCEPTO 

La pericia es la tarca específica que debe realizar el perito aplicando sus cono¬ 
cimientos. sus técnicas y su experiencia. Por lo general, comprende diferentes etapas, 
que son: 

a) las diligencias y los trabajos preparatorios: 

b) el examen, la investigación o la comprobación encomendados; 
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c) la formulación de las reflexiones, observaciones y conclusiones consiguiente* 
La labor efectuada por el perito se vuelca en el informe o dictamen pericial, 
denominado corrientemente "pericia", que se eleva al juez y que consiste en una ex¬ 
posición. por lo común, escrita, agregada al expediente en el que ha sido ordenada 


6,2. FORMA DE PRACTICAR LA DILIGENCIA 

La pericia estará a cargo del perito designado por el juez 
Los consultores técnicos, las partes y sus letrados podrán presenciar las opera¬ 
ciones técnicas que se realicen, y formular las observaciones que consideren pertinen¬ 
tes (art. 471. Código de Procedimientos) 


6,3. INTERVENCION DE AUXILIARES 

La pericia debe ser realizada en forma personal por el experto designado, ya que 
se trata de una función indelegable, que compromete profcsionnlmcntc a su autor. 

Sin embargo, nada impide que se utilice tanto el servicio de ayudantes o de 
auxiliares en aquellas tareas que no tengan un carácter especialmente técnico o cien¬ 
tífico —por ejemplo, los trabajos preparatorios—, como la colaboración en tareas 
secundarias que no comprometan dicha responsabilidad. 


6.4. DICTAMEN INMEDIATO 

Cuando el objeto de la prueba pericial fuere de tal naturaleza que permita al 
perito eximirse inmediatamente, podrá darse su informe por perito o en audiencia; en 
el mismo acto, los consultores técnicos podrán formular las observaciones pertinen¬ 
tes (art. 474. Código de Procedimientos). 


6,5. PRESENTACION DEL DICTAMEN 

Salvo en el caso previsto en el punto anterior, el dictamen se presentará por 
escrito, con copias para las partes (art. 472. Código de Procedimientos). 

Dicho dictamen debe contener la explicación detallada de las operaciones técni¬ 
cas realizadas y de los principios científicos en que está fundado. 

Los consultores técnicos de las partes, dentro del plazo fijado al perito, podrán 
presentar por separado sus respectivos informes, cumpliendo los mismos requisitos. 
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6.6. REDACCION DEL DICTAMEN 

I -a técnica de la redacción del dictamen no c*lá reglamentada por el Código de 
Procedimiento*, ya que éste sólo determina lo» requisito* mínimos seda lado» en el 

punto precedente. 

De tal manera, la redacción responde al criterio de lo* perito* o. en su caso, a 
las modalidades de su respectiva ciencia, arte o profesión. 

Sin embargo, es habitual que la exposición tenga un cierto ordenamiento, en el 
que pueden distinguirse diversas partes —o capítulos— que responden a las siguientes 
pautas, sugeridas por la práctica forense: 

I Un encabezamiento, que. generalmente, es titulado "Presentan pericia", y va 
dirigido al juez de que se trate (civil, comercial, etc.), con indicación del 
nombre de los peritos que suscriben, de su* domicilio* constituido* y de la 
carátula del expediente en que actúan (Autos ’N.N. contra N.N. so¬ 
bre. ."). 

2. Una introducción, en la que se enuncian brevemente los antecedente* de la cues¬ 
tión que le* ha sido encomendada a lo» perno* (como para entrar en materia) 

3. Un relato circunstanciado de los trabajos preparatorios, como, por ejem¬ 
plo. las gestiones realizadas, el lugar donde éstas se han constituido o diri¬ 
gido. los trámites cumplido*, las consultas formuladas, los informes reque¬ 
ridos. los materiales tenidos a la vista, el origen de estos último*, etcétera. 

4. El procedimiento o método adoptado para efectuar la compulsa, y el análi¬ 
sis o las experiencias practicados, o sea. "la explicación detallada de las ope¬ 
raciones técnicas realizada.*", todo lo cual significa el examen practicado. Es 
viable acompaAar gráficos, planillas, planos. I litografía» y fotocopias, con¬ 
feccionados o extraídos por el perito. 

5. El cuerpo propiamente dicho del dictamen, en el que se exponen las observa¬ 
ciones y reflexiones del expeno, el resultado de su tarca específica, su opinión 
y "los principios científicas en que se funda Para ello, puede acudirsc a citas 
de obras científicas y demás antecedente* que resulten ade cu ado* al mismo fin. 

6. I:n la instancia del dictamen, o a continuación de él. se contestarán, uno por 
uno y ordenadamente, los puntos de pericia sometidos a consideración de 
quienes corresponde, de acuerdo con lo resuello por el juzgado. 

7 Según la índole del caso, y sí e* procedente, se formularán las conclusiones 
finales. 

8. Por último, se estimarán los honorarios profesionales del perito, calculados 
sobre la base del arancel respectivo, cuando lo hubiera 
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En cumio al lenguaje > a la terminología ambos aspectos deben tener el ni¬ 
vel científico apropiado, pero ser siempre accesibles a personas no especializadas en 
la materia. Para ello, serán cxplícitados aquellos vocablos y giros que lo requieran 


6.7. TRASLADO Y EXPLICACIONES 

Se dará traslado del dictamen pericial a las partes, que se notificarán por cédula. 
De oficio o a instancia de cualquiera de ellas, el juez podrá ordenar que el pe¬ 
rito dé las explicaciones que se consideren convenientes, en audiencia o por escrito, 
atendiendo a las circunstancias del caso 

Las observaciones también podrán ser formuladas por los consultores técnicos 
(art. 473. Código de Procedimientos) 


6.8. IMPUGNACION 

La falta de impugnación, o pedido de explicaciones u observaciones a aquellas 
que diere el perito, no es óbice para que la eficacia probatoria del dictamen pueda ser 
cuestionada por los letrados en la oportunidad de los alegatos. 


6.9. NUEVA PERICIA 

Cuando el juez, lo considere necesario, podrá disponer que se practique otra 
pericia, o se perfeccione o amplíe la anterior, por el mismo perito u otro de su elec¬ 
ción. 

El perito que no concurriere a la audiencia, o que no presentare el informe 
ampliatorio o complementario dentro del plazo, perderá su derecho a cobrar honora¬ 
rio*. total n parcialmente (art. 473. Código de Procedimientos). 


6,10. PLANOS. EXAMEN CIENTIFICO Y RECONSTRUCCION 
DE LOS HECHOS 

Como medida complementaria de la prueba pericial, el juez puede disponer, de 
oficio o a pedido de parte (art. 475. Código de Procedimientos): 

I. Ejecución de planos, relevamientos y reproducciones (fotográficas, cinema¬ 
tográficas o de otra especie) de objetos, documentos o lugares, con empleo 
de medios o instrumentos mecánicos. Podrían agregarse medios o instrumen¬ 
tos electrónicos, como el procesamiento de datos por computadora. 
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2 Exámenes científicos, necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos 
controvertidos. 

3. Reconstrucción de hechos, para comprobar si éstos se han producido o si 
pudieron realizarse de una manera determinada 
A efectos de todo esto, se podrá disponer que comparezcan el perito y los testigos 


6,11. CONSULTAS CIENTIFICAS O TECNICAS 

Si bien el cargo de perito sólo puede ser desempeñado por personas de existen¬ 
cia visible, el Código de Procedimientos manifiesta que. a petición de parte o de ofi¬ 
cio. el juez, puede solicitar informes a universidades, academias, corporaciones, ins¬ 
titutos y entidades (tanto públicos como privados), de carácter científico o técnico, 
cuando el dictamen pericial requiriese operaciones o conocimientos de alta cspccia- 
l>/ación (art. 476, Código de Procedimientos). 

A pedido de las entidades privadas, se fijará el honorario que les corresponda 
perc ibir. Aun cuando el Código de Procedimientos no dice nada al respecto, algunas 
entidades públicas tienen establecido un arancel para responder a los pedidos de in¬ 
formes formulados judicialmente. 


6.12. EFICACIA PROBATORIA DEL DICTAMEN 

El Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial actualmente en vigencia 
en el orden nacional dispone, en su art. 477. que la fuerza probatoria del dictamen 
pericial será estimada por el juez teniendo en consideración la competencia de los 
peritos, la uniformidad o la disconformidad de sus opiniones, los principios científi¬ 
cos en que se funden, la concordancia de su aplicación con las reglas de la sana 
crítica, y las demás pruebas y elementos de convicción que ofrezca la causa. 

Claro está que. frente a un dictamen pericial científicamente fundado, el juez, 
para apartarse de sus conclusiones, deberá fundamentar, a su vez. su discrepancia, 
dando las razones de carácter lógico, científico o técnico que. a la luz de las demás 
constancias de autos, concurran a formar su "convicción contraria". 


6,13. LA PERICIA COMO PRUEBA NECESARIA 

Si bien el principio de las pruebas legales ha sido abandonado por nuestra le¬ 
gislación. existen supuestos en que la pericia resulta necesaria, y sus conclusiones son 
prácticamente determinantes de la resolución judicial 
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Los casos en que así ocurre son. cmrc otros 

a) el establecimiento de la edad como prueba supletoria tan 87. Código Civil). 

b) la declaración de incapacidad o el cese de ella por insania o sordomudez (nrts. 
142. 150 y 155. Código Civil); 

c) la partición judicial en las sucesiones tari 3466, Código Civil); 

d) la servidumbre de aguas (art. 3095. Código Civil). 

En ules situaciones, la prueba pericia! puede ser decretada de oficio o a peti¬ 
ción de partes. Su omisión puede ser causa de la nulidad de la sentencia o decisión. 


Vil. HONORARIOS DE LOS PERITOS 

7,1. FUNDAMENTO 

Todo aquel que presta un servicio tiene —en principio, y siempre que no se trate 
de un acto de favor o liberalidad— derecho a una retribución. Esto se verifica con ma¬ 
yor razón cuando el trabajo realizado constituye el medio de vida de quien lo lleva a cabo. 

Los peritos judiciales efectúan una tarca que debe ser remunerada Esta remu¬ 
neración, denominada "honorarios", está a cargo de las partes, es decir, de los litigan¬ 
tes. Unicamente se exceptúan los peritos oficiales, y los demás empleados y funcio¬ 
narios públicos designados en juicios en los que el Estado sea parte; éstos sólo pue¬ 
den percibir del Estado los sueldos que tengan asignados. 


7.2. CARGA 

A fin de determinar cuál de las partes debe pagar a los peritos, es necesario 
efectuar algunas distinciones, desarrolladas a continuación. 

a) Por lo pronto, debe establecerse si la pericia es o no común para sendas par¬ 
les. Lo es cuando ambas participaron de su ofrecimiento o producción, aun¬ 
que una de ellas no le haya sometido su propio cuestionamiento 
Entonces, tratándose de una pericia común, los honorarios pueden ser exi¬ 
gidos a cualquiera de las partes. 

¿Qué ocurre si una de las partes ha sido condenada en la sentencia a pagar 
la» costas, incluidos los honorarios de los peritos? 

Si la prueba es común, lo» peritos podrán exigir los honorarios a cualquiera 
de las partes, no sólo a la condenada en costas, que puede ser insolvente. 
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La parle que los paga, en IaI caso, tendrá derecho a repetirlos de la que hu¬ 
biere sido condenada en costas, no obstante lo cual los peritos pueden exi¬ 
girlos de cualquiera de ellas. 

b i Iji pericia no es común, es decir, es particular de la pone que la propuso, cuan¬ 
do la contraria hubiese manifestado no tener interés en ella, absteniéndose, por 
tal ra/ón. de participar en la propuesta (an. 478. Código de Procedimientos). 
En tal caso, los gastos y honorarios de los peritas estarán a cargo exclusi¬ 
vamente de la parte que solicitó la prueba, sin embargo, esta excepción no 
se aplica en el caso de que la pericia hubiera sido necesaria para la solución 
del pleito (circunstancia que se señalará en la sentencia). 

En este supuesto, los peritos podrán reclamar los gastos y honorarios de la 
pane que se abstuvo, si ésta hubiere sido condenada en costas. 


7,3. DETERMINACION 

No basta saber quien debe pagar los gastos y honorarios de las pericia, sino 
también cuánto dehe pagarse. 

Ai respecto, rigen las siguientes paulas. 

a) Si los peritos desempeñan una profesión reglamentada, los honorarios se¬ 
rán fijados de acuerdo con el respectivo arancel l ver el pto II de la pane 
I). púg. 153). Tal es el caso de los contadores, médicos, ingenien», etcétera. 

b) Si se trata de un experto que no ejerce una profesión reglamentada (por ejem¬ 
plo. un técnico en fotografía o en relojería), los honorarios serán objeto de 
apreciación judicial, a cuyo efecto se tendrán en cuenta, entre otros, los si¬ 
guientes elementos de juicio, la complejidad del asunto, el tiempo insumi¬ 
do en la preparación del dictamen, el monto del litigio (es decir, su signifi¬ 
cado económico), etcétera. 


7,4. EJECUCION 

La regulación de honorarios debe ser notificada tanto al perito común como a 
las panes responsables de su pago Todos ellos pueden apelarla, sea por considerar 
la elevada (las panes), sea por considerarla baja (los peritos) También pueden con¬ 
sentirla. si están conformes con la regulación, lo que no es muy frecuente 

Todo apoderado judicial está obligado a apelar por altas las regulaciones de 
cualquier índole que estén a cargo de su representado (ley 10 9% sobre ejercicio de 
la procuración). 
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Una vez firmes los honorarios, es decir, consentidos, confirmados o determi¬ 
nados definitivamente por el tribunal de alzada, corresponde que sean pagados a la 
parte responsable, conforme a los principios ya examinados 

En caso de que los honorarios no sean satisfechos de manera voluntaria, el perito 
deberá indicar su ejecución forzada, mediante el procedimiento de ejecución de sen¬ 
tencia, hasta que se paguen íntegramente 

¿Qué ocurre si los responsables del pago son insolventes ’’ 

En tal caso, lo más probable es que el ponto no cobre nada. Aquel que acepta 
el cargo de auxiliar de la justicia corre el albur de que su trabajo quede sin retribu¬ 
ción: tendrá que darse por satisfecho de haber actuado —aunque involuntariamente— 
hrmoris causa. lo que constituye un riesgo profesional como tantos otros. 

En los demás juicios, entonces, cuando se requiere el aporte de las constancias 
de una determinada contabilidad, el juez no puede ordenar la presentación de los li¬ 
bros. sino tan sólo la compulsa de las partes pertinentes para dilucidar los puntos o 
cuestiones litigiosos, es decir, la exhibición parcial urt. 59. Código de Comercio). 

Esta compulsa se lleva a cabo a través de la intervención de uno o más peritos 
contadores, propuestos por las partes o designados de oficio 

En este aspecto se aplica lo que hemos dicho acerca de la prueba pericial en el 
pío. 11. pane C. pág. 137. 

La pericia contable puede tener por objeto el esclarecimiento de algún punto 
litigioso, relacionado con la contabilidad, los libros, la documentación o los compro¬ 
bantes de cualquiera de las panes. 

En la tramitación de las medidas precautorias —especialmente, de embargo 
preventivo o inhibición—. la compulsa o certificación contable constituye uno de los 
medios previstos por el Código de Procedimientos para hacerlas viables; asimismo, 
en los juicios sucesorios (en la determinación del haber, a los fines fiscales, y en la 
confección de las cuentas paiticionarias). en el desempeño de intervenciones judiciales 
(ordenadas para la retención y el depósito de los ingresos afectados por el embargo), 
y en tareas de tasación, valuación, certificación de saldos o de inversiones, liquida¬ 
ciones. intervención o administración judicial de sociedades comerciales, etcétera. 

En materia penal, las pericias contables constituyen un elemento de prueba 
sumamente importante para la investigación de ciertos hechos delictuosos, y, con 
frecuencia, son decisivas para determinar la existencia o la inexistencia del delito 
investigado; en tales casos, intervienen los peritos contadores oficiales, pero también 
está prevista la actuación de peritos de parte interesada (querellante O defensa). 




D. INFORME O DICTAMEN PERICIAL CONTABLE 


I. LA PRUEBA PERICIAL CONTABLE 

1,1. ASPECTOS PRINCIPALES 

Los tomadores públicos nacionales se encuentran habilitados para desempeñar 
diferentes funciones relacionadas con la administración de justicia, a través de su 
intervención profesional en el proceso. 

Como es sabido, según la ley respectiva, en los concursos mercantiles la sin¬ 
dicatura debe ser ejercida por contadores públicos diplomados, con más de cinco años 
de ejercicio profesional (art. 253 de la ley 24.522) 

En materia pericial, los contadores públicos tienen asignada la incumbencia de 
producir las pericias y compulsas contables, con diversa finalidad. 

En el proceso contencioso, la pericia contable tiene por objeto producir la de¬ 
nominada "prueba de libros", cuyo valor probatorio está determinado por las dispo¬ 
siciones del Código de Comercio. 

En cuanto a la presentación de los libros en juicio —lo que se conoce como 
"exhibición total a instancia de parte"—. sólo es procedente en algunos casos previstos 
por el mismo código, tales como el juicio de convocatorias y quiebras, la disolución 
de sociedades o comunidades de bienes, y las sucesiones (art. 58. Código de Comer¬ 
cio). 


1.2. PERICIA CONTABLE 

El arancel para los profesionales en ciencias económicas, aprobado por el dio - 
ley 16.638/57 para jurisdicción nacional, conceptúa a "la pericia o informe pericial, 
la opinión científica emitida por uno o más profesionales en ciencias económicas 
sobre asuntos de su competencia, dada a requerimiento judicial, en pleito contencio- 
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so o voluntario, a efectos de tomar una decisión para resolver el mismo" (art. 3*. inc 
a|. del dto.-ley). 


1.3. COMPULSA 

En materia de medidas precautorias, el Código de Procedimientos faculta al 
actor de un juicio, aun antes de notificar la demanda, a lograr un embargo preventi¬ 
vo sobre bienes del demandado o. en caso de no conocerse bienes, su inhibición, a 
través del cumplimiento de algunos recaudos, destinados a probar pnma facir —es 
decir, provisoriamente— la existencia del crédito reclamado 

Uno de los medios de obtener dicha medida precautoria es el del art. 209. me. 
4. del referido código, o sea. que la deuda esté justificada por libros de comercio lle¬ 
vados en debida forma por el actor. En estos casos, se trata de una compulsa, la que 
no tiene el carácter de una pericia, ya que es hecha a pedido de una sola de las par¬ 
tes. sin contralor de la contraria y al único efecto de la justificación provisoria del 
crédito. 

El arancel profesional citado en el punto anterior, en su art. 4". inc. a), define 
a la compulsa como el informe emanado de uno o más profesionales en ciencias 
económicas sobre asunto de su competencia, formulado a requerimiento judicial, para 
resolver sobre una medida precautoria peticionada en juicio 

Si este informe o compulsa se conviniera en medio de prueba para tomar de¬ 
cisión. se considerará pericia, a los fines de la regulación de honorarios: dicha con¬ 
versión puede producirse cuando, en el transcurso del juicio posterior al embargo 
preventivo, la compulsa fuere propuesta como prueba, sin ser cuestionada ni obser¬ 
vada por la contraparte. 


1.4. CERTIFICACION 

Según el inc. a) del art. 4®, perteneciente al arancel citado, se entiende por "cer¬ 
tificación" la constancia firmada por uno o más profesionales en ciencias económi¬ 
cas, asentada en un documento privado extendido por un comerciante (consideramos 
incluidas las sociedades comerciales), reproduciendo sus rcgistracioncs contables por 
la que aquél o aquéllos aseveran la fidelidad de su contenido respecto de los asien¬ 
tos originales, así como su figuración en los libros llevados legal y regularmente. 

Estas certificaciones también pueden dar lugar a embargo preventivo, tal como 
en el caso previsto en el art- 209. inc. 4, del Código de Procedimientos, en el supuesto 
de factura conformada. 
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1.5 DESIGNACION 

A los peritos contables leí son aplicables los siguientes principios, 
a » Los jueces deben proceder a so sorteo, sobre la base de la lisia confeccio¬ 
nada por la cámara de apelaciones respectiva, entre los contadores que. al 
aspirar a actuar en esc carácter, se inscriben en las épocas del aflo habilita¬ 
das con esa finalidad, para dicha inscripción, se requiere estar matriculado 
en el consejo profesional correspondiente. 

El sonco culmina con la extracción del nombre del perito de la lisia que 
posee el juzgado. Este acto se denomina 'dcsmsaculación'. palabra que alude 
a la extracción de una bolilla del interior de una bolsa o saco 
Cuando la pericia no se realiza, a pesar del sonco —por ejemplo, si la prueba 
es desistida—, o cuando el perito se excusa o renuncia con causa justifica¬ 
da, se reintegra a la lista el nombre del perito, sin perder el turno para futu¬ 
ros sorteos, si el perito fuere removido por su causa, quedará excluido del 
listado. 

Una ve/ efectuada la pericia, el expeno no puede ser sorteado nuevamente, 
hasta que lo sean lodos los integrantes de la lista. 

b) Para la designación de síndicos, se confeccionan listas análogas, pero la ins¬ 
cripción en la cámara requiere acreditar, además, una antigüedad de más de 
cinco ailos de ejercicio profesional (art. 253 de la ley 24.522). 

c) También los contadores pueden integrar en forma permanente el Cuerpo de 
Peritos Oficiales: en esta circunstancia, son verdaderos funcionarios públi¬ 
cos. cuya designación se rige, para cada caso, por el turno fijado a cada juz¬ 
gado y secretaria 


II. ARANCEL PROFESIONAL 

2.1. REGIMEN 

Los honorarios correspondientes a la labor de los profesionales en ciencias eco¬ 
nómicas. en el ejercicio de su actividad, están sujetos al mencionado régimen aran 
cetario, contenido en el dto.-ley 16.638/57 (ver píos. U. 1.3 y 1.4. pégs. 151 y 152); 
dicho arancel tiene vigencia en jurisdicción nacional, de modo que es aplicado por 
la justicia local de la Capital y por la justicia federal de todo el pafs. 

Ostenta los siguientes caracteres: 
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a) Es de orden público, de manera que sus disposiciones son irrenunciables y 
deben ser aplicadas de oficio por los jueces 

b) Rige únicamente las relaciones profesionales Independíenles o sea que versa 
sobre el trabajo realizado sin relación de dependencia v por cuenta propia 
Sin embargo, los profesionales pixlrán pactar con liKnad honorarios supe¬ 
riores a los establecidos, según la importancia \ la naturaleza de las tarcas 
que se llevarán a cabo. Será nulo lodo acuerdo de voluntades por suma me¬ 
nor. 

c) Contiene una escala de honorarios a regular en las diversas clases de proce¬ 
so. que oscila, según el monto del juicio, entre un 18 * y un 10 %: en ge¬ 
neral, se considera monto del juicio la cantidad fijada por la sentencia o en 
la transacción. Para las medidas precautorias, la escala sufre una reducción. 

d) Al pronunciarse sentencia definitiva de primera instancia en causa contradic¬ 
toria. los jueces procederán a regular en lodos los casos los honorarios co¬ 
rrespondientes a la actuación de los profesionales comprendidos en dicho 
régimen arancelario, si no lo hubiesen hecho con anterioridad. 

e) Cuando, por la naturaleza del juicio, no exista monto para aplicar la escala 
del arancel, se tendrán en cuenta los siguientes elementos: 

1- El monto y la importancia de los trabajos presentados 

2. La complejidad y el carácter de Ia.cucstión planteada. 

3. I-a trascendencia moral o económica que la cuestión en debate reviste para 
las partes. 

0 Los jueces no podrán dar por terminado ningún juicio, disponer el archivo 
de un expediente, aprobar una transacción, admitir el desistimiento, la subro¬ 
gación o la cesión, ordenar el levantamiento de medidas precautorias, o en¬ 
tregar fondos, valores depositados o cualquier otro documento, sin que se 
deposite judicialmente la cantidad fijada para responder a los honorarios 
adeudados, a menos de que se afiance su pago con garantía adecuada o que 
el interesado exprese su conformidad con que así se haga. 

g) Los gastos y viáticos originados por tarcas realizadas fuera del lugar del 
domicilio del profesional serán independientes de sus honorarios. 

En la provincia de Buenos Aires, el arancel está incluido en la ley 7.193 sobre 
ejercicio profesional de los graduados en ciencias económicas, e incluye la escala de 
honorarios respectiva. 
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2,2. IMPORTANTE LIMITACION 

La ley 24.432, que dala de enero de 1995. dispone que los jueces deberán re¬ 
gular los honorarios profesionales de los pernos y oíros auxiliares de la justicia, sin 
atender a los montos o porcentuales mínimos de los regímenes arancélanos cuando 
su aplicación significara una evidente c injustificada desproporción entre la impor¬ 
tancia del trabajo efectivamente cumplido y la retribución arancelara 

En tales casos, los jueces deberán fundar su decisión, bajo sanción de nulidad 


III. ACTIVIDAD EXTRAJUDICIAL 

3.1 NATURALEZA 

La actividad de los profesionales en ciencias económicas es muy amplia y com¬ 
prende las más variadas facetas de nscsoramienln. auditoria, certificaciones, registra 
cioncs. etcétera. 

La ley nacional 20.488 de incumbencias de los profesionales en ciencias eco¬ 
nómicas determina, en su an. 13, las materias de índole judicial y extnijudicíal para 
cuyo ejercicio se requiere el título de contador público. Entre ellas, se encuentro el 
desempeño de la sindicatura de las sociedades comerciales, regida por la ley respec¬ 
tiva (ley 19.550); obviamente, esta sindicatura no debe ser confundida con la prevista 
en la ley de concursos. 


3.2. REMUNERACION 

Las tareas desempeñadas por los profesionales en ciencias económicas son re¬ 
muneradas con arreglo a las convenciones entre las panes; en cuanto a la sindicato 
ra de las suciedades, la remuneración depende de las resoluciones de la asamblea. 

No obstante, no debe descartarse el caso de la determinación judicial de los 
honorarios correspondientes a las tarcas cxtrajudicialcs. por mediar acuerdo, negati¬ 
va o mora en el pago de las remuneraciones; en tal supuesto, las normas arancelarias 
serán de aplicación supletoria, a fin de orientar la decisión judicial 


IV. CODIGOS DE ETICA PROFESIONAL 


Los contadores públicos y demás profesionales en ciencias económica» se en¬ 
cuentran sometidos en cuanto se refiere a su actividad, ya sea judicial o extraiudK tal. 
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a precisas normas de ética, contenidas en los códigos respectivos, que son sanciona¬ 
dos con intervención de los colegios y consejos profesionales correspondientes De 
tal modo, su conducta no sólo está bajo el arbitrio de normas procesales y reglamen¬ 
tarias. sino de las previsiones de dichos códigos: su lu/gninicnio disciplinario es 
matera de los tribunales de ética, integrados por sus parles, cuyas sanciones pueden 
llegar hasta la exclusión de la matrícula respectiva 

"Finís conmal opus " 




E. ESCRITOS JUDICIALES 


I. INCUMBENCIAS PROFESIONALES 

1.1. PARA EL CONTADOR PUBLICO 

El art. O de la ley 20.488. en su inc. a), establece para el contador público 
las siguientes incumbencias en malcría económica y contable, cuando los dictáme¬ 
nes sirvan a fines judiciales o administrativo», o cuando estén destinado» a hacer fe 
pública en relación con las cuestiones siguientes: 

I Preparación, análisis y proyección de estados contables, presupuéstanos, de 
costos y de impuestos, en empresas y en otro» entes. 

2. Revisión de contabilidades y su documentación 

3. Disposiciones del cap. III, tft. H. libro I. del Código de Comercio. 

4. Organización contable de todo tipo de entes. 

5. Elaboración c implantación de políticas, sistemas, métodos y procedimien¬ 
tos de trabajo administrativo-contable. 

6. Aplicación e implantación del sistema de procesamiento de datos y de otros 
métodos en todos los aspectos contables y financieros del proceso de infor¬ 
mación gerencia!. 

7. Liquidación de averías. 

8. Dirección del relevamienlo de inventarios que sirvan de base para la trans¬ 
ferencia de negocios, y para la constitución, fusión, escisión, disolución y li¬ 
quidación de cualquier clase de entes y cesiones de cuotas sociales. 

9 Intervención en las operaciones de transferencia de fondos de comercio, de 
acuerdo con las disposiciones de la ley 11.867. a cuyo fin se deberán reali 
zar todas las gestiones que fueren menester para su objeto —incluso, hacer 
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publicar los edictos pertinentes en el Boletín Oficial—. sin perjuicio de I» 
funciones y facultades reservadas a otros profesionales en la mencionada 

norma legal 

10. Intervención, juntamente con letrados, en los contratos y estatutos de (oda 
clase en sociedades civiles y comerciales, cuando se planteen cuestiones de 
carácter financiero, económico, impositivo y contable 

11. Presentación, con su firma, de estados contables de bancos nacionales. pn>- 
vinciales. municipales, mixtos y particulares, de toda empresa, sociedad o 
institución pública, mixta o privada, y de lodo tipo de ente con patrimonio 
diferenciado. En especial, para las entidades financieras comprendidas en la 
ley 18.061. cada contador público no podrá suscribir el balance de más de 
una entidad: se cumplimenta, asimismo, el requisito expresado en el art 17 
de esa ley. 

12. Toda otra cuestión en materia económica, financiera y contable, en referen¬ 
cia a las funciones que le son propias, de acuerdo con el art. 13 de la ley 
20.488. 

En su inc. b). el artículo en tratamiento establece para el contador público, con 
el objeto de la producción y la firma de dictámenes, ciertas incumbencias en materia 
judicial, relacionadas con las siguientes cuestiones: 

1. En los concursos de la ley 19.551 para las funciones de síndico. 

2. En las liquidaciones de averías y siniestros, y en las cuestiones vinculadas 
con los transportes en general, para realizar los cálculos y la distribución co¬ 
rrespondientes. 

3. En los estados de cuentas para las disoluciones, liquidaciones y todas las 
cuestiones patrimoniales de sociedades civiles y comerciales, además de las 
rendiciones de cuentas de administración de bienes. 

4. En las compulsas o peritajes sobre libros, documentos y demás elementos 
concurrentes a la dilucidación de cuestiones de contabilidad, relacionadas con 
el comercio en general, sus prácticas, usos y costumbres. 

5 En los dictámenes e informes contables para las administraciones e interven¬ 
ciones judiciales. 

6. En los juicios sucesorios para realizar y suscribir las cuentas particionarias. 
juntamente con el letrado que intervenga. 

7 En lodos los fueros, como perito en su materia. 

fin la emisión de los dictámenes se deberán aplicar lus normas de auditoría 
aprobadas por los organismos profesionales, cuando ello sea pertinente 
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1.2. PARA EL LICENCIADO EN ADMINISTRACION 

F.l art. 14 .!<• l.i ley 20,488 murga diversa* incumbencias al licenciado en ad¬ 
ministración 

Para todo dictamen destinad» a ser presentad» ante autoridades judiciales y 
administrativas, o para hacer fe pública en materia de dirección y administración, el 
licenciado en administración está habilitado para el asesoran iem o en: 

1 I-as funciones directivas de análisis, planeamiento, organización, coordina¬ 
ción y control. 

2 I-a elaboración y la implantación de políticas, sistemas, métodos y procedí 
miemos de administración, finanzas, comercialización, presupuestos, costos 

y administración de personal. 

3. l.a definición y la descripción de la estructura y las funciones de U organi¬ 
zación. 

4. La aplicación y la implantación de sistemas de procesamiento de datos y 
otros métodos en el proceso de información gercncial. 

5. Todo aquello relativo a relaciones industriales, sistema» de remuneración y 
demás aspectos vinculados al factor humano en la empresa. 

6. Toda otra cuestión de dirección o administración en materia económica y 
financiera, en referencia a las funciones que le son propia», de acuerdo con 
el préseme artículo, 

fin materia judicial, el profesional mencionado recibe las siguientes incumben¬ 
cias; 


1. Para las lunciones de liquidador de sociedades comerciales o civiles 

2. Como perito en su malcría, en iodos los fueros. 

La ley 20.488 también manifiesta que. en las designaciones de oficio para las 
tarcas de administrador o en las intervenciones judiciales, se dará preferencia a los 
licenciados en administración, sin perjuicio de que sean valorados otros anteceden¬ 
tes en relación con tales designaciones. 


1.3. PARA EL LICENCIADO EN ECONOMIA 

El art. 11 de la ley 20.488 establece diversas incumbencias para el licenciado 
en economía en materia económico-financiera, pora todo dictamen destinado a ser 
presentado a autoridades judiciales y administrativas, y para hacer fe póblica en re¬ 
lación con el oscsoramicnto económico y financiero en: 
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1. Los estudios de mercado, y proyecciones de ofena y de demanda, sin per¬ 
juicio de la actuación de graduados de Otras disciplinas en las áreas de su 
competencia. 

2. La evaluación económica de proyectos de inversiones, sin perjuicio de la 
actuación de graduados de otras disciplinas en las áreas de su competencia. 

3. Los análisis de coyuntura global, sectorial y regional. 

4. Los análisis del mercado externo y del comercio internacional 

5. El análisis macrocconómico de los mercado* cambiarlos de valores y de 

capitales. 

6. Los estudios de programas de desarrollo económico global, sectorial y regio¬ 
nal. 

7. La realización y la interpretación de estudios cconométricos. 

8. El análisis de la situación, la actividad y las políticas monetaria, crediticia, 
cambiaría, fiscal y salarial 

9. Los estudios y proyectos de promociones industrial, minera, agropecuaria, 
comercial, energética, de transportes y de infraestructura en sus aspectos eco¬ 
nómicos. 

10. El análisis económico del planeamiento de recurso* humanos, y la evalua¬ 
ción económica de proyectos y programas atinentes a estos recursos. 

11. El análisis de las polfticas industrial, minera, energética, agropecuaria, co¬ 
mercial. de transportes y de infraestructura en sus aspectos económicos. 

12. Los estudios a niveles global, sectorial y regional sobre problemas de comer¬ 
cialización. localización y estructura competitiva de mercados distribuido¬ 
res. e incluso, la formación de precios. 

13. Toda otra cuestión relacionada con economía y finanzas, en referencia a las 
funciones que le son propias, de acuerdo con el presente artículo. 

En materia judicial, al profesional mencionado le incumbe la actuación como 
perito en su materia en todos los fueros, en el orden correspondiente. 


1,4. PARA EL ACTUARIO 

El art. 16 de la ley 20.488 otorga las siguientes incumbencias para el actua¬ 
rio en materia económico-financiera: 
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I Para lodo informe que las compañías de seguros, de capitalización. de aho¬ 
rro y préstamo. de autofinanciación (crédito recíproco) y sociedades mutuales 
presenten a sus accionistas o asociados, o a terceros, a la Superintendencia 
de Seguros, u otra repartición pública nacional, provincial o municipal que 
se relacione con el cálculo de primas y tarifas, planes de seguros de benefi¬ 
cios. subsidios y reservas técnicas de dichas compañías y sociedades 

2. Para el dictamen sobre las reservas técnicas que exas mismas compartías y 
sociedades deben publicar junto con su balance y sus cuadros anuales de ren¬ 
dimiento. 

3 En los informes técnicos de los estados de las sociedades de socorro* mu¬ 
tuos. gremiales o profesionales, cuando incluyan, en sus planes de previsión 
y asisicnciales, operaciones relacionadas con aspectos biométrtcos. 

4. Para lodo informe requerido por las autoridades administrativas o que deba 
presentarse ante éstas o en juicios, sobre cuestiones técnicas vinculadas con 
la estadística, el cálculo de las probabilidades en su aplicación al seguro, la 
capitalización, el ahorro y el préstamo. las operaciones de ahorro auiofinan- 
ciado (crédito recíproco) y los empréstitos. 

5. Para todo informe o dictamen que se relacione con la valuación de aconte¬ 
cimientos futuros fortuitos, mediante el empleo de técnicas aduanales 

6. En asuntos judiciales, cuando a requerimiento de las autoridades deban de¬ 
terminarse el valor económico del hombre y el de las rentas vitalicias. 

7. Para el planeamiento económico y financiero de sistemas de previsión social, 
en lo que respecta al cálculo de aportes, los planes de beneficios o subsidios, 
y las reservas técnicas o de contingencia. 

En general, los profesionales en ciencias económicas adolecen de una gran falta 
de conocimientos técnicos para redactar ciertos escritos judiciales, lo cual se tratará 
de contemplar en la presente obra, extractándose los principales modelos. 

El dto.-lcy 16.638. en su capítulo segundo, arn. 11 y 12. dice textualmente. 



b) Icariara* nación»lo de apelación de cada lontdkcMia abnrin anunlraraie un reparo 
para cuda uru de la» profesiones a que *e relien: el «1 I* del dto ley S I0V4S. en el 
iptc podran inscribirse tro limitación alpina lodo* k» proletronalet norria aladar Di¬ 
cho* tribunales (I|.u»n el nümero de kn que te toncaran 

c) Lo* prole»!ooale» desinsaculados terin eliminado» de la Iota dejándote ■>—.y de 

la deugnaión en la mitin». debiéndotele. reponer según ..«responda y en t» totalidaj 
al aginarse la moma 
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d| Ei obligación del profesional designad», en juicio furia de oficio o a propuesta de 
pane— recibirse del cargo dentro de las cuarenta y ocho bocas de notificado del nom 
(mímenlo y presentar sus conclusiones no mis tarde de los tres dfas siguientes, tratán 
dnse de compulsa. En el caso de pericia. se procederá según lo dispone el ari 10 del 
dK> le* 23.394/56. El solo vencimiento de cualquiera de lo» pU/os puestos determina 
la remoción del perno y su sustitución. > la eliminación de la lisia de pleno derecho, 
salvo que los jueves, por causa» que atinen atendibles invocadas antes del transcur 
so del término fijado, decidan prorrogarlo 

el FJ profesional que renuncia »m causa fundada a alguna designación no «rrt puesto r» 
la lisia ai incluido en la compendíente al abo siguiente 


Art. 12 — Las cuestiones profesionales dent adas de actuaciones ju.li» «ales que no se en 
encanan es presamente regladas en los artículos precedentes srián resueltas en cuanto ello 
sea posible, par extensión de las disposiciones que contemplan la ley 12.99? (d«o -ley 

30 439/44). y reformas o 


II. MODELOS DE ESCRITOS JUDICIALES 

2,1. ETAPAS DE LA REALIZACION DE UN DICTAMEN PERICIAL 
2,1.1. Análisis de la litis 


Aceptación del cargo ari. 469 del Código de Procedimientos Civil y Comer¬ 
cial de la Nación 

'Art. 469 — El perito aceptar» el cargo ame el oficial primero dentro del tercer día de no¬ 
tificado de su designación: en el caso de no tener titulo habilitante, bajo juramento o pro¬ 
mesa de desempeñar fielmente el cargo Se lo citaré por cédula u otro medio auton/.ado por 

Si el perito no aceptare o no concurriere dentro del plazo fijado, el jucr. nombraré otro en 
su reemplazo, de oficio y sin otro tramite 

La ciitura determinar» el plazo durante el cual quedarán excluid.» de la lista los pernos que 
reiterada o injustificadamente se hubieran negado a ncrpi.it el cargo o incurrieren en la si¬ 
tuación prevista por el articulo siguiente ' 

Remoción art. 470 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la 
Nación 

'Art. 47* _ Seré removido el perito que, después de haber aceptado el cargo, renunciare 
un motivo atendible. rehusare de dar su dictamen o do lo prese ni are oportunamente El juez, 
de oficio, nombrar» otro en su lugar y lo condenar» a pagar los gasten de la» diligencias 
frustrad» y los daAos ocasionador a I» pana, si islas lo redamasen El reemplazado per¬ 
der» el derecho a cobtat honorario» • 


Una vez recibida la cédula de notificación, y en el momento en que el profe¬ 
sional acepta el caigo conferido, tiene contacto por primera vez con el expediente 
judicial, y la legislación vigente le otorga el privilegio de solicitarlo en calidad de 
préstamo, con el objeto, así. de poder analizarlo 
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Para In finalidad del lema que nos ocupo, redactamos a continuación el siguiente 
escrito: 

PERITO CONTADOR SOLICITA EXPEDIENTE EN PRESTAMO 

Softor •Tuna Humanal: 

Carlos Alberto Rodrigues, contador publico, con domicilio consti¬ 
tuido en la callo Rivadavla 848. piso 8*. ot 43. designado perito con¬ 
tador en los autos caratulados: 

L*a Daltcua 8 A o PernAndes y Osre(s SHt s/o otro de p es os ’, 

a V.fl, dice: 

I Que en el día de la fecha, según consta a fs. 38 vtn., he acep 
tado el cargo conferido. 

n. Que dada la complejidad de los puntos periciales a resolver, 
propuestos tanto por la parta adora como por ¡a parte doman 
dada. SOLICITO de V 8 se me autorice a retirar al cuerpo 
principal del expediente y sus cuadernos de prueba en cali 
dad de préstamo por el termino de 48 horas 

Proveer de oonformldad 

MERA JUSTICIA 
(firma del perito) 


Transcurridas lux cuarenta y ocho hora* de presen lado el escrito, debemos con¬ 
currir de nuevo a la secretaría del juzgado. retirar el expediente en calidad de pré* 
lamo y. así. analizarlo detenidamente para la posterior confección del dictamen pe¬ 
ricial. 

Debemos tener sumo cuidado de restituir el espediente dentro de los plazos 
establecidos; caso contrario, como, al retirar el mismo, el escribiente loma nota de 
nuestros líalos personales en el libro denominado 'Préstamos', nos expondremos a que 
se nos lo requiera telefónicamente, en primer término, y por nota intimatoria, a pnt- 
Uriori. 


2,1,2. Anticipo para gastos 

Si. sobre la base del estudio del expediente, el perito considera necesario o 
imprescindible un adelanto para anticipo de gastos, deberá solicitarlo por cscnio dea- 
tro del tercer día de aceptado el cargo. El juez a qito autorizará o no dicho anticipo, 
al autorizarlo, la pane que ofreció la prueba deberá hacer el depósito pertinente. Si 
los puntos periciales corresponden a ambos litigantes, el depósito se hará «(activo an 
un SO % por cada uno de ellos. 
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Anticipa de gastos ¡iri 463 del Código de Procedimientos Civil y Comercial 
de la Nación 

' Ari. 4&3 — Si el penlo lo «ilicitare dentro dd terver día <1c haber pt v:h el cargo, y <1 
correspondiere por la índole de la pericia, la o lar parles que lian ofrecido la prueba debe 
rün depositar la suma que el juzgado fije para gaita* de las diligencias 
Dicho impone deberá ser depositado dentro del quinto día. plazo que comenzará a correr a 
partir de la notificación personal o por cédula de la providencia que lo ordena. «■ entregará 
al perito, sin perjuicio de lo que en definitiva « resuelva respecto de las cortas y del pago 
de honorarios La resolución sólo será susceptible de recurso de reposición 
I-a fnhn de depósito dentro del plazo importará el desistimiento de la prueba* 

Para el tema que nos ocupa, el escrito será el siguiente 


PERITO CONTADOR SOLICITA ANTICIPO PARA GASTOS 

Señor Juez Nacional 

Carlos Alberto Rodríguez, contador publico, oon domicilio consti¬ 
tuido en la calle Rlvadavia 845. piso 8*. of. 43. designado perito con¬ 
tador en los autos caratulados: 

“ Las Delicias S i. c Fernández y Garvín 8-R.L- e/cobro de pesos". 
a V.8. dloe: 

1. Que tal come surge del cuaderno de prueba actora a fs. 36 
vta.. he aceptado el cargo de perito contador. 

n. Que de los puntee periciales a resolver, indicados por la ac¬ 
tora (fs. 85) y la demandada (fs. 28). surge que el suscripto 
debe verificar los libros de las partes litigantes durante los 
ejercicios económicos N® 9. iniciado el 1/1/93 y finalizado el 
31/12/93; N® 10. iniciado el 1/1/94 y finalizado el 31/12/94. 
y N° 11, iniciado el 1/1/98 y finalizado el 31/12/98. lo cual 
manifiesta la improba labor que se debe realizar. 

Teniendo en cuenta que el plazo para presentar el dictamen 
es de solamente quince dias. y que durante dicho lapso se 
deben analizar (según normas de auditoría) más de mil sete¬ 
cientos cinco comprobantes y su respectiva correlación oon los 
libros rubricados, se presupuesta al efecto una labor de más 
de ciento cincuenta horas de trabajo. 

III. De lo manifestado precedentemente, de V.S. SOLICITO se au¬ 
torice un anticipo para gastos, oon cargo a rendir cuenta, por 
la suma de $ 1.000 (pesos mil), a efectos de contratar per¬ 
sonal que me auxilie en la tarea encomendada. 

IV. Autorizar el anticipo de gastos solicitado, previa vista a las 
partes litigantes 
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Proveer como se pide. 


EB JUSTICIA 


(firma del panto) 


2.1,3. Ampliación de plazos para presentar el dictamen pericial 

El art 460 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación de¬ 
termina que el plazo para la presentación de la pericia debe ser de quince días, siempre 
que el juez, en el momento de la designación, no fije otro mayor o menor. Si even- 
tualmentc no se fijara plazo en el proveído, tendrá aplicación en el artículo referen- 
ciado y. en tal caso, el plazo será de quince días. 

Ampliación: art. 460 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la 
Nación 

"Art. 460 — CMUeMando el Hulado que contrpondiere tejiin el Mt 4». o venbdo el plaiu 
pora haced», el juez designan! el pedio y fijar! lo* punios de pcncta. podiendo agregar «tu* 
o eliminar lo* <pic comidero rniprocedenie* o inperfluo*. y «eílalirl el plazo dentro del casi 
el perito deben! cumplir »u cometido. SI la rcuilucidn no fijare dicho plato, «e miendcrt 
que e> de quince dios ' 

Si duranic el lapso para presentar el dictamen, éste no se pudiera concluir, se 
deberá notificar al juzgado y solicitar un plazo adicional Este procedimiento de pró¬ 
rroga puede ser sucesivo, siempre y cuantío exista una causal que justifique fehacien¬ 
temente su solicitud. 

PERITO CONTADOR SOLICITA AMPLIACION DE PLAZO PARA 
PRESENTAR SU DICTAMEN 

Seílor Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador público, con domicilio consti¬ 
tuido en la calle Rivadavla 845. piso 8 a , of 43. designado perito oon- 
tador en los autos caratulados: 

" Las Del Jolas S.A. c. Pornándoz y Garda S.R.L. a/cobro de peaoe *. 
a V.S. dice: 

I Que tal como surge del cuaderno de prueba actor» a fs. 38 
vta., he aceptado al cargo de perito contador 

II. Que la providencia dictada por V.S. no determina placo para 
presentar el dictamen pericial contable, pero, teniendo en 
cuenta las disposiciones del art. 460 del Código de Procedi¬ 
mientos Civil y Comercial de la Nación, el mi smo se de quin 





166 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


III Como dicho plazo vence dentro de las cuarenta y ocho horas, 
es necesaria tina prórroga de veinte días para expedirme so 
bre los puntos periciales de las partes lltiganten 

IV. La extensión de la tarea a realizar (verificación de mil sote 
cientos cinco comprobantes) y su respectiva registranlón en 
los libros de comercio hacen necesaria o imprescindible dicha 
prórroga. 

V. Por lo expuesto, de V.S. SOLICITO AUTORIZAR un plazo adi 
clonal de veinte dias para presentar el dlotamon pericial oon 
table 

Proveer de conformidad 


ES JUSTICIA 


(firma del perito) 


2,1,4. Informe de fecha en que se cumplirá el cometido asignado 

La modificación del Código de Procedí míen ios Civil y Comercial de la Nación 
establece en el art. 458, último párrafo, que cada pane nene la facultad de designar 
un consultor técnico; consecuentemente, si asi lo propusieran tanto la actora como la 
demandada, será necesario, a efectos de unificar la verificación de los comprobamos 
inherentes a las pruebas contables, indicar dia y hora en que el perito de oficio se 
constituirá en el domicilio pcmncntc. para. asi. cumplir con el cometido asignado por 
el juzgado. 

Por tal razón. las panes deben tener conocimiento de dicha fecha, y el perito 
debe presentar en el juzgado, con la debida antelación (el plazo mínimo es de diez 
días), el día, la hora y el lugar en que se practicará la diligencia 

En consecuencia, el escrito será el siguiente 


PERITO CONTADOR INFORMA LA PECHA EN QUE CUMPLIRA 
EL COMETIDO ASIGNADO 

8eftor Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador público, con domicilio consti¬ 
tuido en 1a calle Rlvadavla 845, piso 8". of. 43, designado perito oon- 
tador en los autos caratulados: 

"Las Delicias B A. c. Fernández y García 8.R.L. a/cobro de pesos". 
a V.8. dloe. 

I. Que la parte actora ha formulado la petición para que el sus¬ 
cripto informe dia, hora y lugar en que llevará a cabo la ta- 
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re* especifica sobre la verificación de comprobante» y libros 

ele comercio rubricados 

ti. Que a tal efecto establezco el día 20 de Jumo de 1996, a las 
16 horas, para que los consultores técnicos designado» se pr» 
sonten en al domicilio de la demandada r Fernandez y Garda 
8.R.L.), calle Yerbal 1261. Capital Federal 
III. Dar vista a los interesados de la fecha, la hora y si lugar en 
que se efectuar* la auditoria, a efectos de emitir el dictamen 
pericial contable. 

Proveer de conformidad. 

K8 JUSTICIA 


(firma del perito) 


2,1,5. Solicitud de emisión de cheque por anticipo para gastos 

Tal como se mencionó, se cuenta con la posibilidad de solicitar anticipo para 
gastos. 

Si el juzgado autorizó el mismo, las panes que requirieron la prueba pericial 
deberán depositar el impone correspondiente Si así lo hicieran, existirá en el expe¬ 
diente la respectiva boleta de depósito con el título del banco. Luego de que el peri¬ 
to contador constate dicha boleta, deberá presentar un escrito solicitando el cheque 
judicial del importe depositado por la/s panc/s. 

A continuación, se redacta el modelo del pedido de emisión de cheque 

PERITO CONTADOR SOLICITA CHEQUE 

Señor Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador púbhoo. con domicilio oonstl 

tu Ido en la calle Rlvadavla 84S, piso 8*. ot. 43. designado perito oon- 

tador en los autos caratulados: 

- uta Delicias S A c. FemAr.dez y Garda S H L « cobro de pesos*. 

a V.S. dios. 

1. Que atonto al requerimiento efectuado por el suscrtpco a fa 
38 vta . las partes han depositado, según consta en f» 26/26. 

$ 500 (pesos quinientos) cada una. como anticipo para gas- 
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□. Anta tal contingencia. 8B SOLICITA a V S se libra un cheque 
por la suma de $ 1 000 (pasos mil), a la orden del firmante, 
por el concepto antes indicado 

Proveer de conformidad 


Efl JOTTI01A 


(firma del perito) 

El Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, en su art. 463. 
último párrafo, dice específicamente que "...la falta de depósito dentro del plazo im¬ 
portará el desistimiento de la prueba ...". por consiguiente, en esta contingencia se debe 
solicitar, a través de un escrito, que el juez resuelva respecto de la contestación o no 
de los puntos periciales de la parte renuente a depositar el anticipo respectivo. 


2,1,6. Intimación formulada para que la empresa ponga a disposición 
del perito la documentación contable 

Es probable que el auxiliar de la justicia, en nuestro caso, el perito contador, 
concurra en varias oportunidades a unu empresa para verificar la documentación con¬ 
table y poder, así, emitir el dictamen solicitado por las partes litigantes; no obstante, 
si la empresa se muestra remisa o demora en demasía en poner a disposición del pe¬ 
rito la documentación contable requerida por éste, se debe informar al juzgado sobre 
su negativa o su demora. 

Como garantía o muestra de probanza de las gestiones infructuosas realizadas, 
el perito debe dejar una nota, en su primera visita a la empresa, especificando clara¬ 
mente cuál es la documentación necesaria e imprescindible para llevar a cabo su co¬ 
metido. Esta nota estará redactada en original y copia; cualquier miembro del perso¬ 
nal de la empresa deberá firmar uno de ellos, con sus datos aclaratorios, en calidad 
de recepción. De ese modo, el perito actuante tiene una prueba evidente de su acer¬ 
camiento a la empresa y de la documentación solicitada 

Con este escrito probatorio de la documentación requerida y la sistemática ne¬ 
gativa de la empresa acerca de su puesta a disposición, se deberá presentar al juzga¬ 
do el siguiente escrito intimatorio: 
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PERITO CORTADOR SOLICITA SI IRTIMl 


Carlos Alborto Rodríguez, contador público, oon domicilio consti¬ 
tuido en la oaUe Rivadavta 849. piso 8*. of 43. designado perito oon 
Udor en los autos caratulados 

Las Delicias 8 A c Fernández y Oafda 3.R.L a/oobro da pesos'. 

a V 8. dice 


I Que. tal como consta en la oopta del escrito fechado el 
mayo del corriente alio, reeepctonado por personal de la 
mandada, que se Identifico como Antonio Menéndez (D. 
12.380.431) en su calidad de empleado administrativo, 
solicitado vanos comprobantes, relativos a la operatoria 
empresa, asi como también, sus libros rubricados. 

n. Posteriormente, con fecha 23 y 30 de Junio, me constituí en 
oí mismo domicilio administrativo de PernAades y 0arela 
8.R L., y ful atendido. ademAs, por el Sr Uenéndez, quien 
manifestó al suscripto que no tenia en su poder la doeumen 
tentón requerida, desconociendo la facha en que podría Hispo 
nerla. 

III. Ante tal contingencia, y dada la negativa de la empresa en 
poner a disposición de este auxiliar de la justicia la documen¬ 
tación oportunamente peticionada, de V 8 SOLICITO se intime 
a la empresa demandada a que dentro del término do seten¬ 
ta y doa horas deposite en sede judicial la siguiente documen¬ 
tación contable: 


a) libros contables y auxiliarse en que registra sus operacio¬ 
nes comerciales: 

b) copia de los balances Rros 9, 10 y II, cerrados el 
31/12/93. 31/12/94 y 31/12/96. debidamente certifica¬ 
dos por contador püblloo; 

o) constancia documental original de todas las operaciones 
realizadas entre el actor y la demandada por iguales pe¬ 
riodos. 

d) resúmenes en originales y copia» de los extractos banca 
rtoe con que opera la sociedad (período 1993 1994-1998) 


IV 


Dar vista a los interesados e intimar i 
se peticiona en el apartado anterior 


Efl JUSTICIA 


(firma del perito- 


Proveer de oonformldad. 
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Transcurridas las cuarenta y ocho horas, a contar desde la fecha en que fue 
dejado el escrito intimatorio en la mesa de entradas, se dehe concurrir a la misma para 
conocer el resultado de la petición, es decir, conocer el proveído del juzgado y resol 

ver. de esa manera, las gestiones futuras. 

Es probable que la parte remisa, al conocer el escrito intimatorio del perito, trate, 
de inmediato, de poner a disposición del mismo toda la documentación requerida; w 
así no lo hiciera, el perito actuante reiterará la intimación bajo el apercibimiento de 
aplicarle a la empresa una multa dtnerarta diana por su demora 

Es dable destacar también que. dadas las contingencias narradas, la contrapar¬ 
te que solicitó la prueba avalará las gestiones del perno, tratando de consolidar su 
posición respecto de las pruebas periciales 


III. INFORMES Y DICTAMENES PERICIALES. PERICIAS 
TECNICO-CONTABLES 

PERITO CONTADOR PRESENTA DICTAMEN PERICIAL (I) 

Se flor Juez Nacional 

Adriana Márquez, contador público, oon domicilio constituido en 
la calle Esmeralda 259. piso 7*, of. 17. designada perno contador en 
los autos caratulados: 

• Píccoli de Di góa. Susana c. Garzón. Mario y/o s/dsAas y perjui¬ 
cios' , (expte. N‘ 11.236/92). me presento a S.S. y como mejor corres¬ 
ponda digo: 

ANTECEDENTES DE LA LITIS 

La presento controversia jurídica tiene como objeto principal la 
pretensión de la actora de percibir un importe diñerario que establece 
rA el juzgador por los daños y perjuicios inherentes de una mala praxis, 
tal como consta a fs. 28. 

Loa demandados —el profesional interveniente. dos clínicas y las 
compañías de seguros— contestan la demanda según escritos presenta¬ 
dos a fs. 80, 149 y 201. sin mediar reoonvonción alguna 

Tanto la actora como los demandados y codemandados presentan 
cuestionarios a resolver, atento el siguiente tenor 
RESOLUCION PERICIAL 

I. Que. en atención a los puntos periciales a resolver, vengo a 
presentar el dictamen correspondiente según los cuestionarlos 
propuestos por las partes litigantes, actora. demandada y 
codemandada. Al efecto, me constituí en los domicilios admi¬ 
nistrativos de las siguientes empresas: 
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a; Clínica del Sol 8 .a. 

h) Providencia B.A. 

o 1 Compartía da Seguros Omaga 8.A. 

He analizado en diohoe domicllloa loe libree da comercio qua aa in¬ 
dividualizan a continuación, aet como también, toda la documentación 
reapaldatorln de los respectivos asientos contables, oomo: 

1. Clínica del Sol 8.A. 

a) libro copiador diario general N* 8. rubricado balo el W A- 
11.880. con fecha 30/3/90; 

bi libro oopiador diario general íf» 6, rubricado bajo el A 
14.333. con facha 28/8/03; 

O libro ooplador Inventarlo !»■ 2. rubricado bajo el IT A- 
11 551. con fecha 30/3/90. 

2. Providencia 8.A 

a) libro diario JP 4, rubricado balo el H* B-13.494. cor. fe¬ 
cha 14/8/89; 

b) libro cala ingresos N* 2. rubricado bajo el W* B-13.898. 
con fecha 14/8/89; 

c) libro caja egresos N‘ 2. rubricado bajo el JP 13.698, con 
fecha 14/8/89; 

d) libro inventarlo N• 2. rubricado bajo el S’ B-13.697. ooa 
fecha 14/8/89. 

3. Compañía de Seguros Omega S.A 

a) libro diario N* 1, rubricado balo el V* A-17 408. oon fe¬ 
cha 31/7/88; 

b) libro inventarlo N" 1, rubricado balo el H* A-17.469, oon 
fecha 31/7/88; 

o) libro registro de pólizas emitidas y anuladas, y rease¬ 
guros N* 6, rubricado balo el N* A-21 382. con fecha 

25/9/90; 

d) Idem N* 7. rubricado balo el N* A-22 968. oon fecha 
18/10/91; 

e) Idem N* 8. rubricado balo el ÍP A-24 290. oon fecha 
21/4/93. 

I. Cuestionarlo de la actora 

a) Cuestionarlo; ' si llevan loe libros en legal forma * 
a) Respuesta del perito contador has empresas indicadas ut 

aupr a registran sus operaciones comerciales de acuerdo ooa 
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las disposiciones del Código de Comercio y con Las normativas 
de la ley 19.B80-, asimismo, para al caso especial de la Com 
paftia de Seguros Omoga S.A, asta cumpla con lo ordenado por 
la Superintendencia de Seguro® de la Nación, en lo referido a 
sus registros contables 

b) Cuestionario oon tales elementos de Juicio como libros osla 
I I, determine si figuran en sus asientos las facturas y los 
recibos acompañados al proceso y que eo encuentran Indivi¬ 
dualizados en el pto vi. rubro 8. del escrito de demanda - 
b> Respuesta del perito oontador: A loa efeotoa de clarificar me 
bódlcamente la contestación de este punto pericial, na acom¬ 
pañan por separado loe anexos A - B y ’C". en los cua¬ 
les se analizan loe asientos contables de loe libros diarios Nros 
S y 6. donde la empresa Clínica del So! S.A. ha registrado 
contablemente las operaciones oo me reíales que responden en 
su totalidad a las individual izadas en el pto. VI. rubro 8. del 
escrito de demanda. 

Bn los anexos indicados se detallan específicamente Las siguien¬ 
tes operaciones: 

— Anexo "A* 

1 Facturas de internación (privadas) de Clínica del Sol S.A. 
a Susana Ploooli de Digón 

8. Pagos realizados por la adora Susana Piccoli de Dlgón a 
Clínica del Sol SA, que responden a las facturas del pto 
1 precedente, por un Importe de $ 2 350 (pesos dos mil 
trescientos cincuenta), donde se incluyen también medi¬ 
camentos. material descartadle, extras, etcétera. 

— Anexo 'B‘ 

1. Facturación por consultorios externos de Clínica del Sol 
S.A. a Providencia S A 

2. Pagos de Providencia 8.A. a Clínica del 8o! S.A . referen 
ciados en el punto anterior 

— Anexo *C* 

1. Facturas de internación emitidas por Clinlca del Sol S.A. 
a Providencia 8.A., relacionadas con el presente litigio 

2. Pagos realizados por Providencia S.A. a Clinlca del Sol 
S.A , referenctados en las facturas del punto anterior. 

Asimismo, y para responder al cuestionarlo respecto de la empresa 
Providencia 8.A . se acompaña el anexo Individualizado oon la letra ”D". 
donde se detallan los pagos efectuados por dicha empresa a Clinlca del 
8ol S.A,. que responden a las facturas adjuntadas a la demanda (pto 
VI. rubro 2). individualizándose los números de folios de los libros tuya 
egresos y diario utilizados al respecto. 
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n. Cuestionario da Providencia S-A. 

a) Cimationarlo * si loa libros son ¡lavados sn ¡«gal forma 

ni RsspussU flsl panto contador Ratificando lo manifestado en 
la contestación del cuestionario ¡.al, los libros de comercio de 
las empresas litigantes son llevados en forma legal 

b) Cuestionarlo pagos efectuados por Providencia 8.A. a Clí¬ 
nica del Sol S A por las atenciones efectuadas a la adora y 

b) Respuesta del perito contador- Kn el anexo 'O* que se adjunta 
a oate dictamen, se real lia un detalle pormenorizado de loe 
pagos realizados por Providencia S A a Clínica del 8ol S A , 
incluyéndose también un análisis contable sobre el cruzara len 
to de reglstroolón 

Como dato complementarlo, se acompaAa también el anexo Indi¬ 
vidualizado con la ¡otra "B", donde se detallan loe pagos realizados por 
el señor Rodrigo Monendoz a la empresa Provldenola 8. A , que se en 
cuentran aontabllizados en el libro caja ingresos, en sus foUoe Uros 50, 

88, 60 y 68 

III. Cuestionario de Compañía de Seguros Omega S-A. 

a) Cuestionarlo: "...el los libros son llevados en legal forma.. ’. 

a) Respuesta del perito contador: Las regístramenos contables de 
¡as empresas Intervlnlentes en la presente litis están llevadas 
conforme la legislación en vigencia. 

b) Cuestionario: " si consta la emisión de la póliza fP 3S8 024 
(renovación N“ 436.882), e informe, vigencia, suma asegura¬ 
da, nesgo cubierto, cobertura 

b) Respuesta del panto contador: En atención a la verificación 
realizada en los libros de comercio de la empresa Compañía 
de Seguros Omega S A , se ha constatado que dicha compañía 
ha emitido la póliza N* 388 924. cuya vigencia corrió entre 
el 10/8/92 y el 10/6/93, cubriendo el nosgo de responsabl 
Udad civil y profesional para médicos, contratada a favor del 
□r. Mario Oarzón por la suma de $ 10.000 (pesos diez mil), 
monto actuallzable condicionado al Indice INDBC precios ma¬ 
yoristas no agropecuarios nacional (art. 2*. anexo 98) que 
forma parte de la póliza emitida (libro registro de pólizas JP 
6, folio 386). 

Con fecha 6/6/03, se prooedió a la smisión de la póliza N a 436 882 
(renovación de la póliza N s 388 924), con vigencia entre el 10/8/03 y 
el 19/6/04, por la suma de $ 12.000 (pesos doce mil), según se ha 
constatado en el libro registro de pólizas N“ 7 al folio 281 

Con fecha 26/11/03, se emite una nueva póliza adicional (endo 
•o), por la suma de $ 88 000 (pesos ochenta y ocho mili que. adioio- 
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nados a los $ 12.000 (pesos doce muí anteriores, totalizan una cober¬ 
tura de S 100.000 (pesos aun mili, oon vigencia entre ol 1 / 1 1 .'94 y el 
10/8/94. según se constató registro de pólizas H l B al folio 14Ü 

Be cuanto se tiene que informar, dar vista del presenta dictamen 

pericial a los interesados 


B3 JUSTICIA 


(firma del perito) 

OTROSI DIGO se acompañan loe anexos A B "C", 'D‘ y 
'B‘. que forman parte integrante del presento; tenerlo oomo expuesto. 

sera temblón 

JUSTICIA 


(firma del perito) 


PERITO CONTADOR PRESENTA DICTAMEN PERICIAL (II) 

Señor Juez Nacional. 

Juan Carlos Domínguez, contador público, con domicilio constituido 
en la calle Carlos Pellogrini 524. piso 2°. designado perito contador en 
los autos caratulados: 

" Constructora L<jJ&u 8.A c. Alvares. Graciela y otros s/sumarlo 
prueba aatora" toxpte N° 4B 876/95). se presenta a S.S. y dice: 
ANTECEDENTES DE LA LITIS 

La presente controversia Jurídica tiene oomo génesis determinan¬ 
te la pretensión de la aotora de percibir los mayores costos de un de¬ 
partamento del edificio ubicado en la calle Larr&zAb&l 345 de esta Ca¬ 
pital Federal, que oe construyó a su coste, según oonsta a fs 21 

La demandada y los codemandados contestan a fs. 36 y 42 las 
pretensiones de la actora. rebatiendo sus fundamentos, y reconvienen 

Sólo la actora presenta un cuestionarlo de rigor, a efectos del dic¬ 
tamen pericial contable a resolver, tal como se detalla a continuación 
RESOLUCION PERICIAL 

Que atento a la misión encomendada, se apersonó en el domicilio 
de la aotora. Constructora Lqjñn B.A . calle Francisco Beiró 3342. y 
procedió a verificar la siguiente documentación contable: 

a) fichas extraoontables de adquirentes de unidades; 

b) oerttfloados de obras emitidos; 
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e) factura* da compras da matanalas y honorarios; 

d) certificados de obras realizad**; 

•) liquidaciones bimestral os a adquiramos. 

O recibos de adquiramos por cuotas roas y por fustas. 

(P libro diario V* I, rubricado buyo a! IP B 3B BM. al 10/0/M. 
h libro Inventario ll* 1 . rubricado bajo a] *» B 35 699. si 
10/8/B2. 


t. Cuestionario da la aetora 

I Cuestionario de la adora * si ios libro* son llevado* en le¬ 
gal forma...*. 

1 Respuesta del perito contador- Los libro* de Constructora Lu¬ 
jen 8.A. son llevado* de acuerdo a derecho 

2 Cuestionarlo de la adora ' que informe detalladamente mía¬ 
les son las sumas pagadas por la demandada, en quS oonoep 

to. imputaciones * 


2. Respuesta del perito contador Las sucosa pagadas por la de¬ 
mandada. relacionadas únicamente con la oonstruoeiOn del 
edificio ubicado en la calle Larrasábol 34S, Capital Federal, 
que m han contablllsado en el libro diario W* 1 en forma de 
asientos contables con importes globales, son las siguientes 



ajustes practicadas I I y salíale ai se han practicado confor¬ 
ma a la ruada en la clausula V del boleto de compraventa - 

3 Respuesta de! perito contador las cuotas ds ajustas practica 
das. correspondientes a la oonstrucclOn del edificio, han sido 
calculada» de acuerdo con loe costos e inversiones real’.ledos 
en la obra de la calle Larraxábal 348. 

4 Cuestionario ds la motora: * conforme a los pagua realizados 
por loe demandados, informe a V.8. cuántas cuotas de oooe- 
truooldn han abonado y cuántos reajustas 
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oon mas da quince ajustes de cuotas en oonoepto de construc¬ 
ción". 

6. Cuestionarlo de la autora: * informara cual es la suma que 
la oonstmotora ha invertido en la obra bimensualmente, des 
de la firma del boleto por los demandados 
8 Respuesta del perito oontador. las sumas invertidas en la obra 
a partir de marzo de 1900 han sido las siguientes: 



La inversión en obra de marzo de 1990 a marzo de 1994 ha 
sido de $ 120 OOO (pesos ciento veinte mil) El porcentaje que 
oorrespondía a la unidad según contrato os del 4.25 (cuatro 
oon veinticinco por ciento). El monto de la utilidad de la em¬ 
presa. según clausula N' 3 del contrato, es del 20 % (veinte 
por ciento). Importe incluido en la liquidación. 

0. Cuestionarlo de la actora: * dirá la autenticidad de las liqui¬ 
daciones adjuntes en fotocopia y si corresponden a las exis¬ 
tentes en la contabilidad de Constructora Lujan S.A. 

6 Respuesta del perito contador: Las liquidaciones, adjuntas a 
estos actuados, corresponden a las contabilizadas en el libro 
diario de la sociedad de referencia 

7. Cuestionarlo de la actora: determinara cual es el porcen¬ 

taje de obra, que han abonado los compradores, con las su¬ 
mas pagadas, teniendo en cuenta el costo total.. 

7. Respuesta del perito contador Del detalle analítico transcripto 
en la respuesta N» 5, se tiene que. a partir de marzo de 1990, 
las inversiones y loe porcentajes en valores históricos Borlan 


Inversión total de obra por 
construcción 

S 1.000.000 

Inversión del depto 5* "B"; su 
porcentaje es del 4.26 

$ 42.000 

Importes abonados por la demandada 

$ 10.000 

(histórico) 

23.63 

Importe que resta abonar (histórico) 

$ 32.000 

Porcentaje que resta abonar (histórico) 

76.47 
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* cumplimentado lo ordenado por 8 8 . dar r 


RIMA •njBTTClA 


(firma dal panto) 


pr .RITO CONTADOR PRESENTA DICTAMEN PERICIA!. (III) 

Bator Juéz Nacional 

•Juan Josa Homaro, contador público, con domicilio constituido en 
la aalle Alai na ISM. pise 4*. of 148, desapiado panto contador en loa 
autos caratulados 

ArgptBofin Sociedad da Hacho c /abala y otras s/s obro ds pssos' 
prueba actora. as praaanM a 8 9 y dloa 
ANTECEDENTE* DS LA LITIS 

La presente oontroveraia jurídica Mana como objeto la pretensión 
da la acicra do recaudar tarifas diferenciólas respecto da la ocupación 
da laa habitaciones, a afectos de percibir el arancel correspondiente, 
oondloionado a la propasación da m Os loa grabada, tal samo surge do la 
demanda instaurada a ís. 30 

Los demandados componentes de la soc i e d a d da hacho con ta cten 
la demanda que corre agregada a fs. Ti. sin mediar reconvención al 

Su na 

Ambos partes proponan puntos periciales oontablas que se resuel¬ 
ven a continuación 
RK80LUCI0H PERICIAL 

Que. atento a la misión encomendada por B.B.. se apersonó en el 
domicilio de la demandada —Viamonca 1798—, a fin de verificar su 
documentación y poder, asi. contestar los puntos periciales presentados 
tanto por la parte actora como por la parte demandada. 
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mismo, se ha podido oonstatar la existencia de una planilla 
(sin rubricar) de ingresos diarios y periódicos, por habitación 
ocupada. 

2. Cuestionarlo de la demandada ' la tarifa vigente en el es¬ 
tablecimiento para los sábados a partir de setiembre de 
1980... V 


8. Respuesta del perito contador Las tarifas por servicio de alo¬ 
jamiento de pasajeros por día. desde setiembre de 1990 has¬ 
ta la fecha, han sido las siguientes 


Mes 


Setiembre de 1991 
Octubre de 1991 


Octubre de 1993 


S 1:30 horas 


Del cuadro precedente, se puede observar que existen tarifas 
diferenciales según su día. las mencionadas en la primera co¬ 
lumna son las tarifas correspondientes de lunes a viernes, y 
las de la segunda columna, a los sábados y domingos. 


1. Cuestionarlo de la actor» " si la demandada lleva su con¬ 
tabilidad en legal... . 

1. Respuesta de! perito contador Ver respuesta 1 del cuestionarlo 
de la demandada. 

2. Cuestionarlo de la adora ■ mediante la constatación perso¬ 
nal Jn sí tu. el perito determinará el número de veces que re¬ 
sulta de hecho utilizada una misma habitación del hotel de 
pasajeros por mes 

2. Respuesta del perito contador. A través de la constatación per¬ 
sonal ln si tu, el suscripto determinó, por medio de la técnica 
del muestreo. el promedio de ocupación correspondiente a la 
habitación N° 6. el cual resultó de 3 (tres) servicios por mea 

3. Cuestionarlo de la actora: " sucesivos precios que ha tenido 
cada servicio en el hotel..." 

3. Respuesta del perito contador: Ver respuesta 2 del cuestionarlo 
de la prueba demandada. 

4/8.Cuestionarlo de la actora: 4. "...monto al que ascendió cada 
arancel mensual adeudado por la parte demandada. ”, 5 
" actualización monetaria de los importes que resulten de la 
respuesta al punto anterior 
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4/5 RHpuMU da) panto oonudor: Para evacuar a ato» punto* 
pándalos. al «uacrlpto determinará la forma da calculo dal 
arancel anual, da acuerdo con la rao 804/0200 da la Sacra 
tarta da Información Pública, la cual, an el rubro 81, dice leí 
tualmanta ' Hócela* an lo* cual** a* propague múaica graba¬ 
da an la* habitaciones pagarán manaualmanta un importa 
Igual al 180 % (ciento cincuenta por manto) da la tarifa de una 
habitación para el día sábado ' 


81 oálculo aritmético del «tatema a* 180 * (ciento cincuenta 
por olento) de la tarifa de un «arricio del día aábado an una 
habitación: además, se utlllsan para su actualización lo* in¬ 
dicas de precios al oonsumldor —nivel general— del INDKC 



8. Cuestionarlo de la adora: '...monto total de la deuda actúa 
Usada: por aranceles. 

8. H os puesta do! perito contador: Del cuadro del punto anterior, 
surge que. para noviembre de 1092. el monto actualizado serla 

de... 

Hablándose contestado los puntos periciales de la parte adora y 
do la parte demandada, proveer de conformidad y dar vista a las par 

SSRA JUSTICIA 


(firma del perito) 


El dictamen pericial contable debe icr presentado en la mesa de entradas 
juzgado, con original y lanías copias como panes aculan en el juicio. 

El juez corren! traslado a estas ultimas acerca del dictamen respectivo, y los 
panes podrán, dentro de los plazos legales, impugnar u observar cualquier punto del 

cuesiionario propuesto. 


L 


Una vez que el perito tomador sea notificada de la observación o de la impug¬ 
nación practicadas, las contestará dentro del plazo de cinco dias. a contar desde la 
fecha de notificación de la respectiva objeción; dicha contestación debe lener datos 
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sólidos y fehacientes para consolidar la objetividad de la gestión realizada, tratando 
de clarificar los posibles interrogantes de la parte impugnante 


IV. HONORARIOS EN MATERIA PERICIAL 

4,1. SOLICITUD DE REGULACION DE HONORARIOS 

Los honorarios en materia judicial están regulados por el dto.-lcy 16.638 del 
18/12/57. publicado en el Boletín Oficial del 26/12/57, en tal fecha se fijó un aran¬ 
cel para profesionales en ciencias económicas, especificándose, en su capítulo segun¬ 
do. art. 3*. los honorarios en materia judicial Dicho arancel establece parámetros 
máximos del 10 % y parámetros mínimos del 4 %, aplicables sobre el monto del juicio. 

El decreto-ley mencionado dice, textualmente, en cuando a los honorarios en 

materia judicial: 

"Art, 5* — Cuando se trate de informes periciales en juicio» ordinarios, especióle», juma¬ 
dos y universales, regirá la siguiente escolo, aplicable al momo del juicio, inlcrvcmcndo un 
tolo profesional, en lo actualidad, mínimo d % (cuatro por ciento) y máximo 10 ib (diez, por 
cknto). 

Para fijar el honorario se tendrán en cuerna, además, tas siguientes prescripciones: 

a) Conccplüasc •pericia» o informe pericial lo opinión ctcnlflico emitido por uno o más 
profesionales en ciencias económicas sobre asumo» de tu competencia, dada a reqút¬ 
il intento judicial, en pleito contencioso o voluntario a efecto» de lomar una dccitión 
para resolver el mismo 

b) Se considerará momo del juicio la cantidad fijada por la sentencia o en la transacción 
Cuando no alcance el 75 * (setenta y cinco por eterno) del valor redamado en la de¬ 
manda o reconvención, o una u otra sean rechazadas, el juez, en ejercicio de la» fun¬ 
ciones conferidas por el apart g) de este misino articulo, podrá fijar los honorarios del 
perito en función de un porcentaje mayor al que corresponda según la cantidad esta¬ 
blecida por la sentencia 

el Cuando concurran vario» actores a un mismo juicio, los monto» a considerar serán lo» 
que se determinen para cada uno de aquéllo» individualmente 
d) Comido el honorario debe regularse un que deba dictarse sentencia o sobrevenido irán 
íacción. se considerará a tal efecto como monto del juicio la mitad de la suma techa- 
rada En caso de-pronunciarse semencia después, se procederá al reajuste de la regu¬ 
lación practicada de acuerdo con el resultado del pleno, y la» obligaciones definitivas 
de las panes se regirán por la dirima regulación 
e» Si la pericia e* presentada por dos profesionales, deberá deducirse la cantidad qoe co¬ 
rresponde a cada uno en una enana parte, «tendiéndose la reducción hasta un tercio 
del total de cada una. st intervinieran más profesionales 
f) Al pronunciarse semencia definitiva de primera instancia, en causa contradictoria, lo» 
jueces procederán a regular, en todos lo» caso», los honorario» corre»pontltenie» a la 
amuactón de k» profesionales comprendido» on el présenle régimen arancelario, si con 
antenondad no lo hubieran hecho durante el cuno del proceso 
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An f — Tratándose de medidas precautorias. Wvs honorarias. t» cata dr «compota 
•certificaciones*. no podrán fijarse en "irnos del «0 • uremia por «Mol y 20* <*» 
por ciento i respectivamente, de la cantidad del «nonada en (I jft T. sotar el mido d 
dor estable*, ido por rl penlc informante A los chelos de so aplicación policial, sale s 


impulsa al informe emanado .le uno o mis profesionales es 
inda s raqsmimmto indi 
Uenimoo Si ene mío 


lo sos rc(istncioaci contables. por la qae aquel o aquellos aseveran la fidelidad dt so 


vados be pal y «fulamente 
rt. 5* — luí los piídos dr quiebra v, 


de kn porcentajes eslablrcidos csi los ans 101 y IW de la ley 11.719. 
y. se tendrán en enema los upante* elemente* 
b) la complejidad y carácter dr la cuestión planteada. 

e) la trascendencia moral o económica que pan las panes irvnsc la cora Km en debate 
AH. 7* — Criando lar partes transen o se desistí de la acción una «ce aceptado el carpo, el 
honorario de los peritos K «talará aplicando estas normas 


b) si no hubiesen presentado las conclusiones, los parces apreciarán la labor reábrala 
dentro del término y dispondrán la «filiación compensatoria adecuada 
AH. K* — En cualquiera de los casos previstos en tos nti J* y 6*. rl honorario ahumó no 
podrá ver inferior ,i m$n 200 (pesos doKiemos moneda nacmnai) (1. 

AH. T — Los jueces no podrán dar por terminado ni afán jumo, da poner el «chivo de un 
espediente, aprotui transacción, admitir dcuslmiiaito. tubeopcióa o cesión, ordenar el 


« patos con faramta aórvuada. o que el ■■ 
do es prese su conformidad con qne sal se hopa 
AH. II — Los (asios y viáticos ol 
profesional serán independie 


111 Ene impone está i 
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Para el caso que nos ocupa, el escrito judicial a preventar ser.i el siguiente 


PERITO CONTADOR SOLICITA REGULACION DR HONORARIOS 

Señor Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador ptlbllco, con domicilio consti¬ 
tuido en la oalle Rlvadavia 84S. piso 6«. of 43. designado perito con¬ 
tador en los autos caratulados 

•Las Delicias S A e. Fernandez y Oarela 8.R.L s/oobro do peno»' 

a V.8. dice 

l. Que teniendo en cuenta que la Exorna CAmara Nacional de 
Apelaciones dicto sentencia definitiva en las presentes actúa 
clones, vengo a solicitar se me regulen honorarios por mi ae- 
tu ación como auxiliar da la justicia 

II. Para merltuar mi labor, informo que he dictaminado sobre los 
cuestionarios presentados por las tres partes integrantes del 
pleito (actor, demandado y codemandado) Para ello, he veri¬ 
ficado toda la documentación inherente a este Juicio en los 
domicilios de las empresas Clínica del Sol 8. A. y Compañía de 
Seguros Omega S.A.. todo lo cual Indica la completa y laboriosa 
gestión realizada 

m. Como nota de resalto. Informo a V.8. que los díctamenos 
emitidos no han merecido objeción o impugnación alguna de 
las partes litigantes, lo que manifiesta lo objetivo de la peri¬ 
cia realizada 

IV. Solicito regular los honorarios del suscripto condicionados al 
dio ley 16 636/67 que regla los mismos paro los graduados 
en ciencias económicas, en los parámetros del 10 % (diez por 
ciento) del monto del pleito como máximo y el 4 % (cuatro por 
ciento) oomo mínim o. 

ES JUSTICIA 


(firma del perito) 


V. RECURSOS SOBRE RESOLUCIONES JUDICIALES EN 
GENERAL Y EN MATERIA DE HONORARIOS 

5,1. LOS RECURSOS EN GENERAL 

Según Couture, "recurso" quiero decir "regreso al punto de partida ': "Es un 
recorrer, correr de nuevo el camino ya hecho; jurídicamente, la palabra denota lamo 
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el recorrido que se hace nuevamente. medíanle otra un tana*, como el medio de im¬ 
pugnación por vmud del cual se recorre el proceso" 

En la técnica de toda nuestra legislación procesal, los recursos se refieren, en 
general, a los medios de impugnación de las resoluciones judiciales. Puede decirse, 
entonces, que "recurso" es el medio técnico de impugnación y sublimación de lo* 
errores de que. manualmente, pueda adolecer una resolución judicial, dirigido a pro¬ 
vocar la revisión de ella, ya sea por el juez que la dictó o por oiro de superior jerar 
quía. También Iiianiz Frooiman define al recurso, en su dinámica, como un acto de 
impugnación de resoluciones judiciales El Dr nr. i.a Rus enseña que el recurso es 
un medio de impugación de la sentencia 

l.os medios de impugnación pueden distinguirse en ordinarios y extraordinarios, 
y aun. dentro de estos últimos, se contemplan los excepcionales. 

Los recursos ordinarios son los medios de impugnación que las leyes conceden, 
normalmente, a las partes para provocar un nuevo examen de la totalidad de la deci¬ 
sión, en persecución de otra más justa. 

Los recursos extraordinarios son los que sólo proceden por motivos específi¬ 
camente determinados por la ley que los limita. A la vez, los medios impugnativos 
extraordinarios excepcionales tienen una nota de trascendencia frente ai regular y 
normal sistema jurídico establecido. Esa cxccpcionalidad se presenta en el recurso de 
inconstitucionalulad nacional (federal) y en la demanda impugnativa de revisión. 

Nuestra Constitución Nacional indica la existencia, dentro de sus poderes, del 
Poder Judicial de la Nación, que es ejercido por la Corte Suprema de Jusucia y por 
los demás tribunales inferiores que el Congreso establezca en el territorio de la Na¬ 
ción. Las provincias se rigen por sus propias constituciones, las cuales deben contar 
con un Poder Judicial Fin todas ellas existen una primera instancia unipersonal, una 
pluripcrsonal (cámara de apelaciones) y la Suprema Corte, o Supremo Tribunal Su¬ 
perior: en esta última termina la pirámide, como pumo máximo de expresión de jus¬ 
ticia. 

Esto indica que. en general, nuestra legislación encierra una acabada garantía 
de control y seguridad en la administración de la justicia, lo cual señala dos instan¬ 
cias procesales, además de una postenor —como posibilidad excepcional—. es de¬ 
cir, la Corte Suprema de Justicia 

Ya se han expuesto someramente las instancias judiciules a que se puede recu- 
mr ante un fallo desfavorable: analizaremos, ahora, cada una de ellas, de acuerdo con 
su importancia. 
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5,2. EL RECURSO DE APELACION 

Eis el medio impugnativo ordinario más amplio y generalizado que se interpo¬ 
ne ame el juez del proceso, por quien icnga ínteres. para que el tribunal de instancia 
superior reexamine lo resuello, y revoque o modifique la decisión 

Los motivos del recurso, que puede abarcar toda la sentencia o parle «le ella, son 
vanados: por errónea apreciación de los hechos, por indebida interpretación, por equi¬ 
vocada valoración «le la prueba y por indebida interpretación del derecho, todo ello, 
encauzado a que el supenor suplante la resolución por otra, en la medida de lo soli¬ 
citado y en beneficio del npclamc 

El recurso de apelación procederá respecto «le 

a) las sentencias definitivas; 

b) las interloe uinnas. 

c) las providencias simples causantes de un gravamen que no pueda ser repa¬ 
rado por la semencia definitiva. 

El recurso de apelación será concedido libremente o en relación, en uno u otro 
caso, con efecto suspensivo o al solo efecto devolutivo El recurso contra la semen¬ 
cia definitiva en el juicio ordinario y en el sumario será concedido libremente; en los 
demás casos, sólo en relación 

La reforma de la ley 22.434 del Código «le Procedimientos Civil y Comercial 
de la Nación dispone específicamente, en su art. 244. que toda regulación de hono¬ 
rarios será apelable. El recurso deberá interponerse y podrá fundarse dentro de los 
cinco días de la notificación, posibilitando, de tal forma, la consecuente disconfor¬ 
midad del apelante contra la resolución del juzgado. 

Este dispositivo viene a cubrir un vacio que la ley no tenía previsto, o sea. el 
recurso contra las regulaciones de honorarios, como cíccio de ello, se producían ver¬ 
daderas situaciones procesales anómalas. Con la reforma. n«> hay posibilidad de que 
se declare la deserción del recurso por la no presentación de la expresión de agravios 
o memorial, desde que la ley lo proclama con carácter facultativo y manifiesta que 
“podrá fundarse*. 

El otorgamiento del recurso corresponde al mismo juez que dictó la resolución 
a la cual recurre, razón por la que la apelación debe interponerse ante el juez a quo. 
y. en consecuencia, podrá éste conceder o denegar el recurso; para este último caso, 
en presencia del llamado “recurso de queja por apelación denegada' 

Cuando el recurso se hubiese concluido respecto de la sentencia definitiva el 
día en que el expediente llegue a la cámara, el secretario dará cuenta para que sea 
puesto en la mesa de entradas; esta providencia se notificará a las parles por cédula. 
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y el apelante deberá expresar agravios dentro del plazo de diez o cinco días, según 
se trate de juicio ordinario o de sumario 

Para el caso concreto de los honorarios, se podrá optar entre fundar el escrito 
en el mismo acto de la apelación o proceder a expresar los agravios luego de que el 
expediente llegue a In cámara. 

Específicamente. la expresión de agravios o fundamcntación de la apelación es 
el elemento con contenido intelectual que deberá contener el razonamiento sobre la 
censura de la sentencia, tratando de efectuar una crítica concreta y razonable acerca 
de las panes del fallo que el apelante considere equivocadas. 

Si el apelante no expresare agravios dentro del plazo establecido, el tribunal 
declarará desierto el concurso, y. en tal caso, la sentencia quedará firme para el re¬ 
currente. Por eso es aconsejable, para el caso específico de los honoranos, efectuar 
en el mismo cscrilo de apelación la fundamcntación; en esa situación, no correspon¬ 
de la expresión de agravios. 

I ju costas del proceso de esta segunda instancia estarán a cargo del vencido, 
y es probable, en caso de que la cámara no tenga en cuenta la apelación recurrida, 
que el impugnante, profesional o no. cargue con ella». 

Ante tal contingencia, y si evidenciamos, a nuestro entender, que la Excelentí¬ 
sima Cámara Nacional de Apelaciones ha incurrido en alguna apreciación errónea o 
resolvió, equivocadamente, en sentido desfavorable, estamos en condiciones de pre¬ 
sentarnos con el llamado "recurso extraordinario de apelación" 

Para ello se hace necesario, en algunos casos, hacer mención, en el escrito de 
apelación presentado en primera instancia al expresar agravios, de la denominada 
"reserva del caso federal", que es la que versa sobre la interpretación de normas o 
actos federales de autoridades de la Nación, y otras normas o actos de autoridades 
nacionales o locales. 

Esta cuestión federal es la base del recurso extraordinario y debe ser planteada 
oportunamente, fundándose en la arbitrariedad del juzgado al prescindir de pruebas, 
exceder el inarco de lo debatido, omitir el tratamiento de factores conducentes a la 
dilucidación del pleito, etc. Toda cuestión federal se halla referida a la interpretación 
de alguna cláusula de la Constitución Nacional, y a las leyes o actos federales, que 
se relacionan con las garantías constitucionales. 


5.3. EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE APELACION 

A fin de preservar el orden jurídico establecido, existe el llamado "control de 
conxiitucionalidad". esto es. el examen o la revisión de actos u omisiones de los po¬ 
deres públicos y de los particulares, para adecuarlos a la Constitución Nacional y 
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mantener así la supremacía de la Ley Fundamental. Las denominadas "vías de con¬ 
trol" son. a su ve*, los medios instrumentales de hacer efectivo dicho control, vale 
decir, un sistema de defensas legales o remedios procesales, y atribuciones del órga¬ 
no jurisdiccional (Poder Judicial), que le permiten, ante un conflicto (juicio) deter¬ 
minado. asegurar la supremacía de nuestra Constitución, y. con ello, las institucio¬ 
nes federales, la jerarquía de las normas (art. 31, Constitución Nocional), las garan¬ 
das individuales y. en general, el imperio de la justicia. 

El recurso extraordinario permite llegar al más alto tribunal (la Corle Suprema 
de Justicia de la Nación), que es el intérprete final y el custodio de la Constitución 
Nacional; es la vía última y definitiva de control constitucional, pues, aun plantea¬ 
das otras vías (v. gj\. amparo, habeos corpas), es posible introducir en ellas el recurso 
extraordinario de apelación y así. por proyección, llegar en definitiva a la Corte Su¬ 
prema. Puede arribarse al recurso extraordinario con previo planteo del llamado "caso 
federal" o sin él. 


5,3.1. Recurso extraordinario con previo caso federal 

En cualquier conflicto que se sustancie ante el órgano jurisdiccional, es posi¬ 
ble. agotadas las instancias previas, necesarias en cada caso, de acuerdo con los có¬ 
digos procesales respectivos, interponer ante la Corte Suprema de Justicia el recurso 
extraordinario, cumplidos los siguientes recaudos 

1. Se pane del supuesto de un conflicto (juicio) planteado al órgano jurísdic- 
cional. ya que el recurso extraordinario no funciona en abstracto ni genéri¬ 
camente, sino que resuelve casos concretos, sin efecto vinculante para otros 
conflictos. 

2. El caso federal debe invocarse ante la violación de un derecho federal, para 
el supuesto de que la sentencia a dictarse llegara a ser, en definitiva, contraria 
a la pretensión jurídica que esgrime en esc conflicto la parte que introduce 
la cuestión federal. 

3. La eventual lesión federal debe producir un gravamen concreto y relevante 
al interesado, vinculado, in-cparable y subsistente, es decir, que sea el efec¬ 
to de la sentencia contraria, que no reste ninguna otra defensa procesal o 
instancia, y que subsista al momento de fallar la Corte Suprema de Justicia. 

4. La reserva del caso federal debe ser introducida oportunamente, tan pron¬ 
to pueda preverse la posibilidad de la lesión federal, lo cual, en algunos ca¬ 
sos. ocurrirá al contestar la demanda, otras veces, al dictarse sentencia de 
primera instancia, etc ; ello es así porque, en nuestro sistema, el Código Civil 
es difuso, ya que lo ejerce el Poder Judicial todo, y, en último término, la 
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Corle Suprema de Justicia de la Nacido, por ende, es posible obtener el aco¬ 
gimiento del caso federal, en instancias inferiores a dicha Corte Suprema. 

5. Debe mediar sentencia definitiva, dictada en ese conflicto por el tribunal 
superior de la causa, que varía- en la Capital Federal, son las cámaras nacio¬ 
nales de apelación, federales o locales, en las provincias, será la Corte Su¬ 
prema o tribunal superior de cada una Si la sentencia de esc superior tribu¬ 
nal de la causa resulta contraria al derecho federal oportunamente invocado 
y mantenido de manera eventual a través de las distintas instancias inferio¬ 
res. esc caso federal se podrá proyectar a la Corte Suprema de Justicia me¬ 
diante el recurso extraordinario, que será entonces el último remedio para 
obtener la tutela del derecho federal que es violado. 

6. El recurso extraordinario debe, entonces, interponerse y fundamentarse ante 
el tribunal superior de la causa —cámara de apelaciones— para ante la Corte 
Suprema de Justicia, dentro de los diez días de notificada la sentencia defi¬ 
nitiva dictada por ese tribunal superior. Tanto el procedimiento como la pro¬ 
cedencia se indican en el ait. 245 del Código de Procedimientos Civil y 
Comercial de la Nación, dentro de los supuestos previstos en el art. 14 de la 
ley 48 1.a forma, el plazo y el trámite se incluyen en el art. 257 del código 
mencionado: dentro del art. 258 se verifica la hipótesis de ejecución de sen¬ 
tencia sobre la premisa de dar fianza acerca de responder de lo que se per¬ 
cibiese. para el supuesto de que el fallo fuera revocado. 

Si el tribunal superior de la causa —cámara de apelaciones— deniega el recurso 
extraordinario (lo que es habitual), se puede rccumr directamente a la Corte Supre¬ 
ma de Justicia, presentando ante ella el recurso de queja por apelación denegada, en 
el pla/.o de cinco días a partir de la notificación de la denegación del recurso extraor¬ 
dinario. 


5,3,2. Recurso extraordinario sin previo caso federal 

1. Sin el previo agravio federal (con las características del me 3 precedente), 
no previsible ames (reserva oportuna), el recurso cxtraonlinano sólo se pro¬ 
duce al dictar sentencia el tribunal superior de la causa. Se da por supuesta 
la existencia de un conflicto en trámite, pero es obvio que no pudo preverse 
la posibilidad de la lesión federal. Tenemos como ejemplo el caso de arbi¬ 
trariedad de sentencia, procedimiento que se configura en el supuesto del inc. 
6 precedente. 

2. Si se trata de la decisión de un órgano no judicial contra el cual no existe 
posibilidad alguna de revisión judicial (por ejemplo, los miembros del Tri¬ 
bunal Superior de la Provincia de San Juan, que fueron removidos por jui- 




ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


cío político de la legislatura local, recurrieron directamente a la Corte Su¬ 
prema de JusticiaV Aquí, el conflicto —entendido como supuesto de la fun 
cidn jurisdiccional, ejercida sólo por el Poder Judicial— se plantea al dedu 
cinc el recurso extraordinario ante la Corle Suprema de Justicia de la Na¬ 
ción. 


5,3,3. Característica del recurso extraordinario 

El recurso extraordinario no tiene efecto vinculante, esto es. no obliga a los 
tribunales inferiores a aplicar a otros casos la doctrina sentada pot la Corte .Suprema 
de Justicia de la Nación en un juicio determinado, aunque, poi supuesto, tiene el valor 
de un precedente emanado del más alto tribunal. 


VI. RECURSO DE QUEJA 

Interpuesto el recurso extraordinario, el tribunal, previo examen de las condi¬ 
ciones de admisibilidad, debe resolver admitiendo o denegando el recurso, y funda¬ 
mentando su decisión. 

Denegado el recurso, como ocurre habitualmentc en materia de honorarios, la 
parte que se considera agraviada puede recurrir en forma directa en queja a la Suprema 
Corte, solicitando que se le otorgue el recurso denegado (art. 282. Código de Proce¬ 
dimientos Civil y Comercial de la Nación) 

El plazo procesal indicado para presentar la queja es de cinco días. a contar 
desde la fecha de notificación del auto denegatorio Esta presentación se realizará 
directamente en la Corte Suprema de Justicia de la Nación; el escrito respectivo debe 
acompañarse con las siguientes copias simples de 

a) sentencia de primera instancia; 

b) sentencia de segunda instancia; 

c) recurso extraordinario presentado por el agraviado; 

d) contestación del recurso extraordinario por parte de la contraria; 

e) auto denegatorio del recurso interpuesto; 

f) cédulas de notificación denegando el recurso extraordinario; 

g) boleta de depósito por el importe que periódicamente se establezca para in¬ 
terponer la queja; el depósito está a la orden de la Corte Suprema de Justi¬ 
cia de la Nación 
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Si la queja fuer» declarada admisible por la Corte, el depósito se le devolverá 
al interesado, pero si hiere desestimada o si se declarase la caducidad de la instan¬ 
cia. la Corte Suprema dispondrá de estos fondos, para la dotación de las bibliotecas 
de los tribunales nacionales y/o provinciales. 

El escrito de recurso de quepa presentado ante la Corte Suprema debe estar 
debidamente individualizado (art 283. Código de Procedimientos Civil y Comercial 
de la Nación), indicándose en el mismo contra qué resolución de la cámara se inter¬ 
pone; la Corte podrá también desestimar esta última sin más trámite, o exigir para su 
estudio la presentación de otras fojas en copia, o. si fuera necesario, la remisión de 
todos los cuerpos del expediente (art 285. Código de Procedimientos Civil y Comer¬ 
cial de la Nación). 

Los fundamentos argüidos al presentar la queja deben ser los mismos que ava¬ 
laron el recurso extraordinario, específicamente enmarcados en la procedencia de este 
último; deben lomarse, además, todos los recaudos legales, y cumplir todo» loa re¬ 
quisitos formales, tales como la introducción del caso federal, la arbitrariedad y k» 
presupuestos del art. 14 de la ley 48. entre otros; debe hacerse, finalmente, una ex¬ 
posición clara y didáctica de los hechos, tratando, en especial, de demostrar la equi¬ 
vocación de la cámara al desestimar el recurso extraordinario presentado, refutando 
los conceptos de la sentencia para reverla y obtener su anulación 

Es innegable que. asimismo, habrá que hacer mención de toda la jurispruden¬ 
cia a nuestro alcance, para, así. poder avalar la decisión de revertir el concepto ne¬ 
gativo del pronunciamiento de la cámara. 

En materia de honorarios, específicamente, en el desempeño de funciones como 
perito contador, la actual Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dictado un fallo 
sin precedentes, garantizando las regulaciones para graduados en ciencias económi¬ 
cas. sobre la base de un no apartamiento de las escalas y los mínimos legales esta¬ 
blecidos en las leyes arancelarias en vigencia (dto.-ley 16.638/57; fallo C. 173 XX 
del 25 de julio de 1985, autos "Corporación Argentina de Productores de Crema 
S.A C.l.h'.A M I. c. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Airrs s/exproptación ", 
según queja deducida por el Dr. Ai «ra ro Emilio Mkcmctti como perito contador). 

Aquí, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con el voto favorable de cua¬ 
tro de sus miembros y uno en disidencia, ha dado la razón al recu nenie, dejando sin 
efecto la sentencia y mandando dictar un nuevo pronunciamiento que no será reali¬ 
zado por la Sala "A", que originalmente trató el tema, sino por otra sala que. según 
sorteo, se designará al efecto. 

El fallo mencionado garantiza en sí el futuro de todo upo de regulaciones de 
honorarios sobre la base de un no apartamiento de los mínimos estatúalos en las le¬ 
yes en vigencia, con prescindcncia de los montos del juicio o cualquier otro paráme¬ 
tro. que influirían en su posible deducción. 
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Este fallo ejemplar no ha sido utilizado solamente en su lunsprudencia para los 
graduados en ciencias económicas, sino que también ha tenido efecto en otra* disci¬ 
plinas. 

Con fecha 30 de marro de 1993, la Cerne Suprema de Justicia de la Nación 
(compuesta por nueve miembros) dictó sentencia en los autos "Asociación Escuela 
Uncoln c. Provincia de Buenos Aires sfconsignación" (capte A. 156 XXII origina¬ 
rio). condenando a la demandada con costas En el apañado quinto de los conside¬ 
randos. dice: "Asimismo, en razón de lo establecido en el art 3* del dio.-ley 16 638/57. 
se regulan los honorarios del contador liste antecedente jurisprudencial ratifica el 
fallo anterior sobre las bases y alícuotas aplicables para honorarios en materia judi¬ 
cial de los graduados en ciencias cconómicax. 

No obstante, es dable señalar que tales decisiones no son «le efecto obligatorio, 
ya que todavía algunas cámaras nacionales de apelación siguen regulando honorarios 
por debajo del mínimo arancelario, lo que da origen a numerosas quejas, procedimien¬ 
to legal único que garantiza el cumplimiento de la ley. 


Vil. FORMACION DE INCIDENTES POR COBRO 
DE HONORARIOS 

Es conveniente, a los efectos de simplificar las normas de procedimiento y 
agilizar el cobro de honorarios, solicitar, al juzgado donde se tramita la causa, la for¬ 
mación de un incidente para el cobro de honorarios ya firmes, de tal manera que. en 
el futuro, el incidente formado sea ajeno al cuerpo principa! de la litis. 

Al respecto, el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, en 
su art 117. dice textualmente: 

T3 incidente te formara con el escrito en que te promoviere y con copia de la molucMVn y 
de i» den*» peas dd principal que lo moU va y que ladrearen Us pane». seAalando las toja, 
respectivas, cuya confrontación hará el societario o el oficial primero * 


narro cortador pide certificación 

Exorna. CAmara: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador publico, con domicilio consti¬ 
tuido en la calle Rlvadavla 848. piso 8'. of 43. designado perito con 
tador en loe autos caratulados 

"Les Delicias o. Fernandez y García 8 R.L. s/oobro do pesos', a 

V 3 dios 


I. que acompafto a la presente las fotocopias de las fs 1861 a 
1876 inclusive, y fs. 1030 a 1948 Inclusive, del expediente 
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en cuestión Dicha* oopkas respondan a la sentencia te primara 

y segunda insúmela» oon la» respectivo notificaciones a las 

partea litigante» 

n. Solicito se certifiquen la» mis mas. a efecto* te Iniciar un In¬ 
cidente por separado en el juzgado te origen 

Proveer como se pide 

ES JUSTICIA 


(firma tel perito) 

La certificación precédeme puede ser solicitada a la Excmi Cámara Nacional 
de Apelaciones o al jurgado donde se Iranilla la causa, evidentemente, en el lugar en 
que ésu se cncucnlre en esc momento 


PERITO CONTADOR SOLICITA 81 PORMZ INCIDRNTR SOBRE COBRO 
DE HONORARIOS 


Seftor Juez Nacional 

Carlos Alberto Rodrigue*, oontador püblloo. con domicilio eonsti 
tuido en la calle Rivadavia 845. piso 3*. of 43. designado perito oon- 

tador en los autos caratulados: 

• Loo Dolidas c Fernandos y Oarela 8.R.L. n /cobro do poooo' . a 

V.S. Oleo: 

1- Que adjunto a la presente las fotocopia» certificada» te las re¬ 
soluciones de primera instancia y de la Bzcma C4mara te 
Apelaciones «n ¡o Civil. Sala 'H‘. y sus respectivas notifica¬ 
ciones 

n. Que. según consta en la» cédula» diligenciada», la» partee han 
tomado conocimiento te la sentencia firme, oon fecha 10 te 

mayo de 1995. 

!□ Consecuentemente, y habiendo vencido el plato te treinta día» 
para el depósito de mis honorarios regulados. SOLICITO se for¬ 
me un Incidente por separado, para intimar el oobro respec¬ 
tivo. 

Proveer oomo se pide. 


■S JUSTICIA 
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Este incidente debe ser solicitado en el juzgado de primera instancia, haciendo 
notar que. una vez. formado el mismo y en el futuro, la carátula del espediente por 
la gestión del perito será "Las Delicias c. Fernández y Garda S.R.L s/cohro de pe¬ 
sos - hádente s/cobro de honorarios" 


PERITO CONTADOR PRESENTA LIQUIDACION 

Sefior Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador público, con domicilio consti¬ 
tuido en la calle Rlvadavia 848. piso 8*. oí 43. designado perito con¬ 
tador en loa autos caratulados: 

"Las Delicias c. Fernández y García 8 R L. s/cobro de pesos", a 
V.8. dice: 


L Que, tal como surge de las cédulas obrantes en autos, las par¬ 
tes han sido notificadas de la sentencia firme sobre honora¬ 
rios el día. 


n. Que no habiendo Las Delicias S.A. depositado suma alguna de 
dinero por estos oonceptos, vengo a practicar mi liquidación 
respectiva del crédito a mi favor 


a) Monto regulado en segunda instancia a la fecha de sentencia 
recurrida ././. $ 4.000 (pesos cuatro mil), 


1, Actualización al././. por el INDEC, y tasa de des¬ 
cuento del Banco Nación Argentina al ././ 


Indioe. 

Capital de origen 
Coeficiente de actualización 

Capital ajustado al . I ./. 

Mas Interes del 6 % anual 

(mese*. V) 

Monto adeudado al ./. I - 

Periodo././.al././..... 

Capital de origen 

Intereses resarcltorloe 

Monto adeudado al ./. 


8.012.077.484.7 
111,919.006,9 
S 3.500 
168.803 
$ 890.810.90 


b) Tener por presentada la liquidación pertinente. 

ES JUSTICIA 


(firma del perito) 
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PERITO CONTADOR SOLICITA HOMOLOGACION DR LA LIQUIDACION 
PRACTICADA AL-/—— 

Beftor Ju« Nacional. 

Car loa Alberto Rodrigue*, contador público, con domicilio eonstl- 
tuldo en la callo Rlvadavia 846, piso 8*. of 43. designado ponto oon- 
tador en loa autoa caratulado* 

-Lee ¡folíelas o. Fernandez y daréis 8.R.L. s/eobro da ¡fosos', a 

V.8. dice: 

1 Que. habiendo aido notificada* la* partea de la liquidación 
practicada en la* presento* actuaciones, y ante el silencio de 
las mismas, de V S SOLICITO se homologue y declare firme 
la liquidación presentada 

Proveer como se pide. 


(firma del panto) 


Cuando el juzgado homologue la liquidación solicitada, se tendrá la pieza ju¬ 
rídica para practicar cualquier diligencia respecto de la medida cautelar que garanti¬ 
za el cobro de la misma. 


PERITO CONTADOR SOLICITA CHEQUE POR HONORARIOS 

Se flor «Juoz Nacional: 

Carlos Alberto Rodríguez, contador público, con domicilio consti¬ 
tuido en la calle Rlvadavia 845. piso 8 a . of 43, designado perito con¬ 
tador en loa autos caratulados: 

"Los ¡folíolas o. Fernández y García 3 H L. a/cobro de pesos' , a 
V.8 dice: 


I. Que. según surge de la boleta de depósito agregada al expe¬ 
diente a fs. 392. ‘la obligada en costas". Las Delicias S A . 
ha depositado la suma de $ 4 500 (pesos cuatro mil quinien¬ 
tos) en concepto de honorario* judiciales 
II Que. teniendo en cuenta la demora incurrida por la empresa 
en efectuar el pago de los mismos, hago expresa reserva de 
solicitar oportunamente los intereses resaroltorlos respecto de 
la demora incurrida. 
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III. Labrar el cheque solicitado a la orden del suscripto, Indicando 
en el mismo el número de CUIT respectivo . 20 00000000-6), 
y tener en cuanta la reserva mencionada 
Proveer como se pide. 

SKRA JUSTICIA 


(firma del perito) 


La parte condenada en costas debe depositar los honorarios de los profesiona¬ 
les actuantes dentro de los treinta días corridos a contar desde la fecha de la notifi¬ 
cación. 

Si el depósito se efectuare con posterioridad, se deben computar las correspon¬ 
dientes intereses resucitónos por la mora en el tiempo, los cuales deben ser solici¬ 
tados por el acreedor expresamente en el escrito donde se practica la liquidación res¬ 
pectiva. 


7,1. MODELOS DE ESCRITOS JUDICIALES SOBRE HONORARIOS 
7,1,1. Modelo de escrito judicial sobre apelación de honorarios 
pxarro judicial apila 


8oflor Juez Nacional: 

Carlos Alborto Rodríguez, contador público, oon domicilio constl 
tuldo on la callo Rlvadavia 848. piso 8*. of 43. designado ponto con¬ 
tador en loo autos caratulados: 

'Las De! ¡cías o Fernández y (Jarda 8 R L. s/eobro do posos*, a 
7A dice: 


I. Que se da por notificado do la regulación practicada en autos 
y que ascendió a la suma do $ (pesos 

.). y apela de la misma por 

considerarla BAJA, en razón de la magnitud de la tarea de¬ 
sarrollada. el tiempo insumido en la gestión y la importancia 
económica de la litis 

n Sn relación oon la magnitud de la tarea desarrollada, es da¬ 
ble destacar que el suscripto ha contestado tos puntos del cues 
tierna rio presentado por las partee —adora, demandada y 
codemandada—. en un dictamen pericial oon veinticinco 
anexos (ver (i 86/80); asimismo, anta un pedido de aclara¬ 
ciones. dsl tercero citado, se presentó un escrito titulado * Pe- 
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rito contador solicita plazo y documentación en préstamo r» 

servada" (ver fs. 66) 

De dicho Informe, surge con claridad meridiana la extensa fun¬ 
ción profesional desarrollada, cuyo fin se ajustó a satisfacer 
en sus dtctaraenes periciales a loa puntos propuestos por las 

partas. 

IT! Reta ardua tarea consistió en la verificación da los libros ru¬ 
bricados s informaciones sobra métodos ds registros contables, 
inherentes a esta Juicio, en ios domicilios ds ¡as empresas Las 
Dallólas S.A . Fernando* y d arela Si. y Compartía ds Segu¬ 
ros Omega S.A. todo lo cual indica la compleja y laboriosa 
gestión realizada. 

Asimismo, se destaca que ninguno de los informes presenta¬ 
dos ha sido objeto de Impugnación alguna, lo que evidencia la 
objetividad de la labor Insumida en la gestión 
Do lo precedentemente manlfsotado, surge con claridad lo ex¬ 
tenso de la tarea, cuya exigua regulación motiva esta apela 
alón. 

IV Por todo lo expuesto, de V S SE SOLICITA tener en cuenta el 
escrito de apelación presentado y elevar loe autos al Supartor, 
a efectos de que se reconsideran los honorarios regulados sn 
primera instancia con más si correspondiente «juste por la 
desvalorlMolón de n/slgno monetario Pare el supuesto de que 
la Kxcma. Cámara no revea la decisión del Jue* actuante, in¬ 
terpongo desde ya la reserva del caso federal (art 14. ley 48). 
Proveer ds conformidad. 


SERA JUSTICIA 


7,1,2. Modelo de escrito judicial que interpone recurso extraordinario 

PERITO CONTADOS INTERPON! RECURSO EXTRAORDINARIO 

Se flor Juez Nacional: 

Carlos Alberto Rodrigue*, contador público, con domicilio oonsu- 
tuldo en la calle Rivadavia 846. piso 8 a . of 43. designado perito con¬ 
tador en loa autos caratulados. 

• Las Delicias o Fernández y Oercss 8-R.L. s/cobro de pasee-, a 

V.8. dice: 





196 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


l. Objeto 

Contra la regulación practicada por V K con fecha 1B de junio del 
comenta año. y notificada al suscripto el SO de junio vengo a interpo 
ner en tiempo y forma el recurso extraordinario para ante la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, previsto en el art 2B6 del Código de 
Procedimientos Civil y Comercial do la Nación, en cuanto dicha provi¬ 
dencia me ha f\)ado una retribución eustanotalmente inferior al mínimo 
que establece el dto.-ley 18.638/67 

Puado el recurso en las consideraciones que paso a exponer 


La apelación extraordinaria que interpongo es procedente en el 
oaso. en razón de cumplirse todos los supuestos de fondo y do forma 

necesarios para ello 

Bn efecto: 

1. La resolución cuestionada me acarrea un gravamen Irrepara¬ 
ble. por ser definitiva, vale decir, que Impide todo ulterior 
debate de la cuestión decidida, no restando a mi parte, por 
ende, medio legal alguno para obtener la tutela de su derecho 
(fallos T. 219. póg 64 >. frustrando, asi. los derechos consti¬ 
tucionales en que se apoya el recurso. 

2. La presente cuestión federal es Introducida oportunamente, 
pues se trata de una decisión originada en esta Exorna. Có¬ 
ma ra y no planteada oon anterioridad en la causa, ya que se 
refiere a una nueva regulación originada en la modificación 
de la sentencia de primera instancia. 

3. El auto regulatono es vlolatorio de los arts 14 y 17 de la 
Constitución Nacional, en cuanto cercena el derecho a una 
justa retribución y ataca el derecho de propiedad, al reducir 
mi honorario en forma Indebida, marginando expresas dispo¬ 
siciones legales, y, por lo tanto, se ha suscitado un caso fe¬ 
deral. en los términos del art. 14. ley 48. 

4. Igualmente, dicha providencia es arbitrarla, tal como lo pon¬ 
go de manifiesto infra (pto. m. lnc. 3). 

III. Inconstltucionalidad y arbitrariedad 

Paso ahora a fundamentar el caso federal: 

1. La providencia recurrida ha fUado al suscripto un honorario 

de S . (pesos ..). en 

relación oon un monto del proceso que ella misma determina 
oon precisión, al expresar que se considera tal el que fluye 
de la liquidación de fs. 312 del incidente de ejecución de ho 
corarlos, y. por lo tanto, dloho monto asciende a $ 
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Resulta a»l. puee. oon la olartdad que brindan la* operación*» 

aritmética», que la suma rallada da $ . ( 

.) repreeenta al 2.22 a 

oon valntldoa por cianto) dal monto da! procaao. Ahora 
el dto ley 16.636/87 (raciman arancelarlo para lo» prc 
□ala» en clónela» eoonómicaa) estableo», «n au arv 3 a . 
mínimo retributivo para lo» Informa» pericial»», an cualquier 
tipo do juicio, el 4 % (cuatro por danto; del monto del pleito, 
por lo cual o» Igualmente Irrefutable que la cifra del 3.83 % 
(dos oon veintidós por ciento) se encuentra muy por debejo 
del estricto mínimo arancelarlo 

2 Por tal motivo, la resolución apelada ee violatórla del art. 14 
de la Constitución Nacional, en cuanto ee priva indebidamen¬ 
te del derecho a una Justa retribución, derecho que también 
debo amparar a las asi llamadas "profesiones liberales*, sin 
otro fundamento que ' la proporcionalidad que deben guardar 
sus honorarios (de los peritos) oon loe letrado» que actúan en 
todo el juicio", proporcionalidad qu» resulta de loa respecti¬ 
vos aranceles, con sus máximo» y mínimos de la sécala, y no 
de porcentajes fijado» por el juzgador, arrogándose el papel de 
legislador. 


3, Por ello también es arbitrarla la decisión recurrida, tai como 
lo ha establecido la Corte Suprema en casos análogos, al ex¬ 
presar que "resulta observable en la instancia extraordina¬ 
ria la sentencia de la cámara que no expresa fundamentó su¬ 
ficiente para resolver como lo hizo" (81 Derecho. 54-334). 
pero es arbitraria, fundamentalmente, porque se aparta in¬ 
equívocamente de la solución normativa prevista para el oaao 
(Corte Suprema de Justtoia de la Nación, fallos 839. 10-, 897. 
188; 298. 787; 301. 690. eto.). 

En este sentido, bien ha señalado el mismo altó tribunal en 
la causa " Corporación Argentina de Productorsa da Crema 
SA.CI y A M 1 c. Municipalidad de la Ciudad da Buenos Ai¬ 
res s/expropiaclón' . recurso de hecho deducido por el Dr Al- 
usuro Bunio Maourn. falto del 88/7/88. C. 173 XX. conforme 
al cual "asiste razón al recurrente en tanto el que arriba a 
esa conclusión so color de adecuar la remuneración, por la 
Indole y extensión de la tarea cumplida, al elevado monto del 
Juicio, con lo que su decisión es contraria a la norma que rige 
el caso, excediendo el marco de las posibilidades previstas por 
la l«y" (consid. 3 a ). 

No puedo menos que observar que el razo n a m ie n to del Inte 
rlor. desestimado por la Corte Suprema, ee exactamente el de 
la Bxcrna. Cámara en las presentes actuaciones 


que "por 


míi 
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Umitas ruados por la ley. invadiendo la esfera constitucional 
de atribuciones del legislador' 

Estos claros y oontundentes conceptos son de rigurosa apllaa- 
clón al caso de autos, pues también aquí resulta Innegable que 
se ha practicado una regulación notoriamente interior al mi 
nlmo arancelario Por ende, el pronunciamiento apelado es 
descalifícatele como acto Judicial viudo 
4. Por lo expuesto a V H., 80U0IT0 

a> tenga por interpuesto el recurso extraordinario oontra la 

resolución, de fecha ././. para ante la Corte 

Suprema de Justicia de la Naalón; 

b) se conceda dicho recurso, mandándose elevar las actua¬ 
ciones al Superior; 

o) oportunamente, se haga lugar a la apelación extraordina¬ 
ria y se ordene, en consecuencia, la remisión de las actúa 
clones a la Sala que corresponda, para que practique a 
favor del suscripto una nueva regulación, encuadrada, esta 
vez. en las disposiciones legales que rigen la materia. 
Proveer de conformidad 


SERA JUSTICIA 


(firma del letrado) 


(firma del perito) 
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I. EL DICTAMEN PERICIAL EN EL 
FUERO LABORAL 


1,1. INTRODUCCION 

Consideramos que el lema del capitulo puede contar entre *u* lectores con un 
importante porcentaje de noveles profesionales o de quienes, habiéndose recibido 
anteriormente, se hayan dedicado a cualquiera de los otros campos de su incumben¬ 
cia profesional. 

En ese convencimiento, la presentación de los temas ha sido encarada siguien¬ 
do la cronología de inquietudes que se albergan al iniciar tuda nueva larca. 

Cada uno de los pasos que aquí se desarrollen tratara de ser expuesto concep- 
lualmcntc. con las referencias legales y bibliográficas que lo fundamenten 

El lema de la pericial contable es abordado también en otros capítulos de este 
libro, por lo que se estima conveniente poner énfasis, en el presente, en aquellas par 
tieularidades de la problemática relativa a las cuestione» laborales en la medida en 
que las mismas puedan tener incidencia en la realización de la tarea; así será puesto 
de manifiesto cuando sea pertinente 

No se realizan definiciones expresas en cuanto al glosario jurídica aplicable, 
puesto que el tema ya es tratado en otros capítulos de esta obra 

Es de destacar que el ponto debe conocer la relación de su tarea con la materia 
específica que contribuye a dilucidar, en este caso, el campo de las relaciones labo¬ 
rales. 

Nunca mejor expresado el carácter de auxiliar de la justicia que genera para 
el pcTuo contador la obligación de uulizar los conocimiento» de su profesión para 
contribuir a la dilucidación de tema* controvertidos en el área judicial,) 
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En malcría laboral, deben correlacionarse las leyes, sus decretos reglamentario? 
y la jurisprudencia. Corresponde esclarecer lo expuesto, reiterando que la aplicación 
e interpretación de las leyes es materia reservada para el juez; lo que se destaca es 
que en aquellos claroscuros que tengan las leyes, en muchos casos deberá aplicarse 
la jurisprudencia para poder contestar un punto de pericia 

A título de ejemplo, puede citarse el pedido de la determinación del salario 
diario promedio en los juicios por accidentes, en los que debía aplicarse en determi¬ 
nados períodos el plenario N* 231. que establecía la actualización de las remunera¬ 
ciones a computar. Generalmente, las partes lo solicitaban en los siguientes términos: 

"El perno contador deben determinar el «alano diano promedio con aplicación del pie na¬ 
tío 231.' 

En ese supuesto, no había mayores inconvenientes, porque el perito contador, 
en caso de desconocer el texto del plcnario, podía arbitrar los medios para interiori¬ 
zarse acerca de su contenido y darle cumplimiento 

El problema se generaba si sólo se le enunciaba el requerimiento en la siguiente 
forma: 

'Determine el «alono diario promedio i la fecha del infortunio.' 

El experto no puede aducir en casos como el del ejemplo el desconocimiento 
del fallo, y se verá obligado a efectuar recálculos por vía de impugnaciones, en la 
medida en que no lo haya aplicado al momento de presentar su informe. 

1,2. ELEMENTOS PARTICULARES DEL FUERO LABORAL 
QUE DEBEN TENERSE EN CONSIDERACION 

El perito contador es llamado por el juez para expedirse sobre puntos de peri¬ 
cia que hacen a su materia. El marco de su tarea está dado por lo previsto en el art 
91 de la ley 18.345 que dice: 

'Prueba pericial. Art. 91, ley 18.345 

Si la apreciación de lo> hechos controvertidos requiere conocimientos especiales en alguna 
ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada, se podrí proponer prueba de peri¬ 
tos. indicando los punios sobre los cuales habrán de espedirse Los peritos serán nombra¬ 
dos de oficio en iodos los casos y su número podrí vanar de uno a tres, a criterio del juez 
y de acuerdo con la Indole o monto del asunto, circunstancias que también se toninrún en 
cuenta para fijar el plazo dentro del cual deberán espedirse 

tínicamente en casos excepcionales los peritos podrán pedir y el juez ordenar que. con cn- 
rácter previo, la o las partea interesadas depositen la sumn que se fije para gastos de las 
diligencias Los peritos podrán ser recusados con causa en el plazo de tres días posteriores 
a su designación ' 
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F.n relación con el perito contador, puede afirmarte que la computa de lo* 
registro* obligatorios y su respaldo documental serán el pumo de partida de la tarca 
a realizar 

Una vez superada esa etapa, revestirá importancia, para el profesional que ac¬ 
túa como perito de oficio, el conocimiento de la legislación aplicable al objeto del 
litigio: 

Ello es así en todos los fueros, pero en el caso particular del que nos ocupa debe 
señalarse que la legislación ha variado significativamente en la última década: tal 
circunstancia no puede ser ignorada por el profesional en el ejercicio de su cargo"! 

En la mayorfa de los casos, los cuestiónanos pcncinle* incluyen un punto que 
se enuncia mis o menos con el siguiente tenor: el esperto deberá practicar liqui¬ 
dación conforme a derecho o. en su defecto, el esperto comprobará la correc¬ 
ción de los cálculos incluidos en el escrito de inicio 

Evidentemente, para lograr esos cometidos, deben conocerse lo* aspectos esen¬ 
ciales de la legislación vigente en el período al que se refiere el litigio. 

La situación queda así configurada dado que los reclamos laborales prescriben 
a los dos años de puesta de manifiesto la causal, lo que puede hacer que la causa 
objeto de la compulsa date de dos años anteriores al desempeño del cargo. ín con¬ 
secuencia. el experto no deberá aplicar la legislación vigente al momento de ejercer 
el cargo, sino la que existía al de la ocurrencia del hccho^ 

Estas circunstancias son sólo algunas de las que hacen que el experto deba reali¬ 
zar un análisis especial del marco temporal aplicable a la larca que se k encomienda. 

Aspectos particulares, como los citados, rodean la tarea del experto contable c 
influyen directamente sobre la concreción de su cometido. 

Escapa al objeto de este capítulo el análisis pormenorizado de la* varíacionct 
operadas en el conjunto de leyes laborales: la situación lia sido expuesta para mar¬ 
car la magnitud del tema y aconsejar se le preste la debida atención. 


1,3. ASPECTOS FORMALES 

Entre los aspectos formales que caracterizan el informe contable en el ámbito 
judicial deben señalarse: 

a) La utilización de un marginado particular, que se conoce como el de pa¬ 
pel forense y que tiene el formato siguiente: 
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La diagramación no es arbitraria, puesto que la amplitud del margen está rela¬ 
cionada con la costura del expediente, o bien, la colocación de ganchos para mante¬ 
ner ordenadas y foliadas todas las hojas que se van incorporando a lo largo del pro¬ 
ceso al cuerpo del expediente. 

b) Tinta indeleble 

Los escritos judiciales deben presentarse en tinta negra indeleble que permita 
su lectura. 

Al respecto, es interesante señalar que la C.S.J.N. emitió una acordada es¬ 
pecífica reiterando tai obligación puesto que. al generalizarse la utilización 
de los procesadores de texto por computación para la confección de los es¬ 
critos, si se trabajaba con cintas demasiado usadas, en algunos casos la lec¬ 
tura se tornaba dificultosa. 

c) Estructura de los escritos 

En el ámbito judicial, en general, debe seguirse una estructura de presenta¬ 
ción que sintetizamos a continuación. Todo escrito consta de las siguientes 
partes: 

— Título. 

— Identificación del presentante. 

— Cuerpo del escrito. 

— Cierre del escrito. 

— Firma del profesional. 
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Eslán relacionados con la razón de ser de la pericial contable como medio de 
prueba. 

j^La prueba pericial está prevista en la ley de procedimiento laboral en el art. 91. 
en la medida en que los hechos controvertidos requieran conocimientos especiales "en 
alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada..?} 







ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Propuesta la prueba pericial por las partes, deberán indicarse los puntos sobre 
los cuales deberá expedirse el contador 

Se encuentra previsto que los peritos serán designados de olicio en todo* lo* 
casos y que su número podrá variar de uno a tres, a criterio del juc/ y de acuerdo con 
la índole o monto del asunto. 

1.a designación de oficio recaerá sobre los integrantes del registro de peritos, 
cuya existencia establece el art. 17 de la ley 18 >45 de procedimiento laboral, que 
prevé la existencia de ese registro La Cámara de Apelaciones llevará el mismo y 
tendrá la función de establecer las condiciones y requisitos que deberán reunir quie¬ 
nes se inscriban en aquél, así como las normas para su designación. 

En síntesis, tendremos los siguientes elementos relacionados con la actuación 
del perito contador en una causa laboral 

— Existencia de una cuestión específica de su materia sometida a debate vincu¬ 
lado al objeto del expediente 

— Una incumbencia que le aporta un bagaje de fundamentos técnico-profesio¬ 
nales. que le permitirán contribuir a la dilucidación de la causa, a partir de 
la emisión de juicios técnicos. 

En definitiva, basándose en las conclusiones que surgen de la pericial contable, 
el juez dispondrá de elementos que lo ayudarán en la tarea de esclarecer alguna cues¬ 
tión controvertida en el expediente 

Por ello, resulta conveniente puntualizar que la claridad en la exposición de las 
fundamentos que avalan las conclusiones a que arribe el profesional aportarán ma¬ 
yor validez a su trabajo que un desarrollo demasiado amplio que pueda llegar a difi¬ 
cultar la comprensión de quienes intervienen en las actuaciones y no son especialis¬ 
tas en la materia contable. 


1,5. INSCRIPCION EN EL REGISTRO DE PERITOS 

Para poder actuar como perito contador en el fuero laboral en el ámbito de la 
Capital Federal es menester inscribirse en el registro respectivo habilitado por la cá¬ 
mara de la jurisdicción, de cuya existencia se hiciera mención previamente. 

En general, todos los años se abre el registro de peritos en un período determi¬ 
nado. en el que se debe concurrir con la documentación establecida en cada caso. 

En los últimos años, en virtud de un acuerdo entre el Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas de la Capital Federal y lu Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo de la jurisdicción, las inscripciones fueron realizadas por la Cámara en la sede 
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del organismo profesional. Con anterioridad, las inscripciones se realizaban en la 
oficina de peritos de la Cámara, a la que siguen concurriendo los profesionales de 
otra* especialidades que desean desempeñarse como peritos. 

I.os requisitos a satisfacer por los profesionales de ciencias económicas en el 
ámbito de la Capital Federal son los siguientes: 

Debe acreditarse la fecha de mntriculacíón o de expedición del diploma, para 
lo que deberá presentarse el carnet profesional o. en su defecto, el diploma 
original o fotocopia autenticada por escribano público. 

- No encontrarse inhabilitado para el ejercicio de la profesión por sanción vi¬ 
gente aplicada por el Honorable Tribunal de Disciplina. 

No revistar con matrícula suspendida (Reglamento de matrículas, cap IV) 

— Constituir domicilio en la jurisdicción. 

Pagar un arancel equivalente a veinte (20) bonos del Colegio Público de 
Abogados a nombre de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. El depó¬ 
sito debe realizarse en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires ('). 

La inscripción se efectúa por el plazo de un año. En casos de reinscripción no 
se solicita documentación adicional. El profesional sólo debe ratificar la voluntad de 
seguir desempeñándose como perito e informar la ratificación y/o rectificación de los 
datos personales declarados ante la Cámara. Este trámite es personal y se realiza en 
la sede del Consejo Profesional. 

Si el postulante poseyese más de una matrícula profesional, podrá inscribirse 
en el registro correspondiente a cada una de ellas. 

El acto de inscripción para integrar la lista de pernos implica, pora el profesio¬ 
nal. la obligación de efectuar la larca para la que sea designado. Sólo puede dejar de 
hacerlo de ese modo con una causal debidamente justificada y acreditada ante el juez. 

Con las inscripciones recibidas se elabora un lisiado de peritos por especiali¬ 
dad. distribuyéndolos entre todos los juzgados del fuero en forma proporcional. 

F.n febrero de cada año el perito es asignado a un juzgado, generalmente dis¬ 
tinto del que le correspondió el año anterior, según criterios variables de asignación 
de las listas completas. 


111 En IW7 el arancel aplicado es de $ SO Se sédala que el pa*o ve lace a favor de la Coi» Su¬ 
prema de Justicia de I» Nación y que la suma abonada es tonca en el ofio. ya sea que el perno se i menta 
en uno o en vanos tueros distintos, o bien, que posea mis de una matricula profesional 
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1,6. DESIGNACION Y NOTIFICACION 

Con el inicio del año judicial en febrero, cada juzgado comienza a trabajar con 
la lista de peritos que le fuera remitida para el período 

Sobre la base de la misma se realiza la asignación de cargos por sorteo Cada 
perito es retirado de la lista una vez que ha sido designado, basta que el resto de los 
profesionales haya obtenido un cargo. 

La designación en un determinado expediente se pone en conocimiento del 
experto mediante cédula judicial Generalmente, se consignará el plazo dentro del 
cual debe proceder a la aceptación del cargo. 

El incumplimiento del término que el juez ha fijado puede traer aparejada la 
remoción del perito En tales supuestos, el Juzgado procederá a comunicarlo a la 
Oficina de Peritos de la Cámara, la que en caso de reiteración puede efectuar la de¬ 
nuncia respectiva ante el consejo profesional de la jurisdicción. 


1,7. RECUSACIONES Y EXCUSACIONES 

Los peritos pueden ser recusados con causa en el plazo de tres días posteriores 
a su designación. El art 26 de la ley 18.345 establece que la recusación no podrá 
hacerse sin causa. 

C Las causales de recusación de los peritos son las mismas que las que alcanzan 
a los magistrados y se encuentran expresamente incluidas en el art. 17 del Código 
Procesal Civil y Comercial 

1. El parentesco por consanguinidad dentro del cuarto grado y segundo de afi¬ 
nidad con alguna de las panes, sus mandatarios o letrados. 

2. Tener él o sus consanguíneos o afines, dentro del grado expresado anterior¬ 
mente. interés en el pleito o en otro semejante, o sociedad o comunidad con 
alguno de los litigantes, procuradores o abogados, salvo que la sociedad fuese 
anónima. 

3. Tener un pleito pendiente con el recusante. 

4. Ser el perito acreedor, deudor o fiador de alguna de las partes, con excep¬ 
ción de los bancos oficiales. 

5. Haber recibido beneficios de importancia de alguna de las partes. 

6. Tener amistad con alguno de los litigantes, que se manifieste por gran fami¬ 
liaridad o frecuencia en el trato. 
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7. Tener conlra el recusante enemistad, odio o resentimiento que se manifies¬ 
te por hechos conocidos. 

Asimismo, si el perito se encontrase inclino en alguna de las situaciones rese¬ 
ñadas deberá excusarse. El código estipula expresamente que no será nunca motivo 
de excusación el parentesco con otros funcionarios que intervengan en cumplimien¬ 
to de sus deberes. 

Resulta conveniente recordar lo establecido en el Código Civil respecto del 
parentesco y su forma de cómputo, por lo que se transcriben a continuación los artícu¬ 
los aplicables: 


Art 345 — El parcnieKO es el vinculo subsistente entre lodos tos individuo, de los dos 
sesos. rp*c descienden de un mismo tronco 

Art. 346 — La proximidad de pnreotcsco se establece por lluras y grados 

Art. 347 — Se llama grado ti vínculo emir dos individuos, raimado por la generación, se 

llanta linca la sene no interrumpida de grados 

Art. 34» — Se llama tronco el grado de donde paiten din o mfe líneas, las cuales por rela¬ 
ción a tu origen se llaman ramas. 

Art. 349 — Hay tres lincas. la linca descendente, la linea ascendente y la linea colateral 
Art. 350 — Se llama línea descendente la «ene de grados o generaciones que unen d min¬ 
eo común con tus hijos, nietos y de mis descendientes 

Art. 351 — Se llama linea ascendente la sene de grados o generaciones que ligua al tron 

co con su padre, abuelo y otros ascendientes 


Capítulo I. Del parentesco pe 


Art. 352 — En la línea ascendente y descendente hay tantos grados como generac iones Así. 
en la línea descendente el hijo rail en el primer grado, el meto, en el segundo, el bisnieto 
en el terceto, y así los demi! En la línea ascendente, el padre es ti en el primer grado, el 
abuelo, en el segundo, el bisabuelo, en el tercero, etc (cuaníai son las personas quitada una. 
untos son los grados entre ellas) 


lando desde la persona cuyo parentesco se quiere comprobar hasta el autor común, y desde 
ísle hasta el otro pariente 

Asi. dos hermanos esiie en el segundo grado, el do y el sobrino en el tercero, los pomos 
hermanos en el cuarto, los hijos de primos hermanos en el sexto, y los nietos de primos 
hermanos en el octavo, y asi en adelante 


Art. 354 — La primera linea colateral pone de los ascendientes co el pnmer grado, es de¬ 
cir. del pudre y madre de la persona de que «c trate, y comprende a sus hermanos y herma¬ 
nas. y a su posteridad 
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An. 1S5 — La segunda pane de lo» ascendiente* en «efundo fiado. r« decir de lm «l'ur 
l« y abuelas de la persona de que se trole. .» comprende al rio, al pruno hermano, y asi a 
los demás 

Art. 356 — La IMtcn linea colateral pane de 

los hrsabaelos v bisabuelas, y comprende sus descendientes IV la misma manera se pro¬ 
cede para establecer las otras lineas co l ate ra les partiendo de los ascendientes más reinólos 
Arl-157 — Los fiados de parentesco se prueban por lm regimos parroquiales 


( apriulo II- IVI parentesco poi afinidad 


tío o suegra, en el mismo grado que el hijo o luja, respecto del padre o madre, y asi en 
adelante. 

En la línea colateral, los cufiados o cufiadas cnire si rain en el mi»mu grado que entre ti 
csiin los hermanos o hermanas Si hubo un procedente matrimonio, el padrastro o nui 

el suegro o suegra en relación al yerno o marra (En el parentesco por tlinidad. no hay 
dos porque no hay generaciones La computad An se hace por analogía suponiéndose 
los dos cónyuges forman una sola persona ) 

Art. 364 — El parentesco por afinidad no induce parentesco alguno para los ponentes 
sanguíneos de uno dr toa cóny uge s en irlanda a tos parientes consanguíneos del otro 


En el Manual de auditoría ( : ) se incluye el esquema siguiente que permite iden¬ 
tificar los grados en el árbol genealógico tal como fueran enunciados 


(2) Lattuc a. Antonio. Mos*. Cayetano A. y oíros. "Informe área auditoria N” 5. árbol genealó¬ 

gico grados". Manual de auditoría, tercera edición. F A P C E . C.E.C y T , mayo de |W5. pig 57 


ñ ñ ” _ 2 3 5. 

»? 1 * 1 » 
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Figura I. Arbol genealógico: grados 
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II. LA PLANIFICACION Y ADMINISTRACION DE LA 
TAREA DEL PERITAJE EN EL FUERO LABORAL 


2.1. ACEPTACION DEL CARGO Y OBSERVANCIA 
DE LOS PLAZOS PROCESALES 

Una vez notificado de su designación, el profesional deberá concurrir a lu mesa 
de entradas del juzgado o tribunal con el fin de aceptar el cargo para el que fuera 
nombrado. 

En dicho lugar le será solicitada la exhibición de la respectiva credencial, a 
efectos de verificar su condición profesional y completar los datos necesarios reque¬ 
ridos por los juzgados. 

Un proveído típico de aceptación de cargo contiene los siguientes datos: 

"En la ciudad de Bueno* Aire» « lo» dios del me* de de 199 . te constitu¬ 
ye don/Ba . quien acreditó su identidad con ct documento mime 

ro. y procedió a aceptar el cargo de Conste * 

Una vez completa la fórmula precedente, deberán firmar al pie el profesional 
y el funcionario designado al efecto por el juzgado. 

Si al presentarse a aceptar el cargo, el expediente no se encontrase en el casi¬ 
llero para su consulta, el experto debería dejar constancia en el libro de notas del 
juzgado. En algunos tribunales no permiten que el perito deje tal constancia, con el 
argumento de que no se procederá a su remoción por vencimiento del plazo acorda¬ 
do para la aceptación sin que sea previamente intimado Esta aseveración no tiene 
fundamento en términos procesales, por lo que serta conveniente que el experto, ante 
la imposibilidad de dejar la nota en el libro de asistencia del juzgado, presente un 
escrito poniendo de manifiesto que el expediente no se encuentra en letra y le lia sido 
imposible acceder a él 

El derecho a la constancia no le puede ser negado al experto, pero no debe ig¬ 
norarse que pueden darse situaciones como la desenpla en el párrafo anterior. 


2,2. RECOPILACION DE DATOS Y ESTUDIO 
DEL EXPEDIENTE 

El experto deberá recopilar lodos los dalos necesarios para llevar a cabo su ta- 
rca 

Al aceptar el cargo, el profesional necesita extraer la siguiente información 
como mínimo: 
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• Fecha del objeto de auto* 

El objeto del juicio puede encontrarte dentro de un rango tan vanado en el 
marco de las relacione» labórale» que hace que resulte fundamental la fecha, 
porque en función de ella será distinta la legislación aplicable. 

• Domicilio real de In empresa 

Debe marcarse la diferencia entre el domicilio real y el constituido por las 
partes. En general, la» empresas constituirán domicilio en el de su letrado pa¬ 
trocinante, en cuyo caso no debe obviarse este dato, puesto que si el exper¬ 
to contable se dirige erróneamente al segundo no podrá acceder a la docu¬ 
mentación a compulsar, que es el objeto mismo de la tarea que debe reali¬ 
zar. 

• Existencia de documentación agregada al expediente 

Debe tenerse en cuenta la documentación relacionada con la pericial conta¬ 
ble que se encuentre agregada al expediente. 

Merece un párrafo aparte el hecho de que en las causas judiciales se hayan 
aportado elementos que se encuentren reservados en la caja fuene del juzgado y que 
debería utilizar el experto para cumplimentar su tarea. 

No» estamos refiriendo a la documentación que la» partes aportan para otro tipo 
de prueba, distinto del de la pericial contable, para sustentar la posición defendida en 
la» actuaciones; en lugar de conservarla en su domicilio, la depositan en el juzgado 
y solicitan su reserva. 

Alternativamente, puede ser que la envergadura de las cuestiones incluidas en 
los cuestionarios periciales justifiquen solicitar en préstamo el expediente. En algu¬ 
nos juzgados esto es factible, puesto que en el mismo provefdo de designación se le 
manifiesta al experto la posibilidad de retirar las actuaciones. 

Si así no fuera, deberá presentarse una nota especificando las razone» de la re¬ 
quisitoria. asi' como el tiempo que se estima que demandará el estudio del expedien¬ 
te. El experto deberá concurrir a la mesa de entradas del tribunal para notificarse de 
lo resuelto por el juez en relación con su petición. 

Hay casos en que los juzgados no tienen previsto el retiro de expedientes por 
los pcrilos intervinicnies. fijando horarios y condiciones para la extracción de foto¬ 
copias de las pieza» que revisten interés para el profesional. 

Toda esta tarca de extracción de datos hará posible cumplir satisfactoriamente 
la labor encomendada por vía de los cuestionarios periciales. 

Es una actividad previa fundamental, puesto que. entre otras cusas, el objeto del 
expediente puede estar referido a fechas distintas de aquellas en que se ha aceptado 
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el cargo; se reitera la importancia que tiene la determinación de la fecha de la rela¬ 
ción laboral a efectos del ejercicio de la tarea del perito coniador. 

Cubiertas estas etapas de análisis de datos ner<-sartas y del objeto de los au¬ 
tos, el perito deberá constituirse en el domicilio de la demandada, entrevistando al 
representante de aquélla, al que requerirá la documentación y rcgistracioncs necesa¬ 
rias que deberán someterse a compulsa conforme surge del cargo que le ha sido con¬ 
ferido al esperto y el contenido de los cuestionarios pene ¡alo 

En general, el departamento de personal es el que guiará al experto para indi¬ 
carle dónde podrá acceder a la documentación que le es ncccsatia. 

Ello no necesariamente será así. puesto que puede ocurrir que la demandada 
haya cambiado su domicilio real, en cuyo caso habría que trasladarse hasta el domi¬ 
cilio constituido para tomar contacto con el represéntame letrado de la demandada. 

Sería conveniente, en una u otra alternativa, dejar una notificación escrita de la 
documentación requerida, para que. en caso de que la misma no fuera suministrada, 
pueda acreditarse ante el juzgado que ha sido solicitada y no exhibida por la parte 

Esto reviste importancia porque la función del perno contador es aportar, des¬ 
de su especialidad, los elementos que faciliten al conducior de la causa, el juez, to¬ 
mar las decisiones con el mayor número de elementos posible. Si las acciones ten¬ 
dientes a ello no fueran cumplidas eficientemente podría pensarse en una negligen¬ 
cia en el ejercicio del cargo. 

i^En conclusión, el experto contador debe revisar el expediente, poniendo espe¬ 
cial atención en el escrito de demanda, el de contestación de demanda, los escritos 
que incluyen los ofrecimientos de prueba y la eventual existencia de documentación 
reservada relacionada con su tarca.] 

El análisis del expediente debe ser lo más completo posible, porque esto evita¬ 
rá tener que concurrir en sucesivas oportunidades para clarificar aspectos que podrían 
haber sido tomados en el primer contacto con el expediente, ya sea que se lo haya 
pedido en préstamo o mediante la captación de los dalos necesarios. 

Como en cualquier otra área profesional, la planificación de los pasos a seguir 
y su celoso cumplimiento harán más eficiente la tarca. 


2,3. ELABORACION DEL INFORME 

El perito contador se encontrará con que la respuesta de los cuestionarios peri¬ 
ciales lo pondrá muchas veces en situación de estar aportando elementos que debe¬ 
rían haber sido incluidos en el proceso a través de la prueba informativa o de la 

prueba documental 
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Lo cierto es que. Negada cala instancia del proceso, en que se produce la de¬ 
signación del perito contador, lo» cuestiónanos periciales han dejado de ser un pa 
tnmonio de las partes para convenirse en cuestiones que Su Scñoria (S.S.j ha hecho 
suyas y hn encomendado al experto su dilucidación, por lo que debe cumplimentar¬ 
se con lo solicitado en los mismos. 

Como consecuencia de ello, puede ocurrir que el profesional se encuentre con 
situaciones en las que se le solicite una mera transcripción de datos, sin que vea com¬ 
prometido ningún fundamento de su especialidad para su cumplimiento. 

A partir de las consideraciones vertidas en relación con los cuestionarios peri¬ 
ciales. agrupar las preguntas que generalmente se incluyen permitirá señalar aspec¬ 
tos particulares relacionados con cada una de aquellos. 

*»| SI lm rrfhlrm rnnrerrtalm y labórale* «ai llrrado» m Ir (al forma ' 

El primer punto sobre el que generalmente deberá expedirse el perito contador 
estará relacionado con los registros contables y laborales, y la forma en que los mis¬ 
mos son llevados. 

hn relación con la manera en que deben ser llevados los registros contables 
legales, el terna es tratado en detalle por diversos autores, por lo que. para una ma¬ 
yor profundi/acíón. se remite a aquellas obras que abordan el tema desde los aspec¬ 
tos que revisten interés particular para el contador público (’). 

El aspecto de las rcgistracioncs en el ámbito laboral, por su pane, constituye 
el pivote de la tarea del perito en el fuero que aquí se estudia, por lo que a continua¬ 
ción se analizan los principales normas al respecto. 

El régimen de rúbrica ante el Ministerio de Trabajo y Segundad Social prevé 
que el empleador cumpla con los requisitos incluidas en la ley de contrato de traba¬ 
jo. Los ans. 52. 53 y 54 en ella contenidos establecen los siguientes requisitos res¬ 
pecto de los registros laborales: 

1. I.os empleadores están obligados a llevar un libro especial, registrado y 
rubricado, que debe ser confeccionado de acuerdo coa las exigencias previs¬ 
tas para los libros principales de comercio. 

2. En el citado registro deben consignarse los datos que permitan individuali¬ 
zar al empleador y al trabajador En relación con este último se prevé que 


(3) Fbwh ocGsaCM. Una; RutMim. Anwu y Scsau Kmci*. ÜU B . ttfutnu latutNm. 
moa Maceta. Bueno» Aires A 
Guací» Runm. tata, 'tos re 


1994 
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figuren, además de su nombre v apellido, su estado civil, fecha de ingreso 
y egreso, remuneraciones asignadas y percibidas individualización de per¬ 
sonas que generen derecho a la percepción de asignaciones familiares, de¬ 
más datos que permitan una exacta evaluación de las obligaciones a su car¬ 
go y otros que adicionalmcnte establezca la reglamentación 
El registro a que se hace referencia puede ser llevado en sistemas de computa¬ 
ción que deben ser aprobados previamente por la autoridad de aplicación 

Actualmente, el contralor de las registraciones labórale* *c encuentra unifica¬ 
do en la Administración Nacional de la Segundad Social, que ha asumido funciones 
que antes eran de competencia de las cajas de subsidios familiares, por lo que debe¬ 
rán consignarse expresamente todos los datos relacionados con los beneficiarios y 
personas que generan el derecho al cobro de asignaciones familiares en el mismo 
cuerpo del registro, sin que se admita al presente la constancia de tales datos en lis¬ 
tados complementarios 

Al unificarse el control de las obligaciones relacionadas con el empleo, se dic¬ 
tó una disposición especifica que establece la obligatoriedad de integrar en el regis¬ 
tro del art. 52. L.C.T. (ley de contrato de trabajo lo* datos reí;*-ornados con las cargas 
familiares que generan el derecho a la percepción de las asignaciones. 

Si bien se remite en forma genérica a la obligación de cumplimiento de las 
normas en lo que hace a la manera en que deben ser llevado* lo* registros laborales, 
se establece una serie de prohibiciones expresas en el caso particular. Se encuentran 
entre ellas: 

1. Alterar los registros correspondientes a cada persona empleada. 

2. Dejar blancos o espacios. 

3. Hacer interlineacioncs. raspaduras o enmiendas, que deberán ser salvadas en 
el cuadro o espacio respectivo, con firma del trabajador a que se refiere el 
asiento y control de la autoridad administrativa 

4. Tachar anotaciones, suprimir fojas o alterar su foliatura o registro. Tratán¬ 
dose de registro de hojas móviles, su habilitación se hará por la autoridad ad¬ 
ministrativa: cada conjunto de hoja» debe estar precedido, por una constan¬ 
cia extendida por dicha autoridad, de la que resulte su número y fecha de 
habilitación. 

Asimismo, el perito deberá expedirse sobre la correlación de los registros con 
la documentación respaldatoria: recibos de sueldos, tarjetas-reloj o medios alternati¬ 
vos de control de ausentismo. 

Estos requisitos deben ser. al menos, enunciados en el presente trabajo en la 
medida en que el apartamiento de lo normado implicarla un incumplimiento que 
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quedará expuesto sólo cuando el perito lo ponga de manifiesto al detallar el resulta¬ 
do de la compulsa. 

H1 juez no "ve" los libros, esa es una función para la que solicita la participa¬ 
ción expresa del especialista en el tema el perito contador 

I.a validez probatoria de los registros laborales en juicio estará sujeta al món¬ 
te que a los jueces intcrvinicntcs le merezcan las omisiones de cumplimiento de los 
requisitos formales incluidos en el orí 52 de la L.C.T., en concordancia con las par¬ 
ticularidades de la causa. 

Según la ley de contrato de trabajo, será tenida como presunción a favor de las 
afirmaciones del trabajador la falta de exhibición a requcnmtento judicial o adminis¬ 
trativo del libro, registro, planilla u otros elementos de contralor, previstos por los arts 
52 y 54 de la referida norma. 

La ley 14.546 establece la obligatoriedad de llevar un libro de viajantes de 
mcrcio. que debe ser rubricado por el mismo organismo y se encuentra alcanzado 
todas las obligaciones detalladas previamente para el registro especial de la L.C 

Al analizar pormenorizadamente estos aspectos, puede aseverarse que consti¬ 
tuyen materia específica de su profesión, obligando ai experto contable a poner én¬ 
fasis en el control del cumplimiento de las formalidades expresamente incluidas en 
el texto legal, puesto que su apartamiento debe ser evaluado por el juzgador al mo¬ 
mento de dictar sentencia. 

*b) Se solicita el análisis de Im aporte» pmWnmlo y car*» tóeteles del periodo en 
que se desempeña el trabajador ' 

May relativo consenso entre quienes se desempeñan como auxiliares de la jus¬ 
ticia en que el análisis integral de los aportes prcvisionalcs y cargas sociales de la 
demandada excede el marco de una pericial contable para obtener conclusiones en 
relación con un único actor. Sin embargo, el punto es incluido reiteradamente entre 
los requerimientos de la prueba pericial contable. 

Coincido en la apreciación de quienes sostienen que su estricto cumplimiento 
implicaría realizar una auditoría integral del ítem. Por lo tanto, debe ponerse en 
conocimiento del juez, de la causa el número de horas de auxiliares que se harían 
necesarias para cfcciivizar aquel objetivo, solicitando la autorización expresa del gasto 
en forma independiente de la regulación de honorarios que posteriormente le corres¬ 
pondan al experto. 

"C) Practique liquidación en el caso de prosperar integramente I» demanda ' 

Respecto de la remuneración a tener en cuenta, sería válido considerar que si 
el experto no ha dejado constancia de anormalidades en la documentación y registros 
compulsados, deberá practicar liquidación conforme a las remuneraciones que surgen 
de aquéllos. 


- 1 !? 
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Ante divergencias entre los rubros reclamados y los que el perito estima corres¬ 
ponden según la documentación compulsada, sería conveniente presentar dos liqui¬ 
daciones: 

— Una que contemple los supuestos en caso de prosperar íntegramente la de¬ 
manda. aplicando aquéllos considerados en forma expresa por el accionan¬ 
te en el escrito de demanda 

— Otra que surja de la aplicación laxativa de la legislación vinculada al objeto 
del juicio, contemplando los elementos de juicio que surgen de las compul¬ 
sas de registros y documentación efectuadas al concretar la tarea. 

Es fundamental recordar en todo momento que el perito contador ha sido lla¬ 
mado para aplicar sus conocimientos contables de forma tal que enriquez¬ 
can los elementos de juicio que debe tener a su alcance el juez del proceso 
para poder emitir su veredicto. 

La discordancia entre la liquidación practicada en el escrito de demanda y la 
realizada por el experto puede deberse a errores numéricos o conceptuales, que tie¬ 
nen que ser correctamente reformulados por aquél en el ejercicio de su tarea. 

*d) Toda otra cuestión 

Muchos cuestiónanos periciales incluyen un último punto que dice "informe el 
perito sobre toda otra cuestión relacionada 

El experto no debe incurrir en abuso de dictamen incorporando cuestiones que 
no le han sido sometidas, ni tiene dentro de sus facultades la interpretación de las 
leyes, que la Constitución Nacional reserva al juzgador, por lo que debería ser muy 
prudente al evaluar lo solicitado por esta vía. 

La prudencia aludida no implica olvidar su carácter de profesional auxiliar de 
la justicia, que le confiere la atribución de relacionar datos incluidos en su informe, 
que en su conjunto configuren una situación que debe ser particularmente analizada 
al momento de arribar a la conclusión del proceso: ése es el tipo de respuesta que 
podría satisfacer un punto de este pstilo. 


2.4. PRESENTACION DEL INFORME. NOTIFICACION 
A LAS PARTES 

El informe pericial debe ser presentado en la mesa de entradas del juzgado con 
tantas copias como partes sean las ¡ntervinientes. 

Las partes en un juicio laboral son generalmente la adora y la demandada. 
Aunque los actores sean varios, como en el caso de los juicios laborales por diferen- 
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cum valónales contra empresas del Estado, en la medida en que hayan unificado su 
representación, debe entregarse una sola copia para lodos ellos. 

La parte demandada puede ser más de una st es que se ha litigado contra dos 
empleadores solidariamente responsables, conforme lo previsto en algunos artículos 
de la ley de contrato de trabajo. 

Son ejemplos de estas circunstancias: 

a) Las transferencias del fondo de comercio con asunción de las resjxmsabili- 
dades laborales por el adquirente del mismo Si éste no cumple con la obli¬ 
gación. el trabajador puede accionar contra el vendedor del fondo de comer 
cío que fue su empleador original por el plazo en que se desempefló en re¬ 
lación de dependencia con aquél 

b) La contratación de personal a través de una empresa de servicios eventua¬ 
les. que transforma en solidaria a la empresa beneficiaría del servicio pres¬ 
tado en caso de incumplimiento por parte de la agencia de contrataciones 

eventuales. 

Asimismo, puede darse la existencia de una tercera diaria en garantía como 
es el caso de las compartía* de seguros en las demandas por infortunios laborales 
sujetos a cobertura de las leyes de accidentes, lo que hace necesario acompurtar una 
copia del informe para las mismas. 

F.l informe pericial debe ser notificado por el juzgado a las partes por un tér¬ 
mino de tres días. El citado plazo puede ser extendido por el juez si es que conside¬ 
ra que la complejidad o extensión del dictamen así lo justifican. 

Dicha vista es conferida para que los interesados tomen conocimiento de las 
conclusiones vertidas por el experto y soliciten las aclaraciones que consideren ne¬ 
cesarias. 


2,5. IMPUGNACIONES, ACLARACIONES 
Y OBSERVACIONES A LA PERICIA CONTABLE, 

E INCLUSION DE NUEVOS PUNTOS DE PERICIA 

l'rcscnudo el dictamen, y en la medida en que el informe pericial conuble 
constituirá un elemento que deberá jugar un papel qui/a preponderante en la etapa de 
alegar, las panes pueden solicitar las aclaraciones, tal como se manifestó al concluir 
el punto anterior. 

Las aclaraciones pueden referirse a cuestiones relacionadas con fundamentos 
no expuestos de las conclusiones a que se ha arribado en el informe 
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También puede darse que, por vía del pedido de aclaraciones, se esté requiriendo 
un mayor detalle sobre las características de la documentación y registros que se han 
compulsado. 

Las impugnaciones son interpuestas por las p¡m porque no comparten las 
conclusiones a que arriba el expenn y solicitan un replanteo o bien porque cuestio¬ 
nan la fuente documental sobre la base de la cual se arribó a aquéllas. 

Las observaciones son muchas veces interpuestas por las partes en esta etapa 
del proceso con el propósito de poner de manifiesto los elementos que la prueba pe¬ 
ricial ha aportado en favor de su postura en la causa, lo que constituye en la práctica 
un adelanto del alegato. 

El experto se encontrará con que recibe una cédula corriéndole traslado de una 
presentación de este tipo titulada impugna pericia contable, que contiene manifes¬ 
taciones de un tenor como el siguiente. 

'Impugno el registro contable idcMllicado por el Perito Contador en el ponto c> de tu in¬ 
forme. 

En realidad, las manifestaciones del tipo de las citadas en este apanado relacio¬ 
nado con "observaciones" sobre los elementos sometidos a compulsa deberían haber 
sido interpuestas en la etapa de alegar y no al corrérsele vista de las conclusiones de 
las pruebas periciales. 

En razón de lo expuesto, puede ocurrir que el perito no tenga que clarificar o 
explicar ninguna cuestión, puesto que no han sido "observados” los fundamentos téc¬ 
nico-científicos que avalan las respuestas dadas a los cuestionarios periciales. 

Un último aspecto que debe considerarse es el de la inclusión de nuevos pun¬ 
tos de pericia No debería permitirse que por vía de un escrito ululado impugnación 
se intenten incluir nuevos puntos de pericia no contenido* en los cuestionarios peri¬ 
ciales originalmente encomendados al perito contador. 

Tal circunstancia debe ser expresamente puesta en conocimiento del juez al 
contestar el traslado respectivo, señalando claramente cuál es la cuestión que se con¬ 
sidera nueva. 

Si el juez estima procedente la inclusión de la cueslión en esta etapa, notifica¬ 
rá al experto la respectiva resolución, requiriéndole satisfaga el punto. En caso con¬ 
trario. desestimará la pretensión de la parle o diferirá la resolución sobre el particu¬ 
lar para una instancia posterior. 


2,6. SEGUIMIENTO DEL TRAMITE 


Se dedica un apartado especial a esta cuestión, puesto que el seguimiento co¬ 
rrecto del expediente permitirá que quien se dedique a la tarea de perito contador 
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pueda ver satisfecho el ciclo de prestación de un servicio profesional y recepción de 
la retribución correspondiente. 

I.o scflalsulo tiene relación con una cuestión ampliamente repetida en el ejerci¬ 
cio de esta especialidad, puesto que al extenderse los procesos por largos períodos, 
muchos peritos contadores abandonan el expediente una ve/ presentado su informe jr, 
por ende, pierden la consiguiente contraprcstación pecuniaria por la labor realizada 
Una ve/ concluida la etapa de prueba en que el perito contador se incorpora al 
trámite, se suceden las siguientes etapas procesales - 
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El perito se incorpora en el proceso a partir de la etapa denominada de prue¬ 
ba. período en el cual se llevan a cabo lodas lus diligencias solicitadas por las par¬ 
tes. entre ellas, la pericial contable 

Una vez cumplida la tarca encomendada con la entrega del informe respectivo 
y la contestación de los traslados que eventualmcntc le lucran conferidos por presen 
(aciones de las partes según las posibilidades detalladas en el pío. 2.5. el esperto no 
vuelve a participar del proceso hasta que se dicte la respectiva sentencia 

Darlo que el tiempo que transcurre entre la finalización de la etapa de prueba 
y el dictado de la semencia es materialmente muy extenso, es ésta la época en que 
se produce el mayor desaliento del profesional, que opta, en la mayoría de los casos, 
por archivar la cuestión. 


2,7. LAS FORMAS DE CONCLUSION DEL PROCESO 
Y SU INCIDENCIA EN LA BASE REGULATORIA 
DE LOS HONORARIOS 

El objetivo de este libro no es dictar un curvo coinpletn de procedimiento judi¬ 
cial por lo que se ha excluido expresamente el tratamiento puntual de cada uno de los 
ítem contenidos en los códigos respectivos que no tuvieran directa relación con la 

tarea pericial. 

Aclarado ello, sin embargo, resulta conveniente esquematizar los distintos 
modos de conclusión del proceso que se encuentran previstos en materia procesal. 
El siguiente cuadro resume las características que definen a cada uno de ellos con¬ 
forme surge del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación: 


Sentencia 

Resurta a modo normal de conclusión del proceso 

Desistimiento 

El desistimiento del proceso se configura cuando en cualqiaer es¬ 
tado de la causa, previo a que se dicte semencia, los litigantes acuer¬ 
dan desistir del mismo y lo manifiestan por escolo al |uez. 


Ei desistimiento del derecho implica que el actor renuncia al de¬ 
recho que smnó de fundamento a la interposición de la demanda, no 
se requiere la conformidad expresa del demandado para que el mu¬ 
rrio prospere. 


Ambos se encuentran previstos en los arts 304. 305 y 306 del 

cp.cx: n. 
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Resulta conveniente relacionar los modos de conclusión expuestos con lo atín¬ 
geme a las distintas alternativas que generan los mismos en su vinculación con la 
determinación de la base rcgulatona de los honorarios profesionales. 

lil régimen arancelario para los profesionales en ciencias económicas previsto 
en el dio. 16.638/57. que vinualmentc ha quedado superado por la normativa vigen¬ 
te. conserva a pesar de ello un carácter ejemplificados sobre las relaciones a estable¬ 
cer para los honorarios según cuál fuera el modo de conclusión del proceso. Rilas son: 

I. Si se dicta sentencia o existe transacción 

Hl monto del juicio estará dado por el que surja de la sentencia recaída en las 
actuaciones o la transacción a que se haya arribado Asimismo, se establece que cuan¬ 
do no se alcance al setenta y cinco por ciento del valor reclamado en la demanda o 
reconvención, o una u otra fueran recharadas, el juer puede llegar a fijar honorarios 
en un porcentaje mayor que el que correspondería según la cantidad establecida por 
la sentencia. 
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2. SI el honorario debe fijarse sin que deba dictarse sentencia o sobreve¬ 
nido transacción 

Se considerará a tal efecto como monto del juicio In mitad de la suma recla¬ 
mada. Si después se dicta xentencia corresponderá reajustar la regulación 
conforme a ese supuesto. 

3. SI no hay monto 

Bajo este supuesto habrá que tener en cuenta los siguientes elementos: 

a) el monto e importancia de los trabajos presentados; 

b) la complejidad y carácter de la cuestión planteada: 

c) la trascendencia moral o económica que para lax partes reviste la cuestión 
en debate- 

Es importante señalar que durante la vigencia del decreto en análisis en el fue¬ 
ro laboral también se aplicaban los siguientes criterios, en concordancia con la nor¬ 
ma arancelaría: 

a) Si la demanda fuera rechazada 

La base rcgulatoría se determinaba actualizando el monto demandado des¬ 
de el momento de interposición de la demanda y hasta la fecha de la regu¬ 
lación conforme la variación operada en el índice de precios al consumidor 
Generalmente no se establecían intereses específicos para los créditos de ho¬ 
norarios. aplicándose subsidiariamente el criterio previsto en la ley de aran¬ 
celes para abogados. 

En consecuencia, en caso de no ser cancelado inmediatamente, el importe re¬ 
gulado debía actualizarse desde la fecha del pronunciamiento según la va¬ 
riación del índice de precios mayoristas nivel general y le era aplicable una 
tasa de interés del 6 % anual sobre el capital actualizado. 

b) Si el procedimiento concluía por conciliación 

La jurisprudencia fue contundente en el sentido de fijar que en los casos de 
conciliación el menor monro que hubieren acordado las partes no era opo- 
nible al perito, por lo que debía considerarse el valor actualizado de los cré¬ 
ditos labórale» reclamados en el escrito de iniciación del expediente. 

Hasta el 30/9/92 tenía plena aplicación en el fuero laboral la escala arance¬ 
laria que surgía del dto. 16.638/57. que fijaba para los informes periciales los 
siguientes guarismos: 
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Masía mín 1000 
más de m$n 1.000 
más de mín 5.000 
más de mjn 10.000 
más de m$n 50 000 
más de mín 500.000 


insta mín 5000 
tiesta mín 10000 
Hasta mín 50 000 
hasta mín 500 000 
en adelante 


d« 13 al 18% 
del 11 * 18 % 
del 9 el M% 
del 7 al 12% 
del 5al 10 % 
del 4al 10% 


Dado que la norma en cuestión no preveía ningún meconismo de indexación 
en su articulado, los procesos inflacionarios sucesivos hicieron que debieran 
aplicarse los parámetros del escalón más alio, ello implicaba que los honora¬ 
rios debieran ser Ajados entre los límites del 4 % como mínimo y del 10 % 
como máximo. Esos valores se aplicaban sobre importes acluali/jdos de los 
montos determinados en cada caso. 

Dicha posición halló fundamento en numerosa jurisprudencia generada es- 
pccíticamcntc por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. 

En principio, frente a la aparición de nuevas normativas, pareció existir con¬ 
senso entre los magistrados del fuero en no innovar en la materia en relación 
con las causas en trámite, y continuaron aplicando los lincamientos del dio. 
16.638/57 que establecía el mecanismo de relación porcentual descripto en¬ 
tre el monto del juicio y el honorario del profesional en ciencias económi¬ 
cas que se desempeña como auxiliar de la justicia en carácier de perito. 

En mayo de 1991 un fallo de la C.SJ N. se expidió a favor de la aplicación 
del referido dio. 16.638/57 como respuesta a la presentación individual de 
un perito contador, señalando la inconstitucionalidad del criterio de fijación 
de honorarios incluido en el dio. 1.813/92, principalmente en tclación con 
las causas preexistentes al dictado del mismo 


2,7,1 VIGENCIA DE LA LEY 24.432 

Con fecha 15 de diciembre de 1994 se sancionó la ley 24.432. que incluyó re¬ 
formas importantes respecto de los honorarios profesionales. 

La siguiente reseña incluye algunas particularidades que surgen de dicho texto 
legal y afectan los honorarios de los auxiliares de justicia: 

a) Modifica el art. 505 del Código Civil, poniendo un limite del 25 % sobre el 
monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fia al 
diferendo para el total de los honorarios profesionales a regular Si. como 
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resultado de las regulaciones individualmente practicadas, el límite estable¬ 
cido fuera excedido, el juez deberá prorratear dicho porcentaje máximo en¬ 
tre todos los beneficiarios. 

b) Incorpora como último párrafo del an. 77 del C.P.C.C.N que los pontos 
inicrvinicntes podrán reclamar de la pane no condenada en costas hasta el 
50 % de los honoranos que le fueran regulados, sin perjuicio de lo dispues¬ 
to en el art. 478. Con anterioridad, el profesional podía* reclamar el 100 % 
de dicho emolumento por la responsabilidad solidaria que alcanzaba a la 
parte vencedora. 

c) En el an. 478 del C.P.C C.N citado en el Item anterior, se agregó un párra¬ 
fo inicial que especifica: 

•u» jueces deberán regular los honoranos dt los pernos y demás similares de la justi¬ 
cia- conforme a los respectivos aranceles, debiendo adecuarlos, por debajo de su* lopes 
mínimos inclusive, a las regulaciones que »e practicaren en favor de los restantes pro¬ 
fesionales intcrvimcaics. ponderando la natonkza. complejidad, calidad y e ocasión en 
el tiempo de los respectivos trabajos * 

En el mismo cuerpo legal se establece la aplicación del criterio expuesto en el 
ámbito de la justicia laboral 

La ley 24.432 sustituye el art. 20 de la ley 2I.K39: el mismo queda redactado 
de manera tal que establece que cuando el honorario debiere regularse sin que se 
hubiera dictado sentencia ni sobrevenido transacción, se considerará monto del pro¬ 
ceso la suma que. razonablemente, y por resolución fundada, hubiera correspondido 
a criterio del Tribunal, en caso de haber prosperado el reclamo del pretensor. 

Agrega, asimismo: 

■ ..dicho momo no podrí ser en ningún caso superior a la mitad de la suma reclamada en 

la demanda y reconvención cuando ésta se hubiere deducido* 


2,8. RECURSOS DE APELACION CONTRA 
REGULACIONES DE HONORARIOS. 

IMPORTANCIA DE LA JURISPRUDENCIA 

Podrán interponerse los recursos previstos en el Código de Procedimientos con¬ 
tra las sentencias y resoluciones adoptadas en el curso del proceso. 

El recurso de aclaratoria puede ser solicitado dentro de los tres días posterio¬ 
res a la notificación de la sentencia El pedido de aclaratoria no suspende el plazo para 
interponer recurso de apelación, por lo que éste debe ser interpuesto en subsidio. 
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El recurro de apelación contra las semencias definitivas tendrá efecto suspen¬ 
sivo Puede ser interpuesto en el plazo de seis dios posteriores a la notificación de 
aquéllas, segó" surge del Código de Procedimiento laihoral en su an. 116. 

Conforme el texto del art. 120 de la ley 18.345. cuando se apelen honorarios 
no será necesaria la expresión de agravios. Sin perjuicio de ello, es conveniente acom¬ 
pañar la apelación con una fundntncntación adecuada de los términos de la semen¬ 
cia que se atacan y se solicita sean revisados. 

(Jebe hacerse reserva del caro federal en el mismo escrito para dejar abierta la 
posibilidad de interponer cvcntualmcntc recurso extraordinario ante la Corte Suprema 
Si el recurro de apelación es concedido, el expediente es remitido a la cámara 
del fuero, donde se le asignará sala por sorteo 

En segunda instancia puede ser modificada o anulada la decisión incluida en la 
sentencia apelada. Si así ocurriese, fijará valores distintos para los honorario» de le¬ 
trados y peritos, conforme al nuevo pronunciamiento 

Contra las sentencias definitivas de segunda instancia podrán interponerse lo» 
pedidos de aclaratoria y el recurso extraordinario, del que debe haberse hecho la co¬ 
rrespondiente reserva, como se dijera oportunamente 

La interposición del recurso extraordinario por parte del perito contador debe 
estar fundada en la inconstiuicionalidad de una norma o en la arbitrariedad de la sen¬ 
tencia objeto del mismo. 

En la ley 18.345 y en los arts 282 y 283 del C.P.C.C.N. se contempla la posi¬ 
bilidad de recurrir directamente en queja por haberse denegado un recurro Para la 
interposición del pedido de queja se requiere patrocinio letrado. 

Recalquemos que no se necesita firma de letrado para interponer los recurso» 
detallados precedentemente, a excepción de lo» que se presemen ame la Corte Supre¬ 
ma de Justicia de la Nación. En esto se debe poner especial atención, puesto que si 
se decide la contratación de un letrado los honorarios deberán ser soportados por el 
perito contador 

En esc sentido, hay un fallo que específicamente rechaza la pretensión de car¬ 
gar a la obligada al pago del monto de condena los honorarios del representante le¬ 
trado del perito. Se basa en que su participación no reviste el carácter de necesaria 
para que el experto haga un pleno ejercicio de sus derechos. 

Resulta interesante el conocimiento de los fundamentos del fallo, por lo que se 
transcriben resumidamente a continuación: fallo Oms. Jaime Alberto c/Flota Fluvial 
del Estado Argentino. CN. Trab.. sala Vil. JOfím V.D 2. DL 007.W- 
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'Costal Perno Honorario* de u letrado Ir* trinóle* procésalo cumplido* en procura del 
deprimo de lo* honorario» del perito, no requieren ritma de letrado tctf an S6. C PC C ), 
por ello, recurrir a los rcmcioi de un ahogado por parte dr un autiliar de la judíela, que 
cahe oponer conocedor de loi cánonc» Mucos de la actúa» idn (udK ul re»pondo Unicamente 
al soberano arbitrio de quien los contrató, lo que revela injusto mandar a otro» enfrentar su 
codo * I 4 ). 


2,9. LIQUIDACION (ART. 132). CRITERIOS DE 
ACTUALIZACION Y DEVENGAMIENTO DE INTERESES. 
NOTIFICACIONES A PRACTICAR 

Al quedar firme la sentencia, procede la liquidación de acuerdo con las paulas 
de la resolución que definió el proceso. 

El trámite de liquidación de oficio implica que la misma será practicada por la 
secretaría del juzgado, una vez que el expediente ha sido remitido de la cámara o ha 
quedado consentida o ejecutoriada la sentencia. 

De la liquidación se corre traslado a las partes y peritos. En ese mismo momen¬ 
to. se intimará al deudor para que pague el importe que surja de aquélla, de acuerdo 
con el plazo que fijó el juez en los términos de sentencia 

En el caso en que en la confección de la liquidación no se hubieren considera¬ 
do la totalidad de los elementos involucrados o se hubieran aplicado erróneamente, 
la misma podrá ser impugnada y rcformulada de acuerdo con las paulas que se esti¬ 
men son las que corresponden 

De esta nueva liquidación se le corre traslado a los interesados y. en el caso de 
subsistir las discrepancias, el juez deberá expedirse determinando cuál de todas las 
liquidaciones responde a los términos de la sentencia definitiva. 


2,9,1. CRITERIOS DE ACTUALIZACION Y DEVENGAMIENTO 
DE INTERESES 

Para el tratamiento de los criterios de actualización y dcvcngamicnto de inte¬ 
reses deben diferenciarse dos períodos: uno anterior y el otro posterior a la vigencia 
de la ley 23.928. denominada de convertibilidad del austral, que tuvo efectos a par¬ 
tir del 1* de abril de 1991. 


(4) Citado pot Envpar en Doctrina laboral 
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F.n el periodo anterior a esa fecha, los créditos laborales se actualizaban con¬ 
forme a la variación operada en el índice de precios al consumidor nivel general en¬ 
tre el valor correspondiente al mes anterior a la fecha en que cada suma fuese debi¬ 
da y el del mes anterior al del efectivo pago 

Este criterio fue mantenido hasta el I* de abril de 1991 inclusive en que, por 
aplicación de la denominada ley de convertibilidad —23.928—. se ha suspendido todo 
mecanismo indexatorio. 

I.os créditos cuyo origen es anterior al I* de abril de 1991, que se encontraban 
todavía en trámite a la fecha indicada, y tuvieron resolución definitiva con posterio¬ 
ridad a la misma, deben ser actualizados de acuerdo con el coeficiente que surja de 
comparar el índice de precios al consumidor de marzo de 1991 (último mes anterior 
a la suspensión de mecanismos indcxalorios) y el mes anterior al de devengamiento 
de la deuda. 

La Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo publica los respectivos coefi¬ 
cientes, aunque los mismos pueden ser determinados relacionando los índices en la 
forma citada 


Respecto de la oplicación de intereses en el periodo anterior a la vigencia de la 
ley de convertibilidad, en el fuero laboral había consenso en que. además del crédito 
a favor del trabajador, el deudor debía resarcirlo por el tiempo en que se vio privado 
de su capital con una tasa de interés del 15 % anual sobre los montos actualizados. 

Este valor del guarismo representaba una grave sanción económica para el obli¬ 
gado al pago, puesto que era una tasa de interés real que duplicaba la prevista en igual 
época en los otros fueros. 


La interpretación que puede hacerse es que se buscaba minimizar los cosos de 
incumplimiento, induciendo por esta vía la cancelación de los créditos a favor del 
trabajador en tiempo y forma. 

A rafz de la sanción de la ley 23.928. la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo dictó la resolución 6/91, que prevé el criterio aplicable a partir de la vigen¬ 
cia de aquélla. La norma consta de sólo siete artículos, entre los cuales deben desta¬ 
carse los siguientes: 


*t I 


Art.1* — El cese de la i iniciación ímpoi 
elación mondaria ocurrida a partir de la lecha indicada Sin embargo. « 
procederá el cálculo de reajustes por la deavalonaación ha 
asi como la incidencia de dicho cálculo sobre p. 
otro driblo cuyo motilo debe determinarle ei 
agüella fecha. 


Art. y — El índice de precios al consumidor elaborado por el INDEC pan el mes de mar 
ro de 1991 (base de la planilla de coeficiente! válida para abril), drh* por tu lanío aplicar¬ 
se pora indcxar los créditos al 1“ de abril En cambio, cualquier variación posterior de loa 
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precios al consumidor, reflejada en el Indice de abril o en ono subsiguiente, no motivar! 
alteración alguna de los valoro a pagar en el fuluro 


Arl. «* — Sin perjuicio de la lasa aplicable hasta el 31 de mar/o dr 1‘i‘M vibre créditos 
indotados. a partir del 1* de abril de 1991 se aplicar! la rasa de Interés que resude del pro 
medio mensual de la Man activa aplicada por el Raneo de la NactOn Argentina pan opera 
dones comentes de descuento de documentos comerciales, según el calculo que ser! di fon 
nb perla Prosecretaría Ccnenl de la Cinara. ?M In Di idonttnmlqae 

se halle en cuno, se aplicar! el promedio del mes anicnor 

El texto original del art. 6* Cue modificado el 24 de junio de 1992. por acia 
2.100. que varió el cálculo de intereses en la forma siguiente 

"Art. 6' — Sin perjuicio de la rasa aplicable hada el -1 • ¡'ideando*. a 

partir del 1/4/91 se aplicar! la tasa pasiva de ínteres mensual promedio publicada por el 
Banco Central de la República Argentina en cumplimiento del art 10 del .Ito 9«l/9t To¬ 
dos los intereses se uplicar!n sobre el capital actualizado al 1/4/91 y no sobre los intereses 
que hasta entonces se hubiesen devengado, salvo lo dispuesto por el art 623 del Código 

cava.** 


2,10. EJECUCION DE SENTENCIAS 

Existen elementos básicos de la ejecución de sentencia que el profesional que 
se desempeñe como perno contador deberá conocer en cualquiera de los fueros en que 
actúe, puesto que los honorarios que deba pagar por esla gestión de cobro no serán 
trasladables al obligado al pago, lal como se señalara anteriormente. 


2,10,1. PLAZO DE CUMPLIMIENTO DE LA INTIMACION DE PAGO 

El proveído que ordena la notificación de la liquidación practicada incluirá el 
plazo en el que la misma puede ser impugnada y aquel en el que la obligación de pago 
debe ser cumplida. 

Un texto típico de la cédula que notifica la liquidación dice: 

'De la liquidación practicada se le corre trulado a las parte» y petUm por el término de 3 
días, debiendo inreponer dentro del mismo las impugnaciones y reformulacione* que esti¬ 
men corresponder En este último caso la condenada al pago deber! depositar el importe que 
reconoce adeudar o el que quede firme en caso de silencio " 

Si no median observaciones, la liquidación quedará firme, y podrán producir¬ 
se los supuestos que se tratan en los puntos siguientes. 
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2,10.2 RESPONSABILIDAD EN EL PAGO DE HONORARIOS 

En la sentencia recaída en el expediente, o en el auto homologa»orio de la even¬ 
tual conciliación a que se hubiere ambado, se determinará la proporción en que las 
partes deberán hacerse cargo de los honorarios de los pernos 

I ji obligación de su pago puede quedar totalmente a cargo de una de las partes 
o ser compartida en distintos porcentajes por los litigantes 

Si la parte que tiene a su cargo las costas del juicio no cumple con la obliga¬ 
ción del depósito a que fuere intimada, a partir de la sanción de la ley 24.432 ya 
comentada, el perito contador sólo podrá acusar la solidaridad de la contraparte has¬ 
ta el 50 % (cincuenta por ciento) de su crédito, tal como surge en la pane pertinente 
de dicho ordenamiento legal. 

La norma comentada viene a modificar el alcance del texto del art 40 del Có¬ 
digo de Procedimiento Laboral que preveía lo siguiente: 

"Art. 40 — Lo» honorjuiot de los amillare» de la lusncia designados de oficio icrtii ni- 

glltlcs a tualcvjmeta de las panes, na perjuicio del derecho de repeticióo que Icadri la que 

haya pagado contra la condenada en costas * 

La consideración de la posibilidad de acusar la solidaridad de las partes revis¬ 
te aun mayor importancia en el caso en que el trabajador pierda el juicio y queden a 
su cargo los honorarios. Dado que en la mayoría de los casos carece de bienes que 
permitan hacer efectivo el crédito. el pcnio podrá requerir al juez que se intime a la 
otra parte para que cancele su crédito sólo hasta un 50 * del mismo, en virtud de lo 
normado en la vigente ley 24.432. 


2,10,3. HABIENDO QUEDADO FIRME LA LIQUIDACION, LOS 
RESPONSABLES DEPOSITAN LOS HONORARIOS DEL EXPERTO 

En este punto y en el siguiente se analizarán los distintos supuestos que pue¬ 
den darse ante la intimación de pago de honorarios. 

La primera alternativa se configura cuando la condenada al pago deposita en el 
hanco judicial correspondiente la suma adeudada Este es el modo normal en que fi¬ 
naliza toda la labor pericial. 

En jurisdicción de la Capital Federal, esta función para el fuero laboral ha sido 
encomendada a la sucursal Tribunales del Banco de la Ciudad de Buenos Aires. 

Cumplido el depósito, el cheque o giro judicial pueden ser librados de oficio 
por el juzgado o a petición expresa del experto. 
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Si el cheque es librado de oficio, el perito debe solicitar se deje constancia en 
el mismo de su situación fiscal frente a los gravámenes que recaen sobre su ejerci¬ 
cio profesional. En la actualidad estos impuestos son los denominados "impuesto a 
las ganancias" c "impuesto al valor agregado" 

Todo ello reviste importancia, puesto que. en ci caso de no constar en el libra¬ 
miento la situación frente al impuesto, la entidad bancaria se encuentra obligada a 
retener el máximo previsto para los no inscriptos. Esta situación representa actualmen¬ 
te un porcentaje considerable si se superan los mínimos no sujetos a retención. 

Una cuestión de orden práctico en el ámbito de la Capital Federal obliga a se¬ 
ñalar que al presentarse a percibir el giro, le será requerida al profesional una foto¬ 
copia de la constancia del organismo recaudador de contribuciones impositivas de la 
que surja la situación que reviste como contribuyente. Este requisito debe ser cum¬ 
plido aunque el juzgado haya dejado constancia de ello en el cheque respectivo. 

Algunos juzgados tienen la modalidad de librar los cheques sólo a petición 
expresa del interesado. 

En esa circunstancia, el profesional deberá presentar un escrito en el que infor¬ 
mará todos los datos citados a los fines impositivos. 

El siguiente texto ejemplifica el cuerpo del escrito que corrrespondcría presentar. 

• 1-1 

Que viene a solicitar se Ubre el giro a su favor por el depósito de 
los honorarios que le fueran oportunamente regulados. En cumplimiento 
de la normativa vigente manifiesto ser Inscripto en el Impuesto a las 
ganancias y revestir e! carácter de responsable no inscripto ante el Im¬ 
puesto al valor agregado. Adjunto fotooopia de la constancia respectiva 
para conocimiento del tribunal 

Por todo lo expuesto, a V S solicito 

Se sirva ordenar el libramiento del giro a favor del suscripto por 
la suma de $ xxxxx, dejando constancia en el mismo de las situacio¬ 
nes impositivas acreditadas en esta presentación 

Provea V-8. de conformidad. QUE 

SERA JUSTICIA...* 

Respecto del cobro de honorarios, algo que ha lomado cuerpo en el radio de la 
Capital Federal, y que merece ser mencionado aquí sólo como un aporte para su even¬ 
tual aplicación en otras jurisdicciones, es la operatoria prevista por el Banco de la Ciu¬ 
dad de Buenos Aires para abreviar los trámites de cobro de las libranzas judiciales. 

Tal circunstancia fue puesta en conocimiento de los matriculados de la Capital 
Federal por el consejo profesional de la jurisdicción y presenta la operatoria citada 
con el siguiente detalle: 
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Acreditación dd pago di 



Trinóle ágil y rápido a 


Lo acreditación de lil 


3 En caao de «urgir aljptn i 
de l«n fondín, el molar 
lal impedimento.* 


2,10.4 INCUMPLIMIENTO DEL DEPOSITO POR PARTE 
DE LA OBLIGADA AL PAGO 

Erente al incumplimiento de la intimación a depositar. se generan vanas alter¬ 
nativas para cfcctivizar el cobro de los honorarios. 

En general, la intimación de pago prevista por el tribunal lleva incluido el aper 
cibimicnto de iniciar el proceso de ejecución en caso de incumplimiento 

Esto significa que deberán solicitarse las medidas necesarias sobre bienes del deudor 
Podrí! peticionarse en esc caso el embargo de fondo» depositado» en entidades 
(sanearías; el embargo de bienes muebles en el domicilio real del deudor; o bien, el 
embargo sobre bienes rcgisirablcs. 


2,10.4,1. Embargo sobre fondos depositados en entidades bancarias 

El perito contador puede solicitar al juez de la causa que ordene el embargo de 
los fondos pertenecientes a la deudora hasta el impone que *c le debe en concepto 
de honorarios con más lo que el juez presupueste para cubrir los adicionales que se 
generen hasta la efectiva percepción del crédito. 

A tales Tines debe indicarse claramente la entidad hancaha tenedora de los fon 
dos que se pretenden embargar, con identificación precisa de la sucursal en que la 
deudora reviste el carácter de cliente. 


15 » « Conu, b nenia. publicación <M C r C£.CP. Buenos Aire., frtro» <k IW 
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En caso de considerar necesaria la intervención de otra persona en el retiro y 
diligcnciamicnto del oficio deberá solicitarse la autorización expresa al juez y que « 
deje constancia en el texto del oficio al momento de su libramiento 

Si el juez, considera procedente la solicitud de embargo, dictará un proveído del 
siguiente tenor: 

"Buenos Aires, «x de mareo de I9xx. Conforme a lo peticionado, drcrflmc cmhmgo Ucfi- 
nitivo sobre los fondos que luvicrc depositado* o el I XrgtfltiM ti COI 

presa Salenio S A hura cubrir la tuina de S >40,60 con más la de S >4 .pac te prcsnpucs- 
tan con carácter provisorio para responder a inicíete» y costas de la ejecución del crédito 

de la pento contadora. 

A partir de esc pronunciamiento debe confeccionante el respectivo oficio a la 
entidad hancaria. tarea que queda a cargo del interesado, en este caso, el perito con¬ 
tador. 


El oficio a confeccionar a partir del proveído precedente sería el siguiente 


Buenos Aires, xx de agosto do lOxx 

Seftor Gerente de] 

Banco de la Nación Argentina 
Casa Central 
8 / D 

Tengo el agrado de dirigirme a Ud en loe autos caratulados: Páaz. 
Angel c/SaUerno S.A. a/oobro da pasos que tramitan por ante este Jua¬ 
gado Nacional de Primera Instancia en lo Laboral N* xx a mi oargo. 
Secretaria Ornea, sito en Diagonal Pte. Roque S&ena Pefta 760. piso nn, 
Capital, a fin de hacerle saber que se ha decretado embargo definitivo 
sobre los fondos que tuviere depositados en el Banco de la Nación Ar¬ 
gentina la empresa Salarno 8.A., hasta cubrir la suma de $ 340,60 
oon más la de $ 34, que se presupuestan con carácter provisorio para 
responder a intereses y costas 

Asimismo, se le hace saber que las sumas retenidas deberán ser 
transferidas al Banoo de la Ciudad de Buenos Aires a la orden do] sus¬ 
cripto y como pertenecientes a estas actuaciones en el término de cln- 

oo días 

Saludo a Ud atentamente 




CAP IV LA AC r UACION COMO PERITO CONTADOR EN LAS CONTROVERSIAS. 36 


2,10.4,2. Embargo sobre bienes denunciados en el domicilio del 

deudor 

La medida, como en el caso anterior, debe ser solicitada por el perito contador 
La petición debe incluir lo» dalo» identificáronos del inmueble en que se de¬ 
nuncia la existencia de los bienes Aprobada la medida, el juez dictar! un proveído 
semejante al que a continuación se expone: 

Buenos Airea. 29 da Julio da ¡9xx Incumplida por la demanda 
da la intimación de fa. 148. respecto de los honorarios da la perito con 
todora decretase embargo sobre sus Menea por la suma de I 388.42. 
con mAs la de $ 110, que se presupuestan provisoriamente para res¬ 
ponder a acrecidos, intereses y costas Firmado Dr xxxxxxxxxxxxx 

El perito deberá confeccionar el mandamiento de rmbarjo correspondiente 
consignando el alcance de la medida dictada. 

En las librería» aledaña» a lo* tribunales hay formularios que incluyen lodos los 
requisito* legales a considerar al confeccionar el mandamiento. 

La existencia de tales formularios se séllala sólo con el objetivo de facilitar la 
tarca, pucsln que lanío el mandamiento de embargo como las instrucciones para 
el depositario dr bienes embargados pueden ser elaborados por el profesional sin 
sujetarse a formularios pretmpresos. De hecho, con un simple procesador de palabra 
en una computadora personal puede almacenarse el texto respectivo y recuperarlo en 
lanías oportunidades como le sea necesario. 

En relación con la autorización ai diltgcnciamienio por terceros, son aplicables 
idénticas consideraciones que las expuestas en el desarrollo del oficio de emborgn en 
cuentas bañe arias 

El mandamiento de embargo debe ser entregado con copias al juzgado, acom¬ 
pañado de las respectivas instrucciones para el depositario de bienes embargados 
Ellas últimas reseñan las responsabilidades que se adquieren frente a la justicia en 
relación con los bienes de los que se los ha designado responsable 

El profesional deberá dirigirse dentro de los cinco días siguientes a la oficina 
de oficiales de justicia, en el horario que corresponda según el domicilio en que de 
berá ejecutarse la medida, a fin de establecer, con el funcionario a cargo de la zona 
el día y la hora en que aquélla se llevará a cabo. 

Si el profesional no concurre dentro del término citado, el mandamíenlo se de 
volverá al juzgado por no haberse presentado el interesado 
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Si se llega a la situación dcscripia. se generará la necesidad de reiterar todos los 
pasos citados a fin de lograr se libre un nuevo mandamiento en reemplazo del que 
no se llevó a cabo. 

Establecida la fecha con el oficial de justicia, el profesional o quien se encuentre 
autorizado para ello, deberá constituirse en la fecha y hora concertadas. 

El oficial de justicia llevará a cabo la orden de embargo, identificando los bie¬ 
nes sujetos del mismo y entregando a quien sea designado depositario de los bienes 
las instrucciones respectivas. 

Si el experto no se presenta en la fecha acordada, el trámite de embargo corre¬ 
rá igual suerte que el analizado para el caso de la presentación fuera de término en 
la oficina de mandamientos 

El oficial de justicia será el encargado de informar al juzgado el resultado de 

la medida. 

A partir de esc momento, en caso de mantenerse el incumplimiento del depó¬ 
sito. podrá requerirse el remate de los bienes emburgados 


2,10,4,3. Embargo sobre bienes registrables 

Deberá peticionarse la medida con identificación clara y precisa del bien sobre 
el que se solicita sea aplicada aquélla. 

En el caso de bienes inmuebles, se requerirán los datos catastrales de la propie¬ 
dad denunciada. 

En cualquiera de los casos, una vez acogido favorablemente el pedido por 
el juez de la causa, se encuentra a cargo del profesional y/o de quien éste autori¬ 
ce la confección del mandamiento y su diligonciamicnto ante el registro corres¬ 
pondiente. 

En tanto persista el incumplimiento del pago deberá solicitarse el remate del 


bien. 
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2.10,4,4. Modelos de escrito de solicitud de embargo, mandamiento 
e instrucciones para el depositario 


») Solicitud de embargo 

Perito contadora solicita se declare firme liquidación y se decrete 
embargo 

Señor Juez: 

ALICIA GOMEZ. Contadora Pública, con el domicilio constituido en 
nulos, designada de oficio perito contadora en el expediente caratula¬ 
do expte J V 2.680/91, Vareta. Sebastián o/Seodaoar S.R.L a/aoouten- 
te. a V.S. se presenta y respetuosamente expone: 

I. Que de acuerdo con las constancias da autos permanecen impa¬ 
gos los honorarios que le fueran regulados a la suscripta por su tarea 
en estos actuaciones 

Que ios mismos han quedado a cargo de la demandada Sendamar 
S.R.L.. quien ha incumplido su obligación pese a haber sido oportuna¬ 
mente notificada. 

Que no habiendo mereoido objeción corresponde se declare firme 
la liquidación practicada por la suscripta en autos. 

En razón de lo expuesto, esta profesional solicita se decrete em¬ 
bargo sobre los bienes que oportunamente se denuncien en el domicilio 
de la demandada Sendamar S.R.L.. sito en Aoevedo 2038 de asta Capi¬ 
tal Federal, por la suma de $ 358.42 con más la que V.S. presupuesta 
para cubrir los Intereses devengados a partir dsl 1/4/01 y las costas 
que se generen por el presente trámite de ejecución. 

Por lo expuesto a V.8. solicito: 

1. Se declare firme la liquidación practicada al 1/4/01. 

2. Se ordene el embargo detallado en el apart. I, requiriendo asi¬ 
mismo se deje constancia en el mandamiento respectivo que ee 
encuentran autorizadas para su dlUgsnotamianto la suscripta y/o 
la Dra, Beatriz Fernandez. 

Quiera V.S. proveer de conformidad que 

SERA JUSTICIA 


ALICIA GOMEZ 
Contadora Püblioa 

(Tl-B.A.) 
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b) Mandamiento de embargo 


Mandamiento da embargo 

B1 oficial da justicia que corresponda se consutuird en el domici¬ 
lio de la calle Acevedo 2035 y procederá a trabar embargo definitivo 
sobre bienes existentes en dicho lugar, que ooroo de p. o piedad de Sen 
damar S.R.L. le serAn denunciado* por la Dra. Alicia domes y/o la Dra. 
Beatriz Ana Fernandez. indistintamente, hasta cubrir la suma de pesos 
trescientos cincuenta y ocho con cuarenta y dos nentavos $ 388.42). 
que le reclama ALICIA OOkUtZ en concepto de honornrloa en los autos 
Varóla, Sebastian c/Sendamar S.R.L s «.vidente que tramitan ante *1 
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Laboral !1‘ , a cargo de 

la Dra XXXXXXXXXXXXXXXXXXX ,-or. soeretar.a única. silo en la 
valle 1868. piso de la Capital Federal, con mAs la suma de peeoe 
ciento diez que se presupuestan provisoriamente par» responder a acre¬ 
cidos, Intereses y f ** m9 *n. 

El proveído que ordena el presente dio» 'Bueno* Airee. 29 de abril 
de 19xx. Incumplida por la demandada la intimación da fs. 148. res¬ 
pecto de los honorarios de la perno contadora decrétase embargo sobre 
sus bienes por la suma de $ 358.42. oon mAs la de $ 110. que se pre¬ 
supuestan provisoriamente para responder a acrecidos, interese s y ooe- 
tas. Firmado: Dra XXXXXXXXXXXXXXXXXXX Juez ' Buenos Aires, 
mayo de 19xx 


c) Instrucciones para el depositario de bienes embargados 

Instrucciones para el depositario de bienes embargados 

Sefior depositarlo: 

Rn el Julolo Varéis, Sebastián c/Sendamar S.R.L. s/accidente que 
tramita ante e! Juzgado Nacional de Primera Instancia N c sito en la 
calle Lavalle 1268. ... piso, ha sido designado depositarlo judicial de 

los bienes embargados Se le hace saber que las obligaciones a su car 
go a partir de este momento, son las siguientes 

1*. Los bienes embargados han sido puestos directamente bajo su 
custodia Por lo tanto, queda a su cargo la oonaervaciOn do eUos hasta 
que el juzgado le notifique que ha cesado en sus funciones No debe 
permitir, por consiguiente, que nadie, ni aun su propio duefto. los tras¬ 
lade. deteriore o ejercite sobre ellos acto alguno de disposición, sin 
exhibir orden judicial Todo hecho de tal naturaleza que ocurriere debe 
usted notificarlo de inmediato al sefior Juez de la causa. 

2*. Al aceptar el cargo usted ha constituido un domicilio. A par¬ 
tir de ese momento le han de ser cursadas al mismo todas las notifica¬ 
ciones y. aunque lo haya cambiado, se presumirán recibidas cuantas allí 
sean dirigidas En consecuencia, deberá informar de inmediato al Juz¬ 
gado sobre todo cambio de domicilio 
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3* Son aplicables a loa depositarlo* judiciales Uu sanciones esta¬ 
blecidas para la malversación de caudal»* públloo# por loa arta 280 . 
201 y 262 del Código Panal, an razón da lo dispuesto por al art 263 
del mismo cuerpo legal, loa que se transcriban a continuación 

Art. 280 — Será reprimido con inhabilitación espacial da un msa 
a tro» afina, el funcionarlo público que diare a loa caudalaa o efectos que 
administrare una aplicación diferente de aquella a que estuvieren des¬ 
tinados. SI de ello resultare dallo o entorpecimiento del servicio a que 
estuvieren destinado*, se impondrá además al culpable, mulla del veinte 
el cincuenta por ciento de la cantidad distraída 

Art. 281 — Será reprimido con reclusión o prisión de dos a diez 
afice o inhabilitación absoluta perpetua, el funcionarlo públloo que sus 
trajere caudales o efecto* cuya administración, percepción o custodia le 
haya sido confiada por razón de su cargo La misma pena se aplicará 
al funcionarlo públloo que empleare en provecho propio o de tercero, 
trabajos o servicios pagados por una administración pública. 

Art. 282 — Será reprimido con multa del veinte al sesenta por 
ciento del valor sustraído el funcionarlo público que. por imprudencia 
o negligencia o por inobservancia de loa reglamentos o deberes de su 
cargo, diere ocasión a que se efectuare por otra persona sustracción de 
caudales o efectos de que se trata an el articulo anterior 

Art. 263 — Quedan sujetos a las disposiciones anteriores loe que 
administraren o custodiaren bienes perteneciente» a establecimie n tos de 
instrucción pública o de beneficencia, asi como los administradoras y 
depositarios de caudales embargados, secuestrados o depositados por 
autoridad competente, aunquo pertenezcan a particulares 

4*. Sin perjuicio de lo expuesto, son también aplicables a los oa 
sos de incumplimiento las disposiciones del art. 18 del dio 1.286/88. 
que dice así: 

' Los tribunales colegiados y Jueces podrán Imponer arresto per¬ 
sonal hasta de olnoo días y otras sanciones disciplinarlas a los aboga¬ 
dos. procuradores, litigantes y otras personas que obstruyeren el cur¬ 
so de la Justicia o que oometleren faltas sn las audiencias, asemos o co¬ 
municaciones de cualquier Indole, contra su autoridad, dignidad o dé- 
coro K1 arresto será cumplido en una dependencia del propio tribunal 
o Juzgado, o en el domicilio del afectado. * 

QUEDA UD. 20TCP1CADO 


2,10,5. INSOLVENCIA DEL DEUDOR 


Ante insolvencia del obligado al pago de los honorarios, y frente la imposibi 
lidad de hacer efectivo el cobro por vía del acuse de solidaridad previsto en el art. 
40. L.O.. deberá iniciarse el trámite de verificación correspondiente en el concurso 
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del deudor Este procedimiento es analizado en el capítulo respectivo de este libro, 
al que se remite por tratar específicamente esta problemática en los procesos concúr¬ 
sales. 

Sólo cabe mencionar al respecto lo previsto en el código de fondo en estos 
casos: 

Art. I '5 : 

nvo juicio uní venial * (Ley I8A45 ) 


2,10.6. COMPUTOS DE LA PRESCRIPCION PARA EL COBRO 
DE HONORARIOS 

Respecto de la prescripción de los honorarios del perito, el Dr Bermudez (’) 
hace una clara distinción entre la prescripción para la regulación y la prescripción para 
el cobro. En tal sentido, señala que el Código Civil, al considerar la prescripción li¬ 
beratoria. separa dos acciones diferentes 

*a) La correspondiente al honorario devengado, o ven, donde el perno ha presentado tu 
informe en tiempo y forma, pero donde aun no te le tu regulado el honorario, no te ha 
fijado el monto del mimo > quien debe soportarlo, donde el plazo de prescripción et 
de 1 (dos) afio». desde que d juicio terminó por semencia o bien por transacción u otra 
forma anormal de finalización de los juicios, es decir, desde que correspondía proce 
talmente regular honorarios y no te ha hecho, y han transcurrido dos ador un que el 
pento lo hubiere peticionado 

b) El plazo de prescripción que corresponde a los honorarios regulados por resolución 

judicial y que en este cuto es el plazo general de diez altos * 


III. ACTIVIDAD DEL PERITO CONTADOR EN LAS 
CONTROVERSIAS LABORALES EN LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

3,1. INTRODUCCION 

En jurisdicción de la provincia de Buenos Aires el ordenamiento vigente para 
la justicia laboral surge de lo previsto en la ley 11.653. que fuera publicada en el 
Boletín Oficial el 16 de agosto de 1995 


(6) Bitutftm. Mahh, Fruí rdimirnin /udicial para peritos. Ed Su Libro. Buenos Aires. 1995 
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l os aspectos distintivo* fundaméntale* que emanan de su ordenamiento y se 
relacionan con la actividad del perito cantador se comentarán en el siguiente punto, 
puesto que hacen al contesto en el que deberá desempeAar su actividad profesional 
en cuestión. 

Asimismo el perito deberá conocer que la ley 10 620 reglamenta el ejercicio de 
las profesiones en ciencias económicas en la jurisdicción de la provincia de Buenos 
Aires y que. en su parte pertinente, incluye dentro de su título fV. De los aranceles 
de honorarios en materia judicial, definiciones precisas respecto de los derechos y 
obligaciones que alcanzan a quienes optan por esta actividad como especial ilación 
profesional. Por ello se incluye su texto como anexo del presente capitulo. 

Adic iona hnente debe tenerse en cuenta la decisión de la Suprema Cone de Jus¬ 
ticia de la Provincia de Buenos Aires respecto de establecer como requisito paro el 
ejercicio de la actividad pericial la aprobación de un curso especialmente dedicado 
al efecto, cuyos lincamientos surgen del acuerdo 2728 (Reglamento para el Dictado 
y Evaluación de los Cursos de Capacitación en Práctica Procesal) que se comentará 
brevemente más adelante. 


3,2. CARACTERISTICAS DISTINTIVAS DEL 
PROCEDIMIENTO LABORAL EN LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

Aquellos profesionales que opten por ejercer la actividad en la jurisdicción de 
la provincia de Buenos Aires deben prestar atención a algunos elementos distintivos 
respecto del ordenamiento nacional, en aspectos tales como la organización del fue¬ 
ro. Sobre esta última debería conocerse que. dado su extenso territorio, los juzgados 
se encuentran distribuidos en departamentos; cada uno de ellos corresponde a una o 
más localidades. 

En determinadas regiones por la cantidad de habitantes no se justifica la exis¬ 
tencia de un juzgado para cada materia, por lo que funcionan umíicadamcnte y se 
ocupan del tratamiento de cuestiones diversas indistintamente, tale* como las civiles 
y las comerciales, que pueden citarse a título de ejemplo. 

En el caso de la justicia laboral, que en particular aquí se trata, la función de 
juzgar recae en tribunales conformados por tres jueces, cuyas sentencias sólo son 
recurribles ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Bueno* Aire* por la* 
razones previstas en el ordenamiento. 
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3,3. DESEMPEÑO DE LA ACTIVIDAD PERICIAL 
DEL CONTADOR 

Las cuestiones relativas a la organización de la tarca del contador público ya 
fueron tratadas en los primeros puntos de este capítulo y resultan aplicables al des- 
empello del perito contador en el ámbito de la justicia laboral de la provincia de 
Buenos Aires, puesto que hacen a la lógica de la preparación de los papeles de tra¬ 
bajo que deben sustentar todo dictamen o informe profesional emitido. 

En lo que hace a la normativa específicamente referida a la actividad pericial 
relacionada con controversias laborales, en esta jurisdicción debe ceflirsc a lo previsto 
en el cap. IV. “Pruebas", de la ley provincial 11.653 que rige el procedimiento labo¬ 
ral en la misma. En los arts. 37 a 42 que integran el capitulo se da tratamiento a las 
cuestiones siguientes: 

a) peritos, y 

b) libros y registros. 

Al conocimiento del articulado citado debe añadírsele el de los pronunciamien¬ 
tos de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que especifican algunas 
características de cuestiones meramente enunciadas en aquél 

Asimismo, se reitera que la ley provincial 10.620. que reglamenta el ejercicio 
de las profesiones en ciencias económicas en la misma jurisdicción, incluye con sumo 
detalle definiciones de aspectos relativos a un adecuado cumplimiento de las obliga¬ 
ciones propias del profesional que actúa como perito contador, así como de los de¬ 
rechos que se generan para el profesional por el ejercicio de dicha actividad Algu¬ 
nas de ellas resultan reñidas con otras legislaciones, lo que ocasiona que de hecho se 
encuentren transitoriamente suspendidas en su aplicación. 

Para el abordaje de cada tema de interés en el ejercicio de la labor pericial se 
sigue el orden previsto en la ley 11.653 de procedimiento laboral en el ámbito de la 
provincia de Buenos Aires. 

Respecto de la designación de peritos, cualquiera fuera su especialidad, surgen 
de la ley los siguientes requisitos y precisiones: 
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Postbádad da putOo m 

De los atts. 44. me. b) y 46 surge e perito podrá ser imano- 

aclaraciones o explicado- 

gado libremente por el tnbunal sin pequiao de las preguntas 

rm en la vista de ¡a 

que puedan proponer las partes 


— EJ an 45 establece que las partes tendrán intervenían en la 
audiencia a los efectos del contralor de la prueba y podrán ha 
<*. con permiso del presidente del tnbunal. todas las observa¬ 
ciones que consideren pertinentes 

Wo pierden este derecho por no haberlo interpuesto al momento 
de corrérseles traslado d el íníorme pericial en cuestión 

— El presidente del tnbunal tiene la 'acuitad de limitar las interrup¬ 
ciones cuando las mismas se puedan imputar de improceden¬ 
tes o de mero propósito obstruccionista o contrario a los fines 
del proceso 

Nueva pericia 

— Cuando se lo estimare necesario, podrá disponerse que se 
practique otra penaa, se perfeccione o se amptle la anterior, 
según el sistema de designación que se considere pertinente 

Copias del informe 

— Deberán presentarse tantas copias como partes haya en el pro¬ 
ceso 

Recusación, excusa- 

— Cuando los pentos no se expidieren en término o citados para 

ción. vacancia remoción 

dar explicaciones o evacuar impugnaciones nc comparecieren 
sm justa causa, de oficio se deiará sin electo su designación, 
dándoles por perdido el derecho a devengar honorarios si co¬ 
rrespondiese y excluyéndolos de la lista. 

— & se trata de pentos de la nómina oficial del Poder Jucfidal se 
comunicará a la Suprema Corte de Justicia a sus electos. 


Tal como surge del detalle precedente, el profesional que ejerció la función de 
perito puede ser llamado a dar explicaciones respecto de los conclusiones técnicas 
contenidas en su informe, tiste aspecto de la oralidad del informe nos pone frente a 
una nueva estrategia y materialización de la tarea, que es tratada en un capítulo es¬ 
pecífico de este mismo libro, y al que debe prestársele especial atención 


3,3,1. LIBROS Y REGISTROS 

Como quedara expuesto en los puntos relativos o la organización de la tarea pan 
el profesional perito contador en el ámbito de la Capital Federal, la cuestión relativa 
a los registros legales que deban ser llevados hacen a la incumbencia específica de 
éste, por lo que. a los conocimientos específicos sobre el tema, debe añadírsele el 
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tratamiento que • la cuestión se le da en el an. 39 de la ley de procedimiento laboral 
de la provincia de Buenos Aires, que al respecto establece: 


Art. » Cuando «i >mod dr una norma Ir til aplicable euss obligación de llevar libro», 
rqnírm o planillas especíale» de Indole laboral, j a requen«nenio judicial ao ae la eihl- 
Na o resollé que ai) reúnen esifcnua» légala y reglamentóla». imumbtri al empleador la 
prueba conlrarla >1 el trabajador o tu» dercchohabiemes prestaren dectaracida jurada robre 
lo» hecho» que ilebleran consignarse ni lo» mismos 

En lo» caun en que «e controvierta el monto o el cobro de teaiuneraeiona en dinero o en 
ripear, la prueba cnurrana a la reclamacaóa corresponder» al rmplrador ■ 


Como pane de la organización de la tarca profesional a llevar a cabo, debería 
considerarse la necesidad de establecer si hay puntos de pericia que deban ser eva¬ 
cuado* sobre la base de información incorporada en otros expedientes o elementos 
aportados como prueba por las panes Es conveniente que el pento lome debida nota 
en el caso de existir tal circunstancia, por cuanto dentro del procedimiento en análi¬ 
sis está previsto que se reputará conocida la existencia de tales elementos si se dan 
las condiciones previstas en el an. 40 del mismo cuerpo normativo, que establece: 



Si iv ofreciera romo proebi un docutnrmo agregado a un «prdtentv en irgante, ve pedir* 
el envío de dicho expediente cxcluiisamcnie por el plazo acceuno para cumplimentar la 
prueba o copla autenticada del instrumento 

En el primer caso, antes de devolverle el expediente te dejar! copia del documento en la 


Cuando la actuación que te ofreica como prueba te refiera a una cuestión dr cankier pre¬ 
judicial k deberá aguarda* tu laminación 

Cuando los convenio» colectivo» de trabajo fueran debidamente indis idualwadus par loa 
porta no ver» nccaatio diligenciar prueba alguna pura acreditarlo» A tal fin obrarán en 
poder de cada tribunal ejemplares de lo» mamo» cuya» copia» auienlicadai se agregaran a 
los auto» En coso de no tenerlos, el tribunal deber! requerirlos a la autoridad que cone»- 
ponda a tale» efecto»." 

El último párrafo guarda vinculación con la tarea que debe llevar a cabo el 
perito contador, puesto que sobre la base de la lectura de lo» escritos de demanda 
y contestación de demanda podrá determinar cuál es el convenio aplicable al «Aje¬ 
to de autos. 
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En consecuencia, para la determinación de los valore* reclamados tendrá que 
interiorizarse del contenido de aquéllos Misión esta última que sólo podrá llevar a 
cabo requiriendo al tribuna) el acceso a la copia del estatuto o convenio que obre en 
poder del mismo. 


3,4. REQUISITOS PARA LA INSCRIPCION COMO PERITO 
EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

Por acuerdo 2.728. la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires estable¬ 
ció que a partir de 1997 los profesionales que deseen inscribirse como peritos en su 
jurisdicción deberán aprobar cursos específicos 

Con carácter transitorio se ha fijado para el primer período que dicha obliga¬ 
ción podrá ser sustituida con la aprobación de un exumen en el que debe obtenerse 
una calificación mínima de siete (7) puntos sobre un total de diez. (10) puntos posi¬ 
bles. 

Los contenidos a evaluar incluyen normas proccdimentalcs y de organización 
de la justicia, cuyo cotejo con los programas de los seminarios de práctica profesio¬ 
nal jurídico-contablc vigentes en las universidades públicas y privadas del país, para 
la obtención del título de grado, permite aseverar que los contadores públicos ya han 
debido acreditar el conocimiento de aquéllos. 

El Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires 
ha hecho gestiones para que la circunstancia expuesta sea considerada por el alto tri¬ 
bunal. sin que hasta octubre de 1997 haya conseguido respuesta favorable. 

En lo que hace a las características del curso cuya aprobación deberá acreditarse, 
caben mencionar las siguientes: 

a) Por acuerdos firmados entre la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires y los colegios o consejos respectivos, estos últimos tendrán a su car¬ 
go la organización, dictado, y pruebas de evaluación 

b) Los cursos tendrán una duración de cuarenta y ocho (48) horas, y para po¬ 
der presentarse a las evaluaciones respectivas deberá cumplirse con un 80 % 
de asistencia. 

c) La evaluación final deberá ser aprobada con una calificación igual o supe¬ 
rior a seis (6) puntos sobre una escala total de diez. (10) puntos posibles. 

En caso de obtener una calificación mayor que cuatro (4) e inferior a seis (6). 
el aspirante tendrá derecho a presentarse a una segunda evaluación, que será 
citada en un plazo no menor a cuarenta (40) días de conocida la calificación. 
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Para la aprobación de me examen bailará con la obtención de seis (6) pun 

ios. 

d) Al aprobar la prueba final de evaluación, el consejo o colegio que correspon¬ 
da le extenderá al profesional un certificado, cuya valide/, encuentra sustento 
en el art 5*. inc i) del anexo I del acuerdo 2.728. 


3.5. REQUISITOS A CONSIDERAR EN LA PRESENTACION 
DE ESCRITOS EN JURISDICCION DE LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 


En los encabezamientos de las presentaciones judiciales realizadas en la juris¬ 
dicción provincial deben satisfacerse los requisitos que surgen por impeno del acuerdo 
2.514 de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 

El lema es ampliamente desarrollado por Gallo O: no obstante, rescatamos los 
siguientes ítem como los de mayor importancia, por ser aun más detallada la infor¬ 
mación a suministrar que la que se solicita en el ámbito de la Capital Federal. 

a) Respecto de los escritos judiciales, señala el autor al comentar el acuerdo que: 


toando los profesionales aeluen es represe alarida Je leñaos u por afrecho pnpfo, 
al comienzo de cada ciento deben consignar con claridad, sos nombres, apellidos, tomo 
y folio de Inscnpcidn ea la matricula, cántala completa del fmcio. mención de la pane 


provisionales e impositivas ' 


b) La obligación anterior debe ser satisfecha en la presentación de lodo escrito 
que se presente. 


IV. CONSIDERACIONES FINALES 

Los temas abordados en el capítulo constituyen un acercamiento al ejercicio de 
la actividad pericial en el caso de controversias laborales. Los temas generales rela¬ 
cionados con el procedimiento deben ser consultados correlacionándolos con los 
demás capítulos de este libro que se ocupan de la labor pericial. 
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Las cuestiones laborales específicamente legisladas deberán ser profundizadas 
recurriendo a las fuentes normativas particulares que correspondan en cada caso en 
el que al perito le toque desempeñarse 

La diversidad de las normas laborales, fruto de múltiples venientes, como las 
leyes, sus reglamentaciones, decretos de emergencia, etc., obliga a una especializa- 
ción para un efectivo desempeño de la tarea. 

Estas características la tornan a la vez compleja y rica en todo lo relativo al 
manejo de variables íntimamente relacionadas con la profesión contable. Entre ella*, 
la correlación entre los registros y la documentación rcspaldatoria. y el amplio espec¬ 
tro de las relaciones laborales son sólo algunas de las que pueden citarse. 























ANEXO I 


MODELO 1. CEDULA DE DESIGNACION 
PERITO CONTADOR 


* 

* PODBH JUDICIAL DB LA NACIOV 


CIDDLA 

di notificación 


TRIBUNAL JUZGADO: NACIONAL DB PRIMARA 

INSTANCIA DKL TRABAJO N» XX 
La*a!l» ISAS. piso CAPITAL PBDKNAL 
PACHA DB RBCEPCION BN NOTIFICACIONBS 


Sr : PBRBZ. HARINA ALEJANDRA 

DOMICILIO Matpú 788, plao I*. CAPITAL FBDBRAL 

TIPO DB DOMICILIO: Consumido 

Observaciones —pa pi s t a s :- 


SI/NO SI/NO 


Hago sabor a Ud. qus sn al aip caratulado PASZ. ANACIA c/OAtUU 
OTROS 8/DK8PIDO 
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MODELO 2. SOLICITUD EXPEDIENTE EN PRESTAMO 


PERITO CONTADOR SOLICITA EXPEDIANTE EN PRESTAMO 

Señor Juez: 

SEBASTIAN ANGEL GOMEZ, Contador Público, oon el domicilio 
constituido en autos, designado de oficio ponto contador en el expediente 
caratulado: 45-533/08 Sena. Edgardo e/La Popular S.A. s/deapldo a 
V.S. se presenta y respetuosamente expone: 

Que viene a solicitar el expediente en préstamo por el termino de 
cinco (5) dias a fin de tomar conocimiento do la Información que le es 
necesaria para cumplir oon la tarea encomendada. 

QUIERA V.S PROVEER DE CONFORMIDAD. QUE 

SERA JUSTICIA 


SEBASTIAN ANGEL GOMEZ 
Contador Público 

CTJ.B-A.) 
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MODELO 3. SOLICITUD PRORROGA PARA 
PRESENTACION DEL INFORME 


PERITO CONTADORA SOLICITA PRORROOA 

Señor Juma 

ANDREA PARI ANA HIERES, Contador» Pública, con el domicilio 
oonRtltuldo en autos, designada do oficio perito contadora en el expe¬ 
diente caratulado Expía 33 108/08, FUxvtto. Vicenta c'hUUtóaro y 
Frigorífico Coma S.A., a V.S. se presenta y respe t uosa m ente expone 

Que habiendo relevado la información necesaria en loe domicilios 
correspondiente», restan a la facha tareas de cálculo y conclusiones que 
esta profesional estima podrá concluir en un plazo no mayor que cinco 
días. 


Por lo expuesto a V.S. solicita: 

Quiera conceder el plazo adicional soUoltado para la oonoreoMn del 

informe pericial. 

QUIERA V.S. PROVEER DE CONFORMIDAD A LO SOLICITADO. QUE 
SERA JUSTICIA 


ANDREA FAS [ANA HIERES 

Contadora Pública 
(O.BJL) 
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MODELO 4. PRESENTACION INFORME PERICIAL 


PERITO CONTADOR PRESENTA INFORME 

8eflor Juez 

ALQUIMBDB8 CENTURION, Contador Publico, oon el domicilio con» 
tttuido en Autos, designado de oficio perito contador en el expediente 
caratulado: Mxpte xxxx/yy. Sauce Llorón. Klusoo c: Tmlofonama S.R.L. 
«/despido, a V S. se presenta y respetuosamente expone 

Que viene a presentar el Informe que le fuera encomendado en 
estas actuaciones, en los siguientes términos 

1. Bn respuesta al punto de pericia que dice *a) Pecha de ingre¬ 
so del actor en la demandada • 

De los registros de la demandada surge como fecha de ingreso 
el 16/8/78. 

2 Bn respuesta al punto de pericia que dice 'b> Funelón del ac¬ 
tor en la demandada • 

El actor se desempeñaba en la portería de la empresa, en el 
Area de Telecomunicaciones 

3. Bn respuesta al punto de pericia que dice: o) Lugar de traba 
Jo del actor en abril de 1992 y horario de esa época" 

Bn abril de 1992 se desempeñaba en la portería en el horario 
de 7 a 14 hs de lunes a viernes 

4. Bn respuesta al punto de penóla que diee: *d) Pecha del día 
tracto laboral" 

Según los registros de la demandada, la fecha de bit)* fué si 
4/6/98. por cesantía. 

8. Bn respuesta al punto de pericia que dice *e) Sanciones y/u 
otros apercibimientos que dé cuenta el legajo del actor en los 
20 años ds relación laboral * 

Del legajo del actor surgen los siguientes datos en relación con lo 
solicitado: 

Suspensión por indisciplina hacia superior oon vocabulario agra¬ 
viante: 2. 3 y 4/4/86 

Apercibimiento por abandono de tareas el 4/6/86. 

Apercibimiento por recibir llaves del edificio Pondo Compensador 
sin automación 24/3/86 

Apercibimiento por recibir llaves del edificio Pondo Compensador 
sin autorización 7/12/86. 
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8 . l»n r«pu«(U «i punto do portel» que dloe: *f) Licencia por en¬ 
fermedad otorgad» ai actor en abril do 1902. dina quo corres¬ 
pondió* 

Del legajo exhibido al suscripto no sorgo quo el actor hayo goza¬ 
do do licencia por enfermedad en abril de 1992. 

7 En respuesta al punto de penda que dsee 1 , 31 gozó de licencia 
por enfermedad entre 1978 y 1980 y en caso afirmativo cau¬ 
sa precisa de dicha ltoencla y tiempo de duración* 


Del legajo del actor surgen los siguientes periodos en que habría 
gozado de licencia por enfermedad, en todos refiere como causal el orí 

208 : 


IO/4/78. 17/7/78. 20/7/78. 10/10/78. 2 al 4/4/79, 22/4/78. 4 
al 8/8/80. 23/9/80. 3 al 31/12/80. 

8 Bn respuesta al punto de penda que dloe: *h> Practique liqui¬ 
dación para el supuesto que proa parase la demanda oont emp la n 
do en la misma los siguientes rubros antigüedad, p rea viso 
mayo 1992. días descontados por suspensión abril 1982. agui¬ 
naldo. vacaciones proporciónalas 1992. beneficio arí 74 del 
convenio colectivo de trabajo proporcional /quinquenios). 8.A.C 
sobre preavlso' 

Bn el anexo I se han volcado las remuneraciones dsl actor en si 
último aflo de trabajo Sobre la base de las mismas se arriba a la liqui¬ 
dación de los rubros volcados en el pto 11 de este informe para el 
supuesto de prosperar Integramente la demanda 

9 Bn respuesta al punto de pericia que dice: *1) Todo otro dato 
de interés para el pleito" 

No existen elementos adicionales a loe expuestos al responder cada 

pumo periolal. 


PERICIAL CONTABLE DEMANDADA 

10 Bn respuesta al punto de pericia que dloe: * 1 Pecha de ingre¬ 
so y egreso del accionante, asi como también cantidad de afioe 
laborados para mi mandante (antigüedad real)* 

So reitera quo el actor ingresó a trabajar en Kntel el 18/8/72. y lúe#? 
en su continuadora Telefonema 8.RL, dándosele de bqja el 4/6/92. 

Sobre la base de ello, el actor oomputa un total de 19 aAoa y 0 
meses a la fecha del dlstracto 

11. En respuesta al punto de pericia que dice: *2. A ¡a fecha de 
egreso sueldo promedio mensual que regia para la categoría del 
accionante de acuerdo con la actividad y tope lndem álzater» 
(según tabla publicada en al B.O N* 27.459 del 27/8/92). Todo 
ello de conformidad a la ley 24 013* 




256 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAl 


Bn al anexo 1 sa han volcado las remuneraciones del actor en el 
último a fio de prestación de servicios 

Del mismo surge que su mejor haber mensual, normal y habitual 
fue el de setiembre de 1991 por la suma de S 1 031.88 Rn fundón del 
mismo se practica la liquidación solicitada, pueeto que no se dispone del 
TOPE SALARIAL, ya que. al concurrir a la entidad gremial que agrupa 
a quienes se desempeñan en la actividad del actor, se le ha Informado 
que esa Información sólo es suministrada si as solicitada por oficio. 


LIQUIDACION SEGUN TERMINOS DE DEMANDA 


$ 1D.60B.16 

s i.osi.es 
S 1.031.66 
( B16.B3 


$ 200,37 

» 66,10 

TOTAL LIQUIDADO * 88.480,34 

12. Bn respuesta al punto de pericia que dice 3 Motivo del egreso 
del accionante 

Según las constancias de la demandada el distráete se produjo por 
oesantia del actor por justa causa. 

13. Rn respuesta al punto de pericia que dloe: "4 Ultima remune¬ 
ración percibida por el actor, oon discriminación de rubros e 
importes 

Se remite al detalle consignado en el anexo I. que forma parte in¬ 
tegrante de este informe y en el que han sido volcadas las remunera¬ 
ciones del último afto de trabajo del actor 

14. Bn respuesta al punto de pericia que dloe: 5 Describa el ex 
perto, conceptual y contablemente, cada uno de los rubros que 
Integran dicha remuneración y cu Al es de ellos son habituales, 
normales y permanentes * 

De acuerdo con la codificación y los rubros liquidados transcrip¬ 
tos en el anexo 1, corresponden al siguiente detalle 

001. Sueldo. 

008. 8ueldo Anual Complementarlo 

021 Premio especial product. 

031 Bonificación antigüedad. 


1. Antigüedad (10 periodos! 

8 . Preaviso 

3. Sueldo mayo 1082 

4. 8-A.C. propor c ional 1092 incluido preavuo 

5. Vacaciones proporcionales 92 

<$ 1.031.68/86) x 1 día cada veinte basta 
abnl /02 • 6 días 

6. Días descontados atril/92 
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041 Mayor Jomad». 

001 Bonlfloaoión asistencia 
070- Bonificación productividad 
001. Productividad horaria 
141. Bonifioaolún tumo* rtiag (¡a %). 

170 Recargo 16 de nano 1908. 

810. Horas extras 
891 Asistencia perfecta 
400. Viajes y comidas. 

001 . Complemento remuneratorio dto 6 381/07 
OBI Anticipo. 

BSO Bonificación turnos dlágrsmado# 

B71. Ad. op. crlt. y prod. ase 
B0! Palla de CAla-otros. 

031. Palla de caja-cajeros 

16. Hr. respuesta al punto de pericia que dice *6. Determine el 
perito, de acuerdo con la normativa convencional vigente al 
momento del egreso del actor (ait. 74 del C.C.T If* 163/01, 
P.O.B.T.R.A.), en qué supuestos correspondo liquidar a los Ira 
bajadores de la actividad al denominado beneficio da quinqué 
nlosV 

El art 74 referido textualmente dios: 

Art. 74 - QUINQUENIOS El trabajador recibirá dentro de los 30 
días do su egreso, siempre que ásta as haya producido exclusivamente 
por jubilación ordinaria, o por jubilación por invalidez, una suma igual 
a un mas de su ultima remuneración, por cada orneo aflea de servicio 
o fracción mayor de 3 años, entendiendo como tal la que corresponda 
a su categoría En caso de muerte dal trabajador, este beneficio sera 
abonado a quien éste haya designado 

Los trabajadores en condiciones de acogerse a los beneficios jubí¬ 
latenos dentro de las pautas legales para su opción, tendrán un pláso 
de 60 días para iniciar si trámite, cesando en la prestación de sam¬ 
ólos. Transcurrido dicho plazo caducarán los derechos para percibir loe 
beneficios establecidos en el presente articulo • 

16. En respuesta al punto de pericia que dios: *7. Si el actor se 
hallaba comprendido dentro de alguno de loe supuestos previs¬ 
tos en el citado articulo par» percibir dicho beneficio • 






258 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Se remite al texto transcripto en respuesta al punto anterior, alen 
do materia del juzgador la Interpretación de las leyes. 

Por todo lo expuesto, a V.8 SOLICITA: 

Quiera tener por presentado el informe pericial encomendado, 
ordenando se agregación en autos y oomendo vista del mismo a las 

partes. 

QUE SERA JUSTICIA 


ALQUTMEDES CENTURION 
Contador Publico 
(O.B.A.) 
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MODELO 5. APELACION DE HONORARIOS 


ranrro contados apela. solicita ts currar los adtos 

Se flor Juez 

HUGO BSTBBAN FERNANDEZ. Contador Publico, oon *1 domicilio 
constituido en autos, designado de afielo perito oonudor «o el expedíante 
caratulado: V* ¡.888/89, Arlas. Sergio y otros c/Bl Apto B AL. a/dos 
pUo. a V S se presenta y respetuosamente expone. 

Que viene a apelar por tMQa la regulación de honorarios practica¬ 
da en estas actuaciones. 

Que en virtud de lo expuesto. SOLICITA a V S 

Quiera elevar loe autos al Superior en la forma de estilo, QUE 
SERA JUSTICIA 

Exorna CAm&ra 

Que viene a fundamentar el recurso interpuesto en Primera Ins¬ 
tancia contra la regulación de honorarios a favor del suscripto en loe 

siguientes términos: 

B1 porcentaje regulado no reconoce la Índole de la tarea desarro¬ 
llada en estas actuaciones, con las sucesivas compulsas que el susorlp- 
to debió realizar en el domicilio de la demandada a efectos de satisfa 
cor los extensos cuestionarlos periciales que en materia oontable fue¬ 
ron presentados en autos, en relación directa oon el hecho de que en 
el presente expediente son tres los actores Incluidos 

Por lo expuesto, a V E SOLICITA: 

Quiera elevar los honorarios del suscripto atendiendo a las consi¬ 
deraciones expuestas. 

PROVEER DE CONFORMIDAD. 

SERA JUSTICIA 


HUGO ESTEBAN FERNANDEZ 
Contador Público 

(U.B.A.) 
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MODELO 6. SOLICITA BUSQUEDA 

PERITO CORTADOR SOUC1TA BUSQUEDA DI EXPEDIENTO) 


Se flor Juez: 

HUGO ESTEBAN FERNANDEZ Contador Público, con el domicilio 
constituido en autos, designado de oficio perito contador en el expediente 
caratulado: »• 1.236/89. Arias. Sergio y otros o El Pato 8.R.L. s/des¬ 
pido, a V.S. se presenta y respetuosamente expone 

Que habiendo sido remitidos los autos desde el Superior el 29/6/87, 
hasta la fecha no le ha sido factible consultar el expediente para Inte¬ 
riorizarse de los términos de lo resuelto en esa instancia 

Que a efectos de practicar la liquidación del crédito que por ho¬ 
norarios tiene en este expediente solicita se ordene su búsqueda y puesta 
a disposición en la mesa de entradas del Juzgado. 

QUIERA V-S. PROVEER DE CONFORMIDAD. QUE 


SERA JUSTICIA. 


HUGO ESTEBAN FERNANDEZ 
Contador Público 

fU.B.A.) 
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MODELO 7. PRACTICA LIQUIDACION DE HONORARIOS 


PKXrrO COWTADOXA PRACTICA LIQUIDACION. 
solicita se rimMí paoo 


Be flor Juez: 

1HRNK MONÍCA RIIE, Contadora Pública. oon el domicilio oonstl 
tu Ido en autos, designada de oficio perito oontadora en el expediente 
caratulado: Xxpia N 1 40 008/89, P»dillA. Ornar o/OaJIeto. Anal y otro* 
a/daapldo, a V S so presenta y respetuosamente expone: 

Que viene a practicar liquidación de sus honorarios conforme lo 
decidido por V S aplicando el porcentaje regulado sobre el monto de 
capital actualizado al 1/4/91: 

Capital actualizado al 1/4/91 
A 821 400 desde el 28/12/89 
IPC 3/91 199 821 - 30.718 x $ 82,14 
11/89 8.506,4 
TOTAL BAflB RBOOLATORIA $ 1801.88 

HONORARIOS PERITO CONTADORA 7 % $ 112 
Conforme surge de la liquidación que antecede, se adeuda a la 
suscripta un total de $ 112, determinados al día 1/4/91 
Por todo ¡o expuesto a V.S. SOLICITA: 

Ordene correr traslado de la presente liquidación, intimando su 
pago conforme a los términos de la sentencia recaída en autos. 

QUIERA V.8. PROVEER DE CONFORMIDAD. QUE 

SERA JUSTICIA. 


9 1 . 801,88 


IRENE M0N1CA RUE 
Contadora Pública 
(D B A ) 
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MODELO 8. CEDULA DE NOTIFICACION PARA TRASLADO 
LIQUIDACION DE HONORARIOS 


* CEDULA 

• PODER JUDICIAL DR LA NACION DB NOTIPICACIOH 

TRIBUNAL JUZGADO XX 

SBC Untó» 

Le valle 1208, pl*o . . . CAPITAL FEDERAL 
FECHA DB RECEPCION EN NOTIFICACIONES 


8r. Dr. ENRIQUE R ACUNA 

DOMICILIO: Esmeralda 582, plao 11, of 32, CAPITAL FEDERAL 
TIPO DB DOMICILIO: Constituido 


Observamor.es eepacíalas 


46.808/89 


T XX U 31/NO SI/NO SI/NO 

FUERO JXJZ SBC COPIAS PERSONAL OBSERV 


Hago saber a Ud. que en el exp caratulado: PADILLA, OMAP C/QALLBTTO, ARIEL Y OTROS 
B/DESPIDO 

que se tramita por ante este tribunal, se ha dictado la siguiente 
Resolución: 

Buenos Airee, 13 de setiembre de 1993. Intímese a las pana» para quo dentro del tercer 
día depositen la suma de t 800 - en oonoepto de honorarios de la ponto contadora, bajo aper¬ 
cibimiento de ejecución Notlflquese. Firmado Dr. XXXXXXXXXXXXXXXX —Jues — 

BOTA: Se acompafta liquidación en 2 fqjas - 
QUBDA UD. DEBIDAMENTE NOTIFICADO.- 
Buenoe Airee, febrero de 1994 
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MODELO 9. SOLICITA CHEQUE 


PERITO CONTADOII SOLICITA SI UBI! CHEQUE 

Reflor -luoz 

HUGO ESTEBAN PBRNANDRZ, Contador PüNloo, con *1 donuollto 
constituido sn ñutos, designado de oficio perito contador en «t expedienta 
caratulado: lf« 1 888/89. Artas. Sergio y otra e c/Bl PUo 8R.L 1 /tito- 
pido, a V.8. se presenta y respetuosamente expone: 

Que na tomado conocimiento del depósito efectuado en autos por 
la demandada para cancelar loe honorarios del suscripto, por lo que 
viene a solicitar se libre el cheque respectivo por la suma de 4 000,48 

A loe fines impositivos, adjunta fotocopia de su oondioión de ins¬ 
cripto en el impuesto a las ganancias y de responsable no Inscripto sn 
el impuesto al valor agregado, solicitando expresamente se deje eona 
tañóla de tal acreditación sn el libramiento reepeatlvo 

QUIERA V.8. PROVEER DE CONFORMIDAD, QUE 

SERA JUSTICIA 


HUGO ESTEBAN FERNANDEZ 
Contador Püblioo 

(TJ.8 A.) 
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MODELO 10. SOLICITUD DE LICENCIA ANTE LA CAMARA 


PERITO COHTADOK INFORMA SOLICITA UCENCIA 

Se flor Presidenta 

de le Excelentísima Uim&ra Nacional 

de Apelaciones del Trabajo 

S/D 

De mi consideración: 

ANTONIO FIUPP1NI, Inscripto oozno perito contador de oficio en el 
fuero laboral para el periodo 19XX. vengo a solicitar se me conceda una 
Ucencia extraordinaria a partir del día 13/9/XX y hasta el 1" de octu¬ 
bre de 19XX, ya que obligaciones profesionales redaman mi atención 
y no serft posible aceptar los oargos en que eventualmente fuera destg- 


Qulera V.B. considerar las razones expuestas y conceder la Ucen¬ 
cia solicitada, que 


SBRA JU8T1CIA. 


ANTONIO P1UPPIN1 
Contador Público 
COCA.} 
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MODELO 11. SOLICITUD DE LICENCIA 
ANTE CADA JUZGADO 


PKMTO CORTADOR MARTI TIESTA. 

ACOMPAÑA SOLICITUD DI UCENCIA 

Softor Ju«Z: 

ANTONIO PH.IPPHn. Contador Público. oon «1 domicilio constituí 
do en autos, ¿«signado d» oficio panto contador en los autos caratula¬ 
dos Acó vos. Juan Ramón y otros c/I.JT A. s/oo bro d» paso*, a V.8. se 
prossnta y respetuosamente «pon* 

Que hablando solicitado licencia ante la Exorna CAraar» del fu* 
ro, viene a acompañar copla de dicha presentación, requiriendo se ten¬ 
ga presente a sus efectos. 

QUIKRA V 5 PROVEER DI COWPORMIDAD. QUK 

SERA JUSTICIA 


antonio numm 
Contador Público 

(OCA.) 
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MODELO 12. INFORMA CAMBIO DE DOMICILIO 


PBKXTO CONTADOR INFORMA CAMBIO DI DOMICILIO 

Softor Juez: 

ALEJANDRO DANIEL MEDINA. Contador Público, con ol domicilio 
constituido en autos, designado de oficio perito contador en el expediente 
caratulado: N‘ 6.362/92. Martines. Daniel a/Angla S S L Casa Central 
y otro 3/despido, a V.S. se presenta y respetuosamente expone. 

Que a partir del 1 • de noviembre del comente afto ha constituido 
nuevo domicilio ante la Bxcma. Cámara del fuero, retando el mismo 
ubioado en la calle La Rima 88. piso 1®. depto ’B~ do esta Capital Fe¬ 
deral. 8ollclta se tenga presente lo manifestado a todos los efectos pro¬ 
cesales 

QUIERA V.8. TENER PRESENTE LO EXPUESTO. 

POR SER JUSTICIA. 


ALEJANDRO DANIEL MEDINA 
Contador Público 

CU-B.A.) 




ANEXO II 


LEY 10.620 

TITULO IV. DE LOS ARANCELES DE HONORARIOS 
EN MATERIA JUDICIAL 


CAPÍTULO I 

PRINCIPIOS c; ENEXAMCS 


Art. I6S A los proíewmale» nema* ccrnidaicai <pw actten ea el imMo de laya* 
tina, lo» honorarios le» WTÍn regulados « (un U» dispnsmaae* del presen» lítelo, leí que 
rrvralirin el cartcier de orden ptfbllco 

Art. 169 A los electos de la interpretación de I* etprrsion'auiluie» de la paona' ci¬ 
tada ea el presente lítalo, la misma te refiere únicamente a k» profcsnmaks ea esencial 


Ar», 170 - lo» prnícaionalei et 
te a los honorarios que les correspondieren según esta ley ylodo pacto ea co 
Art. 171 til honorario devengado y/o regulado terl considerado de pn 
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Alt. 174 I os jueces o tnhunalcs podrir rollaras opim ■. m, » al i onseiu IWcimnol 
o b la delegación local del mitin» cu la jonvliccidn inbuiralkia que corresponda. pora re¬ 
gular honorario* penincntn a trabaje» no prrvium empíreamente en cita ley 
Art. 175 Para regular U» honor arte» ve mentuari la larca desarrollada por el auiiliar de 
la jtuticia teniendo en cuenta 

a) la calidad e importancia de k» trabajo* pimentada*. 

b) la complejidad y características de loa punto* controvertido* 

C) la eficacia y significación de la labor, 

d) la responsabilidad en función de la* particularidades de la cuestión que pudiera haber 
asumido el profesional: 


e) la cantidad de presentaciones e informe* producido* 

0 la prohable trascendencia para cas»» futuro* de la resolución a que *e llegare 
Art. 176- Cuando en relación con la misma labor pen* mi intervinieran conjuntamente dra 
profesionales de la misma especialidad, corresponden! a cada uno la mitad del honorario que 
resulta de aplicar la escala del an 207. incrementado en un cincuenta por ciento. Para ei 
caso de intervención de tres o mis profesionales en igual circunstancia, corresponder! a cada 
ano la parte proporcional del honorario que resulte de la aplicación de la escala incremen¬ 
tado en un cien por ciento 

Art. 177 El honorario de todo profesional derivado de la actuación como perito de par 
te o como consultor técnico, ser! regulado de igual manera que para los perito» designado* 


Art. 178 Los contadores público* que sean designado* iwiicialmcnlr para emitir dktá- 
menes o informes sobre estados contables y/o rendiciones de cuentas percibirán su honora¬ 
rio de acuerdo a la escala del an 115 
Art 179 Cu.m.l.' v 

celaría del an. 207, se tendrán en cuenta en la regulación las paulas del art 175 y en forma 
especial la trascendencia moral y/o económica que para las panes revine la cuestión en 
dehale, circunstancia esta última que podrá estimar el profesional inlcrvimcmc al peticio¬ 
nar su regulación o al presentar recursos respecto de la misma 

Art. II» En los incidentes sin monto. H honorario mínimo por regular será del di ti por 
cíenlo al veinte por ciento de los que correspondieran por aplicación del proseóle régimen 
al proceso principal. Se tendrá en cuenta, asimismo, la vinculación medíala o inmediata que 
pudiera tener con la solución definitiva del proceso principal 

Art. 181 — Una vez consentido el dictamen pericial, contestadas las ampliaciones, aclara 
ciones. observaciones o impugnaciones si las bu Inere. el juez dará por concluida la labor del 
perno y. consecuentemente. a pedido de éste, practicará regulación provisional de honora¬ 
rio* sobre la base del monto total reclamado, debidamente actualizado, la que se fijará de 
acuerdo a la escala del an 207 Para el caso que deban practicarse nuevas tarea* dentro de 
la misma causa, se aplicará lo dispuesto en el art 205 

Art. 182 Los honorarios que surgen de la aplicación de las escala» y procedimiento» del 
m. 207 y las demás retribuciones establéenlos en los restantes disposiciones, son mínima» 
y obligatoria» y toda regulación fijada por debajo de ellas será considerada nula, de nuli¬ 
dad absoluta 


Art. 183 — Las cuestione» derivadas de actuaciones judiciales que no se encuentren espre 
sámente reglada* serán resueltas por aplicación de principio*, análogos de las malcría* afi¬ 
nes de este Ululo y. cuando ello no fuere posible, por ostensión de los disposiciones de la 
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lev de raerlo 
talo en cada uno de los fuero» indicíale» 

Art. IM la notificación (le la regulación del honorario >1 aunliar de U inMicia ceri 
Cundo la regulación ae 

comunique por cédala a 
copra Integra de éua. ha 
Art. IBS Unase 

tro de lo» trr» dfa» podrí iclaratona al juer de primera i» 

•» connderndo» en el deemono 

«o* y de la» cítala» de arancele» de honorario» aplicada» tohte el máimo. tu co 
lo» edículo» realizado» en definitiva para dr 
beiín espedirte en forma pormenoeirada tabre e» 



Art. IM - Dentro de lo» ció 
por un |uez de primera tntiancia, el profeiional podrí interponer recurso de ape latida, po 

puetio rn el art. JIM 

Art. IÍT La» regulactone» de honorane» podría »er recurrida» ante I* Suprema Cune de 

Justicia de la Provincia de Bueno» A 



gren. te nollflcnrí por cédula tai 
«lunación de ello» o po 

que no hubiere conformidad entre lo» internado» 

Art. 189 — Cuando »c tolicitan al auíilur de 
labor principal requerida, por hecho» nuevo» que te pr 
medida» de mejor proveer o diligencia rmpeevma. el jaez Ajad adema de 
devengado por el trabajo principal, una remuneración por la tarta adicional, al 


alo 


175 y 207 

IDO - Dentro de lo» cinco din» de aceptado el caigo, el profctionaJ designado podrí 





den del juez o tribunal, el momo mínima del 
cala y el procedlmietno del art J07, tobre el 
al momento de la petición 
Fijado el irutmo. la» panes deberín 
plazo de anco dio» de notificada la resolución 
dése ripio, quedaran impendido» lo» piaren fijado» al 

Art. 191 — Si K optare por el depósito previo del honorario mínimo a qu» 
artículo anterior, concretado étte a la orden del juez 0 inhuonl, »e dispmdi 
inmediato a plato fijo, renovable cada treinta du» en forma automática. cu u 
jumdtccióo ■ otra forma ajuuabie de cale» rondo» i »olicitud del aunliar de la 
tanto quede cuuenndo el informe por la» parles, en cayo cano te líber ai la 4 
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Art. 1*3 - Lo* (ucees y tribunales al efectuar la regulatióu del h. 
les en ciencias económicas fijarán un cinco |w cíenlo sobre el mismo, a carpí da la pune 
que en definitiva resulte obligada al pago, en favoi del Consejo Profesional 
Art. 1*4 - En loa casos de designaciones 


la regulación de honorarios por ante el tribunal oficiado Es 

e intereses desde que cada labro es debido o hubiese sido 
o de prosperar la acción al momento legulaiorlo de acuerdo a esta ley. 
Art. 1*5 Los honorarios regulado! judicialmente i . ,-usilt.m-s de la i«sti.i.i debato 
abonarse dentro de los diei días de quedar firme el auto regulalono Vencido este piara. U 


de lo* honorarios de los anillares de la justicia 

Art. 19* — Una vez firmes los honorarios regulados a loa anillares de la justicia, si pot 
i autos fondos de cualquier origen a disposición del jaez 
o imputados por el depositante, se preceder* de oficio a 
emitirla el cheque correspondiente en el plaro de cinco días, notificándoles a lo» auxilia 
tes de la Justicia por cédulas de tal circunstancia Ello se implcmcnlatá sin perjuicio del 
derecho de redamar diferencian pot depreciación monetaria c intereses que pudieran sur¬ 
gir a su favor 

Art. 1*7 - Operada la mora automática, el auxiliar de la justicia podra optar pot 

ral publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos o el que lo reemplace 
en el futuro, más un interés del ocho por ciento anual subte el ca 


b) reclamar su honorario más el interés mensual capitalizado que perciba el Banco de la 
Provincia de Buenos Atres en operaciones de descuento: el cálculo se efectuará a psi 
tir de la fecha del auto regulalono 

Art. 19* A efectos de proceder a la actualización de honorarios regulados conforme con 
este régimen arancelario, se considerará Indice base al estipulado en el art 197. tac. n). 
correspondiente al ma anterior al de la regulación. 

Art. 1*9 Todo auxiliar de la justicia designado de oficio, una ver firme su honorario 
profesional, podrá requerir el pago del mismo y ejecutar a cualquiera .le las partes litigan 
les o terceros citados en garantía, hayan o no peticionado prueba pericial contable y lo se 
hayan opuesto a la misma En ntngtta caso la condenación total o parcial en costas lo obli¬ 
gará a atenerse a ella, sin perjuicio del derecho de las partes a repetirse lo oblado en la pro 
porción que en definitiva entre ella» le corresponda atender 

Art. 200 Los jaeces no podrán dar por terminado ningtln juicio, disponer el archivo, 
aprobar transacción o conciliación, admitir desistimiento, subrogación o cesión, ordenar el 
levantamiento de medidas precautorias, ordenar inscripciones en registros de hiena, entre 
gar fondos, entregar valores depositados en autos, devolver exhorto u oficios entre jueces 
o tribunales de distinta jurisdicción, sin que se haya acreditado en autos el pago al auxiliar 
de la justicia de la cantidad fijada para responder a honorarios actualizados, a menos que 
u afiance su pago con garantía adecuada y que el auxiliar de la justicio interesado exprese 
su conformidad con que asf se haga, previa citación al mismo. Las resoluciona judiciales 
que contraríen atas disposiciones serán nulas de pleno derecho 

Art. 201 las porta incorporarán a los autos copias para ser retiradas en el momento de 
aceptación del cargo por el auxiliar de la justicia, del escrito de demanda, el de su contes¬ 
tación, el de la reconvención o traslado, el de la petición de puntos periciales y de la docu 
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■nemioAa que te tptcxue j Un entnlat mcnouuadoi que lupa a tu etpexi/ica fincxia Ame 
dich* omina», el juer ordenad re unifique pan que tea tolvada deMro del 9*1*10 día. coa 
la prevención de que en cato de incumplimiento te unprnderl la producción de la peor ha 


ArL 202 Todo arto judicial, te tnar de providencio»»imple» reuieiKiat interinemonas, 
•eateireui himnlofaionas reaacnaai drflnui.t» o emulare» que tuviere una relación directa 
o inriirrciu con la peumo o mere» del autihai da la parecía. Ir and nonfleado por cedida 
Art. 20.1 - Todo informe o dictamen wltcitado a un auxiliar de la punen ea tu «prendí 
dad. que tea prtKKiuadn y ordenado en cauhpuer etapa ári procreo rec l inan d o liqiulniinun 
de teniesru o medula» para mepor proveer tert eoaudrrado careo panda a lo» cierto» 
reputaron01 y repulido Ireepirneuir como ral. de acurtdo a erer rtfnm iudcpendiewe 
mciiíe de »o catiteando Mifnaceo y de la unliraoon que de él te haya hecho en el procreo 


“ de la Prmrincu de Hnenot Airea y 



le las tcruocUiue» aare la Suprema Corea de loa» 
la Cone .Suprema de Iiuiku de la NuciOn 


■Ipincaciooci. lucpo de cumplido un me» de tUuttidn. leudráa derecho a percibir aniierpre 
pmvniofinlcn de booonhot y renueprm de (aarot relacmaado* coa tu lahm 


CAPÍTULO 1 
ARANCTIJS 


Art 20* — Cuando el prnírcinaal arlác coreo multar da la pnncia an toda (late d 
y cu cualquier (neto o jumdKcida. para d rrem u rí a» rl honorario pmlrueuaJ re 
como unidad de medida re módulo recita re euaMrce en el are 114 


207 En la actuación dd auxiliar. 
guiado* de acuerdo a la iipulenM cítala 1 
un monioi y alícuota» de acuerdo al val 

pometonet del are. 175 y cono, de «K 11 



íf íí« 

4 ' ll . 















¿CrjAOCK °*Of£SlCHH. JUOOM. 
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CAItTTÍU» J 
DESIGMCXXNIS 

Art. 224 Toda dcaijnacióa de amillaro de la pmlcia. n caalquier «pecialuacidn, 
cuando %e rícenla por uxieo. cohcr ndrmna. preveniente. ic reputar! ‘de odoo'. aa cmtih 
do la pocha » tohcuaia por nal «da de la pane» ca fatdo 

Art. 225 Cuanto lo» amillare* de 1* tómela Kan pupona» Ktmnalncaae por cuak^*- 
ra de lai pan», podrin aceptar o no el tarjo, un cepteuúc de eaaaa 
Art. 226 rn la providencia de deaijnacióa <c Indicaría lo. plaroa mínimo. ca loa que 
deherí done cumplimiento a la larva, que letí como mínimo de «Inte día. coñudo, a pamr 
de accptactda del tarjo, b que deber i cumplirte dentro del terter día de aoellkado 
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Art. 227 Los profesionales designado* como amillara .tí la justicia podrán retirar ea 
ptéatamo las actuaciones, por un término de cinco di as. sin necesidad de petición expresa, 
las veces que sea necesan» para el cumplimiento «le su cometido 

A>1. 22* El profesional que no se presentare a aceptar el car (o por designación de ofi¬ 
cio dentro del tercer día de notificado o que renuncian- sin causa ser* excluido por resolu¬ 
ción fundada, la que debeló «crie notificada po» cédula Dentro de los lies dias siguientes 
podrí interponer la revocatoria concspondwnic argumentando y ofreciendo loda prueba que 
haga a su derecho Una ver firme la resolución de exclusión, se enmumentí la misma a la 
Suprema Corte de Justicia 

El profesional excluido no serí repuesto en la lista oficial vigente en el periodo y/o afta en 
que se lomó tal decisión, ni se permitirá su inclusión en la del periodo y/o alio siguióme 
Art. 22Ú — Con el fin de permitir un adecuado control de lio designaciones de oficio por 
pane del auxiliar de U justicia, cada jugado o tribuno! lendrt los registros de sorteos en 
mesa de entradas a disposición de aquéllos y del Consejo Profesional 
Art. 23* — En el dcaempefto de su actuación como auxiliares de la juslicta. los profesio¬ 
nales serio asimilados a los magistrados en cuanto al respeto y consideración qoc debe 
guardárseles 

Art. 231 Los tribunales de instancia única y las cómalas de apelación en sus aperturas 
anuales de inscnpcsón. p e m«tirón que lodos los profesionales matriculados puedan inscri¬ 
birse sin limitación o condición alguna en las lisias para actuación de oficio como auxilia¬ 
res de la justicia, salvo la exigencia de verificar sn condición de tal y estar al día en el pago 
de su matricula profesional 

Art. 232 De las huís confeccionadas por especialiraoóu. el profesional desinsaculado 
serí excluido provisoriamente, hasta el agotamiento de la misma por los sucesivos soncos, 
pata luego ser repuesto nuevamente al listado 

Art. 233 — Las designaciones de oficio de los auxiliares de la justicia serán efectuadas 
mediante sorteo, en audiencias públicas, por las cámaras, tribunales o juzgados en días y 
horarios preestablecidos Para los soncos se utilizarán listas oficiales confeccionadas a tal 
efecto y podran ser presenciados por lo» inscriptos en el listado de auxiliares de la justicia, 
con la asistencia de funcionarios del Consejo Profesional o personal que éstó designe, quie¬ 
nes deberán suscribir el acia pertinente 


CAPITULO-» 

GASTOS 


Art. 234 l-os aranceles establecidos en el presente régimen se refieren únicamente, a la 
retribución por honorarios del servían profesional prestado. no asi a los diversos gastos ori¬ 
ginado* en el desempefto de la gestión Para atender los múraos el profesional tendrá dere¬ 
cho a solicitar se le anticipen los fondos, con carácter previo a la realización de la labor 
Se considerarán especialmente los gastos de traslado, alojamiento, viáticos diarios, movili¬ 
dad en vehículo propio, los del personal necesario para labores auxiliares, los significati¬ 
vos y especiales de papelería, mecanografía y demás, que serán estimados por el auxiliar 
de la justicia, con autorización y asignación del monto por resolución judicial 
Art. 23$ Los ganos de traslado del profesional y/o del personal auxiliar o la movilidad 
en vehículo propio sería establecidos desde la sede del juagado o tribunal hasta el lugar 
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donde deha whnrv la diligencia y n refino uno» wco como ara aeccaana la ¿ooca- 
rrcncm en cumplimiento de la función A lo» efecto» de determinar el impone de loa pa¬ 
to» de movilidad, el valor por kilómetro a recorrer en «chícalo propio, «e fija como míni¬ 
mo en <1 cincuenta por ciento del pee do de venta al publico del lino de nafta denominado 


Art. 256 A lo» efecto» previno» en el «1 254 y cuando la pane q» 
¿talmente que dehe carfar coa lo» durmió» (aam acide con cana de | 
que lo» immot le» torda d e c entado» de lo que le c o ntt pmala percihar 
dote actualirar el gano determinado en función del Indice de prrcioi 
general publicado por el iMtituto Nacional de Estadboca y Cene* o 
instituya. de «de el momento de la determinación y huma el momento. 
Art. 2.17 — A todot lo»electo» Icple». lo» gano» detentaando» indicia 
tico tratamiento de actualización que el contemplado en el an 256 



Art. 256 Si el auxiliar de la (utncia lo toUcinte dentro del tercer dta de haber aceptado 
el curfo o de haber tomado caoocumeato de la aeccudad de incurrir en d gano. tal como 
lo define el art 254. y »l corre»poodiere por la Indole de la laboe a desarrollar. la o laa par¬ 
les yto tetcaroa cundo» en pnatia que han ofrecido la prueba o pcncmaado la medula de¬ 
berán depoutar la «urna que el aunliar de la pulicla haya prt.apucilado pura gama de la» 
dillfeacu». previa aprobación judicial 


Dicho impone deberl ler depoutado dentro del quinto din y ae er 
lunicia un petjuicio de lo que en definitiva te muetva mtpeeto i 


de honorario» La iwolución sólo »etl »u»ceptiNe de recurro de 
depósito dentro del plazo importari el deititimiemo de la pruebo o 



Art. LW — Lo» plazo» para la 
huala lamo se reroelva y ponga 





276 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


VI. BIBLIOGRAFIA 

Leyes y reglamentaciones 

1. Ley 18-345 de procedimiento laboral en Capital federal y sus modificacio- 

nes. 

2. Ley 20.744 de contrato de trabajo y sus modificaciones. 

3. Acordadas y fallos plenarios de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra¬ 
bajo y de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires. 

4. Resolución 6/91 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. 

5. Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

6. Decreto 16.638/57. régimen arancelario para los profesionales en Ciencias 
Económicas. 

7. Ley de accidentes del trabajo y sus modificaciones 

8. Ley 24.432/95. 

9. Ley 10.620 de la provincia de Buenos Aires. 

10. Ley 11.653 de procedimiento laboral en la provincia de Buenos Aires. 


1. Anales congresos de actuación del profesional de Ciencias Económicas en 
la Justicia. 1981-1997. 

2. Bermudez. Manuel, Procedimiento judicial para peritos. Editorial Su Libro. 
Buenos Aires, 1995. 

3. Caubkt. Amanda B., "La tasa de interés de los créditos laborales y la modi¬ 
ficación de la resolución 6/91 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra¬ 
bajo", Enepar, Doctrina Laboral. N* 79. julio de 1992, pág. 684. 

4. El Consejo actúa, publicación del C.P.C.B.C.F., Buenos Aires, febrero de 

1997 

5. Fnown ut. García. Luisa; Ruonit/kv. Adriana y Suarez Kimura. Elsa. Rt- 
güiros contables. Ediciones Macchi. Buenos Aires. 19KK. 

6. García Fronti, Inés. Práctica profesional del contador, cap. V. "Los regis¬ 
tro* y la documentación contables". Ediciones Macchi. Buenos Aires. 1994 




CAP. IV-LA ACTUACION COMO PERITO CONTADOR EN LAS CONTROVERSIAS 277 


7. Gallo. Hugo Al luido, Las pendas judiciales en las riendas económicas. 
Adaptado a las jurisdicciones de Nación y provincias. Ediciones Haber. La 
Plata, noviembre de 1995 

8. Lattuca. Antonio; Mora. Cavftano A. y otro». Informe Area Auditoría AP 
5 Manual de Auditoría. Arbol genealógico: grados. F.A.C.P.C.E., C.E.C y 
T. tercera edición, mayo de 1995. pig 57 

9 Porta. Elsa. Valoración de la prueba testimonial y pericial. Erre par. Doc¬ 
trina Laboral, N* 75. noviembre de 1991. pig 16. 





Capítulo V 


Pericias en el fuero penal 


Dn. Cdmundo Lopcz Coucemo 
Dr. Hugo R. Bindr 


I. Organización y competencia de lo Justicio peñol nocional. 283 

(Cdmunoo loecz Couctmo) 

T.l. Organización judicial 283 

1.2. Orgonlzoción de lo Justicio nodonol .. 283 

1.3. Orgonlzoclón y competencia de lo Justicia penal nocional 284 

1.4. Jurisdicción, competencia v re lociones de los órganos Judiciales .. 287 

1.4,1. Corte Supremo de Justicio de lo Noción.......... 288 

1.4.2 Cómoro Nodonol de Casación Penal... 289 

1.4.3 Tribunales orales ..„................... 290 

1.4.4 Cámaros nocionales de apelaciones... 291 

1.4.5. Juzgados nocionales. 292 

1.5. Distritos judiciales del país____.. 294 

1.6. Zonas Judiciales de la Capital Federal. «... 295 

1.7. Tribunales nocionales de la Capital federol-- 297 

1.8. Tribunales nocionales con ostento en las provincias.—. 298 

1.9. Objetivo del copitulo 298 

II. Delitos y perldas_ 299 

(Cdmjkdo Lcipcz Couceea) 

2.1. Objetivo de las disposiciones del Código Penal v leyes 

complementarias.. 299 

2.2 Delitos contemplados en el Código Peñol.-. 299 

2.3. Delitos contemplados en leyes penóles especióles. 302 

2.4. Normas penales insertados en leyes comunes........ 303 

2.5. Delitos contempladas en la ley peñol tributarlo y previsionol. 303 

2.6. Delitos que requieren paro su esclarecimiento la reallzodón 

de pericias contables __ ._.... 304 

III. €1 proceso peñol: roles........... _ 305 

(G*u®o Lopcz Coucspo) 



























3.1. Carocterístlcos y objetivos del proceso peñol 305 

3.2 Sujetos procesóles y ouilllores 305 

3.3- Roles del juez y. especlolmente. de los peritos contobles. 306 

IV Peritos............ 308 

4.1 Concepto . 306 

4.2 Clases de peritos 309 

4.3 Diferencio entre 'testigo', 'intérprete', traductor' v 'perito" 310 

4.4 Requisitos Capacidad subjetivo y objetivo 310 

4.5 Incumplimiento de requisitos- consecuencias, excusación y 

recusoción . 314 

4.6. €1 Cuerpo de Peritos Contadores Oficiales 317 

4.7. Honorarios. 318 

V 0 proceso de pernoctan 319 

(Coeueo Lora Couctmo) 

5.1. Pericias y etapas del Juicio ... 319 

5.2. Secuencia del proceso pericial 320 

5.3. Cxamen del cuestionarlo pericial 321 

5.4. Comunicación con los peritos de parte y con los peritos od hex . 327 

5.5. formo de practicar la diligencio. Personas que pueden asistir 329 

5.6 La delegoclón de funciones. 332 

5.7. Lo captodón de evidencias: libros y documentación.. 333 

VI. ñspectos relevantes en la tomo de evidencias. 336 

(Hugo R. Smom) 

6.1. Introducción. 336 

6.2. Modalidades relotlvos o los elementos contobles y documentóles 337 

6.2.1. Fotos completo o porclol de libros y/o registros 338 

6.2.2. existencia de libros en formo completo, pero Inexistencia 

total o parcial de documentación de respaldo. 339 

6.2.3. Inexistencia de libros y/o registros, con existencia de 

documentación. 340 

6.2.4. existencia de documentación sin ordenamiento contoble. 

frogmentodo y presentado en forma promiscuo. 342 

6.2.5. libros y documentación de respaldo, pero anotaciones 

globoltzodas o fuero de fecha. 342 

6.3. Monero de exponer en el informe pericial los aspectos sobre 

libros y documentación examinados..—. 343 

VII. €l dictamen pericial.. 343 

(Comumco Lora Coucciño) 

7.1 Concepto 343 

7.2. Estructura y requisitos . 344 

7.3 lenguaje o utilirar. 347 

7.4. exposición de los disidencias ...._. 349 













































I. ORGANIZACION Y COMPETENCIA DE LA 
JUSTICIA PENAL NACIONAL 


1,1. ORGANIZACION JUDICIAL 

La organización judicial es el conjunto de normas tendientes a establecer los 
órganos y el sistema para la administración de justicia de cada país, deslindando la 
competencia de sus jueces, sus facultades, sus obligaciones, la forma de su designa¬ 
ción y su destitución, asf como las garantías de su independencia. 


1,2. ORGANIZACION DE LA JUSTICIA NACIONAL 

En la República Argentina la organización de la justicia estuvo inspirada en la 
constitución de los Estados Unidos de Norteamérica. Allí se crearon dos tipos de tri¬ 
bunales: los nacionales o federales y los cstaduales. Ambos han sido reproducidos en 
nuestro país: 

• los nacionales o federales con jurisdicción en toda la nación. 

• los provinciales con jurisdicción en cada una de las provincias. 

Unos y otros se rigen por las mismas leyes de fondo —códigos civil, penal, de 
minería, del trabajo y seguridad social, y otras— cuyo dictado corresponde al Con¬ 
greso. pero sin que ello altere las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplica¬ 
ción a los tribunales federales o provinciales, según las cosas o las personas caigan 
bajo sus respectivas jurisdicciones (C.N. art. 75. inc. 12). 

Los tribunales provinciales son totalmente independientes de la justicia nacio¬ 
nal. Radicado un juicio ante los tribunales de provincia será tramitado, sentenciado 
y fenecido en la jurisdicción provincial, aplicando la ley procesal dictada en ese es¬ 
tado. Existe una única limitación: por excepción, sus fallos sólo podrán apelarse ante 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos previstos por el art. 14 de la 
ley 48 (por ej.: cuando en el pleito se haya cuestionado la validez de un tratado, de 
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una ley del Congreso o de una autoridad ejercida en nombre de la Nación y la deci¬ 
sión haya sido contra su validez). 


1,3. ORGANIZACION Y COMPETENCIA DE LA JUSTICIA 
PENAL NACIONAL 

La organización y competencia de la justicia penal nacional está regida por la 
ley 24.050, promulgada parcialmente el 30 de diciembre de i 991, y publicada en el 
Boletín Oficial el 7 de enero de 1992 

El objetivo principal perseguido con la sanción de la nueva ley es la organiza¬ 
ción del Poder Judicial de la Nación para la aplicación del procedimiento oral, recien¬ 
temente instituido por la ley 23.984 (Código Procesal Penal de la Nación), lo que ha 
dado origen a un sistema de tribunales distinto del existente con anterioridad, simi¬ 
lar al que ya tenía aplicación en diversas provincias. 

Hasta la sanción de las dos leyes mencionadas, en la "justicia federal", en lo 
"penal económico”, y en lo "correccional", la totalidad del proceso —o sea, la ins¬ 
trucción y el juicio o plenario— era cumplimentada por un mismo tribunal (J U7 -8 a ‘ 
do). En cambio, en la justicia en lo criminal existían dos tipos de juzgados: I) los de 
“instrucción", a cargo del sumario, en el que se investigaban los hechos incrimina¬ 
dos: 2) los de "sentencia", que intervenían en la segundo parte del juicio penal, siem¬ 
pre que en la primera —“instrucción"— se hubiera dictado auto de procesamiento, 
con la finalidad de resolver el juicio absolviendo o condenando 

En el nuevo ordenamiento, por regla general, el juzgamiento debe ser realiza¬ 
do por "tribunales orales". Por excepción, se excluyen aquellos casos cuya pena 
máxima no excede los tres años, sujetos a un procedimiento correccional distinto, pues 
son juzgados por el mismo magistrado que los investigó. 

El Poder Judicial de la Nación —dice la ley 24.050—. en materia penal, estará 
integrado por 

a) La Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

b) La Cámara Nacional de Casación Penal. 

c) Los Tribunales Orales. 

• en lo Criminal. 

• en lo Penal Económico; 

• de Menores: 

• en lo Criminal Federal de la Capital Federal: y 

• federales con asiento en las provincias. 
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d) Las Cámaras Nacionales de Apelaciones 

• en lo Criminal y Correccional, 

• en lo Penal Económico; 

• en lo Criminal sral; j 

• federales con asiento en las provincias, 
c) Los Juzgados Nacionales 

• en lo Criminal de Instrucción 

• Correccionales; 

• en lo Penal Económico. 

• de Menores: 

• en lo Criminal y Correccional Federal de la Capiu Peden 

• federales con asiento en las provincias. 

0 El Juzgado Nacional de Ejecución Penal. 

g) El Juzgado Nacional en lo Penal de Rogatorias 

h) Los demás organismos que se establezcan por la ley 

Las novedades más importantes que presenta esta estructura del Poder Judicial 
de la Nación son las siguientes creación de la Cámara Nacional de Casación Penal, 
de los Tribunales Orales y de los Juzgados Nacionales de Ejecución Penal. 

La creación de la Cámara Nacional de Casación Penal tiende a unificar la ju¬ 
risprudencia. pues sin esa unificación no existe verdadera seguridad jurídica Por lo 
general, el “recurso de casación" se limita a plantear cuestiones de derecho, sin que 
esté permitido abordar cuestiones de hecho en las que. por lógica, tampoco puede 
entrar el Tribunal. 

La creación de los Tribunales Orales, o sea. aquellos en que se sustancia en sus 
partes principales de viva voz y ante el Tribunal que entiende en el litigio, cumpli¬ 
menta una vieja aspiración. Es esencial para la inmediación que. en materia penal, 
representa una forma esencial para la recta administración de Justicia, entre otras 
razones por la publicidad de los debates. La oralidad en los juicios está establecida 
en la mayoría de los países y en varias provincias nuestras, bien en forma absoluta, 
bien en forma escrita oral (mixta). 

La creación del Juzgado Nacional de Ejecución Penal implica tomar partido 
sobre un problema que ha sido muy debatido legislativa y doclrinalmcntc y que se 
refiere a quién deben corresponder las atribuciones para llevar a cabo la cumplimen- 
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•ación de la* pena», en especial la* de privación y restricción de la libertad impues¬ 
ta* a lo* condenado* a I» justicia repre*iva. Por regla general, la función de lo* jue¬ 
ces termina con el pronunciamiento de la* sentencia* definitivas, en cuyo momento 
el delincuente c* entregado a la autoridad administrativa para que sea ésta la que se 
encargue de ejecutar el fallo. Así. las cárteles y el régimen implantado dentro de las 
mismas quedan fuera de la potestad judicial, salvo para la realización de visita* car¬ 
celaria* que deben realizar periódicamente los jueces para investigar, oyendo a los 
presos, las condiciones en que se cumple la condena y las quejas que. en relación con 
ellas quieran plantear Desechado el concepto de "pena-castigo", que permitirla en 
cierto modo su aplicación mecánica y administrativa, se ha abierto la idea de que los 
funcionarios judiciales no pueden desentenderse de esa clapo ejecutiva y que. por ello, 
además de los jueces de instrucción, deben crearse "jueces de ejecución penal". Acer¬ 
ca de esta cuestión -dice LfiVBNfi— hoy ya no se admite que el magistrado se de*, 
interese de la sanción impuesta: porque al aumentar la influencia de los factores ju¬ 
rídicos en el dominio penitenciario, es menester contar con la garantía de la instan¬ 
cia judicial dado que la íntima relación entre la sentencia y ejecución es similar a la 
que existe entre el diagnóstico de un médico y el tratamiento de la enfermedad. 

Otro aspecto importante que se advierte es la supresión de la doble instancia 
(instrucción y sentencia), quedando la única inslancia —faz instructoria— reducida 
a cuestiones de hecho, mejor garantizadas, en cambio, por la inmediación que rodeará 
ln labor del tribunal La inmediación es un principio de Derecho Procesal encamina¬ 
do a la relación directa de los litigantes con el juez, prescindiendo de la intervención 
de otras personas. Constituye el medio idóneo para que el magistrado conozca per¬ 
sonalmente a las purtes y pueda apreciar mejor el valor de las pruebas, especialmen¬ 
te de la testifical, ya que todas ellas han de realizarse en su presencia. El tema de la 
inmediación está íntimamente ligado con la oralidad del procedimiento. 


1.4. JURISDICCION, COMPETENCIA Y RELACIONES 
DE LOS ORGANOS JUDICIALES 


TERMINOLOGIA 

Jurisdicción: extensión y límites del poder de juzgar por la 
razón de temtooo. cada tribunal no puede ejercer su función 
juzgadora sino dentro de un espacio geográfico determinado 
Competencia medida de la jurisdicción de un órgano del 
Poder Judicial, a electos de la determinación genérica de loe 
asuntos en que es llamado a conocer por razón da la mate¬ 
ria. de la cantidad y del lugar 
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La ley 24.050, promulgada parcialmente el 30/12/1991 y publicada en el Bo¬ 
letín Oficial el 7/1/1992. referida especialmente a la "organización y competencia de 
la justicia penal nacional" establece en sus nrts 32 y 33 la integración de los Tribu¬ 
nales Nacionales de la Capital y de los Tribunales Nacionales con asiento en las pro¬ 
vincias. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación es el tribunal de mayor jerarquía 
existente en el país. Interviene en las causas federales y aun en las falladas por la 
justicia local u ordinaria (art. 14. ley 48) En la actualidad la integran nueve miem¬ 
bros. 

La integración de los tribunales nacionales se expone en el cuadro siguiente: 


DE LA CAPITAL FEDERAL 

CON ASIENTO EN LAS PROVINCIAS 

• Cámara Nacional d« Casación Panol 

• Cámaras Nocionales de Apelaciones 

• Tribunales Orales 

• Juzgados de Primera Instancia 

• Cámaras Federales de Apelaciones 

• Tribunales Orales en lo Criminal Fede¬ 
ral 

• Juzgados Federales de Primera Instan- 


Cabe advertir, que existen dos tipos de Cámaras Nacionales de Apelaciones: las 
federales y las ordinarias. Las federales, en la Capital Federal, en algunas capitales 
de provincia y en otras ciudades importantes; las ordinarias, únicamente en la Capi¬ 
tal Federal. 


1,4,1. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION 

“El juzgamiento y decisión de las canas penales de competencia federal (Constitución 
Nacional, art 67. ines. 11 y 27. lOOy 101). sólo corresponder* a la Corte Suprema de Jus 
ticia de la Nación y a los tribunales establecidos por esta ley" (lev 24.050. art I») (•). 

La misma ley dispone que. en los casos de competencia originaria de la CSJN 
(por cj.: destrucción de la Embajada de Israel en Buenos Airesj. las funciones del juez 
de instrucción serán ejercidas por uno de sus ministros miembros. La CSJN, en ple¬ 
no. cumplirá las funciones de la Cámara de Apelaciones y del Tribunal del juicio y 
su sentencia será irrecumblc. 


(*> Cabe aclarar que los articulo* mencionados por la ley 24.050 corresponden a la anterior Cona- 
moción Nacional, reemplazada por el texto constitucional aprobado el 22 de agosto de 1994 por la Con¬ 
vención Nacional Coosmuycnte reunida en la ciudad de Santa Fe El nuevo texto constitucional mantiene 
Idéntico principio icspeoo del juzgamiento y decisión de I» causas penales de competencia federal 
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La competencia de la CSJN en materia penal se remite, por el arl 6* de la ley 
24.050. a lo establecido en el art. 24 del decreto ley 1.285/38. ratificado por la ley 
14 467 y disposiciones modificatorias. 

Sintéticamente, de acuerdo con las norma* citadas, la CSJN accede al conoci¬ 
miento de juicios, por las siguiente* vfas: 

1. Originaria y exclusivamente. 

2. Por recurso extraordinario. 

3. En los recurso* de revisión, 

4. En los recursos directos por apelación denegada 

5. En los recursos de queja. 

(y Por apelación ordinaria de las sentencias de las Cámaras de Apelaciones. 


1,4.2. CAMARA NACIONAL DE CASACION PENAL 

El art. T de la ley crea la Cámara Nacional de Casación Penal, compuesta de 
diez (10) miembros, estableciendo que funcionará dividida en salas de tres (3) miem¬ 
bros cada una. ejerciendo la presidencia del tribunal el juez resunte. 

Tendrá su sede en la Capital Federal y competencia: 

* "territorial": en (oda la República considerada a este efecto como una sola 
jurisdicción judicial; 

• en razón de la "materia": la determinada por el Código Procesal Penal y las 
leyes especiales. 

Ejercerá las funciones de superintendencia sobre la toulidad de la administra¬ 
ción de justicia en el fuero penal, la que podrá delegar en los Tribunales Orales o en 
las Cámaras de Apelaciones si lo estimare conveniente (art. 9*. último párrafo). 

Los arts. 9° y 10 de la ley están referidos a la "sentencia plenaria". 

En el primero de ellos se establecen dos cometidos esenciales: 

• unificar la jurisprudencia de sus salas o evitar sentencias contradictorias (inc. 
bj); 

* fijar la interpretación de ley aplicable al caso cuando la Cámara, a iniciati¬ 
va de cualquiera de sus salas, entendiera que es conveniente (inc. el) 

Estatuye, además, que "la interpretación de la ley aceptada en una sentencia 
plenaria es de aplicación obligatoria para la Cámara, para los Tribunales Orale*. 
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Cámaras de Apelación y para iodo otro órgano jurisdiccional que dependa de ella, sin 
perjuicio de que los jueces que no compartan su criterio deten a salvo su “opinión 
personal”. Obviamente, la doctrina sentada sólo podrá modificarse por medio de una 
nueva sentencia plcnaría (art. 9". segundo y tercer párrafos). 

El an. 11 dispone que "también darán lugar a la reunión de la Cámara de Ca¬ 
sación en pleno las sentencias que contradigan otra anterior de la misma Cámara, 
cuando el precedente haya sido expresamente invocado por el recurrente antes de la 
sentencia definitiva de esc Tribunal En este caso “la Cámara establecerá la doc¬ 
trina aplicable y si la del fallo impugnado no se ajustare a aquélla, lo declarará nulo 
y dictará sentencia acorde con la doctrina establecida" 


1,4,3. TRIBUNALES ORALES 

Cada Tribunal Oral estará integrado por tres (3) jueces, que contarán con un (1) 
secretario. Actuarán ante él un defensor oficial y un representante del Ministerio 
Público Fiscal (art. 17). 

Las competencias por materia serán las siguientes: 

• Tribunales Orales en lo Criminal de la Capital federal: en los supuestos es¬ 
tablecidos por el art. 25 del Código Procesal Penal (o sea. delitos cuya com¬ 
petencia se atribuya a los tribunales en lo Criminal) (art. 12). 

• Tribunales Orales en lo Penal Económico juzgarán en única instancia en los 
delitos investigados por los Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo 
Penal Económico (art. 13). 

• Tribunales Orales de Menores: conocerán en los supuestos establecidos en 
el art 28 del Código Procesal Penal (o sea. delitos cometidos por menores 
que no hayan cumplido dieciocho 118| aftos ni tiempo del juzgamiento, y que 
estén reprimidos con una pena privativa de la libertad mayor de tres [3] aftas) 
(art. 14). 

• Tribunales Orales en lo Criminal Federal de la Capital Federal: "Conocerán 
en los casos establecidos en el art. 32 del Código Procesal Penal, o sea. 1) 
en única instancia de los delitos cuya competencia no se atribuya a otro Tri¬ 
bunal: 2) en única instancia de los delitos previstos en el art. 210 bis. y en 
el título X del libro II del Código Penal, que reprime la «asociación ilícita» 
destinada a cometer delitos, si la asociación dispusiere de armas de fuego, 
o utilizare uniformes o distintivos, o tuviere una organización de tipo mili¬ 
tar. el título X del libro II del Código Penal trata los delitos contra los po¬ 
deres públicos y el orden constitucional: rebelión y sedición” (ver art. 15). 
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Tribunales Orales en lo Criminal Federal con asiento en las provincias. "Co¬ 
nocerán en los supuestos establecidos en los tris 28 y 32 del Código Pro¬ 
cesal Penal". 


1.4.4. CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES 

Los arts 18 al 21 inclusive de la ley 24.050 se refieren a la composición y com¬ 
petencia de las Cámaras Nacionales de Apelaciones Son las siguientes: 

• Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capi¬ 
tal Federal. 

• Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico de la Capital Fe¬ 
deral, 

• Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal. 

• Cámara Nacional de Apelaciones con asiento en el interior del pal*. 

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional será tribu¬ 
nal de alzada respecto de las resoluciones dictadas por los jueces en lo criminal de 
instrucción, correccionales, de menores, de ejecución penal y en lo penal de rogato¬ 
rias. así como en los demás supuestos del art. 24 del Código Penal (art. 18). También 
conocerá: 

1. De los recursos interpuestos contra las resoluciones de los jueces de instruc¬ 
ción. correccional, de menores y de ejecución, cuando corresponda, en los 
casos de la suspensión del proceso a prueba. 

2. De los recursos de queja por petición retardada o denegada por los mismos 
jueces. 

3. De las cuestiones de competencia entre los jueces de instrucción, correccio¬ 
nal. tribunales en lo criminal y de menores 

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal y Económico de la Capital 
Federal será tribunal de alzada respecto de las resoluciones de los jueces nacionales 
en lo penal económico, de instrucción, así como también de las cuestiones de com¬ 
petencia y de los recursos de queja por petición retardada o denegada por los mismos 
jueces. 

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal será 
tribunal de alzada respecto de las resoluciones dictadas por los jueces nacionales de 
primera instancia en lo criminal y correccional federal de la Capital Federal y en loa 
demás supuestos contemplados por el art. 31 del Código Procesal Penal: asimismo, 
entenderá en los recursos contra las resoluciones del jefe de la Policía Federal Argén- 
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lina en materia de derecho de reunión. El art. 31 del Código Procesal Penal dispone 
que la Cámara Federal de Apelación conocerá sin perjuicio de lo dispuesto en leyes 
especiales: 

1. De los recursos deducidos contra las resoluciones de los jueces federales. 

2. De los recursos de queja por justicia retardada o denegada por los mismos 

3. De las cuestiones de competencia entre los tribunales federales en lo crimi¬ 
nal y de los jueces federales de su competencia territorial y entre jueces fe¬ 
derales de su competencia territorial y de otras competencias territoriales. 

Las Cámaras Nacionales de Apelaciones con asiento en el interior del país co¬ 
nocerán en su respectivo ámbito territorial en los supuestos contemplados en el art. 
31 del Código Procesal Penal. 


1,4,5. JUZGADOS NACIONALES 

Los arts. 22 a 29 de la ley tratan la competencia y composición de los Juzga¬ 
dos Nacionales. Son los siguientes 

• Juzgados Nacionales en lo Criminal de Instrucción. 

• Juzgados Nacionales en lo Correccional 

• Juzgados Nacionales de Menores 

• Juzgados Nacionales en lo Penal Económico. 

• Juzgados Nacionales en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital. 

• Juzgado Nacional de Rogatorias. 

• Juzgado Nacional de Ejecución Penal. 

• Juzgados Federales con competencia Criminal y Correccional que tienen su 
asiento en las provincias. 

Los casos en que conocerán estos juzgados son los siguientes: 

• Criminal de Instrucción: delitos de acción pública (art- 26 CPP). 

• Correccional: en los delitos reprimidos con pena no privativa de la liber¬ 
tad. privativa que no exceda los tres años, en grado de apelación sobre fal¬ 
las o contravenciones policiales y de queja por denegación de este recurso. 

• De Menores: delitos cometidos por menores que no hayan cumplido 18 años; 
de acción pública, delitos y contravenciones reprimidos con pena no priva- 
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ti va de la libertad o pena privativa de la libertad que no exceda loa tres aten, 
casos de inconducta, abandono material o peligro moral (art. 29. CPP). 

En lo Penal Económico; los que les corresponden por su actual competen¬ 
cia material (art. 25). 

I'.n lo Criminal y Corree. Federal: delitos cometidos en alta mar. a bordo 
de buques nacionales o extranjeros; los cometidos en aguas, islas o puertos 
argentinos: los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provin¬ 
cias. que ofendan la soberanía y seguridad de la nación o tiendan a la defrau¬ 
dación de sus rentas y obstruyan y corrompan el buen servicio de sus em¬ 
picados. estorben las elecciones nacionales, falsificación de moneda nacio¬ 
nal de documentos nacionales, etcétera. 

I)e Rogatorias; conocerá en todos los supuestos establecidos por la ley 
22.777 y los que le asignen leyes especiales. 

I)c Ejecución Penal: controlar que se respeten todas las garantías constitu¬ 
cionales y tratados internacionales ratificados por la R.A. en el trato otorgado 
a los condenados, presos y personas sometidas a medidas de segundad; con¬ 
trolar el cumplimiento por pane del imputado de todas las instrucciones e 
imposiciones establecidas en los caaos de suspensión de procedimiento a 
prueba (art. 293); controlar el cumplimiento efectivo de las sentencias de 
condena dictadas por el PJN; resolver todos los incidentes que se susciten 
en dicho período, colaborar en la reinserción social de los liberados condi- 
cionalmente. 
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1.5. DISTRITOS JUDICIALES DEL PAIS 

| Gráfico H» 2 I 


TRIBUNALES NACIONALES EN MATERIA PENAL 
DISTRITOS JUDICIALES DEL PAIS 
Ley 24.050. art. 3* 
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Se enriende por distrito la demarcación, división administrativa o judicial en 
subdivide un territorio o una población. El art. 3* de la ley 24.050 establece 
los efectos de la organización de los tribunales nacionales en maten» penal e 
rritorio de la República se dividirá en los siguientes distritos judiciales; 

1. Paraná (Provincia de Entre Ríos). 

2. Rosario (Provincia de Santa Fe). 

3. Posadas (Provincia de Misiones). 

4 Resistencia (Provincia del Chaco). 

5. San Miguel de Tucumán (Provincia de Tucumán) 

6. Córdoba (Provincia de Córdoba). 

7. Mendoza (Provincia de Mendoza) 

8. General Roca (Provincia de Rfo Negro) 

9. Comodoro Rívndavia (Provincia del Chubut) 

10. Bahía Blanca (Provincia de Buenos Aires) 

11. San Martín (Provincia de Buenos Aires). 

12. La Plata (Provincia de Buenos Aires). 

13. Mar del Plata (Provincia de Buenos Aires). 

14. Comentes (Provincia de Corrientes). 

15. Salta (Provincia de Salta). 

16. Capital Federal. 

1.a ley aclara las secciones que comprenden cada distrito judicial y. en el caco 
de la Capital Federal, se remite a las zonas establecidas en el art. 5* de la ley. 

Cada distrito judicial contará con: 

• Tribunales Orales. 

• Cámara de Apelaciones, y 

• los juzgados que se le asignen. 

1,6. ZONAS JUDICIALES DE LA CAPITAL FEDERAL 

El art. 5* de la ley 24.050 subdivide a la Capital Federal en 7 zonas judiciales 
y establece la jurisdicción de las dependencias policiales que comprende cada una de 
ellas. La primera comprende: Departamento Central de Policía Federal. Prefectura 


5Í1 
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Naval Argentina; Gendarmería Nacional y, además, las comisarías I*. 2‘. 3'. 4*, 5*. 
6*. 7* y 8*-. las restantes comprenden únicamente comisarías, las que en cada caso te 
indican. Corresponde a la Cámara Nacional de Casación Penal la facultad de estable¬ 
cer por vía de reglamentación la asignación de los juzgados de primera instancia que 
tendrán competencia territorial en cada una de las zonas judiciales. 


TRIBUNALES NACIONALES EN MATERIA PENAL 
ZONAS JUDICIALES DE LA CAPITAL FEDERAL 
Ley 24.050, art. 5» 
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1 , 7 . TRIBUNALES NACIONALES DE LA 
CAPITAL FEDERAL 

El an. 32 de la ley 24.050 enlabíete la integración de lo* tribunales nacionales 
de la Capital Federal. Su estructura e* la siguiente: 

1. Cámara Nacional de Casación Penal 

2. Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital Federal. 

3. Tribunales Orales. 

4. Jueces Nacionales de Primera Instancia. 

Ijis Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital Federal (10 en total), son 
las siguientes: 

a) en lo civil y comercial federal; 

b) en lo contencioso administrativo federal; 

c) en lo criminal y correccional federal: 

d) en lo civil; 

e) en lo comercial; 

0 del trabajo; 

g) en lo criminal y correccional; 

h) de la segundad social; 

i) electoral; 

j) en lo penal económico. 

Los Tribunales Orales de la Capital Federal (4 en total) son los «guíenles: 

a) en lo en mi nal; 

b) en lo penal económico; 

c) de menores; 

d) en lo criminal federal. 

Los Juagados Nacionales de Primera Instancia son los siguientes 

a) en lo civil y comercial federal. 

b) en lo contencioso administrativo federal. 

c) en lo criminal y correccional federal. 




ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


d) en lo civil; 

e) en lo comercial; 

0 en lo criminal de instrucción; 

g) en lo correccional; 

h) de menores; 

i) en lo penal económico. 

j) del trabajo; 

k) de ejecución penal. 

l) en lo penal de rogatorias 


1,8. TRIBUNALES NACIONALES CON ASIENTO 
EN LAS PROVINCIAS 

El art. 49 del decreto ley 1.285/58. con la modificación introducida por el art 
51 de la ley 24.050. establece que “los Tribunales Nacionales con asiento en las Pro¬ 
vincias estarán integrados por: 

a) Las Cámaras Federales de Apelaciones. 

b) Los Tribunales Orales en lo Criminal Federal. 

c) Los Juzgados Federales de Primera Instancia". 


1,9. OBJETIVO DEL CAPITULO 

Lo expuesto en los distintos apartados de este capítulo tiene por finalidad dar 
una idea panorámica de la organización de la justicia, tanto federal como nacional, 
especialmente en materia penal, con la finalidad de brindar a aquellos colegas a quie¬ 
nes interese actuar en esta especialidad, un marco del campo en el que deberán de¬ 
sarrollar su labor. 
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II. DELITOS Y PERICIAS 

2,1. OBJETIVO DE LAS DISPOSICIONES DEL CODIGO 
PENAL Y LEYES COMPLEMENTARIAS 

Las disposiciones del Código Penal y leyes complementaria* ncnen por finali¬ 
dad juzgar los delitos cometidos en territorio nacional, lugares sometidos a tu juris¬ 
dicción. o en el extranjero por agentes o empleados de autoridades argentinas en el 
desempeño de su cargo. 

I jis penas establecidas por el Código son las siguientes reclusión, prisión, mulu 
c inhabilitación. Existe concurso de delitos cuando un hecho cayere bajo mis de una 
sanción penal, en cuyo caso se aplicará solamente la que fijare pena mayor. 

2,2. DELITOS CONTEMPLADOS EN EL CODIGO PENAL 

El Código Penal clasifica los delitos en; 

I) delitos contra las personas; 

11) delitos contra el honor; 

III) delitos contra la honestidad; 

IV) delitos contra el estado civil; 

V) delitos contra la libertad; 

VI) delitos contra la propiedad; 

VII) delitos contra la seguridad coindn. 

VIII) delitos contra la tranquilidad pública; 

IX) delitos contra la segundad de la nación. 

X) delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional. 

XI) delitos contra la administración pública; 

XII) delitos contra la fe pública. 

A renglón seguido se detallan los citados dclilos. 

• Delitos contra las personas: 

— delitos contra la vida; homicidio, tentativa de homicidio, abono. 
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— lesiones; 

— homicidio o lesiones en rifia; 

— duelo; 

— abuso de armas; 

— abandono de personas 

• Delitos contra el honor 

— atribución falsa de la comisión de un delito doloso. 

— atribución falsa de una conducta criminal dolosa. 

• Delitos contra la honestidad 

— adulterio; 

— violación, estupro y abuso deshonesto. 

— corrupción y ultraje al pudor. 

— rapto. 

• Delitos contra el estado civil 

— matrimonios ilegales. 

— supresión y suposición del estado civil. 

• Delitos contra la libenad: 

— reducción a servidumbre; 

— conducción fuera de las fronteras. 

— privación de la libenad personal; 

— sustracción de menores; 

— amenazas; 

— violación de domicilio; 

— violación de secretos; 

— delitos contra la libertad de trabajo y asociación; 

— delitos contra la libenad de reunión; 

— delitos contra la libenad de prensa. 
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• Delitos contra la propiedad: 

— hurto: 

— robo; 

— extorsión: 

— estafa* y otras defraudaciones; 

— quebrado* y otros deudores punibles: 

— usurpación; 

• Delitos contra la seguridad común: 

— incendio: 

— otros estragos (explosión, liberación de energía nuclear, inundación, des¬ 
moronamiento. derrumbe, etc.); 

— delitos contra la seguridad de los medios de transporte y comunicación. 

— piratería; 

—delitos contra la salud pública. 

* Delitos contra la tranquilidad pública: 

— instigación a cometer delitos; 

— asociación ilícita; 

— intimidación pública; 

— apología del crimen. 

• Delitos contra la segundad de la nación: 

— traición; 

— delitos que comprometen la paz y la dignidad de la nación 

• Delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional 

— rebelión; 

— sedición. 

• Delitos contra la administración pública: 

— atentado y resistencia contra la autoridad; 

— desacato; 
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— usurpación de autoridad. Ululo u honores; 

— abuso de autoridad y violación de los deberes de los funcionarios públi¬ 
cos; 

— violación de sellos y documentos; 

—cohecho; 

— malversación de caudales públicos. 

— negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas; 

— exacciones ilegales; 

— enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados; 

— prevaricato; 

— denegación y retardo de justicia; 

— denuncias y testimonios falsos. 

— encubrimiento, 

— evasión y quebrantamiento de pena. 

Delitos contra la fe pública: 

— falsificación de moneda, billetes de banco, títulos al portador y documen¬ 
tos de crédito; 

— falsificación de sellos, timbres y marcas. 

— falsificación de documentos en general; 

— fraudes al comercio y a la industria, 

— pago con cheques sin provisión de fondos. 


2,3. DELITOS CONTEMPLADOS EN LEYES PENALES 
ESPECIALES 

Los delitos contemplados en leyes penales especiales son los siguientes; 

• Prohibición de los juegos de azar en la Capital de la República “. como asi 
mismo todo contrato, anuncio, introducción y circulación de cualquier lote¬ 
ría que no se halle expresamente autorizado por la ley” (decreto ley 6.618/57, 
rarificado por la ley 14.467 y mixtificado por la ley 23.479). 

• Incumplimiento de le» deberes de asistencia familiar (eludir la prestación de 
lo» medios esenciales para la subsistencia); padre respecto de hijo menor e 
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Impedido, hijo respecto de los padres impedidos; adoptante respecto del 
adoptado y viceversa; tutor, guardador o curador, respecto del menor, impe¬ 
dido c incapaz, cónyuge respecto del otro no separado legalmente por su 
culpa (ley 1.1.944. texto conforme a la ley 23 974). 

Infracciones al régimen penal camhiano (cj: operar en cambios sin estar au¬ 
torizado a tal efecto) (ley 19.359. ratificada por la ley 20.509 y modificada 
por la ley 22.338). 


2.4. NORMAS PENALES INSERTADAS EN LEYES 
COMUNES 

1.a* norma* penales más importantes insertada* en leyes comunes son las si¬ 
rtes; 

• Warrant* y certificados de depósito: emisión, uso o puesta en circulación de 
warrants falsos con intención fraudulenta (ley 9.643 y modificatorias). 

• Propiedad científica, artística o literaria: edición, venta, reproducción, falsi¬ 
ficación. etc., de una obra, sin autorización del autor o de su* dcrochohabicn- 
tcs (ley 11.723; texto conforme a las leyes 23.741 y 23.974). 

• Abastecimiento elevación artificial o injustificada de los precio», acapara¬ 
miento de materias prunas o productos, desvío del abastecimiento normal de 
una zona a otra. etc. (ley 20 680. texto actualizado conforme a la ley 2I.84S). 

• Defensa de la competencia: prohibición y sanción de los actos y conductas 
relacionados con la producción c intercambio de bienes y servicios que li¬ 
miten. restrinjan o distorsionen la competencia, o que constituyan "abuso de 
una posición dominante en un mercado", de modo que pueda resultar per¬ 
juicio para el interés económico general (ley 22.262). 

• l'aKitic jcióii y uso indebido de marcas y designaciones fley 22.362). 

• Delitos aduaneros, contrabando, y los demás actos y omisiones indicados en 
la ley (ley 22.415). 


2.5. DELITOS CONTEMPLADOS EN LA LEY PENAL 
TRIBUTARIA Y PREVISIONAL 

La ley 24.769. denominada Ley Penal Tributaria y Provisional, vigente desde 
el 24 de enero de 1997. reemplaza a la anterior ley 23.771 conocida con el mismo 
nombre. 
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DELfTOS CONTEMPLADOS EN LA LEY PENAL TRIBUTARIA Y PREVISIONAL 

Delitos tributarlos 

• Evasión simpis 

• Evasión agravada 

• Aprovechamiento mdebedo de subsidios 

• Obtenoón fraudulenta de benstaos locales 

Delitos c/la seguridad social 

• Evasxyi sanóle 

• Evasión agravada 

• . . i 

Delitos comunes 

• InsoMooa fcsca fraudulenta 

• Sanuiaoón dolosa de pago 

• Ataracen dolosa de registros 


La caracterización y el análisis de cada uno de los delitos enunciados se traían 
en otro capitulo de esta obra 


2,6. DELITOS QUE REQUIEREN PARA SU 
ESCLARECIMIENTO LA REALIZACION DE PERICIAS 
CONTABLES 

No lodos los delitos mencionados en los punios anteriores requieren que. para 
su esclarecimiento, intervengan contadores para realizar pericias. En los delitos contra 
la» personas, contra el honor, contra la honestidad, contra el estado civil y contra la 
libertad, contra la tranquilidad pública y contra la seguridad de la nación, no resulta 
necesario recurrir a la pericia contable como medio probatorio. 

En cambio, en los delitos contra la propiedad (hurto, robo, estafas y defrauda¬ 
ciones. quebrados y otros deudores punibles), en los delitos contra la seguridad co¬ 
mún (incendios y otros eventos similares intencionales para cobrar seguros), delitos 
contra la administración pública y contra la fe pública, delitos impositivos y provi¬ 
sionales. y lodo upo de delito que genere perjuicios patrimoniales, económicos o fi¬ 
nancieros. es usual que la pericia contable sea uno de los medios probatorios mistan 
ciales utilizados por los jueces. 
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III. EL PROCESO PENAL: ROLES 

3,1. CARACTERISTICAS Y OBJETIVOS DEL PROCESO 
PENAL 

Lo* planes de estudios de las facultades de ciencias económicas no cumplieron 
durante muchos años con la misión de formar a lo» jóvenes egresados para su fun 
ción de peritos, circunstancia explicativa de la ra/ón por la que mucho» de ello* ca¬ 
recen de conocimiento acerca (Je qué es un proceso o juicio, quiénes son sus partes, 
quiénes sus auxiliares y. esencialmente, cuál es la misión del pento y qué se pide y 
espera de su intervención. 

A renglón seguido, y con la brevedad que impone este tipo de colaboración, se 
intentara despejar ese interrogante. 

El marco en el que el perito va a desempeñar su función es el juicio o proceso, 
vocablos ambos que en el lenguaje común tienen el mismo significado, aunque, si 
entrásemos en precisiones que vamos a desechar, advertiríamos diferencias Puede 
decirse, entonces, con el apoyo de eminentes tratadistas de derecho, que el juicio o 
proceso es una operación metódica, compleja, progresiva, cuyo objetivo c* el de per¬ 
mitir al juez el conocimiento de la causa, a electos de posibilitarle la aplicación del 
derecho. 


3,2. SUJETOS PROCESALES Y AUXILIARES 

El proceso penal requiere actividad diversa y compleja a cargo de los sujetos 
procesales y de los auxiliares. A renglón seguido te identifican unas y otros 
• Sujetos procesales: 

—juez; 

— partes: 

— acusador particular. 

— acusador privado; 

— procesado; 

— ministerio fiscal; 

— responsable civil; 

— simple damnificado. 
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• Auxiliares: 

— respecto del juez: 

— secretario; 

— ujier. 

— oficial de justicia; 

— testigos; 

— peritos; 

— intérpretes: 

— denunciantes. 

— respecto de las panes: 

— defensor. 

— patrocinante: 

—apoderado 

En el pumo siguiente analizaremos los mies que nos interesan: el del juez y el 
de los peritos y. especialmente, el de los peritos contadores. 


3,3. ROLES DEL JUEZ Y, ESPECIALMENTE, DE LOS 
PERITOS CONTADORES 

Todo juicio y lógicamente, también los que se tramitan en sede penal, requiere 
la intervención de tres personas físicas distintas: juez, actor o querellante y deman¬ 
dado o querellado. 


Personas del juicio 



querellante 

querellado 


En el momento de iniciarse el juicio, la duda, la inseguridad, la inccrtiduinbre 
embargan al juez y a las partes. A partir de esc momento, la idea u objetivo funda¬ 
mental. que guía la actividad de esas tres personas, "es la necesidad del juez de lo¬ 
grar el conocimiento de causa, a efectos de posibilitarle la aplicación del derecho" 
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F.l juez. par» lograr el conocimiento de cauta, necesita obtener datos o rastros, 
o sea. información, la que puede ser de dos tipos relevante o ¡nolevauie. En el pro¬ 
ceso de depuración de la información obtenida, el pe/ debe descartar lo irrelevantc 
y aplicarse al examen de la información vallina, de lo» elementos de juicio valiosos, 
que son los que a través de la obtención de evidencia» le van a permitir arribar a 
conclusiones. 

Los contadores sabemos muy bien que en el proceso decisorio existe una eta¬ 
pa previa, formaliva. del conocimiento, indispensable para tomar un camino, hacer 
una elección. El juez también debe elegir caminos, tomar decisiones y. por ello, con 
la idea de optimizar los resultados, en la empresa procesal se ha recurrido a princi¬ 
pios de administración, útiles para el manejo de cualquier situación. Uno de esos 
principios es el de la "colaboración”, y con esc propósito se llama a colaborar con el 
juez en el proceso de "obtención de conocimiento" a profesionales de distintas ramas 
(contadores, médicos, etc.), quienes, asumiendo el rol de peritos y mediante su cola¬ 
boración técnica, pueden aponar al juicio conocimientos que el juez, por no ser es¬ 
pecialista en esas tama», no puede obtener por si mismo. Esta misión de aporte de 
conocimiento propio de las rama» en que son especialista» es la que inspira y justifi¬ 
ca la intervención de los peritos en el proceso. 

¿Podría el juez solo, sin intervención de peritos, realizar su trabajo fundamen¬ 
tal de “obtención de! conocimiento de la causa"? La respuesta es negativa, porque la 
obtención del conocimiento necesario comporta exámenes que. en la mayor parte de 
los casos, tienen alta complejidad y no pueden ser realizados sin la intervención de 
especialistas que actúen como colaboradores. El juicio se ngc por dos preceptos fun¬ 
damentales: 

• el principio de información jurídica: 

• el principio de comprobación. 

El juez, especialista en derecho, puede por sí cumplimentar el principio de in¬ 
formación jurídica, informarse del derecho aplicable Pero no ocurre lo mismo con 
el principio de comprobación, y para cumplimentarlo necesita recurrir a la colabora¬ 
ción de peritos, una especie de amplificadores periféricos de su intelecto, para que 
le expliquen determinados fenómenos cuya comprensión se le escapa profesa’nalmcn 
te por su formación en otra disciplina. Así como necesita recurrir a un perito médico 
para conocer la causa de un deceso o realizar un examen de insania, o a un perito 
calígrafo para determinar si una firma o un documento son o no auténticos, también 
necesita recurrir a peritos contadores para averiguar si un balance es falso, cuál es el 
monto de una defraudación, el nuidus operandi utilizado para cometer un delito eco¬ 
nómico, etcétera. 

Otro de los aspectos del proceso en el que el juez, necesita recurrir a los cono¬ 
cimientos de los peritos es la etapa llamada por los tratadistas "de la crítica" Con- 
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sislc en efectuar un juicio de valor de los elementos portadores de las evidencias 
obtenidas, que se desdobla en dos partes: 

— una. la relativa a lo externo del elemento de juicio; 

— otra, la relativa a lo interno, a su valor expresivo. 

En esa labor de crítica interna o externa, el juez casi siempre debe ser auxilia¬ 
do por peritos: por el calígrafo que opine sobre la falsedad de un documento, por el 
contador que dictamine sobre la falsedad de un balance, y se expida si hubo o no 
vaciamiento de una empresa, establezca el valor de un paquete accionario, determi¬ 
ne cuál de dos juegos de acciones de una misma empresa es el verdadero, explique 
si el revaJúo contable, el ajuste por inflación o el uso de valores conicntcs implican 
incrementos patrimoniales reales; emita opinión acerca do si los dividendos en accio¬ 
nes implican o no un incremento patrimonial para el tenedor de las mismas, etcétera. 



juez: derecho (principio información jurídica) 


peritos: otras disciplinas (principio de comprobación) 


IV. PERITOS 

4,1. CONCEPTO 

Perito es la persona técnicamente competente llamada al proceso con finalidad 
probatoria, para facilitar al juez la comprensión de determinados fenómenos que éste 
no puede entender por falta de conocimiento de la especialidad. Es un técnico o un 
científico, o —excepcionalmcntc— un erudito o un entendido que. cuando se requie¬ 
ren conocimientos especializados, auxilia ni juez en la constatación de los hechos y 
en la determinación de sus causas y efectos. Su misión consiste en exponer, en rela¬ 
ción con los hechos que son sometidos a su dictamen, sus observaciones materiales, 
sus impresiones y las inducciones que deben derivarse de los mismos. 

El Código Procesal Penal de la Nación (ley 23.984) vigente desde el 5 de se¬ 
tiembre de 1992, no define a los peritos, pero en su art. 253 prescribe: 





CAP V- PERICIAS EN EL FUERO PENAL 


109 


-PJ |Ki podrá ordenar peni 1a» uemprc qoc para conocer o apreciar al (de techo o ore uní 
linda pertinente a la causa, sean ncceianos g convenientes conocimiento» especíale» en 
alguna ciencia, arte o líen lea." 


4,2. CLASES DE PERITOS 

En el fuero penal actúan tres clases de peritos: 

— oficiales; 

— ad hoc; 

— de parte. 

Los peritos oficiales son funcionarios de la justicia, y conforme a lo que dis¬ 
pone el art. 258 CF'PN son designados y actúan individualmente, a menos que el juez 
considere indispensable que sean más. En el viejo código la norma exigía la desig¬ 
nación de dos peritos oficiales y, sólo por excepción, podía actuar uno. En la prácti¬ 
ca, diado el escaso número de peritos oficiales, casi siempre actuaba uno, pero for¬ 
malmente se exigía que el dictamen fuese firmado por los dos designados. Por ello, 
debe entenderse que la nueva norma ha reconocido una realidad operativa. 

Los peritos ad hoc son aquéllos "no oficiales" a los que se recurre para actuar 
en un caso concreto. Serán designados en los casos en que no hubiere peritos oficia¬ 
les en la jurisdicción, y elegidos " ..entre los funcionarios públicos que. en razón de 
su título profesional o de su competencia, se encuentren habilitados para emitir dic¬ 
tamen acerca del hecho o circunstancia que se quiere establecer'' (art. 250 CPPN). En 
nuestra opinión, es errónea la disposición que permite convocar a funcionarios pú¬ 
blicos para actuar como peritos pues, además de apartarlos de su función específica, 
por lo general carecen de la experiencia pericial requerida, sobre todo en materia 
penal. Más razonable hubiera sido conservar el sistema de Iurinación de listas y acudir 
a la dcsinsaculación de peritos con vocación por esa actividad, cuando el número de 
peritos oficiales fuere insuficiente o cuando no los hubiere en la jurisdicción. 

En lo que se refiere a los llamados "peritos de parte ", en verdad “auxiliares del 
juez propuestos por las partes", el art. 259 CPPN establece que "...cada parte podrá 
proponer, a su costa, otro ponto legahncntc habilitado, conforme a lo dispuesto en el 
art. 254", o sea diplomado e inscripto en las listas formadas por el órgano judicial 
compéleme. Esla última condición, “estar inscripto para ser perito de parte - , no re¬ 
gía hasta el presente, pues la parte podía elegir libremente a su penlo entre los diplo¬ 
mados y matriculados, sin que fuera necesaria la inscripción previa en los órganos 
judiciales competentes. Si existía para los peritos de oficio, a los que si bien casi nunca 
se recurría, en el nuevo ordenamiento han desaparecido. 
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4.3. DIFERENCIA ENTRE “TESTIGO". INTERPRETE". 
•TRADUCTOR" Y “PERITO 

Consideramos de interés, al tratar este punto, dejar establecida claramente U 
diferencia existente entre testigo, intérprete, traductor > perito 

• Intérprete: H quien 
tada en idioma extranjero 

• Traductor:..- i i país ui documento público o pri¬ 

vado redactado en otra lengua o dialecto 

• Tutígu: 

sentidos. 

• Mtoi 

cuestiones de su especialidad que le son sometidas por vía de un cucsliona- 

En opinión de algunos autores, tanto el testigo como el perito guardan una ca¬ 
lidad cercana, pues ambos trabajan con hechos que caen hnjo !n percepción de su* 
sentidos. Sin embargo, debe resaltarse que las diferencias entre ambos son notorias 

a) el testigo se refiere a hechos que percibió en el momento en que ocurrieron. 

b) el perito trabaja sobre hechos consumados. 

c) el perito, además de informar y explicar todo lo relativo al resorte de su cien¬ 
cia. técnica o arte, puede y debe formular juicios de valor, a fin de que su 
dictamen aporte elementos útiles para la apreciación del juzgador. 


4.4. REQUISITOS. CAPACIDAD SUBJETIVA Y OBJETIVA 

El nuevo Código Procesal Penal de la Nación, en su art. 254. establece los re¬ 
quisitos que deben cumplimentarse para poder actuar como perito: 

“254 Los peritos deberán tener título de talo en la materia a que pertenezca el punto vi¬ 
bre el que han de espedirte y estar inscripto, en las lista, formadas por el órgano judicial 
competente Si no estuviere reglamentada la profesión o no hubiere perno, diplomado, ins¬ 
cripto.. deberá designarse a persona» de conocimiento o práctica reconocido»." 

Este artículo merece varias aclaraciones: 
aj ex condición para ser perito estar diplomado c inscripto, 
b) cuando no existan profesionales que cumplimenten esas condiciones, el juey 
puede recurrir a un diplomado no inscripto en tribunales, en primer término: 
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c) si no hubiere pernos diplomados c inscripto*, ni peritos diplomado* y no 
inscriptos, el juez puede recurrir a "personas de reconocida practica o cono¬ 
cimiento"; 


<l) idéntico procedimiento puede seguirse si la profesión no estuviere reglamen¬ 
tada. 

El art, 254 merece una aclaración En el ámbito de las profesiones en ciencias 
económicas (contador público, licenciado en administración, licenciado en economía 
y actuario), el punto de cuestionario a que te refiere el articulado sólo podrá ser dic 
laminado por aquel pento que tenga el titulo entre cuyas incumbencias figure el punto 
Asi. un contador público no puede ser perito en cuestiones de carácter económico, 
pues la calidad para actuar como tal es atributo de los licenciados en economía. 

La doctrina ensefla que los requisitos que debe reunir el perito para poder ac¬ 
tuar son tres; capacidad, legitimidad y constitución 



l-a capacidad es el conjunto de condiciones subjetivas que le confieren aptitud 
para intervenir en un número indeterminado de procesos. Exule capacidad cuando se 
cumplimentan dos condiciones: personalidad física y habilidad testifical subjetiva. 



La Indole esencial de la función del perito consiste en una “transmisión de co¬ 
nocimiento" Por ello, sólo pueden desempeñarse como peritos las personas físicas. 
Si bien es cierto que en el curso del proceso pueden efectuarse consultas a determi¬ 
nadas personas jurídicas, tales como academias o universidades, sus informes care¬ 
cen del valor jurídico del dictamen pericial Ello no implica que sus juicios carezcan 
de valor, pero tendrán el que corresponde a la jerarquía de los miembros que las in¬ 
tegran. 

La habilidad suhjcliva excluye del cargo de peritos a los personas afectados de 
determinadas inhabilidades Por consiguiente, no podrán actuar como peritos quienes 
carezcan de aptitud física, moial o mental para decir la verdad. A grandes rasgos. 
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carecen de habilidad Mihjetiva los menores de I» años, los procesados por algún de¬ 
lito. los condenados por falso testimonio o por haber incurrido en falsedad en sus 
declaraciones y juramentos, los que no tengan actividad conocida y los que tengan 
impedimento para exponer sus ideas de palabra <> por escrito. 

El segundo requisito es el de la legitimidad Implica la existencia de tres con¬ 
diciones: 

a) competencia técnica: 

b) impersonalidad procesal; 

c) habilidad objetiva. 



competencia técnica 
impersonalidad procesal 
habilidad objetrva 


Se cumplimenta el requisito de la competencia técnica cuando la especialidad 
del perito coincide con el conocimiento o experiencia que es necesario incorporar al 
proceso. Desde el punto de vista procesal, la competencia técnica se prueba con el 
título universitario habilitante bxcepcionalmentc, el juez puede reconocer compete» 
cía técnica a una persona para actuar como perno, aunque carezca de título habilítame 
En este caso, para evaluar el mérito de la pericia en cuanto a su eficacia probatoria, 
deberá tener en cuenta la carencia de título habilitante 

El requisito de la “impersonalidad procesal" implica que el • perito" tiene que 
ser una persona distinta de los sujetos de la empresa procesal. Así. no pueden ser 
pentos: el juez, las partes, el representante del ministerio fiscal. 

El requisito de la "habilidad objetiva", o sea. de la habilidad en relación con el 
caso, se funda en el hecho de que es fundamental para el proceso que el perito pue¬ 
da actuar con independencia de criterio. Por ello, no pueden ser peritos, en relación 
con el objeto pericial de que se trate, las personas que se hallen en alguna de las si¬ 
guientes situaciones. 

• secreto profesional; 

• parentesco o tutela; 

• demás relaciones objetivas. 

Entre los casos de secreto profesional pueden citarse los siguientes: 
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• los funcionarios públicos, cuando no pudieran actuar sin violar el secreto que 
hayan conocido por rarón de su cargo. 

• los contadores, médicos, químicos, cuando se trate de hechos o de circuns¬ 
tancia). que por ra/ón de su profesión les hayan sido revelados ípuede ser el 
caso de un perito de oficio, que haya sido con anterioridad asesor impositi¬ 
vo de una empresa, en la que existe evasión por él conocida). 

Entre los casos de parentesco o tutela. (Hieden mencionarse los siguientes 

• el cónyuge del acusado, aunque este Icgalmcntc separado o divorciado; 

• sus ascendientes o descendientes, legítimos o naturales, legalmcnte recono¬ 
cidos; 

• sus hermanos legítimos o naturales, igualmente reconocidos; 

• sus afines, hasta el segundo grado. 

• los tutores y pupilos, recíprocamente 

Entre las demás relaciones objetivas (en relación con el caso) pueden mencio¬ 
narse las siguientes: 

• enemistad con el inculpado, si fuera, por su naturale/a. bastante como para 
abrigar dudas sobre su imparcialidad; 

• amistad íntima, sociedad, dependencia, complicidad. 

• los que tuvieren interés en el resultado de la causa: 

• los que tuvieren pleito pendiente con las panes, con su mujer o con sus pa 
ricntes dentro del cuarto grado de consanguinidad o lo hubieren tenido con 
un resultado adverso; 

• los acreedores o deudores de la parte que los representa; 

• los que hubieren recibido de cualquiera de las partes beneficios de importan¬ 
cia o, después de iniciada la causa, dádivas u obsequios aunque sean de poco 
valor. 

El último de los tres requisitos fundamentales es la constitución, o sea, el re¬ 
conocimiento de la capacidad que coloque al perno en condiciones de realizar váli¬ 
damente iodos los actos procesales correspondientes al rol asignado. La designación 
por el juzgado cumplimenta este requisito, trátese de peritos oficiales, ad hin o pro¬ 
puestos por las partes. En el caso de los peritos oficiales, por ser funcionarios ilc la 
justicia, basta con la designación. En cambio, en el caso de los pernos ud htte y de 
parte, además de la designación es necesaria la aceptación del cargo. 
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4,5. INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS: 
CONSECUENCIAS. EXCUSACION Y RECUSACION 

No es común que los pernos vulneren los requisitos de capacidad y constitu¬ 
ción. En cambio, son conocidos muchos casos de peritos, sobre todo de parte, que no 
cumplimentan el requisito de "legitimidad", en lo que se refiere a In condición, me 
jor limitación, impuesta por lo necesidad de tener 'capacidad objetiva", o sea. en 
relación con el caso Entre los muchos casos conocidos que son de dominio público 
mencionaremos algunos: 

d signado como perito a propueaia de parte, en un juicio contra la 
empresa en la que se desempeña en relación de dependencia; 

• contador de instituciones oficiales (caso tipien del Banco Central de la Re¬ 
pública Argentina), propuesto como perito de parte en los juicios que pro¬ 
mueven o que les siguen. 

• cantador de estudio d íblicos propuesto como perito de paite 

en juicio que se le sigue a una empresa por balance falso, dictaminado por 
otro socio del profesional. 

Volveremos sobre este tema al tratar la conducta profesional y el Código de 

Etica. 

Ya hemos dicho que el pento carece de capacidad objetiva (en relación con el 
caso) cuando median razones de secreto profesional, parentesco, enemistad, amistad 
fntima. sociedad, dependencia, complicidad, interés en el resultado de la causa, plei¬ 
to pendiente, ser acreedor o deudor, haber recibido beneficios de importancia, dádi¬ 
vas. etcétera. 

La falta de capacidad objetiva afecta potencralmente las posibilidades de actuar 
con integridad, veracidad, independencia de criterio y objetividad Puede comprometer 
a priori la opinión, y por ello, cuando se da esia circunstancia, existe la obligación 
de excusarse y de no hacerlo, cuando se trata de peritos de parle, la posibilidad de 
recusación por la parte contraria; tratándose de peritos oficiales, ad hoc y de oficio, 
por cualquiera de las partes. 

Nadie puede negarse a actuar como perito salvo, que estuviese impedido de 
hacerlo legítimamente Rige en esto el mismo principio que para los testigos. El nuevo 
CPPN establece: 

"257 El designado como pcrilo tendrá el deber de aceptar y desempeñar fielmente el car¬ 
go. salvo que tuviere un grave impedimento En este caso deberá ponerlo en conocimiento 
del jue*. al ser nonficado de la designación SI no acudiere a la citación o no presentare el 
informe a su debido tiempo, sin cansa nulificada Incurrirá en las responsabilidades séllala 
das para los lesligus por los orts 154 y 247 ” 
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El un . 154 establece que podran ser citado» por medio de la policía o por car 
(a certificada con aviso de retomo, o telegrama colacionado y en caso de no 
concurrir, serán conducidos por la fuer/a pública, de no mediar causa justi¬ 
ficada El apercibimiento se hará efectivo de inmediato y la incomparecen 
cía injustificada hará incurrir en las costas que causare, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que correspondiere. 

lil art 247. referido especialmente a los testigos, pero aplicable a los peri¬ 
tos en función del 257. establece el arresto por dos días, al término de los 
cuales, cuando persista en la negativa, se iniciará contra él causa criminal. 
No es común que esta situación, prevista especialmente pura los testigos, se 
aplique a los peritos. Sin embargo, recordamos el caso de un perito de par¬ 
te. quien se negó a efectuar el peritaje aduciendo que los libros y documen¬ 
tación que debía examinar, correspondientes a una sociedad uruguaya, a su 
disposición en un estudio profesional internacional, no debían ser exhibidos 
allí sino en un banco argentino con el que estaba vinculada la sociedad uru¬ 
guaya. que fue sancionado con un arTcsto domiciliario de dos días por un juez, 
de instrucción. 


El art 255 del nuevo CPPN legisla sobre la incapacidad e ir 


Adviértase que la situación del perito es distinta de la del testigo, pues mien¬ 
tras este último no puede ser reemplazado por cuanto su capacidad es genérica, “ello 
no ocurre ni podría ocurrir con el perito porque éste colabora informando, asesoran¬ 
do en función muchas veces creativa, personal, pora y con fundamentos científico» 
dados por su arte, ciencia o técnica." 

En lo que se refiere concretamente a la excusación y recusación, el art- 256 del 

nuevo CPPN dispone: 


"JJ6 Sin peí)lucio de u> dfcpacMo en 
y recusación tura lo 
el juez, otilo el m 

Las causas de inhibición y excusación de los jueces están explicttadas en el art. 
55 del nuevo CPP Las mismas causales rigen para los peritos, pero el trámite de 
recusación difiere, pues en este último caso, de acuerdo con lo estatuido por el últi¬ 
mo párrafo del art. 256 c* incidental, sumarísimo y resuelto por el juez sin recuno 
alguno Son todas aquellas que implican una incapacidad objetiva (en relación con 
el caso), a las que se ha hecho referencia con anterioridad (parentesco, enemistad, 
etc.). El art. 55 las enumera, a saber 


I Si en el mismo proceso hubiere pronunciado o concurrido a pronunciar sen¬ 
tencia o auto de procesamiento; si hubiere intervenido como funcionario del 
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ministerio público, defensor, mandatario, denunciante o querellante; m hu¬ 
biere actuado como perito, o conocido el hecho como testigo, o si en otras 
actuaciones judiciales o administrativas hubiere actuado proícsionnlmcntc 
con intereses contrapuestos con algunas de las partes involucradas. 

2. Si como juez hubiere intervenido o interv iene en la causa algún pariente suyo 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 

3. Si fuere pariente, en los grados prcindicados. con algún interesado 

4. Si ¿I o algunos de dichos parientes tuvieren ínteres en el proceso. 

5 Si fuere o hubiere sido auior o curador, o hubiese estado bajo tutela o cúra¬ 
tela de alguno de los interesados 

6. Si él o sus parientes, dentro de los grados preindicodos. tuvieren juicio pen¬ 
diente iniciado con anterioridad, o sociedad o comunidad con alguno de los 
interesados, salvo la sociedad anónima 

7. Si él. su cónyuge, padres o hijos, y otras personas que vivan a su cargo, fue 
ren acreedores, deudores o fiadores de alguno de los interesados, salvo que 
se tratare de bancos oficiales o constituidos bajo la forma de sociedades 
anónimas. 

8. Si antes de comenzar el proceso hubiere sido acusador o denunciante de al¬ 
guno de los interesados, o acusado o denunciado por ellos 

9. Si antes de comenzar el proceso, alguno de los interesados le hubiere pro¬ 
movido juicio polftico 

10. Si hubiere dado consejos <> manifestado cxtrajudicialmenlc su opinión sobre 
el proceso a alguno de los interesados 

11. Si tuviere amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los intere¬ 
sados. 

12. Si él. su cónyuge, padres o hijos, u otras personas que vivan a su cargo, 
hubieren recibido o recibieren beneficios de importancia de alguno de los in¬ 
teresados; o si después de iniciado el proceso, él hubiere recibido presentes 
o dádivas, aunque sean de poco valor. 

Las causales de inhibición y recusación mencionadas en el art. 55 (CPPN) son 
de orden público. Su objetivo es garantizar una recta administración de justicia 

La recusación sólo puede ser efectuada por las panes, sus defensores o man¬ 
datarios. siempre y cuando exista uno de los motivos mencionados precedentemente 
(an. S8 CPPN). y deberá ser interpuesta, bajo pena de inadmisibilidad. por un escri¬ 
to que indique los motivos en que se basa y los elementos de prueba, si los hubiere 
(art 59 CPPN) 
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Es pertinente transmitir a los lectores alguna experiencia sobre el tópico de las 
excusaciones y recusaciones. Es evidente que las normas admiten una interpretación 
literal, meramente formal, y una interpretación sustancial o de fondo A nuestro jui¬ 
cio. es la ütnmn la que debe tenerse en cuenta. Vaya un ejemplo Hace algunas aftas, 
en el fuero penal, en una causa en la que se investigaba la conducta de los directivos 
de una entidad bancaria. se intentó recusar al perito actuante, con fundamento en dos 
hechos concretos: 

• el profesional tenía abierta en la institución honran a una cuenta comente per¬ 
sonal que, a la fecha de entrar en liquidación el ente bancario. era de mag¬ 
nitud ínfima; 

• además, el mencionado perito, varios aftos antes, había comprado un inmue¬ 
ble por medio riel banco, escriturado y sin deuda al momento de ser desig¬ 
nado perito oficial en dicha causa, por corresponder a su tumo. 

El perito afectado consultó el caso y. para formar opinión, nos formulamos una 
pregunta: /afectan los hechos mencionados la independencia de criterio o. dicho de 
otra forma, estamos frente a un caso de inhabilidad objetiva? En nuestra opinión, el 
estudio de las relaciones del perito con el ente bancario demostraba que se trataba de 
situaciones totalmente despersonalixadas una cuenta comente entre otras miles, abier 
ta por cumplimentar los requisitos para hacerlo; compra de un bien ofertado públi¬ 
camente en las mismas condiciones en que podría haberlo hecho cualquiera. Se tra¬ 
taba de situaciones totalmente despersonalizadas Sometido el problema al juzgado, 
no se le dio curso a la recusación. 


4,6. EL CUERPO DE PERITOS CONTADORES OFICIALES 

El Cuerpo de Pernos Contadores Oficiales está constituido actualmente por 
quince (15) contadores públicos designados por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. Es requisito para acceder al cargo tener cinco años de antigüedad en el ejer¬ 
cicio profesional. Las vacantes se cubren mediante concurso en el que. además de 
evaluarse los antecedentes curriculares. los participantes son sometidos a una prue¬ 
ba de oposición. El Cuerpo es presidido por un decano y por un vicedecano, desig¬ 
nados por la Corte. 

Los peritos oficiales son designados de oficio. El art. 258 CPPN prescribe de¬ 
signaciones individuales, a menos que el juez considere indispensable que actúen dos 
o más. Las causas les son asignadas de conformidad con los tumos establecidos anual 
mente, teniéndose en cuenta para ello la fecha de la primera actuación policial o ju¬ 
dicial. cualquiera sea el momento en que son remitidas a pericia. 




318 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


4,7. HONORARIOS 

El nuevo CPPN se refiere a los honorarios de los pernos en su an. 267. Su texto 
es el siguiente: 

*267. Los pernos nombrados de oficio o » pedido «leí ministerio publico icndntn desecho a 
cobrar honorarios, a menos que tengan «acido por cargos oficiales desempeñados en virtud 
de conocimientos específicos en la ciencia, arte o técnica que la pericia requiera El perito 
nombrado a petición por pane podía cobrarlos siempre, directamente a esu o al condena¬ 
do en costas " 

El artículo reconoce la oncrosidad del servicio prestado por los peritos nombra¬ 
dos a petición de las partes y. consecuentemente, su derecho a cobrar siempre hono¬ 
rarios. con la posibilidad de optar por la parte que los propuso o por el condenado 
en costas. 

En las causas penales es común que los pentos acuerden con la parte que los 
propone el monto y forma de pago de sus honorarios 

Las formas habituales que asume dicho convenio son las siguientes: 

a) En las pericias cuya ejecución requiere un tiempo limitado: 50 % del hono¬ 
rario pactado en el momento de aceptación del cargo: el saldo (50 %) al mo¬ 
mento de entregar la pericia. 

b) En las pericias de ejecución continua, en las que el profesional debe traba¬ 
jar durante períodos prolongados (meses, excepcionalmcnte más de un año): 
un porcentaje al aceptar el cargo o al iniciar la tarea: un honorario mensual: 
el saldo del importe convenido a la entrega del informe pericial 

La instrumentación de los convenios de honorarios asume dos formas básicas: 

a) Un presupuesto firmado por el perito y aceptado por la pane, 

b) Un contrato de servicios profesionales, en cuyas cláusulas se detallan las 
prestaciones recíprocas (sustancialmcnte. tarcas a cumplir, honorarios pac¬ 
tados y forma de pago). 

"Para establecer los honorarios correspondióme» a las actividades ptoíesionale», deben lo¬ 
marse en consideración la naiuralrra e importancia del trabajo: el tiempo insumido: la res¬ 
ponsabilidad involucrada y las disposiciones legales y reglamentarias vigentes " (Código de 
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V. EL PROCESO DE PERITACION 

5,1. PERICIAS Y ETAPAS DEL JUICIO 

El nuevo Código Procesal Penal, vigente a partir del 4 de setiembre de 1992. 
al cumplirse el año de la promulgación de la ley 23.984. ha modificado las etapas de 
los juicios tramitados en el ámbito criminal C onforme a las disposiciones del viejo 
CPMP eran dos: a la primera se la denominaba indistintamente "instrucción" o "su¬ 
mario''. y a la segunda, "sentencia" o "plenano". Veamos en qué constada cada una. 

El sumario comprendía toda» las actuaciones encaminadas a preparar el juicio, 
practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de lo» delitos con todas los 
circunstancias que pueden inlluir en su calificación, en la culpabilidad de los delin¬ 
cuentes y los responsabilidades pecuniarias de los mismos Representaba el procedi¬ 
miento penal preparatorio que tenía por objeto reunir los elementos de convicción 
indispensables, para saber si se podía o no acusar, durante el plcnario, a una o más 
personáis determinadas como culpables de uno o más delitos. 

El plcnario era la segunda parte del juicio penal y se iniciaba al concluir el 
sumario, siempre y cuando en éste se hubiera dictado auto de procesamiento. Empe¬ 
zaba dando vista del sumario al Ministerio Fiscal y al acusador particular, para que 
se expidiese sobre el mérito del mismo, así como al defensor, para que presentase la 
defensa, y terminaba con la sentencia. O sea. el sumario, tramitado por el juez de 
instrucción, pasaba al juez, unipersonal de sentencia, sin perjuicio del posible recur¬ 
so ante In Cámara de Apelaciones. 

En el nuevo ordenamiento, por regla general, el juzgamiento debe ser realiza¬ 
do por "tribunales orales". Sólo se excluyen aquellos casos cuya pena máxima no 
excede los tres años, los que están sujetos a un procedimiento distinto, pues son juz¬ 
gados por el mismo magistrado que los investigó. 

Las disposiciones del actual CPP vinculadas con la función pericial pueden sin¬ 
tetizarse así: 

• El juez designará de oficio a un perito, salvo que considere indispensable que 
sean más. Lo hará entre los que tengan el carácter de peritos oficiales, si no 
los hubiera, entre los funcionarios públicos que en razón de su título profe¬ 
sional o de su competencia, se encuentren habilitados para emitir dictamen 
acerca del hecho o circunstancia que se quiere establecer. Notificará esta 
resolución al ministerio fiscal, a la parte querellante y a los defensores, an¬ 
te» que se inicien las operaciones periciales, bajo pena de nulidad, a menos 
que haya suma urgencia o que la indagación sea extremadamente simple. En 
estos casos, bajo la misma sanción, se les notificará que se realizó la peri- 
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cía. que pueden hacer examinar sus resultados por medio de otro perito y 
pedir, si fuera posible, su reproducción (oit. 2581 

• F.n el término de lies días. .1 eoniai de las n -.¡k , m as noli litaciones previs¬ 
tas en el artículo anterior, cada parte podrá proponer, a su costa, otro periio 
Icgalmente habilitado, conforme a lo dispuesto en el art. 254 (art. 259). 

• Sm paquMo da lo dispuesto «n el 1 

por sanción, condenados o inhabilitados), son causas legales de excusación 
y recusación las establecidas para los jueces 1*1 incidente será resuelto por 
el juez, oído el interesado y previa averiguación sumaria, sin recurso algu¬ 
no (art. 256). 

Cabe efectuar algunos coméntanos aceren de las disposiciones precedentes: 

a) Como norma, en el Código vigente, el juez debe designar un solo perito ofi¬ 
cial; en el Código anterior debía designar dos. En ambos casos hay excep¬ 
ciones. 

b) Es cnlicahle, en mi opinión, la obligación de acudir a la designación de fun¬ 
cionarios públicos donde no haya peritos oficiales. Hubiera sido preferible 
la formación de listas para designaciones de oficio. Las reparticiones oficia 
les. cuando se les requiere colaboración, casi nunca envían a sus mejores 
profesionales: los destinados carecen de incentivos por la imposibilidad de 
percibir honorarios por el desempeño de una tarca que no les es habitual. 

c) Obsérvese asimismo, que cada parle sólo puede designar un solo perito, li¬ 
mitación no existente en el Código Procesal anterior. 


5,2. SECUENCIA DEL PROCESO PERICIAL 

El proceso de peritación tiene inicio a posieriori de la aceptación del cargo o. 
en la justicia penal, cuando se trata de peritos oficiales, a panir del momento en que 
el juez ¡ntervínicntc los designa. Culmina con la presentación del dictamen pericial. 
Sus fases o cupos son las siguientes: 

— examen del cuestionario pericial: 

— comunicación con los peritos de parte, a efectos de programar la tarca a rea¬ 
lizar. y establecer las fechas en que será realizada. 

— comunicación a la empresa, cuyos libros deben ser examinados, del día y 
hora en que se iniciará el proceso pericial: 

— examen de los libros y documentación respaldante del ente peritado. a efec¬ 
to* de obtener las evidencias necesarias para dictaminar; 




CAP V PERICIAS EN EL FUERO PENAL 


— preparación y deliberación, a fin de preparar el dictamen: 

— presentación del dictamen al juzgado. 

A renglón seguido se procederá al análisis de cada una de las etapas 
nadas. 


5,3. EXAMEN DEL CUESTIONARIO PERICIAL 

El examen del cuestionario pericial cumple dos propósitos: 

a) verificar si los puntos están fijados en forma expresa: 

b) comprobar si los puntos guardan relación con las incumbencias profesiona¬ 
les. 

A la primera cuestión se refiere el art. 260 del CPP: 

-?60 1:1 iuc/ dirigirá b penda. FORMULARA CONCRPTAME.VTF LAS CUEST10N8S 

A ELUCIDAR. ft|»r4 «I plazo en que ha de expedirse el perito y. u lo tuigae «inventen 

le, muirá a las operaciones Podrá igualmente aalotir-ai al perito pura examinar lu axtua 

Clones o pora asistir n determinados actos procesales “ 

Puede observarse que al decir el CPP "formulará concretamente los cuestiones 
a elucidar" está disponiendo la fijación de los punios de pericia en forma explícita 
Sin embargo, no siempre ocurre asi, y si bien no es común el olvido de esta norma, 
se han dado casos de pericias que se decretan sin indicarse cuestionarios explícitos. 
Asf, se ha dicho: 

— pase a los peritos contadores para que practiquen una pericia de su especia¬ 
lidad; 

— pase a los peritos contadores para que se practique una pericia contable so¬ 
bre las cuestiones planteadas por la querella 

¿Qué conducta debe seguir el perito frente a estos xcudocuestionano* híbridos' 1 
Es aconsejable presentarse al juzgado solicitando que. de conformidad con las pres¬ 
cripciones del art 260 dd CPP se formulen concretamente, en forma explícita, las 
cuestiones a elucidar (puntos de pericia). La experiencia indica que. en todos aque¬ 
llos casos en que se sigue este camino, los juzgados, en respuesta al pedido del peri¬ 
to. proceden a fijar en forma detallada los pumos de pericia. 

Respecto de la segunda cuestión, o sea. “comprobar si los puntos de pericia 
guardan relación con las incumbencias profesionales" es necesario no olvidar la norma 
del CPP, que constituye un marco para la labor del profesional: 

“254 Lo» peino» dcbeiáfl leño TITULO de ule» en la malcría a que prncae.ua d puaw 

vibre el que han de espedirse y estar unenpeas en la» lisia» furaudm pee el tagami judi 
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chai competente. Si no atuviere reglamentada la profeticen, o no hubiere peritos diploma¬ 
dos o inscritos, deberá designarse a persona de conocimiento o plástica reconocidos " 

Las profesiones en ciencias económicas —contador público, licenciado en ad¬ 
ministración de empresas, licenciado en economía y actuario están sujetas a lo que 
prescribe la ley 20.488, que reglamenta el ejercicio de las profesiones en ciencias 
económicas en el ámbito nacional lil an. 3® de esta ley caracteriza el ejercicio pro¬ 
fesional en los siguientes términos: 

"Art. 3* — A loa efectos de esta lev la CMMaai gur ilB pettoaa » en el 

an. 2* ejercen las profesiones mencionadas en el an I” cuando rcalunn ocio» que supon 
pin, requieran o comprometan la aplicación de conocímu-nlos propios de late» personas, es¬ 
pecialmente si consisten en: 

a) el ofrecimiento o realización de servicios profesionales 

b) ol desempeño de funciona denvadas de nombramientos Judiciales de oficto o a pro¬ 
puesta de parles. 

C) ht evacuación, emisión, presentación o publicación de informe», dictámenes. laudos, 
consultas, estudios, consejos, pericias, compulsas, valorizaciones, presupuestos, escri¬ 
tos. cuernas, análisis, proyectos, o de trabajos similores, desuñados a ser presentados 
ante los poderes públicos, particulares o entidades públicas, mistas o privadas " 

Las incumbencias de cada una de las profesiones están establecidas en la mis¬ 
ma ley: para los licenciados en economía, en el art II; para los contadores públicos, 
en el art. 13; para los licenciados en administración, en el art. 14; y para los actua¬ 
rios. en el art. 16. Consideramos de interés transcribir dichos artículos, que estable¬ 
cen claramente distinciones entre las cuestiones o incumbencias que son propias de 
cada una de esas profesiones. 

'Art. ll — Se requerirá mulo de licenciado en economía o equivalente 
a) Pora lodo dictamen destinado a ser presentado o autoridades judiciales, administrativas 
o a hacer fe pública relacionado con el atesoramiento económico y financiero para: 

I. Estudios de mercado y proyecciones de oferta y de demanda sin perjuicio de la 
actuación de graduados de otras disciplinas en las Ureas ile su competencia. 

2 Evaluación económica de proyectos de inversiones sin perjuicio de la actuación de 
graduados de otras disciplinas en las úreas de su competencia 

3. Análisis de coyuntura global, sectorial y regional 

4. Análisis del mercado exlerna y del comercio microacionul. 

5. Análisis macrocconómico de los mercados cambiarlos de valores y de capitales 

6. Estudios y programas de desarrollo económico global, sectorial y regional 
7 Realización e interpretación de aludios ccono mí tríeos 

• Análisis de la situación, actividad y política monetaria, crediticia, cambiarla, fis- 

9 Estudios y proyectos de promoción industrial, minera, agropecuaria, comercial, 
energética, de transportes y de infraestructura en sus aspectos económicos 

10 Análisis económico del planeamiento de recursos humanos y evaluación económica 
de proyectos y programas atinentes a estos recursos 
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Aruliui de la política industrial. 


agropecuaria. comercial. 


Hampones y de infraestructura 



nUMitrativus o cslón destinado* a hacer k póhlica en relucida coa Lu MNM 11 

1 Preparación. anAlitu y proyección de estados contable*. preroprasBrtos. da coa- 
loi y de impuesto» de emptesa» y «roa «Mea 

2 «evitación de contabilidades y tu documcniación 

1 Dttpoticionea del capitulo III. «rulo II. litara» I del Código de Comercio 
A Organización contable de lodo upo de ente» 

* Elaboración c implantación de política», sistema». método» y pox.cdiimentoi de 
trabajo administrativo contable 

6 Aplicación c implantación de toleran de proceaamiento de doioa y otnn métodos 
en loa aspectos contnMea y financien» del proceso de información getrraul 

7. Liquidación de averia» 

S. Dirección del (elevamiento de invenían)» que nrvan da bate pira la traíllamela 
de negocio», para la contiituclón, fusión. eicltión. dnoiución y lt>|uidación de 
cualquier c!a»c de eme» y cenonet de cania» socialc» 

9 Intervención en la» operacione» de traulcrcncia de fondea de comercio, de acarado 
con la» ditpoucionc» de la ley 11 *67. a cuyo fin drbenia realizar toda» la» ge» 
lione» que fueren menester pora u obiao. inclusive hacer publicar lo* edicto» 
pctrincnle» en el Boletín Oficial, un pcnuicio de la» íuncionr» y faculrade» rara 
vado» a otro» profesionales en la mencionada norma legal 

10 Intervención juntamente con letra*» en lo» contra! os y cttaiuio» de toda clara de 
lócicdnde» civiles y comerciales cuando <c planteen cuctnonc» de carScscr finan 
cien», económico, impositivo y contable 

le», municipales, mulo» y particular». de toda empresa, sociedad o involución 
publica muta o pavada y de todo tipo de cale coa pattinaoaio ditenracudn Ea 
especial para las entidades financicrai ccenprcndidu en la ley I* 061, cada con¬ 
tado» póblico no podil tuwnbir el balance de mói de mu calidad cwnpiimeaiJa 
dote asimismo el requinto especiado en el an 17 de eos ley 
12 Toda otra cuestión en maletín económica, financiera y contable coa referencia a 
las funciones que le son propias de acuerdo coa el présenle articulo 
bl Ea materia judicial pora la producción y firma de dicta mera» rrlacionado» con loa si¬ 
guiente* cuestiones 



I. Ea lo» 






ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


e» patrimoniales de sociedades civiles y comerciales y la« rendiciones de cura 
H de administración de bienes 

la los compulsa» o penlaic» sobre libro» J.vinwm.'i y denvli elensruliis cuncn- 
rrnic» » U dilucidación de cnraricrac» de vomobtlidad i relacionada» «» el comer 


5 Para dictámenes e informe» 


6 En lo» juicio» succiono» para realuai 
mente con H letrado que iMersioaga 


en la» administraciones e intervenciones 
i uiwntnr U» cuenta» paitKionartM junta 


la U emitida de dictámenes, se detona aplicar tea nonnas de auditoria aprobada» por loa 


"Alt. 14 — Se ir 
a) Para todo dictamen o< 


I. Las funcione» dirretna» de andlrtis. planeamiento, orgnn i ración, coordinación y 


3. La definición y descripción de la ettructura y funcione» de la organización 

4. la aplicación e implantación de uuemu de procoamento de datos y otros mé¬ 
todo» en el proceso de información perene ul 

5 Lo referente a relaciones industriales, sistemas de remuncracido y demás aspectos 
vinculados al factor humano en la empresa 
6. Toda otra cuestión de dirección o administración en moleña económica y financiera 
con referencia a las funcione» que le son propias de acuetdo con el presente ar¬ 
ticulo. 

b) En matcna judicial: 

1 Para las funcione» de liquidador de sociedades comerciales o civiles 

2 Como perito en su matena en todos los fuero» 

En las designaciones de oficio para la» tareas de administrador a nivel directivo o gcrenetal 
en las intervenciones judiciales v dará preferencia a los licenciados en administración sin 
perjuicio de que scun tomados en consideración otros antecedentes en relación con tales 
designaciones ” 

"Art. IS — Se considera titulo habilitante para el cjcteicto de las funciones para la» cuales 
»e requiere el de licenciado en administración, el de los contadores público* egresados con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley y que hubieran iniciado su catrera con anteno- 
ndad a la vigencia del plan de estudios de licenciado» en administración en las respectiva» 
universidades 

Si la universidad que emitió el título de contador público no tuviere en vigencia la catrera 
de licenciado en administración los egresados hasta la vigencia de la presente ley se cncuea 
lian comprendidos en los disposiciones del primer púnalo del présenle articulo." 
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irl. I f> — Se requerirá Kioto i 

Kara iodo informe que lar compaflfas de «piro*. de capi'alizoción de 
mi y préstamo, de «uioíinanciacién (crédito reciproco) y tocicdada m 
lea a »u» acciones o asociados o a lercen 
repartición pOtilica, nacional, provincial o 
pumas > lartto, planes de seguro», de beneficio*, subsidios y reservas léemeos de di¬ 
chos compoftla* y sociedades. 

Pora el dictamen sobre las reservas técnicos que esas mismas compartías y sociedades 
deben publicar (unto con su balance y cuadros de rendimiento anuales, 
fin tus informes léemeos de los estados de las sociedades de socorros mutuos, gremia¬ 
les o profesionales, cuando en sus planes de previsión y asistencia!» incluyen opera¬ 
ciones relacionadas con áspenos biométricoi 
Para lodo informe requerido p« 
las mismas o en )uieios. sobre 
cálculo de las probabilidades en st 
préstamo, operaciones de al 

Para iodo informe o dictamen qoe se relacionen con la valuación dr aconlecm 
futuros fortuito*, medíanle el empleo de técnicas aduanales 
Bn asuntos indicíale* cuando a requerí miento de ainondadcs indicíales deba de 
nnise el valor económico del hombre y temas vitalicia*. 

Para el planearmenio económico y fin 
lo respecta al cálculo de apones, plan 
de contingencia" 


i de beneficios o subsidios, re 


La lectura atenta de los artículos mencionados permite advenir que las incum¬ 
bencias de las cuatro profesiones en ciencias económicas mencionadas difieren en¬ 
tre sí, Así. por ejemplo, son de incumbencia de los actuarios los informes "...sobre 
cuestiones técnicas relacionadas con la estadística, el cálculo de probabilidades en su 
aplicación al seguro, la capitalización, el ahorro y préstamo, operaciones de ahorro 
auiolinanciado (crédito reciproco) y a los empréstitos". Sin embargo, como la pro¬ 
fesión más antigua, más conocida y con más tradición entre las de ciencias económi¬ 
cas es la de contador público, es habitual que los juzgados designen para este tipo de 
dictamen a contadores públicos, o incluyan entre los puntos de pericia algunos que 
son propios de estos últimos y otros sobre los que —por el upo de conocimientos 
requeridos— correspondería expedirse a otros profesionales en ciencias económicas. 
Ante situaciones de este tipo es conveniente que el profesional, frente al cuestiona¬ 
rio que se le somete, al advertir que lodos o algunos de los puntos incluidos no co¬ 
rresponden a los conocimientos c incumbencias específicas de su título, se presente 
al juzgado manifestando que no puede expedirse sobre ese tópico, por no ser propio 
de sus incumbencias profesionales, de conformidad con lo normado por la ley 20.488 


l a temática de las incumbencias de cada una de las profesiones en ciencias 
económicas ha sido tratada en sus fallos por el Tribunal de Disciplina del Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas. Transcribimos aquellos que consideramos de 
mayor interés: 
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• No cómele talla ética el cantador público que al contestar un roquerimien 
lu judicial que exigía el empico de una fórmula ulili/ada por actúanos. ad¬ 
virtió al juzgado su falla de incumbencia l Jurisprudencia Tribunal de Disci¬ 
plina —JTD—, Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital 
Federal—CPCECF .expediente 10.14'). 

• El contador público des . . !M iv:-, .ni'ii.i .1 MI inviiinhen 

cia debe poner en conocimiento del juez que no puede 

a) valorar el "grado de certera" de una labor actuarial; 

b) realizar un cálculo que el nrt. 16. inc. 3. de la ley 20.488 reserva a los 
actuarios <JTD. CPCECF. expediente 12.383). 

• No comete falta ética el licenciado en economía que es designudi 

lirar una pericia sobre pumos aduanales cuando fue designado no por ser 
idóneo en la matcna (actuario), sino por no existir actuarios inscriptos para 
actuar en el fuero (JTD. CPCECF. expediente 12.382). 

El hecho de confundir las incumbencias de las profesiones en ciencias econó¬ 
micas entre sí no es. sin embargo, el más grave que se presenta en el ejercicio profe¬ 
sional. En efecto, es bastante común que se confundan las incumbencias de los con¬ 
tadores públicos —a mero título de ejemplo— con las de los abogados, ingenieros o 
aun con las de otros auxiliares de la justicia distintos de los peritos. Hemos conoci¬ 
do así puntos de pericia tales como los siguientes 

— Los peritos contadores deberán determinar si el contrato que vincula a la Cía 
Petrolera Maporá con la estación de servicio del Automóvil Club Cnfayate 
es un contrato de cuenta corriente. 

— Los peritos contadores deberán dctcrminur si los materiales utilizados en b 
construcción del edificio Consorcio Amgus 950 son los que debieran haberse 
utilizado y. en su caso, informar en qué magnitud exceden el consumo nor¬ 
mal de materiales en una obra de igual superf icie. 

— Los peritos deberán constituirse en el Banco Talcahuano. solicitar el legajo 
del cliente N° 725 Alísame S.A. y acompasarlo al juzgado 

— Los peritos deberán constituirse en la sede de Adcna S.A.. obtener fotoco¬ 
pia de las facturas y recibos del cliente N° 33. Sr Alberto Moreno, y proce¬ 
der a su certificación. 

— Para que sobre la base de la documentación que se acompaña determinen la 
situación patrimonial de la empresa y los resultados por el ejercicio econó¬ 
mico terminado el 31 de mar/o de 19xx. 

— Para que mediante la constatación personal in silu, el perito determine el 
número de veces que resulta de hecho utilizada una misma habitación del 
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hnlcl alojamiento en días sábado*. a efecto* de establecer el promedio de 
ocupación de tales habitaciones, que recibe la denominación de "mtacione*" 
(fuente: CPCECP. lomada, Emiiión del Dictamen Pericial por el Dr Emi- 
ijo Manuel Fwnandez) 

Ninguno de lo* puntos de pericia transcriptos es de competencia de los peritos 
contadores El primero versa sobre la tipificación de un contrato y es. por su conte¬ 
nido. materia de competencia de abogados y no de contadores El segundo es fran¬ 
camente increíble, pareciera que quien lo decretó piensa que en todos aquellos casos 
en que deba efectuarse una cuantificación, los únicos esperto* somos los contadores, 
pues es evidente que averiguar si la cuantía de los materiales utilizados pora cons¬ 
truir un edificio es o no correcta no es de nuestra incumbencia, sino propia de las 
profesiones de ingeniería y de arquitectura. La tercera, constituirse en un lugar de¬ 
terminado. pedir un legajo y transportarlo al juzgado, nada tiene que ver con lo que 
constituye la esencia de una pericia, que consiste en examinar los elementos de jui¬ 
cio. obtener evidencias y dictaminar en función de ellas; en todo caso, este tipo de 
diligencias deberían ser encomendadas a oficiales de justicia. La cuarta confunde la 
misión de los peritos contadores con la de los escribanos, pues es atributo profesio¬ 
nal de estos últimos certificar fotocopias. La quinta que pretende que. sobre la base 
de documentación suelta no registrada, los peritos reconstruyan la contabilidad de la 
empresa y determinen In situación patrimonial (balance general) y estado de resulta¬ 
dos. confunde la obligación de la empresa o de *us contadores con la del perito; en 
efecto, la misión de este último no es la de reconstruir la contabilidad de la empresa 
sino la de examinarla para dar respuesta a las cuestiones que le son sometidas La 
última, por vín de la que se pretende que el perito se constituya en un hotel alojamien¬ 
to. no para examinar sus libros y documentación respaldante, sino para efectuar un 
"recuento en vivo" de las veces promedio que se ocupan las habilitaciones, constitu¬ 
ye un absurdo, pues como muy bien se ha dicho, el perito "no es escribano ni oficial 
de justicia ni actúa como testigo". 

¿Cuál debe ser la conducta, el camino a seguir por el perito contador en estos 
casos? En nuestra opinión, debe efectuarse la pericia en lo que atabe a los demás 
puntos decretados y. en lo referente a aquellos ajenos a las incumbencias profesio¬ 
nales, abstenerse de darles respuesta e informar al juzgado que no forman parte de 
las incumbencias profesionales cxplicitadas en la ley 20 488 


5,4. COMUNICACION CON LOS PERITOS DE PARTE 
Y CON LOS PERITOS AD HOC 

En la justicia penal nacional actúan siempre pentos contadores oficiales, quie¬ 
nes reciben las causas con sujeción a tumos preestablecidos. Para la fijación de tur¬ 
nos se tiene en cuenta la fecha de la primera actuación policial o judicial cualquiera 
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sea la (echa en que la pericia sea decretada o la causa remitida a pericia. Así. si un 
perito oficial tiene por tumo el mes de abril, toda causa iniciada en esc período, sin 
importar el afio de iniciación, la fecha en que se decrete la pericia, ni aquella cu que 
sea remitida la causa al Cuerpo de Pernos Contadores Oficiales, debe ser atendida por 
el profesional que cubre esc ciclo. 

También actúan habitualmcntc peritos propuestos por las partes, cuya interven¬ 
ción está prevista en el art. 259 del Código Procesal Penal. Su texto prescribe: 

"259 En el término Je ire» dfas. a partir Jo bu rc*peoiv.iv neiificaeronct previMX* en el 
capítulo anterior. CADA PARTE PODRA PROPONER, a mi mu. OTRO PERITO legal 
mente habililado. conforme a lo disparato en el art 254 ” 

La facultad que concede el artículo tiene su fundamento, primero y último, en 
el principio constitucional de la libre defensa en juicio de la persona y de los dere¬ 
chos. y también interesa a la búsqueda común de la verdad 

Prevé asimismo el nuevo CPP la posibilidad de designar peritos adhoc en aque¬ 
llas jurisdicciones en que no hubiere peritos oficiales. Dice al respecto el arl. 258: 
"258 El juez designar! de oficio a un perllo. salvo que considere indispensable que sean 
mis Lo hará entre los que rengan el carácter de peritos contadores oficiales: si no los 
HUBIERE ENTRE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS QUE. en ratón de tu Ululo profe 

sional o de tu competencia se encuentren habilitados para omitir dictamen acerca del he 
cho o circunstancia que se quiere establecer ” 

En algunos casos de notoria complejidad —deuda externa, valuación de empre¬ 
sas. delitos en entidades financieras— además de designarse peritos oficiales, los 
jueces han requerido de la Academia de Ciencias Económicas, de la Facultad de Cien¬ 
cias Económicas (UBA). o del Ministerio de Economía, la propuesta del nombre de 
destacados académicos, profesores o funcionarios para participar del proceso pericial 
Generalmente esa participación no ha tenido resultados alentadores porque, pese a los 
méritos relevantes de los designados y a su indiscutible idoneidad en materia de co¬ 
nocimiento. se ha contrapuesto la falta de experiencia en el quehacer pericial propia¬ 
mente dicho. La mayor parte de ellos, tarde o temprano, y antes de concluir la tarca 
encomendada, se han apartado, por propia decisión, por vía de la renuncia, de las 
larcas encomendadas. Esa experiencia revela que. cuando se hace necesario recurrir 
a la designación de otros peritos, además de los oficiales, es preferible utilizar la lis¬ 
ta formada por la Cámara, en la que no todos los inscriptos, pero sí algunos, son 
expertos con amplio desempefio que. para decirlo en términos casi religiosos ■'pro¬ 
fesan - la labor de perito contador. 

La existencia de peritos oficiales, peritos de partes y. a veces, otros pernos 
designados en la forma indicada en el párrafo anterior, suele generar una "macropc- 
ritosis” (exceso de peritos) que. como todas las enfermedades, requiere una terapia 
adecuada (programación y coordinación de las tareas). Es habitual que. en una mis¬ 
ma causa, actúen tres, cuatro, cinco, seis peritos, y hemos conocido casos en que se 
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ha llegado o doce perno*, incluidos los oficíale*. lin esto» caso» en que lo* penk» 
deben practicar unidos l-i diligencia por imperativo legal, y por rabones de orden prác¬ 
tico. para evitar que cada uno de ello* requiera al ente pentodo lo exhibición de lo» 
mismo» elementos de juicio para obtener evidencia*, lo* mismo» deben coordinar su 
actividad procesal. 

Lo* paso* u seguir para programar y coordinar la labor de todo* lo* perno* 
designados deben establecerte en una primera reunión, que es conveniente que sea 
convocada por los peritos contadores oficiales mediante teletipograma* dirigidos a 
cada uno de los restantes peritos, indicando lugar, día y hora en que se celebrará En 
esa ocasión deben programarse las larras a realizar, y coordinar cronológicamente la* 
fechas de concurrencia a loet entes, sobre cuyos libros y documentación va a realizarse 
la pericia. Establecidos el plan de tarcas y la fecha de iniciación, es conveniente re¬ 
mitir iclciipugrama a la entidad sobre cuyos libros y documentación se va a realizar 
la pericia, u efectos de encontrar en ella interlocutores válido» para la atención de loa 
peritos y exhibición de los elementos necesarios. Luego, al lártmno de cada reunión 
y. sin necesidad, en principio, de nuevas comunicaciones formales, se establecen fe¬ 
chas y planes de trabajo de las reuniones siguientes. 


5,5. FORMA DE PRACTICAR LA DILIGENCIA. PERSONAS 
QUE PUEDEN ASISTIR 

En lo que se refiere a la ejecución de la pericia lo primero que cabe destacar 
es la disposición del art. 262 del CPP. que establece que 'los peritos practicarán uni¬ 
dos el examen " El texto completo de dicho articulo se inserta a renglón seguido 
*263 t.*« perno» PRACTICARAN UNIDOS HI. EXAMEN, deliberarán en resida wciea. 
a la que wMo podrá a luir el )an y vi «tuvieran de acuerdo redactarán »■ inhume en co¬ 
mún En caso contrario harán por separado sus respectivo» dulimrnr» Si lo» mlorrart dis¬ 
creparen. el juez podrá nombrar más pcnim. <cgún U importuno* del caso para que tm 
«envinen e informen sobre »n memo o, si fuere fncuMc y neceaario, realicen otra •« la 
pericia " 

Algunos tratadistas scAalan que. si bien todo* son peritos del proceso y a todos 
interesa el descubrimiento de la verdad real y resulta impropio hablar de "peritos del 
juez” y “peritos de las panes", el origen de sus respectiva* funciones impone una 
distinción que en teoría no existe De ahí que se les obligue a practicar junto* la pe¬ 
ricia Acolamos nosotros que. si bien es cieno que la distinción no existe en teoría, 
en la práctica se pone de manifiesto por cuanto, sin desconocer algunas excepciones, 
el hecho Je haber sido contratado el “perito «le pane" por persona interesada en el 
resultado del juicio suele gravitar en su componamicnto 

En principio es plausible la sujeción a la norma que prescribe la práctica con¬ 
junta del examen pcncial. pero debe hacerse una salvcilad. válida en moleña pericial 
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contable. Supongamos que dos pernos contadores, en lugar de practicar el examen en 
forma simultánea, examinan los libros y documentación de una empresa en forma 
sucesiva para obtener las evidencias para dictaminar, y luego se reúnen para delibe¬ 
rar y preparar el dictamen Ambos han examinado los elementos de juicio para for¬ 
mar opinión, y seguramente, van a hallarse en las mismas condiciones de conocimien¬ 
to y aptitud para la deliberación que hubiesen tenido de haber actuado juntos. En la 
realidad, por distintas razones, muchas veces los peritos realizan el examen por se¬ 
parado. sin menoscabo para el producto final de su tarca, que es el dictamen pericial. 
La comprensión de esta situación había llevado a los autores del proyecto del Códi¬ 
go Procesal Penal de la Nación de 1986. finalmente sustituido por el vigente (ley 
23.984). a introducir un artfeulo (186) que disponía "que los peritos practicarán uni¬ 
dos el examen SIEMPRE QUE SEA POSIBLE" 

Conforme lo dispone el art 260 del CPP "el juez dirigirá la pericia (...) y si lo 
juzgare conveniente, asistirá a las operaciones" Asimismo, el 262 prescribe que “los 
peritos |...| deliberarán en sesión secreta a la que sólo podrá asistir el juez..." 

En lo que se refiere al derecho de asistencia de los defensores de las partes y 
del imputado o del ofendido, el art. 200 del CPP dispone: 

“200. Lo» DEFENSORES DE LAS PARTES tendrán derecho a asistir » lo» rcgiíiro» do¬ 
miciliónos. reconocimientos, reconstrucciones. PERICIAS c inspecciones, salvo lo dispuesto 
en el art. 218. siempre que por »u naturaleza y caractcrúlicas ce deban considerar definiti¬ 
vos e irrcprodileíbles, lo misino que Lis declaraciones de los IcsftgiH que por su enferme¬ 
dad u otro impedimento »ca presumible que no podrán concurrir ul debate El juez podrá 

peí.I la asistencia del impuludo o del ofendido cuando sea úlil pora esclarecer tur hechos 

o necesario por la naturaleza del acto. Las panes tendrán derecho a asisiir a las registros 
domiciliarios." 

Sintetizando lo expuesto respecto del derecho de asistencia a las pericias, en¬ 
tre utros actos probatorios 

• el juez, si lo juzgue conveniente asistirá a la ejet im Id i 
(art. 260. CPP); 

• los defensores de las pules tendrán derecho a asistir a las peíicias "siempre 
que por su naturaleza y características se dehan considerar definitivas e irre- 
producihles" (art. 200. CPP. primer párrafo); 

• el imputado o el ofendido podrán estar presentes cuando el juez lo permita, 
por ser útil su asistencia para esclarecer los hechos o necesaria, por la natu¬ 
raleza del acto (art. 200. segundo párrafo). 

Nada dice el nuevo CPP respecto de la actitud que pueden asumir los asisten¬ 
tes: hacer indicaciones, pedir explicaciones, formular observaciones, etc En cambio, 
el viejo CPMP establecía la posibilidad de que las partes acudiesen al acto pericial y 
formulasen observaciones, "...hacerles cuantas observaciones quieran..." (art 339). 
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Aparentemente. I* norma transcripta no establecía limites tic ninguna nalurale/a. um- 
poco se refieren a ella los tratadistas de derecho penal Sobre la base de la experien¬ 
cia recogida se procederá a analizar los comportamientos de los asistentes, con la 
finalidad de establecer algunas precisiones respecto de los problemas que se susci- 
tnn en el proceso pericial contable. En primer lugar, debe entenderse que no caben 
observaciones en lo que se refiere a "cómo hacer" la pericia contable Lo» peritos 
contadores son los expertos y. en consecuencia, saben cuáles son los elementos que 
tienen que examinar, cuáles son las evidencias relevantes que licnen que considerar, 
y las irrelevantes que tienen que desechar Tómese, a título de ejemplo, el caso de un 
perno médico que tiene que practicar una autopsia. Ni la porte ni su abogado tienen 
conocimientos como para efectuar observaciones al procedimiento Lo mismo ocu¬ 
rre en las pericias contables En consecuencia, resulta improcedente observar la me 
indoiogía seguida para obtener evidencias. Pero puede ocurrir, y ocurre en el proce¬ 
so pericial contable, que la parte o su letrado asistan para verificar si el ente perita 
do pone a disposición del perno toda la documentación y los libros que contienen 
evidencias válidas. En este caso, debe entenderse que las partes tienen atribuciones 
para efectuar todas las indicaciones que consideren pertinentes Para terminar, una 
anécdota extraída de la realidad. En una oportunidad, un querellante se presentó al 
juzgado manifestando que era ex estudiante de la carrera de contador público y re¬ 
quiriendo que. dudos sus conocimientos, se le permitiera practicar la diligencia, jun¬ 
tamente con los peritos. Constituidos en sede de la empresa, se lo invitó a efectuar 
las indicaciones y observaciones que creyese convenientes respecto de los elemen¬ 
tos a examinar. En respuesta, manifestó que él iba a practicar la diligencia y exami¬ 
nar libros y documentación junto con los peritos, exhibiendo una autorización que lo 
facultaba. Se le manifestó que era parte, y que como tal no podia realizar por xi la 
diligencia, debiéndose limitar a asistir. Su insistencia obligó a interrumpir el acto 
pericial y a informar al juzgado, el que procedió a precisar cuál era el rol que debía 
cumplir la parte presente, limitada a “formular observaciones". 

A pesar de que tanto el CPP actual (art. 260) como el antiguo CPMP (art. 338) 
prevén la posibilidad de que el juez asista a las diligencias periciales, y ello ocurre 
en otro tipo de pericias, no se conoce ningún antecedente de asistencia de un juez a 
un proceso pericial contable. En alguna oportunidad, las partes o sus letrado», inter¬ 
pretando incorrectamente lo que debe ser una pericia contable, han requerido la pre¬ 
sencia del juez. Innilándosc el magistrado a citar a los pernos y a tomar conocimiento 
de las incidencias producidas en el proceso pericial conuble y sus factores caiuiales. 
sin acceder al pedido formulado. 

La presencia de los defensores y de las partes en el acto pericial tiene ua lími¬ 
te. pues por imperativo del art. 262 del nuevo CPP. "...los peritos deliberarán en 
sesión secreta, a la que sólo podrá asistir el juez. " Esta disposición repite, en otro* 
términos, lo dispuesto por el derogado CPMP. que decía “ deben retirarse cuando 
aquéllos pasen a discutir y deliberar” (art. 339). 
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5,6. LA DELEGACION DE FUNCIONES 

¿Es o no factible que los pentos contadores deleguen larcas? Ni el código pro- 
ccsal antcnor ni el vigente aluden a esta posibilidad. I.os tratados de derecho penal 
ignoran el tema. Penalistas destacados proponen peritos de pane, quienes ante la 
complejidad y extensión de las tareas que deben encarar consultan la conducta a se¬ 
guir acerca de la posibilidad de utilizar colaboradores y se encuentran frente a un vacío 
de respuesta. No conocemos ningún antecedente esenm sobre este tópico. Admitan» 
que es opinable y. por ello, incursionarenios en el tema con el mero propósito de 
evaluar la cuestión. 

Existe un punto de partida que necesariamente se debe tomar en cuenta las 
pericias contables en el fuero penal pueden ser simples, complejas o extremadamen¬ 
te complejas. Empleamos el término complejidad tanto para medir la extensión de la 
tarca como para aludir a la cantidad de conocimientos adicionales que debe incorpo¬ 
rar el perito para lograr la comprensión del problema que se le somete. Son extrema¬ 
damente complejas —a título del ejemplo— la mayor parte de las pericias contable» 
que se realizan en los bancos o entidades financieros intervenidas o liquidadas, pues 
además del seguimiento de Jas maniobras es necesario un esfuerzo de incorporación 
c interpretación de normas legales o circulares del BCRA 

En principio, si se hace una interpretación literal de las normas del CPP vigente, 
la delegación de tareas, concepto tan útil en administración de empresas, no sería 
aplicable a la actividad de los peritos, quienes —con sujeción a normas procesales 
expresas— deben practicar unidos las diligencias y efectuar todas las operaciones y 
experimentos que su ciencia o arte les sugiera, expresando los hechos y circunstan¬ 
cias que sirvan de fundamento a su opinión. 

Queda claro, entonces, que en principio la actividad pericial es una misión que 
debe cumplimentarse en forma personal por los peritos designados. No obstante, la 
realidad —que siempre manda— obliga a interpretar este precepto en forma flexible, 
pues cuando la masa de registraciones y de documentación a examinar es de un vo¬ 
lumen tal que su verificación insume varios períodos, se hace necesario por razones 
de celeridad procesal, permitir que el o los pentos designados puedan utilizar cola¬ 
boradores. En nuestra opinión, si los pernos actuantes programan, coordinan y con¬ 
trolan la tarca de los colaboradores, no se viola la norma de "personalización" por¬ 
que. en definitiva, el control del proceso de captación de evidencias y elaboración del 
dictamen quedan en cabeza del perito. 

En cambio, si la tarca de los colaboradores no es programada y controlada, si 
son éstos y noel perito designado quienes pretenden deliberar y discutir el dictamen, 
la tarca se despersonaliza, se viola la norma del CPP. el profesional designado se 
convierte en un mero "perito prestanombre". Conductas como la expuesta, de "peri¬ 
to prestanombre" que existen pero que felizmente no se ven sino por excepción, cons- 
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muyen una falla de respeto a lu justicia y a los colegas y vulneran las normas del 
Código de Etica. 

Resulta interesante transcribir, para cerrar este punto, un caso en que el Tribu¬ 
nal de Disciplina del CPCECF (Sala 2. 12/5/83) sentó jurisprudencia sobre la dele¬ 
gación de funciones. 


■ I No corresponde inslniir suman» contra el mainculado en función de fallar elemento» 
probatorio» qnr acrediten «i amorta en la («puerta ihlcfación de funcione», ya que 



Se resolvió proceder al archivo de las presentes actuaciones (expediente N* 1988). 

Consideramos interesante acotar que el retiro y transporte de la documentación 
no constituye un acto pericial, el que está estrictamente constituido por el examen de 
los elementos de juicio para obtener evidencias y por la posterior elaboración del 
dictamen. 


5,7. LA CAPTACION DE EVIDENCIAS: LIBROS 
Y DOCUMENTACION 

Para emitir su dictamen el perno debe tratar de obtener evidencias. Evidencia 
es. genéricamente, certeza mam fiesta y tan perceptible de una cosa que nadie puede 
dudar de ella. Para el contador público debe entenderse que "evidencia” es una cons¬ 
tancia contable respaldada por documentación fcchacicntc. no controvertida por oíros 
elementos de juicio. Pero el perito no debe limitarse a captar la evidencia, sino que 
debe efectuar la crítica formal y sustancial de los elementos de juicio que le han ser¬ 
vido de fuente para la obtención de las constancias regístrale» y documentales que va 
a utilizar en su informe. 

En lo que se refiere a los libros examinados deberá dejar constancia de los si¬ 
guientes aspectos; rúbricas o no. al día o no. Es común que se requiera que los peri¬ 
tos se expidan acerca de si los libros están llevados en legal forma. Esta pregunta e* 
de imposible respuesta global sin la realización de una auditoría. Por ello, aconseja¬ 
mos que el profesional actuante, sin eludir la respuesta, la circunscríba a las eviden¬ 
cias obtenidas en el curso de su labor. Así. por vía de ejemplo, podrá decir; los li¬ 
bros examinados cumplen tos requisitos legales extrínsecos y. en lo que ataña a las 
operaciones investigadas, están (o no) correctamente registradas y cuentan con el 
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soporte de documentación respaldante (o no). Podrán, además señalar si las registra- 
ciones son o no analíticas, y ampliar la información en relación con todos aquellos 
aspectos relevados con motivo de la búsqueda específica de las transacciones sobre 
las que versa la pericia. 

Procede la prueba de los libros de comercio para esclarecer un delito, pero la 
compulsa debe referirse a puntos concretos (C.C.C.. Fallos, i II. pág. 129) y los 
mismos se pueden secuestrar para asegurar dicha compulsa (Cámara Federal de la 
Capital. Jurisprudencia Argentina, i. Xl.Hl, pág. 70). Su inspección no viola ningu¬ 
na garantía constitucional (último fallo citado, y C.C.C , Fallos, t. II. pág. 128; C.S.N., 
La Ley, l. 15. pág. 998). 

En lo que se refiere a la documentación, debe examinarse si reúne los requisi 
tos de validez y suficiencia para ser considerada respaldo legitimo de las transaccio¬ 
nes investigadas, apta para obtener evidencias. 

Un primer objetivo en la verificación de los comprobantes es establecer si cum¬ 
plimentan los requisitos formales y sustanciales necesarios para que la información 
obrante en ellos pueda considerarse "evidencia". Desde este punto de vista, los com¬ 
probantes pueden clasificarse en dos grupos: 

a) indubitables; 

b) dubitables. 


• Indubitables 

En principio, deben considerarse indubitables aquellos comprobantes cuyo for¬ 
mato se ajusta a normas establecidas y figuran registrados. Cabe efectuar al respecto 
algunas precisiones; 

• Los documentos examinados deben ser originales. Existe jurisprudencia de 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional que es¬ 
tablece que no corresponde expedirse sobre una fotocopia; de hacerlo, se 
corre el riesgo de un juicio por falso testimonio 

• Los comprobantes —facturas, recibos, rcmitos, etc. deben cumplimentar 
los requisitos establecidos por la legislación en vigencia, especialmente por 
la res. 3.419 de la DGI y modificatorias. 

• Los comprobantes deben estar registrados, y su imputación debe responder 
a su contenido sustancial. 

• Los recibos deben estar firmados, con aclaración de lirma En ningún caso 
el perito contador puede afirmar a quién pertenece la firma. Sí puede mani¬ 
festar que el recibo está firmado y que existe un sello aclaratorio que dice. 
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por ejemplo. "1.** Mari»» S A - Gerente" Peni la aulcmicidad de una fir¬ 
ma sólo puede establecerse por vía de una pericia caligráfica. 


* Dubitables 

Merecen esc calificativo aquellos compradores que. en lo que respecta a su 
autenticidad, generan perplejidad en el perito. Las razones causales de la dubitación 
pueden ser. entre otras, las siguientes: 

• i . .1 la res. 3.419 de la DGI y modificatorias. 

• Falta de firma en lo* recibos. 

• .rundiente* a distintos período*. 

• Utilización de facturas, mutua o p p iupum o j pera la emisión de natal 

• Emisión en hojas en blanco. 

• Impones enmendados 

• Falta de regi.siracuin O rcgisiración incorrecta. 

• Firm perito calígrafo cxpcdilM) 

• F.misión en formatos prenumerados, sin membrete, con o sin sello aclarato¬ 
rio de emisor, utilizando casi todos los números o ambos ejemplares (origi¬ 
nal y duplicado). 

El hecho de que un comprobante merezca, en principio, la calificación de du¬ 
bitable. no significa expresar opinión definitiva acerca de su falta de autenticidad, 
tiene el sentido de emitir una señal que indique que debe ser investigado. 

Excepcional mente, en causas penales, pueden presentarse recibos que. pese a 
no cumplimentar los requisitos formales, no dehen descartarse Valga como ejemplo 
el episodio bastante común de aquellos provisorios, otorgados por los cobradores de 
seguros a sus clientes. El asegurado, aunque el cobrador demure el ingreso a la ase¬ 
guradora o retenga indebidamente el impone, puede acreditar su pago, porque aun¬ 
que el recibo que obra en su poder no esté extendido en formatos definitivos, si es 
auténtico, prueba dicho pago 

Es imponantc reafirmar que, en su dictamen, los peritos sólo pueden tomar en 
cuenta las evidencias obtenidas del examen de los libro* y la documentación. No 
pueden basarse en las respuestas que hayan obtenido de las personas encargadas de 
atenderlos en el acto pericial, porque no son informantes sino peritu*. y no constitu¬ 
ye una prueba pericial el hecho de preguntar acerca de determinada cosa y obtener 
una respuesta del entrevistado. 
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Además de examinar las registracioncs y la documentación de soporte, el peri¬ 
to también deberá expedirse acerca de si la rcgisiración es correcta o incorrecta, de 
conformidad con las normas contables. Por ejemplo, un retiro de un socio, que tiene 
que ser debitado de una cuenta patrimonial, podría estar imputado a una cuenta de 
resultado negativo; una cobranza de una factura no contabilizada (negra) podría es¬ 
tar depositada en un banco y acreditada como si fuera un ingreso en cuenta personal 
de uno o algunos socios. En estos casos, el perito debe ser explícito en su dictamen 
respecto de estas anormalidades. 


VI. ASPECTOS RELEVANTES EN LA TOMA DE 
EVIDENCIAS 

6,1. INTRODUCCION 

En las pericias contables a realizarse en el fuero puñal, pueden presentarse as¬ 
pectos y circunstancias propias de las características de los procesos de ese fuero, que 
tienden a diferenciarlas de las que se realizan en los fueros civiles, comerciales o 
laborales. 

En este capítulo no hemos de referirnos a las diferencias que surgen de las dis¬ 
tintas normas procesales que se aplican en estos procesos o a la diferente naturaleza 
jurídica del rol que deben cumplir los profesionales a cuyo cargo está el desenvolvi¬ 
miento de la prueba o a su control. 

Se considerará, exclusivamente, todo lo que se relacione con las evidencias 
documentales que el perito o peritos deberán receptar para elaborar su dictamen. A 
primera vista, aparentemente, podría considerarse que el tema en sí no es de capital 
importancia, puesto que desde un criterio basado en las exigencias de los códigos de 
rito, toda pericia contable, para poder llevarse a cabo deberá contar con un sistema 
contable adecuado, no sólo a exigencias legales y técnicas, sino con un debido soporte 
documental. Veremos, sin embargo, que tal supuesto puede verse desbordado por la 
realidad. 

La observación de innumerables causas penales a lo largo de un periodo dila¬ 
tado de tiempo, nos permite aseverar que. en muchas ocasiones, los peritos actuan¬ 
tes se verán enfrentados a situaciones de muy distinta índole a la expuesta más arri¬ 
ba —contabilidad legal y respaldo documental - lo que podrá traducirse en dudas 
acerca de cómo deberá enfrentar situaciones atípicas, que pueden poner a prueba su 
capacidad y responsabilidad profesional para cumplir acabadamente su tarca, que es 
la de aportar sus conocimientos técnicos y científicos para que el juzgador pueda 
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obtener la información, en muchos casos imprescindible y decisoria pora la resolu¬ 
ción de la causa. 


6,2. MODALIDADES RELATIVAS A LOS ELEMENTOS 
CONTABLES Y DOCUMENTALES 

En toda pericia contable, cualquiera fuera la jurisdicción en que se actúe, de¬ 
berán cumplirse algunos aspectos comunes, tales como: 

a) identificación precisa de los libros compulsados, indicando fecha y número 
de rúbrica, fecha de la primera y última operación registrada: 

b) verificación de que en los mismos se cumplimentan los requisitos extrfnse- 
eos c intrínsecos, fijados por el Código de Comercio, igualmente con respecto 
a las disposiciones del art 61 de. la Ley de .Sociedades, en el caso que co¬ 
rrespondiere; 

c) observaciones —en el caso que procedan— para llevar a conocimiento del 
juez las características o modalidades delectadas que puedan afectar la ap¬ 
titud ptobaioria de los mismos: 

d) si cuentan o no con adecuado soporte documental de las operaciones regis¬ 
tradas y sometidos a pericia. No por ser nombrada en úllimo termino, esta 
circunstancia deja de ser fundamental para el valor probatorio 

En los peritajes penales, nos podemos encontrar con libros llevados con las 
normas legales y específicas, pero también, con bastante frecuencia, con una serie de 
circunstancias referidas a los mismos que. por su variedad, sería casi imposible de 
enumerar: lo que sí trataremos de hacer es exponer. metódicamente, distintos casos 
típicos que abarcarán un gran sector del universo de circunstancias anómalas que 
pueden aparecer. 

Ellos serían, en un detalle no laxativo, los siguientes: 

1. falla completa o parcial de libros y/o registros; 

2. existencia de libros en forma completa, aunado al hecho de falta parcial o 
total de documentación de respaldo; 

3. inexistencia de libros y/o registros, con existencia de documentación, 

4. existencia de documentación sin ordenamiento contable, fragmentada y pre¬ 
sentada en forma promiscua; 

6. libros y documentación de respaldo, pero anotaciones global izadas □ fuera 
de fecha. 
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Esus siiuacioncs cubren un amplio espectro ele Un casos posible* que podrían 
preseniarse en la realidad cuando el profesional conuble enfrente la realización de 
un peritaje penal, dado que las eventualidades presentadas pueden aparecer combi¬ 
nadas. 

No se deja de advertir que los casos enumerados también son rnclihlcs de pre 
sentarse en peritajes ajenos al fuero penal, pero es precisamente por la propia natu¬ 
raleza de los hechos que dan origen a la pencia penal í presuntamente criminosos) lo 
que hace que la obtención de los elementos documentales, derive de un secuestro de 
documentación y/o libros por el juzgado a través de los organismos de seguridad 
pertinentes. Ello muchas veces, ame la reticencia a la puesta a disposición de los 
peritos o aun la ocultación de los citados elementos por los presuntos responsables 
de los ilícitos mencionados 

El presente capítulo pretende dar pautas generales a efectos de que el profesional 
actuante pueda dar cumplimiento a la turca pericial encomendada brindando la máxi¬ 
ma información, que pueda extraer de los elementos documentales examinados, de 
manera de ejecutor el mandato judicial conferido, evitando uu eventual cucstionamien- 
lo o impugnación del dictamen y al mismo tiempo quedar a cubierto de las respon¬ 
sabilidades que le puedan ser atribuidas, porque nunca será superitan repetir que más 
allá del valor económico que pueda llegar a constituir el trasfondo de un juicio pe¬ 
nal. se encuentra un elemento mucho más valioso en juego, esto es. la libertad indi¬ 
vidual. 

Se tratará a continuación de ejemplificar la conducta a seguir por el profesio¬ 
nal cuando se encuentre ante alguna de las circunstancias enumeradas 


6.2,1. FALTA COMPLETA O PARCIAL DE LIBROS Y/O REGISTROS 

En el caso de falta completa de libros y/o registros, sea porque no se ha lleva¬ 
do contabilidad o por haber desaparecido —por cualquier causa— los mismos, la 
posibilidad de efectuar la pericia desaparece; ocurriría lo mismo si la contabilidad 
estuviere truncada o atrasada en relación con la fecha de las operaciones bajo exa¬ 
men pericial Ante estas circunstancias el perito deberá informar de los hechos al juez, 
quedando así liberado de la responsabilidad de realizar la pericia Esto lógicamente, 
después de haber agolado los medios a su alcance para comprobar las circunstancias 
de la falta o pérdida de libros contables. Para ello deberá requerir las constancias 
fehacientes de estos hechos (constancia de extravío o destrucción emitida por auto¬ 
ridad policial) y si existiesen dudas acerca de si alguna vez se rubricaron libros, po¬ 
drá solicitar al juez, el correspondiente oficio al Registro Público de Comercio. 

Otra circunstancia podría ser la existencia parcial de libros; en csie caso se 
deberá practicar la pericia, si en los registros ubicados se encuentran las operaciones 
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objeto del examen pericial Pero deberá efectuare, lógicamente, la correspondiente 
cal vedad, en el sentido de que el perito no se encuentra ante "una adecuada integra¬ 
ción de un sistema de contabilidad" tul como prescribe el art. 44 del Código de Co¬ 
mercio. 

En este último caso podremos enfrentamos a dos variantes, a saber 

a) que se pueda acceder a lo* documentos respáldatenos de la» registre-iones; y 

b) que estos últimos no hayan podido ser ubicados. 

En el supuesto a) el perito deberá expedirse acerca de la debida apoyatura do¬ 
cumental de las registraeiones y en el supuesto b> deberá hacer expresa mención de 
la imposibilidad de expedirse acerca del respaldo documental a que hace referencia 
el art. 43 dei Código tic Comercio, m fine, concordante con el art. 44. último párrafo. 

El caso precedentemente expuesto se ha presentado con bastante frecuencia, 
sobre todo en empresas que se encuentran en estado de falencia y en otros casos, 
cuando se encuentran involucrados en ilícitos cometidos mediante el otorgamiento de 
créditos u las mismas por entidades bañe anas o financieras, algunas también en li¬ 
quidación o en otros casos funcionando. 


6,2.2. EXISTENCIA DE LIBROS EN FORMA COMPLETA, PERO 

INEXISTENCIA TOTAL O PARCIAL DE DOCUMENTACION DE 
RESPALDO 

La falta de respaldo documental adecuado perjudica la eficacia probatoria de los 
libros, atento las expresa* disposiciones del Código de Comercio, Sin embargo el 
pento deberá espedirse, pero formulando una salvedad primordial, la ausencia de res- 
paldo documental, ya sea parcial u total. 

Pese a ello delteinos tener en cuenta que. en ocasiones, aunque falte el respal¬ 
do documental, podrá corroborarse la exactitud y corrección de esas registraeiones si 
es posible, efectuar el cruzamiento de la información contenida en la contabilidad bajo 
examen, con la existente en otra a la que el perito haya tenido acceso en la misma 
causa. También en ciertos casos se puede corroborar con documentación existente en 
autos o agregarla a éstos. Como ejemplo podríamos tomar el caso mencionado en el 
ítem 3 anterior, confrontando la contabilidad de la firma beneficiaría del crédito con 
la del banco otorgante o bten con los extractos de cuenta corriente emanados del banco 
acreedor 

Debemos sin embargo, aclarar que el pento no tiene facultades para efectuar 
círcularizaciones paia corroborar datos, tal como puede realizar un auditor. Si esta 
circulari/.ación lucra indispensable para su dictamen, deberá hacérselo saber al )ucz. 
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de la causa, quien la autorizará, si lo estima razonable, y será el juzgado quien deba 
emitir los requerimientos, si bien puede delegar en el perno el diligcncinmicnto de 
los correspondientes oficios Reiteramos que este ultimo procedimiento es de excep¬ 
ción. 


6.2,3. INEXISTENCIA DE LIBROS Y/O REGISTROS. CON EXISTENCIA 
DE DOCUMENTACION 

Estos casos, que lamentablemente son bastante frecuentes en las causas pena¬ 
les. enfrentan al profesional con esta disyuntiva a) declinar, sin más. la pericia por 
ausencia de libros; o b) tratar de procesar la documentación para extraer las conclu¬ 
siones que sirvan para cumplimentar el mandato judicial. 

Es un imperativo para el perito rechazar lodo intento o solicitud, ya sea de los 
propios litigantes o del propio juzgado, de que se reconstruyan los registros conta¬ 
bles. esta tarca es ajena a la función pericial, aunque figure entre las incumbencias 
profesionales del perito, la doctrina y la jurisprudencia han resuello en forma pacifi¬ 
ca y reiterada que los peritos contables no tienen como función rehacer la contabili¬ 
dad. 

Nos permitimos agregar que. aun existiendo comprobantes ordenados contable¬ 
mente, no le será posible al perito aseverar, por la ausencia de libros, que tales com¬ 
probantes correspondan al total de! universo operativo de la empresa o sólo a una parte 
de aquél. 

No obstante lo expuesto, en muchos casos puede suceder que el propio juez 
ordene una pericia sobre elementos documentales que obran agregados a la causa, ya 
sea porque las partes los aportaron o porque el juzgado ordenó su secuestro, pero que 
no se disponga de contabilidad. 

¿Cómo procederá el perito? No existe duda de que deberá dar cumplimiento a 
la tarea encomendada, pero, previamente deberá detallar, con la mayor precisión 
posible, los elementos documentales puestos a su disposición, identificando los mis¬ 
mos. haciendo expresa salvedad que dichos documentos no pueden relacionarse con 
contabilidad alguna y procederá a emitir una opinión objetiva, estableciendo con pre¬ 
cisión si de esos elementos sometidos a su consideración y de acuerdo con sus co¬ 
nocimientos específicos, pueden extraerse conclusiones precisas, ules como por ejem¬ 
plo. si puede establecerse perjuicio económico, presuntas autorías o responsabilida¬ 
des por los presuntos ilícitos objeto de investigación pericial. 

Brindaremos algunos ejemplos relacionados con los supuestos enunciados pre¬ 
cedentemente. 

En muchas causas se ha tratado de establecer mediante pericia contable las 
supuestas retenciones de dinero efectuadas por cajeras de supermercados o autoser- 
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vicios, viendo los elemento* a analizar las "liras" de máquinas registradoras exclusi¬ 
vamente; en casi todos los cosos tenidos en consideración sólo fue factible estable¬ 
cer diferencias numéricas entre lo que indican lo* elementos bajo examen (liras) con 
planillas resúmenes o en ocasione*, simples cuadernos, elemento* ésto* llevados sin 
ningún rigor técnico, careciendo en muchos casos de firmas o aclaraciones que per 
miticran atribuir responsabilidades penales personales, dexdc un punto de vista peri¬ 
cial contable, en lo* presuntos ilfcim* denunciados. El perito, ante un caso similar al 
dcscripto. cumple acabadamente su cometido informando al seAor juez sobre el ca¬ 
rácter de la documentación, la operatoria vigente en el ente bajo pericia, indicando 
que no resulta posible atribuir responsabilidades por las circunstancias aportadas 
Debe recordarse que si bien la pericia contable puede resultar de importancia funda¬ 
mental. no es menos cierto que existen otros medios probatorios que el juzgador de¬ 
berá evaluar en total con el fin de pronunciarse. 

Otro ejemplo son las causas en que se investigan presuntos hechos de adminis¬ 
tración fraudulenta en administraciones de consorcios de copropietarios Son muy 
numerosas las denuncias y querellas efectuadas por los consorcios contra sus udmi 
nistradores, imputándoseles apropiaciones o retenciones indebidas 

En muchos casos, ordenada la pcncin contable, el perito constata que la conta¬ 
bilidad es inexistente, no cumpliéndose siquiera con los mínimos recaudos, que en 
materia contable, establece el decreto reglamentario de la Ley de Propiedad Horizontal 
(libros de ingresos y egresos) utilizándose resúmenes de gastos mensuales que se 
hacen llegar n los consorcislas, como único elemento contable En alguno* caso* se 
ha llegado al extremo, aun existiendo libro de ingresos y egresos rubricado, de reem¬ 
plazar las anotaciones que debieron existir, por la pegatina en las hojas del libro de 
las liquidaciones mensuales. 

El resultado de hechos del tipo de los expuestos es que el perito debe confron¬ 
tar si con respecto a algunos rubros de significación incluidos en las liquidaciones de 
gastos, existen comprobantes o no; al respecto resulta azaroso emitir un dictamen en 
esas condiciones, cuando pueden aparecer después comprobantes no tomados en con¬ 
sideración. Además, no resulta posible determinar la existencia o no de fondo* en un 
niomentu dado. 

El lector, llegado a este punto, podría preguntarse, tal vez. si el problema de lo* 
consorcios de copropiedad amerita ocupar aspectos especiales en este capfrulo: la 
respuesta es que existen muchísimos casos como los mencionados, y que cienos con 
sorcios tienen un movimiento de fundos que iguala o aun supera al de una pequefla 
empresa, y que las maniobras defraúdatenos con respecta a cargas sociales omitidas 
o cumplidas fuera de término recaerán inexorablemente con sus multas y recargo* 
sobre los consoreistas, amén de otro tipo de responsabilidades 

Debemos agregar que muchos de los administradores son improvisado*, sin 
conocimientos técnicos o administrativos, y en muchos casos, sin pertenecer a la 
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cámara respectiva de administradoras. Destacamos que los halantes anuales que se 
dehieran presentar anualmente no requieren intervención de profesionales en ciencias 
económicas, cuya actuación evitaría muchas situaciones conflictivas, que lamentable 
mente confluyen en lo* estado* judiciales penales 


6.2.4. EXISTENCIA DE DOCUMENTACION SIN ORDENAMIENTO 
CONTABLE, FRAGMENTADA Y PRESENTADA EN FORMA PROMISCUA 

No son pocos los casos en los que no hay libros pero si existe documentación, 
que se présenla en forma desordenada, con distintas fechas y de disímiles caracterís¬ 
ticas 

En estos casos el perito deberá recha/ar de plano hacci tarca alguna, ni siquie¬ 
ra de revisión u ordenamiento en ese material, sin que. previamente, la parte o par¬ 
les procedan al ordenamiento contable de la misma, es decir, su ngrupnmicnio pot 
aspectos afines y. dentro de ¿sos. por fecha. Este ordenamiento, lógicamente, será 
sugerido por el perito al juez de la causa, para que ordene a las partes para que pro¬ 
cedan al mismo, fijándole plazos. Cumplimentado este aspecto, roción podría cxami 
narsc y proceder en la forma enunciada en el punto anterior. 


6,2,5. LIBROS Y DOCUMENTACION DE RESPALDO. PERO 
ANOTACIONES GLOBALIZADAS O FUERA DE FECHA 

Es práctica viciosa pero común en muchas empresas, que el libro Diario muestre 
asientos globalizados. sin la existencia de subdiarios analíticos; este aspecto no se 
compadece con las normas del Código de Comercio, y tanto la doctrina como la ju¬ 
risprudencia se han pronunciado en este sentido. Citaremos al respecto el pronuncia¬ 
miento del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital, que fuera 
publicado en el Boletín Informativo de dicha entidad. Alio IX. N° 38. pág. 43. que 
dice: "un asiento global que no individualiza, ni permite individualizar las operacio¬ 
nes de que xc trata, ni por sí ni mediante libros auxiliares no se ajusta a la técnica 
contable ni a la citada disposición legal". En el mismo sentido, la Sala A de la Cá¬ 
mara Comercial de la Capital Federal se pronunció en autos Matisse Ltngerie S.A. c / 
Castagno Roberto, 16/7/92, al establecer que “la admisibilidad del sistema de diarios 
descentralizados no equivale a la convalidación de los asientos globales, sino que 
importa la licitud de díanos múltiples o subdiarios llevados en la forma impuesta por 
el art 45 del Código de Comercio. En tales casos puede considerarse que están lle¬ 
vados en legal forma, los diarios en los que se asienten resúmenes mensuales, siem¬ 
pre y cuando el detalle analítico de las operaciones se vuelque en libros que ofrez¬ 
can las mismas garantías formales que la ley impone para los que considere obliga¬ 
torios". 
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En muchos casos, la globali/ación dificulta y liega a impedir la investigación 
pericial. 

En cuanto a las regisiracinm» efectuadas con antelación a la fecha de rúbrica, 
deben puntualizarse, pues t.imhión contradicen disposiciones del Código, debiendo 
tener especial cuidado en confrontar estos aspectos con lo* relacionados con las úl¬ 
timas operaciones registradas, pues ello podrfa dar la pauta de un atraso sistemático 
en la rcgistración contable, si tambión hay atraso en las ultimas operaciones 

El ponto deberá siempre remarcar cualquier aspecto que considere que puede 
resultar violatorio de las normas especificas en materia de rcgistncioocs legales, aun 
si de la compulsa pudo extraer conclusiones que. a su juicio, resultan idóneas para 
la contestación del cuestionano pericial, pero será el juzgador, dentro de sus facul 
tades para la evaluación de la prueba, quien determine la validez de los registros, 
según las normas legales. 


6,3. MANERA DE EXPONER EN EL INFORME PERICIAL 
LOS ASPECTOS SOBRE LIBROS Y DOCUMENTACION 
EXAMINADOS 

Se entiende conveniente que en el dictamen a presentar al juez, el perito indi¬ 
que en un capitulo previo a la contestación del pliego pericial, que podrfa denomi¬ 
narse “Elementos de Juicio" o "Libros y Documentación compulsados - y enumere 
lodos aquellos elementos que sirven de base pura el dictamen. Ello se adecúa a la 
norma establecida en el art. 263. inc. I del Cód. Prne. Penal, en cuanto establece que 
el dictamen pericial comprenderá "la descripción de las personas, lugares, cosas o 
hechos examinados en las condiciones en que hubieren sido hallados." 


Vil. EL DICTAMEN PERICIAL 

7.1. CONCEPTO 

El dictamen pericial contable es una opinión profesional del perito, fundada en 
las evidencias obtenidas medíame el examen de los libros y documentación exhibí 
dos. sobre los remas de su incumbencia profesional que le son sometidos por vía de 
un cuestionario 

Consideramos pertinente recalcar cuatro aspectos esenciales del concepto o* 
puesto: 
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■) se trata de una opinión profesional, no de una opinión personal: 

b) dehe estar fundada en las evidencias obtenidas. 

c) las cuestiones sometidas deben ser propias de las incumbencias profesiona¬ 
les del perito; 

d) debe responder únicamente los tópicos que se le someten n través del cues¬ 
tionario pericial. 


7,2. ESTRUCTURA Y REQUISITOS 


El nuevo CPP se refiere al dictamen pericial en su art 263. cuyo testo se trans¬ 
cribe a renglón seguido: 

“263 El dictamen pericial podra espedirse por informe escrito o hacerte constar eo acia y 

I. la descripción de las personas, cosas, laxares o hechos examinados en los condiciones 
en que hubieren sido hollados. 

2- una relación detallada de (odas las operaciones practicadas > sus resultad os. 

3. las conclusiones que formulen los pernos conforme a los principios de tu ciencia, arte 


El juer valoran la pericia de acuerdo con las reglas de la sana etílica." 

Debe entenderse que los requisitos establecidos para el informe son meramen¬ 
te enunciativos, y que el mayor o menor detalle del informe depende de la Indole de 
la causa y de las evidencias que pudieran obtenerse mediante el examen de los regis¬ 
tros y documentación, puestos a disposición de los peritos 

Si bien, según el artículo transcripto, el informe puede ser esento o verbal, y 
en este último caso recibirse mediante acta procesal descriptiva, la naturaleza de las 
pericias contables hace que los dictámenes no se emitan nunca en la práctica mediante 
el asentamiento en actas, sino por esento. 

El anterior proyecto de reforma del Código Procesal Penal (1986) era más pre¬ 
ciso que el actual. Dicho proyecto, en su art. 186. legislaba sobre el dictamen en los 
siguientes términos: 

“187 Dictamen El dictamen será fundado y contendrá una relación detallada de la* opera¬ 
ciones practicadas y tus resultados, las observaciones de los imervimcnles o sus consulto¬ 
res técnicos, y loa conclusiones que se formulen respecto de cada lema pericial, de manera 
clan y precisa l-o» pernos podrán dictaminar por separado cuando elisia diversidad de 
opiniones erare ellos. El dictamen *e presentará por escrito, ritmado y fechado. Al final! 
rar el dictamen lo ratificarán con la fórmula previa» en el art 179." 
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lisie proyecto de articulo es más preciso que el vigente. Su lectura permite pre¬ 
cisar la estructura sustancial del dictamen, que es la siguiente: 

• Relación detallada de las operaciones practicadas y sus resaltados 

• Observaciones de los iniervinienles o sus consultores técnicos. 

• Conclusiones respecto de cada lema pericial 

• l echa y firma 

También alude al lenguaje ¡i utilizar cuando dice "las conclusiones que se for¬ 
mulen respecto de cada lema pericial, de manera clara y precisa Volveremos a 
Ocuparnos de este aspecto 

El Reglamento para la Justicia Nacional, aprobado el 17 de diciembre de 1952. 
fija requisitos para la presentación de los dictámenes periciales y otros escritos fo¬ 
renses. Son de interés, para nuestra exposición, las siguientes formalidades referidas 
al encabezamiento de los escritos, previstas en la primera parte del art 47: 


El mismo R.J N. establece en su art. 40 que. en la confección de los escritos, 
debe utilizarse obligatoriamente tinta negra. También habiiualmente. en otros fueras, 
los peritos de oficio y tos consultores léemeos deben espedirse en papel judicial "de 
oficio" (margen izquierdo de 6 cm de ancho y 25 renglones) En el fuero penal, como 
esislcn pernos oficíales, los dictámenes se presentan directamente en papel oficial del 
Poder Judicial, salvo en aquellos casos en que los pernos de parte se expiden por 
separado utilizando el "papel de oficio” ya mencionado. Para la presentación de 
anexos, no es necesario utilizar el mencionado papel de oficio, y pueden tener el for¬ 
mato o diagraitiación que sean necesarios pora cumplimentar sus fines. 

Otras formalidades que aunque no obligatorias son habitualmeme utilizadas, son 
las siguicnics: 


"• Petitorio, donde el profesional solicita te lo leaga por espedido 
• Momia rtlual en la que d profesional, antes de cenar el escrito. solicita Prosea V S 
de conformidad que 

SERA JUSTICIA - 


Kcsumictfdo. si bien no existe una "estructura tipo" de dictamen pericial, un 
modelo que cumplimenta lodos los requisitos enunciados, es el que figura en el cua¬ 
dro siguiente. 
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Estructura del dictamen pericial 

Oij/eto. Presentar dictamen pericial 

Causa N* 5327. Eduardo Nomika s/administración fraudulenta. 
Pantos sentadores: 1) Oficiales: Dres. F.P.C. y J.C.M 
2) De parte: Dres B U y S.D. 

Sr. Juez: 

Bn nuestro carácter de peritos contadores oficiales y 
de parte, ratificando estos Ultimos el domicilio legal constituido, 
nos dirigimos respetuosamente a V.S. con la finalidad de some¬ 
ter a su consideración el dictamen pericial encomendado 

1. Puntos de pericia 

A fs. 207 de la causa se decretan los puntos de pericia 
propuestos por la querella a fe 196, los que serán transcriptos 
en el punto 4. Dictamen, con antelación a las respuestas al cues¬ 
tionarlo pericial. 

2. Operaciones practicadas y resultados (examen de los elemen¬ 
tos de Juicio) 

Bn el curso del proceso pericial han sido examinados los 
siguientes libros de comercio de y 

la documentación respaldatoria de sus reglstractones con las 
salvedades que en cada caso se indican. 

.(detalle). 

El resultado del examen practicado ha sido el siguiente: 

• Los libros de comercio examinados cumplen las formalidades 
extrínsecas de rubricación y se encuentran al dia. pero no es 
factible formar opinión global sobre su legalidad y corrección 
técnica, por cuanto no se ha realizado una auditoria, limitán¬ 
dose la labor de los peritos a verificar la registraclón de las 
operaciones cuestionadas 

• No existe documentación de respaldo de las registraclones, por 
lo que no es factible aseverar la veracidad de las transaccio¬ 
nes registradas. 

3. Observaciones de los lntervlnlentes y de los consultores 

técnicos 

En el curso del proceso pericial, el querellante formuló 
las siguientes observaciones: 
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4. Dictamen (conclusiones respecto de cada tema pericial) 

Sobre la base de las evidencias obtenidas en el curso del 
proceso perlol&l. dictaminamos lo siguiente. 

Pregunta: . . 

Respuesta. 

Con lo expuesto consideramos concluida nuestra labor, 
por lo que solicitamos se nos tenga por expedidos. 

Provea V.S. de conformidad, que 

SERA JUSTICIA 

Buenos Aires, 7 de noviembre de 19XX. 

(Firma y sello de los profesionales) 


7,3. LENGUAJE A UTILIZAR 

El nuevo CPP no contiene referencias respecto del lenguaje a utilizar en el dic¬ 
tamen; sólo dice que deberán hacerse constar “las conclusiones que formulen loa 
peritos conforme a los principios de su ciencia, arle o técnica" (art 263, inc 3). En 
el proyecto de reforma ¡interior (art 187) se señala que las conclusiones que se for¬ 
mulen respecto de cada tema pericial deberán serlo “de manera clara y precisa" 
"Clara", en el sentido en que está empleado el vocablo, significa comprensible para 
el destinatario del informe, que es el juez En este sentido, debe recordarse que el juez 
desconoce el lenguaje contable y. por ello no es suficiente, por ejemplo, la transcrip¬ 
ción de un asiento, sino que es necesario simultáneamente explicar en lenguaje co¬ 
mún el significado de esc asiento. “Precisa" o “preciso" es un vocablo que tiene va¬ 
rias acepciones, pero en el artículo mencionado está empleado como sinónimo de 
exacto. Luego, pericialmente, es necesario utilizar en principio un lenguaje asertivo 
o negativo. Sm embargo, ello no siempre es factible, pues a veces el perito puede 
obtener algunas evidencias, pero no todas las necesarias. Doy un ejemplo extraído de 
la realidad, En la asamblea de una sociedad se presenta un número de acciones su¬ 
perior a las emitidas, todas cumpliendo los requisitos establecidos por el Código de 
Comercio y debidamente firmadas. El juez separa las acciones en dos juegos: las 
presentadas por A, B y C y las presentadas por D y E. La pregunta es cuáles son las 
acciones auténticas y cuáles las falsas. El perito rastrea el registro de accionistas y 
el registro de asistencia. Identifica aquellas que concurrieron a las asambleas ante 
riores y ha obtenido una evidencia, pero ella no es suficiente para afirmar que ésas 
son las verdaderas, por lo que sólo podrá afirmar que en las asambleas anteriores se 
presentaron lux acciones.por las personas .... quie- 
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nes concurrieron por sí o por terceras personas. No se puede afirmar que (Se es el 
juego verdadero, con absoluta precisión, porque pudo ser utilizado cotí anterioridad, 
sabiendo que los verdaderos accionistas no concurrirían, por hallarse radicados en el 
exterior. El fraude pudo haberse cometido por haberse deudo los formatos de accio¬ 
nes fumados en blanco para futuras emisiones. Debe tenerse en cuenta que el hecho 
de haber utilizado una acción para concurrir a una asamblea anterior a la que no con¬ 
currieron la totalidad de los accionistas no prueba por si solo que esa acción sea au¬ 
téntica. Esto indica que los pernos debemos ser sumamente cuidadosos en el len¬ 
guaje utilizado. 

Otro caso de interés es aquel en que a través de una pericia contable puede 
detectarse, por ejemplo, qué parte de la recaudación de una empresa no ha sido de¬ 
positada. atribuyéndole el delito a una persona cualquiera El perito obtiene eviden¬ 
cias en el curso de la tarca de la cifra a la que ascendió la recaudación: también com¬ 
prueba que los depósitos son inferiores, pero como no existe un elemento documen¬ 
tal que pruebe la entrega de los fondos a la persona encargada de depositar, no pue¬ 
de identificar con los elementos de juicio de que dispone a ln persona que consumó 
la defraudación. Esto no quiere decir que el juez no pueda hacerlo utilizando otros 
medios de prueba. El perito debe ser claro y preciso: ha comprobado la defraudación; 
por vía de la pericia contable no puede identificar al autor 

El lenguaje a emplear en el dictamen pericial debe ser el utilizado hahitualmcnle 
por los miembros de la profesión, con las aclaraciones necesarias para su compren¬ 
sión por el juez, y el que exprese correctamente la actividad personal desarrollada por 
el perito. A título de ejemplo, no se debe decir "la empresa me informo ..." porque el 
perito no es designado para pedir información, sino para obtener evidencias, a tra¬ 
vés del examen de los libros y documentación del ente peritado. En este contexto, el 
perito no puede aludir en su informe a las expresiones de un empleado de la empre¬ 
sa sujeta a pericia, porque no tienen relevancia alguna en el proceso, pues para que 
esas manifestaciones tuvieran trascendencia probatoria, quien las emitió debió haber 
asumido en el juicio la categoría de testigo, dentro del contexto de la ley procesal 
vigente y los requisitos por ésta establecidos para que tengan la eficacia requerida. 
Escapa a la prueba pericial como tal lo expresado por la querellada al perito conta¬ 
dor respecto del modus operandi utilizado pura la defraudación. El perito no puede 
tener otra misión que la de asesorar al juez en punto a la apreciación de los hechos, 
para lo que se requiere el conocimiento especializado de una ciencia, arte o discipli¬ 
na, y lodo aquello que rebase esa función se convierte en mera información de dalos 
comunes, para cuya recepción la ley elige otros medios, razón por la cual debe re¬ 
sultar carente de valor de convicción. 

Otro aspecto en el que a veces los peritos equivocan la forma de expresión es 
cuando dicen: "la empresa no lleva libros de comercio". La forma correcta de decir¬ 
lo es: "pese a nuestro requerimiento la empresa no exhibió sus libros de comercio”. 
Sobre este particular, valga una anécdota. Hace años dos peritos, como hacemos lo- 
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dos habilualmentc. manifestaron en un peritaje que el ente pernada no había exhi¬ 
bido sus libro», La causa fue a la Cámara Penal y fue devuelta a lo* pentm manifes¬ 
tando que ésio* habían «ido ambiguos y debían responder concretamente si los libros 
ensilan o no, I.os profesionales ampliaron las razones que los habían llevado a dar 
ese tipo de respuesta y quedó cerrado el problema Iji explicación, muy simple, que 
dieron a la Cámara quedó centrada en el hecho de que es imposible afirmar la inexis¬ 
tencia de algo En efecto, el perito sabe que no se le exhiben libro* o documentación, 
pero no si existen o no. y ante una respuesta negativa no tiene medios para verificarla. 


7,4. EXPOSICION DE LAS DISIDENCIAS 

Cuando en una pericia actúan varios profesionales —peritos oficiales, de ofi¬ 
cio y de pane—, es bastante común que coincidan en cuanto a las operaciones que 
deben ser practicadas, al examen de los elementos de juicio, en la captación de las 
evidencias necesarias y en la redacción tlcl dictamen Sin embargo, no siempre es así. 
pues pueden plantearse diferencias de opinión en lo que hace a la valoración de las 
evidencias obtenidas, en cuanto a la crítica exlema o *1 valor expresivo de las mis¬ 
mas y, en definitiva, a las conclusiones que deben ser incorporadas en el dictamen 

Las disidencias pueden asumir distintos grados de importancia: ser totales, abar¬ 
car únicamente alguno o algunos puntos del cuestionario, o tratarse de meras aclara¬ 
ciones. Si son totales —caso que casi nunca se da en la práctica, y cuando se da es 
por falta de objetividad de alguno de los peritos— pueden tomarse do* caminos 

• cada perito presenta su dictamen por separado. 

• se presenta un único dictamen, exponiendo al pie de cada pregunta, perfec¬ 
tamente diferenciada, las respuestas. Por ejemplo: 

Respuesta 

Los peritos oficiales dictaminan: 


El ponto por la querella dictamina: 
El pento por la defensa dictamina 


Cuando las diferencias abarcan un punto o vanos, es conveniente presentar un 
único dictamen y ejemplificar las diferencias en la forma indicada en el ejemplo. 
Cuando algún perito, generalmente de parte, considera conecto el texto pericial pero 
cree que es necesario hacer una o inás aclaraciones, es aconsejable hacerlas a través 
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de un "otrosí" al pie del dictamen, el que —por vía de cicmplo— puede responder 
al siguiente testo: 

OTROSI. OIGO: Que he lirmado de conformidad el dictamen ponanI 
precedente, pero considero pertinente agregar a la 

respuesta dada al punto 3 del cuestionario de. 

lo siguiente 

Buenos Aires, 5 de ¡unió do 1 9xx 
(firma y sello) 

El viejo CPMP legislaba respecto de las disidencias en el un. 343. en los si¬ 
guientes términos: 

~Mi Cundo entre Ion pernos hubiera disidencia de opiniones, de suene que nmfrtma haya 
nrnido mayoría, el juca llamara nao o nía» perno» ante los cuate* se renovaran las ópera 
cionea y ctpenmenlos. si lucre posible, y en coso contrario, los primen» pernos les cooiu- 
mcailn el resultado que se haya obtenido, y con calos dalos, los núes ámenle llamados emi 

(irtn su opinión “ 

El proyecto de 1986 se refería a los disidencias en el art. 187. Decía 

”187 Dictamen |...| tos pernos podran dictaminar por separado cuando «isla diversidad de 
opiniones entre ellos " 

El actual CPP en su art. 262. pane pertinente, dice: 

“262 I | y si estuvieren de acuerdo redactarán su informe en común En enso contrario ha¬ 
rán por separado sos respectivos dictámenes " 

En la práctica, la exposición de las disidencias asume las formas que hemos 
rcseAado en los párrafos iniciales de este apartado 


7,5. IMPUGNACION DE LA PERICIA 

La impugnación procesal es el acto de contradecir o refutar una actuación ju¬ 
dicial. cualquiera sea su índole (testimonial, documental, pericial, resolutiva). En el 
caso de las pericias contables, una vez agregadas a la causa se procede a dar vista a 
las portes, a efectos de que presten su conformidad, las impugnen o soliciten las acla¬ 
raciones que estimen necesarias 

Las peritaciones realizadas en causa penal sólo pueden impugnarse en cuanto 
a la competencia técnica de los peritos, a los principios científicos en que las fun¬ 
dan. y a las concordancias de sus conclusiones con las pruebas del proceso y las re¬ 
glas de la lógica (SCBA. 1960-IV, 517). 

Si la impugnación a la pericia se fundase en atribuir al perito afirmar una fal¬ 
sedad o haber callado la verdad, y esto se comprobase, el perito puede ser procesado 
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por falso trstimonio. y <Jc acuerdo con las prescripciones del Código, reprimido con 

prisión de un mes u cuatro artos; pero si el falso testimonio fuese cometido en un pro¬ 
ceso penal en perjuicio del inculpado, la pena será de uno a diez arto» de reclusión o 
prisión (an. 275. CP). 

7,6. ACLARACIONES. AMPLIACIONES Y RATIFICACIONES 

Las aclaraciones tienen el propósito de dilucidar cualquier concepto dudoso, 
corregir cualquier error material y suplir cualquier omisión Tale» los siguiente» ca- 


• Concepto dudoso el perito dice lo tuina de A fue debitada en la cuenta pa¬ 
trimonial ' Muebles y Utiles" con crédito a la cuenta ".Socio*". El juzgado 
pide se aclare en lenguaje común el significado de esa registran lón 

• Error mutcriiil el perilo dice: el momo de la defraudación asciende a 
$ 500.000. Kl juzgado considera que csiste error material, pues la defrauda¬ 
ción fue cometida en 19X4, cuando la unidad monetaria era el ía. y entien¬ 
de que no se ha efectuado la conversión. 

• Suplh cualquier omisión el perito ha connstadt la primera pane do un 
pregunta y ha omitido la segunda. fil juzgado advierte la omisión y pule se 
complete la respuesta. 

En un caso en que se cuestionó la actuación de un perito en razón de habérsele 
solicitado una aclaración, el Tribunal de Disciplina se espidió en las siguientes tér¬ 
minos: 

"No configura folla ética la conclusión a U que arriba un momcnlndo en una penen per el 

hecNi que pueda mocea una iclsnctóa"l JT1J. CFCRT e<pedu»e 9 8M Sala I. WI4M7> 

Es bastante común que realizada una pericia, la misma « amplíe, fijando nue¬ 
vos puntos La ampliación se rige por las mismas normas que la pcncia original, «en- 
do el proceso pericial idéntico. 

El procedimiento de ratificación de los dictámenes periciales no es habitual y 
sólo pot excepción los peritos son llamados a confirmar o corroborar sus afirmacio¬ 
nes. Lo que se busca con las ratificaciones es una garantía probatoria. En el caso de 
los peritos, se los puede llamar a declarar para que ratifiquen o rectifiquen lo expuesto 
en el dictamen pericial A tal efecto se les lee la parte pertinente de su informe y se 
les pregunta si lo ratifican en todo» su» punta* o si tienen algo que rectificar o arta 
dir. 
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7,7. PERITOS Y JUICIO ORAL 

El nuevo CPP comicnc varias disposiciones relacionadas con In actividad de los 
peritos en el juicio oral, las que serán reseñadas sucintamente a renglón seguido 

• Si al paito debe intanrenar en toa Btn Man 
jado (ait. 374). 

• Luego de la declaración de los Imp I ión de prue¬ 

bas. “el presidente hará leer la parte sustancial del dictamen presentado por 
los peritos y éstos, cuando hubieren sido citados, responderán buio juramento 
a las preguntas que les sean formuladas, compareciendo según el orden en 
que sean llamados y por el tiempo que sea necesaria su presencia" (art. 374. 
I" párrafo). 

• El tribunal podrá disponer que los peritos presencien determina los K KM del 
debate (art. 374. 2do párrafo). Esta disposición merece una crítica, pues el 
hecho de presenciarlo puede influir y quitarles objetividad a los dictámenes 

• “ ..también los podrá citar nuevamente, siempre que sus dictámenes resol¬ 
laren poco claros o insuficientes y si fuere posible, hará efectuar las opera¬ 
ciones periciales en la misma audiencia" (art. 374, 2do párrafo). 

• "i os i ucees, v con la sema del pre s idente \ en • i imt 11 

dere oportuno, el fiscal, las otras partes y los defensores podrán formular 
preguntas a las panes, testigos, peritos c intérpretes..." (an. 389, 1" párra¬ 
fo). 

• Si un lenligo. PERITO o intérprete incurriera presumiblemente en falso tes 
timonio. en el curso de la audiencia, el tribunal ordenará levantar un acta y 
la inmediata detención del presunto culpable, el que será puesto a disposi 
ctón del juez competente, a quien se le remitirá aquélla y las copius o ante¬ 
cedentes necesarios para su investigación (arts. 371 y 389 del CPP) 

Resumiendo- los peritos deben concurrir al debate cuando sean citados: en ese 
acto se lee la pane sustancial del dictamen y deben responder bajo juramento a las 
preguntas que les formulen los jueces y. con la venia del presidente, el fiscal, las otras 
partes y los defensores. 




CAP M- PERICIAS EN EL FUERO PENAL 


VIII. CONDUCTA PROFESIONAL 

8.1. CONCEPTO 

Los egresados de ciencias económicas somos miembros de una profesión cu¬ 
yos servicios son requeridos en forma permaneme por distintos sectores de la comu¬ 
nidad de la que formamos parte, La sociedad tiene derecho a pretender, cuando re¬ 
quiere nuestros servicios, que en el ejercicio de los actos profesionales que son de 
nuestra incumbencia exhibamos nuestra adhesión a pautas de conducta de elevado 
nivel ético. La jerarquía de nuestras funciones y el nivel de nuestros estudios supo¬ 
nen que poseemos alta capacidad pora analizar, comprender y actuar debidamente 
en problemas que afectan a terceros Cuando vulneramos esas normas de conducta 
—sin perjuicio de las responsabilidades que nos pueden caber en el orden civil, pe¬ 
nal y profesional—, nos infligimos un daflo, se lo infligimos a terceros, pero simul¬ 
táneamente también se lo infligimos a la comunidad profesional de la formamos paite 

El Código de Etica vigente en la Capital Federal, al que aludiremos en el cur¬ 
so de la exposición, aprobado por resolución 35.V80 del CPCECF. deberla ser el li¬ 
bro de cabecera de lodos los miembros <le la profesión, pues como bien dice su prciro 
bulo "es propósito de este Código enunciar las normas y principios éticos que deben 
inspirar la conducta y actividad de los matriculados en el Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas de la Capital Federal". 


8.2. NORMAS DEL CODIGO DE ETICA RELACIONADAS 
CON LA FUNCION PERICIAL 


Las normas del Código de Etica relacionadas con el ejercicio de la función de 
perito son las siguientes- 

• “l os profesionales deben respetar tu disposiciones legales y las reaotocicmn del Coa 
sejo. cumpliéndola* tcalmenie - tari. I*) 


“Lo* profetionaie* deben aduar siempre ron nurgrtdad. veracidad, independencia de 
cntcno y obictixdad " tan. J*). 

“La la actuación coa» junliai de la imbcia ve considera taita dr «Oca carne demo¬ 
ra* en la adraianl ración de la juanera. salvo circundan.i«v itrbut rauta le Molificada» ame 
ei respectivo Tribunal tan -Ti 



de acuerdo coa tu norma» establecidas por el Cenaejo ' tan ?t 

“Se considera falta etica de los proícnoaflc* permitir que otra posma ejeraa la fn« 

non en su nombre o facilitar que alguien pueda aduar romo profesional ua velo' tan 
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"la» profesioaaies deben abstenerse de ct 
desnudes a terceros o a hacer fe pública ea los siguientes casos 
a) cuando «an ¡vopretanos. socios, directores o admimsiadores de la sociedad o dd 
eme de entidades económicamente vinculadas sobre las cuales verse el induro. 
b> cuando tengan relación de depcmlencia con el eme o respecto de las personas. 

entidades o grupos de entidades ccooórmcamcoic vinculadas, 
c) cuando el cónyuge, los [sánenles por consanguinidad en linea tecla los colaina 
la hasta el cuarto gtado incluvic y loa afines dentro del segundo grado cuín oom- 
en el me al del presente articulo, 
ares con el fílenle o sean accionistas, 
o de entidades ecwnoimcamrnic vincu¬ 
lo del cliente o del suyo 

l« lucra pactada en función del resultado de las operaciones 



dos los socios del profcMunaT (an 25) 


8,3. JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO PROFESIONAL DE 
CIENCIAS ECONOMICAS DE LA CAPITAL FEDERAL 


La ley 20.488. que reglamenta el ejercicio de las profesiones en ciencias eco¬ 
nómicas en el ámbito nacional, en su Ululo 11. "Del Régimen Disciplinario y Tribu¬ 
nal de Disciplina", establece que "serán objeto de corrección disciplinaria los actos 
u omisiones en que incurran los graduados inscriptos en la matricula y los no gradua¬ 
dos inscriptos en los registros especiales creados por el decreto ley 5.103/45, que 
configuren la violación de los deberes inherentes al Código de Etica - ' (art. 15). Asi¬ 
mismo establece que "las correcciones disciplinarias a aplicar serán las siguientes, las 
que se graduarán según la gravedad de la falta de los antecedentes del imputado: 

1. advertencia; 

2. amonestación privada; 

3 apercibimiento público; 

4 suspensión en el ejercicio de la profesión de un (I) mes a un (I) afio; 

5. cancelación de la matrícula" (an. 16). 

la conducía de los profes lona leí por aplicación de lo previsto co lo» do» 
a cargo de un Tnbunnl de Disciplina, integrado por nueve (9) 

■o Órgano jurisdiccéonal" (art 17) 
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til *rt. <T de lu ml*mii lev. en su me. f). señal» que ev Mriboción y responsabi- 
IkIkI< lel Convejo Pmlcuonnl revolver lo» npoluciones a las sancione» dispuesta» por 
el Tribunal de Disciplina" 

Consideramos de interés para completar el tópico relacionado con la conduela 
profesional y con lo» violncionc* «I Código de tilica, resellar esquemáticamente la 
jurisprudencia del C'PCECT 

• No actúa con "independencia de criterio" quien efectúa una certificación bajo 
relación de dcpcndcncin flirt. 4* del Código de Elicai 

• La lUta de presentación de evidencia il tral que debió nJiiif ton 

prueba evidente de que el inatnculado no ha cumplido con las "normas de 
auditoria" aprobada» por este Consejo Profesional. 

• El contador público que- firma una certificación de ht gca o a de un hermano 
(o destinado a hacer fe publica sobre la documentación de un pariente de 
grado), según rcilcmda jurisprudencia del Tribunal de Disciplina, violo el art. 
25 del Código de Etica 

• La cení fie ación por c oniador público del ingreso de na soc i o da 

integra, conculca la independencia de criterio y soslaya las incompatibilida¬ 
des previstas en el art. 25 del Código de Etica (infracción a los ans 3* y 25 
del CE). 

• No corresponde instruir sumario ético contra el matriculado —perno judi 
cía!—. en función de faltar elementos probatorios que acrediten su audito¬ 
ría en lu supuesta delegación de funciones, ya que comisionar a un tercero, 
en este caso su esposa, para retirar una documentación de la firma deman¬ 
dada. no implica de por sí las figuras tipificadas en los ans. 5* y 12 del Có¬ 
digo de Etica. 

• Esta sala considera que ia pericia no ha sido realizada roa dSlifei 
potencia y genuina preocupación por los legítimo» intereses en juego, con¬ 
culcando el sumariado en forma concurrente y en su función de auxiliar de 
la justicia los arts. 2*. 5”. 7®. 8* y 10 del Código de Etica vigente al momen¬ 
to del hecho (expíe. 8.685). 

• De la simple lectura de los requerimientos y sus contestaciones 

perito ha basado estas últimas en manifestaciones que ha hecho una de las 
panes, y no de que su opinión está fundada en una labor técnica, tal cual así 
lo exige el Código de Etica y demás normas que hacen al ejercicio profesio¬ 
nal. De la forma no científica en que ha actuado, y al ser favorable la res¬ 
puesta de una de las partes, se llega a presumir que no ha actuado con inde¬ 
pendencia de criterio y. por lo tanto, que ha sido parcial en cuanto a su opi¬ 
nión. 
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El hecho de habeT respondido en muchos de los casos a lo no requerido en 
los punios de pericia viola el principio informativo de que todo profesional 
debe saber qué informa y sobre qué se expide, de lo que se infiere, con lo 
ya expuesto, que no ha sido sincero en sus conclusiones y que no se ha ex 
pedido con fundamentos suficientes y valederos 

El profesional, en su actuación como auxiliar de la justicia, ha sido renuen¬ 
te en el cumplimiento de su tareas, pues dejó pasar un afto sin activar la 
pericia o bien denunciar ante el juez los impedimentos existentes que no le 
permitían efectuar la labor en término (infracción al nrt 4" del Código de 
Etica) 

El perito removido de su cargo por no haber comparecido a aceptarlo, incum¬ 
ple con el art. 4" del Código de Etica, en lo referente a no causar demoras 
por ante Injusticia y. por lo tanto, es negligente en su función de auxiliar de 

la misma. 

Ante la denuncia de un abogado, quien manifiesta que en un escrito judicial 
el perno contador ha expresado inf undios contra su persona, planteado el caso 
en esta instancia procesal (Tribunal de Disciplina del CPC'ECF) y más allá 
de la existencia o inexistencia de la alusión personal de Ir» supuestos infun¬ 
dios que alegan las panes, como de la materialidad de su concreción, esta 
Sala llega a la conclusión, por el carácter de no graduado y no matriculado 
del denunciante, que el asunto debe ser materia previa de investigación y 
pronunciamiento en sede judicial (art 593 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal), extremo que a la fecha no se ha acreditado en autos, pese a la 
reserva que hace el denunciante de ocurrir ante la justicia en lo penal. 


8.4. DELITOS IMPUTABLES A LOS PERITOS 

Los delitos que evcntualmcnte pueden ser imputados a los peritos están legis¬ 
lados en el capítulo XII. "Denuncias y testimonios falsos", del Código Penal. 

El art. 275 dispone: 

"Será reprimido con prisión dcuamai cumio aAus el trilito, perito o interprete que, afir¬ 
mare «na falsedad o negare o callare la verdad, en Indo o en pane, en su deposición, infor¬ 
me. traducción o interpretación hecha ame autoridad competente 

Si el faino testimonio se cometiere en una causa criminal en perjuicio del inculpado, la pena 
nert de una n di et oAos de reclusión o prisión. 

fin todo» lo» cuas re impondrá al reo. además, inhabilitación absoluta por doble tiempo del 
Las características de este delito son las siguientes 
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• “La acción consltle en nlirmar una falsedad. es decir, en mentir al aseverar algo que 
no es cierto; o en callar en todo o en parte la verdal! que re conoce No comete delito 
quien calla porque no >ahe o porque lia olvidado " 

• "Se Irma de una forra» dolosa y el dolo comíate en la conciencia de aber que «e miente 

o que re retacea la verdad que se conoce " 

• 'Para que ic configure el deliro es precito qua «e haya preñado i uro memo o promesa 
de decir verdad'' 

En el coso de los peritos, esto delito —de carácter formal—, que propende a 
engallar al juez provocando una decisión errónea, se produce al presentarse el infor¬ 
me o dictamen pericial. Con varios ejemplos, trataremos de aclarar en qué puede 
consistir el hecho de afirmar una falsedad o callar la verdad, en todo o en porte. 

• Si en el cuestionario pericial se soliciia "a secas” la determinación del va¬ 
lor de una acción que no cotiza en bolsa, no es suficientemente ilustrativo 
establecer el valor contable o patrimonial: debe determinarse también el valor 
rentístico y explicar, además, que existe otro valor, el venal, que es el úni¬ 
co verdadero, imposible de determinar por via de una pericia contable, por 
no ser éste el medio para establecer el hipotético valor de una acción en un 
mercado que puede o no existir. 

• Si en el cuestionario pericial se requiere la determinación del monto de lo 
defraudado, en el caso de que ello haya sido posible, debe dejarse constan¬ 
cia de si. además, mediante el examen de los elementos de juicio existentes, 
puede o no identificarse al autor del hecho. 

• Cuando se obtienen evidencias provenientes de registracionea conlab 
aclararse si están sustentadas por documentación y. en su caso, si se trata de 
meros comprobantes internos o si consta en ellos la intervención de los par¬ 
ticipantes en la transacción. 

Cuando el dictamen falso se produjera en una causa penal y contra el imputa¬ 
do. la pena se eleva a la escala de dos a diez años de reclusión o prisión. Factor cau¬ 
sal y justificativo del incremento de la pena es la consecuencia emergente de la fal¬ 
sedad 

El art. 276 del Código Penal dispone: 

"Será reprimido con prisión de seis meses a tres aftas el que ofreciere o prometiere ana 

dádiva o cualquier otra ventaja a alguna de las personas a que se refiere el articulo anterior. 

para que cometa falso testimonio, siempre que la oferta o la promesa mi forran aceptadas 

o. en caso de serlo, la falsedad no lucre cometida " 

La acción consiste en ofrecer o prometer una dádiva —en dinero o en especie—. 
cualquier otra ventaja que comporte significación económica o algo de carácter ho¬ 
norífico. afectivo, vinculado con los sentidos, pero que represente la satisfacción de 
un interés capaz de mover al sobornado. 
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La pena del Iratigo. pcnlo o interprete loltu. cava declaración lucre preñada medíame 
cohecho, ac agravar! rao una mulla igual ni duplo de la cumulad olau.te o (vahóla F.l 
sobornante sufrir! la pena del simple longo falco " 

El nuevo CPP (ley 23.984) condene los siguientes normas rcfcridiis »l delito de 
falso testimonio: 

"252 Si un testigo mcumeic pwwmlM—iBMe en falso lesilmnlo te ordenaran U» copia» 
pertinentes y se las remitir! al jura competente, «n perjuicio de cvdcrune su detención " 

Obsérvese que hasta una presunción — supuesto, sospecha, conjetura- |>ara que 
se míete un juicio por falso testimonio 

•371 Si en la audiencia te cometiere un dehto de acota pública. el tribunal ordenar! le¬ 
vantar un acia y la inmediata detención del prctumo culpable, ¿tic sera puedo a düpoa- 
cidn del jura competente, a quien te le penmin! aquella y tes copias o antecedente» ñera 



-190 Si un longo. PERITO o míenmete incurriera p reu umiW eme tile en faino icslimonio. 



No es habitual que se pida el procesamiento de los peritos por falso testimonio. 
Sin embargo, cabe recordar, entre otros casos, los siguientes 

• Perito que firma el dictamen pericial j oí acosado de do intervenir en todas 
las diligencias. 

• Perno acusado de haberse expedid 

dejar constancia en su dictamen de no haber examinado originales ni foto¬ 
copias autenticadas. 

iaemido en falsedad por afirmar que un querellan 
te había recibido de sus deudores determinada suma, cuando en realidad la 
habían retirado del juzgado sus abogados, y retenido en concepto de pago de 
honorarios. 

En lodos ellos, los pernos intervimenies fueron finalmente sobreseídos. 
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La jurisprudencia se inclina por considerar que este delito sólo se configura 
cuando Ins expertos aleccionan al juzgador sobre circunstancias deformadas e incier 
las. Inclusive, una errónea interpretación de los hechos o de la materia sobre la cual 
se expresan los peritos no sería bastante par» suponer la existencia de la figura de¬ 
lictiva en cuestión. 


8,5. RESERVA Y SANCIONES 

El nuevo CPP contiene normas relativas a la conducía que deben observar los 
peritos y las sanciones que pueden corTcspondcrlcs. caso de inobservancia de las 
mismas 

*2í6 EJ perno deber» guardn reserva de culo conociere coa 
|uer podrd coircfir con mrdutn ditcipOnaTun la nepItpciKi». i 
IV) de lo» pcntoi y aun «uimurloi. «m perjuicio de la> leipoan 


'Reserva' debe ootonderse corno sinónimo de secreto. 
'Negligencia': omisión, más o menos votuniana, pero cons¬ 
ciente; abandono o (alta de diligencia en el cumplimiento de 
la misión encomendada. 

'Inconducta': comportamiento no aiuatado a normas pro¬ 
fesionales. procesales y óticas 

'Mal desempeño*, delito que se configura cuando el perno 

(O cualquier funcionado público), por vía de una persona 
interpuesta o por acto simulado, se interese en los asumos 
en que intervenga por razón de su cargo 



La reserva a que están obligados los pernos está relacionada coa el secreto pnv 
fesirvnal que. respecto de tercero*, debe mantenerse durante toda la instrucción suma- 
nal. De ello deriva la facultad de los jueces de imponerles, si violan esa norma. La* 
sanciones previstas en el Código Procesal. 
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IX. CASOS PRACTICOS: MODELOS (*) 

INTRODUCCION 

Las pericias en el fuero penal pueden ser simples, complejas o muy complejas. 
Los casos incluidos corresponden a pericias simples Fl espacio asignado para nues¬ 
tra colaboración no permite incluir, por su extensión, modelos de pericias complejas 
o extremadamente complejas 


CASO 1 

Los titulares de la firma Banda X S.A. denuncian la desaparición de 
su depósito de 10 cubiertas marca Ooodyear Orand Prlx y 5 llantas, me¬ 
dida 14. Atribuyen la sustracción al ex empleado de la firma Andrés 
Paredes, quien ha dejado de concurrir a la misma. Delito imputado: hurto 

INPORME PERICIAL 

Causa ÍT° 19.288 - Paredes. Andrés. 

Peritos contadores. 

1. Oficial: Dr. Matías AlcAntara. 
a. Por la querella. Jorge Rubén Ansaldl 
3. Por la defensa. Dr. Rduardo Montl. 


Sr. Juez: 

En nuestro carácter de peritos contadores oficial y de parte, ratifi¬ 
cando este último el domicilio legal constituido, nos presentamos respetuo¬ 
samente a V.S. con la finalidad de someter a su consideración el dictamen 
pericial encomendado. 

1. Puntos de pericia 

A fs. 124 se decreta: "Realícese una pericia contable en la firma 
Banda X 8.A., a fin de establecer la preexistencia de las cubiertas y las 
llantas denunciadas, asi como también el ingreso de dinero por esos ele¬ 
mentos”. 


(•) Colaboró la Ore No*wa Kjtct CnoctMAk 
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Según el denunciante, loa hecho* catarían relacionado* oon la exla- 
tencia de neumáticos marca Ooodyear. medida 206/70 Orand Prtx su 
cámara. y también con 6 llantas, medida 14 

i. Sismen tos de Juicio 

Fueron examinados los siguientes elementos de Juicio: 

• Libro de Inventarlos y Balances H* 1, rúbrica A18710. de fe¬ 
cha 7/8/00. 

• Diario General B* 3. rúbrica A8815. de fecha lfl/8/90. 

3. Dictamen 

Kn el curso del proceso pericial no fueron exhibidos elementos que 
permitieran obtenor evidencias acerca de los hechos denunciados. Del 
examen de los libros y de los demás medios requeridos por los peritos 
surge lo siguiente: 

a) El Libro de Inventarlos y Balances de la sociedad no cumplimen¬ 
ta las formalidades legales, pues la reglstraclón de los inventa¬ 
rlos al 31/12/96 y al 31/12/97. Intervalo en el que habría te¬ 
nido lugar la defraudación, no contiene una descripción detalla¬ 
da de los activos de la sociedad, entre ellos, los 'Bienes de Cam¬ 
bio" (mercaderías), consignando solamente una cifra global, de 
$ 6.239.23 para el ejercicio cerrado al 31/12/96, y de $ 9.614.72 
ftl 31/12/97. En referencia a esas cifras, existe en ambos balan¬ 
ces una nota “N° 3", cuyo texto es el siguiente: 'Los bienes de 
cambio según inventarlo practicado al 31/12/XX se componen In¬ 
tegramente con mercaderías de reventa* Dicha nota no suple la 
obligación de describir cada una de las mercaderías en existen¬ 
cia, o indloar su cantidad y su valuación. Este apartamiento de 
las normas del Código de Comercio Impide, desde la perspectiva 
pericial, tener un punto de partida para el seguimiento de las al¬ 
tas y bajas de cada uno de los artículos que forman parte del In¬ 
ventarlo de mercaderías de reventa. 

b) SI bien en la denuncia a fs. 2 se mencionan diversos inventarlos 
practicados, los mismos no se acompañan, y además, esos refe¬ 
ridos arqueos de existencia no habrían sido realizados por pro¬ 
fesionales independiente». 

c) La ficha acompañada a fs. 6 de la causa, en la que se registran 
movimientos a partir del 31/12/95, no ha podido ser confirma¬ 
da en lo que se refiere a las entradas, salidas y existencias con 
los saldos a fin de los ejercicios 1998, 1996 y 1997, por la fal¬ 
ta de reglstraclón en el Libro de Inventarlos de las cantidades y 
valores al cierre de los respectivos ejercicios. 

d) Tampoco se ha exhibido documentación respaldante de los movi¬ 
mientos que figuran en la citada ficha. 
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Kn conclusión: con los elementos puestos a nuestra disposición no es 
factible establecer la preexistencia de las cubiertas y llantas denunciadas 
Lo expuesto es cuanto tenemos que Informar a V.S. 

Buenos Aires. 10 de marzo de 1997 


(firma de los peritos) 

Otrosí digo en mi carácter de perito contador oficial, informo a V.S. 
que no firma el dictamen pericial el perito por la querella Jorge Rubén 
Ansaldl, quien no concurrió al acto pericial 

Es cuanto tengo que agregar 
Buenos Aires. 10 de marzo de 1997 


(firma del perito oficial) 


CASO 2 

José Barros (querellante) y Raúl Barros (querellado) son hermanos. 
Ambos, Juntamente con su madre, hoy fallecida, formaron una sociedad 
anónima, denominada 'Maporá'. cuya finalidad era la construcción y 
explotación de un garage, objetivo que se concretó en 1978. Se imputa al 
querellado haberse apoderado ilegítimamente de las acciones de propiedad 
de su madre restándolas al acervo sucesorio. Para cuantificar el supues¬ 
to delito se requiere pericia contable, a fin de establecer valor patrimo¬ 
nial proporcional de las acciones y su valor económico 

INFORME DE PERITOS CONTADORES 

Juzgado de Instrucción N v 26, Secretaría N J 147. 

Peritos contadores 

1 Oficial: Dr, Mallas Alcántara. 

2. Por la querella: Dra. Sabina Radl- 

3. Por la defensa; Dr. Emilio Colombo. 

8r. Juez: 

En nuestro carácter de peritos contadores, oficia! y designados a 
propuesta de las partes, ratificando los últimos domicilios legales consti¬ 
tuidos, nos presentamos respetuosamente a V.S. con la finalidad de ele¬ 
var a su consideración el dictamen pericial encomendado. 
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1. Elementos de juicio 

Bn el curso del proceso pericial han sido examinados los siguientes 
elementos da Juicio de Mapora S A, 

• LfbrO de Actas de Directorio N 9 2, rúbrica B47B32, de 100 folios. 

• Libro de Actas de Asambleas N 9 2, rúbrica B47533, de 1.000 
folios. 

• Libro Diario N 8 3, rubrica B47S36, de 200 folios. 

• Libro Inventario y Balances N- 2, rúbrica B47537, de 200 folios. 

• Libro Heglsf.ro de Accionistas N 8 2. rúbrica B47636. 

• Libro Dep. de Acciones y Registro de Asistencia a Asambleas 

N 8 2, rúbrica B47536. 

• Denuncia policial de extravio de libros del 8/10/93. 

• Ejemplares de balances de los ejercicios cerrados el 30/6/91, 
30/6/94 y 30/6/96. 

2. Puntos de pericia 

A fs. 534 se dispone praotlcar “una pericia sobre la contabilidad de 
la firma Maporá S.A ", sita en Aranguren 158/164 de esta ciudad, & fin 
de establecer la composición del activo y del pasivo de dicha firma al 30 
de enero de 1992, y el valor de las acciones de la misma a la fecha indi 
cada y en la actualidad, y cuAl era el valor patrimonial proporcional de 
las acciones a la fecha Indicada” 

3. Dictamen 

Sobre la base de las evidencias obtenidas en el curso del proceso 
pericial dictaminamos lo siguiente: 

S,¡. Información requerida sobre ejercicio cerrado en 1992 

No existen reglstraclones contables correspondientes a ese periodo 
Se nos exhibe una denuncia de extravio de los libros de comercio presen¬ 
tada por el querellante Sr. José Barros, entonces presidente de la empre¬ 
sa, el 8/10/93 en la comisaría 10“. 

3,2. Información requerida sobre valores en la actualidad 

La fecha de cierre de qjerclclo de Maporá S.A- es el 30 de junio de 
cada año. La Información correspondiente al cierro al 30 de Junio de 1997. 
a la fecha de la pericia, aún no se encuentra registrada. Aclarase que los 
plazos legales para las presentaciones ante la IQJ y la DOt aún no se 
encuentran vencidos. Por ello, conforme a lo dispuesto por 8.S. nos ex¬ 
pediremos tomando como base la Información obrante en los estados con¬ 
tables al 30 de Junio de 1996, últimos registrados 
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3.3. Composición del activo y del pasivo de M&porú S.A. al 30 de.funto de 1996 

Según los estados contables registrados en el libro de Inventarlos 
N 8 2, auditados por la contadora pública Laura Sarobr, la composición del 
activo y del pasivo de Maporú S.A. al 30 de Junio de 1996 es la siguiente 

Activo 


Cuja 

Seguros a Devengar 

Adelantos Honorarios Directores y Slndloos 

Intereses a Devengar 

Inmuebles (neto de amortizaciones) 

Muebles y Utiles (neto de amortizaciones) 


6 406.86 
2.279.74 
96.000.00 
647.74 
284 669.33 
17 862.46 


Total 


407.7BB.12 


Deudas Sociales 
Deudas Fiscales 
Deudas Bancarlas 
Previsiones 
Total 


6.667.39 
13.408.29 
10.329.16 
13 583.97 

43.988.81 


Patrimonio neto 


Acciones en Circulación 0,01 

Reserva Legal 12 579.68 

Ajuste Capital 292.990.45 

Resultados No Asignados 58 196,17 


Total 363.766,31 


3.4. Valor patrimonial proporcional de las acciones al 30 de Jimio de 1996 

El valor patrimonial proporcional es una medición contable que re¬ 
sulta de dividir el patrimonio neto de una sociedad por el número de ac¬ 
ciones en circulación. Dicho valor sólo excepcionalmente es colncldente con 
el valor de cambio (precio) de las cotizaciones, como puede observarse 
mediante la simple lectura de las cotizaciones diarias de las acciones en 
bolsa y su comparación con los valores de libros (valores patrimoniales 
proporcionales) 

En el caso particular de Maporá S.A., al 30 de Junio de 1996 las 
acciones emitidas eran 650.000, y el patrimonio neto ascendía a 
$ 363.766.31. Efectuando el correspondiente cálculo matemático: 
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Patrimonio neto/Acciones en circulación 
363.766.31/000 000 « 0,56904047 

Rn conclusión el valor patrimonial proporcional de cada una de las 
650.000 acciones de MaporA S A. es de $ 0.660 (redondeando en el ter¬ 
cer decimal). 

La perito de pane por la querella, Dra. Sabina Radi, expresa: 

•Sogün surge del estatuto de la sociedad, la cantidad de acciones 
emitidas son 600.000. 81 bien en la contestación de la demanda el quere¬ 
llado declara que la cantidad de acciones emitidas es 650.000 y del libro 
de Depósito de Acciones surge la misma cantidad, este dato no pudo cons¬ 
tatarse. La Ley de Sociedades Comerciales en su art 188 prescribe que 
el aumento de capital debo decidirse por asamblea e inscribirse en la Ins¬ 
pección Oenoral de Justicia. Kn ningún momento se presentó copla de la 
mencionada acta, ni tampoco consta la misma en los libros legales de la 
sociedad. Estos datos fueron solicitados en más de una oportunidad a ios 
efectos do realizarse la presente pericia, sin obtenerse respuesta al res¬ 
pecto. Tampoco consta en autos esta información. Por lo expuesto, consi¬ 
dero que a los efectos de valuar las acciones de MaporA 3.A., se debe 
considerar la cantidad de 600.000 acciones emitidas* 

Sobre la base de esto, el valor patrimonial proporcional de las accio¬ 
nes al 30/6/96 es: 

Patrimonio neto $ 363.766,31 

/Cantidad de acciones emitidas 600 000 

363.786,31 

VPP a - . 0,8062 

600.000 

3,6 Valor o procío do las acciones al 30 de jumo de 1996 

Las acciones de las sociedades anónimas admiten, entre otras carac¬ 
terísticas. su clasificación en dos grupos: 

1. Las que cotizan en bolsa. 

2. Las que no cotizan en bolsa. 

Las que cotizan en bolsa tienen un mercado que fija diariamente sus 
precios, por lo que en una pericia contable puede informarse acerca de 
Astos, en un momento determinado, con absoluta certeza. 

En cambio, las que no cotizan en bolsa o&recen de un mercado flui¬ 
do de oferentes y demandantes, por lo que en una pericia contable no 
puede informarse con absoluta certeza, con exactitud, acerca de su valor. 
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Sin embargo, pueden efectuarse estimaciones relativamente razona¬ 
bles observando el comportamiento do las acciones que cotizan en bolsa. 
Asi, por ejemplo, se advierte 

a) que el valor de cotización (precio) nunca es oolncldente con el 
valor patrimonial proporcional o valor de libros; 

b) que cuando las utilidades y los dividendos son superiores a los 
que brindan otras colocaciones pasivas, los valores de cotización 
tienden a ser superiores a los valoras do libros (VPP); 

c) que cuando existen pérdidas, utilidades Inferioras a las que pue¬ 
den considerarse normales, o no so otorgan dividendos a los ac¬ 
cionistas. los valores de cotización tienden a deprimirse acentua¬ 
damente, alejándose de los valoras patrimoniales proporcionales 
(VPP) o valores de libros. 

Kn función de lo expuesto se procederá al análisis del comportamiento 
rentístico de las acciones de Maporá 8.A. y al estudio de la situación so¬ 
cietaria 

3,6,1. Resultados (ganancias o pérdidas) de Maporá S.A. 

Los resultados económicos de Maporá 3.A. en los tres Ultimos ejer¬ 
cicios cerrados son los siguientes: 


30/6/1994 

P 

(18.166,49) 

30/6/1996 

0 

33-938,37 

30/0/1996 

0 

47.245,12 

Total 


68.997,00 

Promedio 


20.999 


3.6.8. Adelantos honorarios directores y síndicos 

En los registros de la sociedad no figuran contabilizados en forma 
analítica los retiros efectuados por los directores y síndicos En los esta¬ 
dos contables correspondientes a los ejercidos examinados figuran expues¬ 
tos en el rubro "Créditos-Adelanto Honorarios Directores" Las cifras con 
signadas son las siguientes: 

1994.0,00 

1996 . 69.000.00 

1990 .96.000,00 

Según consta en la información complementarla requerida por el Dr 
Matías Alcántara (perito contador oficial), suministrada y certificada por 
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la contadora pública Laura Sarobe, toa retiros da toa directores y slndl- 



CONCLUSION 

1A8 evidencias relevantes obtenidas en oí proceso pericial son las 
siguientes: 

• La utilidad promedio do los tres Qjerctoioe examinados 1994/1906 
rué de $ 20 999.00 ($ 1.749,92 mensuales) 

• Los retiros dn loa directores y síndicos por el desempeño de fun¬ 
ciones técnico administrativas o por su condición de tales supe¬ 
raron la utilidad determinada, generando saldos deudores de los 
directores. 

• En ningún caso se otorgaron dividendos a loa accionistaa. 

Bn función de lo expuesto, consideramos que caben dos conclusiones: 

a) reafirmar que, por vía de una pericia contable, no puede medir¬ 
se con absoluta certeza, con exactitud, el valor de acciones que 
carecen de mercado; 

b) que, no obstante ello, dada la rentabilidad insuficiente y/o nega¬ 
tiva de la sociedad para sus accionistas, cualquier transacción 
sobre sus acciones deberla, en un marco lógico, ser por valores 
Inferiores al valor patrimonial proporcional de las mismas 

Lo expuesto es cuanto tenemos que manifestar. 


(firma de tos peritos) 

La perito de parte por la querella, Ora. Sabina R&di, expresa: 

‘Para dictaminar sobre el valor de las acciones de Maporé s A., con¬ 
sidero que se debe tener en cuenta que las acciones de una sociedad anó- 
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nlma son títulos representativos del activo o del patrimonio neto de la 
misma; en consecuencia, representan una fracción patrimonial de la em¬ 
presa Cabe destacar que la sociedad, desde su constitución, nunca efec¬ 
tuó un revalúo técnico de la misma, razón por la cual sus activos (en 
especial, el rubro “Inmuebles”) se encuentran subvaluados Considero que 
para calcular el valor real de las acciones debe adicionarse, al patrimo¬ 
nio neto de la misma, el valor que surge de la tasaolón que fuera solici¬ 
tado en autos y cuyos datos agrego a continuación: 

Tasación del inmueble ubicado en la calle Aranguren 168/164 de 
Capital Federal, realizada con fecha 11/4/97 por el perito tasador Anto¬ 
nio Costa, del Cuerpo de Peritos Oficiales, de la cual surge un valor que 
oscila entre $ 1.046.000 y $ 1.100.000. 

El valor del inmueble en el balance de llaporá S.A. al 30/6/96 no 
se puede determinar oon exactitud, debido a que las amortizaciones acu¬ 
muladas del rubro “Bienes de Uso” se encuentran expuestas por el importe 
total, incluyendo las amortizaciones de “Muebles y Utiles" Por esta ra¬ 
zón, se considera la información aportada por el perito de parte de la 
demanda, de la cual surge que el valor del Inmueble neto de las amorti 
zaclones acumuladas es de $ 284 669,33 
Surge entonces el siguiente cálculo: 

Patrimonio neto al 30/6/96 
Rubro Inmuebles 
Tasación del Inmueble 
según perito oficial 

Patrimonio neto actualizado 
Cantidad de acciones emitid* 


Valor aproximado por 
en la actualidad 

Lo expuesto es cuanto tengo que agregar 


$ 363.766,31 
$ (284.669.33) 

$ 1 . 100 . 000,00 
$ 1.179.096.98 
S 600.000 


(firma del perito) 

Otrosí digo: Emilio Colombo, en mi carácter de perito por la defensa, con¬ 
sidero pertinente aclarar: 

Valuación inmueble Aranguren 

• En los estados contables de Maporá S.A. no figura por su valor 
de origen, sino por su valor reexpresado (revaluado) en función 
del Indice de precios mayoristas, nivel general, con ajuste a lo 
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normado por la RT 6 del Consejo Profesional de Ciencias Econó¬ 
micas de la Capital Pederal. 

• Corresponde, por ello, considerar dicho valor para determinar el 
valor patrimonial proporcional (VPP) de cada acción, en razón de 
ser éste un indicador contable no susceptible de modificación por 
procedimientos que no constituyan un revalúo técnico efectuado 
con sujeción a las normas vigentes. 

• Por revalúo técnico se entiende el mayor valor que tiene un bien 
con respecto al valor residual expresado en moneda de cierre 
Debe ser preparado por profesional Independiente, con titulo 
universitario, perito en la materia, y basarse en los costos de 
reposición de bienes con características y/o capacidad de servicio 
equivalentes, a la fecha del revalúo Para ser Incorporado en los 
estados contablos de la sociedad, requiere previa aprobación del 
directorio y debe ser puesto a consideración de la asamblea de 
accionistas como un punto expreso del Orden del Día en la corree 
pondlente convocatoria. No reviste la condición de revaluo técnico 
¡a tasación obrante en la causa. 

• El Inmueble Aranguren es un activo Integrante del patrimonio de 
la sociedad Maporá, afectado al cumplimiento de su objeto social 
por el término del contrato (50 años), y, por lo tanto, en ningún 
caso, aun do existir revalúo, hubiera correspondido computarle 
a su valor de realización, sino a su costo de reposición, tenien¬ 
do en cuenta su edad, estado de conservación, obsolescencia, 
determinación de la expectativa de uso futuro, determinación de 
la vida útil, etcétera. 

• El valor de las acciones de cualquier sociedad, cotizante o no en 

bolsa, nunca es igual a su valor proporcional patrimonial, y, por 
lo general, lo excede cuando su rentabilidad supera la de una 
inversión pasiva (por ejemplo, plazo fijo) y es menor a medida 
que disminuye dicha rentabilidad. 

• Dicho valor no es susceptible de ser medido en forma exacta por 

vía de una pericia contable, pues en la fijación de su precio, so¬ 
bre todo en sociedades familiares, se introducen factores subje¬ 
tivos de imposible medición. 

Es cuanto tengo que manifestar. 


(firma del perito) 
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CASO 3 


El cajero de un banco cobra servicios y tasas En las boletas que en¬ 
trega al cliente coloca el sello fechador correcto. Pero, si las boletas tie¬ 
nen fecha posterior de vencimiento, dq)a sin sellar las que quedan en su 
poder. Retiene asi el dinero de esas cobranzas y se lo presta a una em¬ 
presa, la que le entrega cheques con la fecha de los vencimientos de los 
servicios. K1 día del vencimiento sella las boletas y deposita los cheques 
o efectivo que le son entregados por el empresario en eanle de los che¬ 
quee. La maniobra se descubre al realizarse un arqueo do su caja ("cie¬ 
rre de «ya", en la Jerga han carta) 


INFORME PERICIAL 

Causa V* 29.679, ¡natía. José Augusto (en repr Bao. Litoraleño). 
Perito contador oficial: Dr. F.P.C. 

Objeto presentar dictamen pericial. 


Sr Juez; 

Bn mi carácter de perito contador oficial me dlryo respetuosamente a 
V.S. oon la finalidad de someter a su oo naide ración el dictamen pericial en¬ 
comendado 

1. Puntos de pericia 

K te. 207 de la causa se decretan los puntos de pericia propuestos por 
la querella a fs. 196, los que serán transcriptos en el pto 3, "Dictamen", 
con antelación a las respuestas al cuestionario pericial. 

2. Operaciones practicadas y resultados 

En el curso del proceso pericial han sido examinados los siguientes 
elementos de Juicio; 

• legajo de recibos; 

• sumarlo N e 6.719 - Banco Litoraleño; 

• Diario Mayor de la Sucursal Belgr&no correspondiente al 7/6/93; 

• documentación respaldante. 

3. Dictamen 

Sobre la base de las evidencias obtenidas en el curso del proceso peri¬ 
cial, dictamino lo siguiente: 

P: "Para que se determine pericialmente la forma en que fue regís 
trada en el Banco damnificado la maniobra descrlpta en el acAp I, 
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apart b) de Ib resolución de fojas 337/8" Según consta en al 
mencionado acápite la maniobra consistió en “haber retenido $ 
870.000 de la caja a su cargo en efectivo y haber reemplazado 
dicho dinero con cuatro cheques. N‘ 74640831 contra el Ban¬ 
co Cooperativo Limitado. N c 73418800 contra Igual Institución. 
N‘ 18077164 contra el Banco Suizo S.A. y N‘ 88740086 oontra el 
Banco Utorale/lo. que remitió al oobro por clearmg. * 

WL¡ El 7 do junio de 1903 te efectuó un arqueo de caía (“cierre de caja*, 
en el lenguaje bancarlo), procedimiento mediante e! que so compa¬ 
ran los comprobantes de recaudación con el dinero exlatente, vía 
por la que se determino un fallante de dinero de $ 2.810.800 (Anexo 
I. caja del 7/6/83). 

• Parte de dloha suma fue repuesta en efectivo ($ 2.146.600). 

• Otra parte ($ 670.000) fue repuesta mediante la entrega de loe 

siguientes valores: 



■ Al comprobarse en el cierre de c^ja que dichos valores no te¬ 
nían contrapartida (comprobantes de recaudación por el mis¬ 
mo monto) el imputado reconoció a fs. 17 del sumarlo haberlos 
cai\|eado por efectivo a su hermano el mismo día 7/8/93 a las 
9 horas. 

Este hecho dio origen a una resolución de la gerencia general 
(fs 8 y 9 del sumarlo N 9 6 719), cuya parte dispositiva, art 
2®. dice literalmente: 

*2°. Autorizar a la sucursal N 9 3 (Belgrano) a la apertura de 
una auenta en el rubro del mayor «Otras operaciones pendien¬ 
tes». subrubro ‘Sumarlo Administrativo N s 6 719, Maniobras do¬ 
losas; Inculpado: Cosme Kllippo - Orden Gerente y Jefa 
Operativo», la que se utilizará para regularizar contablemente 
las anomalías Investigadas en estos actuados.* 

Conforme a lo determinado en la resolución de gerencia prsrnen- 
cionada, la maniobra fue registrada utilizando la cuenta 'Otras 
Operaciones Pendientes*. "Sumarlo Administrativo 6 719. Ma¬ 
niobras Dolosas; Inculpado: Cosme FUippo". Los movimientos de 
dloha cuenta son los siguientes: 
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Bs decir, Pilippo —según consta en las regla trac iones contables en el 
Banco Litoraleño— repuso los Importes fallantes el mismo 7 de Junto de 

1993. 


• Loe elementos documentales y conlab -*s en los que - nata di¬ 
cho registro son los siguientes 

— minutas de contabilidad cuenta “Operaciones Pendientes* 
(Anexo 2); 

— mayor de la cuenta “Operaciones Pendientes' (Anexo 3); 

— Diario Mayor de la cuenta “Operaciones Pendientes' (Ane¬ 
xo 4). 

Debe hacerse la salvedad de que en este libro el debito de la cuenta 
coincide cuantitativamente con la operación investigada; no asi el crédito, 
por cuanto ademas de las reglstractones relacionadas con la maniobra “Fl- 
llppo* existen otras acreditaciones, ajenas a ella, que hacen ascender el 
descargo a $ 2.916.686.41. 

Con lo expuesto, considero concluida mi labor, por lo que solicito se 

me tenga por expedido 

Provea V 8 de conformidad, que 

SERA JUSTICIA 


Buenos Aires, 7 de noviembre de 19xx. 


(firma del perito) 
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AMPLIACION PERICIA 

Causa NO 20.B79, ¡nsúa, José Augusto, en repr Beo Litoraleña. 

Objeto ; presentar ampliación informa pericial. 

Peritos contadores oficiales Dres F P C. y J C U 

Sr Juez: 

En mi car&ctor do perito contador oficial ma dirijo respetuooamonte a 

V.S. con la finalidad da someter a su consideración el dictamen pericial en¬ 
comendado. 

I. Puntos de pericia 

A fs. 376 se decreta ampliación de la pericia sobre el cuestionarlo que 
se transcribe en el pto. 3. “Dictamen', con prolaclón a las respuestas 
dadas al mismo 

8. Operaciones practicadas y resultados 

En el curso del proceso pericial han sido examinados los siguientes ele¬ 
mentos de Juicio: 

• lefia)n de recibos; 

• sumarlo N“ 6.719 Banco Litoraleño; 

• Diario Mayor de la Sucursal Belgrano correspondiente al 7 de junio 
de 1993. 

• documentación respaldante. 

• planillas de la caja N° 6. periodo mayo y junio de 1903. 

3. Dictamen 

Sobre la base de las evidencias obtenidas en el curso del proceso peri¬ 
cial, dictamino lo siguiente: 

a) Cuáles eran las funciones encomendadas a Cosme Plltppo en los me¬ 
ses de mayo a Junio de 1993, especialmente si estaba autorizado a re¬ 
tener impones de pegos de servicios que percibiera el Banco por cuenta 
de terceros hasta la fecha de su vencimiento. 

Hs En los meses de mayo y Junio de 1993. Cosme Plllppo se desempeñó 
como cajero, a cargo de la caja N" 5 del Banco Litoraleño, Sucursal 
N° 3 (Belgrano). Asi consta en las planillas de caja de ese periodo, 
firmadas por el mencionado agente 

No fue exhibida ninguna autorización otorgada al querellado para pro¬ 
ceder a la retención mencionada. La función de cajero es similar en 
todas las Instituciones banca rías: 1) recauda fondos por depósitos de 
distinta Índole y por pago de servicios; 2) efectúa pagos de cheques, 
restitución de depósitos de plazo füo. caja de ahorro, etc.. 3) al fin 
del día presenta su rendición de cuentas (planillas de caja), juntamente 
con los comprobantes de ingresos y pagos, y hace entrega al tesorero 
de los fondos en su poder En el marco de control interno que debe 
regir en una institución banca ría. la autorización a un cajero para 
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retener loe pegos que recibe en concepto de servicios es Impensable 
b) 5i puede determinarse contablemente la maniobra ¿««cripta en el con¬ 
siderando I. pto a) del auto de fs 547. r s( fuere.-, reintegrados al 
banco de marras loe impones correspondientes a 1 as ivietas allí de¬ 
talladas 


■i De las constancias existentes en la causa y a ; - • . i obrante a fs 
19 del sumarlo surge que el 7 de Junio de 993 se utilizo respecto de la 
caja N“ 6 un procedimiento de control interne denominado arqueo (‘cie¬ 
rre de atJa". en la jerga baneana\ mediante el que s- iemrmlnó un 
(altante de $ 2.816 600. el que fue regularizad: rr. la misma fecha, 
mediante el depósito de valores de deartng de 48 hs, per S 670 000 y 
por un depósito en efectivo de $ 2 146 600 Loe pr: odtroientoe de 
control Interno y la planilla de raja forman parte en sentido amplio, 
del sistema contable Al pie de la planilla de es a riel 7 de junio de 1993 
consta el fallante determinado por vía del ‘«erre de caja" r> arqueo 
Kn la pericia anterior, obraste a fs 369 70 vta . consta el reintegro 
de los Importes correspondientes a las boletas retenidas, efectuado del 
mismo 7 de Junio de 1993. su detalle y las registrado:: •« efectuadas 
e) 81 Cosme Füippo asm ve a cargo de las opas donde dichos impones 
fueron percibidos conforme los aellos de Jas recibas, a! momento de 
su percepción. 

Ki Las fotocopias de loe recibos meooaonadoe obran a fs 28/48 vta . del 
sumario administrativo 2n todos elioa puede observarse el sello de 
la caja N s 5, a cargo del querellado 
d) Se amplíe el perttafe de fe 360. informándose MI t 

Cosme Flllppo restituyó en efectivo tí importe de los cheques descrlp- 
tos a fs 369 vta y. en caso negativo, cuándo ingresaren efectivamente 
al banco sus importes, en oaso de haberlos restituido, y por Qué vía 
■» El importe de los cheques descr.pvos a fs 69 f - • n ef- 

tlvo por Cosme Flllppo. ingresando al Banco a través del -clearing hen¬ 
earlo ’ en las 48 horas hAbüee subsiguientes 

Con lo expuesto considero concitada mi labor, por lo qua solicito se 

me tenga por expedido 

Provea V.8. de oonformidad, que 

SERA JUSTICIA 


Buenos Aires, IB de febrero de 19xx 


(firma del perito) 
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CASO 4 


LopretU es una sociedad dedicada a publicidad y a la edición de re¬ 
vistas. Para financiar parcialmente su actividad, recurre a prestamos de 
personas amigas o vinculadas. I-as operaciones son Informales; se recibe 
el dinero y se entrega un cheque con fecha posdatada que cubre la impo¬ 
sición más los intereses; al vencimiento, se procede a efectuar !a renova¬ 
ción de la misma forma. La empresa se presenta en concurso y, en 
proceso de verificación de créditos, el síndico designado no verifica loe 
las tres querellantes, quienes accionan en el fuero penal. 

IIÍTOHME PERICIAL 

Causa N* $3.640, Fígaro, Robería s/querella. 

Peritos cortadores: 1 Oficiales: Dres M KP y HJL. 

2 De parte; Dres. O.F.D. y T.R.B. 

Objeto: presentar informe pericial. 


nos reepetii>- 
n el dictamen 


Sr. Juez: 

Kn nuestro carácter de peritos contadores oficiales y de parte, min¬ 
eando estos Ultimos el domicilio legal constituido, nos dirigimos r 
sámente a V 8 con la finalidad de someter a su consideración ei 

pericial encomendado. 

1. Puntos de pericia 

A fs. 51 de la causa se decreta pericia sobre los libros contables $e 
LopretU 8 A C.I.F A , los que serán transcriptos en el pto. 3, •Dictamen' 1 , 
oor. antelación a las respuestas al cuestionarlo pericial. 

Z. Operaciones practicadas y resultados 

Kn el curso del proceso pericial han sido examinados los slguientee- 
Ubros de comercio de Loprettl S A C I E A y la documentación respaldato- 
rla de sus reglatraciones, con las salvedades que en cada caso se indican. 


Libro de Inventarlo N“ 2. rubrioado a nombre de Loprettl SACIFA. 
con el N* A084373 el 30/12/80. Contiene anotaciones hasta el fo¬ 
lio 55. las que corresponden al Balance Oeneral al 31/12/90 No 
se encuentra al día. 


Libro Diario Centrallaador N‘ 2, rúbrica N* A084372. el 30/12/80 
Contiene anotaciones hasta el folio 134. las que correspondan al mes 
de dlalombre de 1990. No se encuentra al día 


9i¡ 
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Listados da Computación conteniondo ni movimiento do las cuentas 
de Roberta Fígaro (Anexo I), Bva Plguelro (Anexo II) y Adelina 
Brland (Anexo III). 

Documentación interna respaldante de las transacciones (Imposi¬ 
ciones. retiros y acreditación de Interesas) on las cuentas de las que¬ 
rellantes. 


El resultado del examen practicado ha sido el siguiente 

a) Los libros de comercio examinados cumplimentan las formalidades 
legales de rubricación y. si bien no se encuentran al día. ese hecho 
no afecta el dtatamen porque los diurnos movimientos de las cuen¬ 
tas de las querellantes tienen fecha 17/9/89. anterior a la interrup¬ 
ción de los libros (diciembre de 1990). 

b) Respecto de la documentación, hacemos la salvedad de que se tra¬ 
ta de documentación interna No existen duplicados de los recibos 
de captación de fondos, originales de las devoluciones parciales de 
los mismos, ni liquidaciones periódicas. Sin embargo se advierte que 
el saldo de las cuentas al 17/9/89 (ver anexos I, n y III) es colncl- 
dente con los Importes de las fotooopias de los cheques obrantes a 
fs. 53 de la causa, que 1a evolución de las cuentas responde a con- 
oeptos indicados en la documentación interna y que. además, las 
reglstraclones de las cuentas individuales han podido ser corrobo¬ 
radas por las anotaciones en el Diario Centralizados lo que permi¬ 
tirla en principio inferir que las operaciones de préstamos realizadas 
por las querellantes, si bien no han estado revestidas do las for¬ 
malidades habituales en este tipo de préstamos, están correctamente 
cuantlflcadas. 

3. Dictamen 

8obre la base de las evidencias obtenidas en el curso del proceso peri¬ 
cial dictaminamos lo siguiente: 

a) Determinar la existencia de créditos a favor de las Querellantes Do- 
berta fígaro, Eva fígueiro y Adelina Brtand. 

A: Los créditos contabilizados de las querellantes contra Loprettl 
S.A.C.I F.A. al 17/9/89 son los siguientes: 


• Roberta Fígaro . $ B.939.08 

• Bva Figuelro. $ I 488,49 

• Adelina Brland . $ 8.287.84 


Es válida la salvedad efectuada respecto de la inexistencia de com¬ 
probantes específicos. 
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b) se certifiquen por loa estatutos de LopreUí S A.C.I.F.A Isa activi¬ 
dades que la empresa esté autorizada a realizar 

Ri Loa estatutos de Loprottl S.A.CIPA figuran agregados a la causa 
(fs. 58/06) en fotocopia certificada por el escribano Alfredo Cotell 
(titular del registro N» 887. Capital Federal; matricula 1410) 
Según dicho estatuto, la sociedad puede realizar operaciones comer¬ 
ciales. industriales, financieras, editoras y periodísticas Respecto 
de la actividad financiera autorizada dice literalmente: "Por prés¬ 
tamos con o sin garantía a oorto plazo, aporte de capitales a perso¬ 
nas. empresas o sociedades existentes o a constituirse, para la 
ooncertación do operaciones realizadas o a realizarse, asi oorno la 
compra, venta y negociación de títulos, acciones, deben tu rea y toda 
clase do valores mobiliarios y papeles de crédito, de cualquiera de 
los sistemas o modalidades creados o a crearse. Se excluyen las 
operaciones comprendidas en la ley 18.061 y toda otra que requie¬ 
ra ooncurso de público". 

c) So coniflquen por loa libros da Directorio las facultades que pudie¬ 
ra tener Antonio Iudlcelli para captar préstamos de dinero. 

R: Consta en el Acta de Directorio de la Sociedad, obrante en el folio 
35 del libro de Actas respectivo, cuya fotocopia obra a fs. 58 de la 
causa que a los días 27 del mes de noviembre de 1987 ‘se decide 
adoptar la designación dada por la Asamblea General de Accionis¬ 
tas I.a misma es la siguiente: Presidente: Dr. Antonio ludlcalll. 

Su mandato se hallaba vigente a la fecha en que se produjeron los 
hechos denunciados. Según el art 268 de la ley 19.550 y sus mo¬ 
dificatorias *la representación de la sociedad corresponde al presi¬ 
dente del directorio. ' 

Con lo expuesto consideramos concluida nuestra labor, por lo que so¬ 
licitamos se nos tenga por expedidos. 

Provea V.S. de conformidad, que 

8KRA JUSTICIA 


Buenos Aires, 8 de agosto de 19xx. 


(firma de los peritos) 
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CASO 5 


Una empresa vendedora de instrumentos musicales querella a una 
dienta a la que le vendió un órgano oon garantía prendarla en razón de 
haber desaparecido el bien prendado Por vía de la pericia contable se com¬ 
prueba que se trata de un error de la empresa pues, aunque tardíamen¬ 
te, la deuda prendaria fue cancelada. 


INFORME PERICIAL 

Causa m 54.323, Soldatto, Claudia. 

Pontos contadores. 1. Oficiales: Ores. J.K.M. y H.O.R 
2. De parte: Dres O.T.M. y C.B.C. 
Objeto: presentar informe pericial. 


Sr. Juez: 

En nuestro carácter de peritos contadores oficiales y de parte, ratifi¬ 
cando estos últimos el domicilio legal constituido, nos dirigimos respetuo¬ 
samente a V.8. con la finalidad de someter a su consideración el dictamen 

pericial encomendado. 

1. Puntos de pericia 

A fs. 210 de la causa se decretan los puntos de pericia propuestos por 
la querella a fs. 132. los que serán transcriptos en el pto. 3. “Dictamen’, 
con antelación a las respuestas al cuestionario pericial. 

A. Operaciones practicadas y resultados 

En el curso del proceso pericial han sido examinados los siguientes li¬ 
bros de comercio de Musical Bach S.A.: 

• Libro Balance e Inventarlo Analítico N* 2. rúbrica B 7966 del 6 de 
mayo de 1980. 

• Libro Balance e Inventarlo Analítico N" 3. rúbrica B 7966 del 6 de 
mayo de 1980. 

• Libro Caja de Ingresos Teclados Belgrano N‘ 1 rúbrica B 584878 del 
6 de octubre de 1980. 

• Libro Caja de Ingresos N° 3 Casa Central, rubrica B 6466 del 1* de 
abril de 1980 

• Diario General N“ 4. rúbrica B 6352 del 23 de marzo de 1981 

• Diario General N“ 5. rúbrica B 1095 del 9 de febrero de 1983 

• Diario General N 9 6. rubrica B 2684 del 18 de febrero de 1984 
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• Diarlo General N° 8. rúbrica B 21789 del 17 de mayo de 1986. 

• Factura N° 1271 del IB de diciembre de 1979 a nombre de Claudia 

Marcela Soldatto (Anexo 1). 

• Conforme do recepción de fecha 19 de diciembre de 1979 firmada por 
Claudia Marnnln Soldatto (Anexo IT) 

• Recibo N» 670.618 de fecha 22 de noviembre de 1979 por $ 600.000 

(Anexo IIT). 

• Libro Ventas N“ 1, rúbrica B 8468 del I» de abril de 1981 
El resultado del examen practicado ha sido el siguiente: 

• Los libros de comercio examinados cumplen las formalidades extrín¬ 
secas de rubricación y se encuentran al día. pero no es factible for¬ 
mar opinión global sobre su legalidad y corrección técnica, por cuanto 
no se ha realizado una auditoria, limitándose la labor de los peritos a 
verificar la reglstraclón de las operaciones cuestionadas. 

• No «tíátfl documentación de respaldo de las reglstrsclones, por lo que 
no es factible aseverar la veracidad de las transacciones registradas. 

3. Dictamen 

Sobre la base de las evidencias obtenidas en el curso del proceso peri¬ 
cial. dictaminamos lo siguiente: 

a) Constate la existencia o Inexistencia de libros llevados en legal forma 
que acrediten la oxistencla de la prenda, que diera lugar a la perti¬ 
nente ejecución prendarla en la justicia en lo comercial desde el mo¬ 
mento en que se inició la adquisición del órgano Whlte. motivo de las 

presentes actuaciones. 

B: No se ha constatado la reglstraclón en los libros de la prenda que die¬ 
ra lugar a la ejecución prendarla en la Justicia en lo comercial 

b) Establecerá ¡os importes y fecha de pagos realizados con anterioridad 
do la constitución del contrato prendarlo 

Hs Las registraclones relacionadas con la operación son las siguientes. 

• En el Libro Caja de Ingresos Teclados Belgrano N B l. Musical Bach 
S.A., con fecha 24 de diciembre de 1979. en el folio 80 (Anexo IV). 
figura registrado el anticipo entregado por Claudia Soldatto: 

$ 800 000 para la operación amparada por factura S' 1271. 

• En el Libro de Ventas N s 1. folio 12 (Anexo V), oon fecha 14 de 
diciembre de 1979, figura registrada la venta efectuada a Claudia 
Soldatto en la forma siguiente: 


Anticipos 
Deudores Varios 


$ 500.000 


5.000.000 


Ventas gravadas 
IVA Debito riscal 


$ 4 583 333 


915.687 
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La registractón transcripta en la parte relevante para el cuestiona¬ 
rlo, cancela el anticipo de $ 800 000 y registra a Claudia Soldatlo como 
deudor oomün por la suma de $ 5.000.000. 

• La última reglstración relacionada con esta operación figura asen¬ 
tada en el Libro de Caja Ingresos N° 3, Casa Central, con fecha 9 
de mayo de 1983 en el folio 99 (Anexo Vil. SI asiento es el siguiente: 

Cala $ 12.000 

Deudores en Gestión $ 600 

Intereses $ 9.746 

IVA-Déblto Fiscal $ 1 784 

Mediante este asiento se cancela contablemente la deuda de Clau¬ 
dia 8oldatto y se perciben intereses por la mora Incurrida. 

c) Establecerá si se han realizado o no pagos parciales, fecha y monto. 
Ri Respecto de los pagos parciales nos remitimos a lo expresado en los 

puntos anteriores. 

d) Determinará saldo a la fecha de su peritación. 

R: A la fecha de la peritación la deuda se encuentra cancelada. Se acom¬ 
pasa fotocopia de la ficha de mayor auxiliar ‘Deudores en Gestión’ 
(Anexo VII). examinada con motivo de la pericia, la que confirma que 
la operación fue cancelada definitivamente el 9 de mayo de 1983. 
Con lo expuesto consideramos concluida nuestra labor, por lo que so¬ 
licitamos se nos tenga por expedidos. 

Prevea V.8. de conformidad, que 

SERA JUSTICIA 


Buenos Aires, 14 de Julio de 19xx. 


(firma de los peritos) 
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X. MICRODICCIONARIO DEL PERITO PENAL 

1. Acción Es el remedio jurídico al alcance de luda persona para acudir a un 
tribunal, exponer sus reclamaciones y formular la peiiciún que considera pro¬ 
pia de su derecho. // La acción puede ser penal o civil. 

2. Acción penal Es la que se ejerce para establecer la responsabilidad crimi¬ 
nal y, en su caso, la civil, ocasionadas por un delilo o falta. // El CPP dis¬ 
tingue entre la acción penal pública, que sólo puede ser ejercida por el mi¬ 
nisterio fiscal, y la acción dependiente de instancia privada, que sólo puede 
ejercitarse si las personas autorizadas por el Código Penal formulan denun¬ 
cia ante la autoridad competente. 

3. Acción civil. Es la que se ejercita a efectos de reclamar la restitución de la 
cosa obtenida por medio del delilo. 

4. Aceptación del cargo. Acto mediante el cual una persona presta conformi¬ 
dad al desempeño del cargo para el que ha sido designada. Según el CPP. 
el designado como perito tendrá el deber de aceptar y desempeñar liclmen- 
ic el cargo. Los peritos no oficiales aceptarán el cargo bajo juramento. 

5. Actuaciones Conjunto de diligencias que forman las piezas de autos rela¬ 
cionadas con una causa o proceso determinado. 

6. Actuario Secretario ante el que se tramitan los distintas etapas del proce¬ 
dimiento judicial y que. en el ejercicio de sus atribuciones, da fe de lo ac¬ 
tuado. sin cuyo requisito las diligencias no son válidas 

7. Acuerdo plt-nuri» Es la resolución de las diversas salas de cámara de un 
fuero, reunidas a tal efecto, con la finalidad de unificar la jurisprudencia de 
los tribunales inferiores o de las mismas salas, cuando sus sentencias sobre 
uno misma materia son divergentes. 

8. Acumulación de autos. Acto procesal —casi siempre, un incidente— que 
tiene por finalidad unificar dos o más procesos para que constituyan un solo 
juicio y den origen a una única sentencia. // El CPP dispone "La acumula¬ 
ción de causas por delito de acción privada se regirá por las disposiciones 
comunes, pero ellas no se acumularán con las incoadas por delitos de acción 
pública. También se acumularán las causas por injurias recíprocas” (art. 417). 

9. Ad eftelum videndi. Expresión latina: "A efecto de que se le tenga a la vis¬ 
ta". Se utiliza para pedir que un documento o un expediente sea presentado 
para ser tenido en cuenta por la autoridad judicial o administrativa al resol¬ 
ver ci asumo de que se trate. 
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10. Adlux Expresión latina: "Una perdona o , ■ v . nada para un objt 
to o fin determinado". También significa que un nombramiento o designa 
ción (de juez, defensor, fiscal, perito, etc i ha sido efectuada para actuar en 
un caso específico. II Hl CPP prevé la intcrvervión de pernos ad hoc, o tea. 
aquéllos no oficiales a los que se recurre para actuar en un caso concreto 
Serán designados en los casos en que no hubiere peritos oficiales en la ju¬ 
risdicción. y elegidos 4 entre los funcionarios públicos que. en razón de 
su título profesional o de su competencia, se encuentren habilitados para 
emitir dictamen acerca del hecho o circunstancia que se requiere estable 
ccr" (art. 250). 

11. Administrador judicial Persona nombrada de . : , a petición de par 
te —por un juez o tribunal— para ejercer actos de administración sobre de¬ 
terminados bienes, generalmente litigiosos, como medida precautoria para 
la conservación de los mismos, también puede ser nombrado fuera de lili 
gio en procedimientos de jurisdicción voluntaria 

12. Afectación de bienes Imposición sobre los bien rer.i sea su na¬ 

turaleza —muebles, inmuebles o semovientes . de un gravamen que los 
encadena al incumplimiento de alguna carga u obligación (afectación a una 
fianza, a una servidumbre, al pago de un impuesto ! 

13. Agravio Perjuicio a un liligianic por una resolución judi. ial. Puede ser 
material o moral. 

14. Alegato. Exposición de prueba, disculpa o defensa de lo dicho o hecho (por 
ejemplo, argumentos presentados por la defensa, leyes y jurisprudencia ci¬ 
tadas). 

15. Allanamiento Es la sujeción a una demanda o decisión judicial 

16. AnatocLsmo Convenio por el que se asume la obligación de pagar inlcre- 
ses sobre los intereses vencidos y no cancelados. Matemáticamente, inte¬ 
rés compuesto. 

17. Apercibimiento Admonición, amonestación o advertencia cnnmmaioria 
aplicada por autoridad competente. 

1K. Apropiación indebida Es un delito caracterizado por la retención dolosa 
de una cosa ajena recibida en depósilo. comisión, administración o a otro 
título. Es una modalidad de la estafa y del abuso de confianza. 

19. Arbitrio judicial Potestad de un juez para interpretar las normas jurídi¬ 
cas aplicables a la solución de los litigios que le son sometidos 

20. Arraigo Obligación impuesta judicialmente a una persona para que afiance 
su responsabilidad con visias a las resultas del juicio. Igual imposición para 
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que una persona no abandone el lugar donde reside durarle U vista del 
proceso o causa a la que ha sido sometida, ti termino deriva de que suele 
hacerse con bienes raíces, sin embargo, también puede hacerse en dinero 

o presentando un fiador 

21. Articulo de previo y especial pronunciamiento Incidente que se puede 

promover en juicio, por v(a de excepción, oponiéndose el demandado a la 
prosecución de la acción, parali/índole transitoriamente 

22. Aslreintes Prestación periódica (multa), a veces progresiva, impuesta por 
condena judicial Rige mientras se mantenga incumplida la obligación que 
le ha dado origen. 

23. Autor. Ex el que comete personalmente el delito" (E. R. Za»*a*o*ii) 

24. Autor intelectual instigador 

25. lialiinrr falso Es aquel que. ínicncionalmente. utilizando cualquier artifi¬ 
cio. astucia o maquinación, sea medíanle adiciones, omisiones, alteración 
de imputaciones o de invéntanos, disimula la situación painmaoial. econó¬ 
mica o limincicra del ente con la finalidad de consumar acias ilícitas. de 
naturaicAi impositiva, provisional, societaria o de cualquier otro tipo 

26. Buen» fe Convencimiento en quien roali/n un acto o un hecho jurídico de 
que éste e* verdadero, lícito y justo. 

27. Cubera de proceso Auto que dicta un juez para iniciar un procedimiento 
criminal, lo cual no excluye que la iniciativa procesal haya sido por denun¬ 
cia o querella de un particular, sea la víctima o no. 

28. Cabeza de sentencia Parte inicial de un fallo judicial: individualización 
de las paites y del objeto sobro el que se litiga 

29. Caducidad de instancia Llamada también perdición de instancia, es un 
modo de extinción de la relación procesal por la inactividad de las partes 

durante un determinado período. 

30. ( aparidad jurídica Apinud para ser sujeto o parte, por si o por represen 
tante legal, en las relaciones de derecho, como ulular de derechos o facul¬ 
tades. o como obligado al cumplimiento de un deber 

31. Carga procesal Obligación que. dentro de la marcha del proceso, corres¬ 
ponde a cada una de las panes, por ejemplo, la que se relíete al impulso 
procesal La principal carga es la prueba, pues quien alega un hecho o re¬ 
clama un derecho debe probarlo 

32. Carla de pago Documento por el cual el acreedor reconoce que el dea 
doe le ha pagado todo o parte de lo que debía 
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33. Carla de pago y lasto. Instrumento que «torga quien . ,>hr.i ,lc otro que no 
es el principal obligado y cede al pagador la acción para que repita contra 
el deudor pidiendo reembolso. Es el instrumento que debe otorgar el peri¬ 
to cuando recibe sus honorarios de quien no es el principal obligado 

34. Caución Expresión equivalente a fianza Garantí/.i en relación con uno 
mismo o con otra persona el cumplimiento de una obligación, por lo ge 
ncral. establecida judicialmente, ya sea de orden civil o de índole penal. 

35. Causa En el marco del derecho procesal, es sinónimo de unció, litigio o 
pleito. 

36. Cédula dr notificación Escrito o documento uti1ie.nl - mdu talmente para 
comunicar a las partes, en sus domicilios, las resoluciones judiciales, inclu¬ 
sive la sentencia. 

37. Citación. Acto por el cual un juez o un tribunal ordenan la comparecen¬ 
cia de una persona, ya sea parte, testigo, perito, o cualquier otro tercero 
para realizar o presenciar una diligencia que afecte al proceso. 

38. Cláusula penal Dicese de aquella a la que una pcrs-n.i -c sujeta para ase¬ 
gurar el cumplimiento de una obligación, generalmente, una pena de muí 
la en caso de retardar o no ejecutar la obligación. 

39. Comparecencia Acto de presentarse una persona ante la justicia de acuer¬ 
do con las normas procesales. Puede dar lugar a la declaración de rebeldía 
o a sanciones por desobediencia II “El designado como perito (...] si no 
acudiere a la citación o no presentare el informe a su debido tiempo, sin 
causa justificada, incurrirá en las responsabilidades seflaladas para los tes¬ 
tigos por los arts 154 y 247" (art. 257, CPP). 

40. C-obeeho. Acto consistente en sobornar con dinero o cualquier otra dádi¬ 
va a un magistrado o a un funcionario público para que haga o deje de hacer 
lo que se le solicita, o haga valer su influencia. 

41. Competencia. Medida de la jurisdicción de un órgano del Poder Judicial 
a efectos de la determinación de los asuntos que es llamado a conocer por 
razón de la materia, de la cantidad y del lugar. 

42. Concurso de delitos. Hecho reprimido con más de una sanción penal. Se 
aplica únicamente la pena mayor. 

43. Condena Decisión judicial mediante la cual se obliga a una parte a dar. 
hacer u omitir algo. En el ámbito penal significa castigo impuesto por un 
delito o falla. 
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44. Cosa juzgada Autoridad y eficacia que adquiere la sentencia judicial que 
pone fin a un litigio y que no es susceptible de impugnación La cosa juz¬ 
gada es inmutable c irreversible. 

45. Costas Costos originados por un juicio: impuestos, honorario» de aboga¬ 
dos y peritos, Por lo general se imponen a la parte vencida; otras veces se 
imponen en el orden causada, es decir, a cada parte las suyas. 

46. Cuasidelito Violación del derecho ajeno, cometida con libertad pero sin 
malicia. 

47. Culpo Infracción generadora de responsabilidad legal cometida a sabien¬ 
das y voluntariamente. 

48. Daños y perjuicios. Indemnización que el causante de daños —trátese de 
incumplimiento de obligaciones o de la comisión de acto* ilícito*— está 
obligado a abonar al perjudicado. Comprende tanto los daños causados 
como las utilidades que se hayan dejado de percibir. En las obligaciones 
dincmrins. el perjuicio se traduce en intereses. 

49. Declaración indagatoria Es la que presta una persona cuando hay semi¬ 
plena prueba o indicios importantes para sospechar que ha cometido un 
delito. 

50. Declaración informativa Es la que presta una persona cuando un juez 
tiene sospechas de que puede haber participado en los hechos, pero carece 
del nivel de semiplena prueba. 

51. Defraudación Denominación genérica de un conjunto de delitos contra el 
patrimonio, ejecutados sin que medie consentimiento previo de la victima 
para transmitir la posesión de uno o varios de sus bienes. 

52. Delito l .< el acto típicamente antijurídico, culpable, imputable a una per¬ 
sona y sometido a una sanción penal. 

53. Delito de acción privada. Es pcrseguible sólo a instancia de la parte inte¬ 
resada: la víctima, sus representantes, o ciertos parientes o causahahicntes. 
según los casos. 

54. Delito de acción pública. F.s el que afecta el orden jurídico general y se 

persigue de oficio. 

55. Delito de omisión. Es aquel que se produce por la pasividad del sujeto, por 
no hacer lo que estaba obligado a hacer. 

56. Delito doloso Aquel en que concurre la realización de los actos materia 
les que configuran el delito, más la intención del sujeto de producir el re- 




386 ^ 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


multado dañoso. El elemento "dolo", como integrante del delito, está cons¬ 
tituido por la intencionalidad. 

57. Desistimiento Renuncia de algún Jete. !i 1 efectuada me¬ 

diante el apartamiento de un juicio o la deserción de una apelación. 

58. Derecho penal. "Es el conjunto de nort-.u-. v i - i •tu--- mrfdicas que 
regulan el ejercicio del poder sancionador y preventivo del Estado, estable¬ 
ciendo el concepto de delito como presupuesto de la actividad estatal, asi 
como la responsabilidad del sujeto activo, y asociando a la infracción de 
la norma una pena finalista o una medida aseguradora" (Jiménez nn Asua). 

59. Derecho procesal penal Es el conjunto de norma luridk.is que regulan 
el proceso. 

60. Día hábil Es el que está habilitado para actuaciones .inte tribunales. 

61. Día inhábil Es aquel en que no tune: nan los tribun. xirepto diligen¬ 

cias urgentes por causa de necesidad o peligro, sobre todo, en el fuero pe¬ 
nal. 

62. Diligencias para mejor proveer Medidas de e n .i. vr i bnlono ordena¬ 
das por el juez o tribunal, una ve/ que la causa se halla concluida para sen¬ 
tencia. a fin de completar —si se lo estima conveniente— la prueba pro¬ 
ducida por las partes, o para aclarar algunas dudas que pueden haberse 
presentado al juzgador 

63. Distráete Acto jurídico que consiste en un as uerdo de • luni.idcs que deja 
sin efecto un controlo celebrado entre las mismas parles. 

64. Domicilio legal Es el fijado por la ley 

65. Domicilio real Es el lugar en que las personas tienen establecido el asiento 
principal de su residencia y actividades. 

66. Dolo. Toda aserción de lo que es falso o disimulación de lo que es verda¬ 
dero. cualquier artificio, astucia o maquinación que se emplee para conse¬ 
guir la ejecución de un acto. 

67. Doy fe Fórmula consagrada en documentos notariales, judiciales y otros, 
que precede inmediatamente a la firma del formulario que lo* otorga o au¬ 
tentica. 

68. Edicto. Forma pública de hacer saber en genera) o a persona determinada 
una resolución del juez; también, publicación en los periódicos para hacer 
conocer una resolución judicial. Forma de notificación cuando se desconoce 
el domicilio de la persona a citar. Es de rigor en los juicios universales 
(concursos, quiebras y sucesiones). 
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69. Efecto devolutivo. Cuando el conocimiento que loma la instancia superior 
de una apelación no impide los efectos de la resolución o semencia apela¬ 
da. 

70. Efecto suspensivo. Cuando la apelación de una resolución o sentencia 
impide los efectos establecidos en ella. 

71. Embargo preventivo. Es la medida precautoria que se dispone, cuando se 
puede presumir que el deudor es insolvente 

72. Kmpla/amlrnto ('ilación judicial a las parles o a terceros (peritos, testi¬ 
gos). fijando un pln/o para la realización de alguna actividad (por ejemplo, 
presentación de una pericia) o para formular alguna manifestación de vo¬ 
luntad. Suele hacerse bajo apercibimiento de remoción del cargo, multa, 
etcétera 

73. Estafa Delito consistente en causar un perjuicio patrimonial, obteniendo 
a prior i, mediante ardid o engaño, el consentimiento de la víctima, para que 
transmita pacificamente la posesión de uno o varios de sus bienes. 

74. Estar a derecho Comparecer en un juicio, sea por derecho propio o por 

apoderado. 

75. Excepción Defensa con la que se pretende diferir o destruir la acción de! 
actor. Los excepciones pueden ser dilatorias o perentorias, según su obje¬ 
to sea el diferimtemo o la destrucción de la acción, respectivamente 

76. Exhorto Llamado también rogatoria o carta rogatoria. Es una comunica¬ 
ción que hace un juez a otro de igual categoría, pero de distinta competencia 
territorial. El juez no ordena, sino que exhorta y pide. Cuando se dirige a 
un juez de mayor jerarquía, se denomina suplicatoria 

77. Expediente Conjunto de actuaciones judiciales formando legajos de no 
más de 200 fojas por cuerpo. 

78. Falso testimonio. Delito que se configura por el hecho de que un testigo, 
un perito o un interprete deformen, callen o nieguen, parcial o totalmente, 
la verdad de los hechos sobre los que son interrogados ante la autoridad 
judicial, generalmente bajo juramento. 

79. Fallo Sentencia, veredicto, decisión 

80. Fecha cierta. Aquella a partir de la cual los instrumentos privados tienen 
efectos en relación con terceros o sucesores singulares de las panes. 

81. Fiscal Funcionario que cumple el rol de acusador ante los tribunales de 
justicia, en representación de los intereses de la sociedad y del Estado. 
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82. Fuero Cada uno de los campos en los que p»r la n r ik-za i!e los Muñ¬ 
ios sometidos a juicio, las autoridades judiciales específicas pueden ejer¬ 
cer su atribución (ejemplos de fueros penal, civil, comercial, contencioso 
administrativo, penal económico, correccional, sindical, militar, ele ). 

W. Gastos causídicos Costas y costos del iuk i cusios figuran el 

sellado de actuación, los honorarios de abogados, procuradores y pernos, 
del propio litigante y del adversario si hay condena en cosías 

84. Generala de la ley. Coqjunto de preguntas i'-: inul.nl ' o la finalidad de: 

a) identificar al testigo: 

b) verificar si. por alguna de las razones previstas en la ley. ya sean de 
fondo o de forma, no se traía de un testigo excluido. 

c) recopilar otros datos que permitan valorar, en su oportunidad, la ido¬ 
neidad o veracidad del testimonio 

H Hecho \ 

lad susceptible de generar responsabilidades civiles y penales (ejemplos: le¬ 
siones: fenómenos de la naturaleza) 

86. Honorario Retribución que percibe por sus serví. ¡ » quien ejerce una 
profesión liberal. 

87. Hurto Delito consistente en la apropiación o susira i »n de una cosa 
mueble ajena, accionando sin violencia o intimidación sobre las |>cr»onas 
y sin fuerza sobre las cosas. (Ver "robo" para diferenciar.) 

88. Impugnación judicial hs el acto de combaiir. contradecir o refutar una 
actuación judicial, cualquiera sea su fndole (testimonial, documental peri¬ 
cial. resolutiva). 

89. Imputado Persona a la que se le atribuye un hecho que puede tener con¬ 
secuencias jurídicas penales. 

90. Incidente. Litigio accesorio suscitado en un juicio, normalmente sobre cir¬ 
cunstancias de orden procesal y que se decide con una sentencia inlcrlocu- 
toria. Son incidentes típicos los siguientes- excepciones dilatorias y peren¬ 
torias. medidas cautelares, embargos, lachas en general, acumulación de 
autos, etcétera. 

91. In dubio pro reo. Locución latina que significa que. en taso de duda, la ley 
está a favor del acusado. 

92. Inmediación En el ámbito del derecho procesal, significa relación direc¬ 
ta de las partes con el juez, prescindiendo de la intervención de otras per¬ 
sonas. Permite al magistrado conocer personalmente a las partes y apreciar 
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en forma directa el valor de las pruebas, las que en todos los casos se rea¬ 
lizan en su presencia 

9.1. Información sumaria. Trámite breve, no sujeto a ciertas formalidades 
necesarias para otras actuaciones, que tiene lugar judicialmente para obte¬ 
ner información de interés para la causa 

94. Inhibición Medida cautelar consistente en prohibir judicialmente al deu¬ 
dor gravar o vender sus bienes, en aquellos casos en que habiendo lugar al 
embargo, éste no pudiera hacerse efectivo por no conocerse los bienes del 
deudor o por no cubrir ésto* el importe reclamado 

95. Injuria penal "Es toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, 
descrédito, o menosprecio de otra persona” (Código Penal EapaAol) 

96. Instancia Cada una de los etapas del proceso. 

97. In Mato quo Locución latina "Estado actual de una situación”, ‘pendien 
le de litigio". Jurídicamente, principio que tiende a mantener las cosas en 
el estado en que se encuentren mientras se tramita el juicio. 

98. Instigador “Es quien determina a otro a cometer el delito, el que lo deci¬ 
de mediante persuasión, pago, promesa, o como sea. siempre que el deter¬ 
minado lome con libertad la decisión de cometerlo” (E. R ZasvaronO 

99. Intérprete Es quien vuelca a la lengua oficial del país un documento pú¬ 
blico o privado redactado en otra lengua o dialecto. 

100. Interrogatorio Conjunto de preguntas que se cleclúan a las partes yak» 
testigos pitra averiguar la verdad de los hechos 

101. Ipso fado Locución latina "Por el hecho mismo" Cambio de una situa¬ 
ción jurídica que se produce sin que sea necesario hacerla declarar por la 
justicia (por ejemplo, resolución de un contrato de venta por falta de pago 
del precio). 

102. Ipso jure Locución latina "Por el mismo derecho" Se usa para significar 
que una cosa no ha menester de declaración judicial, pues consta en la 
mistna ley (por ejemplo, disolución de sociedades anónimas per vía de la 
ley cuando pierden parte de su capital). 

103. Juicio criminal Aquel que tiene el propósito de averiguar si un delito se 
cometió, su autor o autores, y la imposición de la pena que corresponda o 
la absolución del inculpado 

104. Juicio oral. Aquel que se sustancia en sus partes principales de viva voz 
y ante el juez o tribunal que entiende en el litigio. 
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105. Jurisdicción En sentido estricto, extensión \ liinno. del poder de juzgar 
por la razón de territorio; cada tribunal no puede ejercer su función juzga¬ 
dora, sino dentro de un espacio geográfico determinado En sentido amplio, 
el término abarca también la materia o fuero propio de cada tribunal 

106. Juris el de jure. Locución latina. "Por el mismo derecho' Se usa para 
denotar que una cosa no necesita declaración del juez, pues consta en la 
misma ley (por ejemplo, emancipación de un menor por el matrimonio). 

107. Lasto. Recibo o cana de pago a favor del que paga por el deudor efectivo 
para que pueda repetir contra éste. Cesión de acción y derechos para co¬ 
brar lo pagado por otro. 

108. Lalo senxu. Expresión latina que equivale u sentido • iplio > dilatado 
Tiene importancia en la interpretación de los actos jurídicos, dándoles un 
contenido que excede la interpretación literal. Es lo contrario de silicio 
sensu o interpretación literal. 

109. Libre convicción Sistema que permite al juez elegir y valorar las pruebas 
en que ha de basarse su sentencia sin limitación alguna y sólo con el crite¬ 
rio personal que haya formado. Es un sistema distinto del de la sana críti¬ 
ca y opuesto al de la prueba legal. 

110. LHispcndencia Juicio pendiente, en trámite sin sentencia. Constituye una 
excepción dilatoria que se alega cuando se siguen dos o más procedimien¬ 
tos iguales en cuanto a sujetos, objeto y causa. 

111. Lilis contestatio Locución latina que se aplica a la situación procesal exis¬ 
tente cuando la demanda ha sido contestada, quedando así trabado el jui¬ 
cio sobre las cuestiones de hecho y de derecho a dehatir. 

112. Malversación. Delito consistente en la utilización fraudulenta de los cau¬ 
dales ajenos que un sujeto tiene a su cargo. Tiene tres facetas. 

a) sustraer o robar tales caudales. 

b) aplicar fondos públicos a fines privados; 

c) utilizar fondos públicos, aun sin beneficio propio, en aplicaciones dis¬ 
tintas de aquellas para las que fueron asignados. 

113. Mandamiento judicial. Orden que. dentro de sus facultades, dicta un juez 
o tribunal, para que sea cumplida una decisión o se haga eficaz un acto pro¬ 
cesal (por ejemplo, mandamiento de pago, de embargo, de desalojo). 

114. Medidas cautelares Cualquiera de las adoptadax en un juicio o proceso, 
a instancia de parte o de oficio, para prevenir que la resolución del mismo 
pueda ser más eficaz (por ejemplo, caución de buena conducta, embargo, 
inhibición). 
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115. Notificación <nrminicdrión. cédula r. despacho par» hacer saber a un litigan¬ 
te o parte interesada en un juicio, cualquiera sea su Índole, n sus represe man¬ 
íes y defensores, una resolución judicial u otro acto de procedimiento. 

116. Oficiar Comunicar una decisión, resolución o providencia de modo ofi¬ 
cial. por escrito, con firma de autoridad competente 

117. Oposición procesal Impugnación de un acto o conjunto de actos mediante 
un recurso, incidente, querella, tacha u otro medio. 

118. Otrosí Expresión que se uliliza en lo* escritos judiciales para añadir algo 
que se omitió en la parte principal de los mismos. 

119. Para mejor proveer Fórmula judicial que. con la finalidad de dictar una 
resolución más fundada, particularmente en lo* hechos, estampa un juca o 
tribunal para la práctica de una o de vanas "diligencias pata mejor proveer" 

120. Perito Es la persona técnicamente competente llamada ai proceso con fina¬ 
lidad probatoria, pora facilitar al juez la comprensión de determinados fenó¬ 
menos que éste no puede entender por desconocimiento de la especialidad. 

121. Petición Parte final de un escrito en que se efectúa un pedido a un juez. 

122. Petitorio En derecho procesal, pane de la demanda o de la contestación 
en la que se concretan las pretensiones jurídicas de la parte. 

123. Plazo Medula de tiempo señalada para la realización de un acto o para la 
producción de sus efectos jurídicos. 

124. Posiciones Serie de preguntas formuladas en juicio que cada litigante pue¬ 
de efectuar a su contrincante. 

125. Prcclusión. Principio procesal según el cual el juicio « divide en etapas, 
cada una de las cuales clausura la anlcnor. 

126. Prescripción penal Ui expresión tiene dos contenidos: 

a) prescripción de la acción: 

b) prescripción de la pena 

127. Presunción Conjetura, sospecha, suposición, juicio formado por el juez, 
valiéndose de un razonamiento inductivo o deductivo, para afirmar la exis¬ 
tencia de hechos desconocidos basándose en los conocidos. 

128. Presunción juris el de jure. Es aquella que no admite prueba en contrario. 

129. Presunción juris tantum Es aquella que admite prueba en contrano. 

130. Procesado. Sujeto declarado como presunto reo en un proceso criminal ante 
la evidencia o prueba suficiente de un delito y su presunta responsabilidad. 
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131. Proveído Breve resolución de un mero trámite o intcrlocutona en una 
actuación judicial. 

132. Prueba. Conjunto de actuaciones que, dentro de un juicio, intentan escla¬ 
recer la verdad o falsedad de los hechos invocados por cada una de las 
partes en defensa de sus pretensiones. 

133. Querella. Acción penal que ejercita, contra el supuesto actor de un delito, 
la persona que se considera ofendida o damnificada por el ntismo 

134. Rebelde Se denomina así a quien, citado a comparecer a un juicio, no 
concurre. 

135. Reconvención Facultad que tiene quien es demandado en un juicio de 
contrademandar a su vez al accionante 

136. Recurso Acción que tiene quien es condenado en juicio para poder acu¬ 
dir a otro tribunal solicitando que enmiende el pronunciamiento que con¬ 
sidera agraviante. 

137. Recusación. Acción que se interpone pura que un juez se aparte del cono¬ 
cimiento de un juicio. Las causales de recusación están expresamente in¬ 
dicadas en los códigos de procedimientos. También se puede aplicar con¬ 
tra los peritos, siendo las causales las mismas. 

138. Refrendar la la legalización realizada por el secretario de un despacho o 
providencia fumado por un superior. 

139. Reposición. Recurso que se interpone ante el mismo juez que dictó una 
resolución a fin de que la deje sin efecto; se conoce también con el nom¬ 
bre de revocatoria y puede combinarse con el recurso de apelación que se 
interpone subsidiariamente. 

140. Repregunta. Es la segunda pregunta que se puede formular a un testigo o 
perito sobre un mismo asunto o materia 

141. Robo. Delito cometido mediante la apropiación ilegítima de una cosa mue¬ 
ble ajena, accionando con violencia o intimidación sobre las personas o con 
fuerza sobre las cosas. (Ver "hurto" para diferenciar.) 

142. Sentencia Decisión judicial que. en la instancia, pone fin al pleito civil o 
causa criminal, resolviendo respectivamente los derechos de cada litigan¬ 
te y la condena o absolución del procesado. 

143. Sine dit Locución latina; “Sin día determinado". Implica que cierto acto 
u obligación quedan desplazados en su cumplimiento indefinidamente 

144. Sinejurt Locución latina: 'Sin derecho". Significa la falta de derechos o 
de legalidad de un acto determinado. 
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145. Sobreseimiento Acto por el cual el juez declan ao haber lugar, proviso- 
na o definitivamente, a la formación de causa, o bien ordena suspender la 
tramitación hasta que el procesado sea habido. 

146. Tachas Son delecto» o ra/ones que se aducen contra los testigo» pan que 

el juez no dé crédito a sus dichos. 

147. Tercería Acción efectuada por un tercero en un juicio, pan que *c reco¬ 
nozca un derecho a su favor en ese litigio. 

14*. TestÍRo. Es la persona que es llamada a juicio a deponer sobre hechos que 
han caldo bajo la percepción de sus sentidos. 

149. Traslado Es la comunic ación que *c da a una de las pones en juicio acer¬ 
ca de las pretensiones de la otn. 

150. Termino E» el lapso que se concede para efectuar algún acto procesal 

151. Via. Modo en que se procede para llevar adelante un juicio (por ejemplo, 
vía ejecutiva, de apremio, ordinaria). 
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I. INTRODUCCION 


Las tres funciones reconocidas doctrinariamente para diferenciar los sistemas 
procesales entre sí son: la de acusar, la de defender y la de resolver. 


- ACUSAR 

- DEFENDER 

- RESOLVER 

Expuesto en forma sucinta, el contenido de estas tres funciones procesales es 
el siguiente: 

• Acusar es imputar, atribuir un delito o falta a una o varias personas, como 
autores, cómplices o encubridores. 

• Defender es abogar, alegar, citar casos, razones, leyes, jurisprudencia, y 
cualquier otro argumento en apoyo de una causa. 

• Resolver: es tomar una medida o determinación, poner término a un conflicto 
o problema, dictar sentencia en una causa judicial. 

Sobre la base de la forma en que se cumplen estas funciones, los sistemas pro¬ 
cesales se clasifican en tres grupos: inquisitivo, acusatorio puro y mixto. 


- INQUISITIVO 

- ACUSATORIO PURO 

- MIXTO 

Sistema procesal es el conjunto de principios, fundamentos o normas que. co¬ 
ordinados. forman una doctrina sobre el modo en que deben desenvolverse los pro¬ 
cesos judiciales. Analicemos cada uno de ellos. 


SISTEMAS 

PROCESALES 


FUNCIONES 

PROCESALES 





ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


• Inquisitivo las h ncWBM 

por el juez; en él recaen la iniciativa probatoria y la discrcctnnalidad puni¬ 
tiva; el derecho de defensa es limitado y. a veces, incxixicntc Tuvo vigen¬ 
cia en la Roma Imperial y en la baja Kdad Media, bajo regímenes tiránicos 

• Acusaron» puro 

un órgano distinto acusar (ministerio público). defender i abogados de la 
defensa); resolver y dictar sentencia (juczl Se aplicó en la antigua Grecia 
y en Roma, en tiempos de la República 

• Mixto 

quisitivo. una reunión alternada de los do* anteriores. que en In primera fase 
del proceso penal reproduce la instrucción previa, escrita, secreta, y en la 
segunda consagra el procedimiento público, oral y contradictorio 

Este sistema surge en Francia y se codifica en el Código de Procedimiento 
Criminal, en 1808 Tiene dos etapas: la primera es escrita, dis» • ntinua y secreta, y 
en ella, el juez dispone de grandes poderes; la segunda, a cargo de un ttihunal colé 
giado. sistema oral y público continuo, con inmediación física > libertad de aprc 
ciación de prueba Este fue el primer antecedente de la nraltdad qtac -«-tisagra el Có¬ 
digo Procesal Penal de la Nación (ley 23.984) 


II. CONCEPTO Y ANTECEDENTES DEL JUICIO ORAL 

Las características identifícatenos del juicio oral son: tramitación en sus par 
tes pnncipales de viva voz y en presencia del juez o tribunal puede instituirse en ma¬ 
teria laboral, civil, comercial y penal. 

El procedimicnio oral para el juzgamiento de los delitos reconoce anteceden¬ 
tes antiquísimos. En nuestro país existe una experiencia de casi neis décadas, inicia¬ 
da con la sanción del Código Procesal Penal de la provincia de Córdoba, que comenzó 
a regir el 28 de febrero de 1940. Posteriormente, con ligeras modificaciones, fue 
adoptado por otras provincias: Santiago del Estero. La Rioja. Mendoza. Jujuy. Cata- 
marca. La Pampa y Neuquén. En el orden nacional, tras muchas vacilaciones, el nuevo 
Código Procesal Penal fue sancionado por la ley 23.984 del 21 de agosto de 1991. 

Entre los sistemas procesales conocidos, el CPP optó por el denominado mix¬ 
to (término medio entre los procesos acusatorio c inquisitivo). Separa al proceso en 
dos partes perfectamente diferenciadas instrucción y juicio La primera, escrita, 
inicia la investigación del presunto delito, con la finalidad de que pueda realizarse sin 
inconvenientes La segunda, que es la fundamental, denominada Juicio o plenurio. 
se caracteriza por un debate público, oral, continuo y contradictorio (aquel en que 
existe controversia en las partes). 
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III. EVALUACION DEL SISTEMA ORAL 

La «rnlidnd en lo* juicio*, mucha* vece* resrttida. cuenta en la actualidad con 
importante apoyo doctrinario. En mi favor se .vrgu menta 

a la Inmediación. o sea. la relación directa de lo* tMganrcs con el |uc/ que. 
prescindiendo de la intervención de otra» perdonas, permite que el magnlrado 
lo* conozca personalmente y pueda evaluar mejor la* prueba*. especialmente 
la testifical, ya que toda* deben realizar** en *u presencia. Eato pone coto 
al vicio tradicional, impuesto por las circunstancias, de delegar esa tarca en 
mano* de colaboradores del tribunal. 

bi la publicidad es uno de los atribulo* del «“gimen procesal vigente; «alvo al 
(tuna* limitaciones dispuesta* por los jueces frente a circunstancia* que la» 
hacían aconsejable*, se respeta. Cuando la publicidad afecte la moral o el 
orden público la cámara puede decidir, aun de oficio, que el debate se reali¬ 
ce a puertas cerradas, total o parcialmente: 
c) la continuidad tiende a la concentración procesal Cada debate debe reali¬ 
zarse en una .sola audiencia o en vanas sucesiva» \in que puedan intercalar¬ 
se entre ellas otras, correspondiente» a otro debute El objetivo ea evitar que 
«r desvanezcan de la mente de lo» miembros del tribunal las percepciones 
asimiladas en el curso del debate. 

Cada uno de los principios procesales enunciados uene particular trascenden¬ 
cia. pero el más relevante y significativo es la inmediación, vigente en todas la* eta¬ 
pas del debate, circunstancia que implica el contacto directo de los miembros del tri¬ 
bunal con las paites, sus letrados, los fiscales, testigos, pernos, etc. Sin embargo, no 
lian estado ausentes laa voces que entienden que los principales inconvcmcnics que 
puede presentar la inmediación son la fatiga del juez, y la rutina, acentuadas en el 
transcurso de los años por la continua percepción de testimonios, declaraciones, ale¬ 
gatos. lectura de pruebas rendidas y. cvenlualmcnic. por problema» de «alud, que lo» 
expone a que su atención e interés se deterioren por lo que sucede en cada audien¬ 
cia. 


IV. DESARROLLO DEL JUICIO ORAL EN LO CRIMINAL 

El desarrollo de un juicio oral reconoce etapas que. a fin de logtar una mejor 
inserción de los lectores en el lema, expondremos brevemente 

• Concluida la instrucción, la etapa de plcnario (juicio oral) »c inicia con la 
recepción de la causa por el tribunal Esta segunda parte tiene lugar siem¬ 
pre que en la primera se haya dictado auto de procesamiento. 
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A continuación se cita a juicio a las panes a fin de que comparezcan, exa¬ 
minen las documentos y cosas secuestradas, u ofrezcan las pruebas que con¬ 
sideren pcnincntcs (art. 354). 

En caso de no existir recusaciones o inhibiciones de los miembros del tribu¬ 
nal. la causa sigue su curso. 

La etapa siguiente es el ofrecimiento de prueba l-'l ministerio fiscal y las 
otras panes, al ofrecer prueba, presentarán ln lista de peritos, testigos c in¬ 
térpretes. También podrán manifestar que se conforman con la lectura de las 
declaraciones testificales y pericias de la instrucción, para lo cual se requiere 
la conformidad de las panes y del tribunal. Sólo podrá requerirse la desig¬ 
nación de nuevos peritos para que se expidan sobre hechos que no fue¬ 
ron objeto del examen pericial en la instrucción ten t 
El presidente ordenará la recepción oportuna de las pruebas ofrecidas y acep¬ 
tadas. Pero podrá rechazar, por auto, la que evidentemente sea impertinente 
o superabundante (an. 356). 

Antes del debate, de oficio o a pedido de pane, el tribunal podrá ordenar los 
actos de instrucción indispensables que se hubieren omitido o denegado, o 
que fuere imposible cumplir en la audiencia tan. 357). Se trata, obviamen¬ 
te. de una actividad complementaría, limitada, cuyo objetivo es aportar ele¬ 
mentos probatorios a los colectados en el período de instrucción. 

Antes de ser fijada la audiencia para el debate, las panes podrán deducir las 
excepciones que no hayan planteado con anterioridad, pero el tribunal po¬ 
drá rechazar, sin más trámite, las que fueren manifiestamente improceden¬ 
tes (art, 358). Aclárase que la interposición de excepciones de previo y es¬ 
pecial pronunciamiento constituye una oposición a la coniinuidad de la causa. 
Las panes podrán interponer las siguientes 

1. Falta de jurisdicción o de competencia 

2. Falta de acción, porque no se pudo promover o no fue Icgalmcntc promo¬ 
vida. o no pudiere ser proseguida, o estuviera extinguida la acción penal 
(an. 359). 

Designación de audiencia Vencido el término de citación ajuicio (10 días, 
extcnsibles a 15 si las causas proceden de juzgados con sede distinta de la 
del tribunal) y, en su caso, cumplida la instrucción complementaria o trami¬ 
tadas las excepciones, el presidente fijará día y hora para el debate, ordenan¬ 
do la citación de las partes y la de los testigos, peritos c intérpretes que de¬ 
ban intervenir, por medio de la policía, por cana certificada con aviso de 
retorno, o por telegrama colacionado bajo apercibimiento de ser conducidos 
por la fuerza (arts. 359 y 154). 
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• Acumulación dr cauta* i-.n los casos de conexión de delitos, lo que supo¬ 
ne pluralidad de etica, ya tea que lo* haya cometido una sola persona o va¬ 
nas. existe la posibilidad de acumular las causas que se siguen contra un 
mismo imputado, n fin de verlas todas en el mismo debate tari. 360). 

• Sobreseimiento Si llegada la causa a la cámara, en la etapa de plcnario. por 
nuevos pruebas resulte evidente que el imputado obró en estado de mimpu 
labilidad, o exista o sobrevenga una causa extintiva de la acción penal, y pora 
comprobarla no sea necesario el debate, el tribunal dictará de oficio, o a 
pedido de parle, el sobreseimiento <art. 361), 

• Audiencias: orulidad y publicidad l.l debute será oral y público, bajo 
pena de nulidad, pero el tribunal podrá resolver, aun de oficio, que se reali¬ 
ce total o parcialmente, a puertas cerradas cuando la publicidad afecte la 
moral, el orden público o la segundad. Con sujeción al principio de concen¬ 
tración procesal, el debate se efectuará en una sola audiencia o en varias 
sucesivas, sin que puedan intercalarse entre ellas otras, correspondientes a 
otro debale, hasia su terminación. Sólo podrán suspenderse por un término 
máximo de dic/. días en los cosos taxativamente establecidos, entre los cuales 
se encuentra la incompareccncia de testigos, pernos o intérpretes (art. 365). 

* El imputarlo asistirá a la audiencia líbre en su persona, pero el presidente 
dispondrá la vigilancia y In cautela necesarias para impedir su fuga o vio¬ 
lencia (art. 366). La presencia e intervención del imputado son necesarias 
porque no es factible discernir justicia en su ausencia. 

* El fiscal y el defensor, o defensores, deben asistir obligatoiuuncnlc a la au¬ 
diencia (art. 368). Es obvio que si la presencia del imputado es esencial para 
el debate. la de su defensor y la del fiscal también lo son. 

■ Resoluciones. Durante el debate, las resoluciones se dictarán verbalmente, 
dejándose constancia de ellas en el acta (art. 372). La oralidad es el princi¬ 
pio rector del sistema, así se comportan el imputado, los testigos, y los pe¬ 
ritos; por ello es lógico que las resoluciones se tomen vcrbalmentc. deján¬ 
dose constancia de ellas en acta. 

Debate. El dfa fijado se constituirá el tribunal y previa comprobación de la 
presencia de las partes, defensores, testigos y peritos, advertirá al imputado que 
esté atento a lo que va a ofr. ordenará la lectura del requerimiento fiscal y. en 
su caso, del auto de remisión a juicio, después de lo cual declarará abierto el 
debate (orí. 374). La advertencia tiene por finalidad hacer conocer al imputa¬ 
do el reproche jurídico que se le atribuye y su presunta responsabilidad penal 
Después de la apertura del debate, resucitas las cuestiones incidentales, el 
presidente procederá, bajo pena de nulidad, a recibir la declaración al impu¬ 
tado. adviniéndole que el debate continuará aunque no declare (ail. 378). 




402 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Después de la indagatoria, el tribunal procederé a recibir la prueba en el 
orden indicado: primero, los peritos c intérprete», luego, lo» testigos (arts. 
382. 383 y 384) Kl tribunal puede alterar el orden de la prueba para adap¬ 
tarlo a las exigencias del caso. 

Los jueces y. con la venia del presidente v en el momento que éste conside¬ 
re oportuno, el fiscal, las otras panes y lo» defensores podrán formular pre¬ 
guntas a las partes, testigos, peritos c intérpretes (an. 389). Este artículo 
ratifica la facultad que tienen las pane» de interroga!, y aun de volver a in¬ 
terrogar. con toda amplitud. 

Terminada la recepción de las prueba», el presidente concederá sucesivamen¬ 
te la palabra a la pane querellante, al ministerio fiscal y a los defensores del 
imputado y del civilmente demandado, para que en este orden aleguen so¬ 
bre aquellas y formulen sus acusaciones y sus defensas. Las normas a las que 
debe sujetarse la discusión final son la» siguiente» 

1. No podrán leerse memoriales, excepto el presentado por el actor civil que 
estuviera ausente 

2. La exposición del actor civil, como la del civilmente demandado, podrá 
ser efectuada en forma personal o por sus representantes letrados, y debe¬ 
rá limitar su alegato a los pumos concernientes a la responsabilidad civil. 

3. Si intervienen dos ftscales o dos defensores del mismo imputado, todos 
porirán hablar dividiéndose sus tareas. 

4. Sólo el ministerio fiscal, la pane querellante y el defensor del imputado 
podrán replicar, correspondiendo al tercero la última palabra. 

5. La réplica deberá limitarse a la refutación de lo* argumento» adversos que 
antes no hubieran sido discutidos. 

6. En último término, el presídeme preguntará al imputado si tiene algo que 
manifestar, convocará a las panes a audiencia para la lectura de la sen¬ 
tencia y cerrará el debate (an. 393). Este artículo corrobora el principio 
de inmediación, ratifica que la prueba y ta discusión final deben produ¬ 
cirse en la audiencia. 

Acta del debate liste es el documento fundamental del juicio oral; en caso 
de omisión ello traerá como consecuencia la nulidad del debate y. por con¬ 
siguiente. la de la sentencia. Por eso. el CPP dispone que el secretario levan¬ 
tará un acta del debate, bajo pena de nulidad (art. 394). En el acta no debe 
transcribirse literalmente el débale y, respecto de las manifestaciones de tes¬ 
tigos o imputados, sólo deben consignarse aquellas que el presidente haya 
ordenado consignar, por sí o a solicitud de parte. Deben limitarse a aquéllas 
relevantes para la dilucidación de los hechos o para la aplicación del dere- 
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cho Si %c pretendiera transcribir literalmente lodo lo manifestado en el de 
hale, el juicio dejaría de ser oral Cahe advenir que la sentencia dehe fún- 
darse en lo sucedido en el debate, según la apreciación y el análisis del tri¬ 
bunal y no en las constancias del acta, cuyo objetivo es certificar el cum¬ 
plimiento de las distintas etapas del juicio. 

Sentencia Terminado el debate, los jueces que hayan intervenido en di pa¬ 
sarán inmediatamente a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá asistir 
el secretario bajo pena de nulidad (art. 396). Obsérvese que la ley remarca 
dos aspectos fundamentales, propios del juicio oral 

1. A la vivencia de la deliberación debe suceder en forma inmediata el de¬ 
bate, a fin de evitar que se pierdan los percepciones obtenidas. 

2.1.a deliberación es reservada, secreta, a fin de evitar que argumentaciones 
de terceros puedan influir a los miembros del tribunal 
Redactada la sentencia, cuyo original se agregara al expediente, el tribunal 
se constituirá nuevamente en la sala de audiencias, luego de ser convocadas 
las partes y los defensores; el presidente la leerá, bajo pena de nulidad, ante 
los que comparezcan (art. 400). 


V. EL PERITO CONTADOR ANTE EL TRIBUNAL 
ORAL EN LO CRIMINAL 

La misión del pento contador en el fuero penal consiste en investigar aquellos 
hechos controvertidos que forman parte de sus incumbencias profesionales, con su¬ 
jeción al cuestionario pericial al que se lo somete El objetivo de su intervención es 
la búsqueda de la verdad. 

En la actualidad es habitual que. además de un pcnlo oficial (funcionario de la 
CSJN). intervengan otros peritos contadores, designados por las portes. Obviamen¬ 
te. todos deben actuar con sujeción a principio» éticos Los propuestos por las par¬ 
tes. sin olvidar el origen de su designación, deben tener presente que son auxiliares 
del juez o del tribunal, no introducir cuestiones ajena» a lo que »c les pregunta, y 
sujetar su información y su opinión a lo que surge de las evidencias obtenidas me¬ 
diante el examen de los registros y de la documentación que se les exhibe. Su inter¬ 
vención debe tender esencialmente a evitar que se omita el examen de algún elemento 
que su parte considere de interés para la dilucidación de los hechos litigiosos. 

En el tuero penal los pernos contadores actúan tanto en el etapa de Instrucción 
como en la de juicio o plcoario. segunda etapa que sólo tiene lugar si en la primera 
se dictó auto de pmccsamiculo. En la etapa de instrucción los inlormcs de los peri¬ 
tos son escritos; en el plenano son orales 
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Una de las ventajas atribuidas al juicio oral en lo referente al análisis de la prue¬ 
ba pericial reside en que la presencia física del experto ante el tribunal permite aprc 
ciar su nivel de conocimientos, su actualización. sus.«adiciones personales, sus re¬ 
acciones. y en función de ello valorizar su testimonio. 

La intervención del pento contador en el juicio oral, conforme lo prescribe el 
Código Procesal Penal de la Nación, tiene lugar en varios momentos 

• Cuando el juez de instn cetón 

a citar a las partes a fin de que comparezcan y. entre otras actividades pro¬ 
cesales. ofrezcan las pruebas que consideren pertinentes, una de las cuales 

puede ser el informe pericial contable. 

• El ofrecimiento de prueba pericial reconoce una limitación, pues sólo podrá 
requerirse la designación de nuevos peritos para que dictaminen sobre 
puntos que anteriormente no fueron objeto de examen pericial tari. 359) 
Esto constituye una instrucción suplementaria Esta limitación contradice el prin¬ 
cipio de ampliación de hi prueba, dado que muchas voces puede ser necesario 
realizar una nueva pericia sobre puntos ya informados, a fin de ampliarlos 

• Uno do 

deban intervenir, a los que se citará con fijación de día y hora <art. 374), 

• Iniciada la audiencia el presidente hará leer la parte sustancial del dic¬ 
tamen presentado por los peritos, y éstos, cuando hubieren sido citados, 
responderán bajo juramento a las preguntus que les sean formuladas, 
compareciendo según el orden en que sean llamados y por el tiempo que 
sea necesaria su presencia fart. 383). 

• Asimismo, el tribunal podrá disponer que los peritos presencien determi¬ 
nados actos del debate i art 383). Esta disposición ha sulo criticada por la 
influencia que podría tener en su dictamen el conocimiento de elementos pro¬ 
batorios ajenos a los que constituyen su campo de exornen. Considero que 
se trata de una cuestión opinable, pues la importancia que puede tener el co¬ 
nocimiento de otros elementos probatorios, hecho habitual en la etapa de ins¬ 
trucción en la que el perito consulta la causa, es por lo general muy relativa. 

Situemos ya al perito en su circunstancia, frente al tribunal oral, en el momen¬ 
to en que luego de la lectura de la parte sustancial de su dictamen, debe responder 
bajo juramento a las preguntas que le sean formuladas por los jueces y. con la venia 
del presidente, y en el momento que éste considere oportuno, el fiscal, las otras par 
les y los defensores Caben al respecto algunas recomendaciones: 

• Como, por lo general, la pericia escrita en la etapa de instrucción fue reali 
zada tiempo atrás, deben repasarse los papeles de trabajo y el informe peri 
cial oportunamente presentado. 
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• Si las premuní» cuín referidas al cuestionaru ■ pericial oportunamente infor¬ 
mado. se tiene obligación de responderlas 

• Si son ajenas a dicho cuestionario, debe advertirse que para poder respon¬ 
derlas e* necesario realizar una ampliación de la pericia. 

• No deben responderse cuestiones ajenas a las incumbencia» profesionales 
los contadores públicos, haciendo m«ar que las mismas están establecidas 
la ley 20.488. art. 13. 

• Si. a pesar de tratarse de una cuestión ajena a las incumbencias, se insiste 
en requerir opinión del perno, puede responderse haciendo constar que se 
iraia de una opinión personal y no de una opinión profesional. 

• Debe intentarse ser claro y vital al exponer, cuidar la dicción y ser enclavo 
de la brevedad. 

Para concluir, es importante referirse al falso testimonio Dice el art. 390 que 
si un testigo, perito o interprete incurrieran presumiblemente en falso lesiimonio, el 
tribunal ordenará levantar un acta y la inmediata detención del presunto culpable, el 
que será puesto a disposición del juez competente íaits. 390 y 371) El Código Pe¬ 
nal incluye entre los dcliios legislados el de falso testimonio y la pena consecuente 
(arts. 275 y 276). 

En reciente fallo la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc¬ 
cional lia sentado jurisprudencia respecto de esta figura delictiva. Dice: ' el tipo 
subjetivo de la figura prevista en el art. 275 del Código Penal (falso testimonio) no 
se configura a través de la mera oposición o controversia entre dos o más dictáme¬ 
nes periciales, sea por equivocación o, como seria en el caso, por el distinto método 
aplicado, sino por la ufirmución dolosa, esto es. con conocimiento y voluntad, de 
circunstancias opuestas a aquello que se conoce como verdadero" (causa N* 7 456. 

13 de noviembre de 1997). 

At maxi A. PutALTA ('). en un reciente trabajo referido a la actuación del peri¬ 
to contador ante el tribunal oral en lo criminal, concluye su exposición en términos 
que comparto y transcribo: 

'En ilMettt. ter precito y concito al dictaminar coa ta «flocule apoyaran en lo* ciernen 

ion que llevan a la convicción acerca de lo informado Responder consecuentemente con 

ajuste ol contenido cien tinco y técnico que debe rnicfrai el informe y estar prevenido parí 

no caer en tai trampal de la dialéctica' 


■n la rnand. Bueno* 


2 * 





ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


VI. BIBLIOGRAFIA 


Ad hoc, Cuadernos de doctrina y jurisprudencia, Buchón Aires. 1995/1997. 

Froto! de García. Luisa; Viscas, Joan Carlos y coautores. Practica profesio¬ 
nal del contador, Ed. Macchi. Buenos Aires, 1994. 

Levene (h); Casanovas; Levene (h) y Hoktel. Código Procesal Penal de la Na¬ 
ción (ley 23.98-1) comentado y concordado, Ed Depnlma. Buenos Aires. 1992 

Peralta. Antonio A.. El perito contador ante el tribunal oral en lo criminal, 
Buenos Aires, noviembre de 1997 (inédito) 

Popritkiv. Ai-FREDO, Reflexiones sobre la actuación del perito i amador en el 
juicio oral. Buenos Aires, julio de 1997 (inédito) 

Romeo. Jorge Horacio, Perfil y rol del juez del debate ( procedimiento escrito 
al juicio orall. Ministerio de Justicia. Buenos Aires. 1992 

Sosa Arditi. E. A. y Fernandez. J.. Juicio oral en la procesal penal, luí. As- 
irca. Buenos Aires. 1994 




SeGUNDfi PflRT€ 



Capítulo Vil 


€1 contador público como 
síndico concursal 


Dn. Juan Uinih 


I. Introducción y aleonees del capitulo.-.—- 

II Requisitos y normes lególes aplicables pora la Inscripción y 

designación del contador público como sindico concursal ..... 

2.1. Requisitos. .. 

2.2. Inscripción .......... 

2.3. Designodón.........—--- 

III. Atribuciones, responsabilidades y retribución del sindico concursal . 

3.1. Atribuciones------ 

3.2 Responsabilidades. 

3.3. Retribución. 

IV. Primeros octuodones del sindico en los procesos concúrsales. 

4.1 €n los concursos preventivos . 

4.2. £n las quiebras..---- 

V Desempeño del sindico concursal durante la verificación de los créditos 
VI. €1 Informe general previsto por el ort 39..—... 


411 


412 

412 

414 

415 
417 
417 
41S 
420 


423 

423 

426 

429 

431 





















I. INTRODUCCION Y ALCANCES DEL CAPITULO 


Dice el arl. 13. ine B, acáp. a), apart. 1* del dto.-ley 5.103/45. ratificado por 
ley 12.921 en 1946, que se requerirá título de "contador público nacional" en mate- 
ría judicial. en las "quiebras y convocatorias de acreedores para las funciones de sín¬ 
dicos previstas por la ley de quiebras y para la conformidad de los estados patrimo¬ 
niales de distribución de fondos y cálculos de dividendos, presentados por los liqui¬ 
dadores" 

Pocas legislaciones vigentes en el mundo introducen en la incumbencia del con¬ 
tador público un concepto tan amplio en la especialidad judicial Lógicamente el testo 
arriba consignado se ajustaba a la ley 11.719. vigente en dicha época, en materia de 
falencias: ello explica la referencia a la conformidad de las presentaciones de los li¬ 
quidadores. figura que desaparece a partir de la vigencia de la ley 19 551. pues es 
reemplazada por la del síndico liquidador. 

Se promulga la ley 19.551. y el título de contador público sigue siendo impres¬ 
cindible para ejercer la sindicatura concursa!, cuando el deudor desarrolla sus acli- 
vidadcs en forma de empresa económica y en los restantes supuestos (en esa época 
llamados concursos civiles) por abogados de la matrícula. 

Posteriormente se promulga la ley 22.917. subsistiendo la exigencia del Ululo 
de contador publico para el desempeño de la sindicatura en concursos y quiebras de 
comerciantes y por aplicación de la última parte del art. 277 en las supuestos de per¬ 
sonas no comerciantes que no desarrollan su actividad en forma de empresa econó¬ 
mica. la sindicatura se ejercía exclusivamente por abogados de la matrícula, desig¬ 
nados por el juez de conformidad con las reglas locales. 

El 7 de agosto de 1995 comienza a regir la ley 24.522. la cual, en orden a la 
incumbencia del contador público, restablece el régimen de la ley 19.551, o sea que 
la sindicatura debe ser desempeñada en forma exclusiva por contadores públicos, y 
a la vez introduce importantes modificaciones al crear categorías de síndicos, a lo cual 
nos remitiremos líneas más adelante. 

Con lo hasta aquí expuesto, queda ampliamente demostrado el importante pa¬ 
pel que se le reserva al contador público en los procesos falenciolcs. que hace justa- 
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ficar. sin lugar a dudas, la inclusión del préseme capitulo en una obra destinada a la 
ilustración general de estudiantes y graduados, y que al no pretender ser un tratado 
sobre la materia, sino simplemente una guia acerca de las distintas incumbencias del 
contador público, ilustrará sobre aspectos básicos que hacen a su desempeño en el 
ámbito forense, con la pretensión de ser útil a estudiosos del tema, y a aquellos con¬ 
tadores públicos que se desempeñen en la sindicatura, como a aquellos profesiona¬ 
les que deban asesorar a clientes con problemas de crisis empresa ñas que contemplen 
la posibilidad de acudir al remedio concursal. 

Es asi como a través de los capítulos que siguen, comenzaremos, antes de en 
trar de lleno en las responsabilidades, derechos y obligaciones de un síndico concur¬ 
sal, a comentar todo lo atinente a su preparación previa necesaria. > icquisitox fun¬ 
damentales para su inscripción y posterior designación, pues dado que nos guía un 
espíritu eminentemente práctico, entendemos que previo a las tarcas a desempeñar, 
deben tenerse nociones acerca de cómo acceder a tales desempeños. 


II. REQUISITOS Y NORMAS LEGALES APLICABLES PARA 
LA INSCRIPCION Y DESIGNACION DEL CONTADOR 
PUBLICO COMO SINDICO CONCURSAL 


2,1. REQUISITOS 


Entramos en uno de los temas más controvertidos y que han agitado las opinio¬ 
nes. tanto de contadores como de abogados y magistrados, y son muchas y muy res¬ 
petables las campanas a escuchar al respecto 

Por supuesto que sería una solución facilixia transcribir el art. 253 de la ley 
24.522 sin otros comentarios, pues el texto de la norma legal es hien claro, pero la 
importancia y trascendencia del tema bien merece consideraciones adicionales 


Las antiguas legislaciones sobre bancarrotas, que creaban la figura del síndico, 
y que exigían que el mismo tuviera como título habilitante el de contador público, 
disponían que las respectivas listas se renovaban anualmente, para luego pasar ai sis¬ 
tema binnual y llegar Finalmente al sistema hoy vigente que consiste en la reno vación 

cada cimim »fio< 


A esta altura es fundamental aclarar que. de acuerdo con el texto del art. 253. 
inc. I de la ley 19-551. tal desempeño se hallaba reservado exclusivamente a conta¬ 
dores públicos, con más de cinco años de ejercicio profesional, y seguía luego la men¬ 
cionada norma legal diciendo que se designaba preferentemente a quienes hubieran 
cursado carreras universitarias de especialización de posgrado Esto último, a su vez. 
tenía su antecedente en el párr. 35. inc. b) de la Exposición de Motivos de la aludida 
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ley 22.917, cuando se aclaraba que la preferencia se refería a "carreras específica» y 
(Je profundización profesional, con el seniido y alcance que universitariamente es pro¬ 
pio de ese nomhrc. y no simple» cursos" 

lina de las primeras controversia» «urge a partir del requisito de antigüedad y 
continúa con el requisito de la cspeciali/ación. En opinión de muchos graduados, el 
título habilitante es único y sin limitaciones de ninguna especie, motivo por el cual, 
consideran injusto vedar el acceso a una fuente de trabajo con requisito previo algu¬ 
no. ya que se aduce que la experiencia, que únicamente otorga el ejercicio activo de 
la profesión, es necesaria en cualquier especialidad, y no por ello existe exigencia 
previa alguna para cualquiera de las otras incumbencias del contador público Ello es 
cierto, pero la larca de la sindicatura concursa! ex tan vasta y tan disímil, pues abar¬ 
ca (anuís úreas de la profesión, que difícilmente. *in años de experiencia y sin apren¬ 
dizaje cxpcciali/ado previo, se pueda cumplir cabalmente con la función de síndico 
concursa!. 

Pueden acudir al remedio concursal tanto un establecimiento agropecuario como 
una fundición de metales; pueden hallarse en situación de impotencia financiera tanto 
un director tle empresa como uno cinematográfico, puede tratarse tanto de un esta¬ 
blecimiento único con un solo empleado como de uno con cincuenta sucursales y mil 
dependientes Y en cumplimiento del mandato legal en plazos relativamente breves, 
el síndico concursal debe producir, entre otros, informes tanto de auditoría como de 
factibilidad, investigar el pasado y proyectar el accionar futuro, expedir certificados 
diversos, vigilar bienes, y así podríamos continuar con muchas funciones mis Su 
accionar es indelegable (art. 252). y se pueden detallar muchas más exigencias, todo 
lo cual nos hace concordar con el régimen legal actualmente vigente que exige anti¬ 
güedad y cspccialización. 

La República Argentina tiene un sistema federal de gobierno, es decir que co¬ 
existen leyes de aplicación nacional y leyes de aplicación provincial. La ley 19.551 
y sus jxistcriores reformas son leyes nacionales, uniformes para todo el país, pero los 
Códigos de Procedimientos, vigentes en cada provincia, sólo tienen aplicación en 
aquel territorio provincial donde han sido promulgados. Lo mismo ocurre con la or¬ 
ganización de la justicia, pues cada una de las divisiones políticas de la República tie¬ 
ne su propia organización tribunalicia. c inclusive las provincias mis importantes (por 
ej-, Buenos Aires. Santa Fe. etc.) tienen departamentos judiciales en sus territorios, 
con distintos tribunales de primera instancia y de alzada, y una Suprema Corte por 
provinciu. A su vez. tienen jurisdicción y competencia en la Capital Federal en ma¬ 
teria concursal los Juzgados Nacionales de Pnmcra Instancia en lo Comercial, la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y. en determinados caso», la Cor¬ 
te Suprema de Justicia de la Nación. 

La ley 24.522. actualmente vigente, innova en dos sentidos, pues el texto san 
Clonado por el Congreso de la Nación se aparta del anteproyecto elevado por el Po¬ 
der Ejecutivo, que originariamente permitía que la sindicatura fuera ejercida en for- 
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ma indistinta por tomadores públicos o por abobados, finalmente en el lexio promul¬ 
gado por el Poder Ejecutivo. el art. 253. me. I, claramente reserva Ja Iunc ión de sin¬ 
dico concursa! ai contador público. 

Pero lo novedoso en el país, pues no existen antecedentes anlcriores al respec¬ 
to. es la división de los síndicos en dos categorías, categoría A. integrada por estu¬ 
díela de contadores públicos, y categoría B. integrada por contadores públicos en forma 
individual 

Todo ello se encuentra explicitado en los ines I y 2 del arr 253 


2,2. INSCRIPCION 

En materia nacional, la ley 24 522 en su art. 253. inc. 2. dispone que cadn cua 
- Jl<> años la Cámara de Apelaciones correspondiente forme listas en cantidad no in¬ 
ferior a grup ee síndicos por juzgad», con diez suplente s, también por juzgado, lodos 
los cuate» jrncJ eñ fflBsc nhirsc in delm^daincnic iilrff señalarse que antiguamente, 
cuando la inscripción era anual. según el art. 88 de la ley 11.719. una vez que el 
contador pasaba a integrar una lista anual, no podía volver a figurar, sino con un in¬ 
tervalo de uno a tres años, según lo establecía el respectivo tribunal, sin interesar para 
dicha exclusión forzosa si había sido sorteado en causa alguna) 

La nueva norma legal continúa diciendo que deberá haber ijos listas, una de ellas 
correspondiente a la categor ía A. integrada por estudios, y la segunda, denominada 
categoría B . integrada exclusivamente por profesionales en forma individual 

Donde interviene el arbitrio de cada Tribunal de Alzada es en el procedimien¬ 
to a ser adoptado para formar las listas de titulares y suplentes, salvo la obligatorie¬ 
dad de la preferencia a los que cuenten con antecedentes > experie ncia^ dentro de 
ello, a los q ue acrediten ha hcrcursadiLwJtrct js universitarias de csj gj. lali zac RUi^cn 
_posgrado. tm la Capital l : c3craT7cllo se rige por aci>?<i.toas oiciatTíís por la Cántara 
NacionaTde Apelaciones en lo Comercial, que al presente dispone que cada juzgado 
contará con una lista de quince síndicos, de los cuales tres serán de categoría A y doce 
de categoría B. De aquellos tres síndicos categoría A. dos son designados por la 
Cámara sobre la base de antecedentes y estudios de posgrado, y uno de ellos por 
torteo; con respecto a la categoría B. un númcio de síndicos es designado sobre la 
bate de antecedentes y estudios de posgrado, y el resto es designado por sorteo. 

Confeccionadas las listas arriba detalladas, y siempre por sorteo público, se 
procede a la distribución por juzgado, tocándole a cada tribunal las mismas propor¬ 
ciones de síndicos categorías A y B. y dentro de cada categoría, las mismas propor¬ 
ciones de profesionales con antecedentes y/o estudios especializados y de contado¬ 
res simplemente sorteados 
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Con el remanente de aspirantes no desinsaculados se nortean los «Índicos que 
lian de actuar, siempre durante cuatro aóo». en carácter de suplentes, designándose 
uno por la categoría A y nueve por la categoría B. F.n lo que hace a su» designacio¬ 
nes nos referiremos lineas más «leíante. 

Con pequeñas diferencias, lógicamente adaptada» :il número de tribunales y a 
la cantidad de aspirantes a síndicos inscriptos, caria Cámara de Apelaciones con com¬ 
petencia en quiebras ha dictarlo sus respectivas acordadas 

lis importante destacar que en la Capital Federal, se le da importancia a que el 
aspirante a síndico tenga a su disposición oficinas con suficiente» comodidades para 
¡Hender al público, así como también que no tenga sanciones del tribunal que lo ins¬ 
cribe, habiéndose resuelto actualmente en la Capital Federal que obligatoriamente 
debe atenderse al público en las oficinas del síndico como mínimo en el horario de 
12 a 18 

No existe impedimento alguno, en la medida en que posea domicilios pora cons¬ 
umirlas. que el aspirante a síndico se inscriba en cuantas jurisdicciones judiciales 
quiera hacerlo. 


2.3. DESIGNACION 


El art. 25J. en su segundo inciso, dicta norma» que ya te convierten en obliga¬ 
torias para los tribunales de todo el país, como que deben existir bolillero» separa 
dos para quiebras y para concursos, y que nin a el supuesto tcUr ». o .. n concurso 
devengue en quiebra, continuarán las tramitaciones c on el mismo síndico I a antigua 
ley 11.719 disponía laxativamente en su art. 89 que a efectos del sorteo, el síndico 
sorteado era eliminado del bolillero, hasta tanto hubiera sido sorteada la totalidad de 
los integrantes de la lista. La ley 19 551 nada decía en relación con esto, pero ya sea 
por acordadas en distinto» jurisdicciones, o por Ion uso» y costumbre», en los últimos 
tiempos, a este respecto, el procedimiento no ha variado Bn cambio, a 
ley 24 522 la xan»ámente en so nrt 253. me A. dice ir 
JjruMíi unto hayan actuado iodos los candidato» 


Los ines. 8 y 9 del art. 253 tienen un vacío legal en lo que respecta al orden de 
preferencia para las designaciones de síndicos suplentes Si bien disponen que a 
medida que cesan los síndicos titulares (por cualquier causa, como remoción, renun¬ 
cia o muerte), se incorporan los suplentes, asi como también que lo» síndico» súpleme» 
deben actuar por licencias de lo» síndico» mulares Destacamos que debe respetar»* 
el orden de sorteo con que se reciben las listas elaboradas por las cámaras, o bien si 
se debe practicar un nuevo sorteo entre la totalidad de tos síndicos suplente» del jua¬ 
gado Al respecto no existe una norma mayorilaru de los tribunales en cuanto a la 
interpretación de dichos incisos, siendo las soluciones disímiles aun dentro de una 
misma jurisdicción judicial 
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Otro vacío legal es el que se refiere a la forma de designar los llamados "sín¬ 
dicos ad hoe" (que intervienen en los estudios de créditos i> de situaciones, donde 
pueda existir un interés personal del síndico regulan, pues ningún artículo de la ley 
24.522 lo menciona, quedando a criterio de cada tribunal el desinsacularlo de las lisias 
de mulares o de suplentes, su posterior reposición en bolillero y las paulas para la re¬ 
gulación de sus honorarios; es deseable que. en el futuro, la legislación contemple lal 
figura y la incluya en el articulado de la ley 

Queda librado al criterio del juez hacer valer la ultima parte del ort. 253 que se 
refiere a la sindicatura plural; es preciso hacer notar que la ley impone solamente tres 
condiciones al respecto: 

1 Que se trate de un proceso cuyo volumen y complejidad lo justifiquen 

2. Que tal decisión sea fundada 

3. Que disponga el régimen de coordinación del cuerpo de síndicos que se crea, 
es decir que paute las funciones de cada uno de los síndicos 

Es tan compleja la función de la sindicatura, máxime si se trata de procesos de 
gran envergadura económica, son tantos y tan vanados los precedentes a ser aplica¬ 
dos. y pueden ser tan difíciles los en ten os a ser conciliados, sobre todo si el a/ar elige 
profesionales con distintas formaciones académicas, y disímiles metodologías de la¬ 
bor. que no compartimos esta idea del legislador, pues a pesar de tener muy poca 
receptividad en los tnbunales. pensamos que puede complicar el proceso, en lugar de 
aliviar la carga procesal, pnncipalmentc si tenemos presente la posibilidad que tiene 
el juez de designar como síndico a un estudio categoría A. 

El art. 255 dispone acerca de la írrcnunciabilid, - 1 ■ *‘ v (|f*‘f n -'“' l<>n<,c • Lal 'tt l 
causa grave que impida su desempeño, a fin de evitar que un síndico renuncie a las 
causas "pobres" y .se siga desempeñando en las causas “ricas"; también dispone que 
la renuncia comprende la toialidad dr 1^ es decir, no hay lugar a elec¬ 

ción caprichosa. Sin embargo, tampoco se puede obligar a un profesional a continuar 
con sindicaturas que no desea, pero debe saberse que. en tales casos, su renuncia 
'puede ser rechazada y se podría decretar su remoción lisa y llana, lo cual trac apare¬ 
jado las sanciones del art. 255. tercera y cuarta partes. 

El art. 256 consagra el derecho del síndico a excusarse en determinada causa, 
remitiéndose para ello a las causales de recusación con causa a los magistrados. Tam¬ 
bién debe excusarse si se encuentra en la misma situación frente a un acreedor y para 
ese caso particular, deberá designarse un síndico suplente Es llamativo que la nue¬ 
va ley. al igual que la anterior, nada diga respecto de las excusaciones del síndico 
frente al concursado. No obstante lal silencio legal, por analogía y por una ciernen 
tal lógica, estimamos que las disposiciones del art. 256 son válidas lanío para quie¬ 
bras (lo cual está perfectamente determinado en la ley) como para concursos. 
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III. ATRIBUCIONES, RESPONSABILIDADES Y 
RETRIBUCION DEL SINDICO CONCURSAL 


3,1. ATRIBUCIONES 


Hemos efectuado, anteriormente, coméntanos acerca de la diversidad de tareas 
que debe encarar un síndico concursal en el desempeño de su función, todas ellas 
disímiles entre sf, y para concretar tan ímprobo como amplio trabajo, es imprescin¬ 
dible que la ley le entregue las herramientas necesarias. Tales herramientas surgen del 
articulado de la ley 24.S22 y en especial del art. 275. 

Es importante destacar en lo que respecta al uso de la firma profesional que no 
deben confundirse las atribuciones que tiene un contador público cuando actúa en 
carácter de perito, árbitro o interventor, de las que posee cuando actúa como sindico 
concursal. dado que solam ente en esta última circunstancia puede fir mar documcn- 
tación que hace al procedimiento tudici al con los mismos derechos de un letrado . 
Solamente cuando el contador público se encuentra en ejercicio de la función de sín- 
dico concursal está facultado para suscribir cédul as, oficios y pedidos de informes. 
Al respecto, el art. 137 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial y el 
art. 275. inc. I. de la ley 24.522. lo facultan a firmar cédulas, y a su ver. las demás 
facultades que le confiere el aludido art. 275 son tan amplias y extensas que mere¬ 
cen ser repetidas textualmente; 

/" Art. 275 - I>tl>rr«* y («icuIUmIcs del sindico C ompele ll >1 odien efeclm» los paicnoio 
la rápida damnación «le la c ausa, la avm manaa p»irm»v 

mal del cuncurudu, tu» hecta» que puedan tuPer incidido cnéíjayla detcmm i aci«m «le un 
responsable» 

A tal fin tiene, entre otras, las siguientes facultades: 


1. Librar toda cédula y oficios ordenados, excepto los que se dirijan al presi¬ 
dente de la Nación, gobernadores, ministros y secretario* de Estado, funcio¬ 
nario* de análoga jerarquía y magistrados judiciales. 

2. Solici tar directamente i nformes a entidades públicas y p rivadas. En caso de 
que el requerido entienda improcedente la solicitud, debe pedir al juc* se la 
deje sin efecto, dentro del quinto día de recibida. 

3. Roquem del concursad o o tercero s las explicaci ones que estime pertinente s 
En caso de negativa o resistencia délos interpelados, puede solicitar al juez 
la aplicación de los arts. 17, 103 y 274, inc. I. 

judi ciales o extraiudiciales don de se ventile u na cuestión patri monial del ctm- 
cursado o vinculada directamente con ella. 
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5 Expedir certificados de prestación de servu k>s de I dcix-ndicntcs. destina 
dos a la presentación ante los organismos de segundad social, según con* 
tancias de la contabilidad 

6. En general, solicitar todas las medidas dispuestas por esta ley y otras que sean 
procedentes a los fines indicados. 

7. Durante el período de verificación dr créditos y hasta la presentación del in¬ 
forme individual, debe icner oficina abierta al público en los horarios que de¬ 
termine la reglamentación que al efecto dictaré la Cámara de Apelaciones 
respectiva 

8. El síndico debe dar recibo con fecha y hora bajo su fuma o de la persona au¬ 
torizada expresamente en el expediente., de lodo escrito que le sea presenta¬ 
do en su oficina durante el periodo de verificación de créditos y liaría la pre¬ 
sentación del informe individual, el que se extenderá en una copia del mis¬ 
mo escrito. 

El sindico es parte en e l proceso principal, en todos sus incidente* y en los 
d emás j uicios de carg-T rTpalriro Mnial en los que sea parte el concursado, sal¬ 
vo los que deriven de relaciones de familia en la medida dispuesta por esta ley. 

Excepto las cédulas que tienen una redacción ya fijada, es aconsejable incluir 
en el texto de las demás documentaciones que suscriba como síndico concursul la Irase 
de que se firma en uso de las atribuciones que confiere el articulo c incisos arriba 
citados. 1.a disposición antes comentada hace al aborto de los tiempos procesales y 
del trabajo del tribunal, a la vez que equipara las facultades del contador público, 
como síndico concursa!, a las del abogado. 

Los deberes de la sindicatura, especificados en los ines. 7 y 8. son novedosos 
y sin antecedentes en el pasado. A ellos nos referiremos más en detalle al hablar del 
proceso de verificación de créditos. 

Siempre en el tema de las facultades del síndico, es importante mencionar los 
derccbus que le acuerda el art. 33. herramienta fundamental a efectos de poder escla¬ 
recer y llegar a la verdad en la determinación de pasivos, que se extiende, inclusive, 
al derecho de acceso a libros y documentación de terceros 

Concluyendo el tema, no puede haber secretos para el síndico concureal. en lo 
que hace a los negocios del deudor ni en lo que se relacione con los negocios de ter¬ 
ceros con dicho deudor 


3.2. RESPONSABILIDADES 


Es elemental que. cuanto mayores son las atribuciones, la responsabilidad se 
acrecienta. Cuando lincas máx arriba se transcribe el claro texto del art. 275 que ilustra 
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acerca de las facultades del síndico, es necesario remarcar que en su inicio utiliza la 
expresión “Compete al síndico.. es decir, es imperativo; y ello es así por cuanto el 
síndico es el profesional idóneo para el desempeño de las tarcas que en los distintos 

incisos se cxplicitnn. 

El contador público que incursiona en el ejercicio de la sindicatura concursa! 
debe tener bien presente ejercer el mandato que la ley le confiere, en la forma más 
ajustada a derecho que le sea posible, sin descuidar o infringir ni normas legales ni 
normas técnicas que hagan al ejercicio de la profesión, pues puede llegar a sufrir 
penalidades de diversa índole, incluso aquéllas contempladas por el Código Penal 
No es el caso considerar aquí las conductas delictuosas llevadas a cabo a con¬ 
ciencia y en forma voluntaria, conductas reprochables que. afortunadamente para el 
prestigio de la profesión, son casi desconocidas, pero sí corresponde destacar que una 
mala praxis, ya sea por un defectuoso conocimiento de las leyes de fondo o de for¬ 
ma. imprudencia, impericia e inclusive por deficiente patrocinio legal, puede hacer 
caer al síndico concursal en las figuras de la "estafa procesar o del “falso testimo¬ 
nio". ambas incluidas en el Código Penal 

Si bien los arts. 239. 245 y 279 de la caduca ley 19.551 no se repiten en la nueva 
ley 24.522, sin perjuicio de que el texto del fenecido an. 279 es parcialmente repeli¬ 
do ahora en el an. 255, ya no se reproduce el párrafo “daños que deba reparar el fun¬ 
cionario" (y el síndico concursal lo es), y en cambio en el tercer párrafo del an. 255 
se introduce la posibilidad de una reducción (ello como castigo) de los honorarios del 
síndico, y en el párrafo siguiente se contempla la aplicación de multas al síndico, de 
hasta el equivalente a la remuneración mensual del juez de primera instancia. 

A pesar del nuevo texto legal, entendemos que. por aplicación de las leyes co¬ 
rrientes, el posible "daño" por el que pueda ser inculpado un síndico por mal desem¬ 
peño en su función, puede tener distintas penalidades. En síntesis, un incorrecto accio¬ 
nar puede, cvcntualincntc. acarrear castigos, tamo pecuniarios como de orden personal. 

Por tratarse de hechos más comunes, prescindimos de la transcripción de fallos 
que hayan contemplado la remoción del síndico, pero se ha considerado convenien¬ 
te traer alguna jurisprudencia que sanciona pecuniariamente al síndico concursal. 
emanada de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y que corresponde 
a los autos que en cada caso se cxplicitan (Ronos S.R.L i /quiebra Sala A, del 
11/5/88); dictaminó el fiscal de cámara, a lo cual adhirió el tribunal: 

“La demora de casi lies meses incurrida en la publicación de los edictos inherentes a un 
proyecto de distribución de fondos justifica la imposición al sindico de mu mulla de qui¬ 
nientos australes, aun cuando tus fondos se hayan mantenido en cuerna redituable ' 

En autos Miguel Pascual e hijos S.A. s/concurso preventivo - Sala E. del 
31/10/89. se dijo: 

“SI el Informe no cumple las eslgcnciai formales y sustanciales previstas por el an JS y 
resolución técnica 7 de la Federación Argentina de Prolesionaloi de Ciencias Económicas 
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a pon emitir tu opinión 


y JO 4M. Jl-F y Ley JO476 *-P habida cuenta 
ruino x linda a formular una «curta metía de la 

le los elemento» que tuvo 


» multa suficiente para dat a 


A su vez en autos Novo José. Rio Inmobiliaria */quiebra Sala A. del 21/8/90, 

se sentenció: 

"El (¿gimen de sanciona al sindico supone apreciar global mente su actuación. consideran 
dose la totalidad de su desempeño La circundan, la de tenci que mstai el tnbun.il a la reini- 
cripción de inhibiciones vencidas, en ratón de la paralización durante largos periodo* del 
«pediente principal, demuestra la falla de un obrar diligente por pane del sindico en el cum¬ 
plimiento de sus funciona que en forma alguna pueden quedar supeditadas a l» conmi¬ 
naciones que el juez deba dirigirle al efecto . y justifica la imposición .le una multa como 


Si bien hasta el presente no existe receptividad de los tribunales, se nota cierta 
corriente intimidatoria hacia el síndico concursa!, cuando se piden costas en forma 
personal contra él. Dado que nunca existe la seguridad absoluta de resultar vencedor 
en un pleito, iniciar o defender acciones como representante de la masa de acreedo¬ 
res en una quiebra, o bien lomar determinada posición en un concurso preventivo, con 
el riesgo de tener que afroniar los gastos causídicos con palnmonios personales, po¬ 
dría llegar a obrar como freno disuasivo, lo cual es inadmisible, pues atentaría con¬ 
tra el desempeño imparcial de la sindicatura. 

Es importante consignar que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comer¬ 
cial, a Iravés de su Sala D el 28/6/85 en autos Estexis S.A. s/quiebra c/Rachid Khatlar 
Saba y Casa Suba s/extensión de quiebra, opinó que: 

"El rechazo del pedido de uu-auúo de la quiebra, formulado por d «Indico, en virtud de 
que el momo no ha logrado la acredUaraón suficiente de los hechos invocados, la negligencia 
probatoria demostrada y la falla de impulso conveniente de lo> actuaciones, puede lu.lifi 
car una sanción, o. en definitiva, tm conveniente anillo, al momcnio de la regulación de 
«us honorarios profesionales, pero no la imposición de las cosías del proceso cuando actúa 
en representación de la quiebra “ 

En un fallo más reciente del mismo tribunal, emanado de la Sala E. el 11/4/91 
en autos Industrias Eduardo Sal-tari s/quiebra. Incidente de nulidad del acto asam- 
Mearía. concuerda con la doctrina arriba vertida, por cuanto dice: 

"En cuanto a las cosías, por no hallarse mérito para una imposición personal al sindico, 
extremo éste eveniualmenic reservad» para hipótesis de comportamiento procesal que |wt- 
judiquc directamente al concurso, ausente en aidos Ha de repararse en que fue el sindico 
de la quiebra quien promovió el incidente contra la fallida como necesario contradictor prin¬ 
cipal. sin que resulte asi justificado que sean los acreedores, que no obtuvieron beneficio 
alguno con el pleito, quienes deban —por vta de la afectación al activo que «upone una 
imposición de cosías y la consecuente regulación con la graduación del LC 264 sufragar 
los gasto, y honorarios ocasionados en atrios '' 





CAP Vil - EL CONTADOR PUBLICO COMO SINDICO CONCURSAL 


421 


Para finalizar el aspecto de la responsabilidad del síndico concursa!, cabe men¬ 
cionar la que emana de la ley de procedimientos impositivos en concordancia con la 
ley penal tributaria, pues el síndico concursal puede aparecer como “responsable por 
deuda ajena”, y la responsabilidad que surjtc del Código de Etica de la profesión, cuyo 
juez natural es el Tribunal de Disciplina del Consejo Profesional de Ciencias Económi¬ 
cas. 


3.3. RETRIBUCION 

La actividad judicial del contador pdhlico se halla regida por el vetusto dto.-lcy 
16.638/57. el cual en su art. 5* dice que: 

"En lo» juicios de quiebras y convocMori» de acreedores, les honorarios del stiwlko se¬ 
rán llindos lomando en consideración la importancia de la labor desarrollada y denlo- de tos 
porccnlaies establecidos en los ans. 101 y 1112 de la tey 11.719.“ 

La mencionada ley 11.719 fue reemplazada en 1972 por la ley 19.551 que en 
sus arts. 288 al 295 legislaba sobre regulación de honorarios; debe destacarse que el 
art 289 fue reformado en 1983 por la ley 22.917 En la actualidad este tema es tra¬ 
tado por los arts 265 al 272 de la ley 24.522. 

La rcgulnción es diferente, según se trate de un concurso preventivo n de una 
quiebra, y son varios los factores que deben ser considerados por el juez a la hora de 
su decisión al respecto. Esto último en cuanto al monto, porque asimismo existen 
distintos momentos para tales regulaciones 

En los concursos preventivos, el juez debe practica! la regulación al homolo¬ 
gar el acuerdo preventivo (art 265, inc. 11 y si el concurso concluyera por cualquier 
otra causa, a esc momento deberá practicarse la regulación (art. 265. ines. 2 al 5). 

El art. 266 dispone que los honorarios totales, en caso de acuerdo preventivo, 
es decir, el monto a repartir entre todos los funcionónos actuantes, letrados y apode¬ 
rados, no debe ser inferior al I % del monto del activo prudencialmcnie estimado por 
el juez, ni superior al 4 9b. y para ello el juez debe tener en cuenta los trabajos lleva¬ 
dos a cabo por los profesionales beneficiarios y el tiempo de su desempeño. La ley 
24.522 agregó una limitación al respecto consistente en que las regulaciones no pue¬ 
den exceder el 4 % del pasivo verificado, pero tampoco serán inferiores a dos suel¬ 
dos del secretario de primera instancia de la jurisdicción donde tramita el concurso. 

Tal limitación ha levantado numerosas críticas, a las cuales adherimos, pues se 
trata de una disminución caprichosa que no se compadece con el principio de una justa 
retribución compensatoria de la envergadura del trabajo, a lo cual debe agregarse que 
a la época de la regulación, pueden encontrarse incidentes de revisión aún no con¬ 
cluidos. en los cuales puede recaer una resolución que aumente significativamente el 
pasivo concursa!, modificando en forma sustancial los porcentuales, pero, para esa 
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oportunidad, la regulación a los profesionales inlervimcntcs practienda con la Itmi- 
ución del an 266 será cosa juzgada, que no admite rectilic.k ion 

Para agravar los males introducidos en la materia por la nueva ley de concur¬ 
sos. el an 257 expresa que "el síndico puede requerir nsesoramicnlo profesional 
cuando la materia exceda de su competencia, y patrocinio letrado En todos los ca¬ 
sos los honorarios de los profesionales que contrate son a su exclusivo cargo" liste 
articulo en actual redacción es altamente imtativo para el síndico comparando con 
el an. 260. del cual surge que los profesionales que contrate el comité de acreedores 
lo son con honorarios a cargo del concurso 

Según el an. 267 en las quiebras, los topes de regulación son como mínimo el 
4 % del activo realizado, no debiendo superar el 12 ‘i del mismo aciivo realizado. 
Como escala mínima introduce la novedad de que cuando no se pudiera alcanzar el 
mínimo del 4 %, la regulación no deberá ser inferior a tres sueldos del secretario de 
primera instancia de la jurisdicción en la que tramita el concurso. Al igual que en los 
concursos, la regulación abarca a todos los funcionarios intervinientes, letrados y 
apoderados. Finaliza esta norma disponiendo que la misma proporción se aplica en 
los supuestos del an 265 

También determina la ley de quiebras las regulaciones en los demás caso*, a 

saber: 

a) En las conclusiones de quiebra por pago total (ari 2óft) se aplican las esca¬ 
las del an. 267 y cuando se clausure el procedimiento por falta de activo o 
se concluya la quiebra por inexistencia de acreedores verificados, la regula¬ 
ción de honorarios se efectúa teniendo en consideración los trabajos reali¬ 
zados. pudiendo consumirse hasta la totalidad de los fondos existentes en 
autos, previa reserva de fondos para atender a los acreedores privilegiados 
especiales y. en su caso, demis gasto* del concurso. 

No es ocioso comentar a esta altura que si el procedimiento se clausura por 
falta de activo, la regulación de honorarios a los profesionales intervinien¬ 
tes no pasará de ser simbólica, por falta de fondos. 

b) En los supuestos de continuación de la empresa, además de los honorarios 
que puedan corresponder al síndico por su desempeño como tal. el juez, po¬ 
drá regular para el síndico y el coadrninistrador hasta el 10 % del resultado 
neto obtenido en la explotación, no podiendo computarse a tal efecto el pre¬ 
cio de venta de los bienes del inventario Siempre en el caso de la continua¬ 
ción de la empresa, por auto debidamente fundado el tribunal puede dispo 
ncr la retribución del síndico por período* 

c) Dentro de las críticas que hemos formulado a la nueva ley vigente en la ac¬ 
tualidad. debemos agregar la que planteamos con respecto a la segunda parle 
del art. 271, que permite a los jueces apartarse de los mínimos, ya de por sí 
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magros, cuando la naturaleza. alcance, calidad o resultado de la labor pro¬ 
fesional. o el valor de los bienes que se consideren, indicaren una despro¬ 
porción entre la importancia del trabajo y la retribución resultante 
Como consecuencia de que la nueva ley en su art, 59 da por concluido el con¬ 
curso una ve/ homologado el acuerdo, concluyendo con ello la intervención del sin¬ 
dico. deja de tener vigor lo dispuesto en el art. 70 de la derogada ley. cuando fijaba 
un honorario para el síndico por la vigilancia del acuerdo. 

Mientras que en lu ley 19.551 los honorarios del sindico eran exigióles según 
el art. 64 a los sci* meses contarlos a partir de la homologación o simultáneamente 
con la primera cuota del acuerdo que venciera antes de ese plazo, la ley 24.522 en el 
art. 54 anticipa dicho plazo a noventa días 

Todas las regulaciones son apelables por los Ululares de cada una de ellas y por 
el sindico (art. 272). debiendo ponerse de relieve que el síndico está obligado siem¬ 
pre a apclat por altas todas las regulaciones, inclusive la suya propia y de no hacerlo 
así. igualmente el juez debe elevar las actuaciones a la alzada para el segundo exa¬ 
men que los tribunales de apelación siempre llevan a cabo. Aunque parezca una re¬ 
dundancia. cabe aclarar que el sindica no está obligado a apelar por bajos sus pro¬ 
pios honorarios, en el supuesto que los considere justos. 

Tal como lo dispone el art. 244 del Código de Procedimientos en lo Civil y 
Comercial, el recurso de apelación debe interponerse dentro del quinto día de la no¬ 
tificación y podrá fundarse dentro del mismo plazo, es decir que no rige en estos 
supuestos la norma de que el plazo para fundar comienza a correr recién a partir de 
la concesión del recurso. 


IV. PRIMERAS ACTUACIONES DEL SINDICO 
EN LOS PROCESOS CONCURSALES 

4.1. EN LOS CONCURSOS PREVENTIVOS 

Dispone el art. 14 de la ley 24.522 en su inc. 2 que la resolución judicial que 
abra un concurso preventivo debe consignar "la designación de audiencia para el 
sorteo del síndico". En la Capital Federal, el Tribunal de Alzada dispuso, por acor¬ 
dada que data de 1982. que el juez inlcrvinicnle en el concurso deberá fijar día y hora 
en que se llevará a cabo tal sorteo, por lo menos con 24 horas de anticipación, de¬ 
biéndose. en forma expresa, oficiar a la Cámara de Apelaciones en lo Comercial para 
hacerle conocer tal disposición, como asimismo debe fijarse en la tablilla que existe 
en la entrada de cada juzgado el aviso pertinente: todo ello con miras al estricto con¬ 
tralor del acto del sorteo, tanto por los jueces de cámara, como por los síndicos inte¬ 
grantes de la lista o cualquier otro interesado. 
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Cabe comentar que el me. S del art. 253. en consonancia con el re si o de los 
incisos, dispone que previo al sonco y de acuerdo con la complejidad y magnitud del 
concurso, el juez, en forma inapelable, clasificar* el proceso como AuB. 

Llevada a cabo la desinsaculación, y sin perjuicio de las comunicaciones ofi¬ 
ciosas que llevan a cabo diversos periódicos, procesalmrnic. el único medio idóneo 
por el cual el síndico toma conocimiento de su designación es la cédula judicial que 
le debe ser enviada al domicilio que al momento de su inscripción ante la cámara, 
dicho profesional haya constituido, la cual también contiene el plazo otorgado por el 
juzgado para la aceptación del cargo, plazo éste que suele fluctuar entre 24 y 12 horas. 

El profesional designado debe concurrir en forma personal a aceptar el cargo 
y a partir del cumplimiento de dicho requisito, comienza a correr, para el concursa¬ 
do. el plazo para llevar a cabo las publicaciones de ley (Boletín Oficial y un diario 
por sede del establecimiento, a criterio del juzgadoi. y para el sindico, sus distintas 
y variadas funciones, que muy bien clasificara el Dr. José Escanufíj. I Instituciones de 
derecho concursa!. Editorial Ad hoc S.R.L.. Buenos Aires, pág. 65) en funciones in¬ 
formativas. procesales, de control, de administración y gestión y liquulatorias. siendo 
estas dos últimas exclusivas de la quiebra: a ellas nos referiremos líneas más adelante 
De ser sorteada una sindicatura clase A. de acuerdo con el art. 258. el estudio 
desinsaculado deberá indicar en cada concurso en que actúen cuál >> cuáles de sus pro¬ 
fesionales integrantes asumen el deber de actuar personalmente Consideramos de 
suma importancia, en el caso de estudios, la elección del o de los profesionales con 
intervención directa, pues la responsabilidad por mal desempeño de la sindicatura será 
solidaria para todos los integrantes del estudio 

La primera carga a cumplimentar por el síndico, que podríamos denominar de 
orden burocrático, consiste en retirar del juzgado las copias que obligatoriamente en 
su oportunidad debe haber entregado el concursado, con lodos los antecedentes y 
requisitos exigidos por el art. 11 de la ley 24.522. y que pasan a constituir el enca¬ 
bezamiento de la carpeta de papeles de trabajo que es aconsejable llevar en el des 
empeño de la sindicatura, así como también debe retirarse del tribunal el cheque per¬ 
tinente a los fondos que el concursado debe haber depositado en cumplimiento de lo 
normado por el art. 14, inc. 9 de la ley de concursos. 

Cumplidos los primeros pasos, el siguiente deberá ser la confección de las cartas 
aviso certificadas (art. 29) y su remisión dentro del décimo día de haber comenzado 
la publicación de edictos. Es importante resaltar, a efectos de alejar dudas, que de la 
norma legal no puede inferirse cuáles son el horario y los dfas de atención mínimos 
que debe fijar el síndico para atender a los acreedores que quieran insinuarse, moti¬ 
vo por el cual, cabe aplicar la lógica y la razonabilidad de los usos y costumbres en 
lo que hace a la atención de tarcas administrativas, o sea que no debe considerarse 
obligatorio atender a los acreedores los cinco días hábiles de la semana ocho horas 
diarias, pero tampoco es razonable fijar un único día por semana para dicha atención 
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o bien un horario restringido de una o dos horas diarias. No menos importancia lle¬ 
ne para lijar el horario de atención la presunta cantidad de acreedores a ser atendi¬ 
do». Todo ello sin perjuicio de considerar que en la Capital Federal por acordada la 
excelentísima cámara ha resuelto que. como mínimo, el horario de atención al público 
en las oficinas del síndico deberá ser de 12 a 18. 

Un desempeño serio de la Función del síndico impone que. a la brevedad, se 
lome contacto personal con los principales ejecutivos de la concursada y se visiten 
sus principales sedes, sean éstas fabriles, comerciales o administrativas, poniendo 
especial énfasis en tomar conocimiento de los sistemas administrativos, tanto de con¬ 
trol como de coniabilización. así como también llevar a cabo un control de las exis¬ 
tencias de la concursada en relación con lo que la deudora deba haber denunciado al 
cumplimentar el ort. II. inc. 3. 

Dados la chira redacción del ari 15 y el contenido de los aro. 16 y 17 de la ley 
de concursos, el síndico está facultado para implementar todos los controles que con¬ 
sidere necesarios para el mejor y cabal desempeño de sus tareas, siempre cuidando 
los límites que la razonabilidad imponga, y no perdiendo de vista la importancia y mag¬ 
nitud de la empresa deudora, pues se debe tratar de no cargar con nuevos gastos a un 
comerciante que ya de por sí se halla en senos aprietos económico-financiero*. 

A fin de formular los distintos pedidos que hacen al contralor de la sindicatu¬ 
ra. y no mediando oposición del deudor, los mismos se pueden cfcctivizar en forma 
directa en cabera de los represe-mames legales o administradores del concursado (uti- 
lirandn preferentemente el medio escrito) y en caso de negativa a la recepción de los 
requerimientos o de incumplimientos injustificados a través del respectivo expediente 
judicial. 

Bl Código de l’roecdiiiiicmos en lo Civil y Comercial en su an. 463 consagra 
el derecho del perito a solicitar un anticipo de dinero para los gastos de las diligen¬ 
cias. Tal principio no está contenido en la ley 24.522. salvo la mención del art. 263 
donde en su primer párrafo autoriza el desempeño de empleados. No obstante tal si¬ 
lencio legal, consideramos que cuando el síndico deba trasladarse fuera de la juris¬ 
dicción legal en la cual se inscribió en su oportunidad, nene facultades para solicitar 
judicialmente que se obligue al deudor a solventar los gastos de Ules traslados En 
cambio, entendemos que el síndico deberá absorber la totalidad de sus gastos de ofi¬ 
cina sin poder pretender un resarcimiento, aunque sea parcial, de los mismos, fundada 
en el hecho de que ha debido ampliar su organización a fin de poder atender debida¬ 
mente la sindicatura (excepción hecha de los empleados a que se refiere el an. 276 
y de la afectación directa prevista por los aro. 32 y 200. cuando hablan del "arancel”). 

La organización interna de la oficina del síndico concursa! debe ser lo más fun¬ 
cional posible, máxime con las posibilidades que la cibernética ha puesto en estos 
últimos años a nuestro alcance. Dado que todo el procedimiento es escrito, y que en 
muchns casos lo* pedidos de verificación que se reciben son harto voluminosos, debe 
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comenzarse por organizar un eficiente archivo, que permita en cualquier momento el 
rápido acceso a las insinuaciones recibidas, así como también conservar los papeles 
de trabajo (no olvidar que además del conocimiento judicial, el síndico concursal debe 
poseer sólidos conocimientos de auditoría) en forma ordenada 

La experiencia ha demostrado que los acreedores, casi en su totalidad (y con 
mayor razón aquellos que insinúan los principales créditos), recién se presentan ante 
la sindicatura cuando faltan pocos días para el cierre de las recepciones de pedidos, 
y dado que por el juego de fechas previsto por los ines, 3 y 9 del an. 14 de la lev de 
concursos, solamente suele mediar no más de un mes para presentar los informes 
previstos por el art. 35. y que poco tiempo después se deberá presentar el informe 
determinado por el art. 39. es de primordial importancia a fin de n. >\ier en ahogos 
de tiempos, comenzar con las tareas informativas y de control apenas se haya acep¬ 
tado el cargo y se haya dado cumplimiento a las pautas procesales arriba indicadas. 
Las tareas de la sindicatura serán debidamente estudiadas y lundadas en hechos ciertos 
y de respaldo legal. Toda urgencia laboral, por atrasos en los tiempos, conspira ine¬ 
vitablemente contra tales principios y ello debe siempre ser tenido en cuenta por el 
profesional a cargo de la sindicatura. 

La organización de la oficina del síndico también debe satisfacer las nuevas 
exigencias que nacen de los artx. 34 y 200. en cuanto a la atención al público. 


4.2. EN LAS QUIEBRAS 

Todo lo explicado anteriormente con respecto a la dcsinsaculación del síndico 
en concursos es igualmente válido para las quiebras, con la prevención de que deben 
existir dos bolilleros separados, uno para concursos y otro para quiebras, lo cual ex¬ 
plica porqué a veces el azar determina que un mismo profesional sea designado en 
un mismo acto de sorteo, unto para desempeñarse en un concurso como en una quie¬ 
bra. También es válido lo explicado acerca de las categorías de síndicos y de la acep¬ 
tación del cargo, y en lo demás comienzan a visualizarse las diferencias en el des¬ 
empeño del síndico frente al concurso. 

Una comparación entre los textos del art 14 (para el concurso preventivo) y los 
arts. 95 y 96 (para la quiebra) nos señala importantes analogías y diferencias. En orden 
a la designación del síndico, cabe hacer notar que. de no tratarse de una quiebra di¬ 
recta. el síndico que está interviniendo en lo que ya es ex concurso (art. 64) seguirá 
desempeñándose en la quiebra y en cambio, si estamos ante una quiebra directa, re 
girán los mismos plazos de aviso previo y sistema de sorteo que en los concursos, y 
lo explicado anteriormente en materia de aceptación de cargo es también válido en 
los casos de quiebra Debe señalarse la confusión que acarrea la redacción del art. 253. 
inc. 7. cuando ordena la designación de un nuevo síndico en la quiebra por incum¬ 
plimiento del acuerdo preventivo 
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Un análisis exhaustivo del tema puede verse en nuestro trabajo Designación de 
síndico en quiebra indirecta, publicado en los Anales del íll Congreso Argentino de 
Derecho Comercial, lid. Ad Hoc. t. II, pág. 519. 

Tanto ni declararse abierto un concurso como al decretarse una quiebra se orde¬ 
na el libramiento de diversos oficios; ex usual que en los concursos, la presentación de 
dichos oficios y su posterior diligenciamicnto sean responsabilidad de la deudora, li¬ 
mitándose la sindicatura al contralor pertinente posterior, y en cambio en la quiebra, es 
usual que dicha carga deba ser cumplimentada Integramente por la sindicatura. 

A la totalidad de las comunicaciones establecidas por el art. 14 deben agregar¬ 
se la orden de intercepción de la correspondencia y su entrega al síndico (art. 88. Inc. 
6), si bien en la actualidad, con la proliferación de servicios privados de distribución 
de la correspondencia, tal medida dista mucho de tener la efectividad que la caracte¬ 
rizaba en el pasado. 

Tanto en la quiebra directa como en la indirecta, la publicidad de la declaración 
de falencia se cfccuviza a través de edictos sin cargo a ser publicados en los diarios 
de publicaciones legales de cada una de las jurisdicciones donde tenga establecimien¬ 
tos la fallida (art. 89). que pasa a ser el único medio de aviso a los acreedores y ter¬ 
ceros en general, siendo una de las tareas del sindico el control de cumplimiento de 
tal publicidad, no siendo necesario, pues la ley no lo pide, el envío de las cartas cer¬ 
tificadas, a las que se refiere el art. 29. en los concursos, máxime considerando que 
en la mayor parte de los casos no se conoce a ciencia cierta, a esa altura del proce¬ 
so, quiénes son los acreedores. 

La redacción de los arts. 107, 109 y 179 implica una carga inuy delicada para 
el sindico, pues entre las primeras tareas a ejecutar se encuentra la de constatar el 
grado de seguridad que ofrecen los locales en los cuales se desenvolvían los nego¬ 
cios de la fallida, pues la custodia y buena conservación de tales bienes, a efectos de 
preservar su valor, pasan a ser responsabilidad del funcionario concursa!, sin perjui¬ 
cio. asimismo, de tener muy presente que la suerte de los honorarios del sindico y 
demás profesionales intervinicntcs se halla ligada al valor que se obtenga en la pos¬ 
terior liquidación de tales activos. 

fin cualesquiera de los casos de quiebra, una ve/ clausurado el establecimien¬ 
to se debe proceder a inventariar los bienes hallados, ya sea por intermedio del sín¬ 
dico o del notario designado al efecto (art. 177). y es una importante obligación de 
la sindicatura adoptar y realizar las medidas necesarias para la conservación y admi¬ 
nistración de los bienes a su cargo (art. 179). 

fin orden a lo que debe hacerse con los libros de contabilidad que pudieran 
hallarse, al contrario de lo que morca el art. 14, inc. S, en lo que hace a concursos, 
en cuyo caso es el secretario del juzgado quien interviene tales libros, anulando los 
espacios en blanco que pudieran hollarse, de acuerdo con el texto del art. 180. en los 
quiebras es el síndico el encargado de tal obligación. 
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Puede existir la posibilidad de que cuín: los bienes incautados se bailen merca¬ 
derías perecederas (por ejemplo, verduras, frutas, carnes, ele i. o bien mercaderías cuy* 
guarda sea más costosa que el precio a ser obtenido por las mismas, supuesto* Csu* 
previstos en el art. 184. que autoriza al sindico en cualquier estado de la causa a pedir la 
venta directa, en el precio y forma que se consideren más convenientes para el concurso, 

A diferencia de lo que sucede en el concurso, obviamente el sindico ve aligc 
rada su responsabilidad de control de operaciones comerciales, pues la quiebra con¬ 
lleva la clausura, a excepción de los casos de continuación inmediata a los que ha¬ 
cen referencia el art. 189 y subsiguientes, referidos a la continuación de la explota¬ 
ción de la empresa en quiebra. 

Como contrapartida del alivio de tarcas arriba expuesto, su labor se ve seria¬ 
mente recargada con la custodia y realización de lo* bienes, a lo cual debe unirse el 
hecho insoslayable de que en la mayoría de los supuestos de quiebra, y con mayor 
frecuencia en las quiebras directas, el síndico no cuenta con el auxilio del fallido o 
de sus representantes, a fin de recibir las explicaciones mínimas necesarias que po¬ 
sibiliten el avance de sus investigaciones. Ello obliga al funcionario a dictaminar sobre 
la procedencia o no de importantes créditos, basado exclusivamente en la documen¬ 
tación que arrime el acreedor insinuante, o bien a opinar sobre causas de la presen¬ 
tación. estados de activo y pasivo, también sobre la base de documentaciones diver¬ 
sas arrimadas por terceros. 

Si bien el art. 102 impone al fallido, sus representantes y administradores de la 
sociedad deudora la carga de colaborar con lodo aquello que el juez y el sindico pue¬ 
dan requerirles, en aras de un esclarecimiento de las diversas situaciones que se pue¬ 
dan plantear en una quiebra, c inclusive, de mediar inasistencia injustificada se los 
pueda traer por la fuerza pública habiéndose derogado la posibilidad de ordenar arres¬ 
tos según rezaba el antiguo art. 107. es muy común en los últimos tiempos la exis¬ 
tencia de casos en los cuales todo el procedimiento de pedido de declaración de quie¬ 
bra se sustancia con la incomparecencia infundada del deudor y al ser nombrado el 
síndico éste se encuentra sin sede social ubicable de la fallida y sin su presencia fí¬ 
sica. En tal caso, comienza para el síndico una verdadera actividad dctcclivcsca a fin 
de encontrar al deudor, en la mayor parte de las veces con resultado negativo: que¬ 
dan libradas al criterio lógico del funcionario concursa! las medidles a solicitar al juz¬ 
gado para llegar a un feliz término en su investigación, no solamente con miras ii ubi¬ 
car a las personas físicas responsables, sino también encontrar bienes que aún que¬ 
den en cabeza de la fallida o que habiendo sido transferidos a terceros, todavía pue¬ 
dan dar lugar a posibles acciones de revocatoria concursa!. 

Tal como anticipáramos, la labor del síndico en los primeros meses luego de su 
nombramiento en cualquier quiebra es harto compleja y delicada, y debe insislirse en 
que más allá de las herramientas legales que la ley pone a su alcance, éstas deben ser 
utilizadas con criterio racional y lógico, con firmeza pero con mesura, cuidando muy 
bien todas las formas legales, a fin de evitar la acusación de haber obrado con exce- 
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tos o con prcju/.gamiemos. asf como también. evitar caer en acusaciones de haber 
favorecido por omisión u por inactividad al deudor en perjuicio de sus acreedores. 


V. DESEMPEÑO DEL SINDICO CONCURSAL DURANTE 
LA VERIFICACION DE LOS CREDITOS 

Uno de los temas en los cuales no existen diferencias, según se Irale de la ac¬ 
tuación del síndico en un concurso preventivo o de su desempeño en una quiebra, es 
la confección de los informes previstos por el nrt. 35 de la ley de concursos, todo ello 
referido a la tarea de investigación del crédito y posterior elaboración del inform e, 
pero teniendo présenles las diferencias que marcan las normas legales, como serian, 
por ejemplo, el tratamiento de los créditos en moneda extranjera, las actualizaciones 
c intereses, etcétera. 

Los créditos en moneda extranjera reciben distinto tratamiento en la quiebra y 
en el concurso; así el art. 127 determina que l.is acreencias en moneda extranjera >c 
convierten a moneda de curso legal en la República, al tipo de cambio vigente al dfa 
de la declaración de la quiebra o bien al dfa del vencimiento de la obligación (ti ésta 
se hubiera producido con antelación a la quiebra), a opción del acreedor. Bn cambio 
el art. 19 dispone que en el caso de los concursos la conversión de la moneda extran¬ 
jera se produce a la fecha de la presentación del informe provisto por el art 35 y lo 
es al solo efecto del cómputo del pasivo y de las mayorías. Kilo significa que mien¬ 
tras en el concurso la obligación de cancelar el crédito en moneda extranjera subsis¬ 
te la obligación a la paridad que resulte al dfa de los pagos pertinentes, en la quie¬ 
bra, en cambio, queda convertida a moneda nacional de curso legal, de acuerdo con 
el tipo de cambio vigente a la fecha de declaración de la quiebra. 

Bn el lema "interese s", tanto en el ^imcur^h como en la quiebra éstos queda n 
interrumpidos; en el primer caso la i nterrupción se materializa al día <Jc la presenta¬ 
ción ( la sindicatura debe prestar mucha atención al respecto, pues uno de los errores 
más comunes de los acreedores en sus pedidos de verificación es el de computar los 
intereses hasta el dfa de apertura del concurso, que obviamente es distinto del de pre¬ 
sentación en concurso), con excepció n d e los créditos que tengan garantí a hipoteca- 
ria o prendaria. En el supuesto de guie titas, l odos los intereses se suspenden al día 
dc~d eclaración de qui chra. pero los compensatorios devengados con posterioridad a 
tal fecha que correspondan a créditos hipotecarios o prendarios, pueden ser percibi¬ 
dos hasta el limite del producido en la liquidación del bien gravado, pero ello ocu¬ 
rrirá una vez completado el pago del capital y demás accesorios preferentes. 

En orden a la larca invesligativa del síndico, ajjn de determinar el monto del ( 
crédit o y la cate goría del mismo, que deberán ser volcados en los informes indiviouu 
res para cumplimentar el nrt- 35. y habida cuenta de lo dispuesto en el art 200. son 
de plena aplicación los arts. 33 y 275. es decir que la sindicatura cuenta con el he- 
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mime nial más variado a Rn de dilucidar la verdad de las .tere encías s el privilegio 
que evcniualmcntc pudiera corresponder 

En cuanto a los plazos paru la presentación de los informes p.>i el sindico y los 
vencimientos para inferponerim^pugnavT?at^y ohsi.-ivac ii'iu v. y coniesiar los mismos, 
son iguales lanío en el caso de concursos corno en el de qui.l'u- 

En la nueva redacción de la ley 24.522 y por aplicación de los ans. 34. 35. 36 
y 200. dentro de las fechas Ifnme provistas en los aris 14 y XS. el síndico recibirá los 
insinuaciones de los acreedores y vencido el plazo para la re. cpcion de las mismas, 
tal documentación deberá quedar, por el lapso de diez días, a disposición en el do¬ 
micilio del síndico, para ser revisada por deudor y .uuci i, i>- asi lo soliciten 
Siempre dentro del mismo plazo de diez dias. las paite' que se . m-aderen afectadas 
pueden efectuar por escrito, en original y dos copias, las impugna, iones u observa¬ 
ciones que hagan a sus derechos. 

El síndico deberá entregar a los interesados que se hayan presentado una cons¬ 
tancia que acredite la recepción de la susodicha documentación en la cual se harán 
figurar día y hora de la presentación. Evidentemente se ha quendo asimilar lu recep¬ 
ción de tales escritos en oficinas del síndico a lo que ocurría con anterioridad, cuan¬ 
do se presentaban en la mesa de entradas del tribunal. 

Dentro de las cuarenta y ocho horas de vencido el plazo para la entrega de 
impugnaciones u observaciones, el síndico deberá presentar ante el juzgado un jue¬ 
go de copias de la documentación recibida, el cual tiene como destino el legajo prc 
visto en el art. 279. 

El art. 200 en los supuestos de quiebra y el art. 35 en los concursos preventivos 
establecen que en el plazo de veinte días posteriores al vencimiento de la formulación 
de observaciones o impugnaciones, el síndico deberá redactar "informes individuales" 
por cada pedido de verificación recibido, en cada uno de los cuales consignará: 

a) nombre completo de cada acreedor: 

b) domicilio real y constituido; 

c) monto y causa del crédito: 

d) privilegio y garantías invocados; 

e) resc6a de la información obtenida: 

0 observaciones que hubiera recibido; 

g) opinión fundada acerca de la procedencia de la verificación del crédito y del 
privilegio en caso de haberse invocado el mismo. 

Todos los informes individuales deben acompañarse con una copia destinada al 
legajo del an. 279. así como también con una copia íntegra de los legajos lormodos 
por el síndico. 







CAP Vil - EL CONTADOR PUBLICO COMO SINDICO CONCURSAL 


431 


Dentro de los diez días de presentado el informe por pane de la sindicatura, el 
juez debe decidir acerca de la procedencia y alcances de las solicitudes formuladas 
por los acreedores, siendo definitivas tales resoluciones a los fines del cómputo en 
la evaluación de mayorías y base del acuerdo. 

Los acreedores declarados admisibles o inadmisibles, y el deudor en su caso, 
de acuerdo con los arts 37 y 200 tienen un plazo de veinte días, siguiente a la fecha 
de la resolución prevista en el art 36 para intentar el incidente de revisión pertinente. 

Cerramos este lema con una referencia al novedoso ''arancel" legislado en los 
arts. 32 y 200 de la ley 24.322. Según éstos, por cada solicitud de verificación de cré¬ 
dito el acreedor pagará al sindico un arancel de $ 50 que se sumará a dicho crédito, 
estando afectado este importe a los gastos que 1c demande al síndico el proceso de 
verificación y confección de los informes. Oportunamente, la sindicatura deberá rendir 
cuentas al juzgado y en caso de csistir remanente, el mismo queda como pago a cuenta 
de los honorarios a regularse por su actuación. 

Quedan expresamente excluidos del pago del arancel los pedidos de verifica¬ 
ción por créditos menores a S 1.000 y los que tengan causa laboral, cualquiera sea el 
impone, 


VI. EL INFORME GENERAL PREVISTO POR EL ART. 39 

Mucho se está escribiendo sobre el tema y dado lo novedoso de algunos de los 
incisos, durante mucho tiempo la literatura especializada ha de efectuar apones so¬ 
bre el mismo, siendo dcstacablc el interés que merecen en los eventos que efectúa la 
profesión sobre tales temas. 

Ls tan amplio el espectro de información que abarca el an. 39, y es tan com¬ 
pleta la información que obligatoriamente debe aportar la sindicatura, que loda la 
doctrina coincide en que dicho informe es una pieza fundamental en el proceso con¬ 
cursa!. con un contenido de valiosa información para las partes involucradas y el juez. 

Todas las facultades legales ya enumeradas quedan a disposición del síndico 
para la concreción de tales tarcas, las cuales, cumplimentando cada uno de los inci¬ 
sos del art. 39 de la ley 24.522, deben ser entregadas por triplicado en la fecha pre¬ 
vista por resolución judicial expresa. Una de las copias con constancia judicial de su 
recepción debe quedar en poder del síndico. 

Hl informe general puede ser observado dentro de los diez días de presentado 
por el deudor y por quienes hayan solicitado verificación. Tales observaciones, se¬ 
gún el art. 40. son agregadas sin sustanciación y quedan a disposición de los intere¬ 
sados para su consulta, sin perjuicio de lo cual, y a pesar del silencio del art. 52. el 
juez deberá tenerlo muy en cuenta en el momento en que decida los merecimientos 
de una homologación. 
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La simple lectura de los nueve incisos que componen este articulo demuestra 
que el síndico debe tener una suma de conocimientos personales y una amplia pre¬ 
paración técnica, que le permitan opinar en (orina fundada sobre una serte de licchos 
y circunstancias que abarcan tanto el presente como el pasado del deudor, y debe 
emitir opinión sobre proyecciones en el futuro, todo ello sabiendo que sus conclusio¬ 
nes influirán sobre la decisión de voto de los acreedores y la posterior decisión de 
homologación del tribunal 

El primer inciso del art. 39 nos habla del análisis de las causas del desequili¬ 
brio económico del deudor. Para tal respuesta ex menester contar con estados coma 
bles que abarquen los últimos alfós de actividad comercial del deudor, a los que debe 
sumarse todo otro dato que haga al desarrollo de sus negocios Con todo este mate¬ 
rial podremos determinar los factores endógenos que lo han llevado a la crisis, pero 
también es dable considerar y tener muy presentes aquellos factores enójenos que 
puedan resultar causantes, en forma directa o en forma combinada con los factores 
arriba puntualizados, de la impotencia económica financiera. 

Es tarea imposible tratar de precisar en estas pocas líneas cuál puede llegar a 
ser el método más apropiado para la determinación de las causas del desequilibrio, 
pues no existen dos deudores exactamente iguales y cada cual presentará sus parti¬ 
cularidades no existiendo fórmulas exactas para tal tarca, no obstante lo cual es acon¬ 
sejable. para cumplimentar este inciso, que la sindicatura estudie cuál lia sido la evo¬ 
lución histórica de la deudora y luego a través de la aplicación de normas de audito¬ 
ría (y sin olvidar la valiosa información que puede obtenerse a través del estudio de 
las insinuaciones verificatcirias), y la comparación de cuadros estadísticos sobre ven¬ 
tas. compras, aportes de capital, inmovilizaciones de capital, etc , arribar a las con¬ 
clusiones deseadas 

No siempre tenemos un material neo en información c inclusive, en muchas 
quiebras, tal información directamente no existe, motivo por el cual de darse tales 
carencias y habiendo agotado la sindicatura todos los medios que la ley pone a su 
alcance para que requiera tales datos, ya sean del deudor o de terceros, deberá así in¬ 
formarlo en autos y de corresponder hacer mérito de ello en los restantes incisos 
del an. 39. 

La conecta cumplimentación del inc. I es base esencial para las conclusiones 
a tas cuales deberá arribar la sindicatura al complementar algunos de los restantes 
incisos, pues indudablemente si no se conocieran las causas del desequilibrio econó¬ 
mico. no se podría emitir una opinión fundada acerca de la época de cesación de 
pagos, si se han llevado a cabo actos que puedan configurar hechos incluidos como 
base para acusaciones de fraudulencia o de culpabilidad, o si existen actos suscepti¬ 
bles de ser revocados. 


A pesar de que en los concursos preventivos el deudor, por aplicación del art. 
11. inc. 2. ya habrá explicado las causas concretas de su actual situación patrimonial. 
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y que tales explicaciones bien pueden servir de gufa para el trabajo que lleva a cabo 
el síndico, éste debe ser muy cauto en sus apreciaciones y no debe dejarse llevar por 
tales explicaciones en las cuales evidentemente el deudor trata, por todo* lo* medio*, 
de mejorar su situación en el proceso. Tal cautela de la sindicatura deberá quedar 
reflejada en su informe, pues sin perjuicio de considerar los guarismos que sutjan de 
la contabilidad, se deberán aplicar normas mínimas de auditoría a fin de tener certe¬ 
ra sobre la bondad de los estados contables bajo estudio. 

En los supuestos de quiebras, en los cuales no se cuenta con material contable 
o administrativo alguno, a pesar de las búsquedas que se supone que ha efectuada el 
síndico con anterioridad, al informar sobre el inc. I. se deberá precisar la actividad 
desarrollada en búsqueda de datos confiables y ante la falta de los mismo*, manifes¬ 
tar la imposibilidad material de completar el susodicho inciso. 

El segundo inciso del an W habla de la composición detallada del activo y del 
pasivo y exige que la sindicatura estime los probables valores de realización de cada 
uno de los rubros del activo. 

En muchísimos cosos ésta es una larca sumamente compleja pora el síndico, 
pues su incumbencia como contador público no incluye la de perito tasador de lo* más 
diversos bienes y no siempre es útil considerar el valor residual del bien según los 
libros de contabilidad, así como tampoco tomar el valor de catálogo del bien y apli¬ 
carle un porcentaje de amortización. tal como lo dijimos en el inciso anterior, tam¬ 
poco es jiosiblc enumerar los distintos sistemas que puedan ser aplicables en cada caso 
y sólo nos cabe insistir en lo siguiente: 

a) el valor de realización es el valor venal que se podrá obtener del bien si se 
vendiera en el estado en que se encuentra y a la época de elaboración del 
informe; 

b) dctcnninado* equipo* o máquina* pueden tener valore* variable* según sean 
vendidos en bloque (por ejemplo, una línea completa de producción), o má¬ 
quina por máquina, de ser éie el caso debe cxplicitarse tal situación e inclu¬ 
sive se pueden consignar los dos tipos de valores; 

c) en el caso de establecimientos fabriles complejos o bienes raíces de impor¬ 
tancia. c* lícito recurrir, previa autorización del juzgado, a experto* en cada 
una de estas materias, quienes tomarán la responsabilidad de la tasación, y 
sus honorario* deberán ser fijadas en la oportunidad del art. 288; 

d) ct síndico debe siempre, antes de efectuar una valuación, visualizar el bien 
a tasar, cualquiera sea la ubicación del mismo, y tal reconocimiento debe lle¬ 
varse a cabo con antelación suficiente al vencimiento del informe general, 
a fin de tener tiempo de solicitar las medidas complementarias que fueran 
menester. 
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Pero la tarea «fe valuación no se circunscribe solamente a los bienes de us«> o a 
las inversiones inmobiliarias, ya que lodo lo expuesto lineas más arriba también puede 
ser aplicado a los bienes de cambio. 

Con respecto a los créditos a cobrar, deben aplicarse las nomuts de auditoria 
aconsejables a efectos de tener la certera acerca de aquello que se informará, así como 
también del castigo a efectuar en previsión de incobrables o morosos. 

En orden a la opinión de valuación de la sindicatura de valores intangibles o 
cargos diferidos, como podrían ser “llave del negocio" o “gastos de organización", 
se deben aplicar criterios muy estrictos y restrictivos, pues todo pedido de concurso 
es un pedido condicional de quiebra, y para el supuesto de falencia, hay una serie de 
rubros del activo que mantendrán su valor mientras la empresa funcione, pero una vez 
caída ésta en quiebra, son remotas las posibilidades de que pueda recuperarse valor 
alguno. 

Este estudio detallado de valores actualizados que realiza el funcionario con- 
cursal deberá servir. 

1. Al propio deudor, que tomará conocimiento de cuál resulta ser la valuación 
de sus bienes, a los ojos «fe alguien que actuando con criterio de profesio¬ 
nal no tiene vinculación alguna con la empresa 

2. A los acreedores, para que tomen conciencia si existe capacidad de recupe¬ 
ración y cuáles son sus probabilidades de recuperación de los créditos otor¬ 
gados. 

3. AI juez intervinientc. a la luz de lo dispuesto por el art 52. 

Con respecto al pasivo, el síndico deberá consignar las siguientes conclusiones 
perfectamente diferenciadas: 

a) pasivo que ha aconsejado verificar en la oportunidad del art. 35. cuyo deta¬ 
lle ya ha sitio agregado en autos en dicha oportunidad, motivo por el cual en 
este estadio se deberán consignar totales con la clasificación de los privile¬ 
gios aconsejados; 

b) pasivo denunciado por el deudor y que no ha ejercido el derecho que le acuer¬ 
da el art. 33. pero que mantiene latente sus derechos de concurrir a verifi¬ 
car por incidente; 

c) pasivo que se ha exteriorizado en la oportunidad del art 32, y que fuera 
desaconsejado por sindicatura, pero cuya resolución final se halla pendien¬ 
te de resolución del juzgado; 

d) pasivo no denunciado p«»r el deudor, que no ha ejercido el derecho en opor¬ 
tunidad del art. 32. que fuera detectado por e! síndico y que conserva sus 
derechos de concurrir a verificar por incidente. 
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El inc. 3 del ari. 39 se refiere a la enumeración de los libros de comabihdad, 
requiriéndose. asimismo, un dictamen del síndico acerca de la regularidad o la defi¬ 
ciencia que se hubieran observado y e l cumplimiento de determinados a rtículos del 
Cód igo .de Comer cio, 

Nadie más indicado que el síndico para opinar sobre este tema, pues su incum- 
tiencia de contador público lo capacita para tal dictamen, y entendemos que tal opi¬ 
nión incluso debe extenderse a informar acerca de la bondad del plan de cuentas y 
sistema de cnntabilización que el deudor haya implementado. pues ello hace a una 
correcta exposición del manejo del negocio y se compadece perfectamente con lo 
dispuesto por el art. 43 del Código de Comercio. 

En los pedidos de apertura «leí concurso preventivo, ya el ait. II. inc. 6. determina 
que el deudor debe enumerar sus libros de comercio, expresar el último folio utilizado y 
ponerlos a disposición del tribunal junto con la documentación que lo respalde; líneas 
inás adelante, en el art. 14. inc. 5, o sea cuando se trata la apertura del concuño, se dis¬ 
pone que en un plazo perentorio el deudor debe poner sus libros a disposición del juz¬ 
gado. pora la pertinente intervención y anulación de espacios en blanco. En la quiebra 
en cambio, según el art. 88, inc. 4, se dispone que dentro de las 24 boros de haber sido 
intimado, el fallido deberá entregar sus libros de comercio al síndico 

Como se podrá apreciar en ambos supuestos, el de concurso y el de quiebra, el 
legislador asigna muchísima importancia a la contabilidad, y en rigor de verdad, no 
podía ser de otra forma, pues además de las informaciones que la sindicatura pueda 
obtener de archivos del deudor, o del estudio de documentación que puedan aportar 
los acreedores, los registros contables son una columna de sostén central, para basar 
los estudios y llegar a conclusiones para los pertinentes informes 

El art. 44 del Código de Comercio, al que hace referencia el inc. 3 del art. 39. 
se refiere a los dos libros que en forma indispensable debe llevar todo comerciante 
o sea el libro Diario y el libro de Inventarios y balances, sin perjuicio de los demás 
libros optativos que fueran menester, pero lo que merece remarcarse es que el Códi¬ 
go de Comercio pide que de la contabilidad y de la documentación respaldatona “re¬ 
sulten con claridad los actos de su gestión y su situación patrimonial" 

El art. 51 del Código de Comercio nos habla de la necesidad de la veracidad y 
exactitud de los balances que deben ser compatibles con la situación financiera a su 
fecha. 


Como se apreciará a través de esta breve síntesis, al cumplimentarse el inc. 3 
del art. 39, el sindico tiene ocasión de poner en uso toda una sene de conocimientos 
técnicos que habrá adquirido a lo largo de sus estudios, lo que deberá quedar plas¬ 
mado en el informe pertinente. 

El inc. 4 del art. 39 se refiere a las inscripciones del deudor en los registros 
correspondientes c idéntico requerimiento para las sociedades con indicación de los 
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dalos personales de lo* socios con responsabilidad ilimitada y administradores: la 
cumplimentación de esta exigencia es sencilla, para lo cual se debe tener a I» vista 
la totalidad de los contratos o estatutos sociales, a fin de la respectiva rcfercnciación. 
así como también revisar detalladamente los libros de actas, para determinar en for¬ 
ma indubitable quiénes son los administradores, debiendo eméndense como tales a los 
apoderados con uso de firma, sean éstos o no socios o accionistas de la deudora. 

Cabe aclarar que a esta altura del informe el sindico deberá también referirse a 
la oportunidad de la inscripción, así como informar, de manera concisa y clara, so¬ 
bre el contenido de cada uno de los documentos referencmdov 

Consideramos de gran importancia informar sobre los domicilios actualizados 
de los responsables que lleguemos a identificar, por cuanto, en la eventualidad de 
llegar a formarse el incidente de calificación de conducta, el mismo le seré notifica¬ 
do al domicilio en este inciso denunciado 

El inc. 5 del art 39 nos pide que expresemos la época en que se produjo la 
cesación de pagos, con precisión de los hechos y circunstancias que respalden tal 
dictamen. 

Esta información es de vital importancia en muchos aspectos por cuanto hace 
a la validez de determinados actos y a la posterior calificación de la conducta de los 
administradores y no es de fácil determinación, por el contrario, pensamos que por tra 
tarse de una información tan vital que como lo decimos más arriba hace a la ineficacia 
de derechos, debe ser una conclusión lo suficientemente meditada y fundada 

Dice Héctor (.'amara (El concuno preventivo y la quiebra. Ed. Dcpalma. l. III. 
pág. 1876) que "la quiebra económica o de hecho jamás coincide con la quiebra de 
derecho”, y ello es verdad, por cuanto el comerciante, aun ante la impotencia econó¬ 
mica y financiera, tiende a aferrarse a cualquier tabla de salvación y por ello en la 
casi totalidad de los casos, la cesación de pagos se produce con cierta antelación a 
la fecha del pedido de apertura de concurso, o a la fecha de declaración de quiebra. 

Una solución muy fácil para la sindicatura sería constatar cuál es la fecha en 
la que el deudor ha incumplido con una obligación y fijar tal fecha a los efectos le¬ 
gales. pero ésta no es la solución correcta por cuanto el legislador se expresa en lér 
minos de “época” y no de “fecha"; ello implica que el síndico debe profundizar su 
estudio sobre la contabilidad y archivos del deudor, a fin de poder, con irrebatible 
fundamcntación. precisar la iniciación del fenómeno de la insolvencia. 

l a experiencia nos ensefla que el comerciante, al no poder atender normalmente 
sus obligaciones, cae en el círculo vicioso de pedir préstamos "frescos" para así aten¬ 
der los vencidos, conviniendo su pasivo en una verdadera bola de nieve, que termi¬ 
na siendo un alud. Tal procedimiento incorrecto cuenta unas veces con la complici¬ 
dad del acreedor, quien busca mejorar su garantía, y otras, con el desconocimiento 
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del acreedor, quien es engallado con estados coniahles que no se compadecen con la 
realidad, o simplemente cae en la seducción del deudor que logra convencer a lo* ter¬ 
ceros acerca de la solide/ de su empresa. 

Lo cierto es que entre la fecha de cesación de pagos que determine el síndico 
y la fecha de presentación o quiebra, se crea el "periodo de sospecha” (art. 116 in 
finí i), y cualquiera de las transacciones llevadas a cabo entre dichas fechas, en prin¬ 
cipio, podría caer en acciones de revocatoria o de inoponibilidad. 

Dada la inexistencia de reglas de técnica contable o parámetros preestablecidos 
para la fijación de la ¿poca de cesación de pagos, tal determinación queda librada al 
sano criterio del funcionario concursal siempre dentro de las especificaciones marca¬ 
das por el art. 79 (este anfeulo admite otros hechos reveladores, que en su momento 
habrá que determinar) y el límite de retroacción del art 116. y puede ser observada, 
según el art 117. por los interesados (dada la falta de aclaración de la norma legal, debe 
entenderse como deudor y acreedores). Una ve/ fijada por el juzgado es apelable 

Bl inc. 6 del art. 39 se refiere exclusivamente al caso de sociedades, donde el sín¬ 
dico deberá informar si los socios realizaron puntualmente sus aportes y si existe res¬ 
ponsabilidad patrimonial que se les pueda imputar por su actuación en tal carácter. 

Esla información cobra mucha importancia en aquellas sociedades donde los 
socios tengan su responsabilidad limitada a sus aportes; el art ISO dispone que la 
quiebra de la sociedad hace cxigiblcs los apones no realizados por los sucios, así como 
también lo dispuesto por los arts. 37 al 53 de la ley 19.550 (ley de sociedades). 

Salvo que existiera una sobrevaluación de los apones en especie a la sociedad 
fallida, prueba ésta que podría tener ciertas complicaciones, las demás implicancias del 
presente inciso son de cierta facilidad pura ser detectadas por el sindico concursal. 

El me. 7 del art. 39 exige la enumeración concreta de los actos que se conside¬ 
ren susceptibles de ser revocados, según lo disponen los arts. 118 y 119. 

Debemos remitirnos a la prolija lectura del art. 118 que enumera en forma taxa¬ 
tiva los acto* totalmente ineficaces frente a los acreedores y a su vez el art. 119 ha¬ 
bla de aquellos actos que de cumplirse ciertas premisas, como por ejemplo tener co¬ 
nocimiento del estado de cesación de pagos, pueden llegar a ser declarados inefica¬ 
ces. Si bien el inciso que nos hallamos comentando no lo menciona, entendemos que 
de tratarse de un concurso preventivo y haber caído el deudor en lo previsto por los 
arts. 16 o 17. también ello deberá ser considerado por el síndico, a esta altura del 
informe general. 

El inc. 8 del art. 39 se refiere a la opinión fundada que debe efectuar el sfndi- 
co acerca del agrupamiemo y clasificación que el deudor hubiere efectuado respecto 
de los acreedores 
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Pura una más clara comprensión debemos remitirnos al texto del art 41. el cual 
ordena que el deudor, dentro de los diez días de haberse dictado el auto verificntono 
del arl. 36. deberá presentar una propuesta de agrupamicnto y clasificación en cate¬ 
gorías de aquellos acreedores declarados verificados y/o admisibles 

Con ello el legislador rompe totalmente con la par ctmdirio crrditonm tal como 
era conocida durante la vigencia de la ley 19 551. o sea que existía una Onica pro¬ 
puesta para todos los acreedores quirografarios, sin interesar para ello importancia 
cuantitativa o cualitativa del crédito. Con un criterio moderno y. sobre todo, realista 
se admite que existen importantes diferencias, por calidad y por número», y en caso 
de considerarlo necesario para sus intereses, el deudor puede ofrecer propuestas dife¬ 
renciadas. efectuando para ello agrupamicntos y clasificación de acreedores que 
como mínimo, de acuerdo con el art. 41. deben contemplar tres categorías, a saber: qui¬ 
rografarios. quirografarios laborales (siempre que los mismas existan) y privilegiados. 

Es el síndico concursa! el profesional llamado a opinar sobre la bondad jurídi¬ 
ca y económica, a la lu/. de lodos los intereses en juego, de las catcgonzaciones pro¬ 
puestas por el deudor Para que el síndico se expida en forma fundada al respecto, 
deberá poner en juego tanto sus conocimientos jurídicos como los económico- financie¬ 
ros. pues básicamente debe exigirse del deudor respeto a los derechos de sus acreedo¬ 
res y una coherencia lógica y acorde con los intereses que se hallen en juego. 

Por último, el me. 9 del art. 39 exige del síndico la valuación patrimonial de la 
empresa, según registros contables, es decir que contrariamente a la exigencia del inc. 
2 donde debe hablarse de valores probables de realización, en este inciso bajo estu¬ 
dio se debe hacer abstracción del valor venal para expedirse acerca de la valuación 
en conjunto. La finalidad del pedido del legislador lo es con miras al "salvataje em¬ 
presario” siguiendo con ello las modernas corrientes económico-jurídicas al res¬ 
pecto. Si bien la ley no lo menciona en forma explícita, estudios de derecho compa¬ 
rado demuestran que los inspiradores de la nueva ley de concursos han tenido muy 
presente el instituto del cramdown del derecho sajón. No puede entenderse tal exi¬ 
gencia en otra forma a poco que se entre a analizar el art. 4R. inc. I 
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I. ESTADOS CONTABLES CONSOLIDADOS 


1,1. CONCEPTO DE INVERSIONES 

Rn primer lugar corresponde recordar qué se entiende por inversiones. Estas son 
las “colocaciones de capital realizados al margen de las actividades habituales de la 
empresa, pura obtener una renta adicional a la que puede surgir de la explotación 
habitual, o cuando la entidad pretende asegurarse el poder de control en otra/s enti- 
dad/cs. integrando un conjunto económico". 


1,1,1. CLASIFICACION DE LAS INVERSIONES 

Para este lema hemos considerado el aporte realizado en el libro Contabilidad. 
Presente y futuro ('). Las inversiones se pueden clasificar teniendo en cuenta la in¬ 
tención que tiene la entidad inversora y considerando las posibilidades de realiza¬ 
ción en: 

a) Inversiones temporarias: 

Son colocaciones de fondos a menos de doce meses de la fecha de cierre del 
período o ejercicio que se trate. Algunos ejemplos son: 

1 Plazo fijo en moneda de curso legal y en moneda extranjera 

2 Títulos de deuda con cotización. 

3. Títulos de capital con cotización. 

4. Contratos de futuros con mercados fluidos. 


(11 Vijgas. Ivas Caicos: Floxn ni Oaicia. Usa, Ciuvts. Osvaldo y Pahuw Acima. Harem». 
Contabilidad Prtstnu v futuro. Ed. Maceta. B» As . 19% 
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b) Inversiones permanentes: 

Son colocaciones de capital a más de doce meses, o incluyen: 

1. Las inversiones que aun podiendo realizarse en el corto plazo, no existe 
intención de la entidad inversora de realizarlas Por ejemplo, títulos con 
cotización. 

2. Las colocaciones, en las que sa bien la entidad tiene un interés manifies¬ 
to para su venta, no resulta posible determinar un grado adecuado de pro¬ 
babilidad para su realización. Por ejemplo inmuebles no afectados como 

bienes de uso ni a arrendamiento 

3. Participaciones en otras sociedades 

Características generales 

Una de las principales características de las inversiones permanentes, es que 
persiguen una retribución del capital aportado aun en el largo plazo, o un sustituto 
de la misma que puede consistir en poseer el control de otras entidades dentro de unas 
combinaciones de negocios, la obtención de una prestación de servicio (por ejemplo, 
acciones de entidades cooperativas, eléctricas, de servicio, etc i 


1,1.2. CONSOLIDACION 

A partir de este análisis se genera otra serie de conceptos que es necesario re¬ 
conocer. previo a adentrarnos en los conceptos de consolidación, a saber. 

• Empresa controlante (o casa matriz i es el ente que posee las acciones 
—títulos de capital— que le otorgan los votos necesarios para definir la vo¬ 
luntad social de otra u otras entidades, en forma directa o indirecta. 

• Empresa vinculada la vinculación puede tener dit ; 

cipación: 

1. Participación mayorltaria. votos necesarios para ejercer el control 
—empresa controlante—, 

2 Participación minoritaria la entidad tenedora de las acciones títulos 
de capital— participa en el capital de la entidad emisora en un porcenta¬ 
je inferior al 50 9b y superior al 20 %. 

La primera interpretación que puede hacerse de esta expresión, nos permite 
concluir que, cualquiera sea el grado de participación accionaria, estamos en presencia 
de empresas vinculadas. No obstante, en el campo profesional se ha difundido la idea, 
que la expresión "empresas vinculadas" se reserva para identificar la relación que 
describimos en el ítem 2 precedente. 




CAP VUI ASPECTOS CONTABLES FUNDAMENTALES RELACIONADOS 


447 


* Empresa controlada (subsidiaria, afiliada): es aquella entidad emisora de 
las acciones —títulos de capital— cuya tenencia mayurilaria está en pose¬ 
sión de otra entidad que ejerce el control. 

■ Influencia dominante (significativa o importante): consideramos que la 
expresión "influencia dominante" refleja mejor el sentido de la relación que 
se puede establecer, entre dos entidades vinculadas, cuando su participación 
no alcanza al control. 

Se dice que una entidad tiene una influencia dominante, cuando posee una par¬ 
ticipación directa o indirecta a través de otra entidad en títulos de capital (acciones), 
inferior al 50 % del capital social de otra entidad y esta participación es superior al 
20 %. porcentaje, este último, arbitrario y que buena parte de la doctrina considera 
que puede variar según el caso, y que está sujeto al buen criterio profesional, siendo 
éste un terna que debería profundizarse. 

Algunas de las cuestiones recogidas sobre los usos y costumbres para caracte¬ 
rizar las relaciones y el grado de vinculación de las empresas integrantes de un con¬ 
junto económico nos plantean las siguientes pistas: 

1. Participación en los órganos de administración. 

2. I.as inversores participan en la entidad emisora de las políticas que definen 
sus actividades. 

1. Transacciones importantes entre la entidad emisora y la inversora. Intercam¬ 
bio entre los directivos de ambas entidades 

•I. Dependencia tecnológica. 

5. El grado de participación de la inversora, frente a una tenencia muy atomi¬ 
zada por parte de otros inversores, del capital de la entidad emisora, le otorga 
una importancia dominante. 

• Interes mayoritario corresponde a los derechos económico* —partici¬ 
pación en el capital de la entidad emisora— según la tenencia en accio¬ 
nes. que posee la empresa controlante o matriz. 

• Interés minoritario representa los derechos económicos participación 
en el capital de la entidad emisora— según la tenencia en acciones, que 
poseen aquellos inversores con participación minoritaria. 

Sin querer pretender agotar la totalidad de las razones que pudieran justificar 
una combinación de negocios, se citarán a modo de ejemplo algunas de las posibles 
causales, a saber: 

■ Integración de activos: las transformaciones que suelen producirse en los 
mercados con respecto a las demandas de bienes y servicios y a las nccesi- 
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dades de incorporación de lar nuevas tecnologías, conllevan a (|ue lar enti¬ 
dades oferentes actúen de forma tal de poder responder a las nuevas deman¬ 
das. proyectando inversiones de capital para actualizar sus métodos de pro¬ 
ducción. 

Para ello muchas empresas, suelen integrar sus activos sociales. 

Reducción de costos: los nuevos escenarios descritos, plantean la necesidad 
de que las empresas encaren su transformación, realizando las inversiones de 
capital necesarias y reestructurando sus organizaciones 

Por otra parte, ante la existencia en el mercado de otras empresas que actúan 
en la misma actividad, los convenios de complcmeniación y de aprovecha¬ 
miento de la capacidad física de producción instalada, pueden significar una 
opción altamente ventajosa para lograr ocupación plena de fábrica, generando 
una reducción en los costos y trasladando esos beneficios a la demanda que 
podría crecer en mayor proporción. 

Mayor eficiencia la planificación de las actividades a partir de la integra¬ 
ción de capitales, deberá operar sustentada en los principios de mayor efi 
ciencia, que comprenden una rápida respuesta para satisfacer la demanda, con 
mejor calidad y precios de venta más bajos, basados en alcanzar una mayor 
productividad —unidades producidas sobre recursos afectados—. 
Eliminación de un competidor no podemos dejar de considerar la posibi¬ 
lidad de que las entidades que integran un conjunto económico, pretendan 
actuar en forma monopólica. condicionando las posibilidades de acción de 
la demanda y las reglas de los mercados. 

Estos modelos de combinación, son ampliamente combatidos por la legisla¬ 
ción de muchos países, sin embargo, la amplia gama de posibilidades en la 
integración de los capitales, no siempre logra reducir los efectos no desea¬ 
dos de las combinaciones de negocios 

Entre las formas mis conocidas de este tipo de combinaciones se encuentra 
el trust o Holding que es una asociación de capitales, coligados con el pro¬ 
pósito de eliminar la competencia y ejercer el monopolio 
■ \segurarse el oso de patentes o procedimientos de fabricación este tipo 

de vinculaciones, favorecen las posibilidades de combinar el esfuerzo que 
representa la investigación y el desarrollo de nuevos producios o la imple- 
mcnlación de nuevos métodos de producción, con aquellas entidades que 
centran sus objetivos operativos en la producción y comercialización de los 
bienes y servicios en el mercado donde actúan. 

* Ampliar la gama de productos una forma de organización clásica para lo¬ 
grar este tipo de objetivo es la combinación horizontal, en donde dentro de 
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una rama de actividades. se pueden incorporar producios, que con el mismo 
esfuerzo y sin mayores costos de comercialización permiten incrementar las 
venta». Ejemplo: industria de la indumentaria, artículos del hogar, etcétera. 
Asegurarse provisión de materiales o materias primas: la combinación 
vertical es un modelo que %t adopta para asegurarse la provisión de insumen 
clave, satisfaciendo los requerimientos del con/unto enmónten Esta» estra¬ 
tegias operativas se hacen imprescindibles en aquellos casos donde los re¬ 
cursos necesarios de producción son escasas, se extinguen o no son renova¬ 
bles y no existen insumos sustitutos. 

Ampliación de merradu» las posibilidades de integración de capitales para 
atender demandas aun difíciles de estimar, pueden canalizarse, como un poso 
intermedio, mediante la formación de combinaciones temporarias como las 
uniones transitorias de empresas (U.T.E.) 


1,1,3. TIPOS DE COMBINACIONES EMPRESARIAS 

I-i» combinaciones de negocios, se suelen clasificar del siguiente modo: 
j) Combinación horizontal: se da ésta cuando el conjunto económico explo¬ 
ta ramas similares. Por ejemplo, cadenas de supermercados, 
b) Combinación vertical este tipo de conjuntos económicos está formado por 
entidades que desarrollan actividades que se integran unas con otras. Por 
ejemplo la explotación de recursos naturales, que luego son utilizados en los 
procesos de producción de bienes, concluyendo con la comercialización en 
sus diferentes niveles —al por mayor y al menudeo— 


1.1,4. LA COMBINACION DE NEGOCIOS Y LA INFORMACION 
CONTABLE 

Todo lo descrito implica que necesariamente se exija generar para cada caso en 
particular de combinación de negocios, un manual de procedimientos contables que 
facilite la preparación de informes consolidados de uso externo c interno. 

La contabilidad debe estar preparada a fin de poder emitir la información con¬ 
fiable y en tiempo oportuno, que sea necesaria para la toma de decisiones A conti¬ 
nuación se enuncian algunos temas a modo de ejemplo sobre los que debería tenerse 
especial atención al momento de elaborar información sobre un grupo económico: 

a) ocultación de pasivos; 

b) sobre val uación de activos; 
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c) talla de exposición adecuada de loa resultados: 

d) cargos excesivos de la controlante o matriz; 

e) criterios para el cálculo de las contingencias; 

0 previsión para incobrables; 

g) valuación de inversiones 

h) criterios de valuación de inventarios; 

i) método de amortización; 

j) rqedición de activos intangibles; 

k) tratamiento de resultados extraordinarios: 

l) capitalización de gastos. 


1,2. DIFERENCIA ENTRE CONSOLIDACION Y ESTADOS 
CONTABLES CONSOLIDADOS 

1,2,1. CONSOLIDACION 

1,2,1,1. Consolidación en la absorción 

Como ya se mencionara en este mismo capitulo el método de la compra, es uno 
de los procedimientos de consolidación dentro de la combinación de negocios. En ese 
caso en el momento de la compra (absorción) se pracUca la consolidación utilizando 
bases contables de la entidad que compra y los criterios para la valuación de los ac¬ 
tivos y pasivos que se integran. 

A los fines de llevar a cabo esa consolidación, que en este caso se practica en 
esa única oportunidad, se deben aplicar los procesos siguientes 

a) Costos de los activos menos pasivos —valores razonables— el costo to¬ 
la! del precio pactado de la operación debe distribuirse entre el patrimonio 
—activos y pasivos — adquirido, asignándole un valor razonable de merca¬ 
do a cada uno de sus componentes. 

I. Las cuentas a cobrar y cuentas a pagar que devenguen intereses se 
deben tomar a su valor actual, mediante la aplicación de una tasa de des¬ 
cuento vigente en el mercado, y de acuerdo a la posición en que se en¬ 
cuentre la empresa. 
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2. Los bienes de cambio. en términos generales, se deberían dividir entre 
bienes listos para la venta, los que se valúan a su valor posible de reali¬ 
zación, descontando el margen de utilidad normal que pudiera contener, 
y la materia prima y producto* en proceso, que se valúan a su costo de 
reposición, o reproducción. 

3. Las inversiones temporarias a su valor neto de realización. 

4. Los bienes de uso y activos intangibles, se deben valuar de acuerdo con 
el uso que se pretende darles en el futuro, para ello será necesario esta¬ 
blecer su valor dr utilización económica. El cálculo en estos casos, exi¬ 
ge la realización de un revalúo técnico, realizado por profesionales espe¬ 
cialistas. 

b) Emisión de acciones como parte del precio de la compra en los proce¬ 
sos de compra de una empresa en marcha, puede pactarse que la entidad ad- 
quirentc se comprometa a emitir acciones en tanto se cumpla con las cues¬ 
tiones contingentes vigentes al momento de la compra. 

Ejemplo: se conviene contrnctunlmcntc, que el fondo de comercio que se ad¬ 
quiere mantendrá un determinado nivel de rendimiento futuro, fijándose que 
el beneficio se producirá durante un período acordado en la negociación, 
comprometiéndose, de cumplirse la condición, a la entrega de acciones li¬ 
beradas. 

Esta obligación no se registra hasta que se cumpla con la condición contin¬ 
gente. y en este caso la obligación de entrega de las acciones que se emiten, 
se registra como contrapartida de un valor llave que se incorpora al patrimo¬ 
nio de la entidad adquirenie. 

c) Obligaciones de compensación de servicios o uso de propiedad, como 
parte del precio de la compra: cuando se cumpla con la contingencia, que 
da lugar a la exigencia de cumplimiento de la obligación, deberá imputarse 
como un cargo al resultado del período. 

d) Valor lluvc, diferencia entre el costo y el valor de lo adquirido: 

I. Valor llave: se registra cuando el precio de compra es superior al valor 
razonable de mercado de los activos netos — activos menos pasivos —. re¬ 
comendándose que se lo amortice en un plazo no mayor de 40 años (*), 
comenzando desde el año de adquisición. 

Cube señalar que en principio la doctrina sostenía que estos valores no de¬ 
bían amortizarse, habiendo modificado el criterio luego de la publicación 
de los PCGA de EE.UU., que toman el criterio de amortizado y hasta en 
40 años. 


•IPCC.A de los EEUU. 
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l-o ideal es lomar como criterio amortizar estas panillas, en la medida que 
la empresa está en marcha y va produciendo utilidades, por cuanto de pro¬ 
ducirse la insolvencia de la misma, y ser necesaria su liquidación, este 
activo carecería de valor económico alguno. 

2. Valor llave negativo se produce si el costo de compra lucra menor al 
valor razonable de mercado de los activos netos - -ariivos menos pasi¬ 
vos —. recomendándose, que el importe resultante se rcsic del valor razo¬ 
nable de los activos que se adquieren. Otras alternativas son considerar¬ 
lo un resultado del ejercicio, o ir devengando esc resultado dentro de un 
período determinado, estas dos últimas opciones son menos aceptadas por 
la doctrina. 


1,2,1,2. Consolidación en la fusión 

También se consolida por única vez cuando se produce una fusión, en estos 
casos los procedimientos > las bases de medición y valuación de los activos y pasi¬ 
vos de las entidades a fusionar, respetan los acuerdos contractuales realizados por las 
entidades que se fusionan, en las etapas de negociación, con los límites que la doc¬ 
trina contable reconoce 

Según recomiendan los PCGA de EE.UU.. en un proceso de fusión debe obser¬ 
varse lo siguiente: 

En ti fecha en que k consuma la combinación, lo» activos y los pasivos de las empresas 
que participan en ¿su se combinan > se registran a so costa histórico de acuerdo con PCGA 
Las acciones comunes que se emiten se registran a la par, y en lo posible, las utilidades 
retenidas de la compaHia emisora se aumenta en un importe igual al de las utilidades rete¬ 
nidas de la subsidiaria. 

Por aplicación de esta regla, los activas netos en la fusión, son iguales al “va¬ 
lor de libros” (•) que registran en las empresas que se fusionan. 

Algunos de los aspectos que deben acordar las entidades que se combinan en 
la fusión, son los siguientes: 

a) Continuidad de los anteriores propietarios los accionistas de las entida¬ 
des que se fusionan podrán continuar manteniendo esta condición en el nuevo 
ente que se crea. 

El patrimonio neto de la nueva entidad fusionada estará representado por la 
sumatoria de los patrimonios netos de todas las entidades que se integran. 

b) Continuidad de control sobre la administración generalmente, los orga¬ 
nismos directivos del nuevo ente guardan en su integración una relación pro- 
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pare ion.nl con la envergadura del capital que integra cada entidad en la fu¬ 
sión. 

En la formación de los órganos directivo» es importante considerar la ima¬ 
gen y la garantía que ofrecían hacia el persona) y los terceros, las entidades 

antes de la fusión 

el Lo* negocio» que se combinan se dedican a actividades similares o com¬ 
plementarias cuando las entidades deciden fusionarse, entre otras razones 
de índole estratégica que pueden perseguir estén la ampliación de los mer¬ 
cados. la reducción de los costos a través de la integración de los activos ne¬ 
cesarios para la producción, etcétera 

Otro» signos, que están presente» en los procesos de fusión, se refieren a que 
los negocios se dedican a actividades similares o complementaria», y por otra 
parte, los capitales invenidos en cada una de las entidades que se fusionan 
guardan una razonable equivalencia. 

d) Negocios del mismo tamaño la importancia de los capitales invertidos por 
las entidades que se combinan, constituye un elemento fundamental para que 
pueda prosperar un programa de fusión, ya que. si una de ellas posee un mvei 
de inversión muy supenor respecto de las demás entidades, el proceso de 
fusión, finalmente concluye en una compra (absorción), donde la entidad más 
importante absorbe a las otras. 


1,2,1,3. Consolidación en una línea 

Las empresas controlantes o matrices en sus estados contables de ejercicio, a 
fin de valuar sus distintas inversiones, estén efectuando, al utilizar el criterio de va¬ 
lor pauiiiuinml proporcional, una consolidación en una línea. 

Esto es así toda vez que resumen los distintos conceptos que muestran el valor 
que conforman el patrimonio de sus empresas controladas en un único renglón de su 
activo (no corriente), en el rubro inversiones no corrientes. 

El procedimiento aquí descrito tiene la característica que ese valor incluido en 
una linea puede ser reemplazado por los distintos conceptos que le dan origen (ru¬ 
bros del activo, pasivo, resultados y patrimonio) de las controladas, dejando lugar así. 
al concepto de "estados contables consolidados", los que son el reflejo de dicho 
reemplazo. 

Por último es conveniente señalar que en los casos que debido a que las acti¬ 
vidades de las empresas que conforman un grupo económico puedan ser muy dife¬ 
rentes. el método de la consolidación en una sola línea puede estar brindando mc)or 
información que el de la consolidación de los estados contables» 
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1,2,2. LOS ESTADOS CONTABLES CONSOLIDADOS 

Los estados contables consolidados, son presentado* por la empresa controlante 
o matriz, con el objelo de exponer la situación patrimonial, económica y financiera 
del conjunto económico, como si se tratara de una nueva entidad (a pesar de que la 
misma no posee personería jurídica). 

La Federación Argentina de Consejos Profesionales en Ciencias Económicas en 
la resolución técnica 4, define a los estados consolidados de la siguiente forma: 

Se entiende por estado* consolidados a los de un pupo ecanómi.u . ansiando, en ratón de 
la cusíencía de un control común, poc la torirdad contraíame y la> sociedades controlada» 
por ella, dando adecuada consideración a tos intereses de terceros alertos a kit propiciarlos 

de la sociedad coatroiaiMc 

Las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC) al definir los estados finan¬ 
cieros consolidados. señalan 

" son los que presentan tos activos, pasivos, cuentas de las accionistas, ingresos y gasto* 
de ana compañía matriz y de sus «obsidianas como las de una tola empresa" 

Para preparar estados contables consolidados, se deben según los siguientes 

pasos: 

a) En el momento de la compra: 

1. Ajaste de los estados contables de la emisora o filial si de la revisión 
efectuada por la controlante surgieran ajustes, éstos deberían ser registra¬ 
dos por la controlada. 

2. Armonización de las normas contables aplicadas en los estados con¬ 
tables de las entidades que consolidan del misim modo que en el caso 
anterior, de existir ajustes, éstos deberían ser registrados contablemente. 

3. Determinación del valor de costo a partir Hcl prrrio de compra abo¬ 
nado: el precio pagado puede incluir "rentas devengadas no cxigiblcs” 0 
"cupón corrido", que deberá ajustarse restándose del precio pagado para 
determinar el valor de costo. 

4. Eliminaciones: se deben eliminar: 

— saldos ¡ntcrcompañías y transacciones intercompnftfax incluyendo, ven¬ 
tas intcrcompañíns. cargos intercompañías y dividendos intercompañías: 

— el valor patrimonial proporcional para la mam/ de su inversión en cada 
subsidiaria y la pone perteneciente a la compañía matriz en el capital 
social. 

— lo* resultados no realizados contenidos en saldos de activos (resulta¬ 
dos no trascendidos a terceros). 
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5. Cálculo del valor llave: aiustadn el patrimonio neto de la emisora o fi¬ 
lial. corresponde cleierminar el valor patrimonial proporcional de la mver- 
*idn pcrmancnie que posee la matriz o controlante, y comparándolo con 
el valor ríe costo, se establecerá el valor llave, analizando las causas po¬ 
sibles que lo pueden originar 

6. Determinación de la participación mayoritaria y minoritaria en fun¬ 
ción de las participaciones accionarias, se distribuirán las panes equiva¬ 
lentes a cada grupo (mayordono y minoritario) 

7. Estado consolidado el procedimiento para su confección parle de la 
sumntorin de los distintos estados contables que componen el grupo eco¬ 
nómico. 1.a suma *c rcali/a considerando rubros homogéneos, linca por 
línea. 

Luego se deben considerar también por cadu linea el efecto de los ajus¬ 
tes y las eliminaciones consideradas en los apartados anteriores. 

Como consecuencia de ello, y considerando el efecto del interés de la par¬ 
ticipación minoritaria, se obtienen los estados contables consolidados 


1,3. REQUISITOS PARA PRESENTAR ESTADOS 
CONTABLES CONSOLIDADOS 

A continuación se detallarán algunos requisitos que deben ser tenidos en cuenta 
para la emisión de estados contables consolidados, a saber 

• Control permanente y real: no debe consolidarse cuando el control sobre 
la filial sea temporario ni en aquellos casos que existe duda sobre la capaci¬ 
dad de control de la matriz. 

• Realización de actividades homogéneas la regla general establece que 

siempre que exista control debe consolidarse, cualquiera sea el objeto social 
de las entidades que integran el conjunto económico. Como excepción se 
puede citar el caso de que las actividades desarrolladas por los entes que 
componen el grupo sean heterogéneas, por cuanto no se cumple con el ob¬ 
jetivo de informar mejor a los usuarios de los informes consolidados, por la 
confusión que trae aparejada la sumatona de estados contables de activida¬ 
des muy disimiles (por ejemplo una entidad financiera, o una entidad de 
seguro, con un grupo de entidades enyo objeto social es industrial, come* 
cial. agrícola-ganadero, etc.) 

til estos cosos, debe presentarse la tenencia en acciones en poder de la ma¬ 
triz. consolidada en una sola línea, expresión utilizada cuando se valúa la 
tenencia en acciones a su valor patrimonial proporcional 
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Ajuste de los estados contables de la empresa rontroluda en el momen¬ 
to de la adquisición por parte de la controlante i¡ nido la entidad inver 
son» adquiere las acciones que le permite ejercer el control o alcanzar una 
influencia dominante, en este momento, estará en condiciones de realizar los 
ajustes en los estados contables de la entidad emisora, previamente a la con¬ 
solidación. estas correcciones pueden eslor referidas a 

a) errores en el balance del momento de la compra: en el supuesto caso 
de que. en el momento de la compra de la inversión por parte de la con¬ 
trolante. se observen la existencia de errores contables de significación en 
los estados contables de la entidad emisora, deberán realizarse los ajus¬ 
tes. anulando los efectos en los rubros afectados; 

b) corrección para homogcnci/ur los criterios de medición y valuación 
es necesario anular los efectos producidos por el uso de normas contables 
diferentes a las utilizadas por la empresa matriz, la regla de aplicación en 
estos casos es. que la emisora armonice sus estados contables según los 
criterios aplicados por la controlante. 

Corrección de los estados contables de la empresa emisora con posterio¬ 
ridad al momento de adquisición será necesario registrar los ajustes cuan¬ 
do la significación del cargo que se omitió registrar, modifique los estados 
contables de la entidad controlada, y se trate de diferencias anteriores al 
momento de la compra por parte de la entidad controlante 

Ejemplo: omisiones, en los registros contables de la emisora, de operacio¬ 
nes que modifican resultado, amortización o cancelación de activos o pasi¬ 
vos. 

Será necesario modificar los registros que se realizaron en el momento de la 
compra de la inversión. Se calcularán nuevamente el valor patrimonial pro¬ 
porcional y el valor llave —positivo o negativo— una vez. que se presenten 
los estados contables, que sirvieron de base para la compra, ya corregidos. 
Fecha de cierre de ejercicio coincidente o cercana en primer lugar, co¬ 
rresponde indicar que es conveniente que las empresas que consoliden sus 
estados contables, tengan la misma fecha de cierre de ejercicio. No obstan¬ 
te el hecho de que eso no suceda no puede impedir ni limitar la consolida¬ 
ción. pero amerita un análisis sobre el particular. 

Las dificultades que pueden devenir de diferencias de fecha de cierre entre 
empresas de un mismo grupo económico, agravadas cuanto más lejos se en¬ 
cuentren una de otra, son básicamente de tres tipos: 

1. Desconocimiento de los resultados de la emisora, cuando ésta cierra an¬ 
tes que la controlante, o en caso contrario, si el cierre se produce con pos- 
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lenondad como lo postulan lo» PCX! A de EEUU que podrían reconocer 
anticipadamente resultado» respecto del periodo contenido en el cierre de 
la nutrí/. 

2. Descompensación en la consolidación por operaciones realizadas entre 
empresas vinculadas, en la imposibilidad de eliminar resultados reflejos 
que se producen en lo» perlados donde no rsiste coincidencia entre fecha» 

de cierre 

3. Dificultades, cuando los estados contables son emitidos en economías 
sometidas a procesos inflacionarios, la faha de coincidencia en la fecha 
de cierre erige aplicar procedimientos de corrección, que haga homogé¬ 
nea la moneda utilizada para presentar los estado» contable» de las enti¬ 
dades controladas. 

Para sortear el problema en anilitis. y teniendo en cuenta que es una situa¬ 
ción que suele producirse, una primera aproximación estarla dada por el 
hecho que la controlante, en uso de sus facultades, solicite a sus controla¬ 
das que modifiquen la fecha de cierre de sus ejercicios a fin de hacerla co¬ 
incidir con la de la casa matriz. 

No ohsiantc esta primera reflexión, podemos analizar algunas opiniones so¬ 
bre el tema, y la posibilidad de consolidar aun en el caso que las fechas de 

cierre no coincidnn. 

La pnmcia referencia sobre este lema aparece ea el FAS 94 de los PCGA 
de EE.UU. que señala 


"B hecho de que isu utlniduna traes w ato tncial dilerour <1 de la mam uo 
juuilica que U esclava al parparme ctadoa naaaocm ceaaohdadou. La u* 
odiara ponte preparar catados a la fecha acotarla pan la coaaohdacida Ada 



laüvunrttie imponame que ocurra ea d perlado íaennedto - 
En Argentina, la resolución técnica 4 de la F-A.C.P.C.B. establee* respecto 
a la fecha de cierre lo siguiente: 
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dea Kf considerad o» como una «jxosmv» lón r»/oo»b*c de kn estados en» 
tatoles de las sociedades a consolida! a la les.ha de cieñe de la consolídame 

Kn rigor técnico, podríamos sostener con suficiente fundamento, que en los 
procesos de consolidación serta conveniente que no existiera diferencia en¬ 
tre fechas de cierre de los entes que se consolidan, más aun. nos inclinamos, 
en el caso de no coincidir los cierres, por la emisión de estados contabla 
‘especiales ", emitidos y auditados de la misma fonna que un estado conta¬ 
ble de cierre de ejercicio 

• I nidad de medida homogénea 

en moneda constante. 

• Conversión de estados contables consolidados cuando la entidad contro¬ 
lada está radicada en otro país, deberá convertir los estados contables a la 
moneda del país donde tiene su sede social la contrólame. Si existiera infla¬ 
ción en el país donde se emiten los estados contables que deben consolidar¬ 
se. será necesario ajustarlos por inflación, como paso previo a su conversión 
a la moneda extranjera en que corresponda emiur los estados consolidados. 

• Criterios de valuación homogéneos te deben Utiliz 

valuación en todos los estados contables de las empresas del grupo econó¬ 
mico. 


1,4. PROCEDIMIENTOS DE ELIMINACION SOBRE 
OPERACIONES NO TRASCENDIDAS A TERCEROS 

Se pretende evitar el reconocimiento de resultados no realizados en los esta¬ 
dos consolidados del conjunto económico. 

Operaciones de ventas y compras de productos, ingresos por prestaciones de 
servicios, concesión de financiamicnto y cargos por imereses devengados, ele., cons¬ 
tituyen algunas de las que pueden producirse entre las entidades integrantes del con¬ 
junto económico, la falla de trascendencia a terceros de operaciones realizadas entre 
entidades que se combinan, puede alterar los resultados y la medición del patrimo¬ 
nio. que se exponen en el estado contable consolidado, debiendo en consecuencia 
someterse a un proceso contable previo que se denomina eliminaciones, v entre ellas 
se pueden mencionar las siguientes, a saber: 

1. Kliminación de créditos y deudas entre sociedades que forman parle de 
la combinación. Se incluyen dentro de este conjunto conceptos tales como: 

• Créditos u cuentas a cobrar y deudas o cuentas a pagar. 

• Adelantos —préstamos financieros— de la matriz, a la filial o de ésta a 
la controlante. 
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• Documentos a cobrar y obligaciones a pagar 

• Intereses a cobrar y a pagar 

Los saldos de los rubros mencionados, originados en operaciones entre com¬ 
ponías que se combinan, deben ser totalmente eliminados. 

II. Eliminación de resultados contenidos en saldos finales de activos. Estas 

partidas se originan en ventas y compras entre las empresas del conjunto 
económico y pueden ser eliminadas, a saber; 

I. (¿anuncias o pérdidas contenidas en bienes de cambio adquiridos que 
no trascendieron a terceros: cuando los saldos de bienes de cambio 
—invéntanos— incluyen utilidades brutas por ventas entre entidades con¬ 
troladas. deben ser eliminados. 

Si estos resultados no se eliminan, se podría producir sobrevaluación de 
los bienes de cambio —inventarios—, En tanto, si se han vendido a ter¬ 
ceros ajenos al conjunto económico, ya no es ncccsana su eliminación 
Los intereses minoritarios no se modifican por la eliminación de la utili¬ 
dad entre las filiales y que se incluye en saldo de los bienes de cambio 
inventarios—. debido a que la participación atribuible a la participación 
minoritaria se considera resultado trascendido a tercero*. 

Sin embargo, la utilidad neta consolidada y los intereses minoritarios en 
dicha utilidad neta consolidada, así como también, los intereses minori¬ 
tarios on la utilidad neta en las controlados, si resultan afectados, debido 
a que la reducción o el incremento en el inventario inicial y final de una 
controlada, afectan parcialmente a la determinación de la utilidad neta de 
la misma. 

2. (¿anuncia o pérdida contenida en bienes de uso y de otros activos fi¬ 
jos adquiridos a sociedades del conjunto económico: cuando una em¬ 
presa construye y vende un bien de uso a una filial y esa venta incluye 
una utilidad, este resultado debe eliminarse. 

Los intereses minoritarios no se modifican por la eliminación de la utili¬ 
dad en venta de bienes de uso y/o activos fijo* a las controladas En tan¬ 
to, sf se ven afectados los intereses minoritarios cuando se modifica la uti¬ 
lidad neta de una filial, por operaciones de ventas realizada entre empre¬ 
sas controladas, y a su vez también se afecta la utilidad neta consolidada. 
3. Eliminación de los efectos de las amortizaciones cuando existan ope¬ 
raciones de compras de bienes de uso. el proceso de amortización que 
se practica a los bienes de uso. cuando son transferidos a otra entidad del 




460 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


conjunto incluyendo una utilidad, produce un cargo diferente al que se 
venía calculando antes de la transferencia, correspondiendo en consecuen¬ 
cia eliminarse estos mayores cargos. 

4. Acciones propias cuando los controladas poseen .k < iones de la matriz, 
en los estados consolidados estas tenencias en acciones deben ser trata 
das como acciones propias 

III. Eliminación de operaciones entre sociedades integrantes del ente conso¬ 
lidado: coi» la finalidad de poder presentar los resultados del conjunto eco¬ 
nómico en forma consolidada deben corregirse las partidas expuestas en los 
estados de resultados de cada una de las entidades que consolidan, siguien¬ 
do estas guías: 

1. Venta de bienes de cambio se deben eliminar totalmente las operacio¬ 
nes entre las entidades del conjunto económico, y cuando existe partici¬ 
pación minoritaria se deben reconocer sus derechos en los resultados que 
generan estas operaciones. 

2. Costo de mercaderías vendidas de la misma forma que se procede con 
las ventas entre compañías del conjunto económico, deberán eliminarse 
los costos de dichas ventas. 

3. Resultados provenientes de inversiones en sociedades que se combi¬ 
nan: en la tenencia en acciones por pane de la matriz, cuando la emisora 
dispone un pago de dividendos, éstos deben ser totalmente eliminados, ya 
que. los resultados de las controladas son incorporados al valor de la in¬ 
versión no bien han sido reconocidos en sus estados contables. 

4. Venta de bienes de uso; como consecuencia de la venta de bienes de uso. 
debe eliminarse el resultado por la venta entre compañías, y los mayores 
cargos por amortización que aplicarán los nuevos titulares de este activo. 

5. Intereses, alquileres, regalías, honorarios, etc. estos resultados gene¬ 
rados por operaciones entre compañías, deben ser eliminados, reconocién¬ 
dose los derechos de la participación minoritaria. 

6. Efectos impositivos aplicables a los resultados de operaciones entre 
socicdudcs que se consolidan la eliminación de operaciones que se rea¬ 
lizan entre entidades que se combinan, en la medida que su resultado fue 
gravado por impuesto, se debe exponer a los efectos impositivos en los 
ruado .t contables consolidados. 
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1,5. METODO DE LA PARTICIPACION. VALOR 
PATRIMONIAL PROPORCIONAL (V.P.P.) 

1,5.1. CONCEPTO 

El método del V.P.P., consiste, en términos generales, y como una primera 
aproximación, en determinar el valor de una inversión en otra sociedad de acuerdo 
con el valor patrimonial que surge de los estados contables de esa entidad. Obviamen¬ 
te habré que considerar la participación accionaria, y aplicarla a dicho valor. Expre¬ 
sado de otro modo, si se posee el 100 % del paquete accionario, el valor de la inver¬ 
sión será coincidcntc con el total del patrimonio neto del ente que se quiere valuar, 
pero si no se posee la totalidad, habrá que considerar la participación que le corres¬ 
ponda a la sociedad controlante. 

Este procedimiento tiene por objetivo acercar la valuación de este tipo de acti¬ 
vos al principio de lo devengado, y básicamente el procedimiento a aplicar, es el 
siguiente: 

a) El valor de costo, por la compra de las acciones —títulos de capital— debe 
calcularse de la siguiente forma. 

Cuando un inversor adquiere acciones, en el mercado de valores —y éstas 
tienen cotización—, deberá considerar los diferentes elementos que integran 
el costo —comisiones, impuestos, derechos de bolsa—. de forma tal de con¬ 
feccionar el registro contable correspondiente. Del costo que se determine, 
xc deberán segregar las rentas devengadas no esigibles —cupón corrido — 
que se hubieren pagado en el momento que se concretó la operación de com¬ 
pra. ya que representa un activo que se realizará en la oportunidad que la en¬ 
tidad emisora disponga el pago de los dividendos declarados y no pagados 
Cuando se trate de acción sin cotización, se integrarán como valor de cos¬ 
to —comisiones c impuestos— segregando las rentas devengadas no erigí- 
bles. 

b) El valor de costo de la inversión así calculado, puede resultar mayor, igual 
o menor, respecto del resultado que arroya la siguiente ecuación: 

Patrimonio nato - Acciones preferidas - Dividendos acumulados acciones 
pretendas 
Acciones ordinarias 

Valor por acción x Número de acciones de le empresa matriz = V.P.P. 

El patrimonio neto de la entidad emisora —controlada— que integra la ecua¬ 
ción. es el que resulta luego de los procesos de ajustes y eliminaciones 
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1,5,2. VALOR LLAVE 

Surge de comparar el valor de rosto con el valor patrimonial proporcional, al 

momenlo de la compra. 

■) Valor de costo mayor al V.P.P. en principio, básicamente cuatro cuestio¬ 
nes pueden ser la causa para el reconocimiento de un valor llave: 

1. La existencia en el patrimonio de la emisora, de un activo cuyo valor 
actual — valor razonable de mercado — es superior a su valor contable. 

2. La capacidad potencial, que tiene el ente emisor, de generar utilidades 
superiores a las normales. Por aplicación de las normas contables este 
activo no puede reflejarse en el estado contable del ente emisor, solamente 
se lo reconoce en el momento de la compra. 

3 La existencia de activos intangibles marcas, fórmulas, patentes de in¬ 
vención, etc.— que pertenecen a la emisora y que por aplicación de nor¬ 
mas legales y conubles no reflejan su posible valor de utilización econó¬ 
mica. 

4, la conveniencia económica de tomar la participación de la empresa, den¬ 
tro de las cuestiones vinculadas con la globalización de la economía. 
Una vez determinadas las causas que originan el valor llave positivo, se ex¬ 
pone como un activo intangible en el estado contable de la matriz., por apli¬ 
cación del V.P.P.. y en el estado contable consolidado 
El cargo de amortización del período, correspondiente ul valor llave positi¬ 
vo, se calcula de acuerdo con las causas que le dieron ungen y que se pu¬ 
dieron verificar en el momento de la adquisición: por otra parte, si la enti¬ 
dad emisora enajena, le asigna otro destino que disminuya su valor o da de 
baja al activo —causa del valor llave —, también deberá eliminar los saldos 
que registre el valor llave. 

b) Valor de costo igual al V.P.P.: cuando los estados contables de la emisora 
que sirven de base para el cálculo del V.P.P. se presentan a valores comentes 
—valores razonables de mercados—. el valor de costo puede ser igual al 
valor patrimonial proporcional. 

c) Valor de costo menor al V.P.P.: de la misma forma que se acepta la posi¬ 
bilidad de que el estado conuble de la entidad emisora, contenga activos que 
pueden justificar un mayor valor de la inversión, también puede ocurrir que. 
en el momento de la adquisición, existan situaciones contingentes que no han 
sido reflejadas en los resultados y que pueden producir una pérdida con pos¬ 
terioridad a la compra de la inversión. 
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F.n este caso. podría justificarse que la inversora hoya pagado por los accio¬ 
nes un valor de costo menor al que resulte de el V P P y su exposición, se¬ 
gún algunas opiniones, debe ser considerada como repulan /adora del rubro 
inversiones permanentes valuadas al V.P P 

1.a forma de exposición del valor llave negativo comentada, puede inducir 
a error, en primer lugar al clasificarlo como rrgulari/ndor del rubro inver¬ 
siones. cuando estamos en presencia de un concepto intangible, por otra 
pane, en la consolidación cuando *c procede a la eliminación de la inversión 
de ln controlante en la controlada, existirían dificultades para exponer el valor 
llave negativo como regulan/ador de un activo que se eliminó. 

Una solución que supere las críticas que realizamos, es considerar al valar 
llave negativo como un activo intangible — restando al final del activo— tan¬ 
to en el estado contable de la matriz, como también en <1 estado contable 
consolidado 

01 saldo del valor llave negativo, veri afectado por las pérdidas que se ex¬ 
pongan en los estados contables de la emisora con posterioridad a la adqui¬ 
sición de las acciones por parte de la controlante: son aquellos quebrantos 
no prcvmonados. producidos por contingencias provenientes del momento 
que se adquiere el control o la influencia dominante. 


1.5.3. ADOPCION DEL METODO DEL VALOR PATRIMONIAL 
PROPORCIONAL POR ADQUISICIONES SUCESIVAS 

Se analiza a continuación el supuesto de que una entidad inversora decide in¬ 
crementar su participación, llegando con sus nuevas tenencias a alcanzar los requi¬ 
sitos para la aplicación del método de valuación patrimonial proporcional. l.o« po¬ 
sos que deben adoptarse son los siguientes: 

a) Calcular el V.P.P. de la tenencia inicial al momento que se compra: el 
mayor o menor valor de la inversión, originado por tos resultadas obtenidos 
y reconocido por la emisora en sus estados contables, desde la primera com¬ 
pra de acciones, debe ser imputado por la tenedora como ajuste de ejerci¬ 
cios anteriores por cambios de método de valuación. 

b) Calcular el V.P.P. de la tenencia de acciones de la inversora al momen¬ 
to en que el método comienza a ser aplicado el mayor o menor valnc de 
la inversión, originado por los resultados obtenidos y reflejado en los esta¬ 
dos contables de la emisora generados en el ejercicio en el que se produjo 
la nueva adquisición que permitió la aplicación del método de valuación 
patrimonial proporcional, debe ser reconocido por la tenedora como un nr- 
sultado del ejercicio —ganancia o pérdida de empresas afiliadas- 
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c) Determinación del valor llave: determinado el valor de costo de la inver¬ 
sión, siguiendo los criterios oportunamente enunciados, ajustando el precio 
pagado por la inversión, siguiendo el procedimiento descrito en los puntos 

a) y b), la diferencia deberá considerarse como llave positiva o negativa, 
según el valor de costo, sea mayor o menor al V.P.P 


1,5,4. CRITERIOS DE MEDICION Y DE VALUACION EN DIFERENTES 
MOMENTOS: COMPRA. TENENCIA Y VENTA 

En el momento de la compra determinado el valor de costo se compara con 
el valor patrimonial proporcional V.P.P. y se determina el valor llave positivo o 
negativo. Adicionalmeme podrá surgir el concepto de cupón . orrido. cuando en el 
momento de la compra, existan dividendos impagos, declarados por la entidad emi¬ 
sora y que son abonados con posterioridad a la compra de las acciones, en consecuen¬ 
cia. se trata de un crédito que se cancela cuando se cobran los dividendos. 

Durante la tenencia el tratamiento contable de la inversión y su valuación en 
la controlante, frente a decisiones y hechos económicos que se revelan en los esta¬ 
dos contables de la controlada es como sigue: 

a) Los dividendos en efectivo cobrados, se acreditan contra la cuenta inversio¬ 
nes permanentes, reduciendo su valor. No es un ingreso del período, porque 
el método del V.P.P. permite registrar el resultado de la controluda no bien 
se refleja en su patrimonio neto 

b) Los dividendos en acciones, modifican el número de acciones de la tenen¬ 
cia. no producen variaciones en el valor de la inversión permanente. El pa¬ 
trimonio neto de la emisora al disponer el pago de dividendos en acciones, 
no se modifica. 

c) Resultados de la filial periódicamente, la empresa matriz. registra su par¬ 
ticipación considerando las utilidades reveladas en los estados contables de 
la filial, la contrapartida es una cuenta de resultados. 

d) Amortizaciones la llave positiva está sujeta a amortización de acuerdo con 
el activo tangible o intangible que posee la filial y que justifica su registro 
en el momento de la adquisición. Cuando el origen del valor llave positivo 
está vinculado con un intangible de la emisora, la tasa de amortización no 
debe ser superior a 40 afios. 

En el caso que la filial disponga enajenar el activo, darle otro destino que re¬ 
duzca su valor o darlo de baja, el valor residual que aún registre, deberá darse 
de baja contra resultados del ejercicio. 
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e i Impuestos si la entidad matriz aplica la técnica de imputan diferido. de¬ 
berá registrarse la diferencia temporaria que resulta del reconocimiento de 
los impuestos que gravan al resultado. 

f i Revalúos del patrimonio de la controlada rl patrimonio neto del ente emisor 
--base para el cálculo del V P,P,— puede haberte modificado cuando te 

practica un revaliln en su patrimonio. 

1 Revalúos contables en aquellas paftet que sufren procesos inflaciona¬ 
rios es común que. por aplicación de normas legales, se establezcan pro¬ 
cedimientos para corregir los efectos que produce la inflación. Los acti¬ 
vos que se exponen en los estados contable», en particular los que perma¬ 
necen en el patrimonio un tiempo prolongado —activos fijos—, plantas 
y equipos, aJ estar expresados en una unidad de medida de costo, si hubo 
inflación, no presentan una adecuada medición. 

La técnica que se aplica en los revalúos contables toma el valor residual 
que registran los activos y lo corrige mediante un coeficiente monetario, 
determinando el valor ajustado del activo revaluado al cierre del ejerci¬ 
cio. 

El coeficiente de ajuste está basado en los Indices del nivel general de pre¬ 
cios de fecha de cierre de ejercicio, sobre el vigente al ingreso del bien 
que se revalúa. 

La corrección del valor residual de los activos revaluados, produce una 
modificación en el patrimonio neto de la entidad controlada —que se 
imputa como saldo revalúo contable—, siempre y cuando no se apliquen 
las técnicas de ajuste integral por inflación 

luí existencia de procesos inflacionarios en el contexto donde se encuen¬ 
tra radicada la entidad emisora, exige como requisito, pora la aplicación 
de las técnicas de consolidación, que se practiquen los ajustes integrales 

por inflación. 

En consecuencia, cuando los estados contables de la emisora, se encuen¬ 
tran ajustados por inflación, los revolóos contables no producen efecto en 
la valuación de la inversión permanente que posee una empresa matriz 
I Revalúos técnicos se trata de un procedimiento reconocido por la doc¬ 
trina contable, que permite determinar el "valor corriente" de aquellos 
activos al servicio de la entidad, particularmente los destinados a la pro¬ 
ducción de bienes y servicios. 

Los bienes de uso o plantas y equipas, tienen un valor residual contable. 
calculado sobre la base de su costo de origen meaos las amortizaciones 
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realizadas y un valor de utilización económica que representa el flujo fu¬ 
turo de fondos esperados que puede generar su uso. 

Con respecto al valor residual contable, ya se mencionó la necesidad de 
ajustarlo por inflación cuando el contexto es inflacionario Bata técnica su¬ 
pera a la aplicación de los ajustes parciales como el revalúo contable. 

El valor de utilización económica, exige desarrollar una tarca más profun¬ 
da y especializada, contando con opiniones de peritos especialistas que 
fundamentan la posibilidad de reconocer un mayor valor de los activos en 
uso. 

Cuando una empresa controlada incorpora el valor corriente de sus acti¬ 
vos fijos, la contrapartida será un rubro denominado 'saldo revalúo téc¬ 
nico" que modifica el patrimonio neto incorporando este incremento. 

La matriz, al recoger el mayor valor de su inversión permanente, deberá 
imputarlo con características similares al criterio adoptado por la emiso¬ 
ra, exponiéndose no como un resultado, ya que no ha pasado por resulta¬ 
dos en los estados contables de la emisora, si no que se expondrá en el 
patrimonio neto de la inversora como “saldo revalúo técnico empresa con¬ 
trolada". 

g) Honorarios a directores y síndicos : las entidades adoptar, dos criterios para 
retribuir las actividades delegadas a ios directores y síndicos 
1 Honorarios abonados durante el ejercicio se trata de retribuciones, 
generalmente mensuales, destinadas a compensar las funciones específi¬ 
cas desarrolladas por estos funcionarios. Los importes son cargados al 
resultado del ejercicio a medida que se devengan, con lo que el patrimo¬ 
nio neto de la entidad emisora, al cierre de ejercicio, ya recoge los efec¬ 
tos, no siendo necesario en consecuencia, hacer ningún ajuste en el valor 
de la inversión en poder de la empresa matriz. 

2. Honorarios fijados estatutariamente y aprobados por la asamblea 
luego de aprobados los estados contables por la asamblea general ordinaria 
de accionistas, y en tanto el resultado del ejercicio haya arrojado una uti¬ 
lidad. puede la asamblea, disponer el pago de honorarios a directores y 
síndico. El cargo se registra contra los resultados acumulados del patri¬ 
monio neto de la emisora, debiendo recogerse de la misma forma, por la 
empresa matriz, 

h) Desvalorización de la inversión: las causas que pueden originar un ajuste al 
valor de la inversión permanente, pueden estar referidas a las siguientes cues- 
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• La bata de significación de la cotización de estas accione* en el mercado 

de valores donde se cotizan 

• La existencia de perdidas ordinarias recurrentes. 

• La imposibilidad, por parte de la empresa emisora, de mantener mi capa¬ 
cidad de generar ingresos, 

Las causas enunciados deben ser consideradas en conjunto y en la medida en 
que aún exista un saldo registrado como valor llave, éste será el primero en recoger 
la baja que se haya producido en el valor de las inversiones. 

En el momento que se vende puede ocurrir que la controlante decida la ven- 

tu parcial o total de la inversión. 

a) Erente a la liquidación parcial de la inversión, puede ocurrir que: 

I Continúa manteniendo el control o la Influencia dominante, en estos 
casos la inversión continuará valuándose al valor patrimonial proporcio¬ 
nal. dándose de baja a la parte de acciones vendidas. 

2. La pérdida del control o l.i influencia dominante de la matriz respecto 
de la afiliada, será necesario discontinuar la aplicación del método del 
valor patrimonial proporcional, valuando el saldo de la tenencia restante 
al método de costo más dividendo. También será necesario eliminar el 
saldo que pudiere existir imputado como valor llave positivo. 

b) De producirse la venta total, se deberá dar de baja la inversión permanente 
que se vendo y cancelar el saldo registrado como valor llave positivo, si exis¬ 
tiera. 


1,6. RELACION CON LOS CONCURSOS PREVENTIVOS 
Y QUIEBRAS 

El objetivo del presente acapice es vincular los conceptos analizados en los 
punios anteriores y la ley 24 522 de concursos preventivos y quiebras. 


1.6,1. VALOR PATRIMONIAL PROPORCIONAL 
(CONSOLIDACION EN UNA SOLA LINEA) 

En la ley de concursos, antes de la sanción de la ley 24.522. se contemplaba el 
concepto de valor patrimonial proporcional, básicamente en aquellos procedimientos 
donde la norma legal establecía relaciones vinculadas con la composición del activo 
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y pasivo del concursado. En ese sentido, y a modo de ejemplo, pueden citarse los 
siguientes: 

A) Requisitos formales del art. 11 

af áte. 3: estado valorado de activo y pasivo, con indicación de la» norma» 
seguidas para su valuación: 

b) me. 4: copia de los últimos tres estados contables. 

B) Informe General del art 40 (boy 39) 

En el inc. 2 se solicita al funcionario concursa! que determine la composición 
detallada del activo y pasivo a valores probables de realización. Cabe señalar que en 
el supuesto de existir dentro del activo de la concursada una inversión permanente 
valuada de acuerdo con el mótodo del V.P.P.. a los fines establecidos en la ley su 
valuación podría ser diferente según existan constancias de que dicha inversión pue¬ 
da ser realizada a mayores, o menores valores que los que surgen de su valor patri¬ 
monial proporcional contable 

Con la sanción de la ley 24.522. se agrega un nuevo requerimiento al síndico 
judicial, el que debe determinar el valor de la empresa de acuerdo con los registro» 
contables. 

A pesar de que pudiera, en principio, llamar a confusión y considerarse que los 
dos incisos, están solicitando la misma información, esto no es así. Para probar esta 
aseveración es menester plantearnos al menos dos lincas de pensamiento, a saber 

A) Objetivos perseguidos por el legislador en cada uno de los incisos del art. 39 

En primer lugar, y lo atinente al inc. 2 en el que el síndico debe valorizar los 
activos y pasivos en función a su valor probable de realización, el mismo tiene por 
objeto ilustrar a S.S.. y a todos los interesados sobre la situación a la que se arriba¬ 
ría en el supuesto caso de una liquidación como consecuencia de la quiebra del deu¬ 
dor. y de quó modo y en que cuantía cancelar sus pasivos, con los activos existen¬ 
tes. 

Por otro lado, lo que el legislador persiguió con la información solicitada al 
síndico en el inc 9 del artículo bajo análisis es determinar el valor de la empresa de 
acuerdo con los registros contables (considerando a la empresa en marcha), no aho¬ 
ra en el supuesto de quiebra, sino para el caso en que sea necesario aplicar el proce¬ 
dimiento de salvataje empresario establecido en el art. 48 de la ley de concursos y 
quiebras (dicho sea de paso, otra de las grandes modificaciones introducidas por la 
nueva ley). El valor así determinado servirá para que un experto designado judicial¬ 
mente. determine el valor que aquella persona (física o jurídica) que intervino en el 
proceso de salvataje. deba pagarles a los accionistas anteriores de la sociedad, rcdu- 
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tido en la misma proporción que fueran disminuido» los pasivos, considerando tam 
bién los gastos del concurso. Cabe señalar además, que si lo» accionistas así lo apro¬ 
baran pueden recibir un valor inferior al estimado conforme la metodología antes 
mencionada. 

Si bien no es el objetivo del presente trabajo profundizar sobre el proceso de 
Milvutuje empresario, puede analizarse rápidamente que a pesar de no resultar, en 
principio, lógico que los accionistas puedan aceptar recibir menos que el valor pro¬ 
porcional estimado judicialmente, esta situación es en la práctica posible atento a que 

a) Si le entregaran el monto fijado por el esperto y definido por S.S.. no es 
necesaria su aprobación 

b) Si la propuesta es entregarles menos de lo fijado en el punto antenor. pue¬ 
den plantearse dos alternativas: 

I) que no sea aceptado, en cuyo caso se decretaría la quiebrn, y por ende la 
liquidación de la sociedad, en cuyo caso el monto que pudieran recibir, 
tal ve* fuera menor, y 

II) que sí sea aceptado, por considerar que ante la eventual quiebra el mon¬ 
to que pudieran recibir de la liquidación sea menor al que obtuvieran por 
este medio. 

tí) Diferencias entre valores probables de realización y valuaciones contables 

Los criterios de valuación contable, básicamente pueden ser divididos en dos 
grandes grupos, valor de costo o valores corrientes. Actualmente en nuestro país, se 
encuentra vigente el modelo que establece como criterio general de valuación el de 
valores corrientes. 

Por ello correspondería analizar si existen, o pueden existir, diferencias entre 
valores comentes y valores probables de realización. 

Atento a que los valores de realización son una de las alternativas posibles para 
los valores corrientes, en la medida que los estados contables estén expresados bajo 
el modelo de valores comentes, pero con otra alternativa diferente a la de su valor 
de realización, van a existir diferencias entre ambos valores. Dicho de otra manera 
los valores comentes podrían dividirse para su determinación en do» grandes grupos: 

• Valores de entrada: como por ejemplo, costo de reposición, reproducción, re¬ 
compra. etcétera. 

• Valores de salida: como por ejemplo, valor neto de realización. 

Si bien puedo estar valuando a valores corriente», los mismo» podrían referir¬ 
se a valores de ingreso (por ejemplo, caso de bienes de cambio en general), y diferir 
de su valor probable de realización. 
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Otra de las cuestiones que evidentemente se va a plantear se vincula con lot 
denominados activos intangibles autogenerados. los que conforme a la* normas con¬ 
tables vigentes no pueden ser contabilizados, a pesar de existir doctrina actual, que 
justificaría su registnición (ver Valor llave. Un enfoque actual. Dics. Chaves y Paiiux 
Acuña), los mismos, evidentemente, tendrán un valor de realización. 

Por último, corresponde también tener presente que las normas contables pue¬ 
den ser modificadas', si esto sucediera, por ejemplo, con un modelo con en teños dt 
valuación históricos, las diferencias entre los incisos que aquí se analizan serian aun 
mayores. 


1,6.2. CONSOLIDACION 


1,6,2,1. Aspectos legales 

La posibilidad de presentar un grupo económico en conjunto, es sin duda otra 
de las modificaciones sustanciales introducidas por la ley 24 522 Hn la situación 
actual con mercados global izados, i nivel nacional, scctonal. c incluso mundial. * 
hacia necesaria una modificación en la ley que previera el concurso en caso de agol¬ 
pamiento. Cabe señalar que en lo referente a grupos económicos las distintas legis¬ 
laciones mundiales pueden tomar dos ópticas diferentes, entre aquellas que conside¬ 
ran a los grupos como persona de derecho, y aquella* que si bien les reconocen lici¬ 
tud no los consideran como tal. Nuestro país se encuentra dentro del segundo grupo, 
siendo por lo tanto un reconocimiento su consideración en la ley de concursos y quie¬ 
bras 

Sobre el pariicular. esta norma no trata específicamente la definición de con¬ 
trol a fin de determinar el concepto de empresa controlante, tal como lo realiza la LSC 
19.550. por lo que puede interpretarse que el objetivo del legislador fue adentrarse 
en aspectos de la realidad económica subyacente 

Esta metodología se encuentra contemplada en los ans. 65 y sigtes. y 172 de 
la ley de concursos y quiebras A continuación se detallarán sus principales caracte¬ 
rísticas 

— La solicitud debe contemplar a la totalidad de los miembros del grupo eco¬ 
nómico. 
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Bimn con que sólo un miembro del grupo se encuentre en cundo de cesa¬ 
ción de pagos, para presentar al conjunto, si se demuestra que ello puede de¬ 
rivar en inconvenientes para el resto del grupo. 

Existirá sindicatura única con procesos diferentes para cada persona concur¬ 
sada. 

Presentación de un informe general único por parte de la sindicatura, que 

contemple un estada de activos y pasivos consolidados. 

Existencia de un régimen especial de mayarlas, con posibilidad de presen¬ 
tar propuestas unificadas o separadas por cada integrante del grupo cconó- 

— Prohibición de votar los créditos entre lo* miembros del conjunto económico. 
Facultad de los avalistas o garantes de concursarse conjuntamente con el 
grupo económico. 

Si bien el procedimiento parece en principio adecuado, se produce una serie de 
inconvenientes prácticos que merecen ser citados, y que deberán ser valoneado» en 
enda caso en particular. 

— Participaciones indirectas y reciprocas. 

— Dificultad de demostrar el grupo económico, cuando el control sea no eíec- 


— Cómo justificar que el estado de cesación de pagos de un miembro puede 
perjudicar a los restantes integrantes del mismo 
—- A fin de determinar la competencia (que *c efectúa en función de aquella 
empresa que posea mayor activo), a que fecha debe ser considerada la com¬ 
paración (último estado contable emitido, fecha de presentación, estado va¬ 
lorado de activo y pasivo acompaAado a la presentación, promedios de últi¬ 
mos ejercicios, etc.). 

Por otra parte los grupos económicos no figuran como sujetos comprendidos en 
el art. 2'. y tampoco en el art. 11 (requisitos formales) sin solicitar lus estados con¬ 
ubles consolidados en caso de agroparaiento. 
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Por último, corresponde indicar que también se vinculan con el lema de con¬ 
solidación, otros aspectos tratados en la ley de concursos y quiebras, los que tambiín 
eran tratados en las leyes anteriores, más precisamente lo normado en el cap. 111 de 
la ley de concursos y quiebras "Extensión de Quiebra", en donde se establecen el pro¬ 
cedimiento y las características, para los casos de actuación en interés personal, con¬ 
trolantes, o confusión patrimonial incscindible. También vinculado con el tema y 
dentro del mismo capítulo, se regulan las acciones de responsabilidad contra los ler 
ceros. 


1.6,2,2. Aspectos contables 

Varios son los aspectos que deben ser analizados, vinculados con las normas 
contables relacionadas con el lema de consolidación y lo normado por la ley de con¬ 
cursos y quiebras. Sin querer agotar el tema, se mencionarán aquellos aspectos de 
mayor relevancia, considerando que obviamente la notma legal no tiene por qué abor¬ 
dar todos los aspectos de tipo contable, a saber: 

a) Estados contables consolidados vs. estado de activo y pasivo consolida¬ 
do. mientras las normas contables establecen un procedimiento para deter 
minar los estados contables básicos consolidados, la ley de concursos y quie¬ 
bras, sólo peticiona el balance, por lo que no se determinan los resultados 
consolidados a la fecha de presentación. 

b) Actividades no homogéneas: el supuesto de actividades no homogéneas 
dentro del grupo económico no está previsto en la ley de concursos y quie¬ 
bras. sí dentro de las normas contables que establecen que en esa circuns¬ 
tancia no se debería consolidar sino que para aquella empresa cuya activi¬ 
dad fuera diferente la consolidación se hará en una única línea (V.P.P.), 
cuestión que estimamos como razonable a los fines de su aplicación en di¬ 
cha ley. 

c) Fecha de cierre de ejercicio en aquellos casos en que las distintas empre¬ 
sas que conforman un mismo grupo tengan fechas de cierre de ejercicio di¬ 
ferentes. las normas contables establecen un período máximo de tres meses 
como diferencia posible para utilizar los mismos a los fines de la consoli¬ 
dación (siempre que no existan diferencias significativas en ese lapso), y la 
ley de concursos y quiebras no contempla esta dificultad de índole práctica 
pero que sucede muy a menudo, por lo que entendemos que debería utilizarse 
el criterio contable, de modo que si la diferencia fuera mayor a tres meses 
se debería practicar un cierre de ejercicio especial a estos fines. 

d) Participación minoritaria: esta situación se da en aquellos casos en que el 
grupo económico no es poseedor de la totalidad de los paquetes accionarios 
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de Im empresas que lo conforman, existiendo parles correspondiemes a otros 
accionistas, con participaciones menores. 1.a duda es el tratamiento que se 
debe dispensar a la participación minoritaria que conforma parte de un es¬ 
tado contable consolidado Cabe recordar que esta participación suele expo¬ 
nerse como un rubro intermedio entre el pasivo social consolidado y el pa¬ 
trimonio neto consolidado, por lo que deberla existir una definición concep¬ 
tual acerca de la intervención de los poseedores de la participación minori¬ 
taria. que como accionistas, en principio, parecería que no corresponden ser 
tratados como acreedores comunes, sujetos al tramite de verificación, pero 
como accionistas minoritarios probablemente no habnin podido definir su 
posición en los temas societarios. 

c) (eliminaciones: de acuerdo con las normas contables profesionales, varias 
son las eliminaciones que deben ser realizadas a fin de calcular y determi¬ 
nar los estados contables consolidados. A continuación las citaremos y rea¬ 
lizaremos su vinculación con la ley de concursos y quiebras, definiendo el 
criterio que entendemos se debe seguir, n saber 

I Fliminación de créditos y deudas la ley de concursos y quiebras, esta¬ 
blece que los correspondientes a los dos últimos artos no podrán partici¬ 
par en el proceso de consentimientos a fin de determinar la aprobación del 
concurso preventivo, con lo que indirectamente se está determinando que 
deben ser eliminados. No obstante cabe señalar que en las normas conta¬ 
bles profesionales no existe límite temporal alguno, por lo que de existir 
créditos y deudas de origen anterior a los dos artos consideramos que tam¬ 
bién deben ser eliminados, e indicarse por medio de una nota aclaratoria 
tal situación con la apertura correspondiente sobre la antigüedad de los 
mismos. 

Otra situación que merece destacarse es la referida a los créditos o deu¬ 
das con los garantes o avalistas, que en el caso que fueran personas físi¬ 
cas y no lleven registros contables se hace dificultosa su eliminación, 
cuestión aplicable también al armado de sus estados de situación patrimo¬ 
nial. 

2. Operaciones entre empresas del mismo grupo económico: las normas 

contables profesionales prevén su eliminación situación no contemplada 
por la ley de concursos y quiebras. Esto es asi debido a que esta ley. sólo 
peticiona como estado de consolidación el estado de activos y pasivos, y 
no el resto de los estados contables básicos. Siendo ésta una eliminación 
que en principio afecta únicamente a las cuentas de resultados no sería 
aplicable a eslos fines, pero sí deberá ser tenida en cuenta en forma glo¬ 
bal para analizar la situación de cada empresa y del grupo en general. 
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3. Resultados no trascendidos a terceros: en l.i ¡c .k . imnirsos y quie¬ 
bras. nada se dice sobre el particular, pero entendemos que esto es asi 
debido a que estamos en presencia de una norma legal. y que a los Tines 
de cumplir con los requerimientos que de ella denvan. es necesario ha¬ 
cer uso del herramental contable y de las normas que lo regulan, por lo 
que consideramos que es necesario analizar si existen resultados no tras¬ 
cendidos a terceros, entre las empresas del grupo económico, y en caso 
de existir, proceder a su eliminación a Tines de determinar el estado de 
activo y pasivo valorizado, que debe confeccionar la sindicatura. 

0 Papeles de trabajo de la consolidación kis.li-. ; m is desarrolladas a 
los fines de la consolidación de un grupo económico, suelen generar diver¬ 
sos papeles de trabajo de soporte > como resumen do ellos, los asientos de 
ajuste a los fines de consolidación (derivados de las eliminaciones de crédi¬ 
tos y deudas, del ajuste de operaciones entre empresas del mismo grupo, de 
los resultados no trascendidos a terceros, de otros ajustes, etc.) que son los 
que sumados a los distintos estados contables particulares de las empresas 
que conTorman el grupo, dan otigen al estado consolidado. Consideramos que 
si bien no lodos los papeles de trabajo deben ser volcados a un libro conta¬ 
ble rubricado, al menos debieran ser transcriptos los asientos ajustes, recla- 
sificacioncs y eliminaciones, así como también la planilla que sirve de base 
para determinar el consolidado partiendo de los estados particulares, y los 
ajustes antes citados 

g) Libros rubricados como consecuencia de lo citado en el punto anterior 
consideramos que es menester transcribir a los libros rubricados también los 
estados contables consolidados. Puede plantearse la disyuntiva sobre cuál 
libro de los integrantes del grupo debe cTcctuarse dicha transcripción. En ese 
particular entendemos que debiera considerarse el correspondiente al de la 
empresa madre, y que de no existir una se debería seguir el criterio estable¬ 
cido en la ley de concursos y quiebras vinculado con aquella que tuviera 
mayor activo (aplicable para determinar la competencia). 


1,7. GLOSARIO 

Acciones liberadas. Son aquellas acciones que la entidad emisora entrega a los 
accionistas por capitalización de saldos de actualizaciones contables o resultados 
—dividendos en acciones —. 

Acciones ordinarias Se trota de las acciones normales de la sociedad, en oposición 
a las acciones con privilegio o preferidas que no significan aportes simples de capi¬ 
tal. tienen voz y voto —simple o múltiple— en las asambleas. Representan las par- 
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les en que se divide el capital social de una sociedad por acciones, deben tener un 
mismo valor nominal expresado en moneda del país. 

Acciones preferidas Pueden lener diferentes tipos de privilegios económicos, liciten 
vo/ perú no derecho a voto en la asamblea general ordinaria de accionistas, salvo que 
se trate de una asamblea extraordinaria, o cuando la sociedad esté en mora respecto 
de los beneficios que le otorga el privilegio. 

Accionista Se trata de una persona < jurídica o física i titular de laa acciones de una 
sociedad de capital o sociedad anónima. 

Amortización El titulo puede amortizarse en cuotas durante el plazo que corre en¬ 
tre la fecha de emisión y la fecha de vencimiento, o rescatarse integramente al ven¬ 
cimiento. 

BIC. Bonos de inversión y crecimiento 
BOCE Bonos de consolidación económica. 

BOCON. Bonos de consolidación de deudas provisionales 
BONEX. Bonos externos de la República Argentina. 

Bonos Los bonos son certificados de deuda, que devengan intereses y tienen plazo 
de cancelación estipulado. Las cuotas pueden contemplar de acuerdo con los condi¬ 
ciones de emisión el pago de pane del capital o reservar la devolución del mismo al 
finalizar el período por el que se constituyeron. 

BOTE Bonos del Tesoro. 

Cláusula de ajuste. Independientemente de la moneda de emisión del título, podrá 
contemplarse la aplicación de cláusulas de ajuste, sobre el valor nominal del título o 
su valor residual cuando se practiquen amortizaciones periódicas. 

Compra (absorción). Es un procedimiento mediante el cual una entidad adquiere un 
fondo de comercio que se encuentra en funcionamiento: una vez concluidas las eta¬ 
pas jurídicas para convalidar los derechos adquiridos y la efectiva incorporación del 
capital de la empresa absorbida, ésta desaparece jurídicamente. Ejemplo: las empre¬ 
sas A y B. luego A compra a B. B una vez absorbida desaparece y continúa A 
Cupón corrido. L1 cupón se encuentra adherido a la lámina o titulo que representa 
las acciones, se identifica con un número que permite a la entidad emisora cfecüvi- 
zar el pago de los dividendos. Se denomina cupón corrido a !a renta devengada no 
exigible por el inversor, ya que. si bien fue dispuesto el pago por la asamblea de 
accionistas, aún no fue puesta a disposición de los accionistas. 

Dividendos Es la renta que devenga las acciones a favor de los tenedores —inver¬ 
sores o accionistas— La asamblea de accionistas, puede disponer la distribución del 
resultado no asignado mediante el pago de dividendos en acciones y en efectivo. 
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Empresa emisora. Es la entidad que emite los títulos representativos de las accio¬ 
nes segün lo establece el contrato de constitución, o sus respectivos aumentos 
Fecha de emisión. Corresponde al momento de emisión de los títulos. 

Fusión Se trata de un procedimiento de integración de - apitak ■■ destinado a lograr 
una efectiva cooperación funcional, entre dos o más entidades. Ejemplo las empre¬ 
sas A y B fabrican y comercializan automóviles, ambas acuerdan fusionarse y crean 
la empresa C. ésta se crea con la fusión de A y B que una vez concluidas las etapas 
jurídicas de transferencias a la nueva entidad, desaparecen como personas jurídicas. 
Interés. Es la renta prevista por el titulo y se calcula aplicando la tasa expresamente 
comprometida en las condiciones de su emisión 

Intereses corridos. Son intereses devengados no cxigiblcs. .ih.u. ;in el período trans¬ 
currido entre la fecha de último vencimiento y el momento que la inversora incorpora 
por compra a su patrimonio los títulos, o cuando se produce al cierre de ejercicio y 
la entidad tenedora tiene que registrar la renta devengada. 

Moneda de emisión Puede haber emisión en moneda del país o en moneda extran¬ 
jera. 

Monto. Los títulos indicarán el monto total 
Plazo. Fecha de vencimiento para el rescate. 

Prima de emisión Se trata de un importe suscripto c integrado, en el momento de 
emisión de las acciones, superior al valor nominal. Corresponde que la entidad emi¬ 
sora lo exponga jumo al capital social. Cabe consignar que. en aquellos países que 
se acepta la emisión de acciones sin indicación del valor nominal, este mayor valor 
de suscripción se integra dentro del rubro capital social, no se utiliza el rubro primas 
de emisión. 

Relación directa. Cuando una empresa posee las acciones que le otorgan votos su¬ 
ficientes para ejercer el control sobre otra u otras. 

Relación indirecta. Se da cuando se pone en práctica el concepto de carácter transi¬ 
tivo. por ejemplo, la empresa A posee el control de B y ésta a su vez tiene el control 
de C. por ende A tiene control en C. 

Sin participación accionaria. Una persona de existencia física o jurídica, puede 
decidir sobre las políticas de otra entidad porque tiene el control de la misma por 
distintos medios a los jurídicos, por ejemplo: ser el único cliente, ser el único pro- 
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veedor, que exista dependencia tecnológica de una empresa respecto de la otra, que 
es isla una dependencia o intercambio de directivos, etcétera 
Suscripción de acciones Es el compromiso de aporte efectuado por los integrantes 
de una sociedad que se constituye o cuando una entidad en funcionamiento aumenta 
su capital social. 

TIAVI. Título» de ahorro para la vivienda. 

Títulos de deuda Pueden ser públicos o privados (de capital). 

Valor de cotización. E* el valor con el que se negociaron los título* en el Mercado 
de Valores donde la entidad está autorizada a operar. 

Valor de libros El valor de libro de la acción ordinaria se calcula, lomando como 
base el monto total del patrimonio neto de la entidad emisora, menos los dividendos 
acumulados sobre las acciones preferidas si existieran, y el importe obtenido, se di¬ 
vide por el total de las acciones ordinarias en circulación. 

Valor nominul Se trata del valor que corresponde a la emisión del título o borní Este 
valor es diferente a la cotización actual y puede ser diferente al valor de costo origi¬ 
nado en la compra. La expresión valor nominal. lambiCn se utiliza cuando una socie¬ 
dad de capital emite aecione¡ para integrar su capital social. 

Valor residual Este valor se aplica a los títulos o bonos de deuda. Es la diferencia 
entre el valor nominal que corresponde a su emisión y la parte del capital ya amorti¬ 
zado (por medio de pagos anticipados). 

Valor técnico Los bonos o títulos de deuda tienen un valor técnico que se calcula 
tomando como base el valor nominal más los intereses corridos, menos los impones 
amortizados de capital, cuando están previstos rescates parciales antes del vencimiento 
del título. 


II. CONVERSION DE ESTADOS CONTABLES 

2,1. FINALIDAD DE LA CONVERSION ENTRE MONEDAS 

Frente a la actual glohalización de la economía las empresas preparan estados 
contables que tienen como destinatarios a múltiples usuarios localizado* en los lugares 
más remotos del mundo. 
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Muchas empresas de las llamadas "grandes", generalmente subsidíanos de ca 
sas malnces del exterior. optan por llevar sus registras iones contables simuluncamcn 
te en la moneda local y en la moneda de la casa matriz es lo que se denomina con¬ 
tabilidad bimoneruna En lodo momento poseen la Informa. i >n contable expresada 
en ambas monedas y según las normas correspondientes a cada uno de los lugares. 
En otros casos la información contable es llevada en una sola moneda y se hace ne 
cesarto recurrir a la ron versión de estados contables 

Al incorporar el concepto de conversión de estonios enlabies hacemos referen 
cia a la reexpresión monetaria, es decir al cambio de moneda de las mediciones mo¬ 
netarias de activos, pasóos, ingresos, gastos y otros element.'. incluidos en los es¬ 
tados contables. Para proceder a esta reexpresión utilizamos el tiro ¡le cambio o am¬ 
blo que es. en un momento dado, el precio de una moneda expresado en unidades de 
otra. 

Podemos distinguir tres finalidades para efectuar la conversión cnirc monedas: 

1. Brindar información a inversionistas en moneda de propio país o en el 
dólar estadounidense que puede ser considerado la monería predominante en 
el ámbito regional. 

2. Obtener información en una moneda distinta de la local para la loma de 
decisiones 

3. Permitir que a una sociedad que prepara estados contables en la moneda de 
su país y posee acciones de otra que está radicada en el exterior. Ic sea po¬ 
sible: 

al consolidar los estados contables 

b) aplicar el método del valor patrimonial proporcional 

4 Sin que lo consideremos conversión, nos puede interesar por alguna ratón 
transformar para algunos rubros una moneda en otra. 


2,2. PROCEDIMIENTOS DE CONVERSION 

Para efectuar la conversión de estados contables (EE.CC.) existen procedimien¬ 
tos alternativos: 

a) convertir - ajustar; 

b) ajustar - convertir. 

c) temporal; 

d) de discriminación; 
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O Upo de cambio de «ene; 

0 cómeme y no cómeme; 
g) monetario 

fcn el presente punto te explica brevemente cada uno de ellos ( 2 3 ) y en d siguicn 
le « los analiza a partir de las finalidades de la conversión de EC.CC. 


a) Convertir - ajustar 

Se traía de un procedimiento que combina el ajuste por inflación y la rom ver¬ 
sión de rilados cantables del siguiente modo; 

1. Se reemplaza la medición en moneda de origen por otra en moneda de con¬ 
versión. utilizando el tipo de cambio que corresponda al momento de la me¬ 
dición, se vincula con el método temporal (ver punto cj). 

2. Se ajusta por la inflación del país inversor la medición en moneda de cam¬ 
bio, considerando las variaciones en el poder adquisitivo de ésta 
Fowi.hi Ni wion reconoce una limitación del método en el caso de los bie¬ 
nes situado* en el extenor valuados sobre la base del costo histórico: 

- la coa versión de «Mas (breña» s moneda irfcruuu (Mac de mformacMa e del 
pilt de la inversora) y ui teca presión de acuerdo con la inflación dr aantro pus 
(lóase de la inversora) rararacnir da como resultado representaciones adecuadas de 
tu valor - <*) 

Asimismo agrega; 

•líe hecho, ea normal que una «'alunada* al costo sea poc» reprereman va. pero en el cao 
de lm Hh-iks mundos en el exterior aparece un «(tedíenle adicional: es probnMe que la 
evolución de tu valor oró mis relacionada con U uiltacldn local que con h argentina (Va¬ 
re del poli de la inversora) “ (*) 

Por ello propone que en estos cosos dichas mediciones se ajusten primero por 
la inflación del país en que se encuentran los bienes y se conviertan después al tipo 
de cambio de cierre. 


(2) ftrsuut Neurrwr. F.'»IUI». Dnmw 4t omuN/kUI . aujitona. Ed. Maccbi. Ba. As. l<Xk4 

(3) Po»u* Nsvaoo. tMuger. Pwyttto .1 1 irwlm um Menta V* I. CBCyT PACPCfc junto de 
IW4, pd* 12. 


td) Frmn Newn*. tvmsjuf. op en ea oou tJJ, 
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b) Ajustar - convertir 

El procedimiento consiste en combinar el ajuste por inflación y la conversión 
de estados contables del siguiente modo: 

1. Primero se ajustan por la inflación del país de origen las mediciones en 
moneda de origen que lo requieran para que queden en moneda de la fecha 
del informe contable a preparar (moneda en la cual se elaboran los estados 
contables primarios). 

2. Los importes así ajustados se convienen luego u moneda de cambio utilizan¬ 
do un tipo de cambio de la fecha del informe contable 

Este procedimiento está aceptado fuera de la Argentina, por algunas normas 
conubles y en la Argentina, la Comisión Nacional de Valores requiere su aplicación 
para la conversión de estados contables a dólares por parte de las sociedades que 
quieran colocar sus títulos valores en mercados del exterior. 

Este método aplicado en forma pura no permite exteriorizar la pérdida o ganan¬ 
cia de cambio surgida por el mantenimiento de la inversión en el exterior, por lo que 
coincidimos con Escribano Martínez (*) en que resulta necesario efectuar una dis¬ 
criminación (método de discriminación ver punto d]) en el patrimonio tomándolo al 
tipo de cambio histórico correspondiente y ajustando dicha medición por la inflación 
del país de la inversora. 


c) Temporal 

El procedimiento de conversión temporal o histórico establece que cada medi¬ 
ción contable en la moneda de origen (por ejemplo, la libra esterlina) se reemplaza 
por otra en la moneda de conversión (por ejemplo, el franco suizo), utilizando el tipo 
de cambio del momento en cuyo poder adquisitivo está expresada. Este método es 
denominado por la Financial Accounting Sundard Board (F.A.S.B Junta de Normas 
de Contabilidad Financiera) en su FAS 52 ‘•remedición" ( remeasurement) c implica 
sintéticamente (•): 

1. Convertir al tipo de cambio histórico las mediciones del pasado. 


(J) EscamAwi Martínez. Floukcto, Proyecto de resolución técnica N" I. CECyT - FACPCE. jo- 

■no de 1994. p*gi SI y 52. 

(6) Fnown o» García. Lusa y Rodríguez ce Ramírez. Masía ml Carmen. Conversión entre mo¬ 
nedas Conversión de estados contables. Ed Nueva Técnica y Erre par 8». A», abril de IW7. p«g 15 
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2 Convenir al lipo de cambio corriente la* mediciones del presente y del fu¬ 
turo. 

3 Considerar como resultado Financiero del período las diferencias de cambio 
proveniente* del proceso de conversión 


d) Procedimiento do discriminación 

Consiste en lomar al patrimonio al tipo de cambio histórico correspondiente y 
luego ajustar dicha medición por la inflación del país de la inversora. 


e) Tipo de cambio de cierre 

Es un procedimiento de conversión de estados contables, por el cual todo* los 
importes en moneda se convierten empleando un upo de cambio de cierre. 

En opinión de Fowijui Nicwton, merece la «guíente critica " no considera que 
muchas de las mediciones contables convertidas: 

a) están expresadas en monedas de momentos en que tenían vigencia oíros ti¬ 
pos de cambio (caso de los bienes de cambio, loa bienes de aso no avalua¬ 
dos. el capital, los resultados acumulados, etc.): o 

b) reflejan diferencias entre dos o mis mediciones anteriores (caso de los re¬ 
sultados financierosl". 


f) Corriente y no corriente 

Se trata de un procedimiento de conversión de estados contables, por el c 
los activos corrientes y los pasivos corrientes se convierten empleando un tipo 
cambio de cierre, y los restantes, usando tipos vigentes a las fechas de ongen de 
partidas componentes de los saldos 


g) Monetario y no monetario 

Es un procedimiento de conversión de estados contables, por el cual los acti¬ 
vos monetarios y los pasivos monetarios se convierten empleando un tipo de cam¬ 
bio de cierre, y los restantes, usando tipos vigentes a las fechas de origen de las par¬ 
tidas que componen los saldos. 
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2,3. UTILIZACION DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 
CONVERSION SEGUN LAS FINALIDADES 

2,3,1. SOCIEDAD QUE BRINDA INFORMACION A INVERSIONISTAS 
DEL EXTERIOR 

Bn este caso, se traía de sociedades que brindan información a inversionistas 
en moneda de su propio país o en el dólar estadounidense que puede ser considera¬ 
do la moneda predominante en el ámbito regional 

Dentro de este esquema podemos ubicar las “Normas para el régimen informa¬ 
tivo a inversores del extenor" de la resolución 195/92 de la ( omisión Nacional de 
Valores de Argentina que señala que "la informas uin a presentar . ría In misma que 
la establecida en el Anexo I en cuanto a normas de valí: i. r y de exposición, dada 
la compatibilidad existente con normas internacionales en la materia, pero redactada 
en idioma inglés Dada la relación de convertibilidad y equivalencia entre la mone¬ 
da local y el dólar estadounidense que rige desde el 1* de enero de 1992, se indicar! 
directamente esta última como unidad monetaria." [El destacado en negrita es nues¬ 
tro.) 

Si bien esta norma parte de la base de la convertibilidad del dólar estadouni¬ 
dense al peso argentino, consideramos que tendría valide/ el método allí señalado pan 
otros países que sin convertibilidad, quisieran utilizarlo para convertir estados con¬ 
tables emitidos en su moneda nacional a dólares 

Supuestos de los cuales se parte 

a) el ajuste por inflación se efectúa cuando es "significativa" la distorsión de 
la información (’); 

b) se trata de información a brindar a inversores del exterior que se ubican en 
el área del dólar, y 

C) en una economía globalizada, los países americanos han organizado sus eco¬ 
nomías. manteniendo bajas tasas de inflación similares a EE.UIJ. 


(7) Resolución líeme» ó FACPCE (Argentina) exige que se reexprese siempre 
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Conclusión i 1 1 


Consideramos que pura brindar información a inversionistas del exterior el 
método ajustar - convertir es el adecuado para reflejar los transacciones reali¬ 
zadas en el país puesto que se tuina en cuenta la inflación local acercándose asf 
a la realidad económica, lo que no se produciría dt utilizar el método conver¬ 
tir - ajustar en el que Ins transacciones se reflejan como si se hubieran realiza¬ 
do en el pafs interesado en la información. 


2,3,2. OBTENCION DE INFORMACION EN UNA MONEDA DISTINTA 
DE LA LOCAL PARA LA TOMA DE DECISIONES 

La cuestión consiste en decidir si es necesaria o no la obtención de información 
para la loma de decisiones en una moneda diferente de la local y, de ser necesaria, 
qué moneda de cambio utilizar. Para esta finalidad nos basamos en los supuestos y 
en la conclusión ya expuestos en el punto 2.3.1. 


2,3,3. SOCIEDAD QUE TIENE INVERSIONES EN EL EXTERIOR 
Y NECESITA CONSOLIDAR 

Se trata de una sociedad que prepara estadas contables en la moneda de su pafs 
y posee acciones de otra que emite y está radicada en el exterior y que necesita. 

1. Consolidar los estados contables. 

2. Aplicar el método del valor patrimonial proporcional. 

Existen dos enfoques básicos para expresar en una única moneda de informa¬ 
ción los importes registrados en moneda extranjera provenientes de actividades de¬ 
sarrolladas en distintos contextos económicos y monetarios: 

a) adoptar la moneda de información (la de la controlante) como unidad de 
medida, en cuyo caso se entiende que a través del proceso de conversión se 
han de reflejar las operaciones de todas las enudades como si las mismas 
hubieran sido realizadas por la entidad informante y. por lo tanto, la unidad 
de medida para las partidas de los estados contables de las entidades extran¬ 
jeras debe ser la moneda de la empresa informante: o 


ti) Flcxen I* Oxacu. L. Guoa Cjuoia. CLj Rocamaz o» Ramhsz. M C. Convertidn de mtv 
nrslai > otras impla aman derivadas del cambio Je moneda. Ktvisu Faro EcnaAnaco. Alo III. N* 4. moví 


de IW7 
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b) mantener la moneda extranjera (la de la controlada) como unidad de medi¬ 
da. en cuyo caso se entiende que la expresión de las punidas de los estados 
contables de las entidades extranjeras al tipo de cambio corriente resulta más 
representativa puesto que permite preservar las relaciones existentes en di¬ 
chos estados contables en el contexto en que las operaciones se desarrollan 
(esto último sólo es válido para estados contables ajustados por inflación de 
la empresa extranjera). 

Esta última aproximación, en un planteo intermedio que parte de la caracteri¬ 
zación de las entidades que operan en el extranjero como integradas a la matriz o con 
autonomía relativa y, en tal sentido, determina como unidad de medida la unidad 
monetaria del medio económico principal en que opera la controlada, ha sido adop¬ 
tada por las normas internacionales de contabilidad, en estrecha concordancia con el 
planteo de la normativa vigente en EE.UU. 

Conclusiones (*) 


• Procedimiento ajustar - convenir - discriminar para inversiones en el ex¬ 
terior en actividades con relativa autonomía. 

• Procedimiento convertir ajustar para inversiones en el exterior en ac¬ 
tividades integradas. 


2,4. PROCEDIMIENTO DE CONVERSION DE LA 
RESOLUCION TECNICA 13 ( 10 ) 

2,4,1. DEFINICIONES 

La segunda parte de la R.T. 13 comienza estableciendo definiciones, esta me¬ 
todología nos parece conveniente y en esta oportunidad la transcribiremos 

"En esta resolución técnica. los términos que en este apunado aparecer en letra itálica, se 
utilizan con los significado* expuestos n continuación de cada uno de ellos 
Conversión: reemplazo de una información monetaria por otra, expresada en una mone¬ 
da distinta a la original. 

Moneda extranjera: utilizada como unidad de medida original en la preparación de la in¬ 
formación monetaria a convenir. 

Moneda de cierre: la moneda (extranjera o argentina, lo que se aclare en cada caso) de 
poder adquisitivo de la fecha a la cual corresponden los estados coa¬ 


tí) Floren DE Gaocia y Romiouez de Ramírez, op. cit en nota (6). 

(10) Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas (F.A.C.P.CE.) 
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En lo que respecta a conversión la definición pareciera contener un concepto 
más amplio que la que utilizamos en el pumo precedente, pero en la primera parte de 
la resolución técnica en los considerandos punto e) se señala: 


bles de monede esnanjen a moneda irgrntuu pan mi conaolidacMn o pan la aphcacide 


Es decir que el concepto de conversión debe reservarse solamente para conver¬ 
sión de estados contables, como además lo señala el titulo de la resolución. 


Con respecto a moneda extranjera y tipo de cambio consideramos simple su 
explicación, pero con respecto a " moneda de cierre (extranjera o argentina, lo que se 
aclare en cada caso)" no surge con claridad a cuál se refieren principalmente en el 
pumo 3.1, Método de convertir ■ ajustar de la R.T. 13. 

Por lo señalado en el párrafo anterior y además para una mejor comprensión del 
tema nos parece interesante distinguir los dos procedimiento* utilizados en la R.T 13. 


2.4.2. PROCEDIMIENTO 

Con respecto al procedimiento convenir - ajustar la resolución señala: 


Método de convertir - ajustar 

"Cada información monetaria se convertirá de moneda extranjera a moneda ar¬ 
gentina empleando el tipo de cambio correspondiente a la fecha en cuyo poder ad¬ 
quisitivo esté expresada la medición De acuerdo con esta regla: 

a) se convertirán empleando el tipo de cambio corriente entre ambas monedas 
a la fecha de los estados contables las mediciones correspondientes a: 
a,l) valores corrientes de dicha fecha; 

a,2) costos históricos reexpresados a la misma fecha en la moneda extranje¬ 
ra. por aplicación de la norma de valuación correspondiente a bienes 
situados en el exterior contenida en el apartado B 3 de la segunda parte 
de la R.T 10 (modificada por el anexo A de la presente): 

b) se convertirán empleando tipos de cambio históricos las mediciones expre¬ 
sadas en moneda extranjera de momentos anteriores al cierre; 
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c) en los casos de mediciones resultantes de comparaciones entre dos o más 
mediciones originalmente expresadas en monedas de distinto poder adqui¬ 
sitivo deberá proccdcrsc a: 

c,l)convcrtir individualmente las mediciones comparadas; y 

Ci2) reexpresar en moneda de cierre, mediante la aplicación de las normas de 
la R.T. 6, los importes determinados en moneda argentina; 

c.3) volver a efectuar la comparación empleando las mediciones convertidas. 

Los impones así determinados en moneda argentina, serán reexpresndos en 
moneda de cierre mediante la aplicación de las normas de la R.T 6. 

Las diferencias de cambio puestas en evidencia por la conversión de oslados 
contables deben tratarse como costos financieros o como resultados financieros, se¬ 
gún que hayan sido originadas por pasivos o activos, respectivamente.” 

El método teórico de convertir ■ ajustar convierte a moneda argentina la mo¬ 
neda extranjera generalmente empleando upo de cambio histórico, de fecha anterior 
al cierre y ajusta (reexpresa) tomando en consideración los índices de inflación de 
Argentina; este método es llamado temporal en las normas de EE.UU., la convenida 
se efectúa en el momento que ocurre la operación. 

Si se utilizan los valores corrientes en el país de origen debemos atenemos al 
punto a, 1 del método convertir - ajustar, es decir se empleará el tipo de cambio co¬ 
rriente entre ambas monedas, a la fecha de los estados contables 


CASOS 

TIPO DE CAMBIO CORRIENTE (T.C.C.) 
TIPO DE CAMBIO HISTORICO (T.C.H.) 

a.l) Bienes y deudas a valores comentes 
Ejemplo. bienes (Je cambio. Valuación al 
cierre costo de reposición 

T.C.C. Fecha estados contables. 

a.2) Costos históricos reexpresados a la lecha 
de tos estados contables en la moneda ex 
trainera, ejemplo: inmuebles. 

T.C.C. Fecha estados contables 

b) Mechones expresadas en moneda extranje¬ 
ra de momento anterior al cierre. 

T.C.H. Momento anterior al cierre 









CAP m ASPECTOS CONTABLES FUNDAMENTALES RELACIONADOS 


e.1) CortvutV fliJn'duoriiMdo 

c7l 

W Menea 8 W 

JK1M 

ej) Vohw««“«eur » 


Cuadro I (se mantiene la numeración de la resolución técnica 13) f'A 


Par» un» mayor comprensión de los punios a), b) y c). brindaremos ejemplo* 
que pcnniian un mejor análisis: 

a.l) Los bienes y deudas valuados a valores cómeme*, en moneda cxtranjcr».| 
por ejemplo bienes de cambio valuados al cieñe a como de reposición sel 
convcnirin a moneda argentina al T.C.C. de la fecha de los estado* coi*u-| 

bles J 

a.2) Cosíos históricos reex presados a la fecha de los estados contables en l« 
moneda extranjera se convertirán a moneda argentina al T.C.C dados M 
argumentos del Anexo R de la resolución líeme» 13 ( l, |. 

En el caso de un inmueble, consideramos que su medición corresponde a un 
momento anterior a la fecha de cierre y debe reexpresarse por un coeficieJ 
le que mida In inflación del país extranjero, y luego ulili/arcmm el Upo di 
cambio a la fecha de cierre. 


(II) Itram t« Cuín» y Rotaoutr oa Rumu. op cu en nou |6) 

(til Resolución ic.nica IJ i Anexo BI. transcribí moi 'Ves otra pane.»e ha considerado i 
de que el costo de un bien erogado en moneda extranjera, convertido a ata 
Je acuerdo con la inflación de nuesiro pal», raramente représenla w valor" 




Ante la restricción, no» limitamos a proponer que la me 

dsciou .anuble de tro bienes u 

tuados en el estertor que no deban computarse-a sus *aloi 


basadas en tos casto» tuslOnco» La» normas son esta» 



a) tas mediciones contable» de dicho» acm 

jera de la fecha de los estados contables de cierre sotare la Isa 
que mida su inflación, y 

ta) lo» importe» asi nxspresado» »c convierten a moneda arpean 
bio de cierre 




La propuesta alcanza también a lo» activo» de poquedad duneta de ropón «gem a »» », para asi 
evitar que una misma situación pueda tener traunueato» contable» distinto» e* función de In» ama te¬ 
lóles. lo que notarla el rajutsMo de escnctatidad establecido en la R T 10 * 
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b) Mediciones «prosudas en moneda extranjera de momento «menor «I cierre 
Por ejemplo si se tratara de una s ema expresada en moneda histórica, en los 
estados contables de la emisora figurarían expresados en moneda de distin¬ 
to poder adquisitivo. En este caso la norma (R T 13) en una de sus alterna¬ 
tivas (segunda parte punto 3.1) obliga a utilizar el tipo de cambio histónco 
(T.C.H.), es decir convertir y ajustar tomando en consideración un índice de 
precios que mida la inflación de Argentina. 

c) Mediciones resultantes de comparaciones empleando las mediciones conver¬ 
tidas. Para una mejor comprensión de su aplicación, veremos el siguiente 
ejemplo (") de medición resultante de comparaciones entre dos mediciones 
originalmente expresadas en monedas de distinto poder adquisitivo. 

Valuación ai costo histórico Valuación a valores 

corrientes 

(Costo de reposición al cierre) 


Resultado de tenencia 10 


M.A.rl = ME 2 M.A.rl = M.E.:3 

Tipo de Cambio 2 3 

S 25 20 


c2 inflación 

argentina 5% X 1.05 = 26,25 c.3 

Resultado 
de tenencia 
negativo 
(6.25) 



M.A.: Moneda Argentina; M E Moneda Extrajera 


Resultado de tenencia. Bienes de cambio C')- 


<I3) C.I) Convenir individualmente las mediciones comparadas 

cj) Reexprcsión a moneda de cieñe medíanle la aplicación de las normo* de la resolución 
técnico 6 de loi importes en moneda argentina 
c.3) Volver n efectuar la comparación 

(M) El presente ejemplo es transcripción de la obra citada en nota (6). pág. 30. 
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Método de ajustar - convertir - discriminar 


I jt R T 13 scftala el siguiente procedimiento: 


rtespieurtri *1 cime <kl ejercicio en moneda homojín*». *oN* I* hmc de m imite 
de precio» que mide U mAscida del piít enmare recepeor de I* inversión. 



rrecprriar el palrimcmio meló anterior a la adiada del remitido del eiertKio p» li 
inflación argentina para discriminar el remirado'' 


2,5. CASO PRACTICO DE CONVERSION (’») 

2.5.1. SIMBOLOGIA 

Indice de precios mayoristas en la Argentina 
Indice de precios en el país E 
Resultado por exposición a la Inflación 
Tipo de cambio lunWodes monetarias dol país E por pésol 
UME: Umdados monetarias dal país E 

UMEC Unidades monetarias del país E de poder adquisitivo de la tacna da daña da 
ejercicio 

me: Moneda extranjera 
ma: Moneda argentina 
S: Pesos nominales 

*C Pesos de poder adquisitivo de la lecha de darte de ejercido 

2,5,2. DATOS DEL CASO PRACTICO 

En el momento I una empresa argentina realiza una inversión de S 10.000 en 
el exterior, constituyendo una sociedad unipersonal (") que solamente realiza una ope¬ 
ración en el ejercicio: la compra de un lemrno en el momento I. 


(IS) Parad desarrollo dd >i| 


(161 La sociedad umpenonal a 
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Cálculo de coeficientes 

• IPM de Argentina 

momento 3 116 

- =- = 1.07 

momento 2 106 

momento 3 116 

- *- =1.16 

momento 1 100 

• IPE de país E 

momento 3 245 

- -- = 1.96 

momento 2 125 

momento 3 245 


100 


= 2.45 
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Estado de situación 
patrimonial ■ momento 3 

Procedimiento 

Convertir • ajustar 

Procedimiento R.T. 13 
Valuar - convertir - ajustar 


UME 

TC 

$ 

Coef 

te 

Coef 

UMEC 

TC 

Se 

ACTIVO 










Electivo 

2 000 

3 

667 

1 

667 

1 

2 000 

3 

667 

Terreno, al costo histórico 
Inferior al valor recuperable 

13000 

1.5 

8.667 

1.16 

10 064 

ZM 

31850 
(13 000 
x 2.45) 

3 

10 816 

Tolal activo 

15.000 


9334 


10.721 


33 850 


11.283 

PATRIMONIO 










Capital 

15.000 

1.5 

10.000 

1.16 

11600 




11 500 

Resultado del ejercicio 

- 


(S66| 


(879) 




(3*7)C) 

Total pasivo y 
patrimonio neto 

15.000 


9.334 


10.721 




11283 

O El cálculo da asta importa se explica a continuación 


• Diferencia de cambio sobre efectivo 

Retenido aporte inicial 

2.000 / 1.5 =1.334 x 1,16 = (1.547) 

2000 13 = 667 x 1 = 667 saldo en electivo al momento 3 

(660) perdida por diferencia de cambo rtfedivo 

• Bienes de «so: terreno en el procedimiento valuar - convertir • ajustar 

R.T. 13 

Inflación Tipo de cambio 

país E 

UME 13 000 x 2,45 = 31 350 / 3 - 10 616 

UME 13.000/1.5 ■ 8.666.67 x 1.16 « 10063 

valonió 563 


Resultado del período 

Diferencia de cambio sobre electivo 
Valorización terreno 


(880) 

563 
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Estado de situación 
patrimonial • momento 3 

Procedimiento R.T 13 

Afustar - convertir • discriminar 


UME 

Coet 

UMEC 

TC 

Se 

ACTIVO 






Electivo 

2.000 

1 

2.000 

3 

667 

Terreno, al costo histórico 
Interior al valor recuperable 

13000 

2.45 

31850 

3 

10.616 

Total activo 

15000 


33.850 


11283 

PATRIMONIO 






Capital 

15.000 

2.45 

36.750 


11600 

Resultado del ejercido 
(pérdida) 



(2.900) r 


(317) 

Total pasivo y 
patrimonio neto 

15000 


33.850 


11283 


Diferencia de cambio sobre el efectivo 

2.000 x 2.45 = 4.900 / 3= (1.834) 

2.000 1 3 = 667 

PWI 

Resultado del período 

Oferenoa de cambio sobre el efectivo (REI) (967) (2 900 / 3) 

Ajuste al patrimonio inicial 650 

Resultado del ejercicio (pérdida) (317) 

Resultado del periodo (UMEC) 

2.000 x 1,45 = (£900)" pérdida o 2.000 x 2.45 = 4 900 

Expuesto Inflación del periodo (2.000) 

a la inflación país extranjero 

pérdida (2.900) 
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• Ajuste al patrimonio Inicial 

16.000 

-►10.000 i 

UME 15.000 * 145 

inflación 

«nvantsn 

Ajusta «I patrimonio inicial $50 


III. ESTADOS CONTABLES PARA FUSION 
Y ESCISION 

3,1. INTRODUCCION 

Dentro de la problemática jurídica de nuestro país, el tema fusión y escisión. 
no ha merecido un tratamiento tan exhaustivo como otros temas. Pero donde encon¬ 
tramos las mayores falencias al respecto es en el campo contable. 

Para abordar este tema desde el punto de vista contable se deben considerar los 
siguientes aspectos: 

a) problemas de valuación: recordemos que no necesariamente se deben usar 
en los temas que nos competen en este trabajo las mismas normas de valua¬ 
ción que durante el ejercicio. Se deben elaborar balances especiales, 

b) definición de estados contables (balances) de ejercicio, especiales de fusión: 

c) distinguir la fusión por absorción de la fusión por consolidación-, 

d) analizar el concepto de empresa en marcha, empresa en disolución y empresa 
en liquidación', y sus implicancias contables; 

e) considerar la "Relación de canje", 

0 analizar el “Derecho de receso". 

Para encarar correctamente estos puntos, el abordaje debe basarse en sólidos 
conocimientos de contabilidad pero además debe tratar con profundidad las disposi¬ 
ciones legales. 


1.16 * (11.600) 

mflaoón 
argentina 

« 36750/3* 12.250 




ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


494 


3,2. ANALISIS DE LA NORMATIVA LEGAL VIGENTE 

3.2,1. FUSION 

Para referimos a este lema analizaremos el art. 82 de la ley de sociedades co¬ 
merciales que sefiala: 

"Art. 82 Hay fanón cuando do» o más iconluki tt disuelven sin liquidara. para mnt 
ntmr una nueva; o cuando una ya custemc incorporo a oirá u día» que tan liquidarse, son 


id de loa deaaxhu» y obligaciones 


o Póbhco de Cmnenso el acuerdo drfiniUvo de fusióa y el 
aumento de capital que huhteir tenido que 


Para que proceda la fusión deben participar como mínimo dos sociedades, y 

pueden presentarse las siguientes alternativas: 


al Fusión por consolidación ■ 

Dos o más sociedades se disuelven sin liquidarse para constituir una nueva, 
bj Fusión por absorción . 

Cuando una sociedad ya existente incorpora a otra u otras que sin liqui¬ 
darse son disucltas. 

En lo que respecta n la fusión por consolidación se caracicrixa del siguiente 
>: 

♦ LM sot ¡edades fusionadas se disuelven y no se liquidan No hl) ni liquida¬ 
ción ni distribución del patrimonio entre los socios. Existe una sociedad con¬ 
tinuadora de las actividades. 

♦ La nueva sociedad que se constituye pusa a ser marcha para 

continuar con las actividades de las fusionadas. 

Al hablar de la fusión por absorción caractcrizamos: 

♦ Existe una sociedad absorbente y una/s sociedad/cs absorbida/s. 

♦ Lab socicdad/cs absorbida/s se disuelvc/n rio liquidarse 
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♦ La mcie lod al orbenie m una tmprem en imacha «yun cuntióte ms ONM 
dados incorporando la de la/* absorbida/». 


3,2,1,1. Pasos a cumplimentar para la fusión 

líe conformidad con lo establecido en el ari. 83 de la ley de sociedades comer¬ 
ciales (LSC) y en el art, 66 de la resolución 6/80 de la Inspección General de Justi¬ 
cia (IGJ) la fusión exige el cumplimiento de los siguiente* requisitos y pasos 

I. Elaboración de los balances especiales de cada una de la* sociedades coa 
informe de auditoria y del balance consolidado de fusión dictaminado por 
contador público a la fecha del compromiso de fusión. 

II. Celebración del compromiso previo de fusión otorgado por los representan 
tes de las sociedades. 

III. Tratamiento del compromiso previo de fusión en una reunión de directorio, 
que a su vez convoque a una asamblea general estroordinaria para efectuar 

su aprobación. 

IV. Publicación de edictos para informar a terceros y dar lugar a la oposición de 
acreedores 

V. Preparación del acuerdo definitivo de fusión otorgado por los representan¬ 
tes legales de las sociedades, incluyendo la nómina de los tocios que ejer¬ 
cen el derecho de receso. 

VI. Presentación de la documentación al organismo de control. 

VII. Inscripción registra! de las bienes transferidos. 


3,2,1,2. Secuencia gráfica del proceso de fusión por absorción ( ,r ) 

• ARTICULO 83 de la LEY SOCIEDADES COMERCIALES RESt MIDO CRA- 
EICAMKNTE 


¡. Stuaso. E y VuotJ Etna. H E 
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• CASO DE APLICACION 


Sociedades miervimentcí ALFA S A 

Calidad Absórbeme 

Capital social S 101)00 

Balance especial A|/|(W6 

CPF 31/01/97 

Asamblea General Extraordinaria (AGE) 11 AJ.V97 

unánime 


BETA S A 
Absorbida 
$ R 000 
31/10/96 
71/01/07 
I I/O.V97 
no unánime 


• SECUENCIA CRONOLOGICA DEL PROCESO DE FI SION 

71/10/96 31/01/97 14/02 20/02 21/02 24/02 25/02 26/02 

^^^^^- 


11/03/97 26/03/97 31/03/97 06/04 07/0» 08/0* 23/0* 

^^^^^^- 

AGE (absorbida Derecho receso Presentación edicto Publicación Oposición 
no unánime) 15 días fusión por .7 dios acreedores < 15 días) 


13/05/97 15/05/97 


ADF 20 dfas Presentación documentación IGJ 


3.2,1,3. Presentación de documentación ante la I.G.J. (’*) 


A continuación se detalla la documentación que debe ser presentada ante la 
Inspección General de Justicia: 

I. Formulario N” 1 de la I.G.J. debidamente timbrado y firmado por el repre¬ 
sentante o informante. 


2. Escritura o instrumento privado que instrumente el acto de fusión otorgada 
por los representantes legales (original, copia común y copia protocolar). 

3. Balance especial de fusión de cada una de las sociedades que se fusionan, 
con informe de auditoría. 


Vil. «t 66 


de la Inspección General de Justicia - Res. I.G.J N* 6. 1980. cap 
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4 Balance consolidado de las sociedades que se fusionan con informe de con¬ 
tador público con cuadro comparativo que indicará las eliminaciones y va¬ 
riaciones que se produzcan como consecuencia de la fusión 

5. Justificación de la relación de cambio entre las acciones, cuotas sociales o 
partes de interés de las sociedades que intervienen en la fusión, con infor¬ 
me fundado de contador público, salvo que la misma fuese aprobada por 
asambleas unánimes y no se haya ejercido el derecho de receso 

6. Documentación que acredite la titularidad de los bienes regisfrmbles y con¬ 
diciones de dominio (por ejemplo, inmuebles, rodados) 

7 Dictamen de prccalificación legal (escribano o abogado) y contable (conta¬ 
dor público) 


3.2,2. ESCISION 


Comencemos repasando lo que establece la ley de sociedades comerciales al 
respecto en su nrt, 88: 


"Art. *8 Hay «culón cuando: 

I una sociedad sin disolverse destina pane de su pammosuo ps 
dude» existentes o para participar con ellas en la creación de 

II una sociedad sin disolverse destina pane de su pummuaiu pa 
sociedades nuevas: 


la sociedad se disuelve sin liquidarse pora c< 


totalidad de m palomo 


En Uncus generales existe una "sociedad escidcnte" que separa parte de su pa¬ 
trimonio (activos menos pasivos) o destina la totalidad del mismo para fusionarse con. 
o constituir, una "sociedad escisionaria" 


Analicemos cada una de las tres alternativas para escisión que presenta la ley 

I. Este caso presupone la existencia previa a la escisión de más de una socie¬ 
dad: las mismas reducen en alguna medida sus patrimonios netos (escisión 
propiamente dicha) sin disolverse para aplicarlos a otra sociedad (fusión) 
existente o no. 

II. En este caso partimos de una sola sociedad que sin disolverse es la que loma 
la decisión de destinar pane de su patrimonio para constituir una o vanas so¬ 
ciedades nuevas. 

III. En este último caso se presenta una situación similar a la del caso II. con la 
salvedad de que la sociedad preexistente Si se disuelve Es la alternativa que 
podríamos denominar de escisión pura 





ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


3,2.2,1. Pasos a cumplimentar para la escisión 

De acuerdo a lo establecido en el an. 88 de la ley de sociedades comerciales y 
en la res, 6/80 de la Inspección (Jcnenil de Justicia, en su arv 67, la escisión exige el 
cumplimiento de los siguientes requisitos y pasos 

I. Elaboración de Ir» balances especiales dictaminados por contador público a 
la fecha del compromiso de escisión - fusión 

II. Celebración del compromiso previo de escisión - fusión otorgado por los 
representantes de las sociedades 

III. Tratamiento del compromiso previo de escisión en una reunión de directo¬ 
rio, que a su ver convoque a una asamblea general extraordinaria para efec¬ 
tuar su aprobación. 

IV. Publicación de edictos para informar a terceros y dar lugar a la oposición de 
acreedores 

V. Preparación del acuerdo definitivo de escisión otorgado por lo» representan¬ 
tes legales de las sociedades, incluyendo la nómina de los socios que ejer¬ 
cen el derecho de receso. 

VL Presentación de la documentación al organismo de control 

VII. Inscripción registra! de los bienes transferidos. 


3,3. CASOS PRACTICOS DE FUSION POR ABSORCION 

3,3,1. CASO SUPUESTO 

♦ Sociedad incorporante: Olimpiada 
Objeto: fabricación de calzado deportivo. 

♦ Sociedad incorporada: Buenos Aires 2000 S.A. 

Objeto: comercialización de calzado deportivo. 

♦ Motivo y finalidad de la fusión efectuar la 

Ambas empresas se encuentran en marcha. 

La incorporación del patrimonio de Buenos Aires 2000 S.A. a la incorporante 
permitirá disminuir los costos operativos que genera la comercialización de los pro¬ 
ductos. 

Los accionistas de la sociedad absorbida adquirirán a través de la reorganiza¬ 
ción de ambas sociedades, participación en el capital de una empresa de mayor tras¬ 
cendencia y envergadura económica. 
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ESTADOS CONTABLES BASICOS ESPECIALES AL 30 DE JUNIO 
DE 1997 EN LAS DOS SOCIEDADES 


Rutado de situación patrimonial consolidado de fusión de Olimpiadas S.A. y 
Unenos Aires 2000 S.A al 30 de junio de 1997 (expresado en S) 


Ruares toiMMn 

sa 

lanndrluMn 

Bastos Ares 

¡«osa 

(»«M M Iusmh 


1 !- 

illl! 

ACTIVO 






ACTIVO CORRIENTE 






Combato» 

30000 

'000 

37 000 


J7 000 

OMiIds por vsrto 

60 900 

20 000 

00 0(0 


90 000 

CiMtai por vutalBom Aras 

2000 SAI 

TOOOS 


10000 

(loan 


fow «ido xflwm 

100.000 

27 000 

'27200 

T3 MOI 

1I7.0N 

ACTIVO NO CORRIENTE 






Broa Muse 

soax 

«000 

310(0 


1(300 

■;t r . 

1000 


1COOO 


•oooo 

f.: v. ::v ¿ve 

90000 

•1000 

'3100 

- 

13(300 







pasivo 





PASIVO CORRIENTE 






Osuan lOtonada SA) 


10.000 

■0 300 

■íoooi 









30000 

3 303 

33 OK 


33000 

C«sh tacan 

icooc 

2.000 

'2 000 


12 000 







PATRIMONIO NETO 







T00 00C 

MOCO 

'209* 


120300 


11000 

3000 

22*0 


23 000 

«eunralegil 

ÜOOO 

3 000 

2' 003 


21000 

ReaiUM re «grata 

13000 

4 000 

173* 


17900 







TOTAL PfPII 






■ 

* 

i 

1 

SO.OOO 100 000 

-115 

30.000'20000 

•lli 
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3.3.2. CASO REAL (TRANSCRIPCION PARCIAL) (*) 


REORGANIZACION SOCIETARIA • FUSION POR ABSORCION DE 
AMERICA S.A. (SOCIEDAD INCORPORADA) CON GRIMOLDI S.A. 
(SOCIEDAD INCORPORANTE) - PROSPEC TO DE FUSION 

• Introducción 


H presente prospecto contiene tafocniKvWi sobre la reiwganreación »ooelana s Uevst a cabo 
Ha sido preparado de conformidad con k> requerido por el título Vil. capítulo I de la reso 
lucían pene ral 110 y sus modifirciom* de la ('omitían Nacional de Valores, la ley 19 550 
y ni modificaciones (la ley de lodedadei comerciales"), el reglamento para la autoñu 
cióa. suspensión. redro y cancelación de la conracidn de títulos valore» y demás norma» 
aplicable» 

Ea consecuencia, el presente prospecto incluye información relativa a la lunín por absot 
cida acontada entre Gnmoldi S A y Amónen S A el 23 de abril de 1997 mediante la ras 
cnpctdn del respectivo compromiso previo de fusión, con arrecio al cual Amírica S.A e* 
absorbida por Gnmoidi SA «Im Sérosnos de lo* arts 77 y siguientes de la Wy de impuesto 
a las ganancias, quedando por lamo tirimoldi S A como sociedad absorbente 


• Motivos de la fusión 

La finalidad y conveniencia de la fusión sarjen del hecho de que ambas empresas tienen 
similitud en su negocio de fabricación y comrmaireación de cateado no deportivo lo cual 
beneficiar* su eficiencia, se producirá una meyor asignación dr lo» recurso» human.» y fi¬ 
nancieros. una mejora en la calidad de la información contable > financio*, y una simpli¬ 
ficación de los procesos de decisión y control de las sociedades 


• Efectos de la reorganirnción societaria 

Se acontó someter a consideración de los respectivos directorio» y asamblea» la aprobación 
óel convenio y la auonución para suscribir el compromiso definitivo de fusión Como 
consecuencia de te fusión por absorción se producirán lo» siguientes efectos: 


I. Transferencia de patrimonio» 


Se transferir* a Grimoldl el patrimonio de América De tal manera, se incorporar* al patri¬ 
monio de Gnn»ldi la totalidad de los derechos y obliga»tone», activo» y pasivos, de la ab- 

La incorporación de los activos y pasivos de América al patrimonio de Gnmoidi se reali¬ 
ar* con efecto retroactivo al M de febrero de 1997 por el valor de lo» muro» registrados 
cu los balusrr» especiales cerrado» a cu fecha, confeccionados por cada una de las socie- 


I La Bolsa. Bt As. 25 de i 


i de 1997. N* 103» 
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Amanea S.A se disolveré sin liquidan» 

.1. Capital «vial de Grlmoldl y relación da 

En función de que Onmokll poseo en forana 
va» del capital Social de América S A . no aei 
la tenencia accionaria poseída por los ai 
«wción Por tanto, no corresponde at 
«nao establecer la reincido de c< 
dea comer cínica 


Loa activos y paalvot de la 
efecto telroaciivo ai 2* de lebrero de IVV7. facha que por lo 
de lodo» loa detrehos y obligaciones de la incorporada a la in> 
cldn de la rcorgomcaclóo su 


5. Incidencia patrimonial, cvonomka t financiera rn Grlmoldl 

La absorción como tal. a travé» de la rcurgamxacHka tuncuna. ao (enera incukauj eco¬ 
nómica, patrimonial ni financiera en Gnmoldi. ya que cala liltnna posee el 100 * del capí 
■al rnuiidn por América 


No «e ha caiablccido restricción alguna en el compromiso previo de fu 
a la administración de lo» negocio» de la absórtente y de la at 
do garantías para rl cumplimiento de 
La administración > representación ¡U 
directorio que continuaré en vigencia I 
eo <le Comercio. Loa pódete» ororgados continúan vi 


7. Reforma del «latirlo social de Grlmoldl 

El cumulo social de Grunoldi no resultar* modificado por no ser ello 


i 11 
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8. Kctohieinne* uclil» relativa» a la fu«i«n por absorción 

Un di recio ríos de América y Grimotdi han apretado el ?« de ahnl do 1997. lo» términos y 
condicione» del compromiso previo de fusión y han acordado lamhién que la fu»idn por 
absorción debe ser aprobada por las asambleas esuaordinana» de accionistas de Gnmotdi 

y América, que deberán cumplimentar los requi»' 1 '' de quonm . na* ni.is eMuidos por la 
ley de sociedades comerciales, pare lo que se comprometieron a someter a consideración de 
dichas asambleas cslraordinarias convocadas para el 5 de junto de IW, la aprobación del 
compromiso previo de fusión, y la aulonranón pare la suscripción del respectivo acuenlo 
definitivo de fusión 


9. Estadas contables básicos especíale* al » de febrero de 1997 de r.rirooldl * América 



por las disposiciones legales y regíame mana* vigentes, debidamente certificadas 


ll M de febrero de IW 


Los estados contables telendos en el apartado 9 han servido de base pora la confección dd 
balance consolidado de fusión de ambas sociedades al 28 de febrero de 1997. detallándote 
en el cendra siguiente los rubro s del activo y pasivo de cada una de las sociedades involu¬ 
cradas. las vanackmcs patrimoniales originadas por la fusión por absorción y el balance de 
Grimoldi profusión, resultando de dios el balance consolidado de fusión por absorción de 
Gnmoldi y América al 8 de febrero de 1997. 
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GRIMOLDI S.A. - AMERICA S.A. • ESTADOS CONTABLES 
CONSOLIDADOS DE FUSION AL 28 DE FEBRERO DE 1997 


ESTADO DE SITUACION PATRIMONIAL CONSOLIDADO 
DE FUSION AL 28 DE FEBRERO OE 1997 


Dslo* de las sociedades 

Sociedad absorbente 

Sociedad absorbida 

Denominación de la sociedad 

GnmoA» S-A 

América SA 

Domicilio legal 

Ronda 251 • Capital Federal 

Pueyrredón 548 - Rosario 

Actividad principal 

FaDneación y comercialización 
do calzado, cariaras y artículos 
atines 

Faoricaoón da calzado 

Facha de inscripción en el Re¬ 
gistro Póblieo de Comercio 

26 de junio de 1946 

30 de agosto de 1985 

Fecha de Finalización del plazo 
de duración 

25 de enero de 2045 

30 de agosto de 2084 

Fecha de oerre de ejercicio 
social 

31 de mayo 

31 de mayo 

Número de registre en la Ins¬ 
pección General de Justicia 

4.780 


COMPOSICION DEL CAPITAL SOCIAL ANTES DE LA FUSION 

Grimoldi SA. 

Clase de acciones 

Cantidad de acciones 

Autorizado a realizar 
olería pública 

Suscripto a intagrado $ 

Ordinarias de vm 1. - 
Clase ‘A*. 5 votos 

400 560 

400560 

Ordinarias de Wn 1. - 
Clase *A‘. 1 voto 

8-388995 

8 386 995 

TOTALES 

8787555 

8 787 566 


América SA 

Clase de acciones 

Cantidad de acciones 

Suscripto e integrado S 

Ordinarias de Wn 100 • 

1 voto 

900 

90000 




























504 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


ESTADO DE SITUACION PATRIMONIAL CONSOLIDADO DE FUSION DE 
GRIMOLDI S.A. Y AMERICA S.A. AL 28 DE FEBRERO DE 1997 
(EXPRESADO EN S) 


RUBRO 

Grlmoldl SA. 
|iMM dahn.nl 

AmArlea SA 
linas da fuann) 

SutAdW 

Ajustrs y 

!saoo»«t*w 



conaolidaeidn 

*¡1 

íil 

ACTIVO CORRIENTE 

Culture* 

2548*53 

671814 

1.127267 

_ 

31272*7 

Oradlos p« ventas 

14850205 

3962 916 

18813 121 


18811121 

Oí» CIKMCS 

5 853 *42 

310506 

9 763 950 

f 1(2.280576) 

7 483 374 

Senes da cart» 

16362 637 

JÍ28229 

20 190 666 

— 

20 190 Mí 

Aavos mongoles 

770313 


770373 


770 373 

TOTAL ACTIVO CORRIENTE 

43 385 110 

9260*6; 

52665577 

12280576) 

50385.001 

ACTIVO NO CORRIENTE 

Oros créanos 

*46 662 


**6662 


1*666! 

inversones 

6 487 1M 

253 *2 

6740266 

T, (5 320228] 

3 *20.038 

Senes de uso 

13.082.758 

1.433179 

1*525937 

— 

1*525.937 

Activos ñtangMes 

1460.336 

7414 

1*67750 


1 467750 

TOTAL ACTIVO NO CORRIENTE 

23*868*0 

1680675 

25160 615 

(5320228) 

19.860387 

TOTAL ACTIVO 

66872.050 

1097*1*2 

77846 192 

(7.600.804) 

70245388 

PASIVO CORRIENTE 

Cuentas por pagar 

7 635T29 

27827*9 

10418476 


10418479 

Préstanos 

18.055 1*5 

237616! 

20.431.307 

H (2280 576) 

ia.TSC.731 







Cargas Isaías 

35566* 

317302 

672966 

- 

672 956 

Otr cápaseos 

133706 

— 

133766 

5 858 

139.624 

Anteens de aerees 

- 


- 

- 

- 

TOTAL PASIVO CORRIENTE 

26181683 

56*8 056 

32 529 739 

(2 274 718) 

X2S5 021 

PASIVO NO CORRIENTE 

Cargas Scies 

_ 

_ 

_ 

- 

- 







TOTAL PASIVO NO CORRIENTE 






TOTAL PASIVO 

26881 683 

56*8056 

32529 739 

(2274.716) 

X255021 

PATRÜOHO NETO 

6787555 

9C00C 

8.877.555 

(900001 

$767555 


•206 B86 

15233 

1314 119 

(>5233) 

1296 686 

Priesa***, 

21 700271 


21.700278 


21.700271 



J 70.443 

3 703*43 

(3.7334*3) 


Resana agd 

791 6C8 

¡67530 

959.136 

(167530) 

7916C6 

Cras •ean» 

285 793 




285 7J3 

Rau-JO» re anea 

712*247 

13*9.680 

8*76127 

i 3*98801 

7.1262*' 

TOTAL PATRMOMO NETO 

39.990367 

5326086 

45316453 

(5 326 066) 

39900367 

TOTAL PASVOVP.N 

66 872 060 

10974.142 

77846192 

(7.600804) 

702*53* 


(20 Sociedades, art 33 de la ley 19.«¡SO. 
(23) Sociedades, an. 33 de la ley 19.330 
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NOTAS Al ESTADO DB SITUACION PATRIMONIAL 
< ONSOIJDAIK) DK FUSION 

GRIMOLDI S.A. V AMERICA S.A. Al. » DB FKRRRRO DK IW 7 
i cifra» ripeando» rn »( 


El «lado Je cituacldn patrimonial cnnwlidado Je futido ba tido parpando colín la han Je 
loe «todos lomaMei Je Gnmtddi S A y Amelio S A al 21 Ja fcbneo Jr IW Loa me- 


De acuerdo con el drenan 316/95 y con la 
o partir del I* de setiembre de 1905 la» em| 
La consolidación entre ambas sociedades (« 


R.G 272 de la Cornuda Ni 


Eliminación de lo» caldo» Je ojote» y aeree 
cortedades a la fecha de fosióa 

Eliminación de los ujdm del paanmonto neto de A minea S.A.. en rardn de que Cri 
mol di S A , detentaba al 2» de febrero * 1997 el 99.« % dri paqnete aecctmaito Je 
la sociedad abwtbnU. habcemlo adquirido el porcema«e cuoapondieii* a U pniuope 


Relucido de canje 


Iturante el mes de ahnl de 1997 GnmoWi S A adqmrtóel Olí * de 
AmincaSA 

ce incrementa el capital se 

previo de lucido de fecha 2> de abnl de 1997 aprobado poe loi 


S.A i sociedad absorbada) 
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3,4. VALUACION SEGUN N.I.C. 22. PARRAFO 39. 
DEL I.A.S.C. 


Rubros en general 

MAC. 22. pénalo 39 • I.A.S.C. 

Cajas y bancos 

No loa contempla. 

Créditos y préstamos liquidables en moneda 
nacional 

c) Documentos a cobrar a los valores presentes 
de las cantidades por reobir, determinados se¬ 
gún tasas de interés actuales apropiadas, 
menos provisiones para falta de cobro y cos¬ 
tos de cobranza, si os necesario. Sin embar¬ 
go, no se reouiere descuento para cuentas por 
cobrar a corto plazo cuando la diferencia en¬ 
tre la cantidad nominal del documento por co¬ 
brar y la cantidad descontada no es sustancial. 

j) Cuentas y documentos por pagar, deudas a 
largo plazo, pasivos, réditos y otras reclama¬ 
ciones pagaderas a valores presentes de can¬ 
tidades a ser desembolsadas al liquidar el 
pasivo, determinadas a tasas de interés actua¬ 
les apropiadas Sin embargo, no se requiere 
descuento para pasmos a corto plazo cuando 
la diferencia entre la cantidad nominal del pa¬ 
sivo y la cantidad descontada no es sustanaaL 

Créditos y préstamos con indexación 

No lo trata la N I C. 22 explícitamente. 

Créditos y préstamos no cancelares en moneda 

No lo trata la N.I.C. 22 explícitamente 

Bienes de cambio en general 

(d) Inveníanos: 

(i) productos terminados y mercancías a 
precios de venta menos la suma da (a) 
los costos por disposición y (b) una can¬ 
tidad razonable por utilidad por el esfuer¬ 
zo de venta del adquirente basada en la 
utilidad para productos terminados o mer¬ 
cancías similares; 

Bienes de cambio producidos o construidos con 
un proceso de producción o construcción que se 
prolonguen en el tiempo 

(ii) trabajo en proceso a precios de venta de 
productos terminados menos la suma de 
(a) costos para completar, (b) costos por 
disposición y (c) una cantidad razonable 
por utilidad por el esfuerzo de terminación 
y venta basada en la utilidad para produc¬ 
tos terminados similares; 
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IV. VALUACION DE LA EMPRESA ( 24 ) 

4,1. INTRODUCCION 

La preparación de un informe contable para la venta de la empresa exige la 
adopción de un conjunto de criterios y principios contables específicos que respon¬ 
de a esos fines; los mismos se apartan de las normas d_g aplicación obligatoria pare 
la preparación de los estados contables de cierre, cuyo objetivo principal debería ser 
la determinación del resultado de ejercicio 

Teniendo en cuenta la importancia que tienen los estados contables de uso es¬ 
tenio. creemos conveniente señalar los alcances que los mismos tienen en los proce¬ 
sos de evaluación de la marcha de la empresa y por otra parte, es necesario conside¬ 
rar las limitaciones que ofrecen estos informes para brindar información suficiente que 
permita determinar el valor de venta de una empresa en marcha 

Las claves necesarias en la preparación de los informes contables, que es utili¬ 
zada en los procesos de negociación para la venta de una entidad, se vinculan más 
con los requerimientos que realiza el comprador que con las decisiones que puedan 
adoptar aquellos que ostentan la propiedad de la entidad sujeta a enajenación. 

El interés de un comprador gira sobre la validez de las proyecciones futuras que 
presenta el negocio, de forma tal. de poder justificar su decisión de inversión. Sin 
embargo, los hechos y/o sucesos del pasado deben reflejarse claramente al momento 
de realizarse la negociación. El comprador apuntará a buscar señales claras que le 
permitan comprobar la razonabilidad de las pautas de valuación que se utilizaron en 
los procesos de preparación de la información contable para la venta 

El modelo de informe para la venta que se prepare, adquiere características 
diferentes según se trate de una venta total —transferencia de un fondo de comercio—, 
de la venia de una parte importante del paquete accionario que represente el control, 
o simplemente, de la determinación del valor de una participación minoritaria. 

Los argumentos que utiliza el que vende un negocio se ordenarán con la jerar¬ 
quía que mejor perfil logre justificar el precio que se pretende obtener, algunos ele¬ 
mentos son objetivamente medibles. otros son supuestos que representan imágenes 
probables a realizarse en el futuro, en el cono, mediano y largo plazo. 


(24) El desarrollo de eme lema transcribe una porte importante del trabajo presentado en las XVII 
tonadas Umuemunas de ComabtlKlad —Tandil en noviembre de 1996 Obtuvo el premio "Héctor Raúl 
Bdnora" y toe publicado en Contabilidad y Auditoria, aAo ’. V 4. noviembre de 1996, del Instituto de 


» de la Facultad de Cencías Económicas de la UBA. si 


Caslos. Caseta Faotm. luo Msjkuks y Gaisr. Iomaoo Pastan. 


Viscas, Juan 
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Es ampliamente reconocido que la evaluación de un proyecto de inversión. e«i|e 
un estudio meticuloso de las variables que hacen viable el negocio y las característi¬ 
cas de la larca que debe realizarse difieren en el caso de tratarse de un proyecto en 
marcha En estos casos se privilegian la utilidades que puede arroiar el negocio en 
el futuro, y que le justifiquen al comprador el esfuerzo que le significa realizar la 
inversión. 

Con el solo fin de centrar nuestra atención, los puntos que van a dominar la 
escena en los procesos de negociación giran en tomo del grado de ra/unabilidad de 
los valores asignados a los elementos tangibles, bienes y derechos que integran la 
inversión —activo— y la contrapartida, financiación ajena —pasivo— 

Entre los elementos esenciales que no pueden omitirse para determinar el va¬ 
lor empresa están los hechos contingentes que puedan afeetnr los valores netos que 
resultan de la ecuación (total activo - total pasivo • valor neto determinado), en el 
cálculo propuesto no se encuentra incorporado el valor Uavf de negocio o suma de 
dinero que pretende recibir el vendedor y que el comprador podría llegar a pagar. Por 
otra parte, el valor neto determinado será una consecuencia de los criterios de medi¬ 
ción que se adopten, costo, valor de reposición, valor neto de realización, etcétera. 

La posibilidad de reconocimiento del valor llave de negocio se vincula con las 
decisiones que loma el comprador, cuando se concreta la venia de una empresa y 
dentro del precio convenido se hubiera reconocido un valor por encima del valor neto 
determinado. 

En consecuencia, si el comprador pagó un impone mayor al valor que te pue¬ 
de asignar a los activos netos, estamos en condiciones de revelar un atuvo intangi¬ 
ble por el mayor valor abonado 

A efectos de lundar la medición y valuación de los activos intangibles, consi¬ 
deramos interesante mencionar las normas contables que se aplican en un país que 
tiene una larga tradición en el análisis de csu» cuestiones. Los principios de conta¬ 
bilidad. generalmente aceptados, de EEUU. ( l ’) seftalan. 

"El cotia tic un intangible ve mide 111 por d momo de efectivo enrojado en pago o el n- 
leu Iiu.imabte de mercada de k» ouot activos estregados i cambio. o líl por el valor pee 
seiile de los montos a pagarse por obligaciones me tundas. o <31 pór el valor raronaNc de 
macado de la compensación recibida al emume acciones id coso puede determinarte de 

quirvdo el que >ea mas claramente detetmmaNe i * 

Los limites de valuación de los activos intangibles, pueden encontrar un mar¬ 
co general en las señales que se reciben de observaciones que te realizan sobre la 
futura marcha del proyecto y que pueden tratarse de ciertas ventajas competitivas que 
son. en lodos los casos, inseparables del negocio que se adquiere 


<2S>APB 17, pdrralo 2S 
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En general, la doctrina no reconoce lo posibilidad de nutogencrar un valor lla¬ 
ve. solamente es posible el registro cuando es consecuencia de un sacrificio realiza¬ 
do. Hn la Argentina, algunos autores sostienen la posibilidad de reconocer un mayor 
valor de los intangibles al cierre de ejercicio, cuando existan evidencias posteriores 
al cierre que demuestren su efectiva realización 

En síntesis, lodos los indicadores que se utilizan para definir el valor de la 
empresa apuntan a un mismo objetivo, y éste está referido a reconocer la posibilidad 
de que el proyecto pueda generar, en el futuro, utilidades superiores a las que pue¬ 
den lograrse con una inversión razonablemente segura 

El valar llave de un negocio se integra al activo de la entidad y su tratamiento 
es inseparable del negocio que se adquiere, no tiene un valor autónomo como ocurre 
con algunos otros activos intangibles —patentes, morcas, etc 

El cálculo del valor llave se vincula con los ingresos futuros esperados, podien¬ 
do de una estructura preexistente que se supone no se modificará en el cono y/o 
mediano plazo, dependiendo del tipo de explotación que se trate, exige un análisis del 
comportamiento de los diferentes factores que intervienen para el desarrollo de la 
actividad. 

Los ingresos son el resultado de las actividades que realiza la empresa con ter¬ 
ceros que demandan sus productos o servicios. El componamicnto futuro de las clien 
tes es un factor esencial para determinar el éxito de la inversión. Para demostrar esta 
conclusión, tenemos que partir de una premisa que consiste en reconocer que todos 
los demás elementos que hacen al funcionamiento de la empresa que se adquiere, 
actúan armónicamente dentro de un conjunto de variables razonablemente controla¬ 
bles. 

La clientela que la empresa posee es una llave importante del negocio, es la que 
en definitiva permitirá concretar las expectativas que se tienen de la inversión. El 
estudio destinado a observar su posible comportamiento es de vitul importancia, en 
las decisiones de compra de una empresa 

Otro aspecto de relevante importancia, se encuentra en aquellos activos intan¬ 
gibles que integran el activo de la explotación a su valor original y que representan 
expectativas futuras de ingresos. 

Finalmente, el tratamiento contable que es necesario adoptar, una vez incorpo¬ 
rado el valor llave, exige vincular los procesos de agotamiento del activo en relación 
con los momentos que se esperan obtener los beneficios de la inversión, en este as¬ 
pecto los EE UU. í’ 1 ) señalan: 

“El como de cada activo intangible debe amortizarte cnnlta lo* ingrato* del periodo que 

beneficia que no puede «ceder 40 altos " 


(261 A«1 17. párrafo 29. de lo» 
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Esta posición représenla un cambio en la doctrina que sostenía que este tipo de 
activos no estaba sujeto a proceso de depreciación ni agotamiento. 


4,2. DETERMINACION DEL VALOR PARA LA VENTA 
Y LA COMPRA 

Lo determinación del valor de venta o compra exige la preparación de un "in¬ 
forme contable para la venia", cuyo sopone principal lo podemos ubicar en los esta¬ 
dos contables básicos. 

Para ello, se requiere aplicar un conjunto de técnicas de medición, basado en 
los principios de costo o criterios de valuación, ambas como expresión de loa proce¬ 
sos de medición, destinados a establecer las husos monetarias para la negociación. 

La elección de los técnicas de medición que se apliquen, está relacionada con 
el alcance de las combinaciones de negocios que se pretenden formalizar y par* este 
análisis seleccionamos los siguientes casos: 

4.2.1 Compra de un fondo de comercio: balance pura fusión y/o absorción. 

4.2.2 Compra de una participación minoritaria o de influencia dominante 

4.2,3. Sulvutajc empresario —ley 24.522— concursos y quiebras. 

Un aspecto a destacar como de difícil determinación en los procesos de nego¬ 
ciación para cada una de las alternativas enunciadas, es la existencia de pasivos con¬ 
tingentes. I -US posibilidades de acotar sus efectos futuros y la obtención de garantías 
suficientes, representan un paso vital para que se puedan concretar las negociaciones. 

En lo referente a las contingencias positivas derivadas de quebrantos impositi¬ 
vos. declaradas ante los organismos de recaudación; si bien, se trata de resultados 
reconocidos por aplicación de la técnica de impuestos diferidos, la experiencia reco¬ 
gida en nuestro país demuestra que su recupero es poco prohable, en consecuencia, 
las contingencias de este tipo no deben considerarse en la confección de los informes 
contables para la compra de una entidad. 


4.2.1. FONDO DE COMERCIO: BALANCE DE ABSORCION Y FUSION 

Las normas legales señalan ( r ’l 


127) Cóát» d* (o 


>. ley 19.550. «n *2. 
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"Hay fusión cuando dos o más sociedades « disuelven sin liquidan?, para constituir una 
nueva, o cuando una ya raisicnie incorpora a oirá u «ras que sin Itquidaiw. son disucltas 
Efectos La nueva sociedad o la incorporante adquiere la titularidad de los derechos y obli¬ 
gaciones de las sociedades disuellas. produciendo» la iiamferrncu total de sus respectivos 
palrimamos al inscribirse en el Registro Público de Comercio el acuerdo definitivo de fu¬ 
sión y el contrato o estatuto de la nueva sociedad o el aumento de capital que hubiera teni¬ 
do que efectuarse la incorporante ~ 

Los procesos de medición del patrimonio en la combinación de negocios, de¬ 
ben aceptar las reglas que surjan de los acuerdos que las panes formalizan, respetando 
los limites que el mercado ofrece, por tratarse de una regla natural: ninguno persona 
está dispuesta u obligada a recibir un bien por un valor mayor cuando el mercado lo 
ofrece a un precio menor. 

En la fusión, las panes que negocian establecen los principios que orientarán 
las mediciones del patrimonio en la consolidación y, por otro lado acordarán las ca¬ 
racterísticas de la estructura de una organización para conducción de la nueva enti¬ 
dad que se constituye. Los problemas a resolver giran en tomo de sueldos de funcio¬ 
narios. reconocimientos de gastos activados, cuota de amortización aplicada a los ac¬ 
tivos. Los acuerdos que se logren facilitarán la canalización de los acuerdos para la 
fusión. 

Los pasos para presentar el estado contable consolidado de fusión, exigen, en 
primer término, la armonización de los principios contables que se apliquen de acuer¬ 
do con el modelo contable que adopte la entidad absorbente 

La medición en la absorción, exige estimaciones que vinculan los valores del 
mercado con los importes que se asignan a los bienes incorporados, ya que, por lo 
general, en la compra de un fondo de comercio se paga un precio total, sin identifi¬ 
car los valores de los bienes que individualmente integra el patrimonio. 

Los instrumentos de mediciones que pueden acordarse en los procesos de ne¬ 
gociación y que definen el modelo contable a adoptarse, son los criterios clásicos, tales 
como: costo, valor de reposición, valor actual para créditos y deudas, valor neto de 
realización. 

El cálculo del valor llave surgirá de la diferencia entre el o los patrimonios netos 
de los sociedades que se integran en el balance de consolidación y el precio total que 
se abona en la absorción o la valuación que se realice en Infusión La medición del 
valor llave será una consecuencia del modelo contable que se utilice. 

Las posibilidades de utilizar los criterios de valuación de costo histórico o los 
modelos que aplican valores corrientes en los procesos de consolidación, determina¬ 
rán un valor llave que tomará diferentes dimensiones. 

La doctrina contable siempre ha reconocido al valor llave de negocio como un 
importe abonado por encima del valor neto del activo que se adquiere, no considera 
la posibilidad de que exista una llave negativa. 
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En este aspecto consideramos que podría aceptarse la idea, al igual de lo que 
ocurre en la compra de acciones mediante la aplicación del valor patrimonial propor¬ 
cional. donde se reconoce un valor llave negativo, como resultado de un precio pa¬ 
gado. menor que el valor de los activos que te adquieren en las negociación. 

Esta idea cató husada en la .sustentación de los usos y costumbres contables, que 
no reconocen las pérdidas o ganancias cuando en el momento de la compra o de la 
fusión se abona un importe mayor que los activos nelos incorporados, ligando el fu¬ 
turo del proyecta con las expectativas donde los hechos y sucesos que ocurran final¬ 
mente determinarán si ese valor pagado de máa o de menos puede ser tratado como 
un resultado. 


4,2,2. PARTICIPACION MAYORITARIA O INFLUENCIA DOMINANTE 

En este tema se puede profundizar cuando se estudia la aplicación del método 
de valuación patrimonial proporcional según las normas profesionales vigentes (*). 
y existe una importante doctrina (**) que aborda las cuestiones específicas de este tipo 
de activos. 

En las combinaciones de empresas, una de la características diferenciales con 
la fusión y/o absorción es que se respeta la identidad jurídica de cada una de las ca¬ 
lidades que configuran el conjunto económico 

Las mediciones que se realizan para valuar la tenencia en acciones que posee 
un eme controlante, permiten definir las condiciones que justifican la existencia del 
valor llave positivo o negativo y su cálculo, es el resultado de la comparación del 
importe abonado por cada acción en el momento de la compra, respecto del valor que 
la misma puede tener en relación con el patrimonio neto del ente emisor 

El mantenimiento del valor llave en el patrimonio y su relación cor el futuro 
del proyecto —empresa—. son cuestiones contables que exigen un adecuado análi¬ 
sis de los comportamientos de los elementos que dieron origen a su creación. 

En consideración de la síntesis que se propone en esta obra, recomendamos 
analizar, entre otros textos, los aportes normativos y doctrinarios mencionados. 


<28) Revolucione* técnicas 4 y 5 de I 
cías Económicas (F A C.P.CE.J. 

(29) VaoAS: Pram os O»«o»; Chas 


Fnleiacióa Aigcnli 
i ) Paisa* Aro**,, 


tlV 


Cíe» 
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4,2.3. SALVATAJE EMPRESARIO. LEY 24.522: CONCURSOS 
Y QUIEBRAS 

Si bien la simple enunciación del lema nos ubica ame una cuestión muy espe¬ 
cífica. los autores de este trabajo, consideramos la necesidad de desarrollar algunas 
ideas con respecto al valor de la empresa que es necesario determinar en los acuer¬ 
dos judiciales. 

Recientemente la ley 24,522. en su art. 48. introdujo la figura del salvataje 
empresario, como una posibilidad intermedia entre el concurso preventivo y la quie¬ 
bra. Tiene como objetivo preservar la continuidad del proyecto, para ello, se habilita 
la vía judicial para que los terceros —acreedores— puedan tomar la conducción de 
la entidad, constituyéndose en los nuevos propietarios. 

Los pasos previos para arribar a los procesos de salvataje se vinculan con la 
tarea e informe que debe presentar el síndico concursa! donde se indica, el valor pa¬ 
trimonial de la empresa segün los registros contables El objetivo que se propone es 
establecer el valor de la empresa, fijando un valor base, para que el experto judicial 
que se designe y la homologación del valor por parte del juez, permitan determinar 
el monto que deberán abonar, aquellos que quieran acceder a la compra de la entidad 

Resultan claros la diferencia y los alcances de los procedimientos que se pue¬ 
den establecer para la determinación del valor de un negocio cuando el mismo tiene 
vigencia actual y proyección futura, respecto de una entidad que desarrollaba un pro¬ 
yecto con poca posibilidad de supervivencia. 

Sin entrar en el análisis de qué provoca la crisis en la empresa que hace impo¬ 
sible la continuidad del proyecto, aspecto tales como el valor de los intangibles que 
la entidad posee como activos, o el valor llave que puede reconocerse como ocune 
en una empresa en marcha, constituyen datos que exigen consideraciones muy parti¬ 
culares. pero que en general se ven seriamente cuestionados en su posible valor de 
mercado. 

Existen antecedentes respecto de algunas entidades que si bien se encontraban 
en procesos concúrsales, sus marcas y/o patentes, eran de alto interés para entidades 
competidoras de gran éxito en el mercado. 

Por otra parte, las posibilidades de realizar un acuerdo con un adquirente del 
fondo de comercio, requieren la aprobación de los acreedores y de los anteriores pro¬ 
picíanos. y el valor de la entidad no tiene ninguna relación con el valor que el síndi¬ 
co concursa! elevó oportunamente y que el juez pudo resolver como valor de la em¬ 
presa. ya que el adquirente podrá realizar, para decidir la continuidad del proyecto, 
algunos acuerdos tales como: 

a) la quita explícita que pudiera negociar con los acreedores, o con cada gru¬ 
po de ellos. 
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h) la quila implícita como consecuencia de la diferencia entre la lasa de inte¬ 
rés pactada con los acreedores, o con cada grupo de ellos y la lasa vigente 

en el mercado; 

c) el menor valor que pudiera pagar a los anteriores propietarios sobre el va¬ 
lor patrimonial proporcional que hubiera fijado el juez 
Las estrategias que se desarrollan en los procesos judiciales enunciados, cons¬ 
tituyen un escenario complejo y de consecuencias no siempre fíales de proyectar en 
el (lempo, por ello los valores que se determinan, generalmente se vinculan a acuer¬ 
dos donde los valores corriente* que surgen del merendó, están lejos de constituirse 
en indicadores válidos para las mediciones, solamente son una mera referencia en 
cualquier tipo de negociación que realiza el adquirenic. 


4,3. LOS VALORES INTANGIBLES NO REGISTRADOS 

1.a preparación de los estados contables de cierre de ejercicio, mega la ponbi- 
lidail de ttulogenerar un valor intangible, o la búsqueda de un valor actual o comente 
de aquellos activos intangibles que pueden transferirse con independencia de la em¬ 
presa que los posee —patentes, marcas, etc.—. 

La doctrina contable señala en forma unánime, que la falla de objetividad que 
puede manifestarse en las estimaciones del valor, hace imposible incorporar un acti¬ 
vo Intangible aulogcncrado 

Los estados contables, deben caracterizarse por garantizar la presentación de 
información que revele la posición más segura para sus usuarios, sean: propietarios, 
inversores o cualquier otro actor interesado en la marcha de la entidad 

La aplicación de principios contables umversalmente reconocido» por la pro¬ 
fesión. facilita dar respuestas a los objetivos que tienen los estados contables de cie¬ 
rre de ejercicio, en tanto, resulta interesante realizar un análisis critico de los princi¬ 
pales criterios de medición que se utilizan, pora luego orientar sobre el tratamiento 
del valor de los intangibles no registrados. 


4,3,1. CONCEPTOS DE COSTO, VALOR DE REPOSICION. VALOR 
NETO DE REALIZACION Y RIQUEZA 


La NIC 15 (®) en el punto 7. parte final de la explicación dice: 


mes", del Conúií de Noria» Imernacmialei de Cok 


(30)1 
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" ya sea qne se preparen bajo el mttodo a conos historíeos o por un mitodn que reflc|c 
tos efeilos de los precio» cambiadles, no se pretende que leu estados liiuncicnn indiquen 
en formo directa el valor de la empresa m tu conjunto ~ 

La afirmación que postulan las normas ímcmacionalcs, permite sostener que la 
selección de los criterios que deben utilizarse para preparar un estado contable para 
la venta, va más allá del uso de los principios generalmente aceptados. 

Sin embargo, no podemos dejar de reconocer la importancia que tienen los es 
lados contables de cierTC de ejercicio para analizar la evolución del negocio y su 
posible proyección; las bases utilizadas para su confección, orientarán la búsqueda de 
las claves necesarias para el diseño de la información contable para la venta. 

Un análisis de los criterios contables específicos —costo, valor de reposición 
y valor de realización—. que se aplican para preparar los estados contables de cie¬ 
rre. permite orientar sobre las características que deben adoptarse para definir el 
modelo que pueda utilizarse para calcular el valor de la empresa en su conjunto 


a) Costo 

Una definición clásica del costo, es aquella que reconoce los montos de mone¬ 
da desembolsados pora la incorporación de un bien al patrimonio o. d necesario para 
la recepción de un servicio. 

Esta forma de medición participa de los principios de realización y devengado 
Algunas corrientes de opinión cuestionan seriamente su aplicación para la prepara¬ 
ción y presentación de los estados contublcs de uso externo 

Un argumento que se esgrime para invalidar la aplicación del criterio de valua¬ 
ción ai costo histórico, se encuentra reflejado en un importante trabajo en donde se 
realiza el siguiente comentario (*'): 

"Erna expresión de costo hutónco no se adecúa al objetivo de los estados contables: expo¬ 
ner la situación patrimonial y los resultados en la forma más conveniente posible en timó¬ 
nos de la realidad económica." 

Sostienen los autores del trabajo, que 

"Se observa a diario el caso de profesionales que luego de suministrar información conta¬ 
ble a empresarios y administradores, m tienten decepcionados por la falta de receptividad 
o atención que se brinda al produelo de su trabajo. Sin embargo, ese hecho demuestro que 
los dalos tumimtirados no son dilles para el receptor, quien a veces prepara los suyos pro¬ 
pio* - 


t. Replanteo de la técnica contable. Ed Macchi. B» As . noviembre 
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Un otro párrafo señalan que: 



Como podemos ver. se trata de un serio cuesltratamiento del aso del principio 
de valuación al costo, pretendiendo desnatural izar su uso al vincularlo con lo* obje¬ 
tivos. que esta corriente de opinión sostiene, de que los estados contables de oso 
externo deben lograr un acercamiento a ia Humada realidad económica. 

Un esta linea de pensamiento es inevitable que nos preguntemos ,.qué se en¬ 
tiende por realidad económica?, ¿cuál es su alcance?. ¿cómo pueden determinarse lo* 
criterios umversalmente reconocidos para revelar la realidad de lo* hechos y suce¬ 
sos en la vida de la empresa?, ¿existe una sola realidad o ¿«a es el resultado de la 
imagen que coda uno de los actores que mleracltia en relación con la entidad puede 
formularse? 


No es fácil encontrar respuestas a estas preguntas, tampoco parece muy útil 
pretender imponer, con argumentos poco sólido*, la posibilidad de establecer, norma¬ 
tivamente. condiciones para lograr que los estado* contables de uso externo se acer¬ 
quen a la realidad económica. 


b) Valor de reposición 

La primera reflexión que presentan los autores de la teoría de lo» valores co¬ 
rrientes. se basa en sostener que la realidad económica puede lograrse por aplicación 
del costo de reposición y el valor actual de los ingresos neto» futuros atnbuihles 
a los activos, con los límites en el valor recuperable. 

Se interpreta que el costo de reposición de un bien es (“): 

' su inonlu en efectivo u el equivalente que habita que doeratolur en el prevale pan 

obtener el miMim bien u olio de naiuraleza y carectcrtuicaa umilara " 

El uso de la expresión costo, debería reservarse para reflejar el sacrificio rcaii 
/ado o devengado, y es la base de medición de los activos tales como bienes de cam¬ 
bio. de uso. intangibles, en tonto, cuando se pretende hacer mediciones medíanle la 
técnica de valuación a valores corrientes, correspondería utilizar ia expresión valor 
de reposición, ya que. se trata de indicadores que se loman del mercado para refle¬ 
jar el valor de hechos o sucesos no ocurridos. 


(32) Op cil. 


i (27). pág 112. 
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En consecurncca. desde ei punto de u\u lerminol.-eK v nm parece más conecto 
que la expresión .orto dr rtpostctt »i rea reemplazada por i -ah>r dr rrposició n. éste 
es ua valor que puede asignarse a un activo que la mudad p.’scc y podría ser nece 
sano desembolsar si re desea reponer en el luturo 

F1 valor de reposición representa nna alternativa o'opda dentro de una pama 
posible de precios que bnnda el mercado al momento de la medición. Las condKiO- 
aes de la oferta y las posibilidades de la demanda podrían . on fijar» nn valor pro¬ 
bable. similar a) que rija en el momento de concretara la c-pcracioti 

Ei iateresante señalar qnr las nuevas estratejias operativas en los mercada* 
financieros, han comparado a desarrollar una amplia jama de instrumentos que per 
mnen a las empresas esnar entre los efectos conunjentcs .ie hechos no controlables 
surgidos del contexto t co fen cu donde actnan Lo* contraías de luturo y otros ibs 
mímenlos de e mn a e rts iica» similares per mit e» que hoi un operador sepa cuál será 
su resultado sin necesidad de esperar que acarean los hechos ni los sucesos que lo 
originan 

Estas foranas operativa» pareces favorecer el aso de los m. ciclos basados ea la 
aplicación de vairtrn r on* tu» j i em e n do en cuenta que pe-unen reducir el efecto 
de las contingencias que pu die ras afectar los indicador* que re ouli/an pnra delet 
minar el enterro de valuación Ser. emtnrjn. esta alternativa dr -rdic i h» no difiere 
con el modelo de lahoriM al rea*», teniendo en cuenta que ! rvLados contables de 
cierre de ejercicio deben exponer como resultad** los devengado* o realizados ea el 
ejercicio y excluir aquellos que solamente re relacionan coa hcctu* yo suceso» del 
futuro 


c) Valor neto de realización 

Los estados contables de cierre han utilizado al valor acto de realización como 
un limite necesario pare evitar sobrcvalaac*f>c* de loa activos 

Su aplicación se vincula con la» condin .r.r. je .. espera dcltcrá transitar ea 
el futuro la empresa, no solamente en relación con el ontcxlo que bnnda el merca¬ 
do. sino también respecto de las decisiones que proyectan lomar i administradores 
de la entidad y que pueden condición» la aplicación de los valí «es netos de realiza 
ción. como base para las mediciones 

Una definición de este criterio de medición señala que < ): 
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Bn otrox piltro fox se xeflal.v 


" «te método « aplicado a travdx de la regla de coato o lacreado, el meara «a la ntae 

cid* de hiei»™ de cambia o inventarlo» " 


La preparación tic un calado de cierre, frente a la posibilidad de venia de no 
fondo de comercio, condiciona la aplicación de los criterios que te eligen para mi 
preparación. F.l valor neto de realización puede ser muy representativo para las me¬ 
diciones. cuandi i se preparan informes contable* para la venta del fondo de comer¬ 
cio —absorción . siendo diferentes los ajustes que se realizan en el caso de dos o 
mis entidades que se fusionan, o cuando se trate de la venta del control de la «np r ru 
I-as características del informe contable para la venta deben contemplar las 
expectativas que operarán en el futuro para el desarrollo del proyecto, de ellas tam¬ 
ban depender a. la aplicación de los criterios de valuación destinados a proteger los 
interese* de lo* vendedores y que servirán de base en las negociaciones para la ven¬ 
ta de la entidad. 


d) Riqueza 


Según Dornbusch y Fiscmer (*•): 


"La león» del ahorro basad» en el ciclo vih 
mondo su rento c» alia en irlacida con la ten 
M renta e» haja en relación con la media de 


"Obsérvese que la rtqur«a varia coa el pato del tiempo, como coméntenos det ahuero, de 
las variaciones de lo» precios de los activos tpor ejemplo, de la» acoooca) y de la» desa¬ 


líala referencia bibliográfica nos permite sostener que al hablar de riqueza, los 
concepto* que se entrelazan son el ahorro, el ciclo vital de tai individuos, y la renta 
media recibida. La magnitud monctanu de la renta y el ahorro, la posible utilización 
que el individuo asigna en el tiempo, determinará la riqueza poseída 


(VI) IkuiNiM V H. Komi»» y Pumita. Si««». UucnvrMMM. Me Gnm Mili, sen» edición, pdg. 
MO 
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Una afirmación, que nos sugiere algún cucstionamiento. dice ("): 

'■ el ¡merts cu la riqueza y en sin cambios « la rali común en U cual concueidan la eco¬ 
nomía. la contabilidad y todas las fomac de administración Cualquier análisis de la acti¬ 
vidad económica > la adminisrración también se ocupa de ella,< .'mprrndc un Inventario de 
la riqueza mensurable y un anillas de lo» cambras en esa itqucra Tales cambios pueden 
deducirse a través de una comparación de sucesivos inveníanos de nquera 
Otro párrafo dice: 

la riqueza y el ingreso estifai totalmente entrelazado», tamo para el economista romo para 

el contador” 

La afirmación que propone un acercamiento de ¡os estados contables básicos 
con la economía, no encuentra sustento doctrinario suficiente. 

La preparación de los estados contables de cierre de ejercicio no puede, nt debe, 
pretender medir la riqueza, ya que. de acuerdo con las opiniones vertidas por los eco¬ 
nomistas, ésta se vincula con el modelo económico que se construye y en donde el 
ingreso debe representar la renta media recibida durante toda la vida del individuo. 
que comparado con el ahorro calculado según el ciclo vital determinan el monto de 
la riqueza que posee el individuo. 

Trasladar el modelo económico a la contabilidad para recogerla en la prepara¬ 
ción de los estados contables de ejercicio, exigiría utilizar predicciones sobre el fu¬ 
turo del proyecto imposible de mensurar. Calcular la probable riqueza acumulada o 
poseída por una empresa, no es lo mismo que la determinación del resultado del ejer¬ 
cicio. 

El mayor valor que pudiera asignarse a un activo en una entidad no puede ser 
considerado un concepto equiparado a la riqueza, solamente puede reflejarse como 
un resultado de tenencia según la terminología adoptada por la teoría de los valores 
corrientes. 

De producirse la venta de la entidad, estos incrementos de valor reconocidos 
como resultados, que pudieron inclusive haber sido distribuidos, exigirán la realiza¬ 
ción de ajustes a los informes contables que se preparen para la venta. 

Por otra parte, se hubiera aplicado el criterio de costo, los mayores valores que 
puedan tener los bienes, podrán integrarse en el patrimonio como mayor valor —costo 
de compra— para los nuevos propietarios o mantenerse al costo, incrementando el 
valor llave que surge del monto pagado por el valor nelo (total activo - total pasi¬ 
vo = valor neto). 


(35) Op nt ai bou (27). pég 5». 
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4.4. VALOR LLAVE AUTOGENERADO POR LA EMPRESA 

Una clasificación de los activos intangibles, se basa en identificar aquellos que 
pueden tener un valor de realización con independencia de la entidad a la que perte¬ 
nece —patentes, marcas etc. . y los que su valor, está ligado con la empresa en 
marcha —gastos de organización, llave de negocio, etc — 

Gn ambos casos, las normas profesionales han sostenido la imposibilidad de 
asignarles un valor que se aparte del costo histórico, debiendo amortizarse durante el 
perfndn que, se espera, se producirán los ingresos que generan. 

la» Ifmitcs que se establecen para el tratamiento de estos activos, constituyen 
restricciones insalvables para la teoría de los valores corrientes, en su objetivo de 
pretender acercar los estados contables a la realidad económica. 

Salvo, en circunstancias muy particulares se admite que los activos intangibles, 
que puedan haberse enajenados en fechas posteriores al cierro, puedan valuarse apar¬ 
tándose de su costo neto de amortizaciones. 

B1 valor llave es un activo que tiene un total grado de dependencia con la enti¬ 
dad a la que pertenece y la estimación de su valor, depende de considerar un conjunto 
de factores vinculados con el éxito del proyecto. 

La doctrina se ha ocupado de clasificar estos factores en: razones que pueden 
convenir el agrupmniento empresario, mejores niveles de competividad, asegurar¬ 
se el abastecimiento de materias primas clave, poseer recursos humanos altamente 
calificados lo que garantiza la calidad de los productos o servicios que se comercia¬ 
lizan. un buen nombre comercial, marcas, patente», procedimientos de fabricación, 
etcétera. 

Existen otros elementos que pueden dar lugar a la determinación y registro de 
un valor llave y éste se refiere al mayor valor que tienen determinados activos físi¬ 
cos en la medida que su valor de uso es superior a su costo amortizado. 

La doctrina contable, y los normas legales y profesionales en algunas oportu¬ 
nidades. ha permitido su registro bajo la figura del denominado rrvaiúo técnico de 
los bienes de uso. que no es otra cosa que una forma parcial de reconocimiento del 
valor llave. 

En consecuencia, se podría afirmar que un valor llave autogenerado. podría 
encontrar una representación cuando se onenta sobre el mayor valor que puede asig¬ 
narse a un activo tangible en poder de la entidad, siendo imposible su registro sobra 
las estimaciones de un mayor valor de bienes intangibles 

Los tratamientos contables que admiten el reconocimiento parcial del valor liara 
de la empresa, pueden significar distorsiones y falta de criterios uniformes para la 
determinación del valor llave de cualquier proyecto. 
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4,5. EL TRATAMIENTO CONTABLE DEL VALOR LLAVE. 
UNA VEZ QUE SE INCORPORO EN EL PATRIMONIO 
DE UN ENTE 


Los pronunciamientos americanos sobre la materia, señalan que 

"El costo de cada activo intangible debe atnortiranc contra los ingresos del periodo que 
beneficia, que no puede es ceder «0 aAos IAPB 17, pAmr« ?<■>' 

“El método de linca recta es requerido por lo* PCGA para la nmorrlmcidn. a menos que la 
empresa pueda demostrar que el empleo de otro método sistemático >e justifica en las cir 
cinutnnciai del caso tAPB 17. parrare 30) " 

— OBSERVACION: Cuando no ic tiene evidencia sobre la duración de las vidas lilile.s o 
sobre la pérdida de valor de loa intangibles, la amom/acidn de su costo sobre bases 
arbitrarias puede llevar a registrar premaiurainrale los gastos de nmortiración y la dis¬ 
minución del activo. Por otra pane, si se espera pora amortizar el costo hasta que la 
pérdida del valor en uso del intangible sea evidente, es probable que esa pérdida se 
termine registrando coa atraso 

“La empresa debe evaluar frecuenlcmcnie los derechos representados por kw intangibles para 
determinar n las circunstancias posteriores a so adquisición, exigen que se revisen las vi¬ 
das titiles estimadas. Si se cambian las estimaciones, el costo no amortizado debe distribuirle 
sobre los atlas restantes de la vida útil del activo, que no puede extenderse más «Je 40 alias 
a partir de la fecha de adquisición tAPB 17. párrafo 311" 

Una clara identificación de los factores que sirvieron de liase para el cálculo del 
valor llave, permitirá determinar los criterios que mejor se ajustan para el reconoci¬ 
miento del cargo por amortización contable que debe realizarse. 

Se ha señalado que la llave de negocio es la resultante del valor abonado por 
encima de los activos netos determinados, pudiendo ser reconocido como un activo 
por la entidad que continuará con la explotación del proyecto, pudiendo originarse en 
las siguientes combinaciones de negocios: absorción, fusión, compra de las acciones 
que otorga el control del emisor v/o una influencia domíname 

Ha quedado demostrado que para el cálculo del valor llave intervienen diferentes 
vertientes, como las surgidas del mayor valor que puede asignarse a bienes tangibles 
o intangibles en posesión de la entidad sujeta a negociación o medíame el reconoci¬ 
miento que puede calcularse del valor intangihlc. que por aplicación de las normas 
y/o principios —valor llave aulogencrado— no puede ser incorporado al patrimonio, 
en una entidad en marcha 

La clara determinación del origen y de las causas que originan el valor llave, 
representa un paso sustantivo para establecer los procesos de amortización. 

Es indudable la importancia que reviste un cálculo acertado de las amortizacio¬ 
nes para este tipo de activos, sin embargo no podemos ignorar que los criterios de 
amortización representan dentro de los procesos contables, una de las cuestiones que 
aún presentan aristas complejas. 
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La determinación del cargo por amortización, cualquiera sea d activo que se 
trate, representa un campo donde los hechos y sucesos contingentes en relación con 
el futuro del proyecto, son cuestiones frecuentemente mal tratadas desde el punto de 
vista contable 

Los clásicos sistemas de amortización que la contabilidad utiliza se basan ge¬ 
neralmente en la aplicación de procedimientos surgidos de los usos y costumbres, tales 
como amortización por cuotas constantes y lineales —sin contemplar valores residua¬ 
les al fin de la vida útil ; métodos de amortización crecientes y/o decrecientes y otros 
de similares características, 

La amortización así calculada produce efectos sobre los resultados del cjerci- 
cio y en la medición del patrimonio, que lo apartan cada ve/ más de un cálculo téc¬ 
nicamente apropiado, que deberfa respetar las características de los activos y su po¬ 
sible vinculación con los ingresos devengados y los flujos de fondos esperados. 

Las perspectivas futuras del negocio que se explota y el desarrollo de los flu¬ 
jos de fondos esperados, imponen la proyección de escenarios donde puedan verifi¬ 
carse razonablemente las posibilidades de éxito del proyecto. Las expectativas de 
ingresos futuros, son clave a la hora de tener que determinar los efectos de la amor¬ 
tización del valor llave de negocio, sobre una base menos arbitraria que laque resulta 
de aplicar en forma sistemática el método de línea recia. 

El cálculo de la amortización del valor llave no debe ser producto de la consi¬ 
deración de un solo factor, debido a que su existencia ex el producto del reconoci¬ 
miento de un mayor valor que puede tener su ungen en bienes tangibles c intangi 
bles ya existentes en el patrimonio del ente que lo origina. En consecuencia la amor¬ 
tización debería respetar los mismos principios que se aplican para los bienes que 
participan en su creación 

La determinación arbitraria de la cuota de amortización, queda reservada en 
consecuencia, exclusivamente para el valor intangible que no tenga una referencia 
concreta con ningún activo que se adquiere, pero que se incorpora como valor de la 
negociación. 


CASO DE APLICACION 

JUSTIFICACION PARA IDENTIFICAR EL VALOR LLAVE APLICADO A 
ACTIVOS TANGIBLES O INTANGIBLES 

Para la preparación de un informe contable para la venta o compra, es necesa¬ 
rio apartarse de los principios generalmente aceptados, debiendo, en estos casos, re- 
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cumrsc a los valores comentes. por ser una herramienta necesaria que logra una mejor 
interpretación del patrimonio de la entidad sujeta a la ncg«v melón. 

Los informes que se presentan, no obstante, se encuentran sujetos a estimacio¬ 
nes sobre ganancias que se esperan alcanzar en el fuium y que el comprador, en las 
estrategias de la negociación, en ningún momento pondrá de manifiesto. 

Las expectativas que el comprador puede tener sobre la obtención de mayores 
ganancias, basadas en los activos tangibles o intangibles que so compran, no pueden 
ser consideradas como un mayor valor del bien, debido a que se originan en meros 
supuestos. 

Estas estimaciones se obtienen al considerar, el uso o explotación que se pien¬ 
sa realizar de los activos tangibles c intangibles que se adquieren en la nueva enti¬ 
dad y su origen únicamente se encuentra en el acto de la compra. 

Se trata de una estimación del valor de utilización económica superior al costo 
de compra, que sólo puede ser reconocido como un valor llave de negocio 

Un ejemplo podrá ayudar a interpretar el alcance de lo que se postula, supon¬ 
gamos que la empresa A adquiere la empresa B y el patrimonio de ésta, luego de los 
ajustes para su integración al patrimonio de A es como sigue: 


Activo 

Pasivo y patrimonio neto 

Cuentas a cobrar 

S 1.100- 

Cuentas a pagar 

S 

12 000- 

Inventaros 

S 10 000 

Tota* pasivo en 



Activos tl|0S 

S 80CO0- 

valoree comentes 

$ 

12000- 

Mangóles 

S 900 




Total oei activo 


Patnronc neto 



en valores corrientes 

$ 92 000 

adquirido 

s 

80000- 


Supuestos 

a) entre los activos fijos adquiridos, se encuentra un bien cuyo valor asignado 
al momento de la venta es menor en unos $ 1.000 basándose en el supuesto 
de que su vida útil estimada en función del flujo de fondos posibles espera¬ 
dos. es superior a la que sirvió de base en la negociación; 

b) los activos intangibles no reflejan el valor $ 500 correspondiente a una pa¬ 
tente que en la empresa A permitirá un mejor desarrollo; 

c) la empresa A abonó por todo concepto S 82.000 poní la compra de la em¬ 
presa B 
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Composición del valor llave 

Mayor valor abonado sofero activos tangibles. í 1000.- 

Mayor valor abonado sobre aet/w» intangibles. $ 500 - 

Valof llave abonado como intangibles no registrados S 500 - 

VALOR LLAVE. * 7000- 


Bases para el cálculo de la amortización del valor llave 

n) Iii estimación de vida útil que se asigne al activo tangible deberá ser utiliza¬ 
da en relación con los $ 1.000 que integran el valor llave total abonado por 
la empresa A: 

b) Iii vida útil que se espera alcanzar con el activo intangible será la base para 
amortizar los S 500 que forman parte del valor llave total; 

c) el saldo de $ 500 para la determinación de su amortización se adoptará un 
criterio totalmente arbitrario, tomando como límite un plazo no mayor que 
el que se espera puede beneficiar. Las normas americanas, en este sentido, 
definen un período no superior a 40 aAos. 

Nota: si la empresa A. dispusiera la venta de los bienes tangibles o intangi¬ 
bles que dieron origen a la determinación del valor llave, éste, en la propor¬ 
ción que corresponda, deberá reducirse. 


V. LA LEY PENAL TRIBUTARIA Y LA 
RESPONSABILIDAD PROFESIONAL 

5,1. INTRODUCCION 

La ley 20.488 de incumbencia profesional fija las normas para el ejercicio de 
las profesiones relacionadas con las ciencias económicas y al referirse a las funcio¬ 
nes del contador público, en el art 13 establece las siguientes competencias: 

*1 La producción y fimu de dictámenes o informe», en muera judicial 
bl En malcría económica y contable, cnmirtn dr dictámenes qne sirvan para 5ne» ludiera 
les. administrativos, están desuñados a hacer fe pdbtica 
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Todas es las tareas profesionales, deben ser ejercidas en forma independíenle, 
debiendo observar el marco que impone el código de ética vigente en el ámbito del 
consejo profesional donde se encuentre matriculado. 

Estos códigos parten de un postulado básico ético-moral que dice: 

-Lo. profesionales deben actuar siempre con integridad, veracidad, independencia de cri¬ 
terios y objetividad ” 

Los consejos profesionales son organizaciones paraestatales con facultades le¬ 
gales de administración de la matrícula profesional y tienen como función principal 
el control del ejercicio de las actividades de los graduados en ciencias económicas. 

En cada jurisdicción del país funciona un consejo profesional, que mediante la 
aplicación de su código de ética, establece las responsabilidades profesionales desde 
el punto ético-moral 

Entre los aspectos más destacados podemos mencionar los siguientes: 

a) tos matriculados son responsables por la documentación que firmen y cata responsabi¬ 
lidad es personal c indelegable y en aquellos asuntos que se requiera la intervención de 
colaboradores, deben asegurarse la supervisión personal de loa profesionales. 

b) con carteler general para lodos los profesionales de las ciencias económica», la obit 
gación de abstenerse cuando su intervención o consejo, permita o (.alíete qur se cometan 
actos inconeclos. confundan o sorprendan la fe de terceros, u ve empleen en forma 
contraria al interdi general, a tos intereses de la profesión o violen la ley; 

c) en el desarrollo de la actividad profesional, debe evitar utilizar 'cerneas para deformar 
o encubrir la realidad, esta falla se la considera un agravante de folla ótica. 

d) en el ejercicio de su actuación se destaca la importancia del '‘secreto profesional'', es¬ 
tableciéndose la excepción a este principio ético, en la medida que deba revelar sus 
conocimientos para su defensa personal y cuando la información que deba proporcio¬ 
nar sea insustituible 

Desde los comienzos de la existencia de la profesión hasta nuestros días, se 
puede observar el importante avance social que ha logrado alcanzar el contador pú¬ 
blico. 

La fe pública, que representa su opinión, constituye un objetivo que se sostie¬ 
ne en el alto grado de transparencia que debe reflejarse en su actividad. 

Sin embargo, no cabe duda de que los nesgos que se enfrentan en el ejercicio 
de la profesión son cada día más importantes, es por ello que los organismos que 
agrupan a los profesionales deben auxiliar al contador, en la defensa de sus respon¬ 
sabilidades profesionales. 

En este sentido se observa un creciente interés por regular las actividades que 
realizan los contadores, y también la creciente responsabilidad —civil y penal— que 
les asignan las normas legales en relación con su actuación. 
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En cnlc sentido, la» normo* profesionales deben contri huir a respaldar las ac¬ 
cione* que realiran dentro del marco de las incumbencias profesionales Preservan¬ 
do el comportamiento ¿tico y moral, para evitar que « vulneren sus derechas, impi¬ 
diendo que pueda emitir su opinión con suficiente independencia 


5,2. EL AUDITOR EXTERNO Y LA LEY PENAL TRIBUTARIA 


El inf. 5 del CECyT (") scftala que los objetivos, respecto de la latea que rea¬ 
liza un auditor externo, y que se vincula con la emisión del informe en que comuni 
ca su opinión aceren de los estados contables emitidos por una entidad, son 


compon» las im 
la contiihiliiUI r incidido, rn los n 
nio rn! en lo que se refiere a 
comparar la valuación asignad 
ác présenlo, lón ron la que ce 


Para poder opinar sobre los informes contables que emite la entidad, el auditor 
debe, necesariamente, aplicar los procedimientos de auditoria generalmente acepta¬ 
dos. 


Entre los procedimientos más importantes podemos enunciar los siguiente*: 

al la determinación de las condiciones ea que se desarrm 
—ambrolle de control—, aspectos debites y fuertes del. 
bl los verificaciones personales, la obrcncron de saoftrm* 
entidad, sobre activos y pasivos, 
el <1 citado de les regíanos coauNes. y la obaeacidn de r> 


Deberá conservar confirmaciones sobre: 

al que loa activos y pasivos que existan, casen en d haiaac* y las naelemcia qm •* 
cotejan hayan ocumdo duramc el pcnodiVcyaclcío bajo jolinas, 
bl que la claridad a la que se ierren d balance poica loa tftakia >eo *« omentos qae acre- 

diien la lilulandad de loa aclivos y pasivor. 


di que los activos y pasivos casen ruonabl 
caten correctamente medidos: 
el que se realice una adecuada cipouctóa 


a. informe J dd CBTyT. mayo de ISS» 
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5,3. EL INFORME DEL AUDITOR Y LA LEY PENAL 
TRIBUTARIA 

El auditor independiente únicamente emite dictámenes o informes sobre docu¬ 
mentos preparados y de propiedad de sus clientes, y estos informes, son el resultado 
de su tarca de auditoría, que tiene como respalde sus “papeles de trtibajo" debiendo 
conservarlos cuidadosamente 

A partir de la vigencia de la ley penal tributaria, resulta de fundamental impor¬ 
tancia que el auditor obtenga elementos de juicio, válidos y suficientes ("): 

a) la existencia de diferencial de cntenoa en mellones de interpretación de normas im¬ 
positivas o prrvmodales, plantea la obligKión de evaluar su Incidencia en el informe 
del ándito», en el caso de qor no le hubieran aceptado las observaciones y sugerencia, 
en la modificación de tos estados. 

b) la tarea de auditoria sobre la, declaraciones imadas, que en caso de discrepancia de¬ 
ben radicar ni origen y valide»: 

c) constuar la aplicahtlidad de la. Obligación» del ente a aduar como ágeme de reten¬ 
ción o percepción Verificar el depósito regular de los tribuios retenidos o percibidos 

d) verificar que los beneficios impositivo, obtenidos por el rule, tales como exenciones, 
desgravacrones. reintegros recupero,, devoluciones o subsidios, surgen de la aplicación 
razonable de dispomciooes legales 

Eslos procedimientos de auditoría deben ser incorporados a la tarca que habi¬ 
tualmente realiza el auditor y que se vincula al cumplimiento de lo dispuesto por U 
resolución técnica 7 de la F.A.C.P.C.E. 


5,4. EL SINDICO SOCIETARIO Y LA LEY PENAL 
TRIBUTARIA 

El art. 12 de la ley 23.771 establece que los delitos de prisión, cuando se trau 
de personas jurídicas de derecho privado, corresponderán a: 

" ..lo» directores, gerentes. ¡índicos, miembro, del corneja de vigilancia, administradores. 

mandatario, o representantes que hubiesen intervenido en el hecho punible “ 

Un aspecto a destacar está referido a que en el texto legal no se establece la 
diferencia que existe entre la participación necesaria (art. 45) y la secundaria (art. 46) 
del Código Penal. Por otra parte, si el responsable es el contribuyente, cómo se po¬ 
dría asignarle responsabilidad al síndico. 


(J7) Ley penal tributaria y previnonal. F A CP.C.E. ptg X 
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Un largo debale se ha planteado respecto de Las ranclones y responsabilidades 
que corresponden asignarle al sindico; las normas legales no son suficientemente 
precisas en la determinación de sus derechos y obligaciones Existe una corriente de 
opinión que sostiene que el sindico societario es responsable iambión del control de 
gestión. 

La expresión "control de gestión " se vincula con las acciones que realizan los 
responsables de administrar y conducir a la entidad. Admitir que el sindico está obli¬ 
gado a realizar un control de gestión, implica aceptar que tiene derecho a decidir en 
lo que es privativo de los directores y gerentes. 

El síndico societario, al igual que el auditor externo, debe necesariamente eva¬ 
luar y opinar sobre el funcionamiento de los sistemas de control interno que la enti¬ 
dad posee, como paso previo a establecer los alcances en los procedimiento* de au¬ 
ditoría. pero en ningún caso debe interferir con la loma de decisiones que es propia 
de los responsables que conducen la entidad. 

En consecuencia, para reafirmar este concepto fundamental, el hecho que el 
síndico opine sobre el grado de eficiencia del control interno, no debe confundirse 
con la posición sostenida por alguna jurisprudencia, en el sentido de asignarle al sín¬ 
dico responsabilidad sobre las decisiones que adopten los que conducen la entidad. 

Los organismos profesionales han seilalado claramente que la responsabilidad 
del síndico se circunscribe a realizar el “controlde legalidad" y para ello, aplica las 
normas de auditoría dictadas por los organismos profesionales (F.A.C P.C.E.) (“). 

Dentro de la tarea a realizar, parece razonable que deba cumplir con su man¬ 
dato. investigando y analizando toda la información que se encuentre vinculada con 
la actividad desarrollada por la entidad, verificando desde soportes contables —com¬ 
probantes y documentos— hasta actas de directorios y demás documentación exigi¬ 
da por las normas jurídicas que regulan el funcionamiento de la entidad. 


5,5. EL INFORME DEL SINDICO 


u inc. 5. prescribe que el síndico debe: 


El informe del síndico es fruto de su tarea, como hemos señalado, debiendo 
limitarse a exponer objetivamente su opinión sobre los estados contables de la cnti- 
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El informe no debe realizar recomendaciones en el sentido de aconsejar a los 
accionistas sobre la aprobación o no. de la "memoria, balance general, cuadros y 
aneaos" 

El síndico no debe sugerir, recomendar o "aconsejar" a los accionistas sobre la 
conveniencia o no de aprobar los documentas que serán tratados por la asamblea, por 
que si lo hiciera, estaría violando los principios "óticos" y que relata el postulado de 
equidad donde se establece la obligación de actuar con independencia profesional. 


5.6. LA RESPONSABILIDAD DEL SINDICO FRENTE A LA 
LEY PENAL TRIBUTARIA 

I-a responsabilidad profesional del síndico no fue modificada con el dictado de 
la ley penal tributaria. No obstante, parece atinado reconocer la necesidad de reunir 
lodas las evidencias válidas y suficientes, que acrediten su buena actuación, frente a 
una normativa que sanciona con el doble de la pena que pudiera recaer ti cualquier 
infractor en los términos de esta ley 

Cabe recordar que el síndico tiene responsabilidad ilimitada, según lo estable¬ 
cen los arta. 296 y 297 de la ley 19 550 

No obstante, resulta oportuno aclarar que para que el sindico pueda verse com¬ 
prometido en la figura de delito de peligro o de delito de defraudación, en los térmi¬ 
nos de la ley 23.771. deberá considerarse si su actuación comprobada dañó los inte¬ 
reses del fisco. 

No cabe duda que en el supuesto de que la entidad fuera declarada infractora y 
el síndico confiesa en forma expresa mediante su "informe ~ su participación activa 
en aspectos reservados a la gestión empresario, su "responsabilidad solidaria " será 
mayor. 

Ahora bien, ¿con quiénes es solidario el síndico? El Dr Maktorfu ( w ) plan¬ 
tea los siguientes casos: 

a) con los demás síndicos, en caso de organización plural: 

b| con los directivos. O hubiera consentido que éstos violen la ley. el estatuto o los regla- 

C) con la sociedad, por consentir las violaciones de las disposiciones mencionadas 


l J9) MAtrnwx. Eomu B. Iju Hmdicot dt uxudadtt anómmat, Hd Di-palma. 1991. pég 279 
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Corresponde a la doctrina y la jurisprudencia revelar los aspectos que permi¬ 
tan desentraflur la trama en la cadena de responsabilidad concurrente, frente a las 
causas concretas que se vayan ventilando dentro de este nuevo cuerpo legal. 

Nos parece interesante transcribir la opinión del Ür. Woiiam Lolie Cmafman 


Ti» obvio que ul cnMadnr pMhlu o i 


5,7. LOS REGISTROS CONTABLES Y LA LEY PENAL 
TRIBUTARIA 

La ley penal tributaria presenta la figura punible de la "doble contabilidad ". los 
arts. I* y 2° se refieren a la acción que el agente lleva a cabo cuando registra de for¬ 
ma diferente los hechos opontblcs. señalando la ley penal, que el que lleva doble 
contabilidad lo hace para delinquir. 

Resulta claro que el legislador pretende, mediante esta ley. castigar algunas 
prácticas comerciales contrarias a las normas legales y que regulan la forma que de¬ 
ben documentarse las operaciones que sirven de respaldo a los asientos contables que 
se vuelcan en los registros rubricados 

7'ambión parece razonable deducir que. al referirse a la doble contabilidad, se 
pretende desarticular un mecanismo destinado n desvirtuar los hechos económicos que 
deben ser reflejados para la determinación de los hechos imponibles alcanzados 

Sin embargo, el uso de la expresión doble contabilidad " no parece ser muy 
preciso para identificar una actitud que pueda tener como fin violar una norma legal, 
disimulando o modificando los hechos y sucesos que efectivamente ocurrieron y que 
se vinculan con la vida de la entidad. 

No obstante no podemos ignorar que existen algunos sectores de la llamada 
economía informa!, que pretenden mediante sistema* de registros “no contables" 
evadir sus obligaciones con el fisco, operando fuera del sistema contable. 

Por ello, cuando se obtengan evidencias de que se pretende intentar la comisión 
de un delito, ocultando, modificando, disimulando, no revelando la real situación 


(00) Cha™**. William Luut, KexpvnsabituOul Jrl profruonxxt ra rimcMi tconétmtat. Ed 
» As . 1979. ptg* 19 y 20 


Macthi Hv 
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económica y patrimonial, la actitud profesional debe ser impugnar los registros con¬ 
tables porque el sistema contable no es confiable 

Creemos necesario señalar que. en nuestra opinión, la expresión "doble conta¬ 
bilidad " no es muy feliz.; la doctrina en la malcría ha señalado que el sistema conta¬ 
ble es (**): 


■ dr información que dehe |arvrtini el control dr 1» ,* 


Dentro de una entidad económica pueden convivir un conjunto de subsistemas 
de información contable 


a) "contabilidad registro". destinada a dar cumplimiento a las normas legales; 

b) "contabilidad de costos", mide la eficiencia de su planta fabril y se utiliza 
para fijar los costos como soporte de información para determinar los pre¬ 
cios de ventas de sus productos; 

C) “ contabilidad de presupuesto económico ". destinada a establecer el escena¬ 
rio posible donde se espera se producirá el desarrollo del proyecto. Proyec¬ 
ta los efectos económicos del desenvolvimiento futuro de la entidad; 

d) "contabilidad del presupuesto financiero", permite que el área financiera 
controle el circuito de fondos. Los ingresos y sus aplicaciones, el fluir de in¬ 
gresos financien» y vencimiento y cancelación de los compromisos; 

e) otros subsistemas, para otros fines gerenciales —técnicas de costeo direc¬ 
to. determinación del punto de equilibrio, rentabilidad por líneas de produc¬ 
tos. por canales de distribución, etc — 

Los "directivos, gerentes, síndicos, miembros del consejo de vigilancia, admi¬ 
nistradores. mandatarios o representantes" suelen requerir del sistema contable, in¬ 
formes basados en dalos sobre hechos ocurridos —información histórica o del pasa¬ 
do—. como también informes proyectados vinculados con las |>crspectivns futuras de 

la empresa 

Para conducir la entidad se necesita contar con herramientas que faciliten la 
toma de decisiones, es por ello que los subsistemas de información gercncial. cons¬ 
tituyen un instrumento imprescindible para el administrador 

En unto la contabilización de los hechos y sucesos ya ocurridos y de los efec¬ 
tos de las contingencias posibles, tiene, como principal función, la de serv ir de base 
para la confección de los estados contables básicos que permiten medir los resulta- 


tai) Virus; F»own « G**r¡», Chavos y Panlcn AcmUa, »/> rlt en no» (I) 
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do* del ejercicio y la evolución que «uírió el patrimonio durante el transcuno de un 
determinado período de tiempo 

Hn la mayoría de los organizaciones lo* sistemas de información gercncial se 
integran con los sistemas contables, esto nene ventaja* prácticas significativas tales 
como: reducción de costos en los proceso» administrativo» y un mejor y mis electi¬ 
vo sistema de control. 

En consecuencia, el legislador deberla ser mis preciso cuando se refiere a la 
existencia de una doble contabiluiad. seAalando que la* sanciones alcanzan a aque¬ 
llos que utilizan rcgislracioncs "no contables" que lociliUin la evasión impositiva. 

finalmente, considerando las responsabilidades profesionales que expresamente 
establece la ley penal tributaria, parece prudente que el contador —síndico o auditor 
externo— realice una adecuada exposición de los alcances de su tarea de auditoría, 
indicando los procedimientos utilizados pura probar que los diferentes registros uti¬ 
lizados por la entidad responden a las necesidades propias de información de la em¬ 
presa y su funcionamiento no viola las normas legales, como tampoco producen efec¬ 
tos que alteran la realidad de la carga tributaria que debe afrontar la entidad por apli¬ 
cación de las disposiciones fiscales. 


5.8. EL BALANCE FALSO 

El art 1° de la ley penal tributaria señala como condición para la comisión de 
un delito de intención haber cometido actos como: “ocultar, modificar, disimular, no 
revelar la real situación, económica o patrimonial - de la calidad 

No resulta fácil establecer la real situación económica y financiera de una en¬ 
tidad. existen en la doctrina contable algunos intentos en la búsqueda de un modelo 
contable que refleje la "realidad económica" 

Para alcanzar estos objetivos deberíamos estar en condiciones de dar respuesta 
a la siguiente pregunta. t cómo se puede acertar con la vtrdatfl 

Podríamos afirmar, sin temor a equivocarnos, que no resulta fácil acertar con 
la verdad En este sentido, tradicionalmcntc las normas profesionales han estableci¬ 
do la obligación de que al emitir una opinión se deje constancia de que se trata de 
apreciaciones razonables. 

El contador se vale para hacer su informe, de la obtención de evidencias váli¬ 
das y suficientes que objetivamente puede verificar. 

Las figuras de balance engañoso o falso (art. I*) y balances inexactos (art. 3*) 
de la ley penal tributaria, reavivan los debate* sobre los alcances de las disposicio¬ 
nes contenidas en el Código Penal, art. J00. me. 3. 
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Iji jurisprudencia vinculada a calificar el balance falso, quedó reservada a ac¬ 
ciones por el delito contra la fe pública, podiendo ser impulsadas judicialmente den¬ 
tro del ámbito comercial c industrial. 

Los entes del estado nacional, provincial o municipal a cargo de la recaudación 
tributaria, quedaban exceptuados para realizar cualquier acción judicial vinculada con 
el balance falso. 

La ley penal tributaria, incorpora como novedad la posibilidad de que el esta¬ 
do nacional, provincial o municipal, puedan accionar judicialmente contra los entes 
que emitan, aprueben y publiquen balances falsos que produzcan evasión fiscal. 

Ahora bien, ¿cuál es la responsabilidad del contador que dictamina los oslados 
contables en caso de comprobarse que se trata de una balance falso ! 

Resulta oportuna la reflexión que el Dr. William Li si ie Ciiapman (*-) realiza: 

"El cantador ptkblic» podrí kw comadendo ni cómplice - mfinéndoa» a la cnlidnl respon¬ 
sable de haber emitido estados contables (alvos— si se emitiera un dictamen fabo, puesto 

que en él se expedirla •favorablemente' sobre un documento falco o distorsionada " 

No obstante la importancia que tiene el avance de la legislación penal, podría¬ 
mos preguntarnos para el caso de que se pudiera probar la existencia de falsedad, 
engallo, ardid, etc.: 

— ¿cómo se inserta la intención de que el contador actuó a sabiendas" . con¬ 
dición básica y esencial para configurar el delito'» 

En el supuesto de que se logren evidencias que reconocen que la entidad actuó 
dolosamente, esto no permite afirmar que el contador —auditor externo o síndico— 
necesariamente actuó "a sabiendas " 

Por otra parte, si el profesional en oportunidad de ser juzgado, aporta, en auxi¬ 
lio de su causa, evidencias sustantivas rcspaldatonas que avalan sus dichos en el dic¬ 
tamen que acompaña el balance y demuestra en forma indubitable que ha cumplido 
con sus obligaciones profesionales y legales, en nuestra opinión, la cuestión judicial 
se desvanecerá, teniendo en cuenta que no se pudo demostrar que actuó con la fina¬ 
lidad de producir un daño. 

Por el contrario, la situación del auditor externo o el síndico estaría claramen¬ 
te alcanzada por la ley penal, si éste reconoce haber participado en el hecho imputa¬ 
do a la entidad No obstante parece poco probable que esto ocurra, ya que nadie está 
obligado a declarar en su contra 
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VI. EL SECRETO PROFESIONAL. LAS NORMAS 
LEGALES Y LOS CODIGOS DE ETICA 


6,1. PRINCIPIOS ETICOS 

til comportamiento ¿neo de los profesionales ha tenido siempre un lugar des¬ 
tacado en el campo de nuestra disciplina y fue considerado como postulado básico 
pnrn el ejercicio profesional. 

La séptimo Conferencia Intcramcncana de Contabilidad (Mar del Plato • 1965». 
en el postulado de r<|iiidad, estableció un parámetro ético, determinando que la ac¬ 
tuación profesional debe guardar absoluta independencia de loa intereses que los ac¬ 
tores interesados en los informes contables puedan tener 
El principio de equidad sédala: 

"La equidad mire intereses opuestos debe ver una preocupación constante en contabilidad, 
puesto que los que »c sirven o uliliran los datos contables pueden encontrarse ante el he¬ 
cho de que los estado» financieros deben pie pararse de Mi modo que tclkicn con equidad, 
lo» distintos intereses en juego en una hacienda o empresa dada " 

Los servicios profesionales que brindan los contadores se deben caracterizar por 
testimoniar unn actitud donde se privilegie una postura ética, afirmada en la Indepen¬ 
dencia en los criterios que aplican cuando deben emitir opinión. 


6,2. EL SECRETO PROFESIONAL 

En materia de normas legales, nuestra carta magna representa el marco supre¬ 
mo del cual se desprenden los derechos esenciales de los personas y los garantías que 
tienen los habitantes de nuestra Nación para poder preservar la privacidad de sus 

actos. 

La Constitución Nacional establece: 

Alt 18 — ( ) Nadie puede Kt obligado • declarar contra « mismo ( I E» mvMbMe la 
defensa en juicio de la persona y de los derechos El domicilio cu inviolable. cunto también 
la correspondencia epistolar y tos papeles privados, y una lev determinar! en q mt canos y 
con que justificativo podra precederse a su allanataseuto y ocupación ( I 
Art. 19 — Las acerarles privadas de tos hombrea que de ningún nudo ofendan ai arden y a 
la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, eslió soto revenados a Dm, y escutas dr la 
autoridad de lo» magistrados Ningún habitante de la NacvOa ser! obligado a hacer lo que 
no manda la ley. ni privado da lo que ella no prohíbe 

Resulta interesante destacar en este punto, el fallo de la Suprema forte de 
Justicia ele la Nación, que expresa: 
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"La Constitución ha de «ei mlrrprrlada de modo que «un limitaciones no traben el eRenz y 
juno desrraperto de lo» poderes atribuido» al Lsiado al electo del cumplí míenlo de >ui fi 
nct del modo más beneficioso pan la comunidad * 


6,3. ¿CUANDO NO EXISTE OBLIGACION DE GUARDAR 
SECRETO? («J 


El Código Penal al abordar el tema en el cap. III, referido a la violación de 
secretos, señala: 


AH. 156 i según ley 21 33*1 — StTá reprimido con pristen de r. ana a 2 arto* o mulla de 
$ 15.- a $ I 500 - c inhabilitación especial en cu . aw, por t- mrv. a 1 arto» el que lenieo- 
do notteia. por rarón de su estado, o liceo, empico. proTesMn o arte, de un secreto cuya di- 


Las limitaciones a la obligación genérica de reserva del secreto profesional que 
establece el art. 156 del Código Penal tienen como marco I. que establece la Cons¬ 
titución Nacional. En este sentido Gouirip sostiene que 


" cuando una ley comtnursonaltnralr dolada de la jerarquía necesaria. en comoiuncia con 
tu orden rctpccnvo de preIncido y tuprcmacla tan 31 de la Constitución Nacional) o por 
razón de la malcna (lacntlade* consutucaonalmeiitc reservas!»» a loa poderes Incale», art 104 
de la Continuo ón Nacional)" 


El mismo autor señala que 

no te trata, puet. de supuestos de jutla cauta tino de autentica» limitaciones légale» del 
alcance de la obligación que preceptúa la ley repcrtiva y que loma Inrzitiralr el «croo 
en caso» especialmente determ in ado», por razones elementales de preservación de la salud 
póblica a par circunstancia» de verdadero ínteres colectivo, desvinculadas con el ejercicio 
de la potestad estatal de reprimir la delincuencia" 

*. se trata de un lenómcno jurídico que ofrece alguna similitud con la derogación parcial 
de una ley. porque restringe su alcance en situaciones determinadas, extinguiendo el «cíte¬ 
lo bajo ciertas y especiales condiciones" 


6.4. SUJETOS QUE ESTAN ALCANZADOS POR EL DEBER 
DE GUARDAR SECRETO (*) 

El Dr Soler formula las siguientes apreciaciones que nos parece interesante 
transcribir: 


(43) Goonuti. Mamo. El dthto de revelación de secreto profesional. La Ley. I 127. sec Doctrina. 
p*g 1251 

(44) Son». Osvaldo y otro». El Cronista Comercial. Sec. Legislación, lunes 21 9 72, analizar la 
figura del secreto profesional y su violación 
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6.5. LAS NORMAS LEGALES Y LOS CODIGOS DE ETICA 

El Código de Procedimiento Penal establece en esta materia lo siguiente 

El an 244 impone el deber de alniencnc de declarar a las si gerente s peno r m i: 


- I<» médicos, farmacéuticos, porteras y demás auxiliares del arte de curar. 

— los militares y funcionarios públicos sobre secrelos de Estado 

El hecho de que no se mencione al profesional en ciencias económicas (art 244 
del CPP). no altera el marco ni el alcance de las disposiciones que garantizan el se¬ 
creto de la información que debe preservar el profesional en forma reservada de sus 
clientes y que corresponda con el ejercicio de su actividad. 

Las disposiciones contenidas en los códigos de ótica tienen su fundamento en 
las normas legales que establecen las incumbencias en el ejercicio de la profesión (en 
la Prov. de Bs As, la ley 10.620. en la Capital Federal la ley 20.488). 

Estas disposiciones ahondan en la obligación que debe asumir la profesión en 
cuanto al mantenimiento de los principios éticos, reconociendo la necesidad de ac¬ 
tuar en defensa del interés general sobre los aspectos personales, sosteniendo la in¬ 
dependencia de opinión en cualquier imbiio donde deba actuar 

Es necesario reafirmar el principio ético de equidad que debe armonizar con 
la exigencia de guardar el secreto profesional 

El secreto no es facultativo sino obligatorio para el profesional, de acuerdo con 
la doctrina comprende a todos los hechos que el profesional llega a conocer median¬ 
te revelaciones de sus clientes, a pesar de que no se lo haya advenido de la necesi¬ 
dad de guardar reserva. 
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6,6. LAS NORMAS PROFESIONALES Y EL SECRETO 


Ya hemos señalado la importancia que reviste para In profesión de ciencias 
económicas, la existencia de un código de ¿tica profesional qu. . stnhlccc pautas de 
comportamiento, que deben observar los graduados en el ejercicio de su actividad. 

Un análisis particular sobre el tema del tremo profesional nos plantea la lec¬ 
tura del an 20 del Código de Etica de la Capital Federal, que establece 

"La relación Je lo ni«iKul*Jo* loo un «líenlo .le»» «trererollan* Jecu» de la neto abv> 
bor piofeuoaal ua b ratcnraciór. o presa del cliente ' 

Con la misma Finalidad el art. 24 del Código de Etica de la Provincia de Boe 
nos Aires señala: 

■Lo» profesionales en ciencias económicas deberán ruaniar absoluta reiervs de lo» asua 
lo* «pe comusao coa momo de sa aciua ion U «Migmrtuóe guanlar rl ttcrriu pofraioaal 
cede une la necesidad de detona personal ' 


En los demás Consejos Profesionales del pafs existen disposiciones semejante» 
a las transcriptas. 

En consecuencia, la respuesta a la pregunta ,.cuándo un profesional no viola el 
principio ético del secreto? seria: 

a) Cuando cauta aaionucMa otorgada por un cbeaie al profesional, para que pueda dar 
información, lo ruine del secreto 

Existe doctrina que sostiene que. cuando se cuenta con el consentimiento del 
cliente para que el profesional cumplimente requerimientos de un tercero, no se vul¬ 
nera ningún secreto profesional 

b) Cuando deba uuluar la información en defensa personal 

El art 21 del Código de Etica Profesional de la Capital Federal señala: 

"Lo» matriculado» ctlán relevado» de la obligación de guardar el secreto profesional cuan¬ 
do imprescindiblemente deban revelar un conocimiento» para su detenta perennal, en la 

medida «pe la información que proporcionen tea imusiiiuihlc o cundo lomen conocimiento 

de la presuma comisión de un delito de acción pública " 

Estos principios se encuentran también consagrados en el último párrafo del an. 
24 del Código de Etica de la Provincia de Buenos Aires, donde se reconoce el dere¬ 
cho del profesional para dar información, sin que se lo pueda acusar de que ha vio¬ 
lado el principio del secreto profesional. 

La recomendación que podemos hacer en estos casos, es que las razones que 
se invoquen en caso de necesidad profesional deben ser claramcnic puestas de ma¬ 
nifiesto. para evitar sospechas sobre cuestiones éticas y morales que puedan produ¬ 
cir daños al cliente. 
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Dentro de las razones que pueden justificar la necesidad profesional de romper 
el secreto, se encuentra la acción que puede realizar un profesional en el caso da le¬ 
gitima defensa, o para defender su propio derecho, como por ejemplo, la necesidad 
de reclamar el pago de los honorarios por la tarea profesional realizada 

Este breve enfoque sobre los aspectos éticos en el ejercicio de la profesión no 
se agola en las cuestiones que se han desarrollado, existen importantes aportes doc¬ 
trinarios que abordan el tema con gran profundidad y solvencia 

Las reflexiones y referencias que se realizan en cita obra, sólo tienen como fi 
nalidad relacionar los nuevos dcsaffos profesionales ante el avance de las normas 
legales que plantean al profesional nuevas exigencias 
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I. INTRODUCCION 


Como paso previo a introducimos en el desarrollo del presente capitulo, el que 
tratará los otros desempeftos profesionales del contador público y dH licenciado en 
administración en el ámbito judicial, en medidas de carácter cautelar creemos pru¬ 
dente hacer una breve reseña de los diferentes ordenamientos de nuestro derecho 
positivo, en los cuales se prevén distintos tipos de medidas cautelares 

Así nos referiremos a la ley de sociedades comerciales, al Código Procesal Civil 
y Comercial de la Nación, a la nueva ley de concursos y quiebras 24.522, etcétera 
Dentro de esta última normativa, abordaremos el tratamiento de la figura de la 
coadministración. tanto en el concurso preventivo como en la quiebra con conti¬ 
nuación de la explotación; analizando la delimitación de funciones entre el sindico 
concursal y el coadministrador, la extensión temporal de sus funciones, tarcas 
fundamentales de su gestión, para finalmente referimos a la armonización de normas 
relacionadas con la retribución y las funciones desarrolladas. 

Seguidamente, trataremos la temática de la liquidación judicial, la cual, como 
oportunamente se comentará, no existe como instituto autónomo en nuestro derecho 
positivo, sino que es consecuencia de una medida cautelar previa aplicada a la socie¬ 
dad y en otros supuestos especiales. 

Finalmente, y a modo de contribución desde el punto de vista eminentemente 
práctico, acompañaremos el presente trabajo con modelos de escritos c informes que. 
sin pretender abarcar la totalidad de las posibilidades, entendemos brindarán un mano 
referencia! en materia procesal respecto de la temática abordada. 
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II. LA INTERVENCION EN LA LEY DE SOCIEDADES 
COMERCIALES (19.550) 

2.1. CONSIDERACIONES GENERALES PREVIAS 

En primer lugar, se habrá de lencr en cuerna que existen presupuestos básicos 
para la aplicación de este instituto, los cuales deberán ser valorados por el tribunal 
como paso previo a la admisibilidad de la designación propiamente dicha. 

La figura de la intervención judicial a cualquier tipo de sociedad es primor 
dialmcnlc una medida cautelar que resulta como accesorio, muchas veces planteado 
como incidente, dentro del marco de una acción principal que persigue la remoción 
del órgano de administración de la sociedad. la que deberá sustanciarse dentro de un 
juicio sumario. 

El hecho de encuadrarse dentro de este tipo de procedimiento no atenta contra 
la seguridad jurídica del derecho ejercido, sino que apunta a la búsqueda de algún tipo 
de solución al conflicto planteado en el lapso más breve posible, tratando de benefi¬ 
ciar al sujeto pasivo de esta acción, el cual es la sociedad misma 

Los presupuestos básicos, para la procedencia de la medida cautelar en análi¬ 
sis. son los siguientes: 

1. Calidad de socio del solicitante 

2. Acción de remoción del administrador 

3. Agotamiento de los recursos estatutarios. 

4 Acreditación del peligro y del riesgo en la demora, perjuicio inminente y que 
sea de naturaleza tal que afecte la integridad del patrimonio. 

5. Prueba preferentemente documental: no sirve la meramente testimonial. 

Asimismo, debe existir lo que se denomina "contracauicla”. es decir, la que a 
modo de fianza pretende asegurar el resarcimiento de eventuales daños irrogados al 
sujeto pasivo para el caso de que se rechazase (por la sentencia definitiva) la acción 
de remoción, resultando por unto infundada la pretcnsión; o sea. en principio, debiera 
tener concordancia con eventuales gastos, honorarios del interventor, letrados inicr- 
vinientes y demás costas del proceso. 

Finalmente, y atento a que estamos ante una medida cautelar, ósta durará el 
uempo que persista el fundamento generativo de la misma, y deberá ser establecida 
por el juez competente. 
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2.2. CLASES DE INTERVENCION 

Con respecto a la tipología establecida por la ley de sociedades comerciales 
19.550. el art. 115 dice 

"1-a msrrvmcii'n porde cmtnm en la dnipnedn de m mero veedor, de ano o veno* eood- 
mimitiadom n de lino o varios administradores 


0 loer fijaeí la mttión que deberle cumplir y tas ¡unborlones qoe les an*nr de aeorrdn 

con tus funciones, sin poder ser mayores qoe tas moríate a los atu itlmlan par esta 

ley o por el contrato social Preciuni el termino de la iMmrvactto. el que sólo poedr ser 

peorrofado medíanle tn formación sumaria de su necesidad " 

Como podemos advenir de la lectura del artículo reproducido (art. 115). la ley 
de sociedades clasifica la intervención en tres upo*. a saber 

a) veedor. 

b) coadniinistrndor. 

c) administrador 

A continuación procederemos al análisis de cada una de las tubcspecies esta¬ 
blecidas. 

2,2.1. Veedor 

En primer lugar, cabe mencionar que no desplaza a la administración social 
natural. Esta figura no limita su cometido a un reconocimiento de bienes o a la com¬ 
probación de un estado de cosas, sino que abarca la realización de controles perma¬ 
nentes en la administración social ('). Sus facultades se circunscriben a la fiscaliza¬ 
ción y contralor de las operaciones comerciales ( J ). 

Su función concreta es “ser los ojos del juez" en un reconocimiento judicial (’); 
en orden a ello le asiste el derecho a participar en las reuniones del órgano de admi¬ 
nistración. a pedir todas las inlormaciones que sean necesarias para llevar a cabo su 
cometido, y la de inspeccionar cualquier tarca de la empresa, realizando una labor no 
sólo empresarial sino una verdadera auditoría (*)■ 


(I) CNCom , Sala B, 31/12/69, L L . 139/132. 

(2j CNCom Sala A. 2I/OS/74. LL. 130*26.31.743*. 

(3) Enuqui M . ImtrrvrnclM y oteiwurw-nla. RDCO. 1971-741 

(4) EtOffivtssv. R*n Anual. El trrdrr judirml «w Itit miedadtt cnmrrctaltt. L L . 1976, 


B-4*| 
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Jurisprudcncialmcntc se ha justificado la designación de un veedor ante las 
siguientes situaciones: 

1. Para el caso de alteraciones en los libros de comercia de la sociedad y en¬ 
tra vio de otros. 

2. En resguardo del socio excluido. 

3. Retraso en la inscripción de lu sociedad 

4. Por demora en la presentación y confección de los catados contables cuan 
do se convocara una asamblea previa 

5. Cuando se negociaron la totalidad de las aten mes, .licuando el propio obje¬ 
to de la sociedad. 

6. Cuando el gerente, a la fecha de ser practicado el balance, no declara el es¬ 
tado financiero de la sociedad ni manifiesta la imposibilidad de hacerlo, 
omitiendo la citación a la asamblea correspondiente 

7. La falta de respaldo contable para adquisiciones de mercadería* que se juz¬ 
gan antecedentes necesarios para operaciones aisladas, o ausencia de rigor 
técnico en la confección de un inventario circunstancial, etc., a fin de ase¬ 
gurar la integridad del patrimonio societario y el acceso de los socios a su 
conocimiento, supervisando la legalidad en el manejo de los fondos (’). 

Es decir, el veedor actúa solamente para el cuidado y custodia de los bienes, 
intereses o derechos controvertidos, y sus atribuciones se limitan a la vigilancia, con¬ 
trol y fiscalización C)- 


2,2,2. Coadministrador 

Como premisa básica cabe observar que el coadministrador no desplaza a la 
administración sino que concurre con ésta. 

Es una subcspccic de la administración conjunta, donde la administración de lo* 
negocios sociales y el coadministrador judicial actúan conjuntamente. Este último 
viene, por tanto, asistiendo a las partes en el negocio intervenido, por lo cual, sin su 
presencia, nada puede hacerse. Debe procurar la coordinación de los intereses en 
pugna, aunque sin facultades absolutas de dirección o de gobierno, y sin posibilidad 


<S) Vmo» Amurro Victo». Sac,edades comerciales. Lev 19.00 ■ Comentada, anotada y coac to 
dada. VA AOJO. Junio de 1993.1 U. págc 43* • 440 

(6) Cotos. Jvah Cauca, laureen, n-n > adaumtiración )udn uil de toctrdades. Ed Plu* Ultra, ju¬ 
nio de 19* V p*c> 96 y 97 
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de que sustituya la voluntad de loe admi ni viradores ni hacerse carpo de los bienes dd 

patrimonio xocral r’). 

Las tarcas fundamentales de su gestión apuntarán básicamente a 

a) realizar aquellos actos que el contrato social autoriza a los gerentes u órga¬ 
no de administración, juntamente con uno cualquiera de ellos; 

b) cuidar el cumplimiento estricto de la» normas legales y cargas Incales refe¬ 
ridas a la explotación del establecimiento, siendo solidariamente responsa¬ 
ble con lo» administradores naturales por cualquier omisión, 

c) preservar los fondos sociales ingresándolos integramente en cuentas banca- 

rías; 

d) cuidar que la contabilidad de la empresa sea debidamente llevada; 

c) evitar disponer de bienes y fondos sociales excepto para erogaciones del giro 
ordinario, quedando el eventual remanente a disposición de las asambleas so¬ 
ciales que hubiere lugar ('). 


2,2,3. Administrador 

En este supuesto se produce el desplazamiento del directorio o del órgano de 
administración, según el caso de que se trate 

Corresponde la designación de uno o más administradores judiciales provi¬ 
sionales. removiendo temporalmente el juez a lo» administradores societarios. Se trata 
de una interdicción judicial a la marcha de la sociedad y al funcionamiento de los 
órganos propios de su gobierno que son provisionalmente suspendidos y reemplaza¬ 
dos por un representante del tribunal que actúa en interts de la sociedad y en benefi¬ 
cio de los socios <*). 

Esta es la medida más grave que puede adoptar un tribunal en materia de in¬ 
tervención de sociedades, por lo cual dehe ser por demás cautelosa la designación y 
se debe extremar el cuidado respecto del cumplimiento de los requisitos establecidos 
por la norma precedentemente analizada; por ejemplo: procedencia de la medida, re¬ 
quisitos y prueba para su promoción y criterio restrictivo en su aplicación 


|7| Vuum, ap al rm nota <S). p4*s 440 • 441 
(S| Conao. np til en nota 161. págs 97 y 9» 
(9) VanoK. np nr «o nota (M. p4g «I 
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2,3. NATURALEZA JURIDICA DE LA INTERVENCION 

En pnmcr término, en cuanto a la naturaleza jurídica de la intervención, reite¬ 
ramos el concepto esencial de medida cautelar que es en sí misma. Este instituto será 
de aplicación en la medida en que se configuren en la especie los presupuestos bási 
eos que se explicitaron en el comienzo de este capítulo 

De la naturaleza del instituto de la intervención y de sus fines se desprenden 
varios aspectos que es importante resaltar: 

1. El objetivo hásico es proteger los derechos del socio y la sociedad. 

2. Las facultades y atribuciones del interventor son las señaladas por el juez 
que decreta la medida. 

3. El interventor debe rendir cuentas de su gestión. 

4. Está obligado a producir informes periódicos referentes a su cometido. 

5. Debe requerir autorización para todo aquello que excede el curso normal de 
su misión. 


2,4. CONDICIONES PARA SER INTERVENTOR 

Con respecto a este punto cabe poner de manifiesto que la ley no establece 
pautas específicas y que aquí cabe recoger las diferentes posiciones doctrinarias. 

En virtud de ello digamos que la doctrina, en general, discrepa respecto de la 
persona en la cual puede recaer el carácter de interventor Se han recogido opinio¬ 
nes encontradas respecto de si el interventor debe ser uno de los socios o una perso¬ 
na extraña a la sociedad La prudencia en estos casos aconseja optar —y por esa al¬ 
ternativa se inclina la mayoría— por un extraño no socio, igual criterio adopta el 
Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación. 

Con respecto a las aptitudes profesionales del sujeto (aquí la ley tampoco dice 
nada) el nombramiento podría recaer en un graduado universitario con título de abo¬ 
gado. o para aquellos casos en los cuales el control está relacionado con aspectos 
contables y económicos resulta adecuado el nombramiento de un contador público o 
un licenciado en administración. 

Y entrando en lo establecido en otros ordenamientos legales podemos mencio¬ 
nar lo que establece la nueva ley de concursos y quiebras en su art. 259, cuando ha¬ 
bla de que los coadministradores que habrán de actuar en la continuación de la 
explotación de una empresa fallida tienen que ser personas especializadas en el 
ramo respectivo o graduados universitarios en administración de empresas. 




CAP IX- OTROS DESEMPEÑOS PROFESIONALES DEL CONTADOR PUBLICO 553 


Finalmente y ame el silencio observado por la ley de sociedades comerciales, 
cabe recurrir a lo que establece el Código de Procedimientos Civil y Comercial de 
la Nación (modificado por la ley 22.434). En su art. 225. inc. 2. bnnda una pauu 
amplia respecto de las aptitudes de la persona a designar cuando dice: "La designo 
ción recaerá en persona que posea los conocimientos necesarios para desempeAar- 
se atendiendo a la naturaleza de los bienes o actividades en que intervendrá, será, 
en su caso, persona ajena a la sociedad o asociación intervenida ' 


2,5. ATRIBUCIONES, DEBERES Y FUNCIONES 

Como paso previo al desempeño de la tarea para la cual ha sido designado, 
corresponde que el interventor tome posesión del cargo, cuya diligencia, normalmente, 
se realiza a través de un oficial de justicia que actúa por expreso mandato judicial 
emanado del tribunal intcrvintentc. 

Cabe poner de manifiesto en primer término que la gestión de un interventor 
judicial es independiente de las causas que motivaron su nombramiento, debiéndo¬ 
se abocar al desarrollo de la tarea encomendada dentro del marco de las atribuciones, 
facultades legales, disposiciones estatutarias y de acuerdo con la clase de interven¬ 
ción con la que ha sido nombrado, y que ya han sido desarrolladas en los puntos pre¬ 
cedentes. 

Asimismo, y si bien la tarca del interventor es indelegable, éste puede solici¬ 
tar el nombramiento de auxiliares (profesionales o no) y contratar empleados, pero 
descansando sobre un principio básico cual es la autorización previa del juzgado 
intervinlentc (C.P.C.C., art. 225. in fine) a lo que podríamos agregar siempre que. 
objetivamente, las circunstancias, calidad y cantidad de la tarca así pnidencialmente 
lo aconsejaren. 

Finalmente en lo que hace a la duración en el cargo, deberá emanar de la reso¬ 
lución de designación y sólo se podrá prorrogar por auto fundado 


2.6. HONORARIOS 

La normativa bajo análisis, es decir la ley 19.550. no prevé un régimen retri¬ 
butivo específico a favor de los interventores judiciales, por lo cual, en la especie, 
debemos remitirnos a la ley de aranceles profesionales de abogados y procuradores 
(21.839). a la jurisprudencia, doctrina, y normas procesales y profesionales exis¬ 
tentes en la materia, que fijan los siguientes parámetros 

1 No gratuidad como principio general se presume que toda tarea deberá ser 
objeto de remuneración. 
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2. Regulación como principio básico, los honorarios deben responder a una 
regulación por pane del tribunal 

El art. 227, párrafo segundo, del C.P.C.C. establece que la regulación ten¬ 
drá en consideración la naturaleza y modalidades de la intervención, el 
monto de las utilidades realizadas, la importancia y eficacia de la gestión, la 
responsabilidad en ella comprometida, el tiempo de la actuación y las demás 
circunstancias del caso. 

Cuando se trate de profesionales del derecho ahogados y procuradores— 
en el ámbito de la Capital Federal sería de aplicación la ley 21 839 de aran¬ 
celes de abogados y procuradores tarts. 15. 16 y 51). la que será analizada 
más adelante en el presente capitulo. 

3 Tiempo de percepción en relación con el tiempo de percepción de los ho¬ 
norarios, podemos mencionar varios supuestos 

Uno de ellos apuntaría a que no es necesario que concluya su función para 
percibir la retribución, podiendo en ese caso fijársele una remuneración pe¬ 
riódica (podría ser mensual ) 

Otro de los supuestos sería percibirlos una vez aprobado el informe final de 
su gestión; esto se desprende de la normativa establecida por el art. 227 del 
C.P.C.C. 

Por último, y para el caso de que su función se prolongara en el tiempo, se 
puede contemplar el régimen de anticipos en proporción razonable de la 
perspectiva de honorarios a percibir finalmente 
4 Obligados al pago: hay diferentes posturas jurisprudenciales al respecto: 

a) en un caso extremo se establece que la sociedad está obligada al pago sin 
importar cuál fue el condenado en costas (socio peticionante), y aunque 
el mandato hubiese sido revocado, independientemente de la resolución 
sobre las costas; 

b) otra postura menciona que el interventor judicial nene derecho a iniciar 
la acción (por la totalidad del crédito), primero contra el condenado en 
costas, después contra la sociedad (realizados los bienes sociales) y en úl¬ 
timo término contra cualquiera de los litigantes. 

c) en otro caso, se estableció que carga con los honorarios del interventor 
el que solicitó la medida 
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III. LA INTERVENCION EN EL CODIGO PROCESAL CIVIL 
Y COMERCIAL DE LA NACION 


En el presente acápite nos referiremos en forma sintética a la figura del inter¬ 
ventor judicial, ya no desde la normativa emanada de la ley de sociedades comercia¬ 
les, sino que lo haremos desde un punto de vista más amplio, es decir, nos referire¬ 
mos al tratamiento que el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación 
le da al instituto, 


Tal como lo define Lino E. Palacio podemos decir que: 


•Desde el pumo de vista general, denominase mlervración judicial a 
cuya virtud una persona designada por el joer. en calidad de auilllai i 


ción forrada o para impedir que se produzcan alteraciones perjudiciales en el estado de los 


De la enunciación precedente podemos inferir vanos aspectos esenciales de la 
intervención judicial; 

1. El carácter innegable de medida cautelar. 

2. El interventor judicial es un auxiliar del juez. 

3. La injerencia que —en mayor o menor medida— tendrá en la vida de una 
persona física o jurídica. 

4. Finalmente, que esta medida se dicta a fin de evitar (luios mayores. 

El tema se halla tratado en el Código de Procedimientos Civil y Comercia! de 
la Nación en los aru. 222 a 227. 

El primero de los artículos citados se refiere a que más allá de las medidas cau¬ 
telares de intervención judicial contempladas por las leyes sustanciales (cotiéndcn- 
se por tales el art. 1684 del Código Civil y los arts. 113 a 117 de la ley de socieda¬ 
des), se pueden dictar las medidas previstas en los artículos subsiguientes 

Las figuras de intervención contenidas en el ordenamiento en análisis corres¬ 
ponden al interventor recaudador (art. 223) c interventor informante (an. 224). 


(lOl Drreeho prote tal finí. L VIII. 'Pioccmb i 
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3,1. INTERVENTOR RECAUDADOR 

La designación se halla contemplada por el art. 223. que dice 

"A pedido de acreedor y a falta de otra medida cautela! eficaz o como complemento de la 
dispuesta, podrí designarse a un interventor recaudador, si aquella debiere recaer «obre bie¬ 
nes productores de rentas o fimos Su función se limitan! exclusivamente a la recaudación 
de la pane embargada, sin injerea&ia alguna en la administración EJ |uc7 determinar! el 
monto de la recaudación, que no podrí exceder del 50 * de tas entradas brutas: su impone 
deber! ser depositado a la orden del jutgado dentro del plazo que éste determine " 

La designación de un interventor recaudador es. en general, una medida com¬ 
plementaría de un emhargo, y que a su vez debió haber recaído sobre ingresos que 
se perciben en forma sucesiva (tales como honorarios profesionales, alquileres, etc ). 
Asimismo, constituye requisito para su procedencia que el destinatario del embargo 
no haya cumplido con la intimación respecto del depósito de las sumas embargadas 
Por su parte, y en lo que hace a la recaudación en sí misma, debiendo ella cu¬ 
brir el capital en reclamo más intereses y costas, y como el mismo no será recauda¬ 
do en una sola vez sino en sucesivas retenciones, el juez debe establecer el porcen¬ 
taje que no deberá ser excedido por el recaudador, a fin de preservar el normal des¬ 
envolvimiento de la explotación 


3,2. INTERVENTOR INFORMANTE 

Esta figura está reglada por el art. 224 del C.P.C.C.. que dice así: 

“De oficio o a petición de parte, el juez podrí designar un interventor informante para que 
dé noticia acerca del estado de los bienes objeto del juicio o de la* operaciones o activida¬ 
des. con la periodicidad que se extaMczca en la providencia que lo designe ." 

Este tipo de intervención apunta a que el funcionario designado vigile e infor¬ 
me al tribunal respecto de la gestión administrativa desarrollada por la persona inter¬ 
venida o respecto de aquellos bienes que son objeto de litigio. 

Como se establece en el artículo bajo análisis, la medida puede ser determina¬ 
da de oficio o a petición de parte. Según la interpretación que existe en varios códi¬ 
gos provinciales, sería una figura similar a la del 'veedor - ' y estaría en un estadio in¬ 
termedio entre el interventor fiscal i zador y el administrador judicial. 


3,3. DEBERES DEL INTERVENTOR 

En el art. 226 de la normativa en estudio se delimitan los deberes del interven¬ 
tor; en orden a ello podemos mencionar que: 
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1 En primer lugar, está obligado a desempeñar el cargo en forma personal y 
en un lodo de acuerdo con las directivas emanadas del tribunal 

2 Debe presentar informes con la periodicidad que establezca el juez, y un 
informe final ni concluir su cometido. 

3 Debe evitar adoptar medidas que no sean las estrictamente necesarias para 
el cumplimiento de su cometido, que comprometan su imparcialidad respecto 
de las partes involucradas o que puedan producir dado o menoscabo 

4. Finalmente deja establecido que. de no cumplir eficazmente con la función 
que se le impuso, puede ser removido de oficio Para el caso de que haya (ido 
a pedido de parte, se dará traslado a los demás interesados y al propio In¬ 
terventor. 


3.4. HONORARIOS 


El último de los artículos que analizaremos es el art. 227. y se refiere al lema 

de los honorarios. 


Más allá del texto del mentado artículo que será transcripto a continuación, 
podemos mencionar que existe un requisito previo inmediato u la regulación de los 
honorarios al interventor judicial y es la aprobación de la rendición de cuentas que 
efectúe el mismo. Pero cuando su cometido se extienda en el tiempo, el juez podrá 
fijar sumas provisionales a ser percibidas como anticipos y que deberán guardar pro¬ 
porción con el monto total final de los emolumentos. 

Por su parte, creemos importante destacar también que le es prohibido al inter¬ 
ventor pactar honorarios, apuntando ello a la imparcialidad y honestidad que el pro¬ 
fesional designado deberá observar en la prosecución de su cometido. 


El texto del artículo aludido es el siguiente: 


cólmenle el informe final de tu gctodn. Si m 
que a cfileno del ¡ucx Justificara el pago de 
daros en jileeuada proporción ai eventual 
del honorario definitivo te atenderá a la 
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IV. LA INTERVENCION EN EL CONCURSO PREVENTIVO 

En el préseme acápite abordaremos el tema de la intervención, en el ámbito 
específico de la nueva ley de concurvux y quiebras, peto en referencia puntual a los 
casos en que se previ algún tipo de injerencia en la sociedad que ha solicitado y 
obtenido la apertura de su concurso preventivo 

Es decir, en primer término, analizaremos los supuestos . onicmplado* por los 
arts. 17 y 43 de la normativa citada. 

El primer tipo de intervención a la que hacemos referencia, similar a la anali¬ 
zada precedentemente al estudiar la ley de sociedades, difiere de la coadmmistración 
—a la que haremos referencia en el acápite siguiente - para el caso de quiebra con 
continuación de la explotación, fundamentalmente por tratarse de una sanción impues¬ 
ta al administrador natural de la empresa concursada 


4 . 1 . COMO SANCION POR ACTOS COMETIDOS 

Al respecto, cabe mencionar que la modificación habida en la normativa con¬ 
cursa! sigue manteniendo el texto del ordenamiento anterior, conforme lo estableci¬ 
do por el art. 17 de la ley 24.522. por cuanto para el caso de que el concursado efec¬ 
tuara actos en contravención a lo dispuesto por los arts. Ib (actos prohibidos) y/o25 
(viaje al exterior) u 

"—oculte bienes, omita las informaciones que el juez o el sindico le requieran, incurra en 
falsedad en las que produzca o realice algún acto en perjuicio evidente para lo» acreedores, 
el juez puede separarlo de la administración por aulo fundado > designar reemplazante 
" de acuerdo con las circunstancias del caso, el juez puede limitar la medida a la designa¬ 
ción de un coadminmrador. un veedor o un inlerveniur controlador 

Como resulta claro de la normativa transcripta, y a.\( opinan varios tratadistas 
como Argeri y Zavala Rodríguez, a los que a su vez citan Quintana Fekreyra > 
Albertí ("), lo que se ha querido priorizar es la conservación de la empresa, sancio¬ 
nando —con medidas de variada graduación según el caso— la conducta reprocha¬ 
ble del administrador. 

Por su parte como lo aclaran expresamente Fassi y Cifruamot ('-) la designa¬ 
ción de un administrador, coadministrador, veedor o interventor controlador no mo¬ 
difica en modo alguno las facultades del comité de acreedores, es decir, no son su¬ 


til) Quintana FianetiA, En ancuco y ALoron. Eocauu Max mu. Concursos Ley 19 SSl. «V 
menuda anotada y concordada. Ed. Aureo. 1990 

(12) Faso. Santiago C y Gmmmpt. Marcrui. Cuncunas y quiebras Comentario tsryéttcn de 
tu ley 24.522, Ed Aureo. 1997 
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piulas ni m superponen con ninguno de los posibles grados de intervención que dis¬ 
ponga el magistrado. 

Sin perjuicio de lodo lo mam (estado, el juez, —(emendo en cuenta el tipo de 
conductB o acto cometido por él o los administradores— puede considerar la decla¬ 
ración de la quiebra de la sociedad impidiendo la prosecución del proceso conrorda- 

Finalmcntc. sobre este punto entendemos —y así lo expresan Quintana 
Ferreyra y Alherti ('*)— que no sería justo que la eventual contumacia del admi¬ 
nistrador al no suministrar informaciones, falseándolas, o ausentándose al exterior sui 
autorización, deviniera en el decreto de quiebra del ente social. 

En razón de ello, consideramos que resulta lógica entonces la medida cautelar 
de intervención de la sociedad con el fin de evitar dallos mayores a los acreedores, 
pero permitiéndoles proseguir con el proceso ya iniciado. 

A continuación haremos referencia a las distintas medidas cautelares sanciona- 
tonas que la ley autoriza a lomar. 


4,1,1. Designación de un reemplazante 

Para el caso de la designación de un reemplazante del administrador del con¬ 
cursado —es decir, ya superadas las disquisiciones previas respecto de la proceden¬ 
cia y alcance de la medida— tendríamos que abocarnos a analizar algunos aspectos 
esenciales de la misma. 

En tal sentido, y como premisa básica, se entiende que el funcionario designa¬ 
do contará con las mismas facultades y restricciones que la ley le acuerda al propio 
deudor concursado; esto significa que deberá someterse a lo dispuesto por lo* arts 
15 y 16. y por supuesto, sin verse modificadas ea modo alguno las atribuciones del 
síndico. Todo ello sin perjuicio del propio mareo de acniacióa que podrá fijar el juez 
al momento de la designación. 


4,1,2. Otras medidas 

Por su parle, y para el caso de tratarse de la designación de un coadnunittn- 
dor. se entiende que el mismo deberá actuar juntamente con el deudor, manteniendo 
éste su facultad de administración y continuando, por tanto, plenamente legitimado 
para intervenir en la tramitación del juicio. 


(13) Quiktaha Fisfci.i *a Y Ai mui. op oí cu hu (II) 
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También, como el propio texto Je la ley lo menciona, puede ser designado un 
veedor o interventor controlador (medida mis leve como ve ha visto en los acápite» 
específicos) con las facultades que emanarán de In propia designación judicial 

En lo que se refiere a las condiciones de idoneidad que debería reunir el adtni 
lustrador reemplazante —genéricamente hablando . los tratadistas consultados co¬ 
inciden en que ante el silencio de esta pane de la ley. debería aplicarse lo establecí 
do en el art. 259 del mismo cuerpo legal para el caso de quiebra, es decir 

peoooss especial liada» en el ramo respectivo o graduado» ■niwnittno* en administra 
ciOn de empresa» " 


4.2. ADMINISTRACION DE LOS BIENES EN INTERES 
DE LOS ACREEDORES 

A continuación nos referiremos a uno de los supuestos contemplados dentro de 
la normativa establecida por el art. 43 de la nueva ley de concursos y quiebras, es 
decir, al capítulo relativo al contenido de 1n propuesta de acuerdo 

Este artículo, que se refiere al “período de exclusividad" y "propuestas de acuer¬ 
do". contiene entre otros el supuesto de " administración de lodos o parte de los 
bienes en interés de los acreedores...", que fue recogido de la legislación anterior. Al 
respecto, podemos mencionar que no existe una forma única de administración de los 
bienes del deudor y que. a su vez, vanará de acuerdo con el tipo de propuesta a la 
que en la práctica nos estemos refiriendo, ya que la misma puede consistir en la ad¬ 
ministración de una o todas las empresas del deudor según el interés que esté enjuego 
Asimismo, esta administración puede ser efectuada por uno o varios acreedores, de¬ 
signados por ellos mismos a tal efecto, o recaer en un tercero extraño 

Lo determinante en este caso es el interés a tutelar que está dirigido al pago de 
los créditos sin interferir o menguar la actividad productiva y siempre teniendo en 
cuenta las quilas y formas de pago que cventunlmcnic se propongan. Por su pane, se 
establecerá puntualmente el plazo de duración, que puede consistir en un plazo tempo¬ 
ral específico o uno condicional —es decir, sujelo a que se maicnalice un hecho—, 
cumplido lo cual dejaría de tener sentido la intervención. 

En cualquier caso íya sea que la administración esté a cargo de un acreedor o 
de un tercero ajeno a los intereses en juego), su actuación estará sujeta a la eventual 
responsabilidad por mal desempeño que pudiera resultar de su gestión, ello por apli¬ 
cación analógica del art. 59 de la ley de sociedades comerciales. 
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4.3. SALVATAJE DE EMPRESAS: ART. 48 DE LA LEY 24.522 

Sin perjuicio de lodo ello, cabe a e*U allura dedicar alguno* párrafo* a la* 
modificaciones novedosas introducidas por la nueva ley de concursos y quiebras res¬ 
pecto de lo contemplado por la normativa anterior. Esto es U introducción del deno¬ 
minado periodo de exclusividad y la posibilidad del cramdo ni* 

Este instituto determina para el caso en que el deudor no obtenga las confor¬ 
midades necesarias para que su propuesta se» aprobada, evitar la quiebra, median¬ 
te el proceso reglado por el art 48 de la ley 24.522, también conocido como era- 
mdown o salvatnjc empresario, lomado «le la legislación norteamericana, aunque con 
sus variantes 

Es decir que unn ver vencido el período de exclusividad, sin que el concursa¬ 
do haya obtenido las conformidades necesarias, se abre un registro en el tribunal i 
efectos de que los acreedores o terceros interesado* en la adquisición de la empresa 
(con las exclusiones contenido* en la propia normal efectúen cus ofertas de adquisi¬ 
ción de la empresa en marcha, a través de la compra de acciones o cuotas represen 
(olivos del capital social. O sea que aquí se introduce un concepto hasta el momento 
inexistente en el derecho positivo, cual es la posibilidad de que la empresa coatimk 
en marcha funcionando con independencia del interés de su* mulares. 

De ser presentadas las propuestas de adquisición, los terceros interesados de¬ 
berán cumplir con todo* los paso* inherentes a la obtención de la* conformidades, 
conseguido lo cual el juez dictará la resolución adjudicando la empresa a esle nuevo 
titular. 

Al respecto y considerando los distinto* paso* procesales que se deben respe¬ 
tar conforme toda la operatoria establecida por la norma concursa!, se extrae como 
consecuencia que el periodo que acabamos de describir sucintamente, que arranca 
desde el vencimiento del período de exclusividad, insume una duración temporal neta 
que equivale aproximadamente a seis meses calendario Por su parte, si computamos 
los plazos desde In presentación en concurso, llegamos a la conclusión de que para 
homologar un acuerdo presentado por un tercero bajo el régimen <Jc salvatnjc empre¬ 
sario instituido por el art 48 de la ley de concursos y quiebras se demora aproxima¬ 
damente 15 meses. 

l-i gran incógnita que salta a la vista es ¿quién administrará la tmpreta en 1 
crisis durante ese lapso? Por un lado, tenemos al empresario, fracasado en su inten¬ 
to de lograr acuerdo con sus acreedores Por otra parte, pueden coexistir distinto* 
interesados registrados para el salvaiajc. pera que no están legitimados para interve¬ 
nir en la administración. Por último, se cuenta con la presencia del comité de acree¬ 
dores y del síndico pero u ninguno de ellos se les ha asignado la larca de administrar 
la empresa en este periodo, desde que la ley nada ha previsto al respecto. Sólo cabe 
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que, prctorianamente y a partir de precedentes concretos, tal interrogante sea satis¬ 
factoriamente develado I"), A nuestro entender, en esta cmcrgcncin, cabe la desig¬ 
nación de un administrador judicial, que bien puede recaer en un profesional en cien¬ 
cias económicas. 


V. LA CONTINUACION DE LA EXPLOTACION 
EN LA EMPRESA EN QUIEBRA 

A continuación nos referiremos al tema de la empresa en quiebra y al instituto 
de la continuación de la explotación de la hacienda fallida. 

La incorporación de este instituto surge en la normativa concursol a partir de 
la vigencia de la ley 19.551 y otros antecedentes legislativos tenidos en cuenta en su 
sanción, y como necesidad frente a las secuela» que presenta el estado de falencia de 
una empresa en el contexto económico y social del país. 

Así lo expresa Foigurl López ( u ), quien agrega que dentro de los antecedentes 
extranjeros, se tuvo en cuenta el concepto de la empresa en Francia, donde la super¬ 
vivencia importa a la comunidad, parque se rescata el concepto de que la quiebra de 
la empresa no implica la quiebra de la actividad, sino la del sujeto que la explota 
(entiéndase “empresario"). 

En esc orden de ideas y con el fin de clarificar el concepto y la importancia del 
instituto bajo análisis, cabe que se efectúe —tal como lo hace el autor citado— una 
clasificación respecto de las dos subespccics de la quiebra con continuación de acti¬ 
vidades: 

1. Quiebra directa: es cuando, por pedido del propio deudor o de algún acree¬ 
dor. se decreta la quiebra del ente en crisis. 

2. Quiebra indirecta: cuando sobreviene luego de tramitarse un concurso pre¬ 
ventivo. es decir, se decreta la quiebra por fracaso del mismo. 

En el primero de los casos, se puede aguardar la salida por el camino de la 
“conversión" en concurso preventivo, mientras que en la quiebra liquidatoria. la ley 
prioriza la posibilidad de la realización de la “empresa en marcha". 

En todos los casos, el síndico debe, inmediatamente, abocarse a responder en 
forma práctica a dos interrogantes: 


< 14) KifMMAN, Emuioce H . “Lo* [Crimnos procesales del concurso preventivo en la ley 24.522". 
Revivía La Ley. 22 de febrero de 1996. 

(IJI Reviua Imputan». I9SI. t XXXIX A. pdg 1041 
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1 Si se puede continuar con la explotación 

2 Cómo y coa qué hacerlo. 

Y aquí debemos tener presente, tal como lo expresa Poner ui ('•), que para que 
sea posible la continuación de la explotación de una hacienda fallida se requiere 

I. Viabilidad jurídica. 

2 Viabilidad económico-financiera. 

3. Armonización de elementos jurídicos y económicos dentro de un espacio 
cronológico previamente fijado y que no sea alterado 

4. Una ejecución continuada en la que intervienen un nivel decisorio jurisdic¬ 
cional (juez) y un operador económico con decisiones "empresariales'* (sín¬ 
dico y/o c«administrador). que también deben armonizarse en cuanto al fondo 
de la cuestión en el manejo de los tiempos. 

Este instituto no fue creado con el fin de que el tribunal, el síndico y/o el coad- 
mimstrador se conviertan en empresarios, tratando de remediar o revenir la situación 
a la que llegó el ente por ineficacia, negligencia u otras circunstancias que no vale 
la pena enumerar, sino que pretende, en primer lugar, y así lo expresa el propio tex¬ 
to de la ley en su art. 189 

“..ai de U mlcmipcidn pudiera mullir too evidncu un dato pave ai ne » Ti da loa 

acreedores y a la conservación del pan momo * 

Asimismo, se busca, al proseguir con la actividad principal o una accesoria 
económicamente rentable que desarrollaba la deudora, el incremento del activo falen¬ 
cia! por una pane; en segundo término el hecho de vender una empresa en marcha 
presupone —prima facie — un mayor valor de realización al momento de la venta y 
más si la misma se hace en bloque, lo que finalmente redundará en un mayor bene¬ 
ficio para la masa de acreedores. 

I ji normativa de fondo respecto de esta temática se halla establecida en la nueva 
ley de concursos y quiebras, en los ans. 189 y subsiguientes En el nuevo texto de la 
ley se incorpora el concepto de excepctonalidad. que si bien se encontraba subyacente 
en el texto anterior, en este caso se menciona en forma explícita. 

En razón de ello, la resolución de la continuación de la explotación de un ente 
fallido debe contener el lapso temporal por el cual dicha prosecusión será mantenida 
y por otra parte dehe determinar con qué actividad o actividades de la explotación se 
va a continuar. 


116)Li_ 1990 0. pa* Sil. 




ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Otro de los aspectos relevantes a tener en cuenta en la decisión de continuación 
es lo referente a la cantidad de personal a mantener, que obviamente —y en tal sen¬ 
tido abonan los casos prácticos analizados— se podrá ver reducido en su plantel. 

A esta altura entendemos que corresponde poner en claro algunos conceptos que 
a nuestro criterio es necesario diferenciar, con el Tin de comprender la importancia 
del instituto de la continuación de la explotación: 

a) Existe lo que podríamos llamar una falacia conceptual en la mayoría de la 
literatura consultada, la que más o menos se expresa así 
"Si la empresa no faacianú en mam* iJc un empresario, menos podra funcionar en ma¬ 
nos de administradores judiciales " 

Entendemos que es una falacia porque, en realidad, la situación que van a 
encarar los administradores judiciales (entiéndase síndico, juez y/o coadmi- 
nistrador) es muy distinta de la realidad en la que se hallaba inmerso el 
empresario. 

Los administradores judiciales no tienen sobre sus hombros el peso del pasi¬ 
vo concursa!, el mantenimiento de lodo el personal ni el de unía la estructura 
empresaria. Es decir que los administradores judiciales no poseen la carga de 
restablecer la aptitud económica a las empresas de los sujetos fallidos. Se van 
a ocupar del managcmcni de la explotación que. prima facie. resulte rentable 
o cuyo mantenimiento sea conveniente a ios fines del proceso y siempre te¬ 
niendo en la mira la realización de los bienes en forma más o menos inmediata 
y cuyo fin ultimo es el acrecentamiento del activo neto falcncial. 

Para mayor claridad sobre c! tema, consideramos importante hacer una ade¬ 
cuada conccptuación de los siguientes elementos: 

I Sujeto fallido: es la persona física o jurídica que ha sido declarada en esta¬ 
do de falencia. O sea. tal como lo definen Quintana Itkki yra y Alberti ("). 
"...un sujeto de derecho en estado de desapoderamiento... 

2. Empresa: por el contrario, es el ente o establecimiento que es el objeto 
de la actividad dentro de la organización jurídica del fallido. Es decir, 
utilizando las palabras de los autores antes citado: 

"...la actividad desempeñada medíanle el patrimonio de esc sujeto, en cuanto confi¬ 
gura objeto de derecho .." 

3. Organo de administración: puede coincidir o no con el sujeto fallido. Es. 
en definitiva, el coordinador de las actividades y donde confluyen los 
factores que hacen al desarrollo de la explotación. 


noli (II). 


(17) Quintan* Prauva* y Ai «un. op clt. en 
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De resultas de la diferenciación precédeme leñemos que, no nccesanamen 
le. la declaración del estado de falencia de un sujeto implica la conclusión 
de la actividad que desarrollaba el mismo, confusión en la que caen al fuños 
tratadistas, por la cual se está asimilando el sujeto con el objeto 
b) Finalmente, es importante destacar el interés social, que puede revestir la 
continuación de una actividad reputada conveniente para la economía de la 
comunidad en que se halla situada. A modo de ejemplo podemos cilar alpi¬ 
no* de los beneficiarios de esta situación: 

• Interés de los acreedores en seguir vendiendo 

• Asalariado* que conservarán la fuente de trabajo 

• Eventual mente lo* cliente* pura poder continuar con el abastecí míenlo y 
evitar posible* monopolios 

• Sindicatos para seguir recaudando lo» apones de los afiliados. 

• Las organizaciones pública» en general importancia local o regional, re¬ 
caudación impositiva, etcétera. 

Hechas estas aclaraciones abordaremos seguidamente la problemática especi¬ 
fica de la continuación de la explotación 


5,1. CONTINUACION INMEDIATA 

Como se ha dicho, la normativa en vigencia comienza el tratamiento de este 
instituí,) a partir del art. 189. donde establece lo» presupuesto* genérale* pora su apli¬ 
cación y taxativamente incluye el iraumicnio de las empresas de servicio* públicos 


5,1.1. Presupuestos generales 

I-os presupuestos generales de la continuación inmediata resultan expresamente 
de la normativa establecida pac el art 189 de la ley de concurso* y quiebra* cuando 
en su texto expresa que: 

' «dril interrupción pudiera resultar un evidencia, na dado pase « irreparable al inte 
tés de los acreedores y La conservación del patrimonio ~ 

De la lectura del texto precedente tenemos que el legislador atiende, mantenien¬ 
do en este caso el mismo texto que en la legislación aiucnor. a do* cuestiones fun 
(laméntales cuando habla de dallo grave e irreparable, cuanto ton el interés de los 

acreedores y la conservación del patrimonio 
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Esta mención no es caprichosa, ya que en cualquiera de los casos lo que en 
definitiva se está tratando de salvaguardar es la perspectiva futura de acrecentamiento 
del activo a realizar a posteriori. dando de esta manera un previdencia al principio 
de la “protección adecuada del crédito” sobre el "interés general" 

El síndico está obligado a poner en conocimiento del juez la necesidad de con¬ 
tinuación inmediata dentro de las 24 horas de decretada la quiebra, pudiendo también 
el tribunal decretarlo de oficio Sin perjuicio de ello, el juez mantiene siempre la 
posibilidad de resolver lo que estime pertinente respecto de la continuación, incluyen¬ 
do esto su cese, hecho que se explícita en el articulo mencionado cuando expone 
- .el juez puede adoptar tu medidas que estime pertinentes, incluso la cesación de la ej 

Es decir que aquí, como lo expresan Fassi y GunHAKtn ("), la ley le otorga al 
juez la potestad de dictar tal decisión en forma fundada, y puede originarse en una 
nueva apreciación del interés general que hiciera él mismo o cuya continuación re¬ 
sultara contraproducente a los intereses que se pretenden tutelar. 


5,1,2. Empresas prestadoras de servicios públicos 

Aquí se introduce el supuesto de las empresas que prestan servicios públicos, 
siguiendo en parte el ordenamiento del anterior art 193 de la ley 19.551. que es la 
inmediata continuación en el caso de "servicios públicos imprescindibles", estipulando 
las siguientes normas particulares: 

1. Debe coramnane la semencia de quiebra a la autoridad que lu otorgado la concesión 
o a la que sea pertinente 

2. Si el juez decide, en los hímunos del art 191. que la conUnuacíón de la empresa no es 
posible, debe comunicarlo a la autoridad pertinente 

3. La autoridad competente puede disponer lo que estime conveniente para asegurar la 
prestación del servicio: las obligaciones que resulten de esa prestación son aleñas a la 
quiebra 

4. La cesación efectiva de la exploración no puede producirse ames de pasados treinta días 
de la comunicación a autoridad correspondiente 

En esie caso no se debe esperar el informe del síndico, previsto por el art. 191. 
aunque éste sí debe ser luego formulado. Como ejemplos de actividades que deben 
ser continuadas sin interrupción, podemos citar: 

a) empresas prestadoras de servicios de electricidad. 


(18) Pasíi y Gi*ha«dt. ap. clL 


(12) 
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b) de gas: 

c) teléfono». 

En el anexo de este capitulo se agregará un modelo de texto del exento que 
podrá presentar el sindico informando sobre la continuación inmediata de la explo¬ 
tación de la empresa, conforme lo establecido por el an 189 de la ley 24 522 


5.2. CONTINUACION DIFERIDA 


Tal como emana de la normativa establecida por el art. 190 de la ley de con¬ 
curso» y quiebras, existe un trámite común para lodos lo» caso» de quiebra, cual es 


En tal sentido entonces, podemos decir que. proccsalmentc. la decisión de la 
continuación de la explotación parte del dictamen del sindico, el cual debe ser pre¬ 
sentado en todos los juicios de quiebra, sin importar para ello la forma en que ha sido 
declarada la misma -esto es en forma directa o indirecta—. 

Asimismo, y para el supuesto de haberse decidido la continuación inmediata 
—ya sea por orden judicial o a pedido del propio funcionario sindical—, deberá pre¬ 
sentarse también el dictamen aludido. Si hubiere sido como consecuencia de un pe¬ 
dido del propio síndico, este dictamen sólo confirmaría (y en caso contrario, rectifi¬ 
caría) lo solicitado oportunamente. Se entiende por tanto que este requisito está diri¬ 
gido a fundamentar apropiadamente y con todos los elementos necesarios la decisión 
de conlinuación de la explotación. 


Poi 


a parte, la ley establece los aspectos específicos sobre los cuales debe 


1 La posibilidad de m 

2 La ventaja que resultaría para los ac r ee d ores la caajcaacida 
J. La ventajo que pudiere re 
4 El plan de exploración, acompasado di 


5. Los comrntos en a 


o de ejecución que deben m 


la» colaboradores que necesitar! para la 
Explicar el modo en que se pretende cancelas el pauso preesisa 
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Sobre estos aspectos, la ley reafirma claramente el concepto de exccpcionali- 
dad a la posibilidad de continuación. Tal como manifiestan Fassi y Giouaríit ('*) y 
parafraseándolos, el objetivo del legislador coherentemente con el concepto expuev 
to es que a través de un estructurado y complejo informe, quede ostensiblemente esta¬ 
blecido y fundado el camino escogido. El mismo debe constituirse en un elemento vi¬ 
tal para el dictado o no de la resolución pertinente, podiendo el magistrado, a través del 
mismo, valorar los beneficios y perjuicios de la aplicación del instituto que nos ocupa 


5,3. CONDICIONES PARA CONTINUAR CON LA ACTIVIDAD 

A continuación analizaremos las variables que se deberán considerar para dicta¬ 
minar sobre la viabilidad de la continuación de la explotación, las que se relacionarán 
fundamentalmente con la ■'empresa" cuya actividad se desea continuar, aislando del 
estudio aquellos otros factores que pudieron haber provocado l.i crisis del fallido. 


5,3,1. Viabilidad táctica 

Conceptualmente podemos esquematizarla en: 

a) capacidad tecnológica para la producción de bienes y servicios, es decir, 
contar con una capacidad instalada que permita la continuación de una acti¬ 
vidad productiva; 

b) existencia de mercado para la colocación de los bienes a producir; 

c) existencia de recursos humanos suficientes para afrontar la continuación. 


5,3,2. Viabilidad financiera 

Básicamente apunta a analizar la existencia de los medios financieros indispen¬ 
sables para la evolución de los negocios. 

De no existir suficiente capital de trabajo, es posible recurrir a: 

• la venta de bienes supcrfluos. ¡i fin de obtener fondos para ser aplicados a 
la actividad que se continúa, con el objeto de recomponer y/o incrementar 
el capital operativo; 

• obtención de crédito: como en el caso de la quiebra de Jabón Federal, don¬ 
de se obtuvo apoyo crediticio del Banco de la Ciudad de Buenos Aires; 


(19) F*BI y Gr»f 




KI2) 
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posibilidad de combinación económica con terceros que puedan aportar el 
capital de trabajo necesario tal el caso de Cuareta S A. Volcán, donde ter¬ 
ceros aportaron lo* recursos financien» necesarios para la conunuaciria. 


5.3,3. Viabilidad económica 

La viabilidad económica es: 

“La posibilidad dr que en la actividad «e pueda aolovMmcf yo obtener una pnancia o 

al menos algún beneficio mensurable para los ai leedores o. en w can. para el deudor * 

Este estudio consiste en un análisis que pune de una situación concreta presente 
y proyectada al futuro Dicho de otro modo, se debe estimar cuál puede ser la evolu¬ 
ción futura del ente partiendo de la realidad del presente 

Los factores a tener en cuenta para la proyección son los siguientes: 

a) definición del o los establecimientos o lineas productivas con las que se 
puede continuar; 

b) recursos humanos a mantener. 

c) proyección de ingresos por la venta de bienes y servicias; 

d) determinación del margen de rentabilidad u obtener con la actividad. 

Para su determinación no se tendrán en cuenta el costo financiero del pasivo 

concursa! ni el cargo por amortizaciones de los bienes de uso. por tratarse de obliga¬ 
ciones que no recaen sobre la continuación, en el primer caso, y por ser cargus no 
financieros, los segundos. 

El resultado de la proyección indicada puede ser positivo o negativo Si la ren¬ 
tabilidad es positiva y no se tiene a la vista ningún otro impedimento. !a continua 
ción de la explotación sería aconsejable. 

Sin embargo, y para el supuesto de que la proyección hubiere arrojado una ren¬ 
tabilidad negativa, se debería profundizar el análisis para arribar a una conclusión 
definitiva, ya que aun con una rentabilidad negativa, puede resultar conveniente, en 
términos económicos, la continuación de la actividad. 


5,3.4. Conveniencia económica 

Como mencionáramos, el hecho de no contar con una expectativa de rentabili¬ 
dad positiva no implica, necesariamente, desechar la posibilidad de continuar con la 
actividad. 
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Y ello es así toda vez que para obtener una impresión definitiva, es menester 
también evaluar las alternativas que se plantean cuando se mantiene el establecimiento 
inactivo. 

A título de ejemplo podemos citar las siguientes situaciones 

a) gastos de custodia y mantenimiento del establecimiento, en los que se debe 
incumr independientemente de su actividad. 

b) deterioro de los bienes por el transcurso del tiempo, obsolescencia, etc., que 
pueden provocar una disminución del valor del activo a ser realizado; 

c) mayor valor que puede resultar de la venta del establecimiento en marcha y/o 
en bloque con respecto a la que se puede obtener mediante una realización 
de los bienes que lo componen en forma singular; 

d) por último, cabe mencionar el eventual ahorro que se podría obtener con la 
venta del establecimiento en marcha, en razón de la posibilidad de transfe¬ 
rir las obligaciones emergentes de los contratos laborales del personal en 
relación de dependencia, que pasaría a depender del nuevo propietario 

Quede claro que en este caso lo que se obtiene es la reducción del pasivo con¬ 
cursa! en vez de un mayor monto por la venta del activo, lo que igualmente redunda 
en beneficio de los acreedores 


5.4. MARCO NORMATIVO DE LA CONTINUACION 

Comenzando el análisis de los arta. 191 a 195. tenemos la temática referente a 
la autorización del tribunal que permitirá la continuación, el régimen aplicable, la 
problemática de los contratos de locación y la situación de los acreedores hipoteca¬ 
rios y prendarios frente a la continuación de la explotación. 


5,4,1. Autorización para la continuación 

Sobre el particular, el art. 191 establece que la autorización debe ser dada por 
el juez, sólo en el caso de que de su interrupción pudiera emanar una grave disminu¬ 
ción del valor de realización o que se intcmimpiera un cielo de producción que pu¬ 
diera provocar un grave daño al patrimonio. 

Esta referencia apunta, específicamente, a todas aquellas explotaciones en las 
que —tal el caso de los altos hornos o empresas agrícola-ganaderas — la interrupción 
del proceso empece a los activos a realizar a posteriori. 

El artículo citado prosigue estableciendo los punios sobre los cuales el juez 
debe pronunciarse como mínimo —y dentro de los 10 días posteriores a la presen- 
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lación por pane del síndico del informe previ»lo por el art 190—, los que se re¬ 
fieren a: 

I Plan de explotación. par» lo cusí podrí hacer» aactonr por «peno* o modado o 
pee i al irada* 

2. Kt plato por el que continuar 4 la e*ptc*aaón. el que an podrí «ceder el amaino pan 
la enajenación de la empresa. e*» lap*o podrí *t prorrogado pe» mu «ola ve» por re¬ 
solución fundada 

3 Ui cantidad y calificación profesional del personal que continuar! a/ectado a la ciplo- 
laclón 

4. lar bienes que pueden emplear» 

5. U i de tipnación n no de uno o mus coadmtoLvrudom y la aaaetración al i Indico pan 
contratar colaboradores de la administra!ntn 

6. Contratos en curso de ejecución que » mamendrln. los demaa quedarla ictochaa 

7 El tipa y periodicidad de la información que deber» «munnuir el «Indico y.nw coa», 
el coodininiMración. 


5,4,2. Régimen aplicable 


El art. 192 establece el marco legal dentro del cual se podrán mover los ft 

cionarios judiciales (síndico y/o coadmimstrador), a saber 

I. Actos de administración oí 

iodo* lo* .icio* de administración ordinaria que te 
2 Actos sujetos a autorüaclón. lodo* aquello* que e» 
que resulte como un cato de necesidad y urgencia 

3. Garantías especiales el ju 
indispensable par 

4. Acreedores del ci 
gaciones contraída» l< 



Finalmente la norma bajo estudio establece, en su último párrafo, que el juez 
puede poner fin a la continuación antes el vencimiento establecido si la gestión resul¬ 
tare deficitaria o de cualquier otro modo perjudicare los intereses de los acreedores. 


5,4,3. Contratos de locación 

Aquí entramos en el análisis de lo normado por el art. 193 de la ley de concur¬ 
sos y quiebras que versa sobre los contratos de locación. El mismo expresa que pora 
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el caso de la continuación de la explotación inmediata o diferida, y cuando en esta 
última se haya cxpucsio la conveniencia de la realización en Moque de los bienes. *e 
deben mantener los contratos de locación preexistentes y el concurso responder* di¬ 
rectamente por los arrendamientos y demás consecuencias futuras, l-'inalmcnlc esta¬ 
blece que son nulos los pactos que establezcan la resolución Jel contrato por la <k 
claración de la quiebra. 

Por su parte el art. 194 establece que aquellas cuestiones que promueva el lo¬ 
cador no impiden el curso de la explotación de la empresa fallida o la enajenación 
de la empresa prevista por el art. 205 de la ley de concursos y quiebras debiéndose 
considerar esas circunstancias en las bases pertinentes 


5,4,4. Hipoteca y prenda en la continuación de la empresa 

Por su pane, el an. 195 hace mención de que aquellos acreedores que tengan 
pnvilegio especial (hipotecario y/o prendario) no podrán utilizar el derecho ni que se 
refieren los arts. 126. segunda pane, y 209. cuando los créditos no se hallen venci¬ 
dos a la fecha de declaración de falencia y el sindico satisfaga las obligaciones pos- 
tenores en tiempo debido Son nulos los pactos contrarios n esta disposición 

Es decir, establece la imposibilidad por parte del acreedor de pedir la forma¬ 
ción del concurso especial y por otro lado, citando n I- asm y CiriuiARirr (•'"). al con¬ 
tinuar la explotación siguen rigiendo los plazos y demás estipulaciones contractua¬ 
les; para ello cabe que la quiebra cumpla con regularidad con las mismas; la mora 
produce el vencimiento anticipado, y por tanto, la cjccutabilidad del crédito garan¬ 
tizado. 


5.5. PLAZO DE LA CONTINUACION 

Volviendo al art. 191 de la ley concursal. nos referiremos al plazo de la conti¬ 
nuación que. como se ha dicho, debe ser establecido en forma taxativa por el magis¬ 
trado. es decir que la continuación de la explotación deberá tencT un marco temporal 
limitado. 

Tal como lo mencionaran los autores citados í' 1 ). esta delimitación "...tiende 
a prevenir que se genere una situación de perduración en el procedimiento con- 
cursal..." a lo que agregan que el mismo debe ser “cierto" 


(20) Fasu y OaHAiun. np. en en nota (12). 

(21) QunaAXA Funri* y Auun. op al en nou (II) 
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F.n tal sentido existen dos aspectos a considerar 

1. La posibilidad del mantenimiento y su conveniencia, hechos que se de herir 
analizar, como se ha mencionado en puntos anteriores 

2. Que la dilucido en el tiempo tenga una justificación, específicamente, en la 
realización de la empresa en marcha. 

En referencia a la ampliación de los plazos, contrariamente a lo indicado por 
la normativa anterior, no se establece la posibilidad indefinida de ampliaciones del 
plazo originalmente otorgado n la continuación. 

Por tanto, podemos lomar como pauta genérica que mientra* la explotación sea 
viable económicamente, podrá durar hasta la realización de los bienes incautados, o 
hasta la entrega de los bienes al deudor, en caso de avenimiento donde el fallido re¬ 
cuperaría la administración de sus bienes. En el caso de quiebra indirecta, se debe 
estar a ia venta inmediata de los bienes. 


5.6. EL COADMINISTRADOR EN LA QUIEBRA CON 
CONTINUACION DE LA EXPLOTACION 

En primer lugar, como es por todos sabido, el funcionario por excelencia del 
proceso liquidatorio de la quiebra es el síndico. 

Sin perjuicio de ello, el art. 191 de la ley de concuños y quiebras establece que 
en la resolución judicial que decrete la continuación se mcluva la ponMidad de nombra¬ 
miento de uno o más «administradores —con facultades específica»—. el que actúan! 
como una especie de colaborador del síndico, es decir, en estrecha conexión con éste 

Tal designación podrá hacerse de oficio, es decir, a instancias de que el propio 
tribunal así lo considero procedente, o en su caso, el propio síndico puede sugerir el 
nombramiento y hasla proponer las facultades específicas a atribuirle. 

A esta altura cabe hacer un distingo conceptual con otras figuras de coadminu- 
irador ya tratadas en el presente trabajo, ya que ésta es una figura nueva y con ca¬ 
racterísticas propias, que resulta de la ley de concunas y quiebras atendiendo espe¬ 
cíficamente a la continuación de la explotación. 

En esc orden de ideas tenemos que; 

I. No es estrictamente una medida cautelar, al csiilo del «administrador del 

art 115 de la ley de sociedades comerciales, el que. sin desplazar a las auto¬ 
ridades naturales, concurre con éstas Es, como se ha dicho en el acápite es¬ 
pecífico. una subcspccic de la administración conjunta y donde adema», sus 
funciones apuntan a realizar todos los actos permitidos a los gerentes y ¿(ga¬ 
nos de administración y la vigilancia en la observancia de las norma» legales. 
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2. Tampoco es una medida de tipo sanciona tono . uno lo contemplado por 
el art. 17 de la ley de concursos y quiebras, donde a partir de actos cometi¬ 
dos en contravención a lo dispuesto por los arts. 16 y 25 de la misma ley. el 
juez puede ordenar un reemplazante o en su caso un coudministrador, el que. 
en ese caso, en este último supuesto ejercer* también una administración con¬ 
junta con el concursado 

3. Tampoco es igual a la figura del art. 45 de la ley de concursos > quiebras 
en cuanto esta normativa previ la administración de lodos o parte de los 
bienes en manos de un tercero y en interés de los acreedores. 

En tal sentido, reiteramos que el instituto viene a reforzar In actuación del sin¬ 
dico concursa!, en punto a auxiliarlo en una temática específica, cual es el manejo de 
una empresa en funcionamiento 

Al respecto, entendemos que por experiencia en la actuación judicial, existen 
tres o cuatro fundamentos básicos para los cuales el juez se inclina a nombrar un 
coadministrador. 

En primer lugar, porque generalmente para el período en que tiene que conti¬ 
nuar la explotación, el síndico está abocado a su tarea específica; no olvidemos que 
apenas decretada la quiebra, comienza la etapa informativa y liquidatoria. por lo que 
el síndico se halla ocupado en la producción de los informe» de créditos y general, y 
la liquidación de los bienes 

Por otro lado, entendemos que se agrega un argumento adicional, cual es la 
distinta óptica que puede tener el coadmimstrador con respecto a la continuación, en 
relación con la que puede tener el propio síndico, o sea. creemos que el síndico ne¬ 
ne que impregnarse de un interés de realización inmediata de los bienes, sin perjui¬ 
cio de las otras tarcas específicas que recién se mencionaron, mientras que el coad¬ 
ministrador estaría abocado más bien a la continuación de la explotación, a la ges¬ 
tión empresaria de la continuación, debiendo tener como objetivo central poder mar¬ 
char adelante con la explotación. 

Por último, y la propia ley de alguna manera en el art. 259 lo menciona, está 
la cuestión de la especialización. ya que es posible que un síndico pueda tener una 
gran capacitación en el aspecto concurxal. y no necesariamente lo esté en la temáti¬ 
ca particular de la actividad de la empresa 

En relación con los requisitos que debe reunir el coadmimstrador a ser desig¬ 
nado. tenemos, en primer lugar, la normativa cxplicitada por el art. 259 de la ley de 
concursos y quiebras que dice así: 
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Por su pane, a través del an. 181 del Reglamento de la Justicia en lo Comer¬ 
cial de la Capital Federal se estableció la manera en que se conformarían las listas 
de coadminmr adores para cada juzgado. a saber 


concuna* se procederd a formar «r 
empresa» a las rícelos prestaros , 
U StJt. a» un numero de quince m 


En este caso, la normativa ha dejado a criterio de los juzgadores la forma de 
elección de los funcionarios coadmimsirailore* a ser designados en cada uno de los 
concursos que requieran su servicio. 

Asimismo, la acordada de la Cámara Nacional en lo Comercial del 26 de mar¬ 
zo de 1991 (**). que establece un sistema de sorteo para martiliero* y peritos, nada 
agrega respecto del sistema de nombramiento de los ."^administradores para las em¬ 
presa* en quiebra 


En orden a todo ello, es que la experiencia nos dice que el juez en cada caso 
merttüa. de acuerdo con sus facultades, la mejor forma para designar a estos funcio¬ 
narios. donde no se puede dejar de lado la consideración que estimamos debe efec¬ 
tuar de los antecedente* profesionales de los licenciados en administración, que que¬ 
daron incluidos en la lista de su tribunal 


5.7. DELIMITACION DE FUNCIONES DEL SINDICO Y DEL 
COADMINISTRADOR EN LA CONTINUACION DE LA EXPLOTACION 

En razón de todo lo expuesto hasta el momento, queda claro que ante determi¬ 
nados supuestos procede el nombramiento por parte del magistrado de un coadmims- 
trador. para actuar en forma conjunta con el síndico 

Lo que no queda tan claro es la actividad o tarea* específicas para las que se 
lo nombra. La letra de la normativa bajo análisis es muy amplia y por otra parle ex¬ 
presa que es el juez, quien le adjudicará facultades específicas 
En tal sentido Foigifl López dice que: 

"Habí* que recurrir (1 a una ¿alineación mir pKrKc por rinde la reducción j 4nam 
que permita arribar a aquello que de manera aumenta le es panudo retirar " 


la La Ley. N* 12a del 27AW9I 
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Por su parte Rubín ( m ) clarifica un poco más el tema bajo análisis, ya que esta 
blccc una suerte de clasificación de las tarcas, a sabet 

I Existen actas que le son encargados al síndico de modo excluyeme como el 
informe periódico o la contabilidad (art. 191 de la ley de concursos y quiebras) 

2. Hay otros actos que pueden ser efectuados por el síndico o el coadministra- 
dor en forma indistinta (art. 192 de la ley de concurso* y quiebras). 

3. En tercer término, existiría una “zona de confluencia", donde a partir del 
análisis de lo que sucede en las intervenciones judiciales del derecho común, 
el autor citado concluye que: 

“ ..debe reservarse al coadmimurador cuant» leona que ver con los aspecto» de gestión 
empresarial de la administración coocun.il un que ello signifique reconocerte autonomía ni 
derecho a discutir la autoridad del sindico, quien segotrd siendo el máxime responsable " 

Con respecto a las funciones asignadas al síndico tenemos que una vez decre¬ 
tada la quiebra, este funcionario debe abocarse inmediatamente a las tarcas que le son 
inherentes tales como la confección del informe individual y del informe general 
(previstos por los arts. 35 y 39 de la ley de concursos y quiebras), asimismo, hacer¬ 
se cargo de la incautación de los bienes y los libros contables como también el se¬ 
guimiento de todos los pasos procesales ulteriores, tomando también intervención en 
los juicios tanto laborales como de contenido patrimonial en los que es parte. 

Además, deberá continuar con la tarca de investigación respecto de la eventual 
existencia de mayores bienes que los conocidos, en cabeza de la quebrada. 

Por su parte, deberá abocarse a la realización de los bienes de la fallida, en 
primer lugar, aquellos que no estén afectados a la continuación de la explotación y. 
posteriormente y concomiianicmcntc con la finalización del término de la explotación, 
respecto de aquéllos afectados a la misma 

Asimismo, y tal como resulta de la lectura del an. 191 de la ley 24.522. se le 
impone la obligación de presentar un informe con la periodicidad que el magistrado 
establezca respecto de la marcha de la administración. 

En primer lugar, y como ya se ha dicho a lo largo del presente capítulo, el tri¬ 
buna] al decidir la continuación de la explotación y designar a este nuevo funciona¬ 
rio. H coadministrador, le deberá especificar las facultades y funciones que deberá 
asumir. 

Pero más allá de ello entendemos que la función primordial para la que se lo 
designa es para absorber la tarca relativa a la gestión administrativa y/o empresaria 
de la explotación. 


*24) RcaiK. Mum Eh iuo. Continuar uln de la artirülad empresana en la quiebra, (id Ad Hoc. 

ptg >is 
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Dado que lal atribución de funciones es genérica y amplia cabe —cuando me¬ 
aos y más allá, por supuesto, de las funciones específicas que le atribuirá el jan- 
efectuar una mención de los actos para los que jurídicamente está facultado. 

Siempre a partir del principio básico de gestión, se puede mencionar que está 
facultado, en primer lugar, para contratar, toda ver que le es permitido recibir y pa¬ 
gar En lo que es el plano de lo estrictamente administrativo importa la loma de 
decisiones en la materia que le es propia, efectuando una planificación o curso de 
acción respecto de las larcas a desarrollar con los análisis de factibilidad necesama. 
y en definitiva, gcrcnciar toda la explotación, a partir de la loma de decisiones, con 
la limitación en este caso que se le impondría a un deudor en concurso preventivo cual 
es la normativa establecida por el art. I ó de la ley de concursos y quiebras, es decir, 
actos susceptibles de aprobación por parte del juez. 

Asimismo, deberá poner especial énfasis en lo que se refiere al pago de los tri¬ 
butos y cargas sociales así como también mantener al din el pago de haberes al per 
sonal que ha quedado afectado a la explotación. 

Como conclusión, cabe acotar que. en definitiva, será el juez a cargo del con¬ 
curso quien en oportunidad de resolver la continuación de la explotación de la cm 
presa fallida y el nombramiento de un c«administrador, habrá de disponer las larcas 
a su cargo y el alcance de las responsabilidades de cada uno de los funcionarios con¬ 
cúrsales. Todo ello considerando el propio marco normativo existente en la ley con¬ 
cursa! para este instituto (aits. 189 y subsiguientes). Tan es asi. que houa podrá asig¬ 
narle al coadministrador funciones que van más allá de la administración de la ac¬ 
tividad continuativa, conforme lo habremos de exponer en el punto 5.10 


5.8. ASPECTOS PARTICULARES DE LA CONTINUACION 
DE LA EXPLOTACION 

Las torcas a desarrollar durante la continuación de la explotación, en principio, 
son similares a las de cualquier empresa i n bonis. por lo cual no nos detendremos en 
el análisis de los aspectos administrativos comunes. 

Sin embargo, existen cuestiones particulares o específica» sobre las que sí con¬ 
sideramos que vale la pena explayamos, pues sólo aparecen en los casos de explota¬ 
ción de entes que están en quiebra. 


5,8.1. Contratación con el personal en relación de dependencia 

Tal como lo instituye el art 1% de la ley de concursos y quiebras la quiebra 
per se no produce la disolución del contrato de trabajo, sino que lo suspende de ple¬ 
no derecho por el término de 60 días corridos. 
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En ese lapso intermedio debe decidirse la continuación de la explotación, su¬ 
cedido lo cual, el contrato laboral se reanuda de inmediato. 

Tal como lo expresa Rubín ( m ). la suspensión comienza el mismo día que se 
decreta la quiebra y no hace falla ninguna notificación expresa al trabajador. 

Asimismo, se establece que. si no se resuelve en el plazo señalado lo atinente 
a la continuación, el contrato queda disuelto y los créditos emergentes de la relación 
laboral se pueden verificar conforme los art* 241. inc 2. y 246. inc. I. de la ley de 
concursos y quiebras. 

Finalmente, el autor citado, coincidiendo con la mayoría de la doctrina, afirma 
que la solución intermedia considerada por la ley. esto es la suspensión del contrato 
y la no ruptura del vínculo, apunta a preservar el plantel de trabajadores con miras a 
una probable continuación, lo que resulta de suma importancia a los fines del proceso. 

En cuanto a la elección del personal, el art. 191 se explaya sobre el particular, 
estableciendo que el magistrado debe establecer In cantidad y la calificación profe¬ 
sional del personal que continuará afectado a la explotación, mientras que el síndico 
debe decidir (art. 197) dentro de un lapso de 10 días corridos a partir de la resolu¬ 
ción respectiva, sobre qué dependientes deben ser mantenidos y cuáles deberán ce¬ 
sar su actividad, para el caso de que hubiere reorganización de tareas. 

Es importante destacar que el articulado en análisis hace mención de que se de¬ 
ben respetar las normas comunes (entiéndase aquí reglas de derecho laboral, como 
por ejemplo, estabilidad y otros beneficios de los empleados) y que los cesantes tie¬ 
nen derecho a la verificación de su crédito en la quiebra y que gozarán de los privi¬ 
legios establecidos por los arts. 241 y 246 de la ley de concursos y quiebras. Final¬ 
mente. establece que, a todos los efectos legales, la conclusión de la relación laboral 
se produce por la quiebra. 

Cabe destacar, tal como lo expresa Rubín (*), que la norma bajo estudio esta¬ 
blece que la decisión debe ser tomada en días corridos, apartándose de la norma 
genérica del art. 273. inc. 2. de la ley de concursos y quiebras y ello obedece a la 
necesidad que existe de darle la mayor celeridad posible al trámite, en orden al tipo 
de contrato al que nos estamos refiriendo (laboral), y de la necesidad de armonizar 
los términos previstos por los arts. 190 y 191 de la ley de rito. 

Cabe mencionar que. si bien el síndico tiene las atribuciones que le da la ley 
respecto de la posibilidad de seleccionar al personal, el contralor de la regularidad y 
legalidad de las resoluciones está a cargo del juez. Esto tiende a preservar el dere¬ 
cho del trabajador respecto de un despido ilegítimo, dándole posibilidad de ocurrir 
al tribunal, a fin de ser revisada tal decisión 


(25) Rv»w, Muxih En,- mi», CtmUnuanAn de la actividad empresario en la quiebra. Bd Ad Hoc. 1991. 

(26) Ruam. op cil en nou (25). 
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A continuación, el art 198 nos habla de la responsabilidad por prestaciones fu¬ 
turas: bajo esta denominación *c engloban vario» concepto*. El primero de eJIoi * re¬ 
fiere a que las remuneraciones que se devenguen al personal, con motivo de la coatí 
nu.it ion del contrato de trabajo, deben ser pagadas en término por el concurso y (ora¬ 
rán del privilegio que le otorga el art. 240, o sea. gastos de conservación y justicia 
Además, agrega que para el supuesto de cierre posterior o cesación del depen¬ 
diente por despido, por parle del síndico, siguen gozando de ese carácter y privile¬ 
gio. tanto el incremento de las indemnizaciones por preavtso y despido durante la 
continuación de la empresa, ello sin que implique perdida del derecho a verificación 
de lo devengndo con anterioridad a la quiebra 

Esta estabilidad posquk-bra. como la denomina Rubín ( r ). tiene un límite «n 
las necesidades de la explotación que encarará el síndico. Esto e» asi. ya que si se 
previera de otra forma, no se podría hacer frente a continuaciones parciales o redi- 
mensionamicntos empresarios. 

Siguiendo con el articulado en análisis, la ley concursal en el art 198 aborda 
la temática referida a las obligaciones laborales que asumirla el comprador de la 
empresa En este caso existe una diferencia sustancial con la normativa interior, en 
cuanto establece que: 

“En kn «opuestos de (.. > adquittcifa por un tercero de ella lenprcul o de la imdad pr» 
dclinlllvainrnle " 


y agrega que 



En tal sentido, el art 199 expresa que el adquirenic de la empresa no es consi¬ 
derado sucesor del fallido y del concurso respecto de los contratos laborales vigentes 
al momento de la transferencia, estableciendo específicamente que los importes adeu¬ 
dados a los dependientes (por el fallido o por el concurso), serán objeto de verifica¬ 
ción o pago en el concurso quedando liberado el adquircnte respecto de los mismos 


5,8,2. Contratos en curso de ejecución 

Con respecto a esta problemática, la ley concursa! contempla tu i 
caso de quiebra, en los arts. 143 y subsiguientes. 


(27) Romn, ap rit 


(25) 
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Pero específicamente para el caso de continuación de la explotación del eme 
fallido, es de aplicación lo instituido por el art. 144. ines. ’ y 3. que dice: 

■ 2 Al (Normar el informe del an 190 el «Indico enuncia lo» eoniralot con previ «clone» 
reciproca» pendientes y su opinión «nbie su continuación o revolución 
3 El joca decide, al revolver acerca de la continuación de la explotación «obre I» reso¬ 
lución o coannuacrón de los comíalos " 

En principio, queda fuera de esta normal i va toda otra rúenle de obligaciones que 
no sean contratos. 

La ley instituye un régimen procesal especial respecto de la forma de encauzar 
los mismos, ya que otorga un plazo de 10 días corridos, pasado el cual, sin resolución 
al respecto, el contrato queda resucito Este plazo encontraría su justificación en que 

• Debe darse una rcspucv.-i nát O 060 da -'traíante, yaque 

estamos en el ámbito empresarial, donde la rapidez en las decisiones es fun¬ 
damental. 

• La acumulac h’n da loa plazos procésale* respecto del decreto de quiebra, 
sumados a los de la opinión sobre la continuación, más el plazo para la de¬ 
cisión del juez y finalmente los 10 días del art. 191 bajo análisis, resultan a 
todas luces gravosos para el contratante in bonis. que se halla afectado por 
la falencia del deudor. 

Finalmente, respecto de los inmuebles, caite hacer las siguientes consideracio- 

• Si el locador es el fallido la locación continúa pt idut endo todos sus efec¬ 
tos. 

• Si el fallido era locatario, se regirá por el art. 147 o el 197. 

• Si el contrato es de locación de vivienda ajeno al concurso, no puede ser 
mantenido. 

• Cuando la locación implique negocio y vivienda, el juez será el dccididor 
final, conforme el art. 147, inc. 4. de la ley de concursos y quiebras. 

Teniendo en cuenta lo normado por el art. 193, y como lo expresa, para el supues¬ 
to de que dentro de los 30 días el síndico exprese la conveniencia de cntycnnción en 
bloque, se mantienen los contratos de locación en las condiciones preexistentes. 


5,8,3. Atención de impuestos y cargas sociales 

Un punto que no se puede dejar de considerar es el relacionado con el cumpli¬ 
miento de las obligaciones en materia impositiva y provisional, vinculadas con la 
continuación de la explotación 
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Máxime con la vigencia de la ley penal tributaria, ya que le* incumbe • lo» ad¬ 
ministradores de un ente en quiebra con continuación de la explotación la retponm- 
Nlidad total como administrador natural de un ente in bonis. o sea que aquí los ad¬ 
ministradores judiciales i entiéndanse síndico y c «administrador) ton personalmente 
responsables por las omisiones en que pudieran incurrir en esta malcría. 

Existe, pues, un principio general que hace que la continuación de la explota¬ 
ción deba ser tratada desde el punto de vista impositivo y provisional, como empre¬ 
sa ¡n bonis. 

Sobre el particular consideramos impórtame mencionar las siguientes aspectos 

I. El ente fallido con continuación debe tener identificación tributaria mante¬ 
niendo. a las efectos del IVA. la misma categoría a que pertenecía el deu¬ 
dor 

2 Deben establecerse los saldos a favor, anticipos pagado», y créditos fiscales. 
así como lamhién los quebrantos impositivas que tuviere el ente a la fecha 
de decreto de quiebra, a efectos de su adecuada utilización 

3. Con respecto al cierre del ejercicio económico, el mismo será fijado, tegún 
se interpreta, a partir del decreto de la continuación, debiendo hacerse des¬ 
de entonces las presentaciones correspondientes al impuesto al valor agre¬ 
gado (mensualmente) y las referidas al impuesto a las ganancias El cambio 
de la fecha de cien* deberá ser informado al órgano fiscaluador. 

4. Por las operaciones de la continuación y el patrimonio afectado al mismo, 
deben cumplirse el ingreso de anticipos, prcucntactón de información sobre 
retenciones, etcétera 

5. Finalmente cabe hacer un comentario respecto del impuesto al valor agregado 
y es el relacionado con el crédito fiscal facturado por las acreedores que se 
presentan a verificar créditos en el concurso, con comprobantes emitidos 
luego de! decreto de quiebra, entendemos que dicho crédito fiscal puede ser 
computado como tal y deducido de las obligaciones surgidas por débito fis¬ 
cal facturado por la quiebra, con fecha postenor al decreto de falencia 


5,8.4. Informes de la continuación 

En la continuación de la explotación de una hacienda fallida los funcionarais 
judiciales tienen la obligación informativa primordial que les impone, en principio, 
clan 191. me. 7 

Al respecto, entendemos que para el caso específico del coadinimstrad.» deug 
nado, y sin perder de vista la normativa citada a la que nos reten remos «eguidamen 
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le, debe efectuar un primer informe (que muchas veces lo solicita el propio tribunal) 
en el que deberá manifestar el estado de situación en que halló al ente. Posteriormente, 
y ahora sí en lo atinente al artículo citado, se obliga a que se informe con la periodi¬ 
cidad establecida por el tribunal. 

Con respecto a la obligación de información periódica entendemos que deberá 
estar referida a los siguientes aspectos: 

I. Actividad empresarial ea curso 


4. Contabilidad 

5. Oíros temas que resulten de tnterts al proceso 

5,9. EL COADMINISTRADOR Y OTRAS FUNCIONES CONEXAS 

Como hemos visto a lo largo del presente capítulo, la tarca primordial del coad- 
ministrador tiende a "gerenciar" la continuación de la explotación, en forma similar 
a como lo haría con una empresa no fallida y con funciones específicas emanadas del 
órgano jurisdiccional. 

Sin embargo, existen situaciones del propio proceso liquidatorio —que le son 
particulares— y que entendemos pueden ser asumidas por este funcionario, a pesai 
de que no resulten específicamente asignadas por la ley falcncial. En ese orden de 
ideas, y a modo de ejemplo, podemos citar: 

• Administrar los bienes incautados aunque no estuviesen afectados a la 
continuación de la explotación y por razones de eficiencia, cabe que el pro¬ 
pio coadministrador pueda también ocuparse de algunas cuestiones estricta 
y directamente relacionadas con la continuación. Por ejemplo, con otros bie¬ 
nes no afectados, si existen distintos establecimientos en los que se encuen¬ 
tra personal de vigilancia en relación de dependencia, no tendría sentido que 
la liquidación de los sueldos y cargas sociales del personal afectado a la 
explotación se haga en forma separada de las liquidaciones para el personal 
no afectado a la misma, es decir que en este caso sería aconsejable liquidar 
los sueldos en su totalidad en forma unificada. 

• Realización de la empresa en marcha: es conveniente la participación del 
coadminislrador en el proceso de realización de los bienes, ya que duranie 
el mismo se suscitan una cantidad de cuestiones, tales como: transferencia 
de obligaciones contractuales con el personal, de los bienes de cambio, co¬ 
ordinación de visitas con los posibles adquircmes. atención de problemas 
impositivos por la venta, ele., que a su vez se hallan relacionadas con la 
propia actividad de la continuación de la explotación. 
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• Actividad informativa como ya se ha dicho. e»i«e toda una urca informa 
tiva periódica, que la ley pone en cabeza de lo» funcionarios judiciales, en 
primer lugar en el sfndico pero por extensión también en el coadministrador 

Algunas otras actividades menores, que se pueden mencionar —sin pretender 
agolarlas— sobre la base de nuestra experiencia, son las siguientes: 

• gestiones relacionadas con la rehabilitación de la planta, básicamente en lo 
que hace a servicios, si hubiesen sido interrumpidos. 

• movimientos de fondos y contabilidad en general; 

• firma de contratos de locación, explotación, etc . 

• definición del nivel de operatividad; 

• contratación y vigencia de seguros; 

• forma en que determinaron el valor de los bienes de cambio; 

• contraut tóo da penoaal y docme —aMa laboral; 

• cumplimiento de obligaciones impositivas y de cargas sociales; 

• gestión de cobro de créditos; 

• restitución de bienes. 


5,10. ARMONIZACION DE NORMAS RELACIONADAS CON LAS 
FUNCIONES DESARROLLADAS Y LA RETRIBUCION 

Como hemos podido observar a través de los diversos temas abordados, el coad- 
tninistrador en la quiebra con continuación de la explotación posee algunas tareas 
específicas que le son asignadas por la ley y otras que son definidas por el juez al 
momento de su nombramiento, por aplicación del principio de economía procesal, lo 
que. en definitiva, determina que su ámbito de actuación abarque un amplio espec¬ 
tro de actividades en su desempeño. 

Teniendo esto en consideración creemos necesario referirnos, por tanto, al modo 
en que estas funciones y tareas serán remuneradas. 

El art 259 de la ley concursal prevé que “.. los «administradores pueden ac¬ 
tuar en los casos señalados en los arts. 192 a 199 " La expresión pueden estaría 
implicando que no son ésas las únicas funciones que pueden desempeñar. 

En los arts. 269 y 270 se contempla el modo y oportunidad en que deben «et 
regulados los honorarios del sindico y del coadmmistrador. con fumiamcuto en la 
continuación de la empresa 
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Se fija, en tal caso, que la base rcgulatona habrá de vincularse —en principio— 
con el resultado neto obtenido de la explotación, o bien, a través de una suma deter 
minada, sin depender de ese resultado, pero sin participar de lo producido por los bie¬ 
nes. 

Es obvio que ambas disposiciones consultan adecuadamente los principios ge 
nerales del derecho, que reconocen la oncrosidad de cualquier actividad prestada útil 
mente y el resguardo constitucional del derecho de propiedad de quien ha prestado 
un servicio a ser retribuido de manera justa y equitativa. 


VI. LIQUIDADOR JUDICIAL (LEY DE SOCIEDADES) 

Previamente al desarrollo de este punto debemos clarificar los siguientes con- 
is: 

1. Que la liquidación judicial no es un instituto autónomo en sí mismo, sino 
que siempre deviene como consecuencia de un proceso previo de interven¬ 
ción judicial y/o por las mismas causales que determinan la disolución de una 
sociedad conforme el art. 94 de la ley de sociedades comerciales; siendo que 
por alguna causa han terminado en los estrados judiciales, aplicándose pot 
analogía lo legislado para el caso de liquidación que se encuentra normado 
en los arts. 101 a 112 del la ley citada, 

2. Que la medida en el ámbito judicial la pueden solicitar los mismos socios o 
algún ente de contralor, como es el caso de la Inspección General de Justicia 
Al respecto, y abonando lo dicho, cabe citar la siguiente jurisprudencia: 

“(. > En nuestro derecho no existe la liquidación judicial de las suciedades anónimas, 
salvo en el caso de quiebra El proceso iiquidalorto ¡mi liquidación de la sociedad es 
siempre privado con excepción de los supuestos de liquidación administrativa (bancos, 
entidades financieras, seguros) La intervención judicial sólo procede en el caso de 
controversia entre los socios o crisis de lo» órganos de gobierno y administración de la 
sociedad • (*“) 

Por su parte, resulta pertinente transcribir lo siguiente: 

"( ) La Inspección General de Personas Jurídicas puede ejercer sus funciones de fiscaliza¬ 
ción cuando lo considere necesario, según resolución fundada, en resguardo del interés 
público Asimismo, puede solicitar judicialmente la disolución y liquidación de las socie¬ 
dades fucali/odas cuando éslos se encueraren imposibilitadas de cumplir el objeta por el cual 
se formaron " (*) 


(ÍS) ClaCC. Babia Blanca, julio de 1970. E.D . 37-263 
(29) CNCora. Sala C. 9 de junio de 1977. E.D.. 74-726. 
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Hechas estas aclaraciones previas, entraremos en el análisis de U liquidación, 
la persona del liquidador y sus funciones con fundamento en lo establecido por la ley 
de sociedades comerciales en los ans. 101 a 112. a saber: 

a) Personalidad: en primer lugar, el art. 101 de la ley de sociedades comercia¬ 
les expresa que la sociedad en liquidación sigue conservando su personali¬ 
dad. rigiéndose por el tipo societario al que corresponde, en cuanto sea 
pntible. 

b) Designación del liquidador la normativa societaria establece que la 
dación social está a cargo del órgano de administración, salvo casos 
cíales o estipulación en contrario (art. 102). Aquí emendemos que se 
la el caso judicial, en tanto y en cuanto el órgano de administración hay 
desplazado. 

c) Inscripción: la norma del mismo artículo establece que el nombramiento 
debe inscribirse en el Registro Público de Comercio. 


6.1. OBLIGACIONES DEL LIQUIDADOR 

6,1,1. Inventarlo y balance 

Conforme lo establece el art. 103. los liquidadores están obligado» a confeccio¬ 
nar. dentro de los 30 días de asumido el cargo, un inventario y balance del patrimo¬ 
nio social que pondrán a disposición de los socios: este plazo es extcndiblc por ma¬ 
yoría hasta 120 días. 

Por su pane, cabe aclarar que el incumplimiento de la presente obligación abre 
la posibilidad de la remoción, haciéndole perder al liquidador el derecho a remune¬ 
ración. asi como lo hace pasible de la responsabilidad emergeme por dados y perjui¬ 
cios que se pudieren generar. 


6,1,2. Información periódica 

Conforme lo preceptuado por el art. 104 de la normativa bajo análisis, d o lo» 
liquidadores tienen la obligación de informar, al menos trimestralmente, sobre el ci¬ 
tado de la liquidación Para el caso de que la liquidación se prorrogare en el tiempo, 
deberán confeccionarse balances anuales. 

En el caso de la liquidación judicial, será el propio magistrado d que estable¬ 
cerá la periodicidad con que el funcionano designado deberá informar al tribunal. a»i 
como que todas las presentaciones necesarias deberán ser efectuadas directamente en 
d expediente judicial. 


I Mil 
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6,1,3. Facultades, obligaciones y responsabilidades 

El art 105 de la ley de sociedad establece que los liquidadores ejercen la re¬ 
presentación de la sociedad y están facultados para celebrar todos los actos necesa¬ 
rios para la realización del activo y cancelación del pasivo, debiendo actuar con el 
aditamento "en liquidación" al utilizar el nombre de la sociedad. 

La normativa establece que se hallan sujetos a las instrucciones de los socio*, 
pero en el caso del liquidador judicial, éste debe ceflinc —como *c lia dicho— es¬ 
trictamente a las facultades establecidas por el tribunal en el auto de designación 

Finalmente, cabe advertir que las obligaciones y responsabilidades de los liqui¬ 
dadores se rigen por las disposiciones establecidas para los administradores (art 108 
de la ley de sociedades). 


6,1,4. Balance final y distribución 

El ari. 109 establece que una vez extinguido el pasivo social, el liquidador de¬ 
berá confeccionar un balance final y proyecto de distribución, reembolsándole la» 
partes del capital y, salvo disposición contraria del contrato, el excedente se distri¬ 
buirá en proporción a la participación de cada socio en las ganancias 

Asimismo, el art 110 establece que una vez confeccionados el balance final« 
el proyecto de distribución suscripto por los liquidadores, podrán ser impugnado* e* 
el término de IS dias. 

Por su pane, el balance final y el proyecto de distribución aprobados se agre 
garán al legajo de la sociedad en el Registro Público de Comercio, procediéndose i 
continuación a su ejecución. Los beneficiarios tienen 90 días, a partir de la presea 
loción de tales documentos, para reclamar sus importes, transcumdos los cuales se 
depositarán en un banco oficial a disposición de los titulares. Si transcurrieran eres 
años sin que los mismos fueran reclamados, se atribuirán a la autoridad escolar de It 
jurisdicción respectiva. 

Una vez concluida la liquidación, y tal lo reglado por el art. 112, se cancelan 
la inscripción del contrato social en el Registro Público de Cornea-10. En lo refere» 
te a los papeles y libros sociales, en caso de no existir acuerdo entre los socios, el juez 
decidirá quién los conservará Entendemos que, para el caso de la liquidación judi 
cial. dichos elementos deberían ser mantenidos en poder del funcionario judicial, *t« 
perjuicio de que la resolución final que dicta al respecto el magistrado podrá dispo¬ 
ner un destino diferente 
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Vil. MODELOS DE ESCRITOS E INFORMES 

Como anexo del presente capitulo se agregan los siguientes modelos de escri¬ 
tos: 

1. Escrito del sindico informando sobre la continuación inmediata y solicitan¬ 
do las correspondientes medidas. 

2. Escrito del coail ministrador presentando informe periódico. 

3. Modelo de informe final de una liquidación judicial 

Cabe señalar que el texto de los mismos lo es a título meramente ilustrativo, sin 
pretender con ellos agotar las posibles alternativos existentes y todas sus variantes. 
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MODELO 1 


ESCRITO DEL SINDICO INFORMANDO SOBRE LA 
CONTINUACION INMEDIATA Y SOLICITANDO MEDIDAS 
(ART. 190 DE LA LEY DE CONCURSOS Y QUIEBRAS) 

SINDICO INFORMA POSIBILIDAD EXCEPCIONAL DE 
CONTINUACION DE LA EXPLOTACION 


Seftor Jijo*- 


.. en mi carácter d» nindico, oon 

•1 patrocinio letrado del Dr . oon «1 

domicilio constituido en la calle. 

de esta ciudad, en autos ' .Kxpte N 

a V.8. respetuosamente dijo: 

I. Solicita medidas 

Que en atención al decreto de quiebra, habido en las presentes 
actuaciones, y de oonformidad a lo normado por el art. 190 de la ley 
de concursos y quiebras vengo dentro del plazo estableotdo en dicha 
norma a informar sobre la posibilidad exoopotonal de continuar con la 
explotación de la empresa, en las siguientes condiciones, a saber. 

1 Que atento al tipo de explotación que desarrollaba la fallida, 
cual es una explotación Industrial del rubro electrodomésticos, 
y teniendo en cuenta que a la fecha del decreto de falencia se 
enoontrabe en plena producción, este funcionario considera que 
se toma necesaria la continuación de la actividad de la misma 

2. Cabe mencionar que para proseguir con el proceso productivo, 
no seré menester incurrir en mayores pasivos, toda vez que las 
materias primas neoesarlas para dicho proceso se hallan todas 
en la planta Industrial de la deudora 

3. Es importante destacar la veníala en la realización posterior de 
los bienes de cambio que redunda a partir de la conclusión de 
dicho proceso. Ello en mérito de que el valor agregado de los 
bienes terminados es muy superior a la de la materia prima no 
incorporada a proceso alguno Asimismo, deberá tenerse en 
cuenta no sólo la ventaja para con los acreedores en tanto des¬ 
tinatarios finales del producido del activo, sino para los terce¬ 
ros relacionados oon la empresa tales como los dependientes 
afectados a dicho proceso, etcétera. 

4. A fin da ilustrar a V.8. sobre las venteras y la forma en que 
se ha considerado la oontlnuaclón que nos ocupa, este funcio¬ 
narlo ha elaborado un plan de explotación y presupuesto de 
recursos —el que en forma de anexo se agrega oon el presen- 
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te— del que surgen en forma acabada loa producto* y aectora* 
Afectados oomo la generación de loa rocuraoa que ae necesitan 

al respecto. 

6 Con el fin de no generar mayor** pasivo* a la maaa y tenien¬ 
do en cuenta que tal oomo surge de! plan de explotación se pro¬ 
pone la continuación de la actividad de sólo do* linea* de la* 
cinco con la que cuenta la empresa y que estas úlumaa a* *n- 
ouentran ubicada* en un inmueble locado, ea que asta funcio¬ 
narlo viene a proponer ae discontinúe la locación de dicto in¬ 
mueble. trasladando las maquinarias que a* encuentran en el 
mismo a) que pertenece a la fallida, inmueblo este último que 
as lindero oon el alquilado. Idéntica suerte deberán seguir loe 
contratos locativos de las oficinas administrativa* en Capital Fe¬ 
deral. 

0 Tal como ae manlfeotara en loe pArrafo* precedente* ae torna 
imperioso discontinuar con tres de las linea* productiva* Bato 
redundara en una disminución de costos fijos, asi como ocelos 
directos de producción entre loe cuales a* encuentran toe depen 
dientes afectados a laa mismas que necesariamente deberán 
cesar en su funolón Con rea poeto a la gestión administrativa 
de la empresa, se torna necesaria la reducción de su personal, 
asi oomo su oonoentraolón en el mismo edificio de la planta, la 
que cuenta con un espacio que en loe últimos tiempo* utiliza¬ 
ban los vendedores y que a la fecha te encuentra vado 
7. Como consecuencia de todo ello, el personal dependiente de la 
deudora se verá reducido en la cantidad de.. que¬ 

dando por tanto afectados a la continuación un total de 
entre administrativos y de plante 
6. Por su parte y en relación con la forma de llevar a cabo la adral 
mstraclón de esta explotación, se torna neceear» el mantener 

contratado colaborando con seta sindicatura al Sr. 

que so desempeñaba como respon*ab¡* da contaduría y al ir 
que era el responsable de planta 


1 So tenga por presentado en tiempo y forma el informe previa 
to por el aro. 190 de la ley de concurso* y quiebras 

3. So apruebe el plan de explotación y presupuesto de recursos 
acompañado. 

3 Se autoricen las medidas propuestas 

4 Se tenga presente todo lo demás expuesto a tus efectos, que 

SERA JUSTICIA 
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MODELO 2 

ESCRITO DEL COADMINISTRADOR PRESENTANDO 
INFORME PERIODICO 

C O ADMINISTRADOR PRESENTA INFORME PERIODICO 

Sañor Juez: 


.«iml calidad de coadmlnistrador Ju¬ 
dicial, ratificando el domicilio constituido, con el patrocinio letrado 
del Dr. . en los autor 


a V.S. digo: 


• , Expié. JT .... 


I. Presenta informe 


Que vengo a presentar el .' informe periódico aoeroa de la 

marcha de la administración de los negocios de la fallida de acuerdo con 

lo resuelto por V.S. en el auto de fecha que luce a fs. 

del principal de este concurso y concordantemonte con lo normado por 
el art. 191, lnc. 7 de la ley 24.622 correspondiente al periodo corrido 
entre el 1* de. de .. y el.do de 

A) Movimiento de fondos 

Sobre el particular vengo a manifestar lo siguiente: 

A, 1) Que oon la presente pieza informativa se agrega en anexo 
I de donde resultan todos ios movimientos de fondos habi¬ 
dos durante el período comprendido entre el . 

de .y hasta el .. de .... con mención del 

concepto de cada operación e imputación a la cuenta corres¬ 
pondiente. Sobre el particular cabe aclarar que el suscrip¬ 
to ha procesado todos lo movimientos de fondos, incluyen¬ 
do aquellos que fueran realizados directamente por el sin¬ 
dico, en cuyo caso se han obtenido de ese funcionario los 
respectivos comprobantes. A modo de resumen se hace sa¬ 
ber que las cuentas abiertas en moneda nacional en el Banco 
de la Ciudad de Buenos Aires, sucursal Tribunales, y perte¬ 
necientes a este concurso, arrojaban al31 de . 

de . los siguientes saldos: 

Importe ($) 

Cuenta corriente lf° . 

Ceja de ahorros N* . 


Total 
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A.2) Ex!si» en custodia en el Banco de la Ciudad de Buenos Ai¬ 
res, sucursal Tribunales, la cantidad da . Bo 

nex Serle equivalentes, según la ootizadón da dichos tí¬ 
tulos al último día hibll del mes de.de. 

do $ .por unidad, la cantidad de $... 

(pesos..,..). 

A.3) Que en el Banco de la Ciudad de Buenos Airee, sucursal Tri¬ 
bunales, existen a favor do estos actuados cinco piases fi¬ 
jos en dólares estadounidense*. Estos depósitos, computan¬ 
do los Intereses devengados al.de.de.. 

suman la cantidad de OÍS ..loe que valuados 

al Upo de cambio oomprador del Banco de la Nación Argen¬ 
tina vigente al último día hAbll del mes de. 

do. do $ por unidad, equivalen a la suma 

de $ (pesos .-.) 

de acuerdo con el siguiente detalle; 

H Certificado Monto dal Int. deven. Total Vencimiento 
(*) certificado al 31/00/00 


Cottuiclón B N A comprador del 31/00/00 . 

Total en ($) -.. 

(*) Se renuevan mensualmente en forma automática. 

A.4) Que tal como fue resuelto por V.S. on el incidente de liqui¬ 
dación de bienes, los importes obtenidos en las subastas de 

fechas... y .. fueron ingresados 

a la Caja Nacional de Ahorro y Segura. Las sumas ingresa 
das a favor de estos actuados, se encuentran depositadas 
en la siguiente forma: 

1) Bn dólares estadounidenses; se constituyeron depósitos 
a plazo f^o, los que ascienden al 31 /00/00 computando 
los intereses devengados a esa facha asciende a la can¬ 


tidad de U$S.que representan la suma de 

í . (pesos .). 


B1 detalle de las imposiciones, que se renuevan su lo mí¬ 


ticamente, es el siguiente: 
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tT Certificado Monto del 
(•) certificado 


Int. deven. Total Vencimiento 
al 31/00/00 


Cotización B.N.A. comprador del 31/00/00 
Total en ($) 


2) Monto depositado en la caja de ahorro# oonsún ir 

La cuenta mencionada, abierta en la Caja Nacional de Aho¬ 
rro y Seguro arroja al 31 /00/00 un aaldo de $ . 

(P*#oe .). 

A.5) Adicionalmente a lo# fondo# detallados precedentemente, 
corresponde informar que exlaten crédito* a favor de esta 
quiebra en concepto de: 

1) Saldos de precio por Las ventas realizadas en las subas 

tas da fechas , y a los quo 

oabe sumarles los intereses devengados por tales concep¬ 
tos al 31 /00/00. totalizando por ambos conceptos la suma 

de $.. (pesos... .). 

conforme se expone en el anexo respectivo 

2) Saldos por alquileres devengados e impagos de la firma 

.los que ascienden a la suma de 

$. (pesos . 

incluidos los intereses devengados al 31/00/00. 

A,6) Tal oomo resulta de lo expuesto en los acápites A.l, A.2. A.3, 
A.4 y A.5, el total de los fondos disponibles y créditos 
pertenecientes a la quiebra, al 31 de del co¬ 
rriente afio, asciende a la suma de $ (pe¬ 
sos. ) según el siguiente resu¬ 

men: 


Punto Conoepto (8) 

A.l) Por fondos existentes en las cuentas 
abiertas en el Banco de la Ciudad de 
Buenos Aires, en pesos 

A,2) Por . Bonex 8erle , en 

custodia en el Banoo de la Ciudad de Buenos 
Airee (Upo de oamblo $ x c/dólar) 

A.3) Por depósitos en dólares en el B.C.B.A. 

(C.O.): .x . - 
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A.4) Por fondo» existentes en la Cala Huwul de 
Ahorro y Seguro por nntei de Mm» 

1) en (TÍS • plato fuo 

2) en i en 04)* de ehorroe 
A.O) Créditos • cobrar provenientes de 

I > Subasta» públicas de Monee realizadas 

. y conforme ie 

composición mostrada en al anexo respectivo 
#1 Alquileres devengados a robrar 
Total al 31/00/00 en 9 


A. 7) Que se agregan como anexo y en forma analítica loe distin¬ 
tos orígenes y aplicaciones da fondos que provocaron loe 
saldos consignados precedentemente 
A.81 Que se arompaftac loe comprobantes respalda»nos por las 
operaciones efectuadas del I" al 31 de . am 

boe del corriente aAo 


Al respecto vengo a informar lo siguiente: 
a) Que los Sres y . han abocado do¬ 
rante el mes de . la cantidad de 17*3.a 

cuenta del saldo pendiente por el alquiler correspondiente a loa 

meses de... ....y---del 

ron-lente aAo, por el Inmueble de la localidad tío. 

provincia de Beto a pesar de loe requerimien¬ 

tos efectuados en tal «nudo, conformo a la carta documento 
N . enviada el por el sindico y quien 

suscribe Asimismo, informa que loa mencionados deudores se 
comprometieron a abonar el saldo pendiente, inc hn dcc los in¬ 
tereses devengados, que asciendo a la suma de !J*S. 


a la brevedad posible. 

b) Que con feche 21/00/00 venció el plazo para el pago del saldo 
de OSS ... mas los intereses devengado» a eee mo¬ 
mento. correspondientes al inmueble... y que ha¬ 
bla sido adquirido por el Sr .no habiendo sido 

ingresada suma alguna por dicho concepto basta si momento. 

.ae realizó la subasta pública 

' según consta en el Incidente de 


Liquidación de Bienes. 

ie seftalar que. en ea 
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basta del 00/00/00 por este mismo bien, deberla hacerse car¬ 
go de integrar la diferencia existente a favor de estos actua¬ 
dos. entre el monto por el cual se vendió en osa oportunidad y 
la actual, o sea la suma de U$S . conforme al si¬ 

guiente cálculo 

Concepto Importe (8) 

Monto en USS vendido al 00/00/00 

Menos 

Monto abonado en oonoepto de se fia (.) 

U«noa: 

Monto de la venta de fecha 00/00/00 

Diferencia a ser integrada per el postor remiso . 

C) Informe sobre el robo en el establecimiento 

Que tal como fuera resuelto por V.S a fs del lnoldente de Li¬ 
quidación de Bienes, vengo a Informar sobre los avances producidos en 
las actuaciones Judiciales producidas como consecuencia del robo acae¬ 
cido el día 00/00/00 en el establecimiento situado en 

Sobre el particular, oabe so fia lar que la firma . , que 

ee la loe atarla del Inmueble, efectuó las denuncias correspondientes, sin 
existir novedades que destacar a la fecha de elaboración de la presen¬ 
te pieza informativa. 

D) Contabilidad 

Por último, cabe informar que todas las operaciones han sido 
volcadas en los libros de contabilidad, es decir las ocurridas desde el auto 
de quiebra ( 00 / 00/001 y hasta la fecha de corte del presente informe. 

Como Ilustración de V.8. y de los demás Interesados en el presente 
prooeso. se acompañan las fotocopias de los folios a 

del libro ya mencionado, donde se han volcado las reglstraolones perti¬ 
nentes al periodo bajo análisis. 


En orden a todo lo expuesto ds V.S. solicito: 

1) Se me tenga por cumplido con el .. informe periódico de la 
marcha de la administración correspondiente al lapso oompren- 

dldo entre el . de . y el . 

de . 

8) Ordene agregar la documentación acompañada. 

3) Oportunamente se apruebe la gestión encomendada, que 


8ERA «TO8T1CIA 
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MODELO 3 


MODELO DE INFORME FINAL DE UNA 
LIQUIDACION JUDICIAL 

LIQUIDADOS JUDICIAL PSESEWTA IWPOSMB FIHAL 

Sofior June: 

., «n mi carácter de liquidador 

judicial oon el domicilio constituido «a la calla . 

en autos: * a Vi digo 

I. Informe final 

Que vengo a preaentar a consideración del tribunal al Informe fi¬ 
nal correspondiente a la gestión llevada a cabo por el suscripto en el 
presenta procaso da liquidación en mérito da haberse concluido son al 
cometido encomendado. 

A tal fin es que sa pondrá da resalto cada uno da los pasos se¬ 
guidos en este proceso tendientes a la liquidación del acervo social, a 
saber: 


a) Realización de bienee 

Como consecuencia del proceso Uquldatorto de las presentes actua¬ 
ciones. este funcionario procedió a solicitar en autos todas las medidas 
tendientes a la realización de loa Bienes muebles s inmuebles pertene 
olentes a la sociedad en disolución. 

Tal como surge del Incidente respectivo, en primer lugar, sa rea 
1 Izaron las mercaderías que se encontraban en la planta Industrial de 
la sociedad, consistentes fundamentalmente en remeras e indu m en t aria 
de verano perteneciente a la temporada anterior, lae que fueron adqul 
rulas por uno de los interesado* que sa hizo preso ni» en el estableci¬ 
miento. conforme el procedimiento aprobado en éstas por V.B., ya que 
se hacia imperiosa la realización de talas bienes, lo que representó un 

Ingreso de fondos del orden de 5 . 

Paralelamente se fueron cumplimentando los recaudos necesarios 
a fin de realizar los inmuebles que en forma conjunta conformaban el 
establecimiento fabril de la sociedad, los que incluían maquinarias a 

instalaciones, sitos en.de la Capital Federal. 

Tales inmuebles fueron s u bastados en bloque, en fecha. 

habiéndose obtenido por los miamos la suma ds $ 

Cabe mencionar que al producido de tales realizaciones ae encuen¬ 
tra depositado en el banco s impuesto a placo 

fijo parte ds él. tal como resulta del anexo I que se acompaña oon el 
presente- 
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Pop su pirre, y con «i fin de clarificar el origen de loa fondos 
existentes, se he elaborado la planilla que se agrega como anexo II de 
la cual surgen los distintos activos realizados, indicándose en el mismo 
los intereses ganados por las imposiciones a las que se Juno referencia 
en el párrafo anterior. 

b) Cobra de créditos 

Como parte de la tarea de realización de aotlvos de la sociedad, 
se procuró el cobro de los créditos que la misma reflejaba como pendien¬ 
tes de oobro. A tal fin, en un primer momento, so oircularlzó a todos 
los presuntos deudores, pudiéndose oorroborar que parte de los mismos 
hablan oanoelado sus saldos y del resto se pudo porclbir en total un 
SO %, correspondiendo el 80 % restante a acreedores que no pudieron 
se ubicados y/o que, accionados Judicialmente, no se pudieron ejecutar 
por circunstancias diversas 

e) Contabilidad y estados contables 

Una de las tareas que fue neoesano encarar al comienzo de la 
presente gestión fue la de poner al dia la contabilidad de la sociedad, 
ya que oomo se hiciera saber en su momento al tribunal, la misma re¬ 
gistraba un retraso de más de 3 aflos en las transcripciones, asi como 
restaba la oonfección de los respectivos estados contables 

Rn orden a ello este liquidador y el contador. 

en su calidad de colaborador se abocaron a la elaboración de los pro¬ 
yectos de astados contables de los ejercicios económicos correspondien¬ 
tes a. 

Estos estados contables se proyectaron tomando como base el In¬ 
ventarlo existente a! momento de resolver la liquidación de la sociedad 
y los hechos eoonómloos acaecidos desde entonces hasta la fecha de los 
olerres de los respectivos ejercicios económicos. Con ras poeto a la valua¬ 
ción se han aplicado los criterios que en las notas anexas se Indican. 

Por su parte, cabe sefialar que. atento a la existencia de un régi¬ 
men de presentación espontánea con exlmictón de multas para regula 
rizar impuestos atrasados oon la Dirección General Impositiva, este 
funcionarlo se abocó a determinar los importes de las obligaciones fis¬ 
cales pendientes que resultaban de los estados contables referidos, pre¬ 
sentando las declaraciones Juradas respectivas Las cuestiones imposi¬ 
tivas serán consideradas en un capitulo por separado 
d) Movimiento de fondos 

Rn relación con este punto es quo se ha elaborado otra planilla 
anexa identificada como 111 . en la cual se detallan por conceptos, en 
forma pormenorizada, los Ingresos y egresos de fondos hedidos duran¬ 
te la presente administración 

e) Pasivos 

En rosón del ordenamiento contable Llevado a cabo, se han deter¬ 
minado los pasivos a pagar de la sociedad, los que importan un total 
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de $ y cuy» oompoelclOn detalla d a rwulu de la 

planilla que como anaco m agrega son al praeente 

Asimismo y an virtud da laa diligencias habidas en este procaso, 
las cuales incluyen laa subastas, contratación da seguros, vigilancia. 

papelería, edictos, etc . se han detallado en si anexo . 

las afectaciones de fondos para gastos detallados por «moepto 
f) Cuestiones impositivas 

f, 1) Impuesto al valor agregado 

Como ya se mencionara, este liquidador, en cumplimiento de las 
obligaciones tributarias impuestas por laa respectivas leyes, ha presar, 
tado las DD JJ mensuales del impuesto al valor agregado (IVA) por loe 
periodos vencidos a la fecha 

f,2) Impuesto a laa ganancias 9 impuesto a loa activos 
Asimismo se han presentado laa DD JJ de loa impuestos a laa 

ganancias y a los activos por los ejercicios . 

Las relativas al impuesto a laa ganancias, de laa que surge que 
branto Impositivo, no han arrojado obligación fiscal alguna. 

En cuanto a ¡os impuestos a los activos, por los mismos periodos 
surge deuda impositiva por 3 en orden a ello y tenien¬ 

do en ouenta la vigencia del régimen de moratoria impositivo estableci¬ 
do por el decreto .798. se efectuó la presentación corres¬ 

pondiente ante la DOI y hablándose cumplido en su totalidad oon el plan 
do pagos respectivo 

g) Honorarios profesionales 

Cabe mencionar que dentro de los pasivos a pagar se encuentran 
Incluidos los honorarios regulados por el tribunal, a todos aquellos pro¬ 
fesionales lntervinlentes en esta prooeso 

II. Balance final y proyecto de distribución 

a) Tal como lo prevé la ley de sociedades este funcionarlo ha con¬ 
feccionado el balance final correspondiente a la gestión encomendada 

En mérito de que el activo realizado no alcanza para atender loa 
pasivos Insolutos, es que vengo a efectuar en autoe una propuesta de 

distribución de fondos a prorrata, conforme surgí del anexo. 

el quo se agrega con el presente 

b) Conforme el procedimiento establecido por la ley de rito, es que 
vengo a solicitar a V 8. se sirva ordenar la puesta a consideración de 
los socios y demás interesados, para que en el término legal loa mis¬ 
mos puedan formular las impugnaciones que consideren procedentes. 

c) Finalmente, y aprobado que fuere el proyecto, solicito se orde¬ 
ne la agregación del balance final y el proyecto que nos ocupa ti Re¬ 
gistro Público de Comercio para ser agregado en el legajo respectivo, 
librando a tales fines oficio de estilo. 
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III. Documentación reapaldatorla y libro* contable* 

Bn cuanto a loe libro* oontablee de la sociedad y doma* documen 
tacita respaldatona, el suscripto conservar* loe mismo* en su poder, 
hasta tanto V. 8 . resuelva quién debe conservarlo? 


Bn mérito de todo lo precedentemente manifestado de V.8 solicito 

1. Se tenía por presentado el presente informe. 

2 . Se tenga presente lo informado y por cumplimentada la Urea 
encomendada oportunamente al suscripto. 

3. Se pongan en oci octmiento de todos los interesados el balance 
final y el proye no de distribución respeotivo 

4. Aprobado que '.ere se ponga en conocimiento del Registro 
Público de Comercio a sus efecto*, que 

SBRA JUSTICIA 
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fl. LA LIQUIDACION D€ AVERIAS V SINIESTROS 


I. EL PROCEDIMIENTO EN LA LIQUIDACION 
DE AVERIAS Y SINIESTROS 

1,1. CONCEPTO DE AVERIAS 

Para visualizar adecuadamente el concepto del término “averías" nada mejor que 
consultar su significado preciso al diccionario de nuestra lengua, donde vemos: 

• Avería no* dice el diccionario Salvat que es un derivado del genovés “ave- 
re” (haber); daño o deterioro que padecen las mercancías, descomposición 
de una máquina, conducción o instalación a causa de accidente o causa na¬ 
tural; daflo o perjuicio. 

Derecho marítimo: dallo que sufre la embarcación o su carga por cual¬ 
quier causa. 

— Gruesa: daño que deliberadamente se causa a un buque o a su carga para 
salvarlos o preservar a otros buques, pagadero por cuantos ucocn interés 
en el salvamento. 

— Simple o particular gastos y perjuicios causados en el buque que no 
afecten a lodos los interesados en el riesgo o salvamento. 

El dueño de la cosa que dio lugar al gasto o recibió el daño deberá pagarla. 
Avería vieja: Rcpartimienlo que se hacía en la Casa de Contratación de lodias para 
atender el derecho de avería. Igualmente veamos el concepto "averiar" tomado «te 
la misma fuente; 

“Causar avería o deterioro, maltratar o echar a perder alguna cosa. Dfcese más 
comúnmente de las mercaderías.” 
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1,2. INCUMBENCIAS DE LOS CONTADORES PUBLICOS 

Cuando en nuestro país se dicta el primer ordenamiento legal de la profesión 
de contador público, mediante el dio -ley 3.103/45. se incluyó la liquidación de cual 
quier tipo de averías en lo vinculado con su cuantificación y atribución, como incum¬ 
bencia propia de los contadores públicos. 

Casi sin cambiar palabra alguna, la ley 20.488 de mayo de 1973 las mantiene 
y repite. Debemos preguntamos aquí sobre las razones determinantes de tal atribu¬ 
ción de orden legal. En nuestro derecho, ella es muy antigua, ya que su antecedente 
histórico lo encontramos en las ordenanzas que para “Iji muy noble y muy leal Villa 
de Bilbao” dictaran los Reyes Católicos en julio de 1494. ampliadas luego por la reina 
doña Juana en 1511. y los soberanos Fbuee II en 1560. Carlos II en 1688 y Frura 
Ven 1731. 

Creado el Virreinato del Río de la Plata (1776) y a poco andar el Real Consu¬ 
lado de Comercio de Buenos Aires (1794), el gobierno español no procedió a dictar 
una ordenanza específica para el funcionamiento del mismo, en toda la jurisdicción 
virreinal. Dispuso en su reemplazo que hasta tanto tal norma se dictara, debían apli¬ 
carse en el Río de la Plata aquellas ordenanzas que reglaban el funcionamiento de la 
portuaria ciudad de Bilbao. Es así como nos llega este instrumento legal, cuya vigen¬ 
cia temporal se extendiera en la práctica hasta la sanción del Código de Comercio en 
1862. 

Las antedichas ordenanzas de Bilbao reglaban prolijamente todo lo vinculado 
al comercio marítimo, señalando a título de ejemplo dos capítulos "Capítulo XX. De 
las averías ordinarias, gruesas y simples y sus diferencias", y “Capítulo XXI De la 
forma de contar y reglar la avería gruesa" 

Las personas que tenían a su cargo la cuanlificación de los daños, en el caso 
de avería gruesa y la asignación a cada interés sometido a los riesgos del mar (bu¬ 
que. carga y flete), eran precisamente aquellos comerciantes “duchos en cuentas” que 
como consiliarios integraban las listas de “peritos" en el Real Consulado de Buenos 
Aires. En otras palabras, nuestros antecesores en el oficio. 

Volvamos a las incumbencias . conforme las define la ley 20.488: 

Alt. 13 a) “En malcría económica contable, cuando lo» dictámenes sirvan a fine* judicla- 

le». administrativo* o están destinado» a hacer fe pública 

7 Liquidación de aven»* " 

Art. 13 b) “En nmeiia judicial par» la producción y firmas de dictámenes relacionados con 

I» «tíllenles cuestiones 


2 En las liquidaciones de averias y umetlros y en las cuestiones relacionada» coa el Irans 
porte en general para realizar lo. cilcult» y distribución correspondiente 
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Se trata de una incumbencia claramente determinada, como nmm, pero que de 
ninguna manera debe entenderle como integralmente ere tusiva de los contadores 
públicos Por el contrano. íste es un caso que hace mis ostensible la necesidad de 
trabnjar en equipos, de manera intridisciplinaria con otros profesionales de especia¬ 
lidades ajenas a la nuestra propia, pero sin cuya intervención y concurso ae nos ha¬ 
ría imposible lograr, primero, Id cuantiflcacUn de los daAos y luego su correen » 
adecuada distribución. 


1.3. EL PROCEDIMIENTO EN LA LIQUIDACION DE 
AVERIAS Y SINIESTROS MARITIMOS 

En este caso nos vamos a referir sólo a la averia gruesa, habida cuenta de que 
es precisamente isla la que desde hace mucho tiempo genera obligaciones y derechos 
recíprocos entre los integrantes de la "aventura marítima", es decir, el baque, la 
carga y el flete. 


1.3.1. AVERIAS MARITIMAS. CLASES 

Si bien es cierto que nuestra actividad e incumbencias abarcan normativamen¬ 
te. como ya lo vimos, un marco más amplio que el referido al tema del rubro, por «a 
tipicidad comentaremos muy brevemente a ¿«tas. Depender! de nuestro buen juicio 
y posterior información para que según el caso encontremos las normas aplicables, 
según el tipo de siniestro. 

El derecho de la navegación es. en nuestros dfas. una de las rspcciali/acioncs 
jurídicas mis "globali/adas" Por ello, ante* de entrar en materia, citaremos algunas 
de las fuentes que en nuestra legislación son utilizadas para reglar tan importante 
modalidad en el trófico nacional e internacional de mercaderías. 


1,3,2. COMPETENCIA 

Por expresa disposición constitucional corresponde intervenir en los conflictos 
suscitados en materia de navegación (marítima, lluvial o lacustre) a la justicia fede¬ 
ral 

a) Ley de navegación 20.094. incorporada en el Código de Comercio vigenie 

b) Disposiciones reglamentarias emergente» de esta ley que conforman un ver¬ 
dadero derecho administrativo de la navegación en sus disunta» formas: 
marítima, fluvial o lacustre. 
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c) Reglas dr York-Ambcrvs aplicables en nucMi - ¡ r - precisamente perdis 
posición de la citada ley 20.094. Un esencia, constituyen normas internacio¬ 
nales. cuya última modificación se realizara en la ciudad de Amheres en 1950 
y que están compuestas por siete reglas alfabéticas y veintidós reglas numé¬ 
ricas. 

di Rcginavc régimen para la naveg.ioon. .I.mde nos encontramos con dispo¬ 
siciones administrativas, penales y procesales, que como se dijo, surgen pre¬ 
cisamente de la ley de navegación. 


1,4. CLASIFICACION DE LAS AVERIAS 

Reiteramos un concepto esbozado con anterioridad, cual e* el de “aventura 
marítima" según una antigua tradición naval Como dijimos, esta idea se integra con 
tres elementos; el buque, ¡a carga y el flete que la misma genera por su servicio, a 
lo que debemos añadir el riesgo común que implica la travesía. Este última crea el 
principio de solidaridad que aflora en el momento de proceder a la distribución de 
una avería gruesa o común 

Las averias marítimas se clasifican en "averías gruesas o comunes " y en "ave¬ 
rías simples o particulares Las primeras están representadas por los daños o 
gastos extraordinarios, realizad ' voluntariamente en beneficio o utilidad común, 
de todos los integrantes de la aventura marítima" Como vemos lo que se busca es 
evitar mayores daños. 

En cambio, las averías simples o particulares son los daños o gastos extraor¬ 
dinarios. producidos voluntaria o involuntariamente en beneficio exclusivo de alguno 
de los elementos que constituyen la referida aventura marítima. 

Como puede apreciarse, las diferencias entre un caso y otro son sustanciales. 
Mientras que el monto dinerario de la avería simple es soportado por el dueño de la 
cosa o por el autor del gasto incurrido, la avería gruesa se reparte proporcionalmente 
entre los elementos participantes de la expedición ya mencionados. 

Las reglas de York-Amberes ¡ntemacionalmente utilizadas para la liquidación 
de las averías gruesas las definen diciendo: 

«veri» gruesa o común cuando intencional y razonable memo *e efectúa un sacri¬ 
ficio extraordinario como medio de segundad común y con el fin de preservar de un peli¬ 
gro a los bienes comprometidos en una aventura marítima cómeme" 

De lo dicho surge que para poder calificar a una avería como gnicsa o común, 
deben reunirse las siguientes circunstancias: 

a) que la avería sea ocasionada intencional y voluntariamente, se entiende que 
por autoridad competente. En el caso de la navegación por el capitán de la 
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cmburt ación, quien al mismo tiempo debe modir su rezonabilidad acorde con 

las circunstancias; 

b) que el sacrificio o gasto <rn razonable luego de haber» agotado los medios 

normales para evitar el daño o superar el peligro; 

c) que el daño o gasto se realice únicamente para la salvación común del ba¬ 
que o de la carga; 

d) que la avería o el gasto tenga el carácter de extraordinaria y que se efectúe 
durante el tiempo que dure la aventura común 

A título de ejemplo citaremos seguidamente algunos casos de "averiai datos" 
y "aserias gustos " tomados precisamente de las reglas de York Amberts 

— Averías daños 

a i Echazón consiste en el hecho de atrojar elementos o mercadería* al agua 
h) Extinción de incendios daños causados al buque o a la carga por el agua 

utilizada para apagar el incendio. 

c ) V aradura voluntaria, cuando el encailamicnto del buque se realiza de 
manera intencional, por la seguridad común. 

d) Forzamiento de máquinas; cuando se realiza pan zafar de ua eocalla- 
nucnlo, nunca si el buque se encuentra a flote. 

c) Daños causados a la carga por su descarga o recarga estos gastos 
serán imputables como avería gruesa únicamente si ks daños provienen 
de otra avería de similar naturaleza i regla 12 de York-Ambcicsl. 
í) Gastos suplementarios de alijo: además de la locación de lanchas y re¬ 
embarque que resultara de las operaciones de carga y recarga de un bu¬ 
que (regla 8 de York-Amberes). 

gl Efectos utilizados como combustible cuando se los emplea pare la se¬ 
guridad común, en momentos de peligro y siempre que se pruebe que el 
buque fue suficientemente aprovisionado en forma previa 
Averias gustos 

ai Arribada forzosa: según la regla 10de York-Ambercs los gastas que de¬ 
mande este tipo de avería serán considerados comunes (gruesa), asi cono 
también otros gastos complementarios indicados en la misma norma (en¬ 
trada a puerto, prácticos, remolque, amarre, honoranos por atención de 
agencias marítimas, peritajes, inspecciones, etcétera 
b) Pérdida del fíele: corresponde cuando tai pérdida provenga de una ave¬ 
ría grueso. 
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1,5. PROCEDIMIENTO PARA LA LIQUIDACION 

La liquidación puede practicarse de das maneras 

a) F.n forma extrajudicial amistosa, mediante la Firma con el consignatario 
de las mercaderías de un “compromiso dt avería", firmado antes del arribo 
de la carga y por el cual se compromete a pagar el importe que le corresponda 
por la avería gruesa conforme a la liquidación que practicará un "perito li 
quidador” prenombrado 

b) En forma judicial: cuya reclamación se inicia mediante la llamada "acción 
de avería " ante el juez federal competente, quien procederá a citar a los 
demás interesados, luego de lo cual se designarán los peritos, técnicos o li¬ 
quidadores que correspondiere según la complejidad del caso. Agotado el 
trámite procesal, llegamos al momento en que es necesario cuantiflcar los 
daños y la proporción atribuible a cada integrante de la aventura, esto es, 
la liquidación 


1,6. LIQUIDACION 

Esta etapa se concreta generalmente en cuatro pasos: 

a) Determinación de la masa acreedora, consiste en la suma total de las ave¬ 
rías comunes producidas y gastos incurridos, más honorarios y otros que 
deban ser suportados prnporcionalmcntc. es decir, se componen de: 

1 Las averías dallos totales 

2. Las averías gastos totales, más otros gastos. 

b) Determinación de la masa deudora la masa deudora está representada por 
el buque, la carga y el flete. Se incluirán por los valores reales de los bie¬ 
nes al final del viaje, a los que debe adicionarse el valor total de los bienes 
sacrificados en forma de avería gruesa (regla 17 de York-Amberes). 

c) Liquidación: consistente en calcular el porcentaje que sobre el valor total 
de la masa acreedora le corresponde pagar a cada contribuyente mediante el 
cálculo proporcional entre ambas masas: "acreedora" y "deudora". 

d) Determinación del saldo: consistente en la suma que debe pagar o recibir 
cada interesado, mediante el simple cálculo de las diferencias entre la indem¬ 
nización que debe recibir y las sumas que debe abonar como "contribuyen¬ 
te'* de las averías sufridas. 
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1,7. PRESCRIPCION 

Las acciones denvadas de la averia gruesa reconocen el siguiente régimen de 

prescripciones: 

a) un año contado a partir de la conclusión de la descarga en el puerto de fina¬ 
lización del viaje y que diera origen a tal contribución; 

b) cuando se haya firmado un "compromiso de averia", la prescripción opera¬ 
rá a los cuatro años contados desde la fecha de su firma; 

c) la liquidación, consentida por las partes interesadas y por decisión judicial, 
otorga acción ejecutiva a los beneficiarios, lista acción prescribe ai año. 
contado desde la fecha del reconocimiento por las partes o por fallo judicial 
firme. 


1,8. CONSIDERACIONES FINALES 

Se trata de una incumbencia del contador público que habrá de exigir, llegado 
el caso, un «preciable esfuerzo por parte del profesional actuante. Deberá cotejar 
documentación contable internacional, librar y registros establecidos por leyes es¬ 
peciales. conocer y valorar documentación consular no muy usual en la mayoría de 
los casos, aprender una terminología específica, muchos de casos términos son oí- 
icntacionalmente Militados pero provenientes de idiomas extranjeros, comprender 
tratados con otras potencias, etcétera. 

Hato ya naturalmente resulta complejo. Pero la situación se agrava con la nor¬ 
mal participación de las compañías aseguradoras que medíanle el pago de cierta po¬ 
nía asumen el riesgo de cada uno de los integrantes de la aventura. En caso de siniestro 
ellas deberán resarcir a sus asegurados las sumas correspondientes, pero al mismo 
tiempo los subrogan en las reclamaciones que deben efectuar a sus consortes. 

Puede tratarse de compañías localizadas en distintos países, con legislación, 
costumbres y usos mercantiles c idiomas distintos. Todo esto nos permite visualizar 
la complejidad que en ciertos casos puede asumir una intervención como ladel tema 
que nos ocupa. 

Para facilitar su comprensión, hemos optado por imaginar una avería común en 
el ejercicio práctico volcado en las páginas siguientes. Están reducidos al máximo los 
datos que el perito contador deberá recopilar en sus papeles de trabajo. Lo dicho vale 
para la exposición de las cuentas que debe presentar en el expediente judicial en el 
que lia sido designado. 
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II. PERICIA SOBRE AVERIA COMUN MARITIMA 

2,1. PAPELES DE TRABAJO DEL PERITO CONTADOR 

2,1,1. ANTECEDENTES 

El buque de bandera argentina "San José el Místico" zarpó del puerto de Río 
de Janeiro con destino final al de Buenos Aires, el 15 de abnl de 1997- Casi al con¬ 
cluir el viaje, a la altura del km 90 del canal de acceso al puerto de Buenos Aires, a 
las 21 hs del 20 de abril de 1997. la nave fue sorprendida por una fuerte niebla y su¬ 
destada. Pese a la disminución en la velocidad de marcha dispuesta por el capitán, a 
las 22 hs éste ordenó parar las máquinas y anclar No obstante, y a causa del impul¬ 
so inicial, la nave continuó su marcha y derivó hacia el veril derecho del canal, ra¬ 
zón por la cual chocó con el casco de un barco hundido, circunstancia que provo¬ 
có una vía de agua por la rotura del casco, sin pérdidas o daños de mercaderías Debe 
liquidarse como avería simple. Se deduce en esta cuenta. 

Ante la emergencia el capitán ordenó, previa consulta a sus oficiales, que la 
nave fuera encallada sobre el veril derecho del canal, no registrándose daños al 
personal embarcado. Debe liquidarse como avería común. 

El 21 de abril de 1997 a las 15 hs. luego del auxilio recibido de la Prefectura 
Naval y remolcadores contratados a esc fin. el capitán efectuó la pertinente "protes¬ 
ta de mar" ante las autoridades del puerto de Buenos Aires 

Para obtener el informe técnico del caso, se designó al perito naval don Juan 
Carlos Mariotti, quien dictaminó que el accidente es propio de los riesgos de la 
navegación, en principio aceptado por las panes intervinicntcs en esta aventura ma¬ 
rítima. 

Luego de la tramitación de rigor y no habiendo acuerdo entre las partes. la 
empresa armadora inicia acción una judicial a efectos de que se proceda a la liqui¬ 
dación de la avería común, conforme la documentación y constancias de los libros de 
a bordo, pericias e informes acumulados en el expediente administrativo correspon¬ 
diente. 

Usted ha sido designado perito contador en este juicio, a efectos del cálculo 
y distribución correspondientes, conforme sus incumbencias (art. 13. inc. b|. apan. 
2 de la ley 20.488) 
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2.2. PAPELES DE TRABAJO DEL PERITO CONTADOR 

Según documentación del expediente 


2.2,1. DAÑOS AL BUQUE 

S/documentoc (mentados por la 

empresa armadora $ 300000 

Clasificación 

a) Avería simple rotura accidental 

del casco por enoque con el hundido 1100 000 

&) Avería común darte* provenientes 

de la varadura mtenaonal S 200 000 


2,2,2. DATOS PARA LA LIQUIDACION 

a) Se debe formar un estado demostrativo de lo que constituye la atería común 
Esto es lo que se denomina mata acreedora. Representa el valor de las 
mercaderías, accesorios del buque o la nave datados, gastos eme r gentes, etc.. 

es decir, el daño total. 

b) Otro estado demostrativo de los valores y bienes que te han beneficiado con 
la avería y que de no ser por el sacrificio deliberado que la masa acreedora 
expone, hubieran sufrido da/los mayores. Por ello se la denomina masa con¬ 
tribuyente. por que estos valores deben soportar el costo del daño 

c) La última parte es una aplicación de la regla de reparto proporcional Tie¬ 
ne por objeto mostrar la porción de la averia gruesa que debe soportar cada 
uno de los valores detallados en la masa contribuyente 


2,3. CAPITULOS DEL INFORME 

1. Antecedentes. 

2. Averías; se detallan. El flete de la mercadería no corre a cargo del fletador. 
Se considera averia común a favor del mismo. 

Recordar que por convenciones internacionales, el 50% del monto de fieles debe 
retenerse para pagos de jornales y sueldos de la tripulación. 
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2.4. CALCULOS PREVIOS 


a) Para la cuenta N* 2: 

Cálculo del porcentaje de distribución 

Averia común * 100 232.000 x 100 

Masa contribuyente 4 480 000 


Aplicación 

SJbuque 3000000x51786= $ 156357 
Sítete 80 000 x 5.1786= S 4.143 
Stearga 1 «00 000 x 5.1786 = $ 72 500 
Total $ 232 000 


b) Para la cuenta N* 3: 
Prorrateo de la carga 

Datos: 


N) Número a porratear S 72500 
*) Cargador C.E.C-E- 72 500 x 480 000 = $ 2 4 857 
1.400.000 

y) Cardador A.P.U.BA 72500 i 920 000 = s <7 M3 
1.400.000 ---- 


TOTAL 


$72500 
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XT¿. contador público, oon domicilie «n Palo* ó# Meguer IT 777, 
de asta Capital Federal, designado perito contador en lea autoe earatu 
lado* Sacia Mar-la 8 A vs. U C+nUbnc a 8*urat S A (Arpié ¿M5 > 
s/liquldiuíón averia común, que *e tramita por el yugado a cargc de 

V.8. comparen* y expone 


Que *1 objeto del trabajo encomen 
MUculo y distribución de la averia q 
rubro, todo conforme a loe a 
pecuvo. que paso a resumir 


o al (ueonpto lo oonetltuye 


1 Con fecha 18 de abril de 1997. el buque mercante de bandera 
argentina “San Jos* el Místico’ tarpó del puerto de ftio de Ja¬ 
neiro (Brasil) oon destino a su similar de Bueno* Airea 

2 Bl día 20 del mismo mes y año, a la altura del km 90 del ca¬ 
nal da acceso al puerto de Buenos Aires, debido a una fuerte 
tormenta y otros inconvenientes clunatckSgloos. el cap lian dos 
John Sallar dispuso parar las máquinas impulsoras y proceder 
al analaje de la nave. Pero, como consecuencia del impulso ini¬ 
cial. la embarcación derivó hacia el veril derecho del canal, 
chocando oon un casco hundido, circunstancia que provocó una 
vía de agua como consecuencia de la rotura del eaeec. Bes he¬ 
cho no se incluye en este informe, por •..-alarse de una avena 
simple, salvo a efectos de su deducción en los daAot totales 

3. El 21 de abril da 1997. previo auxilio por parta de la Prefec¬ 
tura Naval Argentina y otras embarcaciones contratadas, pude 
arribar a puerto, ante cuya Capitanía General procedió a tito- 
tuar la correspondiente 'protesta de mar* 

4 De común acuerdo oon la demandada ee designo al capitán de 
ultramar y ex piloto de rio, don Juan Carlos Manota, a efec¬ 
tos de realizar la correspondiente pericia técnica, agregada a 
fs. 48 del expte. 

9 En consecuencia, habiendo conchado la incumbencia de ai com¬ 
petencia. vengo por la presen» a informar a V S sobre la cuan 
tía. liquidación y distribución de la referida averia, conforme 
se apreciará 

6. Que he compulsado el certificado de matricula nacional, el li¬ 
bro de rol. los certificados de arqueo, seguridad y fraacobor 
do, la documentación sanitaria del personal embarcado, si li¬ 
bro Diario de navegación y el Diario de máquinas, los que for¬ 
malmente cumplen las exigencias da la ley 20 004 que regula 
los derechos y obligaciones de !a navegación, asi ooao también 
la demás documentación contable necesaria para emitir esta 
opinión. 
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7. Se adjuntan Las cuenta* N' 1 Determinación de la masa aeree 
dora. K* 2 - Cálculo de la masa contribuyante, N* 3 Contri¬ 
bución de la carga y N* 4 Liquidación y balanza final, las que 
forman parte de este informe: 


CUENTA N« 1 - DETERMINACION DE LA MASA ACREEDORA 
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CUENTA N» 2 • CALCULO DE LA MASA CONTRIBUYENTE 

AUTOS: SANTA MARIA S.A. VS. LA CANTABRICA SEGUROS SJL 


Detalle 

•¡ 

Cuota 

% 

cuota 

Buque valo-del buque »/ 

tasao<Sn:S 2 800.000 

mas: 

dato que 

te bonifica 

en averia 

común S 200.000 

Subtolal $ 3.000000 

3.300.000 

155357 

66.97 

Fletes 

Importe (tete» S 160.000 

Deduce 50 % S 80 000 

SubtotaJ $ 80.000 

80 000 

4143 

1.78 

Carga 

Valor total S 1500.000 

•Averia particular $ 100.000 

Subtotal $ 1 400 000 

1 400.000 

72.500 

3125 

Totales 

4.480.000 

232.000 

100% 
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CUENTA N» 3 • LIQUIDACION DE LA CONTRIBUCION DE LA CARGA 
A LA AVERIA COMUN 


AUTOS: SANTA MARIA S.A. VS. LA CANTABRICA SEGUROS S.A. 


Detalle 

Parcial 

Valor con¬ 
tribuyente 

Paga $ 

C.E.C.E. S.A. Conocimientos 1/5 
menos avería particular 

500 000 
(20.000) 

480 000 

24857 

A.P.U.B.A. S R-L 
conocimientos 6/50 
menos: avería particular 

1.000 000 

(80.000) 

920.000 

47.643 

Totales 


1.400.000 

72.500 


CUENTA N« 4 * LIQUIDACION Y BALANCE FINAL 


AUTOS: SANTA MARIA S.A. VS. LA CANTABRICA SEGUROS S.A. 


Detalle 

Débito 

Crédito 

Apagar 

A cobrar 

1. Buque 





Cuenta contríbución 

155.357 




Fletes 

1.1. cobra: 

Daños y gastos avería común 

4.143 

232 000 


72.500 

2. Carga 
paga C.E.C.E. 

24.857 


24.857 


AJMIAA. 

paga 

47 643 


47.643 


Totales 

232.000 

232.000 

72.500 

72.500 
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Resumiendo la avería ooratin que total tu I 232 000 deber* ser 
•oportada por r: buque 8 189.400 m*a la proporción correspondiente 
al fíat* ;>»r un total da 8 4.148 ron un monto a cardo d*l fletador da 
9 189 480 la carga la proporción atribuida al cargador C S C I acetan- 
do * 9 24.887 y la da A P O D A a 8 47.949. con lo que queda cancela¬ 
do el crédito a favor dal buque avenado da 8 78.900 

Dejo corta tañóla da qua so han aplicado laa normativa* vigentes «a 
«I pala: en la pana no prevista por *ataa. m aplicaron laa regla* da 
York-Ambe rea 

En cuanto puado informar a V 8 . por lo que pido ara tenga por 
expedido en este caao y ordene au agregado a loa auto* dal rubro. 

POR 8IR JUSTICIA 


XY2 

Contador público 
T*-P* C.PC.tC P 






B. LOS SUCESIONES V Lfi CUENTA PARTICIONARIA 


I. CONSIDERACIONES MAS IMPORTANTES 


En forma profusa y pormenorizada el Código Civil de la Nación legisla sobre 
las contingencias que la muerte de una persona produce sobre los bienes que integran 
su patrimonio. Al mismo tiempo, regula las relaciones que provoca tal circunstancia 
entre sus sucesores y legatarios. Sus disposiciones son de aplicación uniforme en lodo 
el territorio del país. 

Complementariamente, para el ámbito geográfico de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación norma 
sobre los aspectos particulares del proceso sucesorio en tal jurisdicción Cada Esta¬ 
do provincial tiene, a su vez. establecidas sus propias reglas locales. 

Nuestro primer interrogante al abordar el tema lo constituye el significado de 
la palabra "sucesión ". Claramente definida la encontramos en el art. 3279 del Códi¬ 
go Civil, que nos dice: 

“La sucesión es U Iransmnión de los derechos activos y paira* que cmapoaai la Wrr»- 
cía de una persona muerta, a la persona que sobrante, a la cual lu ley o el utinJer Uana 
para recibirla El llamado a recibir la «cesión se llama heináera en cwe Código ” 

La expresión "transmisión de derechos activos y pasivos" no es otra cosa que 
la transmisión del patrimonio de una persona, en el sentido de que se reciben los 
bienes que a título de dueño posee el fallecido (activo) pero que le generan, simultá¬ 
neamente. la obligación de cubrir las deudas y cargas que lo gravan (pasivo) 

El mismo Código Civil (art. 3262) expresa: 


Así tenemos dos clases en la transmisión de derechos o sucesión: 


a) Sucesión entre vivon: la transmisión de derechos patrimoniales puede on- 
ginarsc en un acto jurídico bilateral, manifestado en un negocio válido, como 
por ejemplo, una venta, una permuta, una donación. Constituye esto la su¬ 
cesión entre vivos. 
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bt Sucesión mortis causa se la califica comí .1.ni,lo nene como 

presupuesto necesario y determinante la muene del sujeto a quien te habrá 
de suceder, al cual se denomina elípticamente el "de cujus" Esta sucesión 
monis causa, a su vez, puede dividirse en: 

1 K titulo particular 

jeto particular que sale de los bienes de una persona (art. 3263. C.C.) 

medíante un locado 

\ i mili ■ ab« ni 

o una parte alícuota del patrimonio de otra persona tan. 3263. C.C.). 

I Juez competí nti 

ces del lugar del último domicilio del difunto (art 3284. C.C.) 

4. Clases de sucesión monis causa I-I art 3279 del C.C la divide en dos 
clases: 

1. Legitima, cuando es otorgada por la ley misma. 

2. Testamentaria: cuando lo es por la voluntad de la persona manifesta¬ 
da ep testamento válido (an. 3280. C.C. i 

5. Capacidad pura suceder es el conjunto de requisitos que la ley exige 
para que una persona (física o jurídica) pueda ser sujeto pasivo de la trans¬ 
misión hereditaria. 

6 Momento la pregunta es ¿En qué momento debe tener el heredero la ca¬ 
pacidad para suceder? Debe tenérsela en el momento en que la sucesión 
se defiere (art 3287. C.C.). o sea que tanto en la sucesión legítima como 
en la testamentaria, al tiempo de la muerte del causante o testador. 

7 Concepto de vocación hereditaria tullecido el causante y sin interven¬ 
ción alguna del sucesor aparece la vocación sucesoria, es decir, el llama¬ 
miento a recibir esa herencia. 

8 Aceptación de la herencia es el acto jurídico ¡su el cual la persona lla¬ 
mada por la ley o la voluntad del causante asume los derechos y obliga¬ 
ciones inherentes a ella. La aceptación de la herencia puede ser de dos 
clases “Pura y simple" y "Con beneficio de inventará) " 

— Pura y simple: aceptación que produce los siguientes efectos: 

1. Confusión de patrimonios (art. 3342. C.C.): "La aceptación de la he¬ 
rencia causa la confusión (se fusionan) de la herencia con el patri¬ 
monio del heredero. 

2. Trae la extinción de sus deudas o créditos a favor o en contra del 
difunto. 
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3. También la extinción de lo» derecho* reale* con que citaban pava- 
do* sus bienes a favor del difunto o que le compelían sobre sus bie¬ 
nes." Lo dicho, salvo que los acreedores del difunto pidieran man¬ 
tener separado* los patrimonio*. 

9 Irrrvocabilidad lart. 3341, C.C.): una ve/ aceptada la herencia no po¬ 
drá renunciarse a la misma. 

10. Rctroactividad (art. 3344, C.C.): aceptada la herencia queda fija la pro¬ 
piedad de ella en la persona del aceptante, desde el día de la apertura de 

la sucesión. 


11 Responsabilidad (art. 3343, C.C.): el heredero que ha aceptado la herencia 
en lumia pura y simple, queda obligado, tanto respecto de sus coherederos 
como de los acreedores o legatarios, al pago de las deudas y cargas de la he¬ 
rencia. no sólo con los bienes hereditarios sino lambida ron los anos propios. 

1 2. Aceptación con beneficio de inventario: no* dice Mapfia que: 


" el beneficio de inventario ei el instituto dirigido a limitar la reiponiabtlídad <M hon¬ 
dero para que pueda mantenerla ¡epatada de lu patrimonio respondiendo por leu deudos 
y caria! de aquélla exi lianámenle con los btenri recibulai deI emanóle y no too los pro 
píos SI medio proporcionado por la ley somete la herencia a ana aJmnutntutn y Isqui 


K hayan eniingtiido" 


A partir de la vigencia de la ley 17.711/68 (art 3363, C C ) re determina: 

"Toda aceptación de herencia «» presume ejecutada Aqjo beneficio de mttssana. ráeteme ni 
sea el tiempo en que se haga " 


13 Ksludo de indivisión hereditaria hay estado de indivisión cuando vario* 
herederos concurren conjuntamente a la sucesión Ningún comunero es 
propietario exclusivo de una porción material de la herencia, su derecho 
consiste en una parte ideal. 

Administración de la masa indivisa (art. 717 del C P.C.C.)c 

"A pedido de pane, el juez podrí fijar una audiencia pon designar administrador provi¬ 
sional Kl nombramiento recaer* en el cónyuge scpéraiK o ea el herede» que poma focte 
hubiera acreditado mayor aptitud para el dnem(eío del caigo. □ Jt ti Mo podrí nombro 
un tercero cuando no concurrieran estas circunstancial “ 

Administrador definitivo (an. 723, C.P.C.C.): 

"Dictada la declaralona de herederos o declarado tllido el testamento, el juez convaran a 
audiencia que se nulificara por cédula a los herederas y legatarios de parte alícuota el su 
caso, y a los funcionara» que corresponda, con el objeto de tftetnar Us Jrrigiwnaar) de 
administrador definiliro. inrentanador. tasador v (oí demu que Jarran procedentes ' 

14 Facultades, obligaciones y derecho* del administrador provisorio y 

definitivo: FoftNULLES sostiene que la doctrina del Código e* que la ud- 
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ministración sea ejercida por los comuneros de manera conjunta y cuan¬ 
do ello es imposible se elige un administrador judicial, el que puede: 

a) ejercer actos conservatorias aun cuando no esté de acuerdo la mayo¬ 
ría de los coherederos; 

b) para ejercer los actos de administración y las de disposición se nece¬ 
sita el acuerdo unánime de todos los coherederos 

El administrador de la sucesión tiene derecho a que se le remunere por su la¬ 
tea y está obligado a rendir cuentas (an 739 del C.P.C.C.) trimestralmente, salvo que 
la mayoría de los herederos haya acordado otro plato. Tanto las rendiciones de cucn 
tas parciales como la final se pondrán en secretaría a disposición de los interesados 
durante 5 y 10 días respectivamente. Si no fueren observadas, el juez las aprobará, 
cuando mediaren observaciones se sustanciarán por el trámite de los incidentes 
El art 741 del C.P.C-C- establece las formas de determinación de los honora¬ 
rios que le corresponden al administrador Este no podrá percibir honorarios con 
carácter definitivo hasta que haya sido rendida y aprobada la cuenta final de la ad¬ 
ministración. Cuando ésta excediera los seis meses, el administrador podrá ser auto¬ 
rizado a percibir periódicamente sumas, con carácter de anticipos provisionales, que 
deberán guardar proporción con el monto aproximado del honorario total 

La actuación del administrador concluye jumamente con el estado de indivisión 
de los bienes, no obstante lo cual puede ser sustituido y removido de oficio o a pedido 
de parte, cuando su actuación importare mal desempeflo del cargo. Se sustanciará por el 
trámite de los incidentes. Si las causas fueran graves y estuviesen prima facie acredita¬ 
das, el juez podrá disponer la suspensión del administrador y su reemplazo por otro. 


II. EL INVENTARIO Y AVALUO DE LOS 
BIENES HEREDITARIOS 

En líneas anteriores expresamos que a partir de la vigencia de la ley 17.711/68. 
toda aceptación de herencia se presume sujeta al beneficio de inventario. De allí que 
la descripción prolija y valorizada de los bienes y deudas que componen el acervo he¬ 
reditario constituya una pieza importante en esta clase de procesos universales. 

Plazo para el inventario (arl. 3366); el heredero perderá el beneficio si no 
hiciese el inventario dentro del plazo de tres meses contados desde que hubiese «do 
judicialmente inlimado por ser pane interesada Luego de hecho el inventario, el 
heredero tendrá un plazo de treinta días para renunciar a la herencia, vencido el cual 
se le considera aceptante beneficiario 

P.I C PC C complementa estas disposiciones (cap. V - "Inventario y avalúo". 
arU. 716/725) determinando que los herederos podrán reemplazar el inventarío judi- 
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cial por una manifestación de los bienes. Solamente en los supuestos que el art. 716 
expresa, el inventario y avalúo deberá hacerte judicialmente 

1. A pedido de herederos que no hayan perdido o renunciado al beneficio. 

2. Cuando se hubiera designado curador a la herencia 

3. Cuando lo solicitaron los acreedores de la herencia o de los herederas. 

4 Cuando otra disposición legal así lo disponga. 

Encontramos, entonces, que hay dos clases de inventarios: el provisional, prac¬ 
ticado con anterioridad a la declaratoria de herederos, y el definitivo Mediando con¬ 
formidad de las partes, el inventario provisional puede convertirse en definitivo en 
el momento de la declaratoria de herederos o declaración de valide; del testamento 

En una u otra eventualidad judicial, deberá procederse a la designación del 
invenlariador luí realización deI mismo estará a cargo de un escribano designado 
en la audiencia posterior a la declaratoria de herederos a efectos de proceder a su 
designación, como igualmente, el nombramiento del administrador, perito tasador u 
otra que correspondiere (art 719. C.P.C.C.y 

Con frecuencia se encuentran bienes alejados del lugar que sirve de asiento al 
juzgado intervinicntc. En tal caso, el inventano se realizará por el juez, del lugar donde 
los bienes se encuentran realmente ubicados. 

Todos los interesados pueden participar en la realización del inventario, hecho 
del que serán notificados de la fecha en que tal diligencia se llevará a cabo. Por su¬ 
puesto, el mismo se realizará con la participación de las partes que concurran. 


2,1. EL AVALUO 

1.a cuantiñcación monetaria y la naturaleza de los bienes registrados constitu¬ 
yen un importante elemento dentro de la formación del inventarío. El C.P.C.C. (art 
722) dispone que. solamente, se consignará la valuación de los bienes que han sido 
inventat iodos, es decir, existentes en ese momento. En lo posible, el inventarío y su 
valoración deberán efectuarse simultáneamente. 

Concluido el trabajo de inventarío y avalúo el mismo se incorpora al expediente, 
circunstancia de la que las partes serán notificadas por cédula. Dentro de los cinco 
días de notificados, estos mismos interesados podrán impugnar tanto el inventano 
como la valoración consignada a los bienes. 

De estos comentarios y de los recursos que por disconformidad sobre los bie¬ 
nes o sus valuaciones presentaran las partes, que son de naturaleza muy heterogénea, 
se deduce que, en muchos casos, el juez o las partes pueden requerir el concuno de 
peritos expertos en muy diversas materias Ni el Código Civil ni el de procedimicn- 
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to« los enumeran, con excepción del mvenianador v tasador, de lando librada su de¬ 
terminación al juez intemnicntc De manera frecuente en aquellos temas que son de 
incumbencia de los contadores públicos, se les requieic su intervención En el apar 
tado siguiente, precisamente, desarrollamos un caso en que el perito contador debe 
determinar, a una fecha concreta, la participación que el causante lenta en una socie¬ 
dad comercial, no representada por acciones que cotizan en bolsas o mercados de 
valores. Pero, además, deberá determinar a esos mismos riñes, en el cálculo de un 
activo intangible no contabilizado, cuál es la llave de negocio autogenerada, en cuya 
formación el extinto tuvo participación. En consecuencia, su valor económico le debe 
ser reconocido por los socios sobrevivientes. 

Resumiendo, los ans. 3466 y 3468 del C.C. establecen que la laxación y parti¬ 
ción de los bienes hereditarios en las particiones judiciale s se hará por peritos nom¬ 
brados por las panes. De cualquier forma, la aprobación u homologación queda siem¬ 
pre librada al arbitrio del juez El perito tasador actúa como auxiliar del juez Con¬ 
trariamente el perito partidor trabaja por delegación del mismo juez Ambas opinio¬ 
nes requerirán, como lo expresamos antes, la aprobación del juzgado. 

Este perito partidor, al mismo tiempo, debe operar como un mveniariador. ha¬ 
bida cuenta de la imposición del art. 3469 del CC cuando establece que deberá for¬ 
mar la masa de los bienes existentes, donde deberá reunir las cosas v los créditos. 
tanto de los herederos como de terceros (bienes tangibles e intangibles), siempre que 
sean a favor de la sucesión. Más adelante volveremos sobre este tan importante con 
cepto de masa de los bienes hereditarios. 


2,2. HOJA DE TRABAJO DEL PERITO 

DETERMINACION DE HABER SUCESORIO Y VALOR LLAVE 

Datos de la sucesión de don Juvcnal Urbino. fallecido en Bs. Aires el 31/12/1994. 
s/partída de defunción obrante a fojas 1 del expte. 34. Urbino J uve naI - s/sucesión. Ud. 
ha sido designado perito contador en este juicio, con el objeto de determinar la partici¬ 
pación que el causante tiene a la fecha de su fallecimiento en la empresa 1.a Nueva 
Fidelidad S.R.L y. asimismo, el valor llave que pudiere corresponderlc en el mismo. 


Antecedentes 

La Nueva Fidelidad S.R.L., con domicilio en l’astcur 315 de Capital Federal, 
se dedica al negocio de venta de libros. La sociedad se constituyó en enero de 1990. 
con una duración de 10 años. Sus socios fundadores, y actuales, fueron: 

• don Juvenal Urbino con el 40 ** del capital. 
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• don Florentino Ari/a con el 25 

• doña Fermina Da/a con el 35 5*. 

El ejercicio económico cierra el 31 de diciembre de cada alio, y la» utilidades 
o pérdidas se distribuyen o soportan en forma proporcional al apone efectuado. 


Contabilidad 

Llevada correctamente Sus registros cumplen lo» requisitos erigidos por la 
ley. Verificados el Diarto N* 3 c Inventarios y Balances N* I Lo» estados contables 
han sido auditados por el contador Felipe González, sin observaciones. Ejercicio N* 
I: 31/12/1990: N*5: 31/12/94. 

Capital social: S 100.000. representado por 100 cuotas de S I 000. c/u. Al cie¬ 
rre del ejercicio N* 5 (31/12/1994) la sociedad registra el siguiente: 


Patrimonio neto 

Capital socid $ 100000 

Ajustes al capital $ 240 000 

Ganancias rasetvadaa: 

Resana lagal S 90.000 

Resana especial $ 22 500 

Resultados no asignados % 112.500 

Total t 565.000 


En el rubro créditos (31/12/1994), Cta. socios, se registra un saldo acreedor de 
S 18.000 no reintegrado al causante a la fecha de su deceso. 

A efectos del cálculo del valor llave que. conforme a lo pactado entre kit here¬ 
deros y socios sobrevivientes, se hará aplicando el método del valor actual de las su- 
pcruúlidadcs esperadas, se consigna: 

Promedio de utilidades (ajustadas al cierre); 

1989 $ 45000 

1990 S 90 000 

1991 S 88 500 

1992 S 116500 

1993 S 112 500 

Promedio del capital invertido: 

1989 S 100 000 

1990 $ 110.000 

1991 S 156 000 

1992 S 180 000 

1993 S 212 500 
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Cálculo de le utilidad normal 

Pactado a la tasa del Banco de la Nación del ló ** anual Han convenido, igual 
mente, lo* herederos en estimar el periodo futuro cir probables ganancias, en lo* cinco 

altos que le restan de duración a la sociedad 


Solución pericia La Nueva Fidelidad S.R.L. 

FRRITO CONTADOR PRESENTA INFORME 

Safior Juez-. 


.~. contador publico. con domicilio am Tueu- 

mAn 8081 3* ptso *B* de la Capital Faúaral, designado ponto en los 

autos caratulados ürbtao dure asi s/suoasión (Rapte. 34) a V S digo 
Qua so cumplimiento da la tarea encomendad* vengo a presentar 
al Informe realizado sobre las participada neo que al causante don Ju- 
vanal Urtotno tenia a la facha de su fallecimiento on la sociedad comer 
cial que gira an esta plaza bajo la denominación La Nueva Fidelidad 
S.R.L- conforme antecedentes detallados seguidamente 
t - ANTECEDENTES 

La razón social La Nueva Fidelidad S.R.L. oon domicilio en Pas- 
teur 315 de la ciudad de Buenos Aires, se dedica al ramo de venta de 
libros. Se constituyó en Buenos Aires en enero de 1090. oon una dura¬ 
ción de diez años Bus socios fundadores y actuales fueron don Juve 
nal Urblno oon el 40 % del capital; don Florentino Arista oon el 25 % y 
dofta Fermina Daza oon el 38 %. 

El ejercicio económico cierra los 31 de diciembre de cada alio y las 
utilidades o pérdidas se distribuyen o soportan en proporción al aporte 
efectuado 

K1 capital social es de $ 100.000 dividido en 100 cuotas de $ 1000 
cada una, totalmente integradas 

II • CONTABILIDAD 

La contabilidad de la firma ha sido correctamente llovada, y sus 
registros cumplen formalmente loe requisitos legales y reglamentarlos 

vigentes 

Re verificado el libro Diario N c 3 habilitado por la Inspección 
General de Justicia y el libro de Inventarlos N* 1 también debidamente 
habilitado. 

Su» estados contables, auditados sin objeciones por el contador don 
Felipe González, que en copla correspondiente a los periodos utilizados 
acompaño. debidamente legalizados por el Consejo Profesional de Clon 
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■ ) Participación an al capital locial: 

El 8r Juvanal IJrblno participaba an el 
capital social da La firma oon 40 cuetes da 
$ 1 000 totalizando a! capital nominal I 100 OOO 
La cuanta Ajustas dal capital totaliza a 
facha do olarra la mima da $ 840 000 da loa 
loa cuales oaba atribuir al mismo pareantes 
al causante | 840000 

Total l 840000 


En conaeouoncla. su participación an sata 
rubro responda al detalle siguiente. 

40 4b s''Capital social 
40 4b s i'Ajusto del capital 

40 % dal total 

b) Participación en la* ganancias reservadas: 

Las ganancias retenidas por la sociedad a ¡a facha de 
del último balance totalizan- 


I 40.000 
t >0000 
I 130 000 


Reserva legal S 90 000 

Reserva especial $ 88.800 

Total < 118.600 

El 40 4b aplicable an la emergencia al causante totaliza $ 46 000. 


El monto de Las ganancias no distribuidas al 31/12/1993 tota 
liza la suma de $ 112 800. por lo que el 40 ^ aplicable en este 
rubro ascienda a la suma da $ 48.000. 

d) Saldo acreedor: 

Al cierre del último ejercicio económico el Sr Ju venal Urbino 
registraba en su cuenta Socios un saldo a su favor $ 16 000 
debidamente constatados, por lo que cabe sumarlos a su perú 

cipaclón final. 


e) Determinación del valor llave: 


Para determinar el valor Llave, conforme convenio entre lea 
cios y herederos del Sr Juveaal UrtMoo se aplica el matado 
valor actual de Jas superutifedadS* esperadas por el termine 
cinco años remanentes a la duración da la sociedad. 
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I. Promedio de utilidad.., 

«•rotólo 1990 (H* 1) $ 46.000 

«•retólo 1991 81 $ 90 000 

«•potólo 1998 tN* 3> $ 08.ROO 

«•rotólo 1993 IM* 4) 9 116 800 

«•rotólo 1994 (V* 8) 9 118.50 0 

Total 9 488-600 

Ia utilidad promedio anual resulta sor 


da $ 90 800 


8. Promedio da capital Invertido: 


«aroioio 1990 
«•pololo 1991 
«•rotólo 1998 
«•rotólo 1993 
«•rotólo 1994 

Total 


$ 100.000 
9 110.000 
$ 188 000 
S 180.000 
9 818.800 

9 787 800 


Lo que no* arroja un promedio da capital invertido en al quin¬ 
quenio d« 9 181 800 


8. Cálculo da la utilidad normal: calculada serrr la base da la tasa 
oonvenida 4*1 Banco da la Mactón Argentina, del 16 4b anual. 
M ha determinado 


161 800 x 18 x 360 


4. Cálculo da la euperutllidad: surge da la comparación entre la 
utilidad normal y la utilidad promedio de la empresa, como 
varemos 

Utilidad promedio anual 9 90 600 

Utilidad normal anual 9 84 840 

Superutilldad 9 80.880 

8. Cálculo dal valor Uavei a tal afecto M ha utilizado la siguiente 
fórmula matemática 


Valor llave - 66 860 ^ * x ^* lY> ' 

Valor llavs - «« 840 s 3,6847 - 8 844.146 

Os «ata total da 9 844.148 resulta imputable al causante al 
40 «b. •« decir, la suma de 9 97.669 
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f) Resumen: 

Para facilitar la comprensión del trabajo por parta de V 8 pro¬ 
cedo a practicar al alguien» resumen 


a) Participación en el capital aoeial $ 136 000 

b) Participación en ganancias reservadas S 48 000 

c) Participación en resultados no asignados S 45 000 

d) Proporción valor llave de negocio I 97.880 

Subtotal • 389 669 

ej a agregar saldo acreedor «a Socios t 16 000 

Total > 341.669 


En consecuencia, el haber sucesorio dal Sr Juvenil Urbtno en la 
firma La Nueva Fidelidad 8.R.L ascendía, a la fecha de su deceso, a la 
suma de trescientos cuarenta y un mil se laclen loe cincuenta y nueve 

pesos ($ 341.689). 

Estimando haber cumplimentado adecuadamente la tarea que V 8 
me encomendara, solicito disponga su agregado a loe autos, que SERA 

JUSTICIA. 

XYZ 

Contador publico 


III. CUENTA PARTICIONARIA 

3,1. CONCEPTO 

Lino Palacio (’). cuyo conocido Manual de derecho procesal cml hemos con¬ 
sultado a lo largo de este lema, conceptúa la partición diciendo: 

"Es el ocio medíame el cual al ponerse fin a la comunidad hcrcdnana. la pone alienóla qne 
licne cada heredero sobre el total de lo» bienes se transforma en una pon.ion concreta. fUi 
camenic determinada y de propiedad «elusiva del heredero a quien ha «do adjudicada ‘ 

Resumiendo el pensamiento de Palacio podemos destacar: 

1. La cuenta particionaria es el medio para que los herederos salgan del esta¬ 
do de indivisión de los bienes. 

2. Asigna a cada uno de ellos con toda certeza la proporción que conforme a 
la ley o el testamento, le corresponde. 

3. La porción adjudicada pasa a ser de propiedad absoluta del heredero bene 

ficiario. 


(11 P alacio. Liso. Manual de derecho ¡mu rtal cml. Ed Abckdo-Pcrrot. i II. p*g 400 






630 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


Quiénes pueden pedir la partición, en primer i < . i 1 ' lu-u-dcros. los lega 
larios comunes y, finalmente. los acreedores de los herederos Por último, pueden ha¬ 
cerlo los cesionarios de los herederos, ya que ocupan c! lugar de los ccdcntcs (art 
3452 del C.C.). 

Los acreedores del causante no puedrn pedir la partición, ya que pueden ven¬ 
der cualquier bien de la masa y luego de la partición tendrían acciones individuales 

contra los herederos 


Modo de hacer la partición 

El lote que se adjudique a cada hereden' ha de formarse con las cosas existen¬ 
tes en la herencia que se divide, de donde se deduce que no hay más división pro¬ 
piamente dicha que la que tiene lugar en especie (ley 17,711 > May excepciones, por 
ejemplo, si se trata de una alhaja y hay varios herederos, cuando se realiza para el 
pago de deudas o cuando la división transforma el bien en an ti económico. 


El principio de partición en especie es la regla sustancial 

Con las lógicas excepciones que la misma ley tiene previstas 


Formas de hacer la partición 

Puede haceree: 

a) en forma privada o extrajudicial: 

b) en forma judicial: con intervención de la justicia (art 3465. C.C.) y 

c) en forma mixta, lo que significa hacerla en forma privada y luego llevarla 
al juez para que la ratifique Can. 3515. C.C.) 

Efecto jurídico de la partición 

Se juzga que cada heredero ha sucedido sólo c inmediatamente en los objetos 
hereditarios que le han correspondido en la partición y que no ha tenido nunca nin- 
gún derecho en los que han correspondido a sus coherederos: como lambiln que el 
derecho a los bienes que le han correspondido por la partición lo tiene exclusivamente 
del difunto y no de tus coherederos (an. 3503. C.C.). 
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3.2. ESTRUCTURA Y CONTENIDO 

F.n forma previa al comentario «obre la estruciura y contenidos de la cuenta 
particionaru. permítasenos reflexionar sobre las cualidades que la ley exige al partí 
dor. El Código de Procedimientos Civil y Comercial vigente en la Capital Federal, 
en la reforma de 1967 (ley 17.454/67 de carácter local) estableció que el partidor 
designado en la forma ya comentada debfa ser un abogado de la matricula 

De tal forma, en la práctica, se derogaba la disposición del dto.-lcy 5.103/45 (de 
carácter nacional), regulalono de la actuación del contador público en lodo el terri¬ 
torio de la República. La ley 22.434/81. al reformar el código antes mencionado, 
ratifica la disposición citada tan. 727. CPC.C.) cuya designación debe hacerse de 
similar muñera a la litada pora el inventariador. 

Sin embargo, en mayo de 1973. se había procedido al dictado de la ley 20 488, 
reglamentaria de las profesiones de contador público, licenciado en administración, 
licenciado en economía y actuario en lodo el ámbito de la Nación, donde claramcn- 
k ,c reitera la incumbencia ya atribuida por el dto. 5.103/45 diciendo en su art. 13 
(pío. b|) que incumbe a los contadores públicos 

T.n lo» jniciot ikooioi jar* rmlinr y iincntw tai rvmtw |»rtírMnariat jum mínente 

con el letrado que Intervenga " 

La razón de ser de tan sabia disposición la veremos seguidamente. 


3,3. INCUMBENCIAS DE LOS CONTADORES PUBLICOS 

En cuanto analicemos este importante documento, surgirá la polifacética estruc¬ 
tura de su contenido. La cuenta particionana. sin ninguna duda, es un documento de 
una doble naturaleza: un gran contenido jurídico y. además, una similar composición 
económica, tai como lo visualizara el legislador de 1945. ratificado por la vigente ley 
20.488 Su correcta implcmcntación requiere la participación de estos dos expertos, 
pero con la exigencia de que el técnico jurídico sea el mismo que haya intervenido a 
lo largo de la sustanciación del proceso. 

Pero algo debemos añadir sobre la procedencia de la incumbencia cuya defen¬ 
sa estamos intentando hacer. Durante siglos estuvo reservada exclusivamente a loa 
contadores en virtud de antecedentes heredados del antiguo derecho hispánico. Nos 
limitaremos a rcferenciar un sólo dos casos como prueba de nuestra afirmación. 

El 30 de mayo de 1654 el monarca español don Feure IV otorga el título de 
"Contador entre partes" a don Andrés Saenz Bretón para que actuara en la jurisdic¬ 
ción de la ciudad de La Plata (Charcas) y de la Villa de Potosí. Sus tribunales ca forma 
ulguna, so pena de gravísimas sanciones, podían encomendar cualquier Upo de téten¬ 
las o particiones” a otro que no fuera el nombrado, por “Que dho Contador precisa- 
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mente haga todas y quelcs quiera quemas y particiones entre herederos." I talán 
dose de un oficio "vendible y renunciable" Saevz Brihvs en 1685 cede su puesto a 
don Francisco Ortega y así sucesivamente, hasta que en 17>>f> ce presenta don D» 
oo Barros en carácter de contador teniente para la Villa de Potosí pnrn dcscni|wftnr 
la incumbencia otorgada a su antecesor por el gobierno hispano para entender en "qua- 
Icsquiera quemas y quelesquiera intereses que se dedujeren a tuicio en cada uno de 
todos y qualesaqutera Tnbunales y Juagados de esta ciudad (Charcas) y Villa de 
Potosí donde se administra justicia , 

El 12 de julio de 1836. el Brigadier General don Jr as Manui-i de Rosas, du- 
rame su segundo gobierno, haciendo uso de la suma de poder público con que se 
hallaba investido, funda el título de contador público determinando sus incumbencias, 
Especialmente establece el decreto de marras que en los juicios de cuentas y parti¬ 
ciones debería intervenir uno de tos ocho contadores de número Ululados conforme 
las modalidades establecidas por el gobierno de la provincia de Buenos Aires. 

Pero hay mis El Dr Aliono David Lejva, en un interesantísimo trabajo (’). 
■o» informa sobre tcm “trabajos prácticos" que los estudiantes de derecho debían rea¬ 
lizar ea el curso de sus estudios, en el siguiente caso: recaudación de derechos de 
capellanía en la hipotética sucesión de don Diego Mendoza y doña Juana Vázquez 
(IOS): 

“Declarando este último en la cláusula octava de su testamento reconocer so¬ 
bre su casa una capellanía de dos mil pesos, forma el contador la cuenta de parti¬ 
ción, bajando catorce mil pesos que corresponden a los dos mil en plata en que la 
mandaron fundar, se conforman los herederos menos e! presbítero que pide los inte¬ 
reses desde el aAo 23 hasta la fecha. " (*) 

El Dr Lazaro Trfvkan, proccsaltsta distinguido, opinaba allá por 1960 —con 
justificada razón— que el mecanismo establecido mediante la intervención de dos 
profesionales, con el incremento de costos causídicos no se Justifica en todas las 
sucesiones. Debe ser el juez, autorizado por la ley, el que debe resolver, en el caso 
concreto que se le presente, oídles serian los supuestos en que la participación nuil 
tqde corresponda Esto resulta comprensible, puesto que relacionado con los “cos¬ 
tos procesales" ea forma alguna quedan obviados, dado que frecuentemente deben 
designarse pernos contables a efectos de la cuaniificación de los activos, pasivos y 
corno valar residual el patrimonio partible La técnica de valuación por "valores co- 
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trienio" o "valoro netos de realización". cálculo de valore* iniagihle* autogencra- 
dos como las llaves de negocio, valor patrimonial proporcional, xluali/ociones mo¬ 
netarias, etc . hacen indispensable la participación de lo* contadores públicas, pues¬ 
to que sil preparación técnica para ello los capacita 


3.4. ESTRUCTURA 


3,4.1. Prenotados o supuestos 

Contienen todos los antecedentes que ve resumen en el espediente y que debe¬ 
rá tener en cuenta el perito partidor para la ejecución de la cuerna Son una pane ju¬ 
rídica del documento. 


3.4.2. Cuerpo general de bienes 

Constituye la descripción valorizada de los bienes (activo) que hayan sido m- 
vcntariodos y valuados conforme las técnicas contables adecuadas a las comeada. Es 
una tarca típicamente contable. 

3.4.3. Pasivo y bajas generales 

Representa el pasivo htrtdilurio. el que debe ser de dos clases: 

a) Baju* generales deudas que transmite el causante, los ganos de jwoo y 
otros. Labor de verificación contable 

bl Baja* particulares no* permiten imputar al heredero beneficiado coa las 
que se hubiera realizado. De la misma forma se cargarán tas entregas o an¬ 
ticipos efectuados con antenondad Tarea de determinación c o nta b l e 

3.4.4. Determinación del patrimonio distribuible 

Valor que surge por diferencia entre los valores imputados al aras**, ann d 
pasivo, punto de partida de los bienes a distribuir Es una tarea coauMe 


3,4.5. División 

Distribución ideal de los bienes que confcraaa la herencia a los heradrren Esa 
labor tiene matices jurídicos y contables. 
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3,4,6. Adjudicación 

Etapa que nene como objeto la distribución de lo que les corresponde a cada 
uno de los heredeais. Aquí el juez determina las "hijuelas" que a cada uno se le asig¬ 
nan. Contiene ingredientes jurídicos y contables. 

Mucho más podríamos comentar sobre este tema de las incumbencias interdis¬ 
ciplinarias. cada día más necesarias en el complejo mundo de las formas económi¬ 
cas que nos toca vivir. Lo enunciado basta para dejar a nuestros estudiantes la inquie¬ 
tud para seguir bregando en su reconocimiento y respeto por parte de los legislado¬ 
res y jueces. 




C. LA RENDICION DE CUENTAS 


I. CONCEPTO 


Ciiamlo a Lino Palacio, diremos que: 

' denominase rendición de enemas a la obligación que contrae quien ha admunttndn bre- 
nes o gestionado negocios o intereses ajenos y en cuya virtud debe presentar al darAo de 
los bienes o intereses administrado' o gestionados una esposicióa cucun amelada y don 
menuda acera de la función cumplida ’ (’) 

Tenemos, cnlonces, claramcnie diferenciadas en la definición anterior a dos per¬ 
sonas: por un lado, el mándame, dueño de los bienes, poderdante, comitente, etc., y 
por el otro, aquella que recibe y acepta las términos del mandato o de la gestión a rea¬ 
lizar. Como consecuencia de esa aceptación surge la obligación de informar resumi¬ 
damente. en forma de cuenta, una documentada rendición de los resultados de la 
gestión o administración que aceptara. 

El mandato es una institución antiquísima, pero no cabe dudn de que registró 
un proceso vertiginoso de crecimiento en el medioevo, con la extensión de las fron¬ 
teras del comercio, los grandes descubrimientos geográficos de la época y el progre¬ 
so en los medios de comunicación. Todo esto facilitó la extensión de los negocios en 
distintos áreas y se hizo necesario recurrir a terceras personas para gestionar o admi¬ 
nistrar bienes ajenos. Va de suyo que desde estos tiempos iniciales, la correcta rela¬ 
ción entre mandante y mandatario configuraba la obligación de rendir circunstancia¬ 
damente, con apoyo documental, los resultados de la gestión encomendada. 

Señalemos que a efectos de la obligación de rendir cuentas, en fama alguna 
tienen relevancia los resultados de la gestión, por cuanto este nesgo está siempre 
asumido por el titular de los bienes y el mandatario opera 'por cuenta y orden' del 
mismo. 

En un primer enfoque, podemos clasificar la rendición de cuentas según deba 
ésta ser efectuada dentro o fuera del ámbito judicial, en estos dos grandes tipos: 


(I) Palacio. Lino. Manual de derecha praeeul nuil. EJ Afectado-Puní. lo» Am. I*T?. 
pig m. 
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a) extrajudicial: se efectúa fuera de cualquier ámbito judicial. Sus formas de¬ 
berán ajustarse a las características propias del mandato conferido, según sea 
civil, comercial, ele.; 

b) judicial: en este supuesto el ámbito es el «1. los tribunales Aparece como 
tal cuando la rendición de cuentas constituya el "objeto” de una pretcnsión 
procesal fundada en la negaron u omisión del obligado a rendirlas o en la 
negativa del dueño a recibirlas 


II. DISPOSICIONES NORMATIVAS 

De aquí en más nos referiremos a aquellos casos normales de rendición de cuen¬ 
tas. cuya obligatoriedad surja de otras disposiciones de fondo 


2,1. LA RENDICION DE CUENTAS SEGUN EL CODIGO CIVIL 

En este código dividiremos el comentano en un doble orden. 


2,2. LA RENDICION DE CUENTAS EN LA GESTION DE NEGOCIOS 

Esta actividad civil está regulada en el Código Civil, dentro del título XVIII *Dc 
la gestión de negocios ajenos" (arts. 2288 al 2310). entre otras disposiciones genera¬ 
les relativas a las relaciones entre mandante y mandatario 

Para estos supuestos y dentro del mismo capítulo del Código Civil (art 2296) 
se determina que la gestión no concluye hasta que el gerente haya dado cuenta de su 
administración al dueño del negocio o a quien lo represente Será admisible toda dase 
de prueba relacionada con la gestión o con los gastos causados en su realización. 

Podemos citar algunos ejemplos de gestores o mandatarios obligados por el 
Código Civil a rendir cuentas de su gestión Así, están obligados a rendir cuentas los 
administradores de cualquier sociedad civil, el curador por la administración de los 
bienes del incapaz sometido a su cúratela, el tutor por la administración de los bie¬ 
nes del menor bajo tutoría, el mandatario por cualquiera de los tipos de mandato fi¬ 
jados por el Código, el gestor de negocios ajenos, etcétera. 

Resumiendo, la rendición de cuentas es obligación en el mandato civil ; éste se 
encuentra definido (art. 1869 del C.C.) de la siguiente manera 

'El mándalo, como contrato, nene loga» cuando una parte da a otra el poder que éste acepto. 

para representarla, al efecto de ejecutar en su nombre v de su cuenta un acto jurídico una 

sene de actos de rus naturaleza ’ 




CAP X OTROS DESEMPEÑOS TRADICIONALES DEL CONTADOR PUBLICO 


M7 


Con respecto a las obligaciones del mandatario (persona que acepta el manda¬ 
to) en relación con la que lo otorga (mandante), establece el trt. 1909: 

"El mandatario tai obligado a dar cuento de en aperaanan y a entregar al mandante 

La cximición de la rendición de cuentas por parte del mandante no libera al 
mandatario por la clara disposición del art 1910 que determina: 

'La relevación de rendir coral» no eiañera al manda*»} de lor cargo* que contra <1 pn- 

lifiqoc el Húndame ' 

RI mandato puede ser gratuito u oneroso, siendo este dirimo el mis frecuente¬ 
mente aplicable. Rn este supuesto, el Código Civil otorga al mandatario (art. 1956) 
la posibilidad de ejercer derecho de retención hasta que al mandatario se le paguen 
los adelantos y gastos, y su retribución o comisión. FJ mandato también puede ser ex- 
preso o licito. 


2.3. LA RENDICION DE CUENTAS EN EL CODIGO DE COMERCIO 

Nuestro Código de Comercio, referidas sus disposiciones como es de suponer 
ni ámbito de actividades entre comerciantes o agentes auxiliares, tiene legislado este 
mecanismo de rendición de cuentas. En efecto, el cap. IV "De la rendición de cuen¬ 
tas" desde el art. 68 hasta el 74. además de otras disposiciones sobre el lema que son 

específicas a determinados casos, establece: 

'Toda negociación rt objeto de una cuenta. Toda cuerna debe tet conforme * tes atien¬ 
to» de lot libros de quien la onde y debe wt acompasada de los respectivo* campmtan 

lu" (art 68) 

El art. 70 es más explícito aun cuando dice: 

'Todo t omen uwte que contrata peu cuenta ajena <«4 obligado a rendir cuenta uurnmfo y 

doc umentada de su conuOón o gestión * 

La cuenta sólo se considerará rendida una ver que se han terminado (odas los cues¬ 
tiones que le son relativas (art. 72). Una ve/ remitida la rendición por parte del obligado, 
si el mandante durante el plazo de 30 días no ha procedido a objetarla, se presume im¬ 
plícitamente reconocida, salvo prueba en contrario. 

Las reclamaciones en materia comercial pueden ser judiciales o cxtrajudiciaks 
(art 7i i 

El lugar donde las cuentas deben ser rendidas por el obligado es el domicilio 
de la administración, salvo pacto en contrario (art. 74). 

Pueden reclamar "rendición de cuentas" en materia comercial, por ejemplo, el 
mandante al mandatario, el comitente al comisionista o consignatario, la sociedad o 
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los socios al administrador, el ducfio del negocio al gestor o factor No admite el 
Código de Comercio la exención otorgada por el mandante al mandatario sobre la 
obligatoriedad de rendir cuentas. Sf es admisible en el mandato civil 

Otros agentes auxiliares del comercio, tales como los corredores, rematadores 
o martilieros, barraqueros y administradores de casa de depósitos, agentes de bolsa, 
etc., están sometidos a la obligación de rendir cuentas de sus mandatos A título de 
ejemplo, tomemos el caso de los martilieros que. según el art. T de la ley 20.266. 
deberán 

' .efectuar la rendición de cuenta» documentada y entrega! el uildo múllanle dentro del 
ploro de 5 dias. salvo convención en conmino, inctunendo en pónlida de la comisión tai caso 
de no hacerlo" 

Un párrafo aparte merecen, sin duda alguna, las disposiciones del Código de 
Comercio cuando se refiere a la actuación de mandatarios comerciales (comisionis¬ 
tas o consignatarios). El Código dicta las normas legales sobre estas actividades en 
su título II "Del mandato y de las comisiones o consignaciones' (arts. 221 y 222). En 
su cap. I. desde el art. 223 hasta el 231. trata del mandato comercial: en su cap. II 
(arts. 232 al 281) versa sobre las comisiones y consignaciones 

Sobre el tema que venimos considerando, las rendiciones de cuentas, determi¬ 
na el art. 277 del Código Comercio: 

"El comisionista, por su pane, cstí obligado a rendir al comitente, luego de evacuada la 
comisión, cútala drlatlada y justificada de todas las operaciones y cantidades entregadas 
o percibidas, reintegrando al comitente, por los medios que óste le presenta, el sobrante que 
resalla a su favor En caso de mora, responde por los intereses desde la fecha de inlcrpcla- 

Debemos recordar aquí que en el caso de los agentes auxiliares del comercio, 
factores, comisionistas, consignatarios y otros mandatarios comerciales, desenvuel¬ 
ven su actividad como "comerciantes" y. en consecuencia, están obligados a llevar 
libros de contabilidad conforme a las prescripciones del Código de Comercio y las 
disposiciones legales aplicables. Entonces, las cuentas que se preparen para ser ren¬ 
didas a los comitentes deberán ajustarse en su forma y contenido a la sistematización 
propia de la técnica contable y sus asientos se harán sobre la base de la documenta¬ 
ción y comprobantes fehacientes. 


2,4. LAS RENDICIONES DE CUENTAS EN EL C.P.C.C. 

El procedimiento judicial para las rendiciones de cuernas está determinado por 
el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, formando parte de los 
denominados procesos especiales, libro cuarto, título IV. desde el art. 652 hasta el 
657. Lo reseñaremos muy brevemente: 
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2.4,1. Obligación de rendir cuentas 

La demanda por obligación de rendir cuentas tramitará por Juicio fumaria, a 
menos, que integrase otras pretensiones que debieran sustanciarse en juicio ordinario 

(an. 652). 


2.4.2. Traslado de la demanda 

El traslado de la demanda se hará bajo apercibimiento de que si el demandado 
no la contestare o admitiere la obligación y no midiere las cuentas dentro del plazo 
que el juez fije al conferir dicho traslado, se tendrán por aprobadas las que presente 
el actor, en todo aquello que el demandado no pruebe que «an mesadas (art 652 m 

fine). 


2,4,3. Trámite por incidente 

Se aplicará el procedimiento de los incidentes siempre que: 

a) eaisia condena judicial de rendir cuentas; 

b) la obligación de rendirlas resultare de instrumento público o privado reco¬ 
nocido. o haya sido admitida por el obligado al ser requerido por diligencia 
preliminar (art 653). 


2,4,4. Facultad del juez 

En los casos que se tramiten por incidentes, si quien promueve el mismo pre¬ 
senta juntamente con tal pedido 'una cuenta provisional", el juez dará traslado a la 
otra parte (obligada a rcndiri para que la admita u objelc. bajo apercibimiento de que 
en caso de no hacerlo en el plazo que le fijara, se aprobará la presentada por el ac¬ 
tor. 

Será el mismo juez quien determine los plazos para los traslados y presentación 
de las pruebas, conforme a la menor o mayor complejidad de las cuentas y a la can¬ 
tidad de documentos que se deban acompañar (art. 654). 


2,4,5. Documentación. Justificación de partidas 

Con el escrito de rendición de cuentas, quien está obligado a hacerle deben 
acompañar la documentación correspondiente 
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El juez podrí tener como justificadas las partidas respecto de las cuales "no se 
acostumbre pedir recibos...” y fueran razonable* y verosímiles (art. 655) 


2,4,6. Saldos reconocidos 

El actor podrá reclamar el pago de los saldos reconocidos por el demandado, 
sin esperar la resolución definitiva sobre las cuenta*, sin que p « ello se entienda que 
las ha aceptado. Este pedido se sustanciará por las normas establecidas por el Códi¬ 
go de Procedimientos sobre ejecución de sentencias (art. 656) 


2,4,7. Demanda por aprobación de cuentas 

Es el caso contrario al que venimos comentando Aquí es el obligado a rendir 
cuentas el que recurre al juez buscando que le sea aceptada tal rendición ante la fal¬ 
ta o reticencia del propietario de los bienes 
El art. 657 del C.P.C.C. dice que 

"El obligado * rendir cuentan podrá pedir la aprobación de las que presente IV la deman¬ 
da, a la que deber! acompañar* boleta de depdaio por el impone del saldo deudo», se dan 
traslado al interesado por el plato que fije el juer. bajo apercibimiento de ser tenida por 
conforme, si no las impugnare al contestar * 


2,4,8. Aprobación definitiva 

La aprobación definitiva de las cuentas transforma el saldo reclamado en un 
"crédito líquido" que, como ya lo dijimos, deberá cobrarse conforme al procedimiento 
fijado para los juicios de ejecución de sentencias 


2,4,9. Juez competente 

Lo determina el art. 5", inc. 6. del Código de Procedimientos en materia civil 
y comercial, que contempla los dos supuestos posibles ya comentados. Es decir, que 
la acción sea iniciada por el titular de los bienes o que contrariamente sea el obliga¬ 
do quien espontáneamente se presente y pida aprobación judicial de la cuenta. Su testo 
es muy claro y preciso: 

'En tai acciono robre rcndicioan de cuernas, el juez del lugai donde islas deban presen¬ 
ta»**- y “o estando deieiimnado. a elección del actor, el del domicilio de la administración 
o el del lugar en que se hubiere administrado el principal de los bienes 
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Es las normas procesales son aplicables a las rendiciones de cuentas de carác¬ 
ter civil o comercial, salvo las que específicamente determine el Código de Comer¬ 
cio para éstas. 


2.5. INCUMBENCIAS DE LOS CONTADORES PUBLICOS EN MATERIA 
DE RENDICION DE CUENTAS 

Amplio campo de acción tienen reservado en este lema los contadores públi¬ 
cos. tanto en materia de ejercicio profesional privado como en las tareas asignadas 
por la ley para el ámbito judicial. 

La ley 20.488. que reglamenta el ejercicio de los graduados en ciencias econó¬ 
micas cu todo el territorio nacional, tiene determinado en su aru 13. inc b). en ma¬ 
teria judicial pura la producción y firma de los dictámenes relacionados con los si¬ 
guientes cuestiones: 

T.J 

3) Para los estados de cuerna en tas disoluciones, liquidaciones y luda» la cuestione» pa¬ 
trimoniales de sociedades ml/n y ameraala y tai readklmm d< «en» de «tai* lira. 

Debemos recordar aquí que en cualquier upo de actividad que. en uno u otra 
campo, desarrolla el contador publico, éste deberá aplicar en su labor las normas de 
auditoría o de contabilidad aprobadas por los organismos profesionales, cuando ello 
sea pertinente. 
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D. IR TRANSMISION D€ FONDOS D€ COMERCIO 


I. ANTECEDENTES DE LA LEY 11.867 

Complicada economía la del mundo al finalizar la década de los años veinte. 
La crisis estructural a la que casi todos los países de la tierra se vieron sometidos, 
originada en múltiples motivos, provocó una recesión generalizada. Quiebras fraudu¬ 
lentas o casuales, provenientes de la falta de adaptación a la depresión universal, pro¬ 
vocaron un sensible daño al instrumento económico indispensable para iniciar un 
proceso de recuperación en el corto y mediano plazo. Nos estamos refiriendo al cré¬ 
dito, palabra derivada del latín errdere que significa "creer", es decir, tener la con¬ 
fianza suficiente por parte de quien lo otorga, de que su deudor, en el tiempo y mo¬ 
mento oportunos y pactados, habrá de abonarlo. 

fin nuestro país, una de las maniobras fraudulentas de mayor uso fue la obten¬ 
ción de créditos, particularmente el comercial. Una vez que el endeudamiento hacía 
imposible el cumplimiento del pago en las condiciones acordadas, se procedía a la 
venta de la firma. El nuevo comprador no tomaba a su cargo los pasivos asumidos 
por el vendedor sin conocimiento, por supuesto, de los acreedores. Intentado el co¬ 
bro o producido el vencimiento, el nuevo propietario aducía que se trataba de deu¬ 
das contraídas por los dueños anteriores y que. en consecuencia, no las reconocía 
como propias, negándose a pagarlas. El antiguo propietario normalmente respondía 
con su insolvencia. El activo comercial como prenda común de los acreedores, teni¬ 
do en cuenta en el momento de otorgar el crédito, había desaparecido. El dominio de 
la empresa correspondía en ese momento a un tercero ajeno a las negociaciones ori¬ 
ginales. 

Tan dramáticas características asumieron estas verdaderas estafas, sin figura 
legal que las tipificara, que debieron ser consideradas por el Congreso Nacional, el 
que con fecha 9 de agosto de 1934 procede al dictado de la ley 11.867 que se deno¬ 
minara "Transmisión de casas de comercio, establecimientos industriales, etc." 
cuya vigencia aún en nuestros días se mantiene. 

En 1936 el Poder Ejecutivo dicta el dio. reg. 88.168/36. sufriendo modificad» 
nes más bien formales por el dio. 5.437/61. Ambos textos legales son breves: 13 ar¬ 
tículos el último y tan sólo 6 el decreto reglamentario. El mecanismo legal, como ve- 
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remos, cumplió su cometido eficientemente pese a los más de 60 años de vida que 
ostenta. 

Actualmente se hace imperiosa su reforma, habida cuenta de lo» avances que 
en materia mercantil se están produciendo en los Ultimos años. 


II. CONCEPTO DE FONDO DE COMERCIO 


La le> 11 St<~ 

sino que realiza una pragmática enumeración de los elementos que lo constituyen, 
diciendo: 

"Alt. P — Declarante deísmo* cooMilulivo» de un cUaMeomíenlo .omerei.ii .■ l.wvdude 
comercio, a los efectos de su transmisión por cualquier titulo las inttiiiactonn, existencia» 
en mercaderías. nombre y ensefta comercial, la clleaiela. et derecho al local, la» patente» de 
intención, las marcas de fabrica, los dibufos y modelos industriales Ib» distinoooe» hono¬ 
ríficas r iodos los demás derechos dentadas de le propiedad comercial o artística ' 

La omisión comentada por parte del legislador ha intentado ser cubierta por 
estudiosos del derecho comercial y por una copiosa y fértil jurisprudencia. Sus cri¬ 
terios distan de ser concordantes en cuanto a contenido doctrinario c instrumental se 
refiere. 

Algunos autores opinan que parte de la doctrina identifica la empresa con el 
fondo de comercio (por ejemplo. Hai.pf.riv) Oiros entienden que el fondo de comer 
ció sería el sustrato material de la empresa, el conjunto de bienes integrantes, exclu¬ 
yendo al empresario y a su contexto 

Nuestra ley concibe a la empresa en estado estático, referida a un instante del 
tiempo y no con los factores dinámicos que la caracterizan como "empresa en marcha" 
Sin embargo, en forma unánime se acepta que la enumeración legal es simple¬ 
mente enunciativa, es decir, abierta a la incorporación de los nuevos elementos tcc- 
nológicos y figuras que la realidad económica nos trac 

El avance de la economía en cuanto al concepto dinámico de la empresa mo¬ 
derna nos permite reconocer su carácter, precisamente en esta dinámica hacicndal 
según dice el prof. Alberto Arevalo. La empresa, individual o colectiva, es un or¬ 
ganismo vivo y cambiante destinado a coordinar los demás factores de la producción 
de bienes y servicios, destinados a satisfacer humanas necesidades. La eficiente uti¬ 
lización de los recursos materiales y humanos, para el cumplimiento de su objetivo 
básico, tiene en la terminología contable una expresión clara y precisa empresa en 
marcha 

La compleja interacción de los distintos medios de producción (de capital, tec¬ 
nología. trabajo, servicios de terceros, medio ambiente, etc.) en búsqueda del mejor 
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logro económico, permitirá la generación de un fondo de comercio En resumen, los 
bienes económicos deben encontrarse conformando una universalidad cconómieo- 
juridico-sorial. integrada armónicamente para lograr su generación 

Zaldivar f‘) esbo/a los elementos integrantes del fondo de comercio 

'« El ekiMSMo pervsul. 
bi lot rlrmrotm mnrnalev 


4) lo» valores intangibles * 

i F.l elemento personal: los recursos humanos constituyen el factor dinámi¬ 
co por excrlcncia. Se ubica en distintos estamentos conforme las responsa¬ 
bilidades que en el proceso productivo asumen. 

I>) Ixss elementos materiales representados por bienes económicos tangibles 
(inmuebles, muebles y otros bienes de uso. materias primas, etc.) destinado* 
a ser utilizados, transformados o consumidos en el proceso de la producción, 
objeto de la empresa. 

i i l.os elementos inmateriales: de notoria importancia los encontramos repre¬ 
sentados por valores de esta naturaleza, tales como nombre y emblema co¬ 
mercial. las patentes de invención, las marcas de fábrica, los dibujos y dise¬ 
ños industriales, las distinciones honoríficas, etc., tal como lo ejemplifica el 
art. I* de la ley 11.867. 

d) Los valores intangibles es una subcspccic de la precedente, según la idea 
de Zaldivar. Su valoración económica no proviene de un registro contable 
que nos informa su costo. Por el contrario, es un valor real, eiisie. pero su 
concreción es el producto del accionar de todos los demis elementos que 
integran la empresa, tanto endógenos como esógenos. En lo esencial, juegan 
valores difíciles de apreciar, tales como la clientela, la ubicación del local, 
la tcntabilidad histórica de la empresa, la capacidad de su equipo de dilec¬ 
ción. la motivación de sus trabajadores, etcétera. 

Esta variedad de elementos dinámicos, positivos, autogencradas de una mane¬ 
ra permanente, podríamos resumirla en la palabra inglesa goodwill. en la expresión 
italiana avviamento o en la nuestra llave de negocio. 

En el momento de decidirse la transferencia de la propiedad de una empresa en 
marcha debe ser considerada y valorada a tal fin. Singana empresa en marcha deja 
de tener un "valor Uave"positivo, neutro cuando su valar es igual a cero, o también 
negativo. 


<I)Zam*vai. BMUWiyoUos, tiudenim ét éeredto uaeianm.fá AbrtwkvfMrw Humoi Ai 
res. 197». pag 63. 
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Taleva Salvat (') nos informa que la jurispiudcncla rciiciadn ha sido conse¬ 
cuente con esta idea. En mérito a la brevedad nos limitaremos a transcribir algunos 
fragmentos de fallos que así lo definen 

Id fondo de comercio no es un conjunto de bienes mueble i uno de fueren productivas, 
deudas y cosas que se presentan como un organismo, con elementos estáñeos, que son meo/ 
florales (nombre, enreda, contrato de tocando) y corporales (instalaciones, maquinarias, mer¬ 
caderías). y dinámicos que cuán consumidos por su capacidad como Organismo fructífero, 
lodos con perfecta unidad, por los fines a que tiende que no son otros que la obtención de 
beneficios en el orden comercial Ene organismo complejo no es la empresa, m su conjunto 
de bienes materiales e inmateriales, sino una estructura jurídica apea para permitir la venta de 
una organización o empresa económica * (C'ímara Civil y Comercial de Morón. Sala 1.21 de 
julio de 1988. tjveram. Mario Amóntela c. GtraUez. Otilia dementóla, píg IM I 
"La llave es sólo una manera de unir bajo un nombre esprcilvo y sugestivo, lodo lo que la 
empresa encierra en cualidades, clientela y awiamento ' 

'La clientela no es un ele memo, nt un factor de la empresa; sino una aptitud o una cuali¬ 
dad de ella. Una aptitud pan su poder presunto de efectuar negociaciones Una cualidad, 
porque en el manejo de sus negocios se afuma la convicción, razonable o no, cierta o in¬ 
cierta y de allí que sea sólo una cualidad subordinada a la raionabllidad mí' o menos lógi¬ 
ca de una expectativa ' (Cámara Nacional en lo Comercial. Sala B. 26 de febrero de 1992. 
Distribuidora Aguapes S.R.L c Agtp Argentina S A . pág 106 ) 

"La casa, negocio o fondo de comercio importa una universalidad de hecho (art I*, ley 
11 867) cuyos elementos componentes (cosas y desechos) conservan su individualidad propia 
y cuya unión la determina su identidad de destino Siendo asi. no es posible extender ana¬ 
lógicamente el régimen propio que afecta la libre disponibilidad de aquí!los * (Cámara Na¬ 
cional de Apelaciones en lo Comercial. Acuerdo Plenano del 12 de mayo de 19.18. Arresr. 
Edmundo M.N.. pág 103.) 


Conveniencia y necesidad de su reforma 

La rica experiencia acumulada a !o largo de los años de vigencia de la ley 
11.867. la aparición de nuevas figuras de intercambio comercial, In mundialización 
de la economía; verdaderos "rascacielos económicos" actúan en lodo el planeta con 
sus marcas, patentes, royalties y joint venturas. Además, los gigantescos mercados 
regionalmente integrados. La necesidad de considerarlos c incorporarlos hace nece¬ 
sario, a nuestro juicio, estudiar la urgente modernización del mecanismo legal vigcntc- 


III. ASPECTOS LEGALES 

Cualquiera sea la dimensión económica del fondo de comercio que se transmi¬ 
te. tal decisión genera vinculaciones, más allá de las específicamente vinculadas con 


(2) Talbva Salvat. Oslando, Cómo hacer una transferencia de fimda de comercio. Ed Vállela. 
Buenos Aire». 1994 
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la ley 11.867: el Código de Comercio, el Código Civil en forma supletoria con aquél, 
leyes de orden tributario nacionales, provinciales y municipales, leyes y convencio¬ 
nes laborales, etcétera. 

En nuestro caso, resulta de esencial importancia la normativa legal, reglamen¬ 
taria o dispositiva de organismos tale* como la Inspección General de Justicia, leyes 

y reglamentos. 

La normativa técnica dictada por los consejos profesionales de ciencias econó¬ 
micas de In Capital Federal o jurisdicción provincial correspondiente debe ser anali 
/asía cuando se enfrenta ante la necesidad de valuar una empresa a efectos de su venta 
integral. Especial cuidado habrá que lener en cuanto se refiere a las normas conta¬ 
bles a aplicarse en este supuesto 

Debemos tener en claro que en este supuesto no nos encontramos ante un ba¬ 
lance de ejercicio, cuyo objeto esencial es determinar con cierta razonabilidad los 
resultados imputables al mismo o su situación patrimonial, a una fecha dada Aquí 
se trata de estimar el valor de la empresa en marcha, una hacienda compleja someti¬ 
da a la dinámica propia de su actividad, a lo que dehemos añadir la incorporación de 
activos no rcgisirnbles en la contabilidad (local, clientela, nivel de ganancias en el 
pasado y su posibilidad de proyectarlas en el futuro, etc.). De la misma forma, ten¬ 
dremos que encontrar los mecanismos de valuación que mejor reflejen tales valores, 
sin atarnos necesariamente a los valores de libros. 

Esto tiene un valor relativo, por cuanto muchas de las circunstancias a apreciar 
surgirán precisamente de las cifras históricas de los registros contables. Nuestra for¬ 
mación técnica, conocimiento y experiencia serán la guia que nos permita encontrar 
el mejor de los métodos posibles. 

Los balances c inventarios de ejercicios precedentes son importantes Pero cuan¬ 
do se nos habla de transferencias de fondos de comercio, la primera sugerencia que 
se nos ocurre es la de un inventario prolijo, efectuado con la valoración que haya¬ 
mos elegido (valores corrientes, valor neto de realización o cualquier otro) Este in¬ 
ventario. asi valorizado, es importante para llegar a la determinación de un patri¬ 
monio actualizado a la fecha de la transacción. Los pasivos verán revisados escrupu¬ 
losamente para asegurarnos su procedencia y corrección, tanto cualitativa como cuan¬ 
titativa. Habremos analizado las contingencias, de uno y otro signo, tratando de de¬ 
finirlas con la mayor precisión posible. ¿Nos falta algo?, podríamos inquirimos a esta 
altura, [islán valuados los créditos, inversiones, existencias en bienes de cambio, loa 
activos inmateriales y los bienes de uso. Podríamos decir satisfecho*. Esli todo 

Sin embargo, nos resta todavía una inquisición importante y particularmente 
difícil de medir en términos económicos: ¿Cuál es el valor de nuestro equipo geren 
cial? ¿Cuánto valen nuestros recursos humanos'’ ¿Están bien ubicados nuestra plan¬ 
ta de producción y nuestros locales de venta? Y nuestra clientela. „e» cautiva" de 
nuestros productos, medianamente fiel o relativamente cambiante? ¿Sonto* creativos 
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y tenemos en cuenta las sugerencias de nuestra clientela ’ ¿Cuánto vale o valdrá en 
el mediano y largo plazo la misma? ¿Estamos en condiciones de incrementarla en el 
futuro próximo? ¿Podremos competir con productos similares importados o locales 
en calidad y precios? ¿Tenemos o estamos preparando planes de expansión en el corto 
y mediano plazo? ¿Cómo se financiarán? Nuestra rentabilidad histórica ¿ex superior 
o inferior a la normal del mercado? ¿Podrá mejorar en los artos por venir? ¿Cómo? 

Muchos otros interrogantes se nos habrán de presentar. Deben ser analizados fría¬ 
mente. ( .Para qué? Pues, sencillamente, para determinar el valor (o disvalor) de un activo 
no registrado contablemente, sino que es el resultante fáctico de una labor eficiente 
(o ineficiente) de acciones precedentes. Así, mediante el análisis pormenorizado de 
múltiples factores, iremos animándonos a la determinación del valor llave del negocio 

Una vez ordenados estos valores, será de nucstni responsabilidad encontrar el 
método técnico más ajustado a los requerimientos del problema, en función de la 
predominancia que los distintos factores observados invistan. No nos resulta posible 
aquí hablar de dichos métodos, pero existen y pueden ser aplicados 


IV. PUBLICIDAD 

Lo esencial en la ley 11.867 es la defensa y protección de los acreedores del 
vendedor o transferente de un fondo de comercio. El resto de su ordenamiento se 
estructura precisamente en esta idea. 

La publicidad constituye el mecanismo al que la ley asigna un rol predominante 
para informar a los titulares del pasivo empresario a transferir. Una vez acordada entre 
las partes la transferencia del fondo, por cinco días deberá publicarse en el Boletín 
Oficial de la jurisdicción pertinente. Aparte, deberá realizarse otra publicación en un 
diario de idéntico lugar, sin especificar el grado de difusión de tal medio de prensa 
Conocida es la presunción legal que crea la publicación en el Boletín Oficial, pero 
también sabemos la escasa lectura que el mismo tiene en la comunidad mercantil. El 
hecho de no exigir la ley 11.867 un órgano de gran difusión para la otra publicación 
puede significar, y en la práctica significa, una escasa comunicación con los acree¬ 
dores interesados El plazo de los avisos con respecto su publicación obsta el cono¬ 
cimiento de los interesados terceros, con las implicancias negativas que supone. 

Estimamos conveniente que esta publicación debe realizarse en díanos de re¬ 
gular o gran difusión, con plazos y lugares diferenciados para aquellos fondos de sig¬ 
nificativa importancia económica. 

La publicación deberá indicar: 

‘■.Ja clase y ubicación del negocio, nombre y domicilio del vendedor y del comprador y 
en coso que interviniesen. el del rematador y el del ncrlbano con euyn actuación se reall- 
'a el neto* (un. 2* de la ley 11 *67) 
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Muchil mayor relevancia nene la exigencia Jel art. 3* de la ley. al eligir al 
vendedor la presentación al comprador de una relación ecenia y firmada, donde 
indicará la totalidad de la* deuda* que a exa fecha mantenga. Este documento indi¬ 
cará los 


• rumores y Jemiciliot cW Im acrrrdnrrv monis rk l«< rredtlm y fr.hjr de rtmcimacMn 
ti lo» hay - 

Esta condición, que pareciera ser la mayor garantía para lo* acreedores, en la 
práctica no lo es tanto, por la* rabones relativas a la publicidad defectuosa, como lo 
mencionáramos anteriormente. Pareciera mucho más razonable recurrir a una co¬ 
municación epistolar, además de la periodística, a la manera de la que debe cur¬ 
sar el síndico concursa! a lo* acreedores. Lo dicho, sin perjuicio de que aquello* es¬ 
tablecimientos comerciales u industriales im ponan tes deherían presentar certificacio¬ 
nes contables similares a la» de los me*. 3 y 5 de la ley concuna! (coinciden*ta cn- 
irc los saldos declarados con los registro* contables del vendedor) 

Prosígame»* con el trámite postenor El art. 4* de la ley fija un plazo de 10 días, 
contado* desde la última publicación, para que lo* acreedores, declarado* o no por 
el vendedor, hagan oposición a la venia Tal oposición deberá efectuarse al vende¬ 
dor en el lugar denunciado como domicilio en las publicaciones Puede tratarse del 
domicilio especial fijado por los profesionales intcrvmiente* en la negociación Pese 
n que la ley no menciona otro* que el escribano o martiliero, a nuestro juicio nada 
obsta la intervención de un contador público en lal supuesto El acreedor, en este acto. 
Ic* reclamará la retención de sus respectivos créditos y el depósito de su momo en 
el banco correspondiente. Es natural que lal retención pueda ser solicitada por loa 
acreedores que figuran en la nota declaratoria presentada por el vendedor, como por 
cualquier otro que se considerara omitido en la misma. Estos últimos serán conside¬ 
rados si presentaren “los títulos de sus créditos o acreditaren la existencia de ellos por 
asientos llevados con arreglo a las prescripciones del Código de Comercio* natural¬ 
mente con certificación o compulsa practicada por contador público 

Depositada la retención (por el comprador o profesional inlcrviniente). si el 
acreedor objetante no ba iniciado la demanda para el embargo judicial (art. 5*) 
sobre la suma redamada 120 dias), la misma puede ser retirada por el deposítame. 

Si la deuda reclamada fuera cuestionable para el vendedor enajenante, éste po¬ 
drá solicitar al juez, que se le haga entrega de la suma retenida, ofreciendo la caución 
suficiente para responder por ello (art. 6*). 

Vencido el plazo de 10 días previsto para las oposiciones de los acreedores, la 
ley 11.867 determina que se hayan producido oposiciones o no: recién entonces po¬ 
drá formularse el documento de venta 

Para producir efectos contra terceros, dicho documento deberá extenderse por es 
crilo e inscribirse, a su vez. en el Registro Público de Comercio en un período similar 
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En ningún caso. la venia puede efeciunrsc por una cifra monetaria Inferior a 
la suma de los créditos totales constitutivos del pasivo, declarados o no por el 
vendedor , pero con oposición de los acreedores Puede ser obviada esla circunslan 
cía medíanle la conformidad unánime de los referidos acreedores (orí 8*). El origen 
de los créditos también es tenido presente por la ley. "Deben proceder de merca¬ 
derías u otros efectos suministrados al negocio o de los gastos generales del mismo" 
(art. 8*)- 

A los Tines expresados, cualquier entrega de dinero que aparezca como antici¬ 
po. seña o entrega a cuenta de precio se presume simulada y sin valor a los fines de 
su cuantificación (art. 9°). 

La otra modalidad de transmisión de un fondo de comercio la encontramos 
en la misma ley 11.867 (art 10). que otorga al vendedor la posibilidad de recurrir 
para su enajenación a "ventas en block o fraccionadas de las existencias en re¬ 
mate público..." En este supuesto el martiliero interviniente deberá "levantar pre¬ 
viamente inventario'’ de las existencias a rematarse, efectuar las publicaciones ya vis¬ 
tas en el Boletín Oficial y otro periódico. A su cargo estará la recepción de las opo¬ 
siciones dentro de los plazos anteriormente comentados. El remate a "martillo alza¬ 
do" puede generar ingresos por una cifra inferior ul pasivo declarado por el ven¬ 
dedor más los provenientes de oposiciones verificadas En este caso el martiliero 
está obligado a depositar la totalidad del producto de la subasta en la cuenta especial 
para depósitos judiciales, con la sola deducción de los gastos y honorarios. 

Las sanciones para los partícipes son graves En efecto, la ley determina la res¬ 
ponsabilidad solidaria entre el vendedor, comprador, escribano, martiliero O persona 
interviniente en la negociación, por la totalidad de los pasivos que no pudieran cu¬ 
brirse por efecto de su incumplimiento. El monto tope de esta responsabilidad lo 
constituye el precio de las ventas realizadas (art. 10 in fine). 

Por último la ley determina que el Registro Público de Comercio, a cargo de 
la tarea de inscripción, pueda ser reemplazado por un registro especial a crearse. 


V. INTERVENCION Y DIRECCION 


La ley 20.488 que regula el ejercicio de los profesionales graduados en cien¬ 
cias económicas (del 23/5/1973) determina con toda claridad los alcances que acuerda 
a lo* contadores públicos para intervenir en las transferencias de fondos de comer¬ 
cio. En efecto, el inc 9 del art. 13 de la referida ley nos dice: 
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La experiencia no* ha hecho conocer que, en nuestra profesión, esta importan¬ 
te incumbencia no ce encuentra desarrollada Habida cuenta de la amplitud con que 
la ley 20.4X8 le asigna a este campo de trabajo, es de desear que los graduados en 
ciencias económicas dediquen parte de su actividad a este sector Para ello se encuen¬ 
tran particularmente preparados desde el punto de vista técnico. La realización del in¬ 
ventario. las valuaciones que requieren los mismos, el edículo de valores intangibles 
de difícil estimación económica, la realización de las cuentas propias del trabajo y sus 
sencillos pasos procesales lo hocen, en verdad, aconsejable. 

Para los graduados en fecha reciente, el campo que ofrecen las ventas de fon¬ 
dos de comercio de pequeñas y medianas empresas les permitiré adquirir la experien¬ 
cia profesional suficiente para los problemas de mayor envergadura que generan in¬ 
tervenciones de magnitud superior 
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I. INTRODUCCION 


El motivo del presente comentario es examinar y considerar los aspectos más 
significativos concernientes a las funciones, los rasgos, la naturaleza, las facultades 
y los deberes que posee el contador público, en su carácter de graduado en ciencias 
económicas, en su actuación profesional como consultor técnico, de acuerdo con la 
normativa procesal vigente, con referencia, fundamentalmente, al ámbito forense me¬ 
tropolitano ('). 


II. ANTECEDENTES 

A los fines de comprender mejor la figura del consultor técnico, surgida de la 
reforma legal establecida en el alio 1981. se considera oportuno destacar y recordar 
cuál era la situación procesal previa existente en el ámbito forense de la Capital Fe¬ 
deral. En efecto, a inicios de 1981. se encontraban en vigencia en el área metropoli¬ 
tana los siguientes regímenes procesales: 


Disposición normativa 

Fuero imperante 

Código Procesal Civil y Comercia! de la Nación (ley 17 *54). 

Ley 18.345. 

Código Procesal en Materia Penal (ley 2.372 y mo<*fieatonas|. 

Ovil, comercial y tederal 

Laboral. 

Penal. 


Consecuentemente a esa circunstancia, hasta la sanción y la vigencia de la ley 
22.434, dictada el 16/3/81 y modificatoria del Código Procesal Civil y Comercial de 
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la Nadita (ley 17.454), dentro del ámbito procesal en materia perú tal podían actuar 
los. Maúlenles profesionales: 

— Peritos designados de oficio. 

— Pericos a propuesta de parte. 

— Peritos oficiales. 

Es necesario y atinado consignar que dentro de la enunciación anterior se ex¬ 
cluyen expresamente los denominados 'peritos de administración pública" (arl. 93 de 
la ley 18.345) y los llamados "peritos arbitros", debido a su muy escasa aplicación 
práctica y a su limitada vigencia en los fueros forenses capitalinos- 

A partir de la sanción legal de la modificación aludida en los fueros civil, co¬ 
mercial y federal surgió una nueva figura procesal, conocida como "consultor técni¬ 
co”. 


III. REFORMA PROCESAL DE 1981 

En primer término, es importante destacar que la figura del consultor técnico 
en la legislación nacional de carácter procesal es —en cierto modo— de reciente data: 
consecuentemente a esa circunstancia, aún hoy no es. en nuestro medio, de aplica¬ 
ción y conocimiento muy generalizados, tanto para los profesionales vinculados con 
las carreras de ciencias económicas como para aquéllos graduados en otras discipli- 


3,1. CONSIDERACIONES 

Tal como se recordará, mediante la sanción de la ley 22.434 f ? ) se dictó una 
importante reforma a la legislación procesal entonces vigente 

A tale* fines, el Poder Ejecutivo Nacional convirtió en ley el proyecto de re¬ 
forma al Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (CPCCN) —representado 
en ese momento por la ley 17.454 establecida en 1967—. que fue elaborado por una 
comisión especial, constituida a esos propósitos en el entonces existente Ministerio 
de Justicia de la Nación. 


<2 1 La ley 22 4M sancionada «I 16 de mar/o de I9KI por el goinrmo nacional de fació que regla 
emmm 4H püa y 1m paMicada en el Boletín Ofkial el 27 de marro del misma *6» 
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3,2 CARACTERISTICAS PROPOSITOS Y ALCANCE 


Por la» circunstancias mencionada» ion viene tener prevente que. en función de 
lo c»presamente consignado en el propio texto del mensaje que de macera iqinrr— 
acnmpaAÓ al proyecto normativo elevado a la comidcracióa del Poder Ejecutivo 
Nocional —con facultades excepcionales de carácter legislad'o—, la reforma norma¬ 
tiva procesal sancionada tenia los siguientes propósito* 


a) buscaba el aparente objetivo de lograr una mayor celer 
procesales, sin afectar la segundad iwtdica. la etecliva cc 
clpio de inmediación, la incorporación de ■ 
jurisprudencia y por la doctnna. la simplificación de al 
tas y la actualización de diversas doposicioaes a 


b) por su extensión, la modificación procesal coi coces introducida fue de am¬ 
plio alcance, dado que, aproximadamente. * reformó la mitad de Ins artículos 
del código procesal vigente hasta entonces. « incluyeron nuevos y te dero¬ 
garon muchos otros Desde el punto de vista emineiUettieiMe formal, el re¬ 
sultado fue que la justicia nacional contó con un flamante código procesal 
reformado y actualizado 


Por otra parte, y atento a su propia naturaleza y a u 
ción procesal establecida en si 
civil y especial en lo civil y en lo comercial, perteneciente* a la fusilera a 
—es decir, los tribunales de la Capital Federal— 
jurisdicción en las distintas provincias de nuestro país. 


No obstante ello, y si bien la reforma procesal menctoni 
peeíficamcntc el ámbito del fuero laboral ('). debe reconocerse, con 
características de su alcance y la naturaleza supletoria que tenían sus 
que varias de estas últimas de tipo procesal, oportunamente 
tuvieron electos y consecuencias —en aquello que fuese cumpa 
esa rcfonnulactón normativa. 



Asimismo, y en referencia a la efectiva aplicación de las nuevas disfúmenme* 
procesales sancionadas, el art 2* de la citada modificación legal dictaba el ordena¬ 
miento siguiente: 

a) como principio general, la disposición procesal introducida en e*a instancia 
regla a partir de los ciento veinte (I20j días de su publicación (o seo. desde 
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el 24 de julio de 1981) y se aplicaría a las controversias judiciales que for¬ 
malmente se iniciaran luego de esa fecha, 
b) además, importa destacar que el pto. VI del artículo comentado, perteneciente 
a la ley modificatoria sancionada en esc momento, expresaba taxativamen¬ 
te que las normas y las disposiciones contenidas en los arts. 458 a 476. y 478, 
en cuanto alteraban el régimen de designación de los peritos judiciales y 
admitían la posibilidad de que las partes nombraran u la nueva figura de los 
consultores técnicos, eran aplicables a los procesos judiciales que a la fecha 
de entrada en vigor de la citada ley no se hubieran aún abierto a prueba o 
no hubieran pasado la oportunidad de ofrecerla, según la clase de proceso de 
la cual se tratare. 


3,3. PRINCIPALES INNOVACIONES INTRODUCIDAS 
EN MATERIA PERICIAL 

A los fines del presente comentario, y tal como se manifestara en un artículo 
anterior del autor (*), como resultado de efectuar el cotejo y la consideración crítica 
entre las oportunas normas dispositivas preexistentes, pertenecientes al CPCCN san¬ 
cionado en 1967 por medio de la ley 17.454. con el texto resultante que efectivamente 
reformó a esc ordenamiento legal, pero referidas sólo a las disposiciones agrupadas 
en la sección 6* bajo el título "Pruebas de peritos", parte este último del cap. V. de¬ 
nominado "Prueba", surgen las observaciones que se indican seguidamente. 

En efecto, del examen comparativo entre las nuevas normas procesales sancio¬ 
nadas en la instancia mencionada y aquéllas contenidas en el ordenamiento legal re¬ 
formado. referidas al fragmento dispositivo señalado —que comprende veintidós ar¬ 
tículos (del 457 al 478. inclusive)—, se desprenden las principales consideraciones 
y comentarios que se puntualizan a continuación: 

a) Los únicos cambios sustanciales introducidos en el nuevo ordenamiento pro¬ 
cesal sancionado pueden sintetizarse, fundamentalmente, bajo los siguientes 
aspectos: 

1. La designación de un perito único de oficio en reemplazo de los tradi¬ 
cionales peritos propuestos de parte, vigentes en el régimen procesal 
anterior. 


(4) Diu Eijt, Qvrvnrro Pinoso. 'Lo* perito* judiciales aiue la* recientes reforma* en la legisla¬ 
ción proceuü" Contabilidad y Administración. N*48. t VI», alio IV. Buenos Aire*, jumo de 1981, pdg* 
197 a«66 
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2 . La aparición de una nueva y curiosa figura dentro del ordcnomiento nor¬ 
mativo reformado, denominada 'consultor técnico" con la facultad de ter 
propuesta por cada parte litígame. 

V La sensible reducción en el plazo formal y presuntivamente establecido 
para la realización y la presentación del respectivo informe pericial, 
b) El resto de las modificaciones sancionadas en el fragmento normativo men¬ 
cionado es de mera incidencia formal, dado que solamente tiende a compa- 
tibili/ar y armonizar de manera semántica la adecuada redacción del texto 
de las anteriores disposiciones procesales vigentes con los cambios estable¬ 
cidos. 


Alentó al propósito y al énfasis drl presente capítulo, seguidamente se analizará 
lo referido a la novedosa institución denominada "consultor técnico’ 


IV. LA FIGURA DEL CONSULTOR TECNICO 

En relación con la reforma comentada y referida específicamente a la figura del 
consultor técnico, se se/talarán, a continuación, los aspecios más significativo* de la 
novedad oportunamente introducida en materia procesal. 


4.1. ASPECTOS TERMINOLOGICOS Y NORMATIVOS 

En primer lugar, desde el punto de vista eminentemente semántico, el diccio¬ 
nario de la Real Academia EspaAola (’) define los vocablos en cuestión de la siguiente 
forma: 

"Consultor ': el que da su parecer, consultado sobre algún asunto (primen 

acepción). 

— "Técnico" el que posee los conocimientos especiales de una ciencia o arte 
(tercera acepción). 

Por otra parle, las únicas disposiciones normativas específicas contenidas en el 
CPCCN que denotan una expresa referencia a la nueva figura procesal establecida son 
once artículos. 458. 459. 461. 462. 471. 472. 473. 474. 475. 477 y 478. 


(5) Real Academia Espadóla. Dtmonana d* la Ltugmi F-tpaM «, 

1970. p4g» .149 y 1248 
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4.2. ANTECEDENTES DOCTRINARIOS 

De la lectura del art. 458 del ordenamiento procesal sancionado en su momen¬ 
to surge la curiosa novedad sobre la posible designación de consultores técnico*, dado 
que en su último párrafo se establece de manera expresa que "cada parte tiene la fa¬ 
cultad de designar un (I) consultor técnico" 

Sorprende y. a la vez. llama mucho la atención la innovación introducida en su 
oportunidad en el testo normativo comentado, dado que. prácticamente, se descono¬ 
cen los antecedentes doctrinarios y normativos similares en cuanto a la novedosa fi¬ 
gura jurídica mencionada dentro del ordenamiento procesal existente 


4,2.1. Exposición de motivos 

En efecto, de la lectura acerca de la extensa exposición de motivos, justifica- 
toria de las reformas procesales introducidas, surge, contenida en el texto de la nota 
de elevación que precede al cuerpo legislativo sancionado, bajo el pto. 10 del título 
"Reforma de carácter técnico", la única mención explicativa sobre el particular, cuan¬ 
do se manifiesta como "otras innovaciones" a la expresa "posibilidad, otorgada a las 
partes, de nombrar dilectamente consultores técnicos para que expongan sus puntos 
de vista respecto del dictamen pericial que en lo sucesivo estará a cargo, en princi¬ 
pio. de un solo perito nombrado de oficio' 


4,2,2. Otros textos normativos en materia procesal 

Por su parte, y como señala el Dr. Duro (*). el consultor técnico es una figura 
que aparece por primera vez en el Código de Procedimientos Penal italiano de 1930. 
aunque el art. 22 de! anteproyecto perteneciente al Dr Carnelittti —de 1925— ya 
contemplaba esa innovación. 

Asimismo, en nuestro país, la legislación procesal civil de la provincia de Santa 
Fe. a través de la ley provincial 2.924 de 1940. regulaba este instituto, denominán¬ 
dolo "delegado pericial". 

Dentro del derecho comparado, también se reconocen como antecedentes doc¬ 
trinarios el art. 201 del Código Civil italiano (en materia penal, el art. 325). el art. 
132 del Código Procesal Civil de Brasil y el art. 36 del Código Civil del Vaticano. 


(6) Orno. Cmai. 'Pericial «Moblar. penloi y consultare» Moneo»', conferencia pronunciada en 
d Ccmcjo Profesional de Cienoa» Económica» de la Capital Federal, realizada en Bueno» Aire» el 18 dt 
mano de 1988 
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En nuestro país, se toma en cuenta el art. 272 del Código Penal de la provincia de 
Córdoba, que menciona a los peritos contralorcadorcs. En este último caso, la doc 
trina nacional se encuentra dividida respecto de considerarlo un antecedente directo. 
No obstante ello, un fallo judicial proveniente de la Cimara Segunda en lo Civil y 
Comercial de Córdoba (N* 30.2JO del 23/5/80) ki permitió y admitió como tal O- 


4.2.3. Simpatizantes y detractores 

Desde el punto de vista de la doctrina vinculada con el derecho y la práctica 
procesales, la reforma de 1981. en este aspecto, dividid a los tratadistas entre quie¬ 
nes encontraban al consultor técnico como una ayuda al proceso y aquellos que le rea¬ 
taron cualquier utilidad práctica real. 

Tal como manifiesta el Dr. Duro (*). entre los primeros se incluyen los Dres 
Enrique Falcon. Carlos Finocchietto y Enrique Ama ni. quienes, junto con otros 
prestigiosos autores, reconocieron lo positivo de la reforma, debido a que —entre 
otros aspectos— permitía un mejor control de la pericia a medida que ésta se produ¬ 
ce. una mayor claridad en los puntos periciales (al estar redactados por técnicos en 
cada materia), así como también una gran transparencia en la contestación del tras¬ 
lado de la pericia única tic oficio, unido a un aporte superior de datos al jucr y una 
posibilidad (ransaccional más amplia entre las panes, al ir conociendo el desarrollo 
de la prueba pericial ordenada. 

En forma diamctralmentc opuesta a lo expuesto opina Miras y Alonso, ya que. 
según él. la creación del consultor técnico resulta inútil, debido a que el informe ca¬ 
rece de la valide/, del peritaje; puede seguirse, por lo tanto, con la costumbre de que 
el letrado patrocinante, por vía de la impugnación de la pericia, formule las mismas 

observaciones que realiza el consultor técnico (*). 


4,3. NATURALEZA. FUNCIONES Y ACTUACION PROCESAL 

Sobre este particular, merecen formularse consideraciones y coméntanos sig¬ 
nificativos y relevantes, como los que se realizan a continuación. 


<7j Duro. op ni i 
(8) Duro. op . til. i 
(91 Duro, ap ni. i 


i noutbl. 
«ouióL 

I «00.(61 
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4,3.1. Reemplazo de los peritos propuestos de parte 

Conforme a la reforma proce ■«al sancionada, el consultor técnico tiende a reem¬ 
plazar a los peritos propuestos de pane, quienes anteriormente tenían la obligación 
de practicar su diligencia procesal unidos al perito designado de oficio (art 471 del 
CPCCN sancionado por la ley 17.454). Según el Dr Duro i I.i práctica procesal 
tergiversó el lugar del pento de oficio, sacándolo de su rol como auxiliar del juez y 
colocándolo en el ámbito de las cuestiones específicas planteadas por las partes a 
través de sus propios peritos 


4,3,2. Asesor directo para cada parte litigante 

No obstante lo indicado de modo precedente, y si bien parecieran no estar su¬ 
ficientemente claros el sentido y el propósito de la labor que deben cumplir los con¬ 
sultores técnicos con posibilidad de ser propuestos por cada parte litigante, surge, de 
la lectura de todo el articulado correspondiente a la sección 6* del texto procesal re¬ 
formado. la presunción de que los mencionados profesionales tienden a actuar, más 
bien, como asesores directos en la materia específica de su competencia para cada una 
de las parles litigantes, en forma complementaria c indirecta del propio magistrado 
interv miente 


4,3,3. Auxiliar indirecto del juez 

En efecto, de acuerdo con la legislación procesal mencionada, el consultor téc¬ 
nico constituye un auxiliar indirecto de la justicia, contrariamente a como lo es el 
perito designado de oficio. 

Tal como manifiesta el Dr. Galio (") con gran acierto, no puede haber consultor 
técnico si no existe informe pencial. pero sí puede haber dictamen pericial sin que 
necesariamente exista consultor técnico. 

De lodo ello es notorio y evidente especificar que la finalidad principal de esta 
figura procesal consiste, fundamentalmente, en asesorar de manera directa a la pro¬ 
pia parte litigante que la propone y. de manera indirecta, al magistrado actuante. 
Asimismo, le atañe controlar y supervisar la debida realización de la tarea pericial e$- 


(10) Duro, op t il en nota (6). 

(11) Gallo. Hiioo Alf*edo, La actuación Judicial del cantador. Ediciones Tarso, la Piala. 19*5. 
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pecffica —en lodo-i sus aspecto*— del perito judicial iMervmieme. y presentar opor¬ 
tunamente al citado perito sus observaciones, pedidos de explicaciones y aclaracio¬ 
nes. 

Por su parte, el Dr. Binda (”) entiende, al referirse a este tema, que no pueden 
ni deben considerarse antecedentes de este nuevo instituto procesal a los denomina¬ 
dos "peritos coniraJoreadorcs”, previstos en el Código de Procedimientos en lo Civil 
y Comercial perteneciente a la provincia de Córdoba. 

En efecto, según el citado autor, el art. 253 indica que los peritos contnlorea- 
dores son aquéllos propuestos por las propias panes litigantes, cuya única misión será 
la de evaluar y criticar técnicamente el dictamen del perito único de oficio, designa¬ 
do por el juca. 

El Dr Binda manifiesta que la diferencia existente entre ambas figuras proce¬ 
sales se basa en el hecho de que los coniralureadores. a pesar de la limitación que 
pareciera imponerles el propio texio procesal aludido, son. simplemente, peritas. Ea 
cambio, el consultor técnico, si bien reemplaza a las funciones cumplidas por los 
anteriores peritos de parte, actúa con una tarea y una naturaleza jurídicas distintas y 
especificas a la oportunamente indicada para aquéllos. 


4,3,4. Defensor-consultor 

Por otra parte, y tal como se indicó precedentemente, la figura del consultor 
técnico se encuentra ya mencionada en la legislación procesal italiana. En este aspecto 
es justo tener presente la opinión autorizada del Dr. Lino Enrique Palacio, quien 
asimila al consultor técnico como 'un verdadero defensor de la parte que lo designa 
para que le asegure en los ámbitos de la técnica ajenos al específico saber jurídi¬ 
co” ('*). El mismo autor, citando al Dr. Carnelviti. destacado y conocido académi¬ 
co italiano en materia procesal, comprende al consultor técnico en "el amplio concepto 
del defensor-consultor”. 

Asimismo, de acuerdo con lo manifestado por el Dr. Binda. resulta evidente la 
diferencia entre el perito y el consultor técnico, ya que el primero actúa como auxi¬ 
liar en la administración de justicia, mientras que el segundo cumple, fundamental¬ 
mente. con la parte litigante que lo designa, en la tarca de asesorar y controlar de 
manera técnica el desenvolvimiento en la realización de la prueba pericial 


(13) Palacio. Uno Emuqo*. Kmdta de la reforma fnrrttal tml y eamertml, E. 


Poro». Buenos Air», 1982. pig. 159 
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Coincidentementc con el criterio inmediato precedente. la Dra. Rabinovich de 
Landau ('*) recuerda que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la 
Capital Federal, en un pronunciamiento judicial referido a los auto* Oeste Motors Car 
S.A. c. Blanco. Carlos A. y otro, en su Sala “C". de fecha 10/2/84. oportunamente 
publicado en la revista La Ley. ha definido con claridad el carácter del consultor léc 
nico al decir que constituye el reemplazante de la parte que lo ha designado para rea¬ 
lizar por ella las observaciones pertinentes, controlando de manera técnica el desa¬ 
rrollo de las diligencias periciales; inclusive, dicho consultor puede presentar su pro¬ 
pio informe dentro del mismo plazo establecido para el perito actuante. 

Al respecto, la autora citada también manifiesta que. conforme al pronuncia¬ 
miento judicial aludido, el consultor técnico presenta una figura estrictamente aná¬ 
loga a la del letrado patrocinante y opera en el proceso en forma similar a este últi¬ 
mo. por lo cual, debe comprendérselo en el amplio concepto del defensor-consultor". 
Este criterio es plenamente coincidcntc con aquella definición antes enunciada por el 
Dr Palacio (”). 

Por su parte, el Dr. Gallo ('*) se pregunta y cuestiona si, cvcntualmcntc. el 
consultor técnico no puede llegar a constituir el perito del propio perito designado por 
el juez. 

Es por ello que. sobre la base del análisis de las distintas opiniones y posicio¬ 
nes citadas, puede definirse la naturaleza del consultor técnico de modo similar a 
como lo hicieron los propios autores de la reforma en sus consideraciones y funda¬ 
mentos. al señalar que "de la misma manera que las partes en el aspecto jurídico 
cuentan con el patrocinio letrado, no se admite por qué no podrían tener el apoyo de 
un experto en cuestiones técnicas" 


4,3,5. Patrocinio técnico vs. patrocinio letrado 

Es evidente que en nuestra legislación procesal nacional nace la figura del pa¬ 
trocinio técnico, a través de los consultores técnicos que representan un nuevo rol 
profesional, análogo al del abogado, asistiendo a las partes en cuestiones ajenas al 


(M) RsamovK-M ne Landau. Silvia Ge achia. 'Proyecto! de reforma al Código Procesal Civil y 
Comercial de la Noción Consultares técnicos', traban» presentado ante el Primer Cangreno de Actuación 
del Profesional en Ciencias Económicas, organizado por el Conseio Profesional de Ciencias Económica! 
de la Capital Federal y por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires, 
en la ciudad de Buenos Airea en 1984. pdgs 555 a 562 

< 15) P ai acio. Lino Emtout. Manual de derecho procesal civil. I I. Editorial Abeledo Penal. Bue¬ 
nos Ane». 1983. psg 591 

06) Gallo, op cu en nota til). 
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conocimiento y al saber jurídicos Rn este orden de idea», el Dr Duao f") puntuali¬ 
za que el accionar del consultor técnico constituye una suene de patrocinio técnico 
para quien propuso su designación 

Asimismo, el citado profesional considera que. en mérito a los facultades y 
obligaciones establecidas en la legislación procesal comentada, el consultor técnico 
ejerce lu representación de la parte que lo propuso, en cuanto a lemas aienos a la 
disciplina turídica. por lo que su accionar conformaría una suerte de patrocinio téc¬ 
nico perfectamente diferenciado del patrocinio letrado, el cual es ejercido por los 
abogados, y es propio e inherente a ellos ("). 


4,3,6. Funciones facultativas 

Por último, y tal como, con gran acierto, manifiesta la Dra Ramnovitm m Lu*- 
dau (’*), las funcione* del consultor técnico en nucsin legislación procesal son. de 
manera fundamental, facultativas de ser ejercidas por él Kn efecto, eso nene ungen 
expresamente en el verbo "podrí", empleado en el citado texto normativo Confor¬ 
me a ello, surge que las funciones asignadas al consultor técnico «on de orden emi- 
nentememc optativo, tal como se indica a continuación: 

a) podré presenciar las operaciones técnicas que se realicen y formular las ob¬ 
servaciones que considere penincnies (an. 471 del CPCCN i: 

b) podré presentar por separado su respectivo informe (arts. 472 y 474 del 
CPCCN): 

c) podré formular observaciones a los informes o explicaciones del perno (art. 
473 del CPCCN). 


V. ALGUNOS ASPECTOS ESPECIFICOS DE INTERES 
SOBRE EL CONSULTOR TECNICO 

Seguidamente, se comentan algunos aspectos puntuales de carácter con trove» 
■ido. referidos a la nueva figura procesal establecida. 


*t la 
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5,1. PROPUESTA DE DESIGNACION 

En cuanto a la oportunidad y a la forma de proponer la designación del consultor 
técnico, el art. 459 del CPCCN establece los siguientes aspee ios 

a) si la parte litigante decidiera ejercer la facultad de proponer la designación 
del consultor técnico, deberá indicar su nombre, su profesión y su domici¬ 
lio en la misma presentación donde ofrece su propio cuestionario de prueba 
pericial; 

b) asimismo, en el caso de la existencia de pluralidad de partes litigantes, y si 
éstas no concordaren en la propuesta de designación del consultor técnico co¬ 
rrespondiente a su pane, el juez lo designará por sorteo, sobre la base de la 
nómina de los nombres oponunamenic sugeridos por los propios litis-con¬ 
sones. 

De la misma forma como la legislación procesal vigente (art 462 del CPCCN) 
dispone que. previo a la determinación de los puntos de pericia propuestos, las par¬ 
tes litigantes podrán presentar, de común acuerdo, sólo al perito que intervendrá en 
el proceso judicial, también podrán proponer la designación de un nuevo consultor 
técnico si concordaran con la persona indicada para esa labot 

Es curioso destacar que. para la designación de los mencionados consultores 
técnicos, no es indispensable que éstos figuren matriculados ante la respectiva enti¬ 
dad profesional correspondiente a la jurisdicción territorial de que se trate ni a nin¬ 
guna otra. 

Los consultores técnicos pueden presenciar la realización de la diligencia pe¬ 
ricial que lleve a cabo el perito actuante y tienen la facultad de formular las obser¬ 
vaciones que consideren pertinentes (art. 471 del CPCCN) 


5.2. NOTIFICACION Y ACEPTACION DEL CARGO 

Al respecto, también es oportuno tener en cuenta los adecuados y acertados 
comentarios que el Dr Binda (*) formula sobre el particular, cuando manifiesta que. 
no obstante existir criterios y opiniones divergentes en cuanto a la forma de notifi¬ 
cación y a la aceptación del cargo por parte del consultor técnico, se considera de¬ 
seable y conveniente que se lo notifique de su designación de manera expresa, en 
forma simultánea con aquella que se efectúe al perito designado de oficio, y. consi¬ 
guientemente a ello, se le exija la debida y expresa aceptación del cargo, de acuerdo 
con las formalidades procesales conocidas 


(20) Bmim. op 


(12). 
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K* indudable que la notificación y la aceptación del cargo deberán facilitar la 
labor del perito de oficio y el buen ordenamiento del procera judicial, lo que redun¬ 
da en una mayor celeridad de este último 

Un criterio similar es sustentado por la Dra. Rabmovkh de Laudal (*'). En 
efecto, la autora citada efectúa una puntual referencia a la existencia de epímones di¬ 
vergentes sobre el tema relacionado con la formal aceptación del cargo por pane del 
consultor técnico. 

Asimismo, y a pesar de no estar expresa y explícitamente enunciado en las dis¬ 
posiciones normativas del orden procesal vigente, se considera que. al constituir el 
consultor técnico una figura procesal específica, también debe proceder a aceptar 
formalmente el cargo conferido, tal como deben hacerlo los propios pernos (art 469 

del CPCCN). 

No obstante, el Dr. Duro (**). compartiendo lo sostenido por el Dr. Caí los 
Eduardo Finocchirtto. manifiesta que. teniendo en consideraeióa ti sentido amplio 
y el espíritu de agilidad que la reforma pretendió darle a la ley. estima innecesario 
el rcqui.Mii> de aceptación del cargo Además, sostiene que el consultor técnico, al no 
ser un ausilmr directo del juez y al no estar sujeto a causales de recusación, y. ea 
consecuencia, al poder ser reemplazado por la parle que lo propuso en cualquier mo¬ 
mento. constituye una suerte de defensor-consultor, con una participación en el pro¬ 
ceso judicial similar y análoga a la del abogado En cambio, el profesor Gallo O 
afirma que la expresa aceptación del cargo por parte del consultor técnico « absolu¬ 
tamente necesaria, dado que del cumplimiento de ese requisito en el ámbito forense 
se desprende la promesa de actuar con fidelidad, y. en mérito a ello, el consultor téc¬ 
nico intcrvinicntc asume el formal y debido compromiso por los eventuales efectos 
y consecuencias que pueden sobrevenir de su actuación profesional durante el respec¬ 
tivo proceso judicial. 


5.3. PROFESIONAL CON TITULO HABILITANTE 

Si bien en nuestro ordenamiento procesal no surge de modo suficientemente 
claro y explícito si es necesario que el consultor técnico tenga que ser profesional con 
título habilitante en la misma disciplina del perno propuesto y designado, debería sqr 
así por motivos de razonabilidad, coherencia y criterio, dado que no sería adecuado 
ni. tampoco, armónico que un profesional de una determinada disciplina esté obligado 


(21) Ramnovicii 1* Luoau. op nr en non (14). 

(22) Duio. op di. en nota (6) 

(23) Gauo. op ai <■ sola (II) 
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a rendir cuernas, emitir explicaciones, o responder con aclaraciones u observaciones 
en el Ambito tárense, ante un lego o un profesional de una disciplina distinta de la 
consignada anteriormente. 

Al respecto, la Dnt Rabinovich de Lanoau (*) indica con claridad que el art 
459 del CPCCN establece que, al proponer la parte interesada la designación de un 
consultor técnico, deberá proporcionar datos como su nombre, su profesión y su do¬ 
micilio. con lo cual no deja lugar a dudas de que deberá tener el mismo título habili¬ 
tante que se le exige al perito propuesto y designado de oficio. Se coincide (llenamente 
con esa opinión, dado que. durante el período de vigencia de esta nueva figura, no 
se tiene conocimiento de la existencia de situaciones distintas de la recién indicada. 

Sin embargo. la autora mencionada señala que en el trabajo del Dr. Finoc- 
attETTO (”). éste considera que el consultor técnico "puede tener o no título habili¬ 
tante. aun cuando la profesión estuviese reglamentada 

No obstante ello, y en oposición al criterio expuesto, el Dr l>mn í > maní fiesta 
que el tema planteado, es decir, si el consultor técnico debe tener o no título habi¬ 
litante. resulta de una profundidad tal que escapa del marco de un simple comenta¬ 
rio. ya que se entremezclan cuestiones de orden práctico, jurídico-doctrinano y gre¬ 
mial. 


A pesar de ello, importa destacar que el Consejo Profesional de Ciencias Eco¬ 
nómicas de la Capital Federal, junto con otros consejos profesionales, a través de la 
Comisión de Estudios para la Reforma del Código Procesal, ha mantenido una posi¬ 
ción afirmativa al respecto. En cambio, el Dr. Duro sostiene que, teniendo en cuen¬ 
ta cuestiones de índole especialmente jurídica y procesal, éstas han llevado a funda¬ 
mentar que, en la medida en que el designado no suscriba informes, no es posible 
impedir su formal designación, no obstante entender que otras cuestiones, de orden 
práctico, harían aconsejable una expresa definición a este respecto 

Por otra pane, en referencia al mismo tema, el Dr. Binda (*’) también expresa 
que. a pesar de no encontrarse mención alguna en el propio articulado del CPCCN 
acerca del título profesional que debe tener el consultor técnico, no considera que 
puedan existir dudas mayores sobre la necesidad referida a que el mismo tenga igual 
titulo profesional que aquel del perito actuante. En efecto, el autor citado manifiesta 


O*) RaMKMCH dc Lanoau. op cil. en noU (14). 

(23) PiMxoueno, Carlos Encuno, Pernos y consultores en la ley 22.434 Modificatoria al C6- 
thgo Procesal Ovil y Comercial de la Nación. Editorial U Ley. Buenos Altes. 1987. págs 1119 y siglo 

(26) Duro, op cu. es nota (6). 

(27) Binda. op. cil en nota (|2). 
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que el arl 472 del CPCCN indica que el informe que el consultor técnica podrí pre¬ 
sentar deberá cumplir los mismos requisitos que el dictamen pericial, y éste, de acuer 
do con lo expresamente determinado por el articulo mencionado, contendrá *la ex- 
plicas n<n detallada de las operaciones técnicas realizadas y de los principios cienli- 
flcos en que se fundu" (e! destacado en negrita es nuestro) 

Rn definitiva. se considera que mal podría un consultor técnico, sin el título 
profesional respectivo, o con uno de menor o de disimia jerarquía, pronunciase so¬ 
bre principios científico* aceren de lo* cuales no pueda acreditar tn pleno conoci¬ 
miento y su versación. 


5.4. REEMPLAZO Y SUSTITUCION 

Es interesante destacar que. a diferencia de los peritos de parte, el art 461 del 
CPCCN establece que el consultor técnico actuante podrí ser sustituido en cualquier 
momento del proceso judicial por la parte litigante que originalmente propuso su 
designación. 

Rn mérito a ello, la propia legislación indica que el profesional reemplazante 
no podrá pretender una intervención que signifique demorar o retrogradar la realiza¬ 
ción de las tareas o de la contestación de la pericia opurtunarncnie encomendada. 


5.5. CUMPLIMIENTO OE LA LABOR PROFESIONAL 

Los arts. 471 y 475 del CPCCN establecen que el consultor técnico podrá es 
lar presenté cuando se realicen las tareas inherentes a dar cumplimiento a la pericia 
encomendada por el magistrado al perito designado. 

Asimismo, los consultores técnicos de las parles liiiganiei licncn la facultad de 
presentar sus propios informes al magistrado, dentro del mismo plazo fijado al peri¬ 
to judicial actuante (an 472 del CPCCN). lo cual, indudablctneme. puede llegar a 
constituir una duplicación de larcas y esfuerzos que de ninguna forma parecería jus¬ 
tificarse. 

Por otro lado, también es oportuno tener en cuenta que el ad. 472 del CTCCN 
establece que los consultores técnico* de las partes - dentro del mismo plazo fijado 
que al perito designado de oficio— podrán presentar por separado sus respectivos 
informes, cumpliendo con idéniicos requisitos que los que se indican pora este ulu 
roo. Nuevamente, se aprecia en forma clan que es facultativo del consultor elevar <u 
informe Aunque algunos autores manifiestan que el mismo debe, sf o si. ver preveo- 
lado, se considera que es perfectamente optativo elevarlo 
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5,6. REGULACION DE HONORARIOS 

Entre el experto designado como consultor técnico y la parte litigante que pro¬ 
puso su designación surge una relación que deriva de un contrato de locación de ser¬ 
vicios o de obra (arts. 1623 y 1629 del Código Civil); la parte pruponente queda 
obligada al pago de un honorario íart. 1628). sin que exista impedimento alguno para 
que las panes establezcan un formal convenio acerca de éste 

La labor de los consultores técnicos no es. de por sí. gratuita, sino que resulta 
rentada de manera expresa (art. 461 in fine del CPCCN). lo cual, naturalmente, tien¬ 
de a agravar y recargar con mayores gastos el propio proceso judicial. 

Debe quedar claro que. en principio, la pane litigante que propone la designa¬ 
ción del consultor técnico tendrá que soportar los honorarios y los gastos pertinen¬ 
tes, si la intervención de éste ha sido superflua o resulta irrelevante. 

En cambio, si se demostrara que el magistrado mtcTvinicntc aprovechó el dic¬ 
tamen elaborado por el consultor técnico, y el mismo realmente sirvió y contribuyó 
de modo adecuado para el dictado de la sentencia judicial correspondiente, los ho¬ 
norarios y gastos consecuentes deberán ser asignados a la pane litigante vencida. 

Con respecto a quien perdió el pleito, éste deberá soportar los honorarios y 
gastos del consultor técnico si no solicitó expresamente los puntos periciales o los 
negó en su momento. Ello es así en esta última circunstancia, salvo que la interven¬ 
ción de los técnicos haya sido innecesaria de manera absoluta para el dictado de la 
semencia o la resolución judicial que pone punto final al pleito en cuestión (art. 478 
del CPCCN). 


5.7. LIMITACIONES Y AMBITO DE ACTUACION 

Conforme a las normas procesales vigentes, la figura del consultor técnico so¬ 
lamente está prevista en el CPCCN. y como consecuencia de ello, no pueden desig¬ 
narse en los fueros laboral y penal, dado que en esos ámbitos forenses no se estable¬ 
ce expresamente su participación Asimismo, por la propia naturaleza de su función, 
y considerando las actuales normas procesales aplicables en la materia, los consul¬ 
tores técnicos no actuarán en los juicios de sucesiones, de particiones, arbitrales, de 
amigables componedores, y de peritos arbiiradores. así como en el examen de libros, 
salvo la circunstancia de solicitud como diligencia preliminar. 

Tal como se manifestó precedentemente, se recuerda que la figura del consul¬ 
tor técnico tiene cierta semejanza y parecido con los delegados técnicos, peritos con- 
tralorcadorcs. etc., aunque no se asimila a ellos en cuanto a su cometido. 
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VI. VENTAJAS E INCONVENIENTES EN LA DESIGNACION 
DEL CONSULTOR TECNICO 

Tal como acertadamente afirmara el Dr Guio (*), existen criterio* y opinio¬ 
nes contrapuestos con respecto a la designación del consultor técnico Algunos dicen 
que es innecesaria, ya que incrementa los gastos del jumo. y. a la vez. no iprounia 
mejore* referencias que las que normalmente puede y debe dar un perito designado 
de oficio 

En cambio, otros indican que. por el hecho de no conocerse el perito de oficio 
designado y toncado, se ignoran la real responsabilidad, honradez e idoneidad del 
mismo, asi como también la eficacia y la preocupación en el cumplimiento de su la¬ 
bor, y, por consiguiente, se necesita imponer cierta vigilancia razonable a su come¬ 
tido profesional. 

Al respecto, el Dr. Gallo manifiesta que quien ofrece una prueba pericial debe 
*abcr la forma y el modo para realizar su control, mediante la propuesta de los cues¬ 
tionarios específicos, concretos y necesarios, que no deien logar a dudas o i diferen¬ 
tes interpretaciones. Si no fuera así. la ineficacia estaría del lado de la parte propo¬ 
nente. mis que del lado del propio perito judicial actuante 

Otro aspecto de interés se refiere a querer conseguir un dictamen favorable del 
perno designado de oficio; por ello, se propone a alguien que pueda ejercer "presión* 
y que actúe como vigilante para intentar desviar respuestas o atacarlas 

En mi opinión, con respecto a la necesidad o no de proponer a estos profesio¬ 
nales. se considera que no sólo pueden llegar a ser útiles cuando la situación plan¬ 
teada es sumamente importante, en referencia a sus consecuencias patrimoniales sino 
también en los casos que presentan circunstancias controvertidas de muy alta com¬ 
plejidad. 

En gcncrul. no se justificaría su propuesta, dado que. de lo contrario, se estarla 
restando mérito a los propios peritos actuantes. 

Al respecto, el Dr. Gali.o agrega que el consultor técnico no debe 'hoshgar al 
perito"; éste debe realizar su tarca específica, y aquél debe observar, anotar y reser¬ 
var sus comentarios para el informe que. eventualmenic. presentar* al juez en el 
momento oportuno. Allí icndrá todas las posibilidades y facultades de impugnar, pedir 
ampliación y solicitar las aclaraciones pertinentes que pudieran corresponder 

En síntesis, se considera que muchos pedidos de designación de consultores 
técnicos se deben a que los letrados patrocinantes pccesitan ese apoyo profesional 


(28) Guio, op ni en non til). 
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específico, por cuanto no conocen la forma debido de requerir el plu go pericial res 
pectivo o no saben interpretar adecuadamente las respuestas periciales, y para no pedir 
asesoramicnto cxtrajudicial. recurren a ese servicio profesional en el ¡ítnbiio procesal. 


Vil. CONCLUSIONES 

Con el propósito de resumir y si me tirar aquellos conceptos y comentarios más 
relevantes que surgen del presente capítulo, seguidamente se consignan las conclu¬ 
siones respectivas: 

1. En nuestra legislación procesal, la figura del consultor técnico es de recien¬ 
te data; consiguientemente a ello, su conocimiento, aplicación, ejercicio y ex¬ 
periencia no son, aún hoy. de carácter amplio y generalizado dentro del 
ámbito forense metropolitano 

2. Las únicas referencias normativas de tipo expreso en maiena procesal, co¬ 
rrespondientes a la actuación del consultor técnico, están consignadas en la 
sección 6' bajo el titulo "Pruebas de peritos", parte este último del cap. V. 
denominado "Prueba", del CPCCN vigente. 

3. Atenlo al momento en el cual se decidieron la (orinal creación y el estable¬ 
cimiento de este nuevo rol o figura procesal, esto es. el consultor técnico, las 
disposiciones normativas de sesgo profesional, vinculadas con los graduados 
en ciencias económicas —es decir, tamo la ley 20.488. sancionada en 1973. 
como el primer estatuto profesional de carácter nacional instituido por me¬ 
dio del dto.-ley 5.103 de 1945. posteriormente ratificado por ley—. natural¬ 
mente no contenían referencias expresas y específicas correspondientes a ese 
instituto procesal. 

4. En general, se desconocen los antecedentes doctrinarios y normativos simi¬ 
lares en nuestro país en cuanto a la novedosa figura jurídica introducida en 
el ámbito procesal, y. también, los reales fundamentos y consideraciones que 
oportunamente motivaron su aparición dentro del ordenamiento legal aludido. 

5. De la lectura armónica y del análisis cuidadoso del fragmento normativo 
mencionado surge la evidente presunción de que los consultores técnicos 
tienden a actuar preferente y prioritariamente como asesores directos en la 
materia específica de su competencia para cada una de las parles liligantcs. 
y en forma indirecta y complementaria del propio magistrado inlcrvinicnle. 

6. En general, un amplio espectro de nuestra doctnna asimila al consulior téc¬ 
nico como un verdadero defensor de la parte que lo designa, para que la ilus¬ 
tre. la asesore y la aconseje en los aspectos específicos de la ciencia, disci¬ 
plina o técnica, ajenos al propio conocimiento jurídico. 
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7. En consecuencia, el consultor técnico presenta una figura rsinctamcnie aná¬ 
loga a la del letrado patrocinante y opera en el proceso judicial de manen 
similar a este último, por lo cual debe comprendérselo en el amplio concepto 
del "defensor-consultor*. En definitiva, se considera que en nuestro medio 
existe un generalizado consenso en el sentido que el accionar del consultor 
técnico constituye una suerte de "patrocinio técnico* para quien propaso su 
designación. 

En mérito a ello, el consultor técnico ejerce la representación de la parte li¬ 
tigante que lo propone de modo expreso, en tema* ajenos a la disciplina ju¬ 
rídica. motivo por el cual su labor implica una forma particular de 'patroci¬ 
nio técnico" perfectamente diferenciado del letrado ejercido, propio e inhe¬ 
rente o los abogados. 

8. Una característica especifica de esta nueva figura procesal es la naturaleza 
curiosamente híbrida y ambivalente que puede adquirir en su desenvolvi¬ 
miento y accionar, dado que. si bien, en principio, pareciera adoptar un rol 
"pasivo", no debe descuidarse ni olvidarse que en cualquier momento pue¬ 
de transformarse y encarar un papel "activo" durante el ejercicio de sus fun¬ 
ciones y tarcos. 

9. En materia de su designación, el CPCCN establece que ello deberá aconte¬ 
cer cuando la parte litigante ofrezca su propio cuestionario requerido de prue¬ 
ba pericial. 

10. Nuestro ordenamiento normativo procesal vigente pasee un evidente vacio 
y. por lo tanto, no contiene expresas y claras referencias en cuanto a notifi¬ 
cación. aceptación del cargo y título habilitante relacionados con la figura 
del consultor técnico. 

I i. El consultor técnico actuante, a diferencia de los perito* de parte, puede ser 
reemplazado en cualquier momento del proceso judicial por la simple volun¬ 
tad de la parte litigante, que propuso su oportuna designación, sin necesidad 
alguna de fundamentar los motivos que pueden impulsar esa actitud. 

12 En materia de honorarios debe manifestarse que la labor de los consultores 
técnicos no es gratuita, sino que está expresamente contemplada la compen¬ 
sación pecuniaria por su actuación durante el proceso judicial 

13. En función del campo específico de su competencia, la posible actuación del 
consultor técnico solamente estará limitada a los fueros civil, comercial y 
federal, pertenecientes a la justicia nacional, es decir, los tribunales de la 
Capital Federal y aquellos de carácter federal con jurisdicción en las distin¬ 
tas provincias de nuestro país. Consiguientemente a ello, no ic considera 
viable ni tampoco procedente la actuación de los consultores técnicos en los 
fueros laboral y penal. 
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14. En simes». en nuestra doctrina procesal, y atento a la experiencia recogida, 
existen criterios y opiniones contrapuestos con respecto a la conveniencia y 
a la oportunidad de recurrir a los servicios del consultor técnico. 

Se considera que dicho profesional puede llegar a ser dtil cuando la situa¬ 
ción planteada es de suma importancia, en lo referido a sus consecuencias 
y efectos patrimoniales, o en los casos en que se presenten c ircunstancias o 
hechos muy controvertidos de muy alta complejidad. 

No obstante ello, se advierte que muchos pedidos de designación de consul¬ 
tores técnicos se deben a que los letrados patrocinantes necesitan esc apoyo 
profesional especifico, dado que no conocen la forma adecuada de requerir 
el pliego pericial respectivo o dudan acerca de cómo interpretar adecuada¬ 
mente las respuestas periciales, y para no pedir asesorarmento extrajudicial 
recurren a ese novedoso servicio profesional en el ámbito procesal. 
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Cuadro comparativo Consultor técnico y pardo propuesto da parir prinnpiÉii 
analogías y diferencias amientes 


Asunto considerado 

Consultor técnico 

ParRo propuMW dt parte 

1. tnscnpoón 

No posee 

Ncefa-egarecjea'pTwuta 
retan.254 Ce*je*roc*i* 
Penal, r si tuero pena» 

2- Designación 

Optas» A proouesta di parís 

Optas»* A crocuoti se pr» 

3. Notificación 

- 

Por « cagad) que *ya*w*n- 
re e devjna 

4 Aceptador dei cargo 

Optas» 

OPtgaona. 

5 Reemplazo 

Por la parle que ti propuso (*n 

Solamenie por • iuw ¡»* » 

M 

6 Idoneidad 

No posee 

Déos escecAcarsa 

7. Excusación 

No posee 

A sootud det pareo y por 

8. Recusación 

No posee 

Es M neme que par* ta ve- 
cas 

9 Independencia de criteno 

No se requiere necesaria¬ 
mente. 

Total, momo da tai pare-, 
«arwwsts 

10 Fundones y actuación 

Facultan»» 

OMgaoaas 

11. Finahdad pnnooal 

Asesorar y ase» a la pane pie 
propuso su desgracien 

Asesorar y ame» al pti en 
su Mor. 

12. Honorarios 

En general, se pactan con la 
pane que propuso su detona¬ 
ción. 

Ccrommerse se pactar ae¡* 
pane que propuso su dsogna- 
«" En su aeiecio te vgua 

13. Redamo en el copio de 

En penopio. sdo a la pane que 

En panera estanca a i a par- 

honorarios 

propuso su designación 

te que proceso su daa^naor 
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ARBITRAJE 


1,1. INTRODUCCION 

Actualmente el arbitraje se presenta como una posible y beneficiosa vía alter 
nativa al proceso judicial. Cuando se recurre al mismo se busca la sotoción de aa 
determinado conflicto, potencial o real. 

El arbitraje reemplaza al juicio jurisdiccional por otro aceptado por las panes 
y por la ley Los árbitros cumplen una función de similares características a la que 
ejercen los jueces, es decir, juzgar. Es por ello que. cuando el árbitro falla, lo hace 
como un juez, y los efectos del laudo son análogos a los de la cosa juzgada y a sa 
ejecución. 


1,2. CARACTERISTICAS 

1,2,1. CONCEPTO 

El arbitraje es un método alternativo de solución de confítelos mediante el cual 
las partes pueden sustraerse del juicio jurisdiccional. Es decir, pueden abstenerse de 
someter la solución de sus controversias ante los estrados judiciales y. en cambio, 
solicitar la participación de árbitros 

Se llaman árbitros a fin de distinguirlos de los jueces o magistrados Es por dio 
que. ante la aparición de un conflicto, cabrían dos posibles alternativas de solución 
acudir n los estrados judiciales (es decir, ante los órganos jurisdiccionales y compe¬ 
tentes del Poder Judicial con aplicación de todo el basamento legal que ello impbcai 
o bien, decidir por un método alternativo de solución de confítelos, ano de los coa¬ 
tes es el denominado arbitraje 

En principio el arbitraje sería una forma de resolución de conflictos mediante 
la actuación de particulares y sin la participación de jueces estatales 
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En un fallo de la Cámara Nacional en lo Civil. Sala G. del 14 de agosto de 1990. 
se definid al arbitraje diciendo que: 

en un notituio «le la jurisdicción, en coya virtud lo» iibitrof tienen la ainbudón <k *«- 
lanciar y decidir contiendas no exclusivamente reservadas al Poder Judicial, pot un proce- 
dimieMo en el que prevalece la librnad de las forma» y que revine cardcier obligatorio 
cuando las panes lo han convenido por medio de una cláusula compmimsnna * 

La ley española 36/1988 de arbitraje establece en su art I* que 

' mediante el arbitraje, las personas naturales o jurídicas pueden someter, previo conve¬ 
nio. a la decisión de uno o vanos artntros las cuestiones litigiosas, surgidas o que puedan 
surgir, en malcrías de libre disposición conforme a derecho ' 


1.2.2. OBJETO 

De acuerdo con lo establecido por el art. 737 del Código Procesal Civil y Comer¬ 
cial de la Nación no podrán ser objeto de arbitraje todas aquellas cuestiones que no 
puedan ser objeto de transacción. Es decir, los árbitros no pueden decidir sobre cues¬ 
tiones abstractas, sino que. por el contrario, deberá tratarse de problemas concretos. 

El Código Civil de la Nación enumera una variedad de cuestiones excluidas de 
la transacción y por lo tanto ajenas al arbitraje; las acciones penales; la validez o 
nulidad del matnmomo; las cosas que están fuera del comercio y los derechos indis¬ 
ponibles por los particulares (arts 842 a 844) 

Asimismo, se mencionan las contestaciones relativas a la patria potestad y el 
estado de familia en general, así como los derechos eventuales a una sucesión (arts. 
845 y 848 del Código Civil). A ellas cabe añadir las cuestiones referentes a los bie¬ 
nes públicos municipales (art. 841) y las controversias que requieran intervención 
fiscal. 

La ley ha querido sustraer del arbitraje las controversias donde se debaten de¬ 
rechos. sobre los cuales los particulares no tienen facultades de disposición, ni pue¬ 
den por ello transigir (arts. 19; 21; 374; 843; 844; 953 y 1167 del Código Civil). 


1,2,3. VENTAJAS 

Las ventajas que el método de solución de conflictos denominado arbitraje trae 
aparejadas podrían ser determinadas comparando a éste con el proceso judicial. A tales 
fines cabría mencionar las siguientes: 

a) en el arbitraje no deberán cumplirse determinados formalismos, ni plazos tan 
estrictos, lo que permitiría inferir que se trata de un procedimiento más sen¬ 
cillo y simple que un proceso judicial; 
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h) el procedimiento arbitral es de instancia tínica, lo que trae aparejado que el 
tiempo total insumido en el mismo sea más reducido. 

c) existe la posibilidad de designar como árbitros a especialistas en la materia 
que motiva el conflicto; 

d) en el arbitraje la comunicación es directa. In que permite un inmediato co¬ 
nocimiento de las pretensiones de las panes, así como también facilita los 
interrogatorios, aclaraciones, revisiones, etc.; 

e) por las ventajas señaladas precedentemente (celeridad, inmediatez, simplici¬ 
dad. etc.l se podría inferir que el procedimiento arbitral podría demandar un 
corno menor que el proceso judicial. 


1,2.4. DIFERENCIAS CON LA MEDIACION 

Tanto la mediación como el arbitraje son métodos alternativos para la solución 
de conflictos, pero presentan diferencias fundamentales con respecto a su procedi¬ 
miento. 

La mediación es un procedimiento voluntario, no formal, tendiente a dar solu¬ 
ción a un conflicto suscitado entre dos partes, donde existe un tercero neutral entre¬ 
nado pora ayudar a lograr un acuerdo que sea beneficioso pora ambos. 

El autor Ahrman Kennfth. refiriéndose al tema, expresa lo siguiente: 

"En la mediación exiHc un tercero imparcial. rojeto a oNiguadn de conftdencuJidad y a la 
prohibición de ser látigo en juicio en el que intrtiormenic haya uuerroudo « ero cárde¬ 
la El proceso se mica con la csplicaodn de la situación El mediador contribuye a captar 
los internes subyacentes de las proles y a citar y mostrarles a Cuas ponblet tolucinnes. tai 
que de icr adoptadas par ¿tus padrón ser luego vénulas en un convenio ' 

Teniendo en cuenta la precedente afirmación se pueden extraer las principales 
características de este proceso: 

• existencia de un conflicto; 

• participación de un tercero aceptado; 

• imparcialidad del mediador; 

• contribución al diálogo: 

• confidencialidad. 

Con respecto al arbitraje, tal como se manifestara precedentemente, constituye 
un método mediante el cual las panes pueden abstenerse de someter la solución de 
sus controversias ante los estrados judiciales y solicitar, en cambio, la participación 
de árbitros. 
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Las diferencias que se pueden destacar serían las siguientes: 

a) la mediación descansa sobre la base del acuerdo voluntario. 

b) en el arbitraje una tercera persona (el árbitro), actuando como un verdadero 
juez, luego de analizar la prueba producida por las partes decide cuál de ellas 
tiene razón y cuál está equivocada y consiguientemente, dicta una resolución 
que debe cumplirse obligatoriamente. En la mediación son las mismas par¬ 
tes tas que llegan a un acuerdo. 

c) el árbitro actúa según un procedimiento determinado, y sus (unciones se re¬ 
ducen habitualmcntc a pronunciar un laudo de contenido económico. En 
cambio, el mediador trata de acercar a las partes |wr distintos medios que 
pueden variar según las circunstancias; 

d) es evidente y notorio que el arbitraje tiene algo más de formalidad que la 
mediación. 


1,3. ARBITROS 

El árbitro es la persona en quien las partes depositaron su confianza a efectos 
de lograr una solución para sus contiendas. Representa el elemento más valioso en 
el desarrollo del arbitraje y de él depende, fundamentalmente, el éxito del mismo. 


1.3.1. NOMBRAMIENTO 

Los árbitros serán designados por las partes. El número de ellos dependerá de 
la complejidad del asunto a resolver. Su numero será siempre impar, a semejanza de 
los órganos colegiados de la jurisdicción. 

La elección adecuada de los árbitros constituye un aspecto de trascendental 
importancia para llevar a buen término el proceso arbitral, es decir que el mismo 
culmine con una solución adecuada para el conflicto planteado. 

El arbitraje puede ser desempeñado por un profesional independiente, si se trata 
de un arbitraje libre o ad hoc, o bien, tratarse de una institución (arbitraje institucio¬ 
nalizado*. En el caso de arbitraje ad hoc las partes gozarán de total libertad para se¬ 
leccionar las personas que actuarán como árbitros, en cambio en el arbitraje institu¬ 
cionalizado deberán ser escogidos de una lista que dispone la institución. 

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que la designa¬ 
ción de árbitro sólo podrá recaer en personas mayores de edad y que estén en el ple¬ 
no ejercicio de loa derechos civiles (arta. 743 y 767). 
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1,3,2. ACEPTACION DEL CARGO 

Una ver seleccionado* lo* árbitro*, ¿«lo* deberán aceptar el cargo. Se considera 
a la aceptación del cargo como el inicio y punto de partida del juicio arbitral Con 
anterioridad, linio pertenecía al campo de negociación y e* recién con la aceptación 
que lo* árbitro* *e encuentran legitimado* para iniciar el trámite procedimental. 

I-a aceptación del cargo obliga al árbitro a cumplir con la función encomenda¬ 
da. En caso contrano. la* partes tienen derecho a exigirles dicho cumplimiento jo pena 
de reclamarle* dallo* y perjuicio*. 

1,3.3. DESEMPEÑO DE LA FUNCION 

Los árbitros ejercen una verdadera jurisdicción con la misma fuerza que los 
jueces ordinarios. Deben reunir similares cualidades que los magistrado*, en lo que 
atañe a imparcialidad e independencia de criterio frente a las pane* 

Los requisitos enunciados en el Código Procesal Civil y Comercial de la Na¬ 
ción (arts. 743 a 747) son los que dispone la legislación y parecen ser lo* mínimos 
exigibles. Pero las partes podrán, a través de la cláusula compromisoria o de una ins¬ 
titución que administre arbitrajes, agregar otras condiciones, imponiendo mayores 
exigencias que las que surgen de los propios texto* legales. 

Los principios sobre los cuales deberán basar su accionar no surgen muchos 
veces de preceptos escritos, sino que. más hicn. constituyen un conjunto de regla* 
implícitas sobreentendidas. 

Algunas instituciones arbitrales han elaborado, sobre la base de la experiencia, 
algunos estándares aceptables de conducta moral pora los árbitros, como una espe¬ 
cie de guía para el mejor cumplimiento de sus obligaciones, con la pretensión de 
abarcar aquellos aspecto* del comportamiento de los árbitros que no es reglada por 
el acuerdo entre las panes o la* disposiciones legales. Finalmente, tu objetivo es 
apuntalar la contiabilidad y eficacia del sistema arbitral, garantizando ticrun prmci 
píos elementales, inherentes a luda actividad jurisdiccional 


1,4. DISTINTAS CLASES DE ARBITRAJE 

Al respecto se considerarán tres formas de clasificación, sin ser éstas excluyen- 
tes. a saber: 

a) Arbitraje de derecho y arbitraje de eqmidad 

El árbitro de derecho dicta su laudo siguiendo cabalmente las normas cma 
nadas de un derecho determinado 




684 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


El árbitro arbitrador o amigable componedor resuelve según su leal saber 
y entender. En este caso la ley le otorga un mayor margen de dixcrecionali- 

dad. 

bl Arbitraje forzoso y arbitraje voluntario 

El arbitraje está determinado por ley. por ejemplo, el un 1627 del Código 
Civil y los casos establecidos por el Código de Comercio (serán analizados 
en puntos siguientes). 

El arbitraje voluntario tiene su origen en la propia voluntad de las partes, 
quienes en el compromiso arbitral podrán contemplar todas las controversias 
posibles o bien prever puntualmente determinado tipo de conflictos, 
c) Arbitraje libre o ad hoc y arbitraje institucionalizado 

Las partes, al decidir la resolución de sus disputas a través del procedimiento 
arbitral, deberán optar fundamentalmente por una de las alternativas existen¬ 
tes en cuanto a los tipos de arbitraje 

Atendiendo al modo de la elección de los árbitros que actuarán concretamen¬ 
te en un caso, existen por lo menos dos categorías de arbitraje perfectamen¬ 
te diferenciadas: el arbitraje libre o ad hoc y el arbitraje institucional. 

La determinación del carácter del arbitraje deberá ser acordada por las par¬ 
tes al redactar la cláusula compromisoria o en un momento posterior. 


1,4,1. ARBITRAJE INSTITUCIONALIZADO 

El arbitraje institucional es aquel en que. por voluntad de las parles, se produ¬ 
ce la intervención de una institución especializada y de carácter permanente, con 
funciones de apoyo e intermediación, previstas en sus normas reguladoras. 

La institución arbitral actúa porque las panes, voluntariamente, le encomiendan 
el desempefto de funciones arbitrales. De modo que lo que legitima su actuación es 
la voluntad de las panes. !.ns límites de sus funciones dependen del tipo de tarea 
encomendada. 

La diferencia fundamental entre el arbitraje institucional y el ad hoc reside en 
que en el primer caso, entre los árbitros y las panes, existe intermediando una enti¬ 
dad especializada que presta una serie de servicios sumamente útiles para que los 
conflictos puedan ser resueltos con mayor eficacia. Cabe aclarar que la cuestión liti¬ 
giosa específica deberá ser resuelta por los árbitros que han sido designados por las 
panes, sin la panicipación directa de la mencionada entidad, la cual se limita a dar 
apoyo a las partes y a los árbitros 
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I.a función directa de sustanciar y decidir el caso la cumplen lo» árbitro». un 
que la institución considerada tenga participación alguna Si la decisión de fondo a 
considerada equivocada o injusta, la entidad no nene atribuciones pora modificarla, 
perú habitualmcnte hace conocer sus objeciones al árbitro, quien podrí lomarla ca 
cuenta o insistir en su pumo de vista. 

Las entidades dedicadas al arbitraje, habitualmcnte. tienen un reglamento al cual 
los lilígame» se someten y que prevé la mayor parte de las contingencias que pueden 
ocasionarse en el curso de un procedimienio arbitral. 

Es habitual que las instituciones arbitrales, sobre la base de su cspcnencu, 
establezcan formas estándares para pactar el arbitraje a través de modelos de cláusula 
compromisoria y de compromiso arbitral. Asimismo, otorgan todos los servicio» de 
rutina sin los cuales se verla dificultado el comienzo de un arbitraje: recibir y no¬ 
tificar la demanda, fijar honorarios, elegir a los árbitros y resolver las recusacio¬ 
nes que puedan plantearse, reemplazar árbitros cuando sea necesario, fijar la sede 
del arbitraje, remuneración de los árbitros y en general, asegurar el adecuado de¬ 
sarrollo del proceso. Por otra pane, esas entidades también disponen de lista» de 
árbitros, de entre los cuales las panes podrán escoger aquellos que le» merezcan mayor 
confianza. 


1.4.2. ARBITRAJE UBRE O AD HOC 

En el arbitraje libre o ad hoc son las propias panes quienes designan a los ár¬ 
bitros, sin intervención de ninguna entidad F.s razonable que entre éstm y los árbi¬ 
tros deba existir una relación de confianza tamo personal como profesional. 

En el arbitraje institucional esta relación de confianza se traslada hacia la enti¬ 
dad arbitral. Las partes acuden a una institución especializada, dotada de organiza¬ 
ción. medios adecuados y norma» que las regulan, a los fines de lograr mayor esta¬ 
bilidad en el procedimiento arbitral 

En el arbitraje libre o iui hoc las propias partes deberán poaene de acuerdo ea 
las reglas sobre las cuales se desarrollará el arbitraje, consiguientemente, so existe 
ninguna institución que organice el procedimiento. 

Las panes deberán establecer para sí mismas y pora los árbitros ínter»intentes 
las normas sobre las cuales se asentará el procedimiento arbitral. Entre otras cusas 
deberán decidir acerca del lugar donde se llevarán a cabo las actividades vbttraie». 
la forma de elección de los árbitros, el plazo pan presentar el laudo, etcétera. 
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1.4,3. VENTAJAS Y DESVENTAJAS 

El arbitraje institucional participa de todas las ventajas que el mismo propor¬ 
ciona como medio alternativo de solución de conflictos, que fueron precedentemen¬ 
te señaladas— pero además registra algunas que le son propias y específicas. 

Son innumerables las ventajas que se le atribuyen al arbitraje Institucional, en 
su mayor parte relacionadas con las funciones de facilitación y apoyo del desarrollo 
del arbitraje que prestan las instituciones arbitrales. Entre ellas se pueden señalar las 
siguientes: 

• las partes no necesitan tener un conocimiento profundo Jcl arbitraje y de las 
normas que lo regulan, pues las instituciones arbitrales constituyen organi¬ 
zaciones profundamente conocedoras del tema arbitral; 

• la entidad arbitral dispondrá de un regivnenl ablecerán clara 

mente las funciones de los árbitros y las normas de procedimientos que re¬ 
gularán el arbitraje; 

• la institución brindara también los DE DCeOSf 

ríos para llevar a cabo el arbitraje; 

• la institución e j erc er á una actividad de control, en principio improbará la 
validez del convenio arbitral, controlará el desarrollo del procedimiento y la 
elaboración del laudo; 

• en caso de que alguna de las partes se si por el laudo o por 

cualquier circunstancia relacionada con el procedimiento arbitral, podría 
reclamar daños y perjuicios a la institución. 

Como desventaja más notoria puede señalarse que el costo del arbitraje lleva¬ 
do a cabo con la intervención de una institución arbitral será mayor que si el misino 
fuera desarrollado por profesionales independientes. 


1,5. PASOS A SEGUIR EN EL DESARROLLO 
DE UN ARBITRAJE 

1,5,1. CLAUSULA COMPROMISORIA 

El comienzo del arbitraje se produce cuando las panes deciden no presentar sus 
controversias ante los estrados judiciales y someten sus conflictos a la decisión de 
panicuiarcs. denominados "árbitros" 

Ese acuerdo de voluntades puede realizarse en un solo acto y en este caso se 
denomina "acurrdo arbitral", o bien dividirse en dos actos, es decir, la cláusula 
compromisoria y el compromiso arbitral. 
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La cláusula compromisoria implica que las parte», ante» que el conflicto se 
materialice, decidan que. en cato de que el miuno se produzca. será remello medíame 

la participación de árbitra». 


1.5¿. COMPROMISO ARBITRAL 

Bl compromiso arbitral se redacta una vez que el coaflicto te materializa, de 
lal forma que .se tenga cabal conocimiento de k» aspecto» sobre loe cuales deberla 

laudar los árbitros. 

F.s decir, tanto la cláusula compromisoria como el compromiso arbitral son 

diferentes en cuanto a su concepto pero persiguen el mismo objetivo de resolver de¬ 
terminados conflictos mediante la participación de árbitros. 


1,5.3. DESARROLLO DEL ARBITRAJE 

La» panes podrán fijar las pautas que regularán el proceso arbitral coa la úni¬ 
ca limitación de que no afecten el orden público En este casa también dependerá del 
tipo de arbitraje que se haya elegido Si se hubiere optado por un ariuiraie institucio¬ 
nal. lo más probable es que la institución arbitral lenga fijadas las normas que regu¬ 
larán el desarrollo del proceso. 

En cambio, si las panes hubiesen opiado por el arbitraje libre o ad hoc. seria 
ellas quienes deberán fijar las normas tendientes a regir el procedimiento arbitral En 
estos casos, también podrán someterse al reglamento de alguna institución, no obs¬ 
tante que el procedimiento arbitral no se desarrolle en ese ámbito. 

Otra alternativa que suele darse es que los partes asignen a los árbitro» la re¬ 
dacción de las normas que regularán el procedimiento. 


1,5,3,1. Audiencia de conciliación 

En cienos reglamentos de procedimiento arbitral pertenecientes a alguna* ins¬ 
tituciones se prevé la convocatoria a una audiencia de conciliación entre las partes 
Durante el desarrollo de la misma, los árbitros intentarán arribar a una solución que 
ponga fin al conflicto o al menos que logre reducir los temas litigiosos. 

Habrá casos en los que el avance del procedimiento endurezca las posiciones, 
por lo cual es preferible atacar la posibilidad conciliatoria al comienzo del jukio. too. 
en otros supuestos, puede resultar necesario esperar que el desgaste que naturalmen¬ 
te produce el juicio flexibilicc los posiciones, para buscar el acuenio cuando ya la» 
partes se hayan convencido de la inconveniencia de continuar pleiteando. 
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Nadie mejor que el propio árbiiro para evaluar la oportunidad de una concilia¬ 
ción Su contacto permanente con las partes, su conocimiento del caso y de las per¬ 
sonalidades le permitirán evaluar cuándo la conciliación es posible y cuándo devie¬ 
ne en un intento estéril. De forma tal que la mejor repta al respecto es la de dar al 
árbitro plena libertad para citar o no citar formalmente íi las parles a audiencia de con¬ 
ciliación y determinar el momento y el modo más adecuados para encararlo. 


1,5,4. LAUDO ARBITRAL 

El laudo es la decisión de los árbitros que pone fin al litigio, resolviendo las 
controversias que le fueron encomendadas El objetivo principal de los árbitros lo 
constituye el dictado del laudo Una vez dictado el laudo, concluye la actuación de 
los árbitros: en esc momento finaliza también su jurisdicción; esto representa otra 
diferencia entre árbitros y jueces. El dictado del laudo por parte de los árbitros po¬ 
dría ser equiparado a la sentencia judicial. 

El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se refiere a formas del 
laudo. Lo único que establece es que los árbitros deberán pronunciarse sobre todas 
las cuestiones sometidas a su decisión y competencia. 

Sería aconsejable que el laudo expusiera en forma detallada los conflictos plan¬ 
teados. las pruebas presentadas por las partes y la decisión a la que arriba, perfecta¬ 
mente fundamentada 

El laudo deberá ser dictado dentro del plazo establecido por las partes, por el 
juez o por la ley. No cumplir con dicho plazo generaría consecuencias en cuanto a 
la validez o nulidad del mismo y la responsabilidad de los árbitros intervinicntes. El 
laudo deberá hacer referencia a todas y cada una de las cuestiones, sometidas a su 
jurisdicción, en caso contrario podría ser considerado nulo. 

Es de importancia relevante que el laudo arbitral esté fundamentado, es decir 
que se detallen los elementos y las circunstancias que motivaron tal decisión. Esto 
también contribuirá positivamente a que las partes lo acepten, y cumplan las dispo¬ 
siciones en él contenidas. 

Lograr un laudo equitativo permitiría a los árbitros que ratifiquen la confianza 
que las partes oportunamente depositaron en él. 


1,6. ACTUACION DEL PROFESIONAL EN 
CIENCIAS ECONOMICAS 


El arbitraje ejercido por el profesional en ciencias económicas está orientado 
hacia el logro de una solución para aquellos conflictos que tengan incidencia de ca- 
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rácler patrimonial o mondan». Es el único profesional capacitado para evaluar los 
efectos que el acuerdo podría llegar a tener para las partes, desde el punto de vista 
impositivo o fiscal. 

Dentro de esta categoría de conflictos se pueden mencionar problemas socie¬ 
tarios. disolución de sociedades, problemas de alimentos, liquidación de sociedades 

conyugales, etcétera. 

F.l profesional en ciencias económicas tiene la capacidad de sacar a las partes 
de sus respectivas posiciones para llevarlas hacia una evaluación de los intereses Es 
decir, plantear cuál sería la solución más beneficiosa desde el punto de vista patri¬ 
monial o impositivo. 


II. JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES 

2,1. CONCEPTO 

Se trata de un procedimiento arbitral informal, libre, mediante el cual loa árbi¬ 
tros tratan de resolver las controversias con equidad, en forma independiente del 
derecho positivo que le hubiere correspondido aplicar. 

Se aplicarán las mismas normas que para el juicio arbitral con respecto a loa 
siguientes ítem: 

• capacidad de las contrayentes: 

• contenido y forma del compromiso: 

• la calidad que deben tener los arbitradores y forma de nombramiento: 

• la aceptación del cargo y responsabilidad de los arbitradores: 

• el modo de reemplazarlos; 

• la forma de acordar y pronunciar el laudo. 


2.2. PROCEDIMIENTO 

Los amigables componedores deciden de manera libre según su leal saber y 
entender. Pero esta libertad no implica que podrán violar el principio de bilateralidad 
por el cual no se pueden negar a recibir los antecedentes y documentos que las par¬ 
tes tes entreguen. 
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2,3. LAUDO 

Tal como se expresara en párrafos precedentes, los amignhlcs componedores 
gozan de total libertad en cuanto al dictado del laudo. Pero tal libertad no implica que 
dicho laudo no debiera ser fundamentado lis conveniente que en el mismo se exprese 
claramente cuáles fueron las circunstancias y elementos tenidos en cuenta a los fines 
de arribar a tal decisión. 

El laudo de los amigables componedores tiene más relación con la equidad que 
con la ley misma; de manera que si se presentara la circunstancia de tener que optar 
entre ambas debería inclinarse por la equidad, al contrario de lo que sucedería con 
los jueces que están, de alguna manera, forzados u obligados a adoptar la decisión 
legal como la más justa. 


2,4. PLAZO 

Si las panes no han estipulado término o plazo alguno deberán laudar dentro 
de los tres meses contados desde la última aceptación 


2,5. RECUSACIONES 

Podrán ser recusados por causas posteriores a su nombramiento; entre ellas se 
pueden señalar las siguientes: 

a) interés directo o indirecto en el laudo; 

b) parentesco, dentro del cuano grado de consanguinidad o segundo de afini¬ 
dad con alguna de las partes: 

c) enemistad manifiesta con aquéllas, por hechos determinados 


2,6. HONORARIOS 

Los árbitros no pueden autorregularsc honorarios por la función desempeñada 
Solicitarán la regulación de los mismos al juez que conoce la ejecución del laudo, 
salvo que las parles acuerden el monto de los honorarios y gastos producidos. 
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III. PERICIA ARBITRAL 

3,1. CONCEPTO 

Unn categoría especial de arbitraje la constituye el denominado juicio de Arbi¬ 
tros. arbitrndores o peritos árbitros. El objeto de este upo de arbitraje deberá venar 
sobre cuestiones de hecho expresamente concretadas 


3.2. PERITO ARBITRO 

I.a pericia arbitral se llevará a cabo por peritos, es decir personas que posean 
conocimientos técnicos y científicos sobre la cuestión encomendada. Determinan un 
elemento de la relación jurídica (calidad de la cosa, monto de los daAos. ele ). carac¬ 
terizándose por su idoneidad en lu materia sobre la cual han de laudar y decidiendo 

exclusivamente sobre las cuestiones de hecho. 


3,3. CUESTIONES SOBRE LAS QUE DEBERA VERSAR 

Las cuestiones sobre las que deberá versar la pericia arbitral son las estableci¬ 
das en el art. 516 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es decir, li¬ 
quidaciones o cuentas muy complicadas y de lenta y difícil justificación oque requie¬ 
ran conocimientos especiales. Entre ellas se pueden mencionar: 

1. Liquidación de sociedades. 

2. Disolución de la sociedad conyugaL 

3. Cuando los barraqueros o administradores debieran pagar algún perjuicio 
ocasionado, la tasación estará a cargo de peritos árbitros (s/art 128 del Có¬ 
digo de Comercio). 

4. En el contrato de transporte la indemnización que debe pagar el conductor 
en caso de pérdida será lasada por un perito árbitro (art. 179 del Código de 

Comercio). 

5. Según el art. 456 del Código de Comercio en la compraventa mercantil c* 
procedente el examen de los géneros por peritos. 

6 Los vicios o defectos que se atribuyen a las cosas vendidas, así como la di¬ 
ferencia en las calidades, serán siempre determinados por peritos árbitros (m 
476 del Código de Comercio). 
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3,4. CONTENIDO DEL COMPROMISO ARBITRAL 

En el compromiso arbitral se deberá expresar. 

1. Fecha. 

2. Nombre de las partes 

3. Nombre del o de los árbitros. 

4. Hechos sobre los que se deberá laudar, salvo que éstos estén determinados 
por la resolución judicial que estableció el arbitraje 


3,5. PLAZO 

El término o plazo en el cual deberá emitirse el laudo, si no fuere establecido 
en el compromiso arbitral, será de un mes. La diferencia radica en que no se limitan 
a un dictamen sino que laudan la controversia. 


IV. CENTROS DE ARBITRAJE 


En la Argentina funciona el Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa de Co¬ 
mercio de Buenos Aires, creado en 1962. Puede acudirsc al tribunal por la materia o 
cuestión arbitrable, no dependiendo ni exigiéndole la calidad de socio o la previa 
inscripción del contrato en la mencionada bolsa. El procedimiento responde a una 
normativa más ágil que la del proceso judicial, permitiendo la inmediación de los 
árbitros en medida mayor que la del juez. 

También existen tribunales arbitrales constituidos en los Colegios de Abogados 
de la Capital Federal y del interior del país. Debe destacarse que ofrecen un regla¬ 
mento que regula el procedimiento y asegura, así. su desenvolvimiento. 

Cabe mencionar también al Centro de Negociación y Mediación del Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal. 

Por otra parte, y en el plano internacional, entre los principales centros de ar¬ 
bitraje puede mencionarse la Corte de Arbitraje de la Cámara de Comercio Interna¬ 
cional. creada hace más de sesenta años, para proporcionar una solución a las con¬ 
troversias internacionales. Tiene su sede en París y cumple un papel preponderante 
tanto por la cantidad como por el monto de los casos que se le someten a solución. 

A nivel de la Organización de Estados Americanos (OEA) se encuentra la Co¬ 
misión Interamericana de Arbitraje Comercial 
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La Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial ha establecido, mantiene 
y administra un sistema para lograr la solución de controversias comerciales interna¬ 
cionales por medio del arbitraje. 

Dentro de esa organización se encuentran secciones y representaciones de casi 

todos los países. 


V. BIBLIOGRAFIA 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Código Civil de la Nación. 

Código de Comercio de la República Argentina 

I jíonarí» DE Herbon. Hfbe y Feldsteto de Cárdenas, Sara, Arbitra je Memo 
e internacional. Una mirada al futuro. Editorial Abelcdo-PerTOt. Buenos Arres 

Roca Martínez. José María. Arbitraje e instituciones arbitrales. Editorial J M 
Boseh, Barcelona. 1992. 

Caivano. Roque J.. Arbitraje: su eficacia como sistema alternativo de resolu¬ 
ción de conflictos. Editorial Alfa Beta S.A.. Buenos Aires, marzo de 1993. 

Rufino, Marco A.. El proceso arbitral. Compilación de Jurisprudencia. Edito¬ 
rial Ad Hoc. julio de 1992. 





Capítulo XIII 

Lo lobor profesional del 
contador público en los nuevos 
olternotivos de resolución de 
conflictos: mediación, 
conciliación y arbitraje 

Dr. Amohíno L F. A. fimo 
DrR. RfiOUCl ÉlCNfl Rodríguez 
Dnn. €isr Bcrtriz Surrcz Kimurr 


I. Introducción conceptual....... 607 

II. Métodos olternotivos de resolución de conflicto» —--- 690 

2. I Negociación. 701 

2.2 Mediodón. 701 

2.3. Arbítrele-- 707 

III. La mediación en el ómblto de actuación de los profesionales en 

ciencias económicos- 709 

3.1 Antecedentes generales______ 709 

3.2 Cuestiones que hocen aconsejable lo opción de resolución de 

conflictos empresariales par medios alternativos____ 710 

3.3. Constancia contractual de lo voluntad de someterse al proceso 

de mediación...... , 711 

3.4. Arbitraje no obligatorio —_____ 711 

IV. Aplicaciones directos a cuestiones vinculadas con las ciencias 

económicas ........... 716 













4.1. Reglamento del Centro de Mediación del Consejo Profesional 

de Ciencias económicas de la Capital Federal 716 

4.8 Procedimiento del Trtbunol Arbitral del C P C.€ C.f 710 

4.2.1 (lección, recusoción y reemplazo de los arbitros 721 

4.2.2 €1 compromiso arbitral 722 

4 2.3. Procedimiento del Tribuno! Arbitral 723 

4.2.4 Preporación de arbitros 725 

V Conclusiones 726 

VI eibliogroflo 726 










I. INTRODUCCION CONCEPTUAL 


l-'rcntc a un conflicto se pueden producir reacciones diversas: 

a) no hacer nada; 

b) ulil i zar la violencia o la coerción: 

c) acceder a la justicia ordinaria; 

d) emplear métodos alternativos de resolución de conflictos tales como la ne¬ 
gociación. la mediación o el arbitraje 

Cuando se utiliza la coerción, la parle que es considerada mis débil nene ne¬ 
cesariamente que aceptar la decisión de la mis fuerte; en su defecto, estari sujeta a 
las sanciones que se le impongan La mis fuerte obtiene el acatamiento de la dea 
sión en forma directa. Sin embargo, esta ventaja trac aparejadas muchas desventajas, 
tales como: 

a) la coerción tiene como consecuencia un efecto boomerm/ de la pane débil 
hacia quien se ejerce la coerción; 

b) suprime problemas pero no los soluciona. 

c) acumula enemigos y resentimiento para el futuro. 

Las partes pueden resolver sus litigios a través de la justicia ordinaria 
Los rasgos que caracterizan a la justicia estatal son los siguientes: 

a) resolución del conflicto en forma objetiva; 

b) utilización de jurisprudencia; 

c) lentitud del proceso: 

d) alto costo: 

e) no busca preservar la relación entre las partes. 
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La resolución del conflicto se produce en forma objetiva, es decir, por aplica¬ 
ción de leyes o jurisprudencia listo implica que los problemas tendrán igual o simi¬ 
lar solución que otros ya resueltos, 

Sin embargo, no siempre la aplicación de leyes es la solución más adecuada para 
los intereses de las partes. 

En ocasiones, el apañamiento de normas objetivas y la aplicación de solucio¬ 
nes creativas generadas por las partes pueden producir acuerdos más sólidos. 

El empleo de la justicia estatal agrega como desventajas 

1. El alto costo por honorarios. 

2. La lentitud de los procesos judiciales que oscila en un promedio de 3 a 5 
años. 

Un conflicto es una situación en la que un individuo, o varios, debe enfrentar¬ 
se a la resolución de un problema. Dicho problema admite dos o más respuestas 
mutuamente incompatibles 

Los conflictos pueden clasificarse en dos grupos principales: 

a) De suma cero: estos son los conflictos en los cuales la resolución del mis¬ 
mo implica que la ganancia de una de las partes es exactamente igual a la 
pérdida de la otra parte. Ejemplos de este tipo de conflictos lo constituyen 
los juegos de ajedrez y de damas. 

b) De suma total no cero, también denominados conflictos de motivos varia¬ 
dos. 

Los motivos generadores del conflicto no son. en este caso, sólo emergentes de 
la otra parte, sino de nuestros propios motivos. 

Definidos los tipos principales de conflictos es conveniente considerar: 

1. ¿Cuáles son los factores que generan c intensifican las controversias? 

2. ¿De qué forma se puede reducir la situación conflictiva intentando hallar una 
solución? 

En respuesta al primer interrogante podemos deducir que los motivos que ge¬ 
neran el conflicto no son sólo originados por la otra parte, sino también por nosotros 

mismos. 

Las amenazas mutuas intensifican los conflictos y hacen perdurables los senti¬ 
mientos negativos entre las partes aun después de resuello el conflicto. 

Las partes involucradas en la contienda realizan recíprocas amenazas veladas. 
La respuesta agresiva de coda una de ellas a esas amenazas se explica como una de¬ 
fensa y no como una consecuencia de sus rasgos característicos. 
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Otro de lew factores que intensifica el conflicto es la percepción de las panes 
acerca de la imagen del adversario. El oponente se ve como un ser diabólico. 

En relación con el segundo cuestiommienio. es posible inferir que la tarea de 
reducir el conflicto requiere adoptar técnicas que no sólo contemplen la resolución 
de la disputa sino que. además, esa solución sea perdurable Si se llega a la solución 
con prisa, pueden originarse conflictos futuros de mayor intensidad 

Se dcl>c llegar a una resolución de la disputa que no deje a una de las panes la 
sensación de que la otra recibirá una ventaja injusta El conflicto es un factor que 
reduce el contacto entre la* partes imposibilitando el logro de un acuerdo 

El contacto entre las partes que inlcraciúan en la disputa es el primer paso tea- 
diente al logro de una solución. Sin embargo, este contacto debe darse en ciertas 
condiciones tales como: 

ai reunión de las portes en igualdad de condiciones y de poder. 

b) la finalidad del contacto debe ser lograr un objetivo común cediendo en sus 
diferencias mutuas; 

c) lograr que el acercamiento sea voluntario. 


II. METODOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCION 
DE CONFLICTOS 

Los método» para resolver cuntí icio» se pueden clasificar de la siguiente forma 

a) adversan a les: 

b) no adversábales. 

Los métodos adversábales son aquellos en lo* cuales «sitie un lacero que va 
a proveer la solución. Los mismos pueden clasificarse en: 

1. Juicios. 

2. Arbitraje vinculante. 

3. Arbitraje no vinculante. 

Los métodos no adversaríais consisten en aquellas alternativas de solución de 
diferendos a través del acuerdo de voluntades entre ambas panes 
Los métodos no adversanalcs se pueden clasificar en: 




700 


ACTUACION PROFESIONAL JUDICIAL 


1. Mediación. 

2. Conciliación o negociación. 

La denominación de métodos alternativos de resolución de conflictos está re¬ 
lacionada con la forma de resolución de controversias que se utilice como paráme¬ 
tro. 

En principio, existen vanas formas de solución de litigios. Sin embargo, la 
expresión "litigio" se asocia habiiualmente al proceso que se inicia y se resuelve 
dentro del ámbito de la justicia estatal. 

Como consecuencia de lo expuesto, cuando nos referimos a los métodos alter¬ 
nativos de resolución de conflictos estamos refiriéndonos a alternativas de la justi¬ 
cia estatal. 

La búsqueda de soluciones a las controversias se puede hallar en métodos ta¬ 
les como: 

1. Conciliación. 

2. Mediación 

3. Arbitraje. 

Las diferencias sustanciales entre la conciliación, la mediación y el arbitraje 
están relacionadas con: 


1. ¿Quién o quiénes son los sujetos encargados de resolver el conflicto? 

Tanto en la conciliación como en la mediación, son las panes involucradas en 
la contienda las encargadas de encontrar una solución 

En el arbitraje aparece un tercero que es el responsable de lograr la desapari¬ 
ción del diferendo. 


2. La existencia o no de un tercero 

En la conciliación son las panes exclusivamente las encargadas de dar solución 
al conflicto. 

En la mediación, así como en el arbitraje, interviene un tercero; en la media¬ 
ción para acercar a las panes, y en el arbitraje con la finalidad de lomar la decisión. 

Cabe aclarar que la intervención del tercero en la mediación tiene como única 
finalidad acercar las posiciones de las panes, y son ellas, exclusivamente, las encar¬ 
gadas de tomar la decisión que ponga fin al conflicto. 
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A continuación definiremos y explicaremos las (res formas héticas de resolu¬ 
ción de conflictos alternativas de la justicia estatal 


2.1. NEGOCIACION 

lis una forma alternativa de resolución de conflictos. Se la puede definir como 

el arle pnra obtener los mejores resultados de un negocio cuando existen dos 
parles involucradas en él 

La negociación es una forma de resolver conflicto» utilizada por todas las per¬ 
sonas. Sin embargo, como todas la» habilidades innatas, puede potenciarse a través 
de la experiencia y el conocimiento cientffico o técnico 

El poder para negociar es diferente del conocido tradicionalmente en el cual la 
controversia culminaba con un ganador y un perdedor En la actualidad, el poder esté 
determinado por el que poseen los negociadores entre sf. 

Este poder negociador se puede materializar en la capacidad de conocer la» 
necesidades de la otra parte, satisfaciéndolas con el mínimo sacrificio posible 

La información viene a suplir las deficiencias de muchas negociaciones carac¬ 
terizadas por improvisación, falla de información y de formación 

La resolución del problema debe realizarse en forma conjunta, considerando 
como principal objetivo de la negociación la maximización de las ganancias de am¬ 
bas partes involucradas. 


2.2. MEDIACION 

Es una forma de resolución de conflictos. Cuando existe un conflicto, la comu¬ 
nicación enire las partes se dificulta; la situación se vuelve mis tensa, agravándose 
el problema. 

A través del proceso de mediación se intenta. 

1. Mejorar la capacidad de comunicación de las portes involucradas en la con¬ 
tienda. 

2. Resolver el problema en forma conjunta con la colaboración de un tercero. 

Se puede definir a la mediación como una técnica cuyo objeto a la revolu¬ 
ción de controversias, alternativa de la justicia estatal mediante la intervención 
de un tercero neutral. 
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La mediación implica: 

1. La resolución del conflicto por las panes involucradas en el mismo 

2. La intervención del tercero tiene como ob|clivo colaborar en la conclusión 
del diferendo. 

3. La decisión que pone fin al litigio es tomada por las partes 

En cuanto a sus ámbitos de aplicación, la mediación puede ser utilizada en el 
ámbito de la justicia estatal o en forma privada. 1.a utilización privada de la media¬ 
ción es factible en las siguientes opciones 

a) En la mediación institucional participa una institución en la cual existo una 
lista o registro de mediadores de la cual las partes deben seleccionar al me¬ 
diador. 

b) En la mediación ad hoc. las partes involucradas en un confín. u > seleccionan 
un mediador teniendo en cuenta sus características personales, óticas y pro¬ 
fesionales. No existe en este caso una institución a la cual pertenece el me 
diador. 

El mediador es el agente catalítico capaz, de desencadenar un proceso de com¬ 
prensión y entendimiento (Ambito Financiero, miércoles 22/05/96» 

Respecto de la formación del mediador, existen instituciones que brindan cur¬ 
sos para mediadores. Estos cursos son desarrollados por la Escuela de Mediación del 
Ministerio de Justicia, la Escuela de Abogacía de Buenos Aires, y otras instituciones 
privadas. 

El requisito para poder acceder a la función de mediador en la justicia ordina¬ 
ria es haber realizado un curso en el Centro de Mediación homologado por el Minis¬ 
terio de Justicia. 

En la actualidad existe una Escuela de Mediación en el Consejo Profesional de 
Ciencias Económicas de la Capital Federal 

La participación de los profesionales en ciencias económicas en la mediación, 
asf como en el arbitraje, está restringida, por el momento, al ámbito privado 

Una cuestión sobre la que podemos reflexionar es la siguiente: 

¿Cuál es la formación que reciben los mediadores en el ámbito oficial y en 
el privado? 

En la Escuela de Mediación del Ministerio de Justicia el curso dura entre 72 y 

80 horas 
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Fin I j Escuela de Abogacía de Buenos Aires, el cuno básico se desarrolla en 52 
horas en clases de 4 horas. 3 veces por semana Posteriormente, el aspirante a me¬ 
diador dehe realizar pasantías 

En el Ministerio de Justicia, las clases se dividen en los siguientes módulo* 

a) introducción, que implica el acercamiento teórico al tema de la mediación; 

b) entrenamiento, cuyo objetivo es internalizar conceptos; 

c) observación de casos reales a través de circuito cerrado de televisión 

En la Escuela de Abogacía de Buenos Aires, los principales temas que se abor¬ 
dan son los siguientes: 

a) teoría del conflicto: 

b) etapas del proceso de mediación: 

c) comunicación: 

d) técnicas de rol* plaving 

En el Consejo Profesional de Ciencias Económica* de la Capital Federal exis¬ 
ten una Escuela de Mediación y una Escuela de Arbitraje. A efectos de obtener la for 
mación necesaria para desempeñar la labor de mediador se debe realizar un curro que 

consta de dos partes principales: 

a) ciclo introductorio; 

b) ciclo de cspcciah/actón en mediación 

El ciclo introductorio consta de los siguientes módulo*: 

a) teoría de la necesidad y el deseo; 

b) teoría de la información y comunicación. 

c) teoría de la decisión; 

d) lógica y leona de los juegos; 

c) teoría de la organización y el cambio: 

f) teoría y técnica de la negociación. 

Este ciclo se dicta en diez clases de tres horas cada una con una frecuencia de 
dos clases semanales. La duración es de cinco semanas. 

El ciclo de cspccialización en mediación consta de los siguientes módulo* 

a) fundamentos de la mediación. La negociación: 

b) teoría del poder y la autoridad; 
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c) icorta de la creatividad; 

d) teoría del valor; 

e) teoría del conflicto; 

f) teoría y técnica de la mediación. 

Una segunda cuestión a considerar seria ¿cuándo la mediación es aconseja¬ 
ble? Las pautas a considerar serían: 

a) si las partes desean terminar con su problema pero no con su relación; 

b) si se desea minimizar costos; 

c) si el origen del diferendo está relacionado con deficiencias en la comunica¬ 
ción; 

d) si el conflicto no es conveniente para ninguna de las partes y no se desea 
iniciar un juicio ordinario; 

e) cuando el objetivo es resolver el conflicto rápidamente; 

0 cuando ambas partes tienen posibilidad de generar opciones razonables para 
solucionar el litigio. 

Por otra parte, ¿cuándo la mediación es desaconsejable? 

a) si a las partes no les interesa lograr un acuerdo; 

b) cuando alguna de las partes desea un fin punitivo; 

c) si existen grandes cantidades de dinero; 

d) si se desea lograr un precedente legal; 

e) si se desea dilatar la resolución del litigio para que una de las partes se vea 
favorecida. 

El mediador es un tercero imparcial, que no tiene poder de decisión, cuya fi¬ 
nalidad es la resolución de un conflicto. 

Es una persona poseedora de determinadas características personales, entrena¬ 
miento y mejoramiento de habilidades personales que le permiten la resolución de 
conflictos. 

Las cualidades personales que un mediador debe poseer son. entre otras, las 

siguientes: 

I Capacidad de comunicación. 

2. Etica. 

3. Credibilidad 
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El mediador dehe estar entrenado para aplicar las etapas del proceso, generar 
opciones, evaluar intereses y posiciones, controlar la ira o romper el estancamiento, 
por mencionar algunas de las habilidades que éste debe manejar. 

El proceso de mediación puede ser realizado en dos ámbitos claramente dife¬ 
renciados. 

1. Ambito de la justicia estatal. 

2. Ambito de la justicia privada. 

Actualmente, sólo están habilitados pura ser mediadores en Injusticia ordina¬ 
ria los profesionales del derecho. 

En los litigios iniciados ante la justicia ordinaria el dio. 103/95 establece los 
requisitos para ser mediador 

1. Ser abogado con dos aflos de antigüedad en el titulo. 

2. Haber aprobado el curso de entrenamiento, pasantías y haber sido evaluado 
en su idoneidad por la Secretarla de Justicia del Ministerio de Justicia. 

3. Disponer de oficinas para cumplir con las tareas que implican el desarrollo 
de sus funciones, tales como celebración de sesiones conjuntas y privadas. 

4. Abonar S 100 en concepto de matrícula anual. 

En la Argentina tiene vigencia la ley 24.573 que establece la mediación obli¬ 
gatoria como etapa previa a todo proceso judicial, salvo para las cuestiones expresa¬ 
mente excluidas en el urt 2* de dicho cuerpo legal. 

Las etapas para realizar una mediación en la justicia estatal son las estableci¬ 
das en la mencionada ley de mediación y conciliación, sancionada el 25 de octubre 
de 1995. 

Las panes en litigio se deben someter obligatoriamente al proceso de mediación 
como etapa previa a la sustanciacidn de juicios ante los tnbunales nacionales. 

Para poder iniciar el trámite ante la justicia, se debe concurrir a la mesa gene¬ 
ral de entrados con un formulario por cuadriplicado, firmado por el reclamante y su 
letrado. Se debe abonar un arancel de S 15. asf como consignar los datos personales 
de quien efectúa el reclamo y el número de documento del requerido 

La mesa general de entradas verificará el cumplimiento de los requisitos for¬ 
males de la presentación. Luego sorteará el juzgado que intervendrá, el fiscal, el asesor 
y el mediador. 

El mediador, dentro de los diez días de haber tomado conocimiento de su de¬ 
signación. fijará la fecha de la audiencia a la que deberán comparecer Us partes y se 
notificará a las mismas por cédula, la fecha de la audiencia. 
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Antes de los sesenta dias de la notificación las panes y los ahogados deben 
concurrir a las oficinas del mediador Quien no lo haga, pagará una mulla de $ 300, 

Las panes pueden contactarse con el mediador designado antes de la fecha de 
la audiencia para hacerle conocer sus pretcnsiones. 

Se podrá citar a un tercero para que comparezca a la instancia mediadora cuando 
el mediador advierta que es necesaria su intervención, Se firma un compromiso de 
confidencialidad, que puede disolverse de común acuerdo 

El plazo para concluir con el proceso de mediación es de sesenta días desde la 
última notificación al requerido y/o tercero. 

En el caso de procesos de ejecución y juicios de desalojo, en los cuales la me¬ 
diación es optativa, el plazo será de treinta días. 

En ambos supuestos el plazo se puede prorrogar por acuerdo de panes. Los 
aranceles son: 

a) de $ 150 para conflictos de hasta S 3.000. 

b) de S 300 para conflictos superiores a S 3.000 

En el caso de no llegar a un acuerdo constará en un acta. El mediador cobra 
$ 15 y el saldo una vez finalizado el juicio. El fracaso de la mediación da derecho a 
iniciar un juicio tradicional. 

Si se produce el acuerdo, se labra un acta. Se deben incorporar en el acta los 
términos del acuerdo y debe ser firmada por el mediador, las partes y los letrados. 

El acuerdo se comunica al Ministerio de Justicia y tiene valor de sentencia ju¬ 
dicial. 

En el ámbito de la justicia privada, las panes eligen un mediador. 

Antes de transcurridos los sesenta días de la notificación, las partes y los abo¬ 
gados deben concurrir a las oficinas del mediador. En el caso de que no concurra 
alguna de ellas, pagará una multa de $ 300. 

Posteriormente, se firma un compromiso de confidencialidad, que puede disol¬ 
verse de común acuerdo. 

Hasta aquí, el procedimiento es similar al que se realiza en la justicia estatal, 
excepto en la elección del mediador y el pago del arancel de S 15. 

La forma de establecer los honorarios difiere en la mediación privada debido a 
que los mismos se fijan por negociación entre las partes. 

Sí no se llega a un acuerdo constará en un acta firmada por las partes, sus abo¬ 
gados y el mediador 
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Se pagan Ion honorarios pactados a diferencia de lo que acontece en la justicia 
estatal, en la cual el mediador cobra $ 15. y el resto, luego del juicio. 

Posteriormente, se puede iniciar un juicio tradicional, de la misma forma que 
en la mediación en el Ministerio de Justicia. 

Si se llega a un acuerdo también constará en el acta firmada por las partes, el 
mediador y los abogados. 

Se abonan los honorarios pactados y se comunica al Ministerio de Justicia El 
acuerdo logrado tiene el mismo valor que una sentencia judicial 


2,3. ARBITRAJE 

La forma de dirimir controversias de la que nos ocuparemos en último térmi¬ 
no es el arbitraje, al que se lo puede definir como a un sustituto de la jurisdicción 
estatuí cuando el orden jurídico ha sido vulnerado 

Es una de las alternativas de resolución de conflictos de la justicia estatal Sus 
principales características son: 

1. Voluntariedad: consiste en que las partes deciden por su propia voluntad 
someter el conflicto a un tribunal especial. 

2. Libre elección del árbitro por las partes involucradas en el litigio. La justi¬ 
cia arbitral prevé la elección del árbitro por ellas mismas. 

3. Compromiso previo de las partes de aceptar la decisión. 

4. Resolución del conflicto por el árbitro. El árbitro es la persona encargada de 
resolver la controversia. 

5. Obligatoriedad de la decisión del árbitro. 

Los árbitros son personas cuya función es ejercer jurisdicción de la misma forma 
que los jueces ordinarios. 

Las cualidades cxigibles a los árbitros serán, en consecuencia, similares a las 
necesarias para ejercer la función de juez, estatal 

La imparcialidad c independencia de criterio son las características básicas en 
las que se sustenta la labor del árbitro 

La función jurisdiccional pertenecía siempre al Estado y se consideró una ma¬ 
nifestación de soberanía. 

Producida una controversia, existen dos formas de arribar a un acuerdo: 

a) mediante un acuerdo de voluntades (métodos no adversanales): 
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b) a través de un tercero que va a proveer la solución (métodos ndversariules). 

En el caso de que quien provea la solución sea un tercero, las alternativas po¬ 
sibles son las siguientes: 

1. Juicio estatal. 

2. Juicio arbitral. 

El Código de Procedimientos Civil y Comercial prevé dos posibilidades para 

ser árbitro: 

a) árbitro de derecho: 

b) amigable componedor. 

El arbitraje de derecho es aquel en el cual los árbitros actúan sujetos a normas 
legales. La resolución de los conflictos se efectúa mediante un procedimiento simi¬ 
lar al utilizado por los magistrados estatales Uno de sus principales rasgos caracte¬ 
rísticos es la formalidad. 

El arbitraje de amigables componedores es aquel en el cual los árbitros fallan 
o laudan según su leal saber y entender 

Los amigables componedores no están sujetos a las reglas de procedimiento 
establecidas en el Código Procesal. 

La informalidad es una característica predominante en este tipo de proceso ar¬ 
bitral. Sin embargo, ésta no es ilimitada: es necesario respetar ciertos principios fun¬ 
damentales. tales como la garantía de defensa en juicio y el derecho a una decisión 

intrínsecamente justa. 

Los amigables componedores, de acuerdo a lo expuesto en el capítulo pertinente 
sobre arbitraje, pueden ser personas físicas, mayores de edad que posean pleno ejer¬ 
cicio de los derechos civiles y que sepan leer y escribir (art 743. segunda parte, y 767, 
inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). 

La existencia o no de una institución que administre el sistema arbitral deter¬ 
minaría la sigucnte clasificación: 

a) arbitraje ad hoc. 

b) arbitraje institucional. 

El arbitraje es ad hoc cuando no existe ninguna institución que administre el 
sistema. No existe un mecanismo predeterminado. Las reglas con las cuales se desa¬ 
rrollará el procedimiento arbitral son creadas por las partes. 

El arbitraje es institucional cuando existe una institución que se encarga de su 
administración formal 
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La ventaja del arbitraje institucional sobre el adhot esté determinada en que 
el procedimiento, al cual deben sujetarse las panes, esli preestablecido 

Como ejemplo de arbitraje institucional tenemos el ofrecido por el Tnbuaai 
Arbitral del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal, en- 
y as características se comentan en los puntos posteriores 


III. LA MEDIACION EN EL AMBITO DE ACTUACION DE 
LOS PROFESIONALES EN CIENCIAS ECONOMICAS 

3.1. ANTECEDENTES GENERALES 

Como se ha visto en el desarrollo de los puntos anteriores, las técnicas alta- 
nativas de resolución de conflictos presentan ventaja» comparativas cualquiera sea la 
Indole de la controversia objeto de las mismas 

Muchas de dichas ventajas se ven potenciadas cuando se someten al amUisis 
desde un punto de vista que incluya sus consecuencias económicas Los profesiona¬ 
les en ciencias económicas tenemos por formación un acercamiento muy estrecho con 
el concepto de productividad que. en principio, aplicamos para determinar qué in¬ 
formación es relevante y pertinente. Por extensión de este concepto, podemos arri¬ 
bar a que las formas alternativas de resolución de confUclus estén brindando un resul¬ 
tado de similor satisfacción con un menor esfuerzo comprometido en su consecución 

Las empresas, por la naturaleza de sus actividades, pueden verse enfrentadas a 
diversos tipos de conflictos, tales como los que a continuación se enuncian: 

— Entre empresas. 

— De las empresas con sus empleados 

— De las empresas con sus consumidores. 

— De las empresas con la comunidad. 

Cada uno de ellos puede ser sometido a formas alternativas de resolución ui 
como las que se han venido desarrollando a lo lugo de este capitulo. 

En el primer grupo, pueden encontrarse controversias típicas como lo son aqué¬ 
lla» relacionadas con las franquicias, o la explotación de licencias o patentes. 

En el segundo grupo se encuadran los conflictos típicos de las relaciones labo¬ 
rales que pueden involucrar a cualquier nivel de la escala de personas que se desem¬ 
peñan al servicio de una empresa. Asi leñemos aquellos conflictos que upuameafc 
se han conlcmplado en las leyes laborales y que se someten a una instancia de con¬ 
ciliación previa en sede administrativa, como la instancia conciliatoria obligatoria 
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previa para las cuestiones laborales actualmente contemplada en la ley 24.635 que 
tiene aplicación en nuestro país, a partir del I" de agosto de 1997 

Un ejemplo concreto de cuestiones laborales que intentan resolvente en una 
instancia de mediación voluntaria es el acoso sexual a un trabajador en ocasión de su 
desempeño y como medio de presión para la conservación de su empleo, 1.a obten¬ 
ción de la fuerza probatoria resulta, para dichos casos, tan onerosa y controvertible 
que lo más aconsejable resultaría un acuerdo que contemple resarcimientos económi¬ 
cos que permitan evitar una larga controversia judicial que demandaría esfuerzos y 
tiempo notoriamente superiores, según suige de las opiniones que los expertos en 
mediación vuelcan respecto del tema. 

En el tercer grupo se incluyen cuestiones tales como las que provienen de las 
demandas que por insatisfacción pueden promover los consumidores frente a la ad 
quisición de determinados productos La índole de las cuestiones que se feneran por 
este tipo de controversias puede rozar en su límite inferior el ridículo y en el otro 
extremo, involucrar cuestiones de envenenamiento de toda una población por el con¬ 
sumo o administración del producto en cuestión. 

En el cuarto grupo que aquí se ha enunciado, se ubican las relaciones que las 
empresas tienen con la sociedad por los perjuicios que las acciones emprendidas por 
éstas puedan tener sobre los bienes do los integrantes de la comunidad. Un aspecto 
que ha cobrado importancia relevante en los últimos años es el relacionado con las 
cuestiones ambientales y las consecuencias nocivas que. sobre la calidad de vida de 
la población, pueden generarse por alguna de las partes del proceso productivo, como 
por ejemplo, el caso del efecto que produce el desecho de productos químicos en los 
ríos u otras extensiones de agua. 


3.2. CUESTIONES QUE HACEN ACONSEJABLE LA OPCION DE 
RESOLUCION DE CONFLICTOS EMPRESARIALES POR MEDIOS 
ALTERNATIVOS 

Una de las primeras funciones a las que nos vemos sometidos en el ejercicio 
de la profesión es fundamentar el por qué de aconsejar a nuestros clientes la elección 
de una alternativa frente a las otras, en el marco del proceso decisorio. 

Este es un caso típico en el que deben analizarse, junto con el asesorado, cuá¬ 
les son las ventajas que hacen preferible la alternativa de lu mediación frerte a la 
posibilidad de iniciar o contestar una demanda en el ámbito tribunalicio 

Si se tratan de esquematizar las ventajas que la aplicación de una alternativa 
puede brindar a la solución de las controversias que eventualmente deben enfrentar 
las empresas, pueden citarse las siguientes: 
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Participación voluntaria de las parle» en el proceso de mediación 

— Confidencialidad 

Posibilidad de participación de los propios empresarios o de los principales 
directivos en la negociación. (Permitiéndoles ver y analizar perspectivas del 
litigio, difíciles de transmitir y negociar a través de represéntame» letrado*. | 
Optimización en el tipo de solución del confítelo (Que la respuesta no lie 
guc cuando ha dejado de ser útil.) 


3,3. CONSTANCIA CONTRACTUAL DE LA VOLUNTAD DE 
SOMETERSE AL PROCESO DE MEDIACION 


Linda R. Singbr (') plantea que 


den ponrnc de acuerdo, por anticipado, en rccinnr a la ar 
y mil larde a un pernal» o an Jitalrae ca caso de que wr»i 
Los términos ¡teníales de k» comraros -upo- nrcoern mi 


3,4. ARBITRAJE NO OBLIGATORIO 

En el orden mundial, cada ve/ con maysir asiduidad las empresas se ven en la 
necesidad de dirimir controversias especializadas que. si fueran llevadas al ámbito 
judicial, podrían derivar en procesos interminables, por lo que tienden a someter a las 
mismas al juicio imparcial de un experto. 

La posibilidad del arbitraje prevista en el Código de Procedimientos Civil y 
Comercial de la Nación se analiza en otro capítulo de este mismo libro, por lo que 
ccfiiremos el análisis a la participación de un árbitro libremente designado por las 
partes 

Singek i i analiza la alternativa de mediación en la que la participación de ex¬ 
pertos imparviales puede ayudar a las partes a llegar a un acuerdo sobre cuestiones 
técnicas, y que encuadraría dentro de lo que podríamos denominar arbitraje no obli¬ 
gatorio Según la autora resulta aplicable en los siguientes casos 


(1) Snu «. Limo* R . Mfdmián. RaotutH* ir ((mflttuu Tttucai ir «Moa «a la Mm 
rmpmanal. famluii y Ugal. Ediloml Pautó». Espato Arparan. 10% 

(2) Sinou. op. til ca ñola ti». 
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Turnio la falta de acuerdo entre las parí» densa de diferente* punios de víala «obre enca¬ 
ñones científica», idóneas, comercial» o. incluso, le*»)», loa huyanle» pueden negneioa ana 
propios acuerdos, con o sin mediador, y pueden limar su» diferencias Lo que suelen nece¬ 
sitar es la opimdn de un expeno o perito, de conocimiento c imparcialidad reconocido» " 

Ejemplificando lo expuesto, señala que 

"Para que dos empresas contraten conjuntamente lo» servicios de un expeno impuro»! que 
dinma sus conflicloa técnicos, una de ellas nene amo que lomar la iniciativa de niyrnr la 
idea Después han de ponerse de acuerdo sobre el experto a contrata! y dccidu »i «u difa¬ 
men seré o no vinculante " 


IV. APLICACIONES DIRECTAS A CUESTIONES 
VINCULADAS CON LAS CIENCIAS ECONOMICAS 

4.1. REGLAMENTO DEL CENTRO DE MEDIACION DEL CONSEJO 
PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS DE LA CAPITAL 
FEDERAL 

En mayo de 1997 fue circulan «ulo a los profesionales de la Capital Federal el 
reglamento citado en el título, adoptándose, en el mismo, los lincamientos que se 
reseñan en los puntos siguientes La presentación de las cuestiones tratadas respon¬ 
derá al siguiente ordenamiento: 

a) Del objeto, organización y funciones del centro. 

b) Requisitos para integrar el centro: 

1. director del Centro de Mediación: 

2. secretario del Centro de Mediación: 

3. mediadores matriculados: 

4. comediadores de otras disciplinas: 

5. asistentes del centro: 

6. expertos neutrales. 

c) Causales de inhabilitaciones y exclusiones de los mediadores y comediado¬ 
res. 

d) Servicios comunitarios de mediación. 

e) Procedimiento. 

0 Costos del proceso de mediación 
g) Normas éticas. 
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a) Del objeto, organización y luncionea del centro 


Bl reglamento del Centro de Mediación del C.P.C.E.C.F. fija como sede el 
domicilio del organismo profesional, el que al tiempo de creación de aquél se encuen¬ 
tra situado en la calle Viamome 15-49 de la Capital Federal. 


Este centro tendrá por objeto: 


La competencia del Centro de Mediación ha sido definida con un carácter am¬ 
plio para todas aquellas cuestiones relacionadas con derechos patrimoniales relativos 
a la producción, el comercio o los servicios, que por sus características pudieran ser 
resueltas a través de un procedimiento de mediación 

El mediador podrá intervenir aun cuando contraclualmente no se haya inclui¬ 
do una cláusula de compromiso de someterse a este tipo de procedimiento La con¬ 
vocatoria del mediador puede tener origen en la petición de ambas portes, o bien puede 
ser requerida su participación en carácter de tercero imparcial 


b) Integración del centro 

La estructura organizativa del centro contempla lu existencia de los siguientes 
cargos y funciones: 


T, Director del Centro de Uedltclón 


— Profesional matnculado en el C PC ECF especialista en mediación 

— Ejercerá cargo rentado. 

— Cumplirá funciones respecto de la organización académica y administrativa 
del centro. 

— Le corresponderá velar por el cumplimiento de las leyes generales de la 
República y el desempeño de los integrantes de conformidad con los cáno¬ 
nes éticos fijados. 

— Pira la remoción del director deberán aplicarse las normas vigentes para 
todos los empleados y funcionarios del C.P.C E.C.F. 
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2. Secretario del Centro de Mediación 

— Deberá ser cubierto por un abopado, espec ialista en mediación y que prefe¬ 
rentemente sen matriculado en el C.P.CE.CI- 

— Ejercerá cargo rentado. 

— Tendrá por funciones gestionar, supervisar y colaborar con todas las cues¬ 
tiones relativas al procedimiento y aquellas otras que le fueran expresamente 
encomendadas por el director del centro. 

Entre las funciones que se le asignan debe destacarse que le c orresponderá dic¬ 
taminar sobre la necesidad de asistencia jurídica de las partes cuando asf lo solicite 
el mediador intcrvinicntc respecto de un caso concreto 


— Son aquéllos matriculados en el C.P.C.E.C.F. que integren el registro de me¬ 
diadores del centro 

— Son requisitos para integrar el registro mencionado 

a) ser mediadores diplomados de la Escuela de Mediación y Arbitraje del 
C.P.C.E.C.F.. que soliciten su inscripción, 

b) cxccpcionalmcntc, quienes sean designados por el C.P.C.E.C.F. a propues¬ 
ta de la Comisión de Mediación y Arbitraje, con carácter restrictivo y en 
la medida en que sus antecedentes y las necesidades del Centro de Me¬ 
diación lo justifiquen. 

— El registro estará permanentemente abierto, pudicndo los interesados solicitar 
la inscripción en cualquier momento. 

— La permanencia en el registro será por dos años, debiéndose dejar pasar un 
período intermedio similar para solicitar la reinscripción. El requisito del 
período intermedio podrá ser dejado de lado en las situaciones excepciona¬ 
les previstas en el mismo reglamento. 

—Tendrán obligación de atender los casos comunitarios que les sean asigna¬ 
dos por sorteo bajo apercibimiento de remoción salvo causa justificada que 
no afecte el normal desenvolvimiento del proceso. 

— Un mediador puede pedir licencia o renunciar al registro sin expresión de 
causa, continuando con la atención de los casos que tenga asignados. 




CAP XIII - LA LABOR PROFESIONAL DEL CONTADOR PUBLICO EN LAS 


715 


4 Comediadores de olma disciplinas 

Serán graduador universitario* matriculados en sus respectivos colegios o 
socios de los mismos, en su caso, y deberán integrar el registro de comedia 
dores del Centro de Mediación del C.P.CJLC.F. 

— Podrán integrar este registro quienes acreditando entre sus antecedentes un 
alto grado de capacitación, sean aceptados en tal carácter por el CJ’.C.E.CF 
F.l registro permanecerá abierto hasta que se alcance la cantidad suficiente 
para el funcionamiento del centro. 

— Tendrán obligación de atender los casos comunitarios que le sean asignados 
por sorteo. 


5. Asistentes del centro 

— Serán profesionales de ciencias económicas que tengan un entrenamiento 
suficiente para ejercer la función. 

— Serán cargos tul honorem. 

— Se computarán como pasantías en los términos previstos en lo* planes de 
estudio de la Escuela de Mediación y Arbitraje 

— Asistirán al secretario, cuando así corresponda, en la tarea de hacer conocer 
las características y ventajas de utilizar los servicios de mediación que se 
brindan en el centro 

- Podrán ser removidos por el solo arbitrio, debidamente fundado, del direc¬ 
tor del Centro de Mediación. 

Además de los integrantes señalado» en el cuadro precedente, debe destacarse 
la posibilidad de que existan ••esperto* neutrales” Debe entenderse como tales a 
aquellos especialistas que actúen, designados de común acuerdo entre las pane*, como 
asesores técnicos, peritos o consultores especializados en determinadas materias 

Los honorarios de estos últimos surgirán de acuerdos con la» parle» que hayan 
solicitado su intervención y pagados por ellas mismas, sin que pueda atribuirse al 
centro ninguna responsabilidad patrimonial respecto de la cancelación de los mismos. 
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c) Causales de inhabilitaciones y exclusiones de los mediadores y 
comediadores 

Las causales de inhabilitación y exclusión de los mediadores y comediadores 
surgen del pío. 6 del reglamento que se viene comentando y que textualmente dice: 


“6.1. InhabUKaciooes de l« mediador** y comediador» 

Lo» mediadores y comediadores qoc layan intervenido cu nn caso determinado estarlo in 

habilitados: 

6,1.1 Como testigos Las panes se deben comprometer a so citarlos como ule» 

6.1.2. Para actuar ea cualquier proceso judicial o arbitral relacionado con los casos de 
mediación en los qne hubieran intervenido, ya sea como árbitro, representante, «re- 
sor o perito de alpina de las panes, salvo expresa voluntad conjunta de ludas ella* 

6.1.3. Para asesorar o patrocinar a cualquiera de las panes tracrvinnmics en U mediación 
mientras integren el registro del Cauro de Mediación y hasta después de un arto de 
haber cesado en el nuimo La prohibición será permanente en la causa en la que 
hayan intervenido como mediador " 

Respecto de las causales de exclusión del registro, el reglamento especifica las 

siguientes: 

"Exclusión del registro Serán excluidos del re güiro ios mediadora y comediadores que: 

a) incumplan las normas reglamentar»* para el ejercicio de la mediación en el Centro de 
Mediación; 

b) incurran en las faltas éticas para el ejercicio de la mediación que se establecen en ene 
reglamento; 

e) no acepten una designación o no concurran a una reunión conjunta o parcial, salvo caso» 
de fuerra mayor justificada. 

d) sean sancionados públicamente por pane del tribunal de disciplina por mal desempe¬ 
ño de la profesión en general. En estos casos la exclusión será por el término de un año. 
salvo que la inhabilitación fuera por mayor tiempo, en cuyo caso re estará a lo que en 
tal sentido se hubiera establecido: 

e) cobren o pretendan cobrar honorarios diferentes o adiciónala a los automwk». o re¬ 
ciban dádivas de las panes. 

f) ejerzan deficiente o irrcgularmente el cargo. 

g) demuestren desórdenes de conducía. 

h) denoten negligencias. 

i) sean procesados durante el tiempo que dure esta situación o hayan incuirido en delito 
que tenga semencia firme; 

I) demuestren ineptitud para la función. 

La remoción de los mediadores será resuella por el director del Centro de Mediación, y será 
apelable ame el tribunal de disciplina del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de 
la Capital Federal dentro de los quince dias. En caso de apelación, la remoción re manten¬ 
drá con carácter provisorio y hasta unto se pronuncie el referido tribuna! 
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L» remoción de Icn cnmedndom «ti remella por el director del Centro de Mediación, y 
tai hapelaNe " 


d) Servicios comunitarios de mediación 

En caso» excepcionales y de conformidad con las especificaciones previstas en 
el reglamento, podrán ser solicitados estos servicios al centro, los que serán asigna¬ 
dos por sorteo, según se manifestará oportunamente 


e) Procedimiento 

En el procedimiento propuesto se han respetado las características que los es¬ 
pecialistas consideran esenciales para que se lleve a cabo todo intento de mediación 
con resultados satisfactorios. 

El proceso de mediación puede iniciarse por: 

I Pedido conjunto de las panes en conflicto. 

2. Pedido de alguna de las panes en conflicto o de sólo un grupo de ellas cuando 
sean más de dos las panes enfrentadas. 

Cada una de las alternativas precedentes incluye en la etapa inicial un conjun¬ 
to de actividades diferente, el que una vez satisfecho, dará paso al acogimiento del 
procedimiento general. 

En la etapa inicial deben diferenciarse las siguientes pautas: 


Procedimiento cuando la mediación es 
pedida por todas las partes en conflicto 

Procedimiento cuando la mediación no ea 
pedida por todas las partes en conflicto 

1. U solicitud de mediación será presentada y 
firmada por todas las panes en conflicto. En 
ella harán constar el mediador y el comedia¬ 
dor, en su caso, que hayan elegido de co¬ 
mún acuerdo. De no haberlo hecho, éstos 
serán seleccionados por sorteo. 

1. La solicitud será presentada y firmada por la 
parte que solicita la mediación. Tratándose 
de mas de dos partes, sera presentada y fir¬ 
mada por aquellas que soliciten la media¬ 
ción. 

2 Dicha solicitud deberá exponer en forma 
sucinta las cuestiones y punios que deseen 
ser sometidos a mediación, así como la 
identificación de la/s otra/s parie/s 

2. Dicha solicitud, que será confidencial, debe¬ 
rá exponer en forma sucinta las cuestiones 
y puntee que deseen ser sometidos a me- 
dxaoón. «si como ta dentrficaoón de 'a's 
otra/s partes. 
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3. Inmediatamente el secretario pondrá en 
marcha el procedimiento general 

3 El centro, prolerentemontc a través de sus 
asístenos entrenados, remitirá por lo mono» 
una carta certificada a la's pade/s sotatadate 
matándola'* a participar de la mediación y 
otphcando las caraaerisucas y bondades de 
este procedimiento ad|untando información 
complementario eobte ei Centro de Moría- 
ción 

También procurará lenor previamente una 
conversación directa fomontando el interés 
de aquella/* para que inienle/n esla vía 
como solución a su conflicto 


4 El asistente deDorá informar, por escrito, do 
la gestión realizada y de las impresiones ob¬ 
tenidas como consecuencia de ella. 


5 La aceptación del procedimiento de media¬ 
ción deberá ser por escrito, dentro del térmi¬ 
no de diez días de formulada la invitación. 

La contestación negativa o la falta de res¬ 
puesta en el término indicado pondrán fin a 
la actuación del centro, y se deberá notificar 
al solicítame de la tinahzaoón del procedi¬ 
miento 


Superados los pasos señalados, en unió el procedimiento sea de interés para 
ambas parles, tendrá lugar el denominado "procedimiento general" que se ngc por la 

siguiente secuencia 

'El director del cenizo convoca!* a cada parte en (orina independíeme paia 
a) uncrilHi la aceptación del procedinucalo y del reglamento de la inuitucidn; 
b> conocer de cada pune loe mefom diai y hora» para realizar la» audienc ia» ile media- 
cada: 

C| «mear cuando no haya acuerdo por un mediador y comediador en w caco a dicho* 

d) hacer abonar la tan adminniraliva y la parte anticipada que corresponda por arance¬ 
le» 

El director del centro también lomará contado con el mediador y comediador, en »u caco, 
que haya/n retallado torteado/» y/o clcgido/t. para 


de mrdwciiKi 
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f) Costos del proceso de mediación 

FJ co*ro del proceso de mediación «urgir* de la «urna de los si guíeme* concep¬ 
to»; 


b) arancele* de mediación. 

c) gastos de cada pane por la intervención de asesore*, penlos de pane, obten¬ 
ción y diligenciamicnlo de pruebas si fueran necesarias y demis erogacio¬ 
nes del mismo estilo. 

Los dos primeros ítem responden a los aranceles que se aprueban en el mismo 
cuerpo del reglamento. 

Cada parte responde por Ira gastos que se generen por el asesonmnento que 
soliciten. En el supuesto de designación de un especialista a requerimiento de ambas 
partes, cada una abonar* los gastos que demande su intervención según lo hayan 
convenido; en su defecto, lo harán por partes iguales 


4.2. PROCEDIMIENTO DEL TRIBUNAL ARBITRAL DEL C.P.C.E.C.F. 

El funcionamiento del Tribunal Arbitral del Consejo Profesional de Ciencia» 
Económicas de la Capital Federal está previsto en lu» denominadas “normas pora la 
solución de conflictos”. 

Dicho reglamento del Tribunal Arbiiral del Consejo Profesional tic Ciencias 
Económicas de la Capital Federal establece, por ejemplo, lo* criterio» para selección 
de árbitros, notificaciones, audiencia» de conciliación y/o de prueba, no previstos en 
los arbitrajes ad hoc. En consecuencia, las partes conocen a prion la* regia* a la* 
cuales estará sujeto el procedimiento arbitral en el caso de un conflicto futuro. 
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En principio, como ya se expresó en el capitulo que trata el tema "arbitraje", 
las cuestiones que pueden ser sometidas a arbitraje, de acuerdo con normas procesa¬ 
les. son aquellas que: 

a) no afecten el interés público; 

b) no lesionen intereses de tercetos. 

c) sean objeto de transacción 

El reglamento del Tribunal Arbitral del Consejo Profesional de Ciencias Eco¬ 
nómicas de la Capital Federal expresa que podrán someterse al proceso todas las pre¬ 
tensiones patrimoniales cuyo contenido no afecte el orden público. 

Las normas para la resolución de conflictos con contenido patrimonial del Tri¬ 
bunal Arbitral de la Capital Federal constan de dos panes, una primera que se rene- 
re al "tribunal de amigable composición" y una segunda que trata la 'mediación fa¬ 
cultativa”. 

Abocándonos a la primera parte encontramos que desarrolla los siguientes as¬ 
pectos relacionados con el tribunal de amigable composición 

• Capitulo I. Del objeto, forma y contenido. 

• Capitulo II. Del tribunal. 

• Capitulo III. Del procedimiento. 

• Capitulo IV. Del laudo, costo y recursos. 

El contexto legal del juicio de amigables componedores ya ha sido desarrolla¬ 
do en el capitulo respectivo, por lo que en esta oportunidad sólo abordaremos los 
aspectos que caracterizan al procedimiento propuesto en el ámbito del Consejo Pro¬ 
fesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal y los costos previstos en el 
mismo. 

Según entendemos los autores, esta síntesis puede resultar útil para los profe¬ 
sionales del área que escojan la especialidad, por un lado, y para quienes deban ase¬ 
sorar a sus clientes sobre la conveniencia de la adopción de estas formas innovado¬ 
ras de resolución de conflictos. 

Considerando que se llega a la intervención de un tribunal de amigable com¬ 
posición por acuerdo de las partes cuyos intereses confrontan, es dable destacar que 
las mismas pueden decidirse por esta opción ya sea en el mismo acto contractual, 
mediante la inclusión de una cláusula compromisoria, o bien acogerse al mismo en 
oportunidad de suscitarse el conflicto de orden patrimonial. 

Asimismo, el mencionado acuerdo puede celebrarse antes de que se inicie el 
proceso judicial o después, siempre y cuando en este último caso no se haya dictado 
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sentencia de primera 'financia. Respecto de su instrumentación la misma puede rea¬ 
lizarse por escritura pública o en instrumento privado. 

El contenido mínimo de un acuerdo de sometimiento al tribunal definido seria 
el siguiente: 

a) nombre, apellido y domicilio de las partes. 

b) exposición de las pretensiones del demandante. 

e) convenios pertinentes y. de manera preponderante, el convenio de aceptación 
del mecanismo de arbitraje por amigable composición promovido por el Con¬ 
sejo Profesional de Ciencias Económicas y la Fundación para la Solución de 
Conflictos, y los documentos o informes que establezcan claramente las 
circunstancias del caso; 

d) las indicaciones útiles relacionadas con la aplicación de este sistema, la pro¬ 
puesta del árbitro mediador, de conformidad a lo dispuesto en las normas que 

se comentan 

En el capítulo II de las normas se desarrollan los temas vinculados directamente 
con el tribunal, como la composición del mismo, la elección de los árbitros, las cau¬ 
sales de recusación y las razones en que puede concretarse un reemplazo del árbitro 
intervinientc. 

Se prevé que el tribunal tendrá un funcionamiento colegiado, y que lo compon 
drán tres integrantes: uno profesional del derecho y los otros dos profesionales de las 
ciencias económicas. La designación de los mismos surgirá de la aplicación de los 
siguientes criterios: 

a) el profesional del derecho se sorteará sobre la base de una lista selecciona¬ 
da por la Fundación para la Solución de Conflictos, en virtud de lo» requi¬ 
sitos que la misma establezca: 

b) los profesionales de ciencias económicas serán elegidos, uno por cada par 
te. de una lista que se formará, de acuerdo con las especialidades, en el nú¬ 
mero. con los requisitos y las incompatibilidades que el Consejo Profesio¬ 
nal de Ciencias Económicas determine. 


4,2,1. Elección, recusación y reemplazo de los árbitros 

Para la elección, recusación y reemplazo de los árbitros te prevén las siguien¬ 
tes condiciones: 

• Elección La pane actora propondrá uno de los árbitros que integran la lista 
respectiva, notificará al mismo y a la parte contraria con el traslado de la 
demanda, todo ello con intervención del C P.C.E.CP 
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I-a parle contraria propondrá el otru árbitro entre lo* restantes de la lista al 
momento de contestar la demanda 

Para el caso en que una o ambas partes no hicieren uso de este derecho, se 
realizará un sonco, en forma pública, dentro del tercer rifa de vencido el tér¬ 
mino para ello, con los miembros de la lista preparada por la especialidad 
intcrvinicntc. en presencia de la autoridad que el consejo profesional desig¬ 
ne a tal fin. 

Recusación. I.a independencia del árbitro o mediador respecto de las pnr 
tes es un presupuesto básico. La falla de cumplimiento de es le requisito dará 
lugar a un pedido de recusación que deberá tramitarse en la mesa de entra¬ 
das del C.P.C.E.C.F. 

Asimismo, el árbitro que conozca que su independencia puede verse afecta¬ 
da debe ponerlo en conocimiento del presidente del consejo profesional 
Luego de recibir las eventuales observaciones de los involucrados en el pro¬ 
ceso. el presidente del consejo se pronunciará sobre la procedencia y al mis 
mo tiempo sobre el fondo de la solicitud de recusación o excusación, si hu¬ 
biere lugar, teniendo esta resolución carácter de irrecumblc 
Reemplazo l'l reemplazo de un árbitro puede ocasionarse en el fallecimiento 
del mismo, cuando exista una causal de recusación o excusación, o cuando 
se le aceptara la renuncia. 

Una vez reconstituido el tribunal, aplicarán las normas previstas en el orde¬ 
namiento. 


4.2,2. El compromiso arbitral 

En relación con el compromiso arbitral, se puede definir como la cláusula que. 
convenida en el contrato o en un acto posterior, hace obligatoria la resolución del 
diferendo mediante el proceso arbitral 

Es conveniente aconsejar a nuestros clientes que incorporen esta cláusula en el 
momento de suscribir el contrato. En esc momento, cuando no existen dificultades, 
las partes de común acuerdo decidirán incorporar una cláusula que las sujeta a adoptar 
el procedimiento arbitral en el caso de eventuales controversias futuras. 

El reglamento del Tribunal Arbitral del Consejo Profesional de Ciencias Eco¬ 
nómicas de la Capital Federal establece los requisitos mínimos que debe contener el 
compromiso o cláusula arbitral, los que podemos resumir de la siguiente forma: 

a) datos de las partes. 
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h) pretensión del demandante; 

c) convenio» pertinentes. en especial. el convenio de aceptación del arbitraje por 
amigable composición: 

d) indicaciones relacionada.» con la aplicación del sistema; 


e) propuesta del árbitro mediador 


Con la finalidad de ilustrar sobre el contenido de la cláusula compromisoria 
exponemos el modelo aplicable a un contrato: 


I, sea cu toona directa o induren. te 
amigable» componedora de aerado cea el pntcedinaeato diablee nlu f ■ el re 
Corneto Pmfeticin.il de Cicnciai fieondmlca» de ta Capital Hedetal Le» áftillrcn «ei 
dm de ettm teleccmnadm pnr la» panel La etecctdn de la Wra Krt minada d 


que al ctcclo posee el C PCJLCF. ea ene ano. la leí Ura/Or por U paite 
tWDra por b pane U tercer íftmro lera upem unamente druaaado por 
ubre la baae del locado de abegadoa elabuiado pnr el C P C ECK. de aeaerdo coa et re 



El laudo dictado por rl inhuul «era ejrs mal 
lo dnpuctio poiel CP.C.C N til domicilio i 
1541. Capital Federal, mienliai 1 C tunare ir 
consllluidoa a los efeelo» Irgale» l« que 
(átelo de que b» paite» puedan fi|ar i 



4,2,3. Procedimiento del Tribunal Arbitral 

El siguiente esquema permite visualizar el procedimiento previsto para el Tri¬ 
bunal Arbitral de amigables componedores: 


lililí! 
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atad Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 
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la litación del plar/i pata la 
aibiirnl .Sin embargo. e* < 
itr un pln/.n predeterminado, rifa •< 
que c« de lre« mese* 

M reglamento del Tribunal Arbitral de i C 
Capital Pede ral reitera la norma establecida p>» el Qbétv- s* a 

máximo para laudar. 

Lo* laudo» de lo* amigable* componedor** ao tom rr»« átn par 
derecho 

El reglamento del Tribunal Arbitral del Consejo fr a ftatu d de 
nómicM de la Capital Federal establece una 
que contra la* revolucione* del tribunal no * 
aclaratoria y nulidad 

Las causales de nulidad recogidas por La 

a) que el fallo esté fuera de término: 

b) que el fallo verse sobre cuestiones no 

Las costas y honorarios de los proceso* de 

muestran la conveniencia de un proceso arbitral 
estatal. 

La escala anexa al reglamento del Tribunal .Arbitra! del Ci* 
Ciencias Económicas de la Capital Federal establece que la om 
cada parte no puede superar el 4,5 % de la c 



4,2,4. Preparación de árbitros 

A efectos de desempeñar adecuadamente la faecwia de a 
fesionul de Ciencias Económicas de la Capta) Federal es ncc 
profcsional con la idoneidad necesaria para resolver el lema t 
La «elección de los árbitros es real irada pee la» pane» J 
los árbitros Ululares y doscientos suplente» 

Lo» causales de recusación de lo» arbitros toetoa e 
tinentc y son la» establecidas en el art. 'e*$ del CsVhgo Preve-sai Ct» » Ca* 
de lu Nación Con igual criterio. el reglamento del Consero Pivt. . dr C 
Económicas de la Capital Iréderal prese la recusación ''*• cauna" pe* 
tenores a su nombramiento. 
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Para que un profesional en ciencias económicas pueda ejercer la función de 
árbitro debe realizar un curso dictado por el Consejo Profesional do Ciencias Peonó- 
micas de la Capital Federal 

El curso dictado con el objetivo de formar árbitros comparte, con el curso para 
mediadores, el ciclo introductorio. Cursado el ciclo introductorio, se debe realizar un 
ciclo de especialización en arbitraje 

El ciclo de especialización en arbitraje consta de los siguientes temas: 

a) el conflicto y sus características; 

b) el arbitraje, principios generales y características 

c) el procedimiento arbitral; 

d) el arbitraje en los contratos comerciales nacionales e internacionales; 

e) la integración económica y el arbitraje internacional. 

0 los tribunales institucionales argentinos y el Tribunal del Consejo Profesio¬ 
nal de Ciencias Económicas de la Capital Federal. 

Este ciclo se cursa en 20 clases de 3 lis cada una. con una frecuencia de dos 
clases semanales y una duración de 10 semanas El curso incluye simulacros sobre: 

a) presentación de casos; 

b) desarrollo del juicio; 

c) el laudo y sus recursos. 

Para concluir el curso se debe presentar una monografía y exponerla. 


V. CONCLUSIONES 

En el presente trabajo se han desarrollado las principales características que 
presentan los medios alternativos de resolución de conflictos. 

Los autores entendemos que cobra importancia |>ara el futuro profesional co¬ 
nocer las paulas básicas relacionadas con las mismas, ya que deberá convivir con ellas 
en su ejercicio de la profesión. Este vínculo puede darse desde el desempeño de la 
función de mediador o de árbitro, o bien en su actuación como asesor de empresas 
interiorizándose de las ventajas y desventajas de tales alternativas. 

Como reflexión final creemos que es recomendable el uso de las denominadas 
cláusulas multipuertas. En los EE.UU. se utilizan las cláusulas "Mcd-Arb" que son 
las cláusulas mediación-arbitraje. La utilización de esta cláusula permite el empleo 
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de vanan alloman van de resolución de confítelos Suscitado un difcrcndo en relación 
con un contrato, las parten iniciarán el proceso de resolución mediante el empleo de 
la negociación Si alguna de ellas considera necesaria la conclusión de la negociación, 
puede iniciar una mediación, seleccionando el tribunal de mediación. 

I.a mediación, de acuerdo con la ley de mediación obligatoria, puede finalizar 
con posterioridad a la primera reunión. 

Concluida la mediación, el proceso de resolución de la controversia será some 
ttdo a arbítrate. 
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